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CAUSA xcrv 

D. Jorge Temperie; (hijo) contra C. T. GeltingjO, por daños 
j perjuicios ; sobre pruebas. 

Sumario. — £1 té. "lino ultramarino pedido dentro de los pri- 
meros dies días del probatorio, y la suma que debe depositarse ó 
afianzarse para gasten, se determinan por el Jues 7 

CAUSA XC\ 



O. Antonio Hartino contra Rubio y Foley, por cobro de salarios 
marítimos; sobre interpretación de sentencia, 

T. ivu 33 
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Sumario. — Anulada una sentencia, y nó las actuaciones anterio- 
res, la declaración de que el demandante debe hacer uso de sus 
derechos ante el Juagado Federal, debe entenderse que es en el 
estado en que se encontraba la cansa, antes de la sentencia 11 

CAUSA XCVI 

D. Rómulo Salvadores contra D. Andrés Baraldo, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — 1° La confesión estrajudicial no tiene fuerza de 
prueba si no se ha hecho en presencia de dos testigos y de la con- 
traparte, con palabras claras, expresión de la cantidad j cosa 
debida, j razón o causa por qué se debe. 

2° La sociedad, cuyo fondo social es mayor de $00 pesos inertes, 
no puede probarse por testigos, sin principio de prueba por 
escrito. 

3° La participación en Us utilidades, no constituye eu el que la 
recibe, el carácter de socio. Rita puede verificarse en favor de un 
dependiente. 

¥ El que na adminislradu negocios ¿genos, tiene la obligación 
de rendir cuenta 13 

CAUSA XGVII 

El Banco Nacional contra Comle y Molina, por jactancia; »obre 
recurso de rescisión. 

Sumario, — 1»E* nula la citación por edictos hecha á loa acto- 
res, que tienen apoderado judicial, constituido cun domicilio 
legal manifestado. 

3° La nulidad de esa citación, y la falla de citación al apoderado 
autorizan la rescisión de la sentencia dictada en rebeldía 84 

CAUSA XCVIII 

D. Faustino V. Berna!, contra 0. Antonio Podesta, por nulidad 
de una escritura de venta; sobre incompetencia. 
Sumario. — La nulidad de una venta discutida y resuella por vía 
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de excepción ame la justicia bical, no puede ser traída al cono- 
cimiento de la Federal, por vía de acción 
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CAUSA XCIX 

D. Santiago Noceítí contra el Dr. D. Manuel M. Zavalla por 
propiedad de un campo y Jar) o, y perjuicios; sobre litis penden- 
cia j falta de personería. 

Sumario. — 1* La copia simple de una sentencia, cuvo eiámen 
además demuestra su nulidad, no puede constituir prueba de lith 
pendencia, 

2" La omisión de documentos relativos al derecho que se liti- 
ga, no puede fundar la excepción dilatoria de falla de personería. 31 

CAUSA C 

D. Guillermo y D. A. W. Junor contra O. Juan W. BeanJ, 
sobre uso de marca. 

Sumario. — I o La excepción de prescripción opuesta con la de 
nulidad en contestación á la acción de la ley de marcas de fabrica, 
deducida en la demandado debe resolverse como articulo previo! 

*» La prescripción de un año establecida por el artículo 24 de 
dicha ley, corre desde la fecha en que es concedida la patente,. 41 

CAUSA CI 

D. T. D. Belton contra Rodríguez, Abolla yC*; sobre indemni- 
zación de daños y perjuicios. 

Sumario. — i - Averiguado el daño en las mercancías porteadas, 
este debe ser estimado por peritos. 

i° Los términos que establece el articulo 1246 del Código de 
Comercio para prescribir la acción de reclamación del daño, cor- 
ren desde que se ha hecho la entrega de toda la carga sin limi- 
tación. 

3 o El porteador no tiene derecho a retener en su poder la 
carga, para asegurar el pago de fletes 45 
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CAUSA CU 

D. Ger.u Burtneister contra doña Pctront C. de Iriondo ; 
sobre contienda de competencia. 

Sumario. — I* Propuesta una cuestión de compelencit por vía 
de contienda, el Juet requerido debe contestar si se inhibe o 
insiste en el conocimiento de la causa, j en el secundo caso remi- 
tir los autos ala Corte Suprema. 

3 a La inobservancia de estas prescripciones por largo tiempo, 
y no obstante los oficios del Juez requirente, autorisa i mandarlas 
cumplir dentro de un término perentorio 5J 

CAUSA C1I1 

D. Luis Citaldi contra la Dirección de los trabajos de prolon- 
(tac ion del Perro-carril Central Norte; por cobro de pesos. 

Sumario, — I o Se presume que el empresario de trabajos, que 
se prueba haberlos practicado hasta cierto punto, y seguirlos 
practicando, sea el que los ha concluido, no probándose haber 
sido otro que tos concluyó. 

t° El empresario que ha recibido el precio de sus trabajos clasi- 
ficados, no puede invocar el error en la clasificación para exigir 
mayor precio 56 

CAUSA CIV 

D. Gerónimo y D. Francisco Rufino contra el Gobierno de la 
Provincia de Santa-Fe, por interdicto; sobre recursos de una sen- 
tencia de la Suprema Corte. 

Sumario. — 1° De las resoluciones de ta Suprema Corte dicta- 
das en causas ea que conoce originariamente, no hay mas recurso 
que el de revisión, 

t* Bl recurso de revisión procede, solo contra las sentencias 
que son definitivas, y en las que existe alguno de los defectos 
señalados por el articulo 241 de la ley de Procedimientos 61 
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CAUSA CV 



José Btfíti y C* contra D. Abra han Medina ; sobre inconstitu- 
cional! dad de un impuesto. 

Sumario. — La ley de la Provincia do Tucumin en la parte que 
prescribe, que t loria carga de vinos en barriles ó en botellas, de 
Jos que se fabrican en la RepuUica, que so consignan ó venden 
para el consumo público, pagará doce reales faerles por cada 
carga, y un real tuerte por cada docena de botellas, de las que 
vengan en cajones », es inconstitucional <U 



0. Constantino Temes García contra el Agente de la f Hala Real 
Inglesa »; sobre devolución de precio de transporte. 

Sumario. — La empresa de transporte no está obligada á devol- 
ver el precio de pasajes estipulados para ciertas personas, j de los 
que han usado otras con consentimiento de estas i 01 



D. Domingo Rojas contra 0. Francisco Billa; sobre cumplimiento 
de un convenio. 

Sumario. -i- Siendo claro el objeto de la demanda, debe re- 
solverse sobre él, prescindiendo de las palabras que se han 
empleada en la redacción del escrito. 

i° El que ha convenido en transferir & otro el uso común de la 
parte que le corresponde en una acequia, sin condiciones, debe 
darle y asegurarle dicho uso, y pagarle les perjuicios causados por 
no haberlo hecho 105 



Contienda de competencia entre el Juez de Primera Instancia 
de la Capital y el de Primera Instancia de la Provincia de Buenos 
Aires, en la sucesión de D. Benito Galindei . 

Sumario. -i° En jas contienda* de competencia entre un Juei 
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de b Capital de la Nación y un Juei de Provincia, y en las. relatU* 1 *" 
«a i juicios universales de sucesión, corresponde á la Suprema 
Corle Federal decidir quien e* el Jue, competente. ? 

«• El Juei competente para conocer en un juicio testamentario 
es el del Ultimo domicilio del difunto, y esle es donde el finado 
tenia el centro principal de sus negocios m 

CAUSA CIX 

D. Germán Bnrmeister contra doña Pelrona C. de Iriondo, por 
contienda de competencia; sobre remisión de autos. 

Sumario — Al jue* inferior que obstruye el curso regular de 
la administración de justicia nacional, negándose á remitir los au- 
tos, para que h Suprema Corte dirima una contienda de compe- 
tencia, debe obligársele con apremio al cumplimiento de esc tra- 
mite, pasándose ademas los autos al Procurador General |t0 

■ 

CAUSA CX 

Echesortu y Casas «otra Vallmann y O, por daños y perjui- 
cios; sobre nombramiento de arbitros. 

Sumario. - En los casos que no son de arbitraje fonoso, para 
fijare! importe de los perjuicios, no puede obligarse á las partes 
á nombrar arbitros, sinó tan solo peritos para ilustrar con su .iic- 
támen al Juez que debe resolver /. m 

CAUSA CXI 

Contienda de competencia entre el Juez de Primera Instancia 
de Corrientes y «| de Primera Instancia de la Capital de la Nación, 
en la causa de la Testamentaría de D. Robuslíano (¿agrada, contra 
la Testamentaria de D. Manuel I. Lagraña. 

Sumario. - 1° Suscitada contienda con un Juez Nacional, y 
remu.do* los autos por ambos jueces para que la Corte la dirima, 
sin hacer cuestión sobre la jurisdicción de la misma para dirimir- 
la, la Corte debe proceder á resolver. 
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$° El Juei de la Testamentaria demandada, es el que debe co- 
nocer de la acción personal deducida contra ella por la Testamen- 
taria demandante ............ 124 

CAUSA CX1I 

D. Antonio Santa Naria conira la Provincia de Santa Fé, por 
espApiacion de un terreno; sobre competencia. 

Sumario. — El conocimiento y decisión de las causas entre 
una Provincia y los vecinos de otra, corresponde originaria y es- 
elusivamente á la Suprema Corte ........ 1 33 

CAUSA CXH1 

D. Manuel Rosas Villanueva contra D. Toribio Barrionuevo, por 
redención de una capellanía; en recurso conira sentencia del 
Tribunal Superior de Mendoza. 

Sumario. - No bay lugar al recurso que acuerda el articulo U 
de la ley de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales t cuando los Tri banales de Provincia interpretan 
6 aplican los código civil, penal, comercial 6 de minería 140 

CAUSA CXI V 

D. Bartolomé Bouo, contra D. Pascual Strtziera, por daños y 
perjuicios; sobre defecto legal en la demanda y falla de personería. 

Sumario. - 1» No constituye defecto legal en el modo de pro- 
poner la demanda, la falta de documento que acredite el carácter 
que invoca el actor. 

2* La folla de acción es una excepción perentoria, y no puede 
fundar la dilatoria de falta de personería 147 

CAUSA CXV 

El Dr. D Jote Gregorio Lopei contra la sucesión de don Pedro 
Galletean!, por cobro ejecutivo de honorarios. 
Sumario. — La obliga c ion de nácar al abosado, asumida ñor 
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«I apoderado en contenió hecho con el mandante, de no cobrar 
nada en cas>> de pérdida y recibir la mitad de Jo que se tanate, 
debe entenderse que ea para el caso de gañir el pleito, »i el apo- 
dando es un subalterno del abogado, y ha sido indicado por él 
como procurador, y si el convenio se ha hecho con conocimiento 
del abogado y después de perdido el pleito en t» Instancia (50 

CAUSA CXVI 

D. Gregorio Zenarrusa, contra D. Bonifacio Zabala y D. Benigno 
García; sobre servidumbre. 
Sumario.-los contratos no obligan a terceros 154 



CAUSA OXVII 

0. Rosario Olguin contra D. Mauricio Orellano, por cobro de 
pesos; sobre competencia. 

Sumario. — *• Para establecer el fuero federal, por móndelas 
personas, en caso de un crédito cedido, no basta acreditar la dis- 
tinta vecindad del cedente y del deudor. 

$° Demandado el deudor ante su propio jaez, se entiende pro- 
rogada la jurísiiccíon provincial, cualquiera que sea la vecindad 
del cesionario. , .. t . , 157 

CAUSA CXVI1I 

0. Carlos A. Jon dueño del pailebot 1 Patriota*, contra el ca- 
pitán y cargadores del buque «Providenza»; por salvalaje; sobre 

Sumario. — La prueba de testigos, para la que no so ha pedido 
el término estraordinario, puede diligenciarse dentro del ordinario, 
linlaa formalidades egidas para aquel 160 

CAUSA CXIX 

Criminal, contra Carlos Hadley, por muerte dada i Guillermo 
Rota, en «I lugre inglés «Princessi. 
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Sumario. — t" El homicidio cometido sin el designio formado 
de antemano de dar una muerte segure, de improviso j con cán- 
tela, es homicidio simple, 

4* Su castigo, según el articulo 196 del Código Penal, que for- 
ma el derecho común délas Provincias y rige en la Capital, es de 
seis años de Penitenciaria con disminución del tiempo de prisión 
sufrida después de los primeros seis meses. 

3 a Deben s?r apercibidos seriamente el Juez, Secretario, De- 
fensor, Fiscal j Capitán del Puerto por sus faltas en la formación 

prDBBcuLion uv ia causa* ..*t*,*.,i«. .<*•*»»***• + . *•,*.». IOZ 

CAUSA CXX 

D. Eduardo Puso contra el Dr. D. Marcelino Freiré, por cobro 
ejecutivo de arriendos. 

Sumario. — El arrendatario de un campo que, sin conocimiento 
del locador, compra el campo al Fisco, no cambia la causa de su 
posesión, r no puede oponer la eicepcion de inhabilidad del titulo 
á It acción ejecutiva del locador por cobro de arrendamientos 1 75 

CAUSA CXX1 

D, Pablo Paredes, en tercería de dominio sobre una (inca em- 
bargada, en la ejecución del Doctor D. Pedro l. Funes contra D. 

Snmario. — I o Eladquirente de una propiedad hipotecada no 
puede oponerse al embargo y venta de la misma, en la ejecución 
del crédito hipotecario seguida contra el deudor. 

f* La propiedad hipotecada, aun vendida en remate judicial, 
pasa con el gravamen, si la venta se ha hecho sin citación del 
•creedor hipotecario. 

3» La prescripción de las acciones anteriores al nuevo Código, 
es regula por e! artículo 8, título complementario del Código Civil. 183 

CAUSA CXXII 

Criminal, contra Marcos Lope*, por estafa; sobre eslradicion. 
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Sumario. — El delito de estafa esui comprendido en el tratado 
de extradición con el Gobierno del Paraguay; y «solicitada la es tra- 
dición en la forma establecida por el tratado, debe hacerse lugar á 

CAUSA CXXIII 

Contienda de competencia entre el Juez Provincial y el Federal, 
da b Sección de Santa Pe. en la causa de los Doctores Don Jesús 
II a del Campo, y Don Luis S, Rueda, contra D. Antonio Gorfaea. 

Show™. — 1" Suscitada una contienda de competencia, j co- 
municada por el Juez exhortado su resolución de no acceder 4 la 
inhibición, el Juez exhortante está en H deber de avisar si insiste 
ó no en la contienda promonda. 

í* El Juex exhortado que no reciba este aviso, debe oficiar al 
exhortante, le dé la respuesta pendiente dentro de un término 
prudencial, en la inteligencia deque si no lo hiciere, seguirá co- 
nociendo de la causa 198 

CAUSA CXXIV 

D. Tomas Darígo, contra el Fisco Nacional, por cobro de pesos; 
sobre incompetencia. 
Sumario. — La Nación no puede ser demandada sin su consen- 

CAUSA CXXV 

D. Pedro N. Acevedo contra Drabble hermanos; sobro inter- 
dicto. 

■ 

Sumaria. — Las demandas deben ser sustanciadas y resueltas, 
con arreglo i la acción deducida .-■>. 

CAUSA CXXVI 

Aberastury hermanos y Esquivel contra D Julio Figueroa, por 
desembargo da bienes y daños y perjuicios; sobre competencia. 
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aumarto. — Mientras no se hallen en posesión legal de su cargo 
los Jueces ti? Paa de lasColoniis Nacionales del Chaco, el ha* 
Federal de Corrientes sigue ejerciendo en ellas la jurisdicción que 
Wia antes de organiiarse el Gobierno deese territorio J05 

CAUSA CXXVII 

D. Raimundo F. Reguera contra D. Juan B. Taveita. por ena- 
genacíon fraudulenta; sobre competencia. 

Sumario. — I" La acción para recuperar bienos mandados en- 
tregar enjuicio reivindicatorío, es incidente de esle, y su conoci- 
miento corresponde al Juc* del mismo. 

p Es privativo del Juez corregir las faltas de respeto contra su 

emdad ato 

causa mvin 

D. Elíseo i D. Manuel Rodríguez contra D. Eslevan Peirano, 
por cumplimiento de un contrato; sobre competencia. 

Sumario. — El cumplimiento de una obligación puede deman- 
darse ante el Juez del lugar donde debe cumplirse, si allí se en- 
cuentra el deudor al tiempo de la demanda su 

CAUSA CXXIX 

Juan Posse y C- contra O, León Duran, por falsificación de mar- 
ea de fabrica; sobre defecto en la demanda é impedimento de viaje. 

Sumario. — I * Siendo espesamente declarada la persona del 
demandado, no puede haber, por esta parte, defecto en el modo 
ae proponer lademanda. 

2" Denunciado el proposito de ausentarse en el demandado por 
causa criminal, puede impedírsele bajo ta responsabilidad del 
* ttor Si 7 

CAUSA cm 

tasalle y Secresutconlra D. Pedro Inchauspe, por falsificación 
de marca de fábrica; sobre personería. 



Sumario. — El Juez debe resolver sobre la personería del actor, 
no mío por lo» poderes acompañados i U demanda, sinó también 
por los presentados posteriormente, y antes de dictar resolución. 419 

CAUSA CXXXI 

El Fisco de la Provincia de Buenos Aires, contra Don José C. 
Rota, por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — Las causas radicadas ante la justicia loca] de la ciu- 
dad de Buenos Aires, deben proseguirse ante la nacional ordinaria, 

& acuella •»***»•••••••••• >>••.■■......■■>... ..4 
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D. Antonio Urraco, contra la Provincia de Santa Pé; sobre rei- 
vindicación de terrenos. 

Sumara. — La información sumaria aprobada como titulo su- 
pletorio del dominio, en tanto tiene valor en cuanto resulte 
conforme con la verdad de los títulos auténticos, y no envuelva 
una adquisición indebida , 2?5 
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CAUSA I 



Dona Claudia Batalla, porD. Teodosio Barras*; sobre detención 
ilegal. 

Sumario. — No corresponde i la Justicia Nacional conocer en 
loa casos de detención ilegal A servicio obligatorio de Guardia Na- 
tional A de Policía, impuesto por las autoridades locales y en ser- 
ficio dtt 1a locAlidu). »■***■ 
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CAUSA a 

El Doctor Don Salvador Socas vontra Don Saturnino Sotge, por 
cumplimiento de contrato y danos y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario. — 1° Cuando se ejercitan accionas personales, el Juei 
competente para conocer en ellas, es el del lugar donde debe cum- 
plirse el contrato, máxime si lo es también del domicilio del de- 
mandado. 

í* Un contrato sobre invernada y cria de haciendas en un esta- 
blecimiento de campo, tiene por su naturaleza que cumplirse en 
el lugar donde se halla el campo* - « 239 

CAUSA 111 

Don Emilio Bunge contra don Juan Multar, por libertad de una 
servidumbre de transito; sobre competencia. 

Sumario. — La cuestión sobre libertad de una servidumbre de 
transito, entre un argentino j un estrangero, corresponde á la Jus- 
ticia Federal, aunque el tránsito se verifique sobre un ramal de 
ferro-carril - *44 

CAUSA IV 

El Brigadier General Don JuanE. Pedernera contra Don Ruñno 
Barniro; sobre propiedad de un terreno. 

Sumario. — Donada por ley, una área de terreno fiscal en el lu- 
gar que al donatario conviniese, la ubicación del terreno donado 
es la que determinó el donatario con aprobación del Poder Ejecu- 
tivo, sin que pueda haberla variado ta mensura por el hecho de 
haberse medido mayor estension del terreno donado. 447 

CAUSA V 

Don Salvador Lopei, contra don Blas Repetto; sobre cobro de 
pesos. 

Svmano. — 1* Habiéndose estipulado la compra de la cuarta 
parte de un buque por el importe de la cuarta parte de lo que re- 
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sulláre de la cuenta general de lo gastado en el buque, aprobada 
por el comprador, debe presumirse que el comprador aprobó di- 
cha cuenta desde que firmó la escritura de compra por el precio 
que corresponde al importe de la mencionada cuarta parte déla 
cuenta genera). 

t° El comprador no puede pretender que se le devuelva parte 
de ese precio por no ser ezacta la cuenta general, i menos que 
pruebe que su aprobación tuvo por causa el dolo del vendedor. ... 258 

CAÜSA it 

Don Jacinto Basavilbaso y otros, contra el Gobierno de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por venta de la Escríbanla mayor de Go- 
bierno; sobre un informe previo. 

Sumario. — Afiles de entablarse demanda, no puede pedirse un 
informe previo •*&*.-« 2G3 

CAUSA VII 

ü m Lorenzo Duhart contra D. Gustavo Jumel; sobre deser- 
ción de apelación. 

Sumario. — El término para espresar agravios no se suspende 
por tos pedidos y decretos que se dicten durante su curso, si estos 
no modifican espresamente el auto que los mandó espresar. ..... 2G4 

CAUSA VIII 

Don Francisco Fernandez, contra D. Antonio Rodríguez, por 
cobro de pesos; sobre nulidad de una escritura de poder. 

Sumario. - La escritura de sustitución de poder que no contie- 
ne la transcripción del poder que se sustituye y no se Italia otor- 
gada ame el escribano que autorizó la del poder, es nula 2ül¡ 

CAUSA IX 

El Fisco Nacional contra los Señores Jorge y Juan Bell; sobre 
derechos de Aduana. 
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Sumarte— Corresponde á la Dirección General de Rentas la 
decisión de todas las dudas que se susciten sobre la clase, calidad 
ó estado de algún género, ó el articulo aplicable de la tarifa 267 

CAUSA X 

D. Antonio Urraco contra la Provincia de Santa Vé, por recurso 
Je revisión; sobrad número de Jueces. 

Sumario. — Los mismos Jueces que lian conocido déla causa en 
vista, deben conocer de! recurso de revisión 270 

CAUSA XI 

D. Salvador A. López contra D. Blas tlepetto, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — 1° El laudo consentido y ejecutoriado, no puede ser 
observado. 

2° La oposición á la ejecución del laudo, fundada en la compen - 
sacion de una partida que ha debido ser tomada en consideración 
al dictarse el laudo, importa obter vario, y no puede ser admitida. 272 

CAUSA XII 

Los marineros de la barca t Rosa Genova», contra su capitán 
D. Antonio Caíale, porrecision de contrato; sobre competencia. 

Sumario.— El Juzgado Federal del lugar donde se encuentra un 
buque, es competente para conocer en la cuestión que sobre resci- 
sión de contrato de locación de servicios, promueven los marine- 
ros por razón de ¡nnavegabilidad del buque, aunque sea otro el 
puerto de la matricula y de la terminación del viaje. 2 i* 

causa xm 

Criminal, contra Juan Giordaoo por muerte dada i Laxara Lan- 
guaaco, á bordo del pailebot t Gervellian a. 
Sumario, -i" La confesión del procesado, soto puedeconside- 



FALLOS DE LA SCPEEaU CORTE 



rmt indivisible cuando ella constituye el único elemento de prueba 
de un hecho que, sin ella, habría quedado desconocido. 

3» Cuando el becho es cotiocido de otro modo qne por la confe- 
«oo. «ta puede dividirse; y la excepción alegada por el autor de ét, 
tiene que probarse. 

3" No probándose que la muerte cometida lo ha sido en propia 
defensa, el hecho debe considerarse como homicidio simple, y su 
pena ei la de seis años de Penitenciaria, descontándose el tiempo 
de pristo» sufrid», con eicepcion de los seis primeros meses 

CAUSA XIV 

D. Felipe Correas contra D. Claudio Hanterola ; sobre nulidad 
de un convenio y cobro de pesos. 

Sumario. — I o El convenio por el cual el abofado se subroga 
en las responsabilidades de un pleito perdido por su diente, obli- 
gándose fc seguirlo de su cuenta en nombre de este, y recibiendo, 
por su parte, lo que se sacase de ta prosecuciou del pleito, la ce- 
sión de derechos correspondientes al cliente en otro juicio y una 
suma de dinero, no puede *er atacado de nulidad por el propio 
abofado que le celebró, so pretestode contenerse en él la cesión 
de una acción litigiosa ó un pacto de cuota l¡ü$, máxime después 
de haberlo confirmado y ejecutado. 

3* Tampoco puede ser atacado de nulidad por falta de causa, 
por haber apreciado erróneamente que de un pleito perdido po- 
dían nacer derechos, ó por ser las prestaciones del cliente, su- 
jetas á la condición imposible de ganar el pleito que fué perdido, 
porque es causa jurídica la mera esperanza a un derecho fundado 
en la «imple apreciación y porque el convenio no es condicio- 

¡r* El cliente que, sin embargo de la obligación asumida por el 
abogado, ha desembolsado algo por raxon de ios pleitos perdidos 
después del convenio, tiene derecho para pedir el reembolso de h 
que en definitiva baya tenido que pagar, con los intereses lega- 
les. 
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Piflu. 

CALSA XV 

Con lie tula de rompelineia mire ti Juez do 1> Instancia del 
Departamento del Nurle de la Provincia de Buerius Aires, y el del* 
Instancia de la ctudid del ítusarí.*, | 1iira entender vn el juicio üe 
suce-imi del Coronel D. I'olnnio Goilb. 

Sumario. — Cuando una persona tiene establecida str familia y 
unos negocios en un lugar, y oíros negocios en olro, y muere en 
el primer punió, el Juez compútenle para conocer de ta sucesión, 
es el de este último punto ¿ 307 

CAUSA XVI 

Los marineros de la barca • Rosa Génova», conlra el capitán D. 
Antonio Galate, por rescisión dccunlralo; sobre inhibición de viaje 

Smmrio.-'L& inhibición de viaje de un buque, pedida por los 
marineros en cuestión con el Capitán» sobre rescisión de céntralo 
y competencia del Juzgado Federal para coiiucer en ella, es una 
dependencia de dicha cuestión, y corresponde al Ju i Federal 
resolverla ........... 314 

CAUSA XVII 

D. Pedro Rito, por la empresa de las Mensngerías Fluviales , 
contra D. José Folgueras; sobre cobro de pesos. 

Sumario. - i« La concesión lincha por la sanción legislativa de 
I « de Setiembre de 1818 á los propietarios del vapor i Porleña», 
cfin motivo de su apresamienlo y pérdida durante la rebelión de 
López Jordán en Entre Ríos, fué un acto de gracia, y no pago de 
una deuda, 

i" A¡ los como el citado, no tienen olra esiension que la que 
deriva de sus términos; y, espresando la concesión que es á favor 
de los propietarios del « Porleña no pueden eslos ser obligados 
á dar participación en ella, á otros, por raimes de auxilio ó servi- 
cios que estos hayan prestado al citada vapor 3U 

T. IT1I 34 
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CAUSA XVIII 

D. Mme Brother contra el Dr. D. Aniceto Latorre; sobre in- 
demaíiaeion de perjuicio!. 

Sumaria.— i» La esclusion de un socio de la sociedad, por las 
cantas que la le; señal», debe ser pedida al Juei competente, y 
no ser verificada por si mismos, por los otros socios. 

f» U espulsion de hecho y con violencia de un socio, sujeta al 
que la verificó I las responsabilidades é indemnizaciones consi- 
guientes. 

3* Dichas responsabilidades é imliinuizaciun, deben ser lijadas 
por peritos , , * , , íil9 

CAUSA XIX 

D. Raimundo Reguera y I>. Toríbio Jara, contra los Señores 
Campos y Medina; sobre reivindicación de ganados. 

Sumario- i" Comprobada la propiedad de ganados por la 
marca j por declaraciones de testigos, procede la acción reivin- 
dicatoría de ellos. 

t° Las guias no espedidas en forma, no prueban la Irán, fe rene i a 
legitima de la propiedad de tas mismas. 

3* No comprobándose que el que vendí » los gaoados acostum- 
braba venderlos, no corresponde al comprador la acción de devo- 
lución de precio contra el reivindicante 3á6 

CAUSA XX 

Don Francisco Edgar contra Rocha hermanos y compañía, por 
cobro de estadías; sobre lian» de arraigo. 

Sumario, — 1* El arraigo que el demandado puede eligir al 
demandante eslrangero, no domiciliado, consiste en garantir lo 
jugado y sentenciado. 

i» Tara ello, no basta la constituí ion de un procurador instrui- 
do y espeusado 335 
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CAUSA XXI 

Don Felipe Bono contra Den Mariano Molla, por cobro de pesos; 
sobre competencia. 

Sumario. — El conocimiento de la demanda pur Cubro dtí sumí' 
nislroa para la prof Uion de un buque, corresponde á la Justicia 
Federal 33$ 

CAUSA XXII 

D. Eduardo Hopkins contra el Juez dePai de San Fernando, D. 
Felipe Vela; sobre amparo en la posesión y daños y perjuicios. 

Sumario. — i» La acción que se deduce es la que resulla de lo 
que se pide en la demanda, y »ó de ta calilirarion que le dan las 
partes. 

i» Las excepciones de no ser el demandado el responsable de 
lo que se demanda, y de no tener derecho de pedir el demandante, 
son contra el fondo de la demanda, y no dilatorias por falta de 
personería. 

3» La excepción de lilis pendencia no puede fundarse en la exis- 
tencia de juicios que no son entre tas mismas partes, por la misma 
causa, y por la misma acción. 

*• En el amparo de posesión en que se lia pedido indemniza- 
ción de perjuicios, y (sabiéndose abierto ta causa á prueba sobre 
ellos no se ha probado su existencia, no debe dejarse al deman- 
dante su derecho a salvo para pediría , 340 

CAUSA XXIil 

Don Eduardo Hophins y su esposa, contra la Municipalidad de 
San Fernando ; sobre aprobación de mensura 

Sumario. — i° La mensura de un terreno contiguo al rio en que 
se han dejado 40 varas ó sea 34 metros 64 centímetros de ribera, 
ton arreglo al titulo, debe ser aprobada, no siendo apreciable la 
diferencia de 36 centímetros que (altan para tos 35 metros que es- 
tablece el Código Civil. 
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** U oposición á la mensura, fundida en la nulidad no pro- 
bada del litólo, y en qu* han debido dejarse para ribera 150 tara», 
ó SOmetn», ffe haberse dado mon juriacada, debe considerarse 
como ten erario. » *■■*'?*? * ...... 

CAUSA XXIV 

loe acreedores del buque inglés « Drusus • contra tu capiUn, 
Don David Gados DouieU, por cobro de pesos; «obre el mérito de 
una pericia. 

Sumario. — El reconocimiento pericial ordenado para informar 
sobre tes antecedentes de los créditos que se pretenden por los di- 
lersoa interesados en el producido de un buque, no importa sino 
un medio probatorio, j nónna fx-iulucion judicial - ■ ■ 349 

CAUSA XXV 

Criminal, contra Juan Carlos Kerioli (a) Juan Giordanello; por 
circulación de moneda felfea de plata, de curso legal en la Re- 
pública. 

SuaMri». — El reo de circulación de mon da falsa de plata, de 
corso legal, con la circunstancia atenuante de la poca cantidad 
circulada, es castigado con la pena de coairo aflos de trabajos (or- 
zados y multa de seiscientos pesos ■ 35i 

CAUSA XXVI 

Criminal, contra Juan B. De la Casa, Nicolás Bruno, Pedro Car 
pcntino, Juan Olivieri, Gerónimo Gara vento, Antonio Saccone, 
Alrjundro Scolto y José Casaliui; por robo en la Aduana los prt - 
meros tres, y complicidad en él los domas. 

Sumario. — I" Son autores principales del crimen, el que lo có- 
mele directamente y los que prestan la i d operación .sin la cual no 
habría podido consumarse. 

ir Es cómplice en segundo grado, el que aillos de la consuma- 
ción del crimen, ha prometido multar el h^eho, y darle cualquiera 
olra ayuda después de consumado. 
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> Son meros auxiliadores, Ion que cooperan á ocultarlo, dea* 
pues de consumado. 

4» Tratáronse de un robo en los depósitos de Aduanaron fnc- 
lura j escalamiento, es justa la pena de cuatro años de trabajos 
fañados, pan los primeros, ¡ dos ano* para el segundo, ñeiido 

la de los últimos. ...». 356 



CAUSA XXVII 

D. Agustín B. Miguens contra D. Pe** Elizalde j O; sobre des- 
pojo y daños y perjuicios. 

Sumario. — Es inadmisible la calificación de despojo, atribuida» 
la entrega de mercaderías, hecha con consentimiento de su dueño. 369 

CAUSA XXVIII 

0. Eulogio Nartinei contra la Administración de Aduana ; sobre 
apelación y desembargo. 

Sumario. — 1° Ordenado por el Admistrador de Aduana el em- 
bargo verbal de unas lanchas como pe rienecienles al deudor de 
derechos asíales, y pedido el desembargo por un tercero, alegan- 
do dominio sobre ellas, la remisión del espediente en consulta al 
Ministerio de Hacienda, sin conoc imiento del tercero, y la aproba- 
ción de dicho Ministerio, no priia a este de la via contenciosa, y 
es procedente h apelación que interpone para ante eljuei Fe- 
deral. 

i" Alegándose fraude y simulación en la transferencia de las lan- 
chas, estas deben mantenerse embargadas hasla la decisión de 
aquellas acciones 313 

CAUSA XXIX 

Don Cirios M. Escalada contra laMunicipadadde Buenos Aires, 
por indemnización de perjuicios; sobre competencia. 

Sumario.— La Municipalidad de Buenos Aires, puede ser de- 
mandada por un estrangero ante Ioü Tribunales Fedérale*, por 
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que I* cauta la prohibición de «pender bille- 

* Si la Municipalidad ht obrado con arreglo á las leyes y úrde- 
se* ratón para rechanr le demande, no pera sustraerla al 
ide dichos Tribunal**, sosten ¡enrío ,, ue lo hecho es 
un acto administrativo. 

íf» El acto administrativo, en este caso, quedo consumado con 
la prohibición del eependio, y la imposición y percibo de la multa. 378 

CAUSA XXX 

Varios vecinos del Caranero, contra fa Provincia de Bueno* 
Airea, por cumplimiento do un contrato; sobre defecto legal en el 
modo de proponer le demanda. 

Sumario -La falta «le presentación de los documentos que 
deben instruir la demanda, no constituye el defecto legal en el 



CAUSA XXXI 

C», contra los herederos de D. Manuel A. Liaera, por 
«tejer derecho a un campo; sobre pruebas. 

Sumario. - La producción de pruebas fuera del municipio del 
asiento del Juagado, no debe admitirse, si no se ha pedido con 
arreglo al articulo 95 de la ley nacional de Procedimientos 3*8 



CAUSA XXXII 

0. Manuel S. Cavia contra D. Angel Brusso y 0. Joan B, Parad i , 
sobre reivindicación y retención; por mejoras y pago do esta*. 

Suasorio. — £1 poseedor de buen* fé tiene derecho de retener 
la cosa reivindicada» basta ser indemnizado del valor, que lasen 
lea perito*, délas mejoras necesaria* y útiles 3W 
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causa muí 

El Dr. D. Añádelo Soco; sobre inscripción en U matrícula de 
abogados nacionales. 

Sumario. — Ante los Tribunales Nacionales no intervienen oíros 
abofados, que lo* facultados para ejercer su profesión por los Tri- 
bunales de Provincia y de la Capital 304 

CAUSA XXXIV 

Doña Ercilia Zavalia de Curel, contra D. Antonio Fragueiro, 
por devolución de documentos y cobro de pesos; sobre defecto le- 
gal en la demanda. 

Sumario. — la no presentación de los documento» que instru- 
yen la demanda, no constituye defecto legal en el modo de propo- 
nerla ».»■»<•■.».•■••■■••••.•■■••■-«■■ 

CAUSA XXXV 

D. Fidel S. Cavia, sobre exención del servicio de guardia nacional . 

Samno. ~ No es imposibilidad física que exceptúe del servi- 
cio de guardia nacional, la lesión en un ojo que no impide distin- 
guirlos objetos, y permite prestar el servicio sin peligro de la alud. 

CAUSA XXXVI 

El Presbítero D. Riserio Molina, contra D. Manuel V. Salas, por 
cobro de pesos; sobre mejora de embargo preventivo. 

Sumario, — Ejecutoriada la sentencia que condena al pago de 
la cantidad demandada, no tiene objeto el embargo preventivo y su 
mejora 
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CAUSA XXXVU 

Doña Carolina Milburg de García y Ü. José M. Burgos; sobre re- 
curso de tato* rorprn. 
Sumario. — i* El Juei de Pa* de un territorio nacional tiene 
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para ordenar la pmion de loa procesados ante su juris- 
éwciou, y requerirla de las autoridad** dd lugar á donde se hu- 
biesen trasladado. 

t* Habiéndose declarado aquel incompetente para pro§eguír en 
el coMcimieatod . li causa, y no habiéndose suscitado cuestión 
■obre cele punto, no corresponde resolverlo 404 

CAUSA XXXVIII 

El Dr. D. José Pineiro, contra D. Gerónimo Huñez, por rendición 
de cuentas; sobre defecto en el modo de proponer I i demanda. 

Sumario. — La no presentación de documentos, no constituye 
defecto en el modo de proponer la demanda 409 

CAUSA XXXIX 

D. Cirios Sarmiento, contra D. Luis Amadeo y otros, por resti tu - 
cien de efectos embargados; sobre condenación en costas. 

Sumario. — Fio corresponde la condenación en costas, cuando 
M existe proceder malicioso 41 1 

CAUSA XL 

D. Pedro Haré, contra el Fis -o Nacional; sobre eepropiacion. 
Sumerjo. — I o El valor de los bienes expropiados, debe regularse 
por el que hubiesen tenido» si la obra no hubiese sido autorizada. 

i* La indemníiaciou por depreciación á causa ttel fracciona- 
miento del terreno, nn procede cuando el demandante ha com- 
prado el terreno, ya fraccionado. 

S> Ofreciéndose por el represéntame del Pisco mayor precio 
del que correspondería segun el valor anterior del terreno, debe 

'** * 4f 4 

CAUSA XLI 



La riuda ¿ hijos de D. Tomas Manuel de Anchorena, contra la 
Municipalidad de Rueños Aire?» sobre expropiación. 
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Sumario. — l n El juicio de expropiación es verbal y sumario, y 
no pueden concederse sinó en relación los recursos que se inter- 
pongan. 

t La sentencia que ha lomado en cuenla todas las indicaciones 
] datos presentado* en dicho juicio, está exenla del vicio de nuli- 
dad. 

3» La indemnización de una propiedad expropiada, no puede 
ser menor de lo que cosió á sus propicíanos varios, años antes de 
Ja eipropiacion, s 

4 o Las costas a carpo del eipropianie, comprenden solo las de 
actuación, y lo* honorarios de los peritos t tí \ 

CAUSA XUI 

El Fisco Nacional, contra Nicanor Bernalesy O; sobre defrau- 
dación de derechos de Aduana. 

Sumo/ te. — I o Es improcedente el recurso de nulidad que rio 
se ha interpuesto conjuntamente con el de apelación 

2* Toda falsa manifestación y hecho que tienda á disminuir in- 
debidamente la renta, es declarado como fraude, y sujetos Alas 
pen» présenlas por las ordenanzas de Aduana. 

3 o Cuando las mercaderías han salido de la jurisdicción de las 
Aduanas, la imposición de penas corresponde A los Tribunales de 
Justicia. 

i* Las reclamaciones do Aduana, procedentes de defraudación de 
derechos, no se prescriben sino por diez años. 

•V La liquidación del comiso por mercaderías salidas de la ju- 
risdicción de la Aduana, debe hacerse calculando el precio de ta- 
rifa con mas los derechos UO 

causa XLirr 

D. Antonino Urraca, contra Ja Provincia de Santa Fé, por recurso 
de revisión; sobre reposición de un auto. 

Sumario. — El auto que declara cuáles son los Jueces que deben 
conocer I recurso de revisión, no es revocable 45i 
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CkV*\ XLIV 

D. Félix Soulie, por Üelur y C a , conlra Ferrari y Paolelli, por 
falsificación de murta de fabrica; sobre personería. 

Sumario. — El poder conferido a unaraxon social, no habilita i 
la peraona rujo nombre está incluido en ella, para asumir partí 
cularmente h representación del poderdante 454 

CAUSA XLV 

0. Juan Poggi, contra el Teniente Coronel D. Joié Antonio Salas; 
«obre cobro de pastajes. 

Sumario. — i* El autor de una orden en virtud de laque se 
han introducidos animales al campo de otro, es responsable del 
pago del pastaje consumido por los mismos. 
- 2° El demandado que se ha opuesto injustamente & la demanda, 
debe pagar las costas del juicio do I a instancia. 

3° El apelante que no justifica lo* principales capítulos de su 
apelación, debe pagar las de 2» infancia 456 

CAUSA XLV! 

Criminal, contra Hermenegildo Ssldanha, Teodoro Assuaga (a) 
Justo Lopes, Natalio Riveiro j Juan Villorrio, por salteamiento y 
robo en Vruguajana, en la estancia de D* Claudia Rodriguei da 
Silva; sobre extradición. 

Sumario. — 1° Según el tratado deextradicíon entre la República 
Argentina y el Imperio del Brasil, es procedente la extradición so- 
licitada en forma y con los documentos erigidos por el articulo 12 
del tratado, por el delito de robo y salteamiento. 

2° No corresponde ordenarla, respecto del que no está incluido 
en la nómina de los individuos cusa extradición se solicita. 

3° Pío corresponde, tampoco, respecto del que estando incluido 
en ella, resulta ser argentino ; no procediendo su enjuiciamiento 
en la República, mientras no se pida con los documentos y en la 
forma prescrita por el articulo 3 o de dicho tratado i.... 462 
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Pifta» 



D.José Caminos, contra D. Nicolás Nocciti; sobre indemniia- 
eion de perjuicios. 

Sumario — f • El contrato de letamento de un buque, debe 
probarse por documento escrito, 

*• Negada y no probada ta distentía del contrato, es inadmisi- 
ble la demanda por daños y perjuicios, cuja indemnización se 
pide por frita de cumplimiento del contrato 
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A 

Arción, — La que se deduce, e> la que resulla de lo q«e se pide en la 
demanda, y no de la cal i ti catión que le dan las parten. Pá- 
gina 340. 

Acción deducida. — Véase : Df manda. 
Acción reivindicatoría. — Véase: Ganado* . 

Acciona personal. — El Juez competente para conocer en ellas, es el 
del lugar donde debe cumplirse el contrato; máxime si U es 
también del domicilio del demandado. Página 239. 

Acfqnkt. — El que ha cu n ven i ■ lo en Irasferir á otro el uso común de 
la parte que le corresponde cu una acequia, sin condiciones, 
debe darte y «segurarle dicho uso, y pagarle los perjuicios 
causados por no haberlo hecho. Página 1U3. 

Ador. — El Juei debe resolver sobre su personería, no so'o por ios 
poderes acompañadas con la demanda, sini también por los 
presentados posteriormente, y antes de dictar resolución. 
Página 219. 

Actas de gracia. — No tienen otra ostensión que la que deriva de sus 

términos. Página 314. 
Aduana*. — Véase : Tribuíate* de Justicia. 

Amparo de potetion . — En el que se ha pedido indemniiacioii de per- 
juicios, y habiéndose abierto la causa á prueba sobre ellos no 
se ha probado su existencia, no debe dejarse al demandante 
su derecho á salvo para pedirla. Página 340. 
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Apelante — El que no justifica los principales capitules de tu apela- 
ción, debe pagar la* costea de segunda instancia. Página 456. 
Apoderado . — Véase : OHigmon. 

Arbitraje. — En los caaos en que no es fortoeo, no puede obligarse i 
las partes A nombrar arbitros para fijar el importe de los 
perjuicios, sino tan salo perita» pera ilustrar con su dicta- 
men al Juez que debe resolver. Página 131. 

Arraigo. — El que el demandado puede exigir al demandante estran- 
gero no domiciliado, consiste en garantir lo juzgado y sen- 
tenciado ; y pan esto no basta la constitución de un Procurador 
instruido y espensado. Pagina 335. 

Arrendatario. — El de un campo, que sin conocimiento del locador 
compra el campo al Fisco, no cambia la causa de su posesión , 
y no puede oponer la excepción de inhabilidad del titulo á la 
acción ejecutiva del locador por cobro de arrendamientos 
Pagina 115. — 

Auto revocable. — No lo es el que declara coales son los jueces que 
deben conocer del recurso de revisión. Pagina 452. 

Auxiliador et del crimen. — Lo son los que cooperan á ocultarlo des- 
pués de consumado. Pagina 356. 



Bienet expropiado*. — Su valor debe regularse por el que hubiesen 
tenido, si la obra no hubiese sido autorizada. Página 414. 

C 

Capitán del Puerto — Debe ser apercibido teñamente por sue hitas 
en la formación y prosecución de la causa. Pagina 163. 

Carga porteada. — Véase : Porteador. 

Canta «V la tme$ion. — Véase ; Arrendataria. 

Cauta* erntn una Provincia y los mino* de otra. — Su conocimiento 
y decisión, corresponde originaria y exclusivamente á la Su- 
prema Corte. Página 133. 
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Circutmoñ de moneda falta. — El reo de csle delito, ir.it/md.tse de 
moneda de plata de curso legal, con la circunstancia ate- 
nuante de Ja pee» cantidad circulada ; es castigado e-.n la 
pena de cuatro años de trabajos forzados, y multa de 600 
pesos. Página 351 

Citado». — Es nula la hecha por edictos a los actores que tienen 
apoderado judicial Constituido, con domicilio legal manifes- 
tado- Página 24. 

Citación. — La nublad ó la falta de ella al apoderado autoriza la res- 
cisión de la sentencia dictada en rebeldía. Página 24. 

Colonias Nacionales. — Véase : Jaece* de Paz. 

Competencia. — Propuesta por vía de rontienda, el Juez requerido debe 
contestar si se inhibe ó insiste en el conocimiento de la causa 
y en el segundo caao, remitir los autos á la Suprema Corle. 
Página 52. 

Cómplice en legando grado. — Lo es el que antes de la consumación 
del crimen ba prornelidu ocultar el hecho, y darle cualquiera 
oí ra ayuda despue.» de consumado. Página 35G. 

Comprador. — Habiéndose estipulado la compra de la cuarta parle de 
un buque por el importe de la cuarta parte de lo que resul- 
tare de la cuenta general de lo gastado en el buque, aprobada 
por el comprador, debe presumirse que el comprador aprobó 
dicha cuenta desde que firmó la escritura de compra por el 
precio que corresponde al importe de la mencionada cuarta 
parte de la cuenta general. Página 258. 

Condenación en cotias. — So corresponde cuando no existo proceder 
malicioso. Página 411. ' 

Confetiún deí procesado. —Solo puede considerarse indivisible cuando 
constituye el único elemento de prueba, que sin ella, habría 
quedado desconocido. Página 280. 

Confute» extrajuditial.-no tiene Itera de prueba si no se ha he- 
cho en presencia de dos testigos y de la contraparte, con 
palabras claras, espresion de la cantidad y cosa debida, y 
ruon ó causa por qué se debe. Página 13. 

Contienda de competencia. — Suscitada con un Juei Nacional, y remi 
tidos los autos por ambos jueces para que la Corte la dirima, 
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lin hacer cuestión sobre ta jurisdicción de la misma para 
dirimir i?, la Corte debe proceder á rcsolvr Página 124. 

Contienda d> fompetenria — Comunicada por el Juez exhortado su 
resolución de no acceder a la inhibición, el Juez exhortante 
está en el deber di avisar sí insiste ó uó en la contienda 
promoví ila. Pagina 108. 

Cmtitndtís ii? eumpetencia. — En las suscitadas entre un Juez de la 
Capital de la Nación y un Juez de Provincia, y en las relativas 
á juicios universales de sucesión, corresponde á la Suprema 
Corte Federal decidir quién es el Juez competente. I'ágina 
109. 

Contrato. — El que versa sobre invernadas y cria de hacienda en un 
establecimiento de campo, tiene por su naturaleza que 
cumplirse en el lugar donde se halla el campo. Página 240. 

Con ir a( os. — So obligan á terceros. Página 154, 

Contenió. — Aquel por el cual el abogado se subroga en las respou- 
sabilídes de un pleito perdido por su cliente, obligándose á 
seguirlo de su cuenta en nombre de este, y recibiendo por 
su parle lo que se sacase de h prosecución del pleito; la 
cestón de derechos correspondientes al cliente en otro juicio 
y una suma de dinero ; no puede ser atacado de nulidad por 
el propio abogado que lo celebró, so prelesto de contenerse 
en él, la cesión de una acción litigiosa ó un pacto de cuota 
lilis, máxime después de haberlo confirmado y ejecutado. 
Página 293. 

Convenio. — El celebrado entre un abogado y su cliente, no puede 
ser atacado de nulidad por (alia de causa, por haberse apre- 
ciado erréuea mente que de un pleito perdido podian nacer 
derechos ; ó por ser las prestaciones del cliente sujetas á 
la condición imposible de ganar el pleito que fué perdido, 
porque es causa jurídica la mera esperanza i un derecho 
fundado en la simple apreciación, y porque ti convenio no 
es condicional. Página 494. 

Coilas, — En el juicio de expropiación, las costas á cargo del expro- 
piante, comprenden solo Jas de actuación, y los honorarios 
de los peritos. Página 423. 

Cotia* — Véase : Demandado • noelante. 
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f rédito cedida. — Víase : Futro Fed ral. 
L.iadt haciendas. — Véase : Contrato. 

Grima. — Son autnre-i principales He él, el que lo cómele directa- 
mente y los q>ii> pristan la roíiprracioii sin la rúa) no habría 
podido consumarse. Página ^&C. 



II 

Daño. — Averiguado el sufrido en mercaderías porteadas, debe ser 
eslimado por perito*. página 45, 

Daño — Los términos que establece el articulo 1240 del Código de 
Comercio para prescribir la acción de reclamarlo, corren 
desde que se ha hecho la entrega de toda la carga sin limi- 
tación. Página 45. 

Daños y ¡tcrjun fos. — Véase ¡ Ftetauwuto. 

Drfeuwr. - Debe ser apercibido seriamente por sus faltas en la for- 
mación y proseeuc : un de Ja causa. Página 163, 

Defraudarían de tUrecho*. —Véase ¡ Pretcripcion. 

Demanda. — Siendo claro su objeto, debe resolverse sobre él, pres- 
cindiendo de fas palabras que se han empleado en la redac- 
ción del escrito. Página 105. 

Demanda. — No constituye defecto en el modo de proponerla, la 
falta de documento que acredite el carácter que invoca el 
ador. Página Í47. 

Demanda. — Antes de entablarse, no puede pedirse un informe pré- 
vio. Página 263. 

D manda. — La falta de presentación de los documentos que deben 
instruirla, no constituye el defecto legal eu el modo de 
proponerla, que autoriza á oponer la relativa eicepcion dila- 
toria, Páginas 386, 3íít> y 409. 

Demandado. — Estando esprisaineule designado, no puede baber por 
esta parle, defecto en el modu de proponer la demanda. 
PágtuaSn. 

Demandada. — El que se ba opuesto injustamente á la demanda, debe 
pagar las costas del juicio de primera instancia. Página 456. 

T. JLV11 35 
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Drmmdudo por causa criminal. —Denunciado el propósito de au- 
sentarse, puede impedírsele que lo haga, bajo la responsa- 
bilidad del actor. Págini 211. 

Demandante . — Véase : Artor. 

Ih mandas — Deben ser sustanciada!: y resm-lta^ fon arreglo á la 

acción deducida. Página ¿03. 
Dependiente. — Véase: Sucia. 
Dertchn de retención. — Véase : Pateefar. 

Il'tpojo. — Xo puede rali (loarse ütl, la entrega de mercaderías hecha 
con consentimiento de su dueño. Página ¡169, 

(telendo* ilegal. — Véase : Justicia Nacional. 

Dirección Central de fíenlas. — Corresponde I ella la decisión de 
todas las dudas que se susciten sobre la clase, calidad ó 
esUdo de algún grfn m; o el articulo aplicable de la tarifa. 
Página iti". 

frtnutcion por ley. — La de una área de terreno fiscal en el lugar que 
«¡I donatario conviniese, debe ser ubicada donde determinó 
el donatario, con aprobación del Poder Ejecutivo, sin que 
pueda haberla variado la mensura por el hecho de haberse 
medido mayor eslension del terreno donado. Página ¿47. 
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Embargo preventivo. — No tiene objeto, ni tampoco su mejora, una 
vez ejecutoriada la sentencia que contiena al pago de la can- 
tidad demandada. Página -Un. 

Empresa de trasporte — Xa eslá obligada a do volver el precio de 
pasages estipulado para ciertas personas, y de las cuales han 
usado otras con consentimiento ile estas. Página 101. 

Empretario. — El que ha recibido el precio de sus trabajo* clasificados, 
no puede iuvocar el error en la clasificación» para exigir 
mayor precio. Página 56. 

Kmpreptrh de trabajo*. — Kl que prueba haberlos practicado hasta 
Cierto punto, y que sigue practicándolos, se presume que es 
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el que lo* ha concluido, no probándose haber sido otro el que 
los concluyó. Página 06. 

$MtyeÍ$*$t, — Las de no ser el demandado el responsable de lo que 
se demanda, y de no tener dercvhu de pediré! demandante, 
son contra el fondo do la demanda, y no dilatorias por lalta 
de personaría. Página 310. 

Eaprvúon de agravios. — El término para presen larla, no se suspende 
por lo* pedido* y decretos que se dicten durante su curso, si 
estos no modifican apresamente ti ] auto que los mandó 
espresar. Pagina 264 

Espropinríon. - La indemnización por depreciación á causa del frac- 
cionamiento del terreno, no procede cuando el demandante 
lo ha comprado ya fraccionado. Pagina 414. 

Espropiacton. — Ofreciéndose por el representante del fisco mayor 
precio del que correspondería según el valor anterior del ter- 
reno á expropiarse, d.-l.e estarse al preciu ofrecido. Página 
414, 

E^ropiacion. — Véase : Juicia te Expropiación; Indemnización . 
Cotias. 

Estafa. — Este delito, e>lá comprendido en el tratado de extradición 
con el Gobierno del Paraguay; y solicitada la extradición en 
Ja loruia establecida por el tratado, debe harén* lugar a ella. 
Página 188. 

Extradición. - Según el traladu entre la República y el Imperio del 
Brasil, es procedente Ja extradición que se solicita eit forma, 
y con los documentos exigidos por ehirticulo doce del tratado] 
por el delito de robo y salteamiento. Página U± 

Ertradiñan, — fío corresponde ordenarla respecto del que no esté 
incluido en la nómina d* los individuos cuya extradición se 
sulicila. Página 46i. 

Extradición. — No corresponde, cuando el requerido es argentino; 
no procediendo su enjuiciamiento en la República, mienlras 
nu se pida ron los documentos y en la forma prescrita por el 
artículo 3" dtl tratado con el Imperio del Brasil. Pagina 
46á. 

Eriradicim. - Véa*e : Bttafa. 
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Falta 4$ acción. — Es mu excepción perentoria, y no puede fu miar h 
dilatoria de falla de personería, Página til. 

Falta <if persaarrfa. — No puede fundarla, la omisión de documento* 
relativos alTterecho i|ue se litiga Página 'Ai. 

FaUdi de reipeto. — Es privativa del Jnt-z corregir las cometidas contra 
su dignidad. Página 210. 

Fiscal. — Debe ser apercibido seriamente por «u* faltasen la forma- 
ción y prosecución d« la (mam. Página 103. 

Fít lamento. — Este contrato, (Mu- | muirse |im* escrito. Página 4"J 

Fltiamento. — Negada y no prohada su esísleiiua, es inadmisible la 
demanda por danos y perjuicio*, cuya indemnización se pide 
por falla de cumplimiento del contrato. Página 471 

Fraude. — Se considt-ra tal, y sujeta A las penas presrriplas por las 
Ordenarlas de Aduana, toda falsa manifesl.tr ion y hecho qne 
tienda á disminuir indebkJam ule I* renta. Página 441, 

Fuero federal. — Para estahlererhi por raznn di> las personas, en oso 
de un crédito cedíd-i, no basta arredilar la distinta vecindad 
del cedenle y del deudor. Página 157. 



G 



Ganado*. — Comprohada su propiedad por la marra y por declaraciones 
de testigos, procede la acción reí vindicatoria de ellos. Página 
326. 

Guardia Nacional, ~ So t¡s imposibilidad ñ ica que eiceplúe del 
servicio en ella, la lesión en un ojo, que no impide distin- 
guir los objetos y permite prestar la) servicio sin peligro de 'a 
salud. Página 398. 

Guias. — Las no espedidas en forma, no prueban la transferencia legí- 
tima de la propiedad de los ganados. Página 3át>, 
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Homicidio. — Es simple, «I cometido sin el designio formado de 
antemano de dar una muerte segura, de improviso y con 
cautela. Página IGi. 

Homicidio limpie. — Su castigo, según A articulo 106 del Código 
Tenal, que ionna el derecho común de las Provincias y rige 
en la Capital, es de seis anos de Penitenciaría, con disminu- 
ción del tiempo de prisión sufrida después de los primeros 
seis muses. Papua Itiá. 

Il.tmi> idio Himple. — Véase : Pvupm defensa. 

I 

hupites'm /jmwiVifj'j,— Véase ira inconstitucional. 

Indemniza' i >u. — ka «le una propiedad es propiada, 110 puede ser menor 
de lo que cosí Ó ú sus propietarios varios años anles de la 
espropiacioii. Página iii. 

Infonunchu sumaria.— Ln oprrfiaila como Ululo supletorio del ilo- 
minio, en lanío licué valor cu cuaulo resulte conforme con 
la verdad d>- los títulos autentico*, y 110 mi vuelva una ad- 
quisición indclmla. Pagina 2í~k 

Informe previo. — Véase : Demanda* 

Inhabilidad d?\ Ululo. — YVasi : Arrendatario. 

Inhibición de viage de ttu buque.— ha pedida por los tnarin< ros en 
cuestión con el Capitán, sobre rescisión de contrato y com- 
petencia del Juigado Federal para conocer en ella , es una 
dependencia de dicha cuestión, y corresponde al Juea Fede- 
ral resolverla. Página '.'Ai. 

Invernada.— Véase • Contrato, 

§ 

Juect» de Paz.— Mientras lo* de las Colonias Xacia nales del Chaco, no 
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se hallen en posesión legal de su cargo, el Juez Federal de 
Corneales sigue ejerciendo en ellas, la jurisdicción que tenía 
antes de orgamiarseet Gobierno de ese territorio. Página 205. 
Juez,—¥A requerido en una cuestión de competencia, debe contestar 
»i se inhibe ó insiste en el conocimiento de U causa, remi- 
tiendo en el segundo caso loa autos á la Suprema Corle; y si 
no lo hace asi por largo tiempo, no obstante los oficios del 
Juei requirente, puede mandársele que lo haga en un tér- 
mino perentorio. Página 52. 

Juez.— Debe ser apercibido seriamente por sus fallas en la formación 
y prosecución de la causa. Página i 03. 

Juti aV raí.— El de un territorio nacional, tiene facultad para orde- 
nar la prisión de los procesados ante su jurisdicción, y 
requerirla de las autoridades del lugar á donde se hubiesen 
trasladado. Página 404. 

Juez infmor.—k\ que obstruye el curso regular de la Administración 
de Justicia Nacional, negándose i remitir los autos, para que 
la Suprema Corte dirima una contienda de competencia, de- 
be obligársele con apremio, al cumplimiento de ese trámite, 
lasándose además los autos al Procurador (¿enera!. Pági- 
na 119. 

Juicio de repropiado».— Es sumario, y no pueden concederse sino en 
relación, los recursos que se interpongan. Página 421. 

Juicio rni indkatorio, — La acción para recuperar bienes mandados 
entregar en él, es incidente del mismo y su conocimiento 
corresponde al mismo Juet. Página 210. 

Juicio teUamtniarw.- El Juez competente para conocer en él, es el 
del último domicilio del difunto, y este es donde el linadD 
tenia el centro principal de sus negocios. Página 109. 

Juritdicnon procintiat.—Se entiende prorogada cuando el deudores 
demandado ante su propio Juez, cualquiera que sea la lecin- 
dad del cesionario. Página 157. 

Jtt$ticia Federal.— El conocimiento de la demanda por cobro de su- 
ministros para la provisión de un buque, corresponde á ella. 
Página 338. 

Justicia túíúL— Discutida y resuelta ante ella la nulidad de una venta. 
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por via de eiccpcion, no puede ser traída al conocimiento 
de la Justicia Federal por via de acción. Página 28. 
Jiís/trí« local— Las cansas radicadas ante la de la ciudad de Buenos 
Aires, deben proseguirse anie la Nacional Ordinaria, que 
sosliluyó á aquella. Página 222. 

Jusltria Sacéonat.—Ha corresponde a ella conocer en los caso» de 
detención ¡legal ó servicio obligatorio de Guardia Nacional ó 
de pfilktt, impuesto por las autoridades locales y eu servicio 
de la localidad. Página 233. 

Juzgado Federal. — VA del lugar donde s - encuentra un buque, es 
competente para conocer en la cuestión que sobre rescisión 
de contrato de locación de servicios promueven los marine* 
ros por ratón de innavegabilidad del buque, aunque sea otro 
el puerto de la inalricula y de la terminación del viaje. 



Latido.— E\ consentido y ejecutoriado, no puede ser observado. Pá- 
gina 272. 

Un ió.— La oposición ¿su ejecución, fundada en la compon tacion de 
una partida que bad lo ser tomad* en consideración al 
dictarse el laúd», importa observarlo y^bauede ser admiti- 
da. Página 272. 

Ley inconstitucional.— Lo es la de la Provincia de Tucuinan*, en la 
parle que prescribe que «íorfu carga de vino* en barrites ú 
en botella, de tos que se fabrica* en tu República, que se 
consignan ó rendan para el cmnuma público, pagará doce 
reates fuertes por cada carga t y un real fnerle por cada do- 
cena de bateítas de tas que tengan en cajones. Pagina 94. 

Liquidarían. — L* del comiso por mercaderías salidas de la jurisdicción 
de Ja Aduana, debe hacerse calculando el precio de tarifa, 
con mas lus derechos. Página 441 . 

Litis pendencia.— La copia «imple de una sentencia, cuyo eiámen 
ademas, demuestra su nulidad, no puede constituir la prue- 
ba de ella. Página 32. 
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IaIíí pendencia.— No puede rundirse en la «¡*lencta de juicios que no 
ion entre las mismas partea, por la misma causa y por la 
mito» acción. Página 310. 



Mensura.— La de un terreno contiguo al río, en que se lian dejado 40 
varas ó sea» 34 inelros 04 centímetros de rilara con arre- 
glo al titulo, debe ser aprobada, no siendo a preciable la di- 
ferencia di; 36 centímetros que faltan para los 35 metros que 
establece el Código Civil. Página 341). 

Mentara.— La oposición á ella, fundada en la nulidad no probada del 
titrtlo, y en que Inn debido dejarse para ribera 150 varas 
ó 50 metro* sin Itabo* se iludo rascón justificada , debe consi- 
derarse como temeraria. Página 3lti. 

JUnniaiHitidad <!>• fiamas A i res.— Puede ser de mandila por un es- 
Inngero aiile lo* Tribunales r'ed-rales por rmonde perjui- 
cios que le causa la prohibición de espender billetes de Inte* 
ria estrada. Pagina ÍÍ78. 
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¿Vicio».— No puede ell-i ser demandada sin su coiis-nlimienlo. Pá- 
gina SOI. 

Segónos ajenos. - Véase : fínidh h» tic atenías 



O 

Obligación. — La asumida por el apoderado en convenio liedlo con el 
mandante, d«; no cidirar nada en caso de pérdida y recibir Ja 
mitad de lo que se paliase, debn entenderse que es para el 
caso de ganar el pleito sí el apoderado es un subalterno del 
abogado, y lia sido indicado pur él cotno procurador, y «i el 
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convenio se ha hecho con conocimiento del abogado y des- 
pués de perdido el pleito en 1* Instancia. Página 150. 
OMigneion. — Su cumplimiento puede demandarse ante el Juez iki lu- 
gar donde debe cumplirse, si allí se encuentra el deudor al 
tiempo de la demanda. 



Perjuieioi. — Véase : Amparo de pomion. 
Personería del artor. — Véase : A(i nr. 

Poder. — El conferido á mía razón social, no habilita á la persona cuyo 
nombre está incluido en ella, para asumir particularmente la 
representación del poderdante. Página 454. 

Porleadnr. — No tiene derecho a retener eu su poder la carg.*, parn 
asegurar el pago de líele*. Página 45. 

Posf edur. — K¡ de huena fe tiene derecho de retener la cusa reivindi- 
cada, hasta ser indemnizado del valor, que lasen Jos peritos, 
de las mejoras uer e-arias y ¿tiles. Página 390. 

Prescriprion. — Li opuesta con la excepción de nulidad en contestación 
á la acrion de la ley de mana de rVibrica, deducida en la de- 
manda, no puede resolverse como articulo previo. Página -II. 

Premipeion.^ U de un ano, establecida por el articulo 24 de la ley 
de marcas de fábrica, curre desde la tedia en que es concedida 
la patente. Página 4á 

Preseripeim.—Lx de la» arriónos anteriores al nuevo Código, es re- 
gida pnr el artículo H título complementario del Código Civil 
Página 

Preteriprian. - l.as redamar iones de Aduana jiro red en tes de defrau- 
dación de derechos, no ta prescriben sino por diez años 
Página 411. 

Propia defensa, — No probándose que la muerte cumplida \o ha sido en 
propia defensa, d hecho debe considerarse romo homicidio 
simple; y su pena la de seis anos de penitenciaria, descon- 
tándose el tiempo de prisión sufrida, con excepción de lus sei* 
primeros meses. Página 28Ü. 
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Propiedad hipotecado. —El adquirente de ella, no puede «ponerse el 
embargo y venia du a misma, en la ejecución del crédito 
hipotecario seguido contra el deudtr. Pagina 182. 

Propiedad hipotecada. — Aun vendida en remate judicial, pasa con el 
gravamen, si la venta se ha hecho sin citación del acreedor 
hipotecario. Página I8i. 

Prueba. —Su producción fuera del municipio del asiento del Juzgado, 
no debe admitirse si no ha sido pedida con arreglo al artículo 
95 de la Le? Nacional de Procedimientos. Página 388. 

Prueba de UMxgo*. — Aquella para la cual no se ha pedido el término 
extraordinario, puede diligenciarse dentro del ordinario, sín 
Jas formalidades eligidas para aquel. Página 160. 
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R«e\amatÍone* de Admna. — Véase : Preterición. 

Remnoeimeuta ptricmL — El ordenado para informar sobre los ante- 
cedentes de los créditos que se pretenden p Jf los diversos 
interesados en el producido de un buque, no importa sin 6 un 
medio probatorio, y nó una resolución judicial. Pagina 349, 

Recurso.— El que acuerda el articulo U de la ley de 1863 sobre juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales, no el 
procedente cuando los Tribunales de Provincia interpretan 6 
aplican los Códigos Civil, Penal, Comercial A de Minería. 
Pagina 140. 

Recurso de nuíidad. — Es improcedente el que no se ha interpuesto cun- 
juntamente con el de apelación. Página 440. 

Recurso de revisión. — Es el único que existe, de las resoluciones de 
la Suprema Corte, dictadas un causas en que conoce origi- 
nariamente. Página 61. 

Recurso de revisión. — Solo procede contra las sentencias definitivas orí 
que exisla alguno de los defectos señalados por el articulo 241 
de ta Ley de Procedimientos. Página 01. 

Recurso de revisión. - Deben conocer de él, los mismos jueces que han 
conocido de la causa en vista. Página ¿70. 
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Rendición de cuenta». — El que ha administrado negocios ágenos, tiene 
li obligación de rendir cuenta. Página 13. 

Rtncmon 4e sentencia. — Véase - Citaaon. 

He>olucion judicial . — Véase : Reconocimiento judicial. 

RapMfaMittad. — El autor de una orden en virtud de la que se han 
introducido animales hI rampo de otro, es responsable del 
pago del pastage consumido por los mismos. Página 45». 

Robo en los depósitos de Aduana. — El cometido con fractura y escala- 
miento, debe ser castigado con la pena de cuatro años de tra- 
bajos Tonados para los autores principales; con la de «lósanos 
para el cómplice en segundo grado, y con arresto para los 
meros auxiliadores. Página 356. 
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Secretario. — Debe ser apercibido seriamente por sus faltas en la for- 
mación y prosecución de la causa. Página Hi3. 

Sentencia anulada. — Pió siéndolo las actuaciones anteriores a ella, la 
declaración de que el demandante debe nacer uso de sus de- 
rechos ante el Juagado Federal, debe entenderse que es en 
el estado en que se encontraba la causa antes de la sentencia. 
Pagina II. 

Servidumbre de tramito. — La cuestión sobre libertad de ella, entre un 
argentino y un eslrangero, corresponde i\ Ja Justicia Federal, 
aunque el transitóse verifique sobre un ramal de Ferrocarril 
Pagina ¿44. 

Servicio en ta Guardia Nacional. —Véase : Jariria XaciomL 
Sociedad. — Aquella cuyo fondo es mayor de 200 Jfj, no puede probarse 

por testigos, sin principio de prueba por escrito. Pagina 13. 
Sirio. — La participación en las utilidades, no constituye en el que la 

recibe, et c arácter de socio. Ella puede verificarse en favor 

de un dependiente. Página 1 3. 

Sócio, — La exclusión de la Sociedad por las causas que la ley señala, 
debe ser pedida al Juez competente, y no ser verificada por 
si mismos, por los otros socios. Página 3i». 
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Sóeio. — Su expulsión de hecho y con violencia, sujeta al que U verificó 
i las responsabilidades é indemnizaciones consiguiente*, lu 
cuales deben ser fijadas por peritos. Página 319. 

S<ttitHci>m de podVr,— Es nula aquella que no contiene la Iranscrip* 
cion de) poder que se íoslituye, y no se halla otorgad* ante 
el Escribano que autorizó la escritura del poder. Pagina 266. 

Sumió* —Cuando una peí-tona tiene establecida «u familia y unos 
negocios en un lugar, y otros negocios en otro, y muere en 
el priimr punto, el juei competente, para conocer de la suce- 
sión, es el de esle último pur>lo. Página 307. 



Término ultramarino. -Su duración, a*í como la suma que debe de- 
positarse ó aflamarse para gastos, se determinan por el juei* 
fagina 7. 

TeiUtmmtaria éemiuáadú - - El juez de ella es el que debe conocer de 
la acción personal deducida por la testamentaria de man da ole. 
Página 124. 

Tributóles é» Jwtiaa. — Corresponde á «Upi la imposición de penas. 
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Ultimo damUilio. - Véase : Juicio Tetíamentarín 
Uto rtmm. — Véase : Ateqnia. 
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PUBI U:\CWH HECHA 




ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo nombrando Cmt/necrx de la Suprema Corte, para et 

ano iSSi, 



dos, el Señor Presidente de lo Suprema Córle de Justicia 
Raciona!, Dr. II. José II. ííorusliaga, y los señores Ministros 
Doctores D. José Dominguc*. 1). Uladíslao Frías y l>. Satur- 
nino M. Lnspiur, ron el objeto de nombrar Conjueces paro 
el año (ie mil ochocientos ochenta y cuatro, en cumplimiento 
del articulo 23 de la Ley de Procedimientos, acordaron nom- 
brar á los señores Doctores D. Miguel Esteves Saguí, D. Ru- 
fino de Elizolde, D. Víctor Martínez, l>. Cárlos Tejedor, D. 
Vicente V. Lope/., r» Exequíel Pereira, D. Manuel Quintana, 
I). Juan A. <í arria, D.Felipe Coronel, D. Alfredo Lahille, D. 
Juan J. Homero, D. Manuel Obarrio, D. Antonio E. Mala ver, 
\K Honorio Martel. li. Juan S. Fernandez, I), Ceferino Araujo, 
I). Eduardo Carranza Viamonl. José María Zuvíria, D. 
Salvador M. del Carril, D. Amancio Alcorla. D. Francisco 
Alcobendas. D. Isaac P, Areco, I). Bonifacio Lastra, D. José 




HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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6 ACt'tRDOS DE LA SUPREMA CÜUTE 

M. Gutierres y D. Enrique .Martínez. Todo lo cual dispusie- 
ron y mandaron, ordenando se publicase y se registrase en 
el Libro correspondiente, firmando por ame mi. 

j. b. Gonosmf,*.— J. IMIMINCUK.— 
L* LADISLAO FRIAS- — S. M. LASPlUR. 

Antonio Tarmmi. 

-ivn'l.in.i. 



Acuerdo nombrando al Dr. D. José E. Domínguez, Secretario 
de la Suprema Corte, m reemplazo de Dr. Itojo, fallecido. 

En la ciudad de Buenos Airea, á diez de Enero fie mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, reunidos en su Sala de Acuerdos 
el Señor Presidente de l;i Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal, Dr. D. José B. Gorosliaga, y los señores Ministros Doc- 
tores D. José Domínguez, U. Uladislao Frías y D. Saturnino 
M. Laspiur, con el objeto de nombrar a un Secretario de 
ella, en reemplazo del Dr. I). Remeció Unjo, fallecido, acor- 
daron por mayoría de votos, nombrar al Dr. D. José E. Do- 
mínguez. Así lo dispusieron y mandaron, ordenando se re- 
gistrase en el Libro de Acuerdos, j se comunicase á quie- 
nes corresponda. 

i, H . UOROSTIACA-— J. DOMINGUEZ.— 
ULAMSLAO FRIAS. — S. X, LASPIUR. 

Antonio Tarnassi 
Secretario. 
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[). Jorge Ttmperley hija) contra C. T. 
daños y perjuicios; sobn 



y C\ por 



Sumario. — El término ultramarino pedido dentro de los 
primeros diez dias del probatorio, y la suma que debe deposi- 
tarse ó afianzarse para gastos, se determinan por el Juez. 



Caso. — En la causa de Temperley con Getting y O por 
daños y perjuicios, estos pidieron dentro de los primeros diei 
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días del término probatorio, el término ultramarino para rendir 
pruebas en Liverpool, 

Pidieron también el aumento do un din por cada tres legu.is 
de distancia, par» la prueba á rendir en la campaña, á foja 192, 
y la compulsa de libros á foja 218; y recusaron til Juez di* Paz 
de Brandzená foja 300. 

Concluido el término probatorio de treinta días, Temperley 
pidió se declarara conclusa la causa» y el Juzgado a sí lo pro- 
veyó por auto de foja 3tii. 

Getting y O reclamaron, por existir solicitudes pendientes, 
sobre pruebas, que tenían que producirse antes de alegar. 

* 

Fu lis d#l Jwfí W de ¡rn I 

Buenos Aire», Junio 2fi de 18*3, 

Habiéndose incurrido en un error evidente til dictar el auto 
de foja. ; que motiva lus recursos ti educid os en el precedente 
ese-rito, puesto que en el de foja 3l»7 consentido y ejecutoriado 
se declaró á mérito de las razones aducida* en el escrito de 
fojaS05,que no debía correr el término para alegar basta tanto 
no queden resueltas las diligencias pendientes, sobre las cuales 
aun no se ha dictado resolución delinitiva; y considerando: 

i° Que entre los puntos á resolver se encuentra en primer tér- 
mino la solicitud deducida A foja 68 pira que se concedadlos de- 
mandados el término extraordinario de ocho meses paru producir 
prueba testifical en la ciudad inglesa Liverpool sin cuya solu- 
ción no es posible declarar concluido el término de prueba; 

2" Que no es exacto como lo sostiene el actor, que esa prueba 
se reduzca á establecer si las Barras establecidas en Buenos 
Aires han dado pérdidas ó beneficios desde el año 1878, y si 
D. Jorge Temperley gozaba ó no de crédito en Buenos Aires, 
pues bien claramente se espresa en el escrito de foja 08 que ha 
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de versar sobre tos puntos indicados en el auto de prueba, y 
particularmente, sóbrelos comprendidos en el 'V y último-» 

3" Que el término extraordinario ha sido pedido dentro de 
los diez dias que señala el artículo 05, inciso 3" de la ley de 
enjuiciamiento, ofreciéndose la (lanza que exige el inciso 2" del 
artículo citado, de mudo que están cumplidos todos t«s requi- 
sitos para que dicha petición sea acequióle; 

A a Que el segundo punto qu" aun pende de resolución, es lo 
pedido en el escrito de foja 192 6" punto) para que se aumente 
el término ordinario de prueba, i razón de un dia por cada tres 
leguas en vez de uno porcada siete leguas, en atención al estado 
de los caminos ; 

5" Que aunque de esa petición se cotiliriú traslado y todavía 
no ha sido era nado, este trámite no es indispensable para su 
solución, y aunque han desaparecido !aa causas accidentales 
que provocaron la petición, es conveniente decidir el punto para 
la apreciación que á su tiempo se hará de la prueba producida; 

6 o Que id aumento d^ un dia por cada siete leguas, es el que 
lija el artículo 1*2 de la ley nacional de enjuiciamiento, y si bien 
el artículo 93 siguiente autoriza al Juzgado á conceder un 
término mayor, la causal alegada, aun en la hipótesis de ser 
cierta, uo es bastante para alterar el precepto de la ley en la 
provincia de liuenos Aires, donde hay grande facilidad en las 
comunicaciones, 

T Que el tercer punto á resolver es el referente á la recu- 
sación del Juez de Paz de lirandzen y designación de la auto- 
ridad que ba de reemplazarle, para lo cual es necesario que la 
parte du Temperley se espide en el trastada de foja 300 vuelta 

Por estos fundamentos el Juzgado resuelve: 

\« Dejar sin efecto, sin mas trámite, la providencia de f»ja 
361 vuelta. 

2" Concederá los demandados, en atención á las distancias y 
medios de comunicación actuales con Inglaterra, el termino 



jO FALLOS líF LA SUPREMA CORTE 

ultramarino de seis meses, previo depósito ó fianza por la suma 
de mil pesos nocionales. 
3» No hacer lugar á lo pedido eu el 6 o punto del escrito de 

foja 192. 

4* Que « practiquen inmediatamente las diligencias solici- 
tadas en los puntos 5 u y 6 1 del escrito de foja 218; y por último, 
que Temperley se espida en el traslado conferido á foja 300 
vuelta y entregue á Getthig y C* la copia necesaria del escrito 
de foja 307, para que estos se espidan en el traslado de fi ja 
308 vuelto. 

Virgilio tí. Teúin 

Otorgada apelación de la parte del auto anterior, relativa a la 
concesión del término ultramarino, y suma lijada para el depó- 
sito ó fianza, se dictó el 

Falle 4r I* Cort* 

Bueno* Aires, Setiembre 1" de J&83- 
Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja trescientas setenta y siete, y repuestos los se!los t devuéhase. 

J. B. GOROSTlAGA.— J. DOMINGUEZ.— 
(.LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPILH. 
— M. D. P1ZARRO. 
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D. Aliono Martina contra tfi/A/o // Fníey, por robra de salarios 
mar i tintan; sobre interpretación de sentencia. 



Sumario. — Anulada un¡i sentencia, y no las actuaciones 
anteriores, la declaración de que el demandante debe hacer uso 
de sus derechos ante el Juzgado Federal, debe entenderse que 
es en el estado en que se encontraba la causa, antes de la sen- 
tenria. 



Caso. — Dictado el Tillo de la Suprema Cortó de I7dt> Abril 
de 1883, Martino, fundándose en que el Pitado de la causa, 
antes de la sentencia anulada, era el de dictar sentencia defi- 
nitiva, así lo pidió al Juzgado, 

Falto del Juei FeJml 

Bueno* Airea, Junio 19 de 1883. 

Habiéndose establecido en la sentencia de f. 123, confirmada 
por la Suprema Corte, que los procedimientos seguidos y que 
dieron por resultado la sentencia de f. 60 eran nulos, y no te- 
niendo otro alcance la resolución de f. 140. sino que elderaan- 
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dante deduzca su acción ante el 
lugar á Jo que se solicita, y esta p; 

le, si viere convenirle. 



! que corresponda; no ha 
te entable su demanda como 



rallo de ■■ SuprrMB « orle 

Buenos Airea. Setiembre 1* Je 18H:í. 

Yi.stos, y considerandn: 

Que por la sentencia ejecutor inda de foja noventa, se declaró 
nula solamente la sentencia de foja .sesenta; 

Que no so hizo i al declaración en cuanto á las actuaciones 
anteriores entre las cuales está comprendido el auto de foja 
cincuenta y seis; por el cual se uiandú citar y se citú á las par- 
tes para sentencia; 

Que hasta entonces la causa se siguii'i válidamente ante el 
Juez, no solo competente, sino privativo, según la ley y lo de- 
clarado en la sentencia de foja ciento cuarenta; 

Que, de consiguiente, cuando en esta se ordenó que el ape- 
lante l>i»n Antonio Murtitm, hiciese uáo de su derecho ante el 
Juzgado l-Vderal, debe entenderse que era en el estado en que 
la causa se encontraba; 

Y que, por lo tanto, el apelante no está obligado a intentar 
una nueva demanda; 

Por estos fundamentos, se revoca td auto apelado de foja 
ciento cincuenta y tres, y se hace lugar á la solicitud de foja 
ciento cincuenta y dos, de parte de dicho Marti no, en laque pide 
se llamen los autos nuevamente para sentencia. Hágase saber, 
y devuélvanse, prévia reposición de los sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. M. LASP1LR. 
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1AINA XCVI 



¡,, Itómuh Salvadores contra l>. .Uidrés foralfa ¡** mbro 

do ¡tesos. 



Sumario. — I" T.u confesión estrajudicM no tiene fuerza de 
prueba si no se lia hecho en presencia Je dos testigos y de ta 
contraparte, con palabras claras, expresión de la cantidad y 
cosa debida, v razón ú causa pnrque se debe. 

* ■ La «ciedad^u v« f.mo> <um1 es mayor de 200 pesos fuertes, 
no puede probarse por testigos, si., principio de prueba por es- 

# La participación cu las utilidades, «o constituye en el que 
la recibe, el carácter d, socio. Klla puede minearse en favor 

de un dependiente. 

4- El que ba administrado negocios ágenos, tiene la obliga- 
ción de r 'iidiT cuanta. 



fasto. — 1.» e-T 

Mío del M* Federal 

Air™. Abril 3 de 1883- 

Vistos estos autos seguidos por 1) 




u 



FALLOS DE LA SUPREMA CONTE 



D. Andrés Baraldo, por cobro de la cantidad de 129.812 3m /c . 

Resulta: Que eon fecha 10 de Febrero del año ppdo, se pre- 
sentó Salvadores A este Juzgado, esponiendo: 

i a Que durante ta guerra civil que tuvo lugar en la Provincia 
de Buenos Aires en los meses de Junio y Julio de 1880, Baraldo 
contrató con el Gobierno Xaejomil la provisión <1 forraje paralas 
caballadas del ejército, y no pudKndo atender personalmente la 
administración de este negocio, celebró verbalmente con él un 
contrato de sociedad á lo que contribuiría Salvadores con los 
elementos de que pudiera disponer, encargándose de una parte 
de esa administración, en lacual percibiría U mitad de las utili- 
dades resultantes de las entregas de forrajes, ya directamente;! 
las fuerzas acantonadas en Flores ó bien remitiéndolas á la Cha- 
carita ó á cualquier otro punto en que se encontrasen dichas 
fnems, habiendo desempeñado su cometido durante los meses 
de Junto y Julio del año 1880. 

2 o Que durante e*¡,e tiempo, no solo verificó la distribución 
entre los cuerpos C remisión á otros p:mtos de los forrajes com- 
prados por Baraldo y que le eran consignados á él, sinó que 
compró y pagó con sus propios recursos grandes cantidades de 
pasto necesario para la provisión, atendiendo á todos los demás 
gastos á que daban lugar las operaciones de que se habia en- 
cargado. 

3 o Que veri B cada por Baraldo la cobranza al Gobierno Na- 
cional de los forrajes, habia tratado de obtener que aquel le 
abonase el capital invertido y la mitad que le corresponde en 
las utilidades producidas por la parte du provisión en que lia 
intervenido, lo que no habia podido conseguir basta la fecha, 
á pesar de las diligencias practicadas. 

4° Que las cantidades deque es acreedor de Baraldo por de- 
sembolsos, asciende á la suma de 51 ,947 $ m/ c , en la forma que 
se especifica á foja 45 vuelta, y las utilidades obtenidas á 
151,530 $, cuya mitad le pertenece, ú sea la suma de 77,775 S, 
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siendo en consecuencia acreedor por ta suma de 429,812 pesos 

moneda corriente. 

& Que su sociedad con Baraldo, fué contraída sin otorgarse 
el contrato escrito que exijo la ley, ni darse cumplimiento á las 
demás formalidades establecidas por la misma; pero que esa 
falta si bien ha podido producir la nulidad de lasoeiedad.no exime 
á l). Andrés Heraldo, de la obligación de rendir cuenta y entre- 
garle la utilidades que le correspondían, ni le priva del derecho 
de justiucar la existencia de la sociedad, probando todos los 
hechos que tienden ú demostrarla. 

6° Que para determinar las utilidades correspondientes a los 
n-gocios que giraban por su intermedio, no podrá haber difi- 
cultad, pues según el contrato de Karaldo con el Gobierno Na- 
cional, el primero le vendió el forrage a los precios de mil pesos 
la tonelada de pasto seco durante el mes de Junio de 1880, y de 
mil BMW en el mes de Julio, siendo el precio del maíz de ciento 
veinte pesos por fanega durante la provisión; y según esto, la 
diferencia entre el costo de las fanegas, mas los gastos de la 
plotacion y el precio satisfecho por la Tesorería Nacional, 
nstituia la utilidad partióle entre ambos. 
7« Que en consecuencia, venia a interponer formal demanda 
pura que se le condene eu oportunidad al pago de la apresada 
entidad de ciento veinte y nueve mil ochocientos doce pesos 
moneda corriente, sus intereses y las costas del juicio. Que el 
demandado contestón f.... el traslado que it fué conferido, pi- 
diendo se desechen las pretensiones del actor, con espresa con- 
denación en costas y se le imponga al mismo tiempo, la rendi- 
ción de cuentas dentro del perentorio término diez días, de la 
administración que ha egereido, alegando al efecto: 

I» Que en Junio de 1880 contrató con el Gobierno Nacional 
la proveeduría de forrages de toda la caballada del Ejército y 
teniendo que proveer una pequeña división acantonada en San 
José de Flores, donde vivía el demandante, lo vió para que se 
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hiciera cargo de esa operaciun, ofreciéndole una remuneración 
por su trabajo. 

4° Que bajo de estas condiciones, Salvadores empezó á encar- 
garse de su cometido desempeñándolo hasta el 28 de Julio del 
mismo año, en cuya fecha se retiraron las fuerzas de Flores. 

3 o Que después del 28 de Julio no teniendo aquel ya m;is 
personería como su encargado, qne la necesaria para concluir los 
negocios pendientes hasta esa fecha, le pasó las cuentas que 
acompañaba bajólos números 1 y 2, pretendiendo en ellas apa- 
recer como socio suyo, sin precisar la parte que debía tocarle 
en las utilidades. 

4" Que por la cuenta n" 2, aparecía como deudor de Salva- 
dores por la cantidad de dos mil ochocientos sesenta y ocho 
pesos moneda corriente, La cual no podía aceptar, primero parque 
faltando al convenio celebrado pretendía aparecer como socio, y 
segundo, porque en ella no le justificaba varias partidas que 
aparecían cargadas, ni encontraba justificada la inversión de los 
fundos que le había entregado p.ira la compra de provisiones. 

*»' Qur Salvadores había recibido en diferentes entregas 
desde el 13 de Junio, primer dia de su intervención, basta el 30 
del mismo mes, la cantidad de veintiún mil pesos moneda cor- 
riente ; y los pagos hechos en la citada época, según su propia 
cuenta, solo ascendían á quince mil quinientos un peso, Lo que 
daba nn saldo á su favor de cinco mil cuatrocientos noventa y 
nueve pesos, 

6" Que según la misma cuenta n fl 2, Salvadores recibió en el 
mes de Julio la cantidad de siete mil quinientos pesos, y agre- 
gado d ella el saldo de Junio, resulta que tenia en su poder, 
doce mil novecientos noventa y nueve pesos, y los pagos justifi- 
cados según sus propios comprobantes exhibidos, alcanzan a" 
ocho mil seiscientos veinte y nueve, quedando de consiguiente 
un saldo próximamente de cinco mil á la época en que cesó la 
personería de él. 
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7 o Que en diferentes Teroesas había entregado á Salvadores 
sesenta y cinco mil pesos moneda corriente que consta en la 
cuenta n D 2 presentada á f. 4, j tres mil pesos mas que no figu- 
ran en ella, que hacen un total de sesenta y ocho mil pesos, 
mientras que los justificativos presentados solo ascienden á 
cincuenta y na mil novecientas cuarenta y siete pesos m/ c , 
dando un saldo á su favor de diez y seis mil cincuenta y tres §. 

8° Que .según sus mismas cuentas, Salvadores era su deudor 
y tenia la obligación como encargado que fué de parte de la 
proveeduría, de rendirle cuenta de tos dineros que ha adminis- 
trado, y en tal virtud lo reconviene para que se le condene ú 
ver ¡ti cari, i en el término de diez dias y al pago del saldo que 
resulte. Que en su contestación á la reconvención (f. 115) el 
actor se limitó A esponer que Baraldo, sin precisar el titulo que 
le atribuye en el negocio de proveeduría, pero reconociendo que 
ha tenidointervencioii directa en cbo negocio.le exige una rendi- 
ción apoyad» eu unos documentos que á ser ciertos en toda» sus 
partes y espedidos por él, importaría la misma rendición de 
cuentas exigida. Que esas cuentas que presentaba Baraldo 
adulteradas á su paladar, resultarían aprobadas por él mismo 
desde que no las hubiese objetado en el término que la ley 
establece, y comprobarían la falta de fundamento de la recon- 
vención; que sin embargo, ellas no eran exactamente las mismas 
que le pasó al terminar la* negoci.icioneá aue tuve á sn cargo el 
año í88üy que le han servido para sus cobranzas al Gobierno 
Nacional; y que le basta la confesión de Baraldo de que hubo 
cuejitas pasadas y recluidas para dejar establecido que debe 
declararse la reconvención. 

Que la causa fué recibida á prueba por auto de f. 1 17 á efecto 
de que se justifiquen tos hechos no reconocidos en que se funda 
la demanda y reconvención, habiéndose producido además de 
los documentos con que fueron instauradas ambas, las actua- 
ciones que obran de fujas 121 á 162. 

r. rm. i. 
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Y considerando*. 

i 9 Que la acción deducida por Salvadores se f anda en la exis- 
tencia de on contrato de sociedad. para la esputación parcial de 
la proveeduría de forrages com edida por el Gobierno Nacional 
al demandado, y tiene por objeto lo división por mitad de las 
utilidates rea'.izadas y el reembolso de las sumas que dice ha- 
ber anticipado de su propio peculio para las operaciones de la 
misma. 

%° Que habiendo negado categóricamente el demandado en 
primer logar, que haya existido semejante sociedad entre él y 
el demandante, á quien noatribuye en el espresado negocio otro 
carácter é intervención que el de un mero factor, dependiente 6 
comisionista; y en segundo lugar, que hará desembolsado de su 
peculio un solo peso, sosteniendo por el contrario, que tenia en 
su poder un saldo de los fondos con que fué provisto para las 
operaciones que se encargaban, el Juzgado debe pronunciarse 
sobre ambos puntos, que constituyen el fondo de la controversia 
con arreglo alas pruebas rendidas y demás elementos de convic- 
ción acomolados en autos. 

3° Que el actor empezó su demanda reconociendo que no 
existía documento escrito alguno que constase la esistencia de 
la sociedad, habiéndose estipulado verbalmente, el couveuio que 
le dá el carácter de socio, que Baraldo le niega terminante- 
mente, reconociendo también queeae hecho hapudido producir 
la nulidad de la sociedad dando á cada uno de los socios el dere- 
cho de separase cuando lo creyese conveniente ; poro como solo 
se trata de establecer sus derechos respecto del pasado, es 
admisible la prueba testifical y todos los demás medios de 
prueba permitidos en materia comercial en conformidad á lo 
que so dispone en la ultima parte del artículo 390 del Código de 
Comercio, 

A° Que estudiado todo lo que ha producido el demandante en 
ese sentido, i la luz déla sana crítica y de lo*_pieeeptos legales 
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á qoe deben conformarse los Tribunales en su apreciación, no 
bay nada que induzca, ni aún remota mente, la existincia del 
convenio social ; pues esa prueba eon-iste única tnente en las 
posiciones def. 180 absueltas por Baralduá f. 190, en ht cuales 
nada ha confesado que sea pertinente» la intención del deman- 
dante, y eu las declaraciones de los testigos Alem f. 196 ó Iri- 
goyen, f. 2ÜI vuelta, el primero de los cuales al ser interrogado 
(5 a pregunta del interrogatorio de f. 195) si es cierto haber 
oído á Ü. Andrés Baraldo manifestar en distintas ocasiones que 
Salvadores tenia el carácter de socio en el negocio de proveedu- 
ría, contestó que lo único que sabia por haberlo oido ú las par- 
tea, es que aquel ofreció & este una parte de las utilidades déla 
provisión que le confiaba ó un sueldo, to que repite en términos 
parecidos el testigo Irigoyen; debiendo observarse que est*' ha 
prestado su declarar on por medio de informe, no obstante no 
estar comprendido entre lus funcionarios exceptuados por el 
artículo 1-10 de ln Ley de Procedimientos, y sin el juramento 
de ley, lo que le quita todo el valor legal en conformidad 
ií lo dispuesto en la ley 43, título 16 t Partida 3% quedando 
de consiguiente singular la de Alem. Por otra parte, por 
medio de esas declaraciones se ha pretendido probar una confe- 
sión extra judicial de Ilaraldo sobre ese punto y así lo entiende 
Salvadores sosteniendo haberlo conseguido; pero la confesión 
estrajudicial pura que se llame tal y pueda atribuírsele la 
fuerza probatoria que le dá laley, es necesario que sea hecha en 
presencia de dos testigos y de la parte contraria con palabras 
claras, terminantes y dispositivas, con la expresión de la canti- 
dad ó cosa debida y de la razón ó causa porque se debe según 
Jo enseña Caravantea, tomo 2. n u 250 y lo dispone la ley 7, titulo 
13, Partida 3', circunstancias que ni se insinúan siquiera en las 
referidas declaraciones. 

h° Que además, eí carácter que reviste la Sociedad que pre- 
tende hacer valer Salvadores en apoyo de su acción, es deaque- 
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i las que el Código de Comercio clasifica de sociedades acciden- 
tales 6 en participación, pues no tiene firma social ni domicilio 
constituido (artículo 444) y ai bien estas no están sujetas alas 
formalidades proscriptas para la formación de las otras socie- 
dades, según lo determina el artículo 446; su prueba está subor- 
dinada como la de cualquier otro contrato comercia! á los pre- 
ceptos del artículo 192, siendo inadmisible li testifical en 
aquellos en que exceda de doscientos fuertes, cuando no existe 
principio de prueba escrita, lo que precisamente sucede eu el 
casosufr judice, pnes el fondo social por la naturaleza délas ope- 
raciones á efectuar, se vé que excede del límite fijado por la ley 
y la parte de Salvadores no ha presentado ducumento alguno 
emanado de Baraldo que haga verosímil la existencia de la 
sociedad. 

6 o Que las circunstancias que segnn el actor la hacen pre- 
sumir, deducidas de los documentos presentados con la deman- 
da, se reducen por toil^ á haber hecho algunos pagos por 
cuenta de la proveeduría y recogido délos gefes vales j rela- 
ciones de los forrages suministrados, operaciones que han 
podido ser igualmente ejecutadas por un simple dependiente 
ó un factor según las prescripciones de los artículos 133 y 
siguientes del Código de Comercio, pues son esos actos de mera 
administración y por tal motivo, no pueden servir de base á la 
inducción de un hecho que tiene elementos propios invariables 
y característicos d» manifestación, como los que enumera el 
artículo 401 del Código cíta lo, y si b-en esta enumeración no 
es limitativa, es muy difícil de que en un caso de verdadera 
sociedad, dejen de presentarse algunos de ellos, lo que no suce- 
de en el presente. 

7 o Que el único hecho que puede admitirse como cierto, dada 
la circunstancia de no haber sido terminantemente negado 
por el demandado al absolver la tercera posición del pliego de 
foja 189 y en vista de la declaración del testigo Aleui í foja 
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196) 63 qoeBaraldo prometió al demandante un sueldo ó una 
parte en las utilidades en la provisión de forrages, pero esto 
no implica necesaria mente el reconocimiento de la calidad de 
sócto, ni quita al que es objt to de una proposición de esa natu- 
raleza, el carácter de factor o di- pendiente pura y simplemente 
cnrooclaray terminan teniente lo dispone el urliculo 462 del 
Código de Comercio. La locación de obra* ú servicios dice 
Bedarride «¿ej ¿ocíeles», tomo I o , número 13, presentan algunas 
Teces ciertos caracteres de sociedad ; lo que se realiza especial- 
mente cuando un dependiente recibe á título de salario ó 
como suplemento de supldu una parte cualesquiera en las 
utilidades. La jurisprudencia ha rechazado siempre ver en 
esta convención el contrato de sociedad» y necesario es confe- 
sarlo, no sin razón. KUa no ofrece en efreto esa comauhlad 
de cosas que según hemos Tisto forman el elemento esencial 
de toda sociedad; el patrón queda dueño esclusivamente del 
negocio, el ú.iico Arbitro de la oportunidad de las ventas y 
de las condiciones en las cuales deben realizarse!. 

Considerando en cuanto al cobro de sumas anticipadas y 
contrademanda: 

g° Que Baraldo en su contestación a la demanda y en apoyo 
á la reconvención dedunda, ha presentado las planillas y cuen- 
tas agregadas de fojas 77 á 81 atribuyéndolas al demandante, 
el cual se ha limitado á manifestar que uo son ciertas en 
todas sus partes, pero sin impugnar especialmente ninguna de 
sus partidas, ni determinar categóricamente las que rechaza, 
ni las que acepta; proceder que autoriza al Juzgado para esti- 
mar como un reconocimiento de la verdad y autenticidad de 
esos documentos en conformidad á li dispuesto en el artículo 
SG de la ley Nacional de Enjuiciamiento, pues su precepto 
alcanza no solamente á la demanda sitió « los documentos 
con que se instruye, como lo ha resuelto repetidas veces la 
Corte Suprema y últimamente en la causa de Barker contra Si- 
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Tari, siendo tanto mas notable esa Mí i de precisión en la con- 
testación á ta co n t rail emanda que caracteriza la evasiva, cuanto 

i 

que Barullo apoyándose en la cuenta de f. 80, hice cargo & 
Salvadores por la suma de sesenta mil pesos moneda corriente, 
que seguu la misma aparece haber recibido de ¿1 exigiéndole la 
correspondiente rendición de cuentas; lo que á no ser cierto, ha 
debido nntivar u navegación categórica y terminante ;ri lo que 
se agrega: I o Que Salvadores lia pretendido valerse de las mis- 
mas cuentas para dar por hecha la rendición exigida; 2° Que el 
testigo Magdaleno, dependiente de aquel, declara á f. 163 qne 
han sido escritas por orden de él, sin quehaya intentado negarlo 
ni tachar al declarante, y 3 o Que el testigo Torres declara ser 
las mismas que tuvieron presentes los testigos de arbi- 
traje. 

9 o Que entre tanto, los documentos presentados de f. 907 á 
foja 215, única prueba rendida pura justificar los pagos que 
dice haber hecho Salvadores por cuenta déla proveeduría, están 
muy lejos de alcanzar á la suma que aparece haber recibido de 
Bnratdo, pero admitiendo como cierto todos los desembolsos 
que figuran def. 46 adelante, siempre resulta en saldo á favor 
del demandante lcj<»s de ser deudor de cantidad alguna por este 
concepto, 

10. Que desde luego resulta comprobado y reconocido por 
ambas partes que Salvadores lia tenido á su cargóla adraistra- 
cíon de la proveeduría acordada a Haraldo en Ja parte corres- 
pondiente á las fuerzas acantonadas en Flores, recibiendo sumas 
de dinero y efectos, y haciendo p igos por cuenta de Ea misma, 
de donde surge la obligación legal de rendir cuenta instruida y 
documentada, conforme lo dispone el artículo 83 del Código de 
Comercio. 

í I. Que si bien es cierto que aparece haber presentado la que 
corre á f. 80. consta por manifestación de los mismos interesa- 
dos que no fueron aceptadas, pues, se produjeron con motivo 
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de ellas, cuestión w que hubieron de ser decididas por amigables 
componedores, según b> deebmi á f. 169 vuelta el testigo Torres 
que fué uno de el ios, de manera que no puede harerse efectiva 
la presunción legal que "«tablece el artículo 86 del Código 

citildo. 

i% Que no podiendo elJuzgado decidir ningún punto que no 
le huya sido sometido por his partes como ¡o prescríbela ley 
título 22, partida 3 a y sus concordantes de la 11. (% título 17, 
libro 4) debe limitarse ¡í dejará salvo ¡>l actor las ¡lociones á 
que pudiera tener derecho para el cubro de salarios. 

Porotos fundamento*}* los concordantes de los escritos de 
foja 87 y foja 205 fallo declarando improbada la suciedad ale- 
gada por Salvadores en Ja demanda de f. 4:1 ; absolviendo en 
consecuencia, á Baraldc de ta misma y condenando á aquel a que. 
rinda cuenta instruida y documentada déla administración que 
ejerció, en e! término de quince días, con la salvedad que es- 
presa el último considerando. Declaro igualmente que las cos- 
tas causadas deben ser pagadas por el actor. Nutifíqueso ori- 
ginal. 

Virgilio M. Tedin. 

Bu-no» Aires, Seti"i»bre de 

Vistos: por sus fundamentos, s>e confirma con costos la sen- 
tencia apelada de foja trescientos veiutitre- y devuélvanse pre- 
via reposición de sellos. 

J. n GOttOSTUGA, — J. DOMINGUEZ. — 
LI.AtlISI.VO iBlAft.— S. M. USMLR.— 
M- l>. NZAUHO. 
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CACHA XCVII 



El Banco Nacional contra Conde y Molina por jactancia ; sobre 

recurso de resemon. 



Sumario. — i* Es nula la citación por edictos hecha á los 
actores, que tienen apoderado judicial, constituido con domi- 
cilio legal man i festado. 

2 o La nulidad de esa citación, y la falta de citación al 
apoderado, autorizan la rescisión de la sentencia dictada en 
rebeldía. 



Caso, — D. Pedro F. ilota con poder de Cunde y Molina, y 
constituyendo domicilio, demandó al Banco Nacional ante el 
Juzgado de Comercio por daños y perjuicios, producidos por 
un embargo ilegal. 

El Banco Nacional pidió al Juez Federal avocára á sí la 
causa; y, librado oficio, el Juez du Comercio, con citación del 
Banco y de Mota, remitió los autos. 

Hecha saber la remisión por el Juez Federal por auto que 
fué nulificado al Banco, éste, fundándose en que de las actua- 
ciones nulas remitidas resultaba una jactancia, dedujo deman- 
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dentro de diez dias. 

El Juzgada lo ordenó así, J mandó emplazar P or edictos á 
Conde y Molina. 

Pasado el término, sin comparecer, á instancia del Banco se 
dictó el 

F»ll* del Juez de Seecioii 

Bunio* Aires. Julio 30 dn 1881. 

I Tistns; en rebeldía de los señores Conde y Molina, se 
dedura que no tienen derecho ú ser oidos sobre lns daños y 
perjuicios que han invocado como origen de esta demanda, 
condenándoseles en las costas. Notifíquescles esta resolución 

Albarracin. 

Notificada la sentencia por edictos, Conde y Molina se 
presentaron, entablando et recurso de rescisión, 

FmII* del Jues de Berelon 



Buenos Aires, Octubre 28 do 1881. 

Y vistos; considerando: 1" Que la ley de Procedimientos 
prevés la acción de jactancia en su artículo 371, desdo que 
declara supletoria de la misma, los preexistentes que regla- 
mentan los procedimientos judiciales en euanto no se opongan 
á sus disposiciones ; 

2 o Que este espediente fué i emitido a pedido de este 
Juzgado por el de Comercio ante el cual el representante de 
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Conde y Molina había entablado un juicio por resarcimiento 
de daños y perjuicios contra el Banco Nacional; 

3 o Que á foja 7 se registra el decreto del de Comercio, 
mandando remitir los autos al conocimiento de este Juzgado 
cuyo decreto aparece notificado personalmente á D. Pedro F. 
Mota como representante de Cond** y Molina; 

-4- Que por consiguiente, el representante de estos tenia 
pleno conocimiento de que la cuestión pasaba al del Juzgado 
Federal por gozar el Banco Nacional de esíe fuero ; y lijos 
de presentarse al infrascrito asumiendo su personería, guardó 
silencio; 

5" Que en virtud de que no se habían presentado los deman- 
dantes, el apoderado del Banco demandado pidió á foja 13 
ruelta, que se intimara á aquellos, dedujesen las accionas á 
que se creían con derecho, dentro de un término perentorio, so 
pena de no ser oidos; no ti litándoselas de conformidad y por 
edictos, como consta de autos; 

6" Quo el Juzgado no podia admitir corno rálida la repre- 
sentación de ilota ni darle intervención, desde que aquella 
Labia sido asumida en un procedimiento nulo por haberse 
obrado ante Juez incompetente, cuya representación ha debido 
asumirla nuevamente reproduciendo su demanda, si así le 
convenia ; 

7" Que los efectos del procedimiento, á que ha dado lugar ta 
negligencia de los demandantes, es solo imputable A ellos, pues 
no podían dejar abandonada la causa por el mero pretesto 
del cambio de jurisdicción ó fuero, una vez que esa acción 
había sido ya instaurada, aun cuando lo fué ante Juez incom- 
petente. Por estos fundamentos falto: no haciendo lugar con 
costas, á la rescisión solicitada en el escrito de foja 40. Hága- 
se saber original y repóngase los sellos. 

Isidoro Atbarracin. 
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Buenos Aires. Setiembre 13 Je 188.3. 

Visto?, y considerando; Q 11 ' 4 ' ns stores Conde v Molina, 
por medio fie su apoderado í). Pedro V. Mota, que constituyó 
el correspondiente domicilio, interpusieron demanda ante el 
Juez de Comercio de esta capital, contra el Banco Nacional, 
por daños y perjuicios ; 

Que el Juzgado de S íccíon, a petición del Banco, avocó el 
conocimiento de la causa, por ser de su cumpeteneia ; 

Que por t into, dicho apoderad*, como parte cu el juicio, 
debió ser notificado, como lo fué el del Banco, de la providen- 
cia de foja ocho vuelta, por la cual se ordenó se hiciese saher 
d las partes que los autos se hallaba:! eu el Juzgudo de Sección, 
remitidos por el de Comercio ; 

Que la demanda posterior de jactancia, del Banco contra 
Conde y Molina, es un incidente de la de daños y perjuicios, 
de eslos contra aquel, y por lo mismo, ¡i su apoderado, parte 
en e! juicio principal, y no á ellos, es á quien debió notificarse 
el auto que recayó en la demanda de jactancia, lo que no 
se hizo ; 

Que además según resulta ile los autos, esa providencia 
no se notificó á Conde y Molina en la forma que prescriben 
los artículo* sesenta y tres y sesenta y cuatro de la Ley de 
Procedimientos ; 

Que el emplazamiento por cilicios que se les hizo después, 
á pedimento del Banco, es contrarío á la ley, desde que teniau 
en el juicio un representante legalmente constituido, por 
escritura pública, el que había manifestado cual era su domi- 
cilio ; 

Que, de consiguiente, ese emplazamiento no es válido, y 
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según el articulo ciento ochenta y siete de la ley citada, no 
ha podido servir de base parit 1* declaratoria de rebeldía, que 
se ha hecho de Conde y Molina ; 

Por estos fundam -ntos, se revoca el auto apelado de foja 
cincuenta y dus, y se hace hi^ar al recurso de rescisión, inter- 
puesto por dichos Conde y Molin., reponiéndose la causa al 
estado del auto de foja ocho vuelta, en atención á que desde 
entónces, dejó de citarse al apoderado de los apelantes. 

Hágase saber, y satisfechas tas costas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. B. COnOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS — ». M. LASPIUR 



C AI N A ACVIII 



D. Vauitino V. fíernal, contra ti. Antonio I'odestá, por nulidad 
de una escritura de venta; sobre incompetencia 

* 

Sumario. — La nulidad de una venta discutida y resuelta por 
vía de excepción ante la justicia local, no puede ser traída al 
conocimiento de ta Federal r por vía de acción. 



Caso. — Lo 




29 



Fall» úét Jar* de lewlM 

Rosario, Harto 7 de 1883. 

Vista la excepción de incompetencia deuueida con loa actos 
acompañados y terminados ante tin Juzgado de Provincia, de 
que resulta: Que ante t'l ü, Antonio PodesU, extranjero, de- 
mandó á 1) Faustino ilernal, urjentino, ante el fuero propio 
de este que era el Provincial, el desalojo del terreno motivo de 
esta cuestión» fundándose en una escritura pública de compra 
hecha á la esposa de aquel con su venia y consentimiento, por 
ser el terreno de dicha esposa; Que Bernal contestando la de- 
manda en su propio Tuero, que no rehusó ni podía rehusar, dijo 
de nulidad de esa venta por ser incierto que prestase su consen- 
timiento á su esposa; Qtie abierta la causa ó prueba, no probó 
Bernal su excepción, dictándose en consecuencia sentencia defi- 
nitiva que quedó ejecutoriada y se ejecutó, sin que tampoco el 
demandado hubiese interpuesto recurso ante el Superior de 
Prorineia ; Que hoy viene el misino y trae a la justicia nacional 
idéntica excepción de nulidad deducida aute aquel fuero y en la 
cual fué vencido. 

Corrido traslado de la demanda nuevamente interpuesta por 
Bernal aute la justicia nacional, Podestá alega la incompeten- 
cia de ella por tratarse del mismo pleito fenecido ya ante su 
fuero propio que era el Provincial. Y resulta ademas, que se- 
gún la nota puesta en la misma escritura pública presentada 
por el boy demandante, que corre a f. l\ el precio por el cual 
su señora vendió el terreno en Di iembre de 1880, fué el de 
130 § bolivianos. 

T considerando: I a Que una excepción deducida, no probada 
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y vencida en un juicio ante fuero competente, habiendo el 
eicepcionante tenido el deber legal de justificarla, no puede 
hacérsela revivir para romper la cosa juzgaba, d id u cíe mióla 
como una nueva acción ante distinto fuero, por estar este obli- 
gado legalmente á respetar las sentencias dictadas por tribu- 
nales competentes; 

2° Que la acción de desalojo que se promovió ante el Juzgado 
de Provincia, y á la que se opuso la excepción de nulidad, que 
hoy como acción se deduce, no fué simplemente apoyada cu un 
derecho posesorio, sitió en un derecho de dominio, fundado en 
una escritura pública que quedó firme y valedera, desde que no 
se probaron los vicios de nulidad que contra ella se alegaron y 
hoy nuevamente se alegan; constando por esa escritura, que 
hace prueba cu juicio, que la esposa vendió el terreno con el 
consentimiento y venia de su esposo, lo que entonces se negó y 
hoy nuevamente se niega ; 

3 a Que las doctrinas enunciadas y otras congruentes que es 
innecesario aducir, están apoyadas por los siguientes fallos de 
la Suprema Corte: Sene 1\ Tumo f\ Pág. 29; Série 2', Tumo 
6?, Pág. 222; Série i\ Tumo % Pág. 7U; Serie i-, Tumo 6*. 
Pág. 179; Série 1% Tomo 8», Pág. 325; la misma Série, tumo 
9°, Pág. 105; Serie 2', Tomo 6", Pág. 374; Série l\ Tomo 5-, 
pág, 303; Série i\ tomo 6", pág. 193; serie 2\ tomo \\ pág. 
150, y por otros que pudieran citarse; 

4 o Que además, el Congreso de la Nación, en Setiembre 3 de 
1878 ha sancionado una ley cuyo articulo I o dice así: * Desde 
la promulgación de la presente ley, quedarán eseluidas de la 
competeneia de los jueces de Sección todas aquellas causas de 
jurisdicción concurrente en las que el valor del objeto deman- 
dado no exceda de 500 $(., cuando por otra parte, el conoci- 
miento del caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz 
de la provincia respectiva, según laa leyes de procedimientos 
vigentes en ella. Esta disposición no será aplicable á la¿ eau- 
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Mi pendientes, debiendo entenderse por tales, aquellas en las 
que ya ha tenido lugar la citación del demandado. * 

Por estos fundamentos, declárase este Jn?.gido incompe- 
tente para conocer en la presente cansa. Notifiquen cr.n el 
original y devuélvanse los auto* traídos ad effectum videndi al 
señor Juez de Pa* de la 3- Sección con el oficio correspon- 
diente. Repóngase. 

Fenelon Zuviria. 



Buenos Aires, Setiembre 13 de 1883. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas, la 
sentencia apelada de foja veintitrés; y repuestos los sellos, 



J, t. GOROSTIACA. - J DOMINGUEZ. — 
LI.AIHS1.AO FRIAS. — S. ». LASPlUR. 
M. D. 



FJU10S PE LA SUMUU 



CAUSA I€IX 



D. Santiago Xocrtti contra et Dr. D. Manuel tf. Za valla, por 
propiedad de un campo y daños y perjuicios; sobre lilis 
pendencia y falta de personería, 



Sumarto. — 1" La copia simple Je una sentencia, cuyo exi- 
men además demuestra su nulidad, no puede constituir prueba 
ie lilis pendencia. 

2° La omisión de documentos relativos al derecho que se 
litiga, no puede fundar la excepción dilatoria de falta de per- 
sonería 



Cano. — En 180* D. Miguel Otero vendió al Dr. D. L -renzo 
Turres ocho leguas decampo en el Departamento de S,*n Jeró- 
nimo, o,ue años aníes D. Ricardo Foster hubia comprado al 
Gobierno de Santa Fó. 

El Dr, Torres hipotecó lis ocho leguas á D. Antonio Pintos 
de Hampaio, á fines da 1864. 

B^Uii año después, las vendió á D. Rufino Guido, y éste las 
vendió ni misino Otero. 

Vencido el plazo de le hipoteca, Sanipaio ejecutó al Dr. 
Torrea y quedó adjudicatario del campo por la suma de 10,035 
$ bolivianos. 
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Otorgada la escritura de a-ljudicueion, vendió el campo á 
D. Manuel Moura, y éste a D. Sautiugo Nocetti. 

Sp le infurmó a Noeetti que de las 8 leguas, solo quedaban 
tres y una fracción por ventas hechas por el Gobierno, que 
indemnizaba las faltas ; y que ta indemnización de aquella falta 
la babia recibido el Dr. I). Manuel Zavalla que se titulaba 
dueño del campo. 

Nocetti, hecho protocolizar sus escrituras demandó al Dr. 
'¿\\ valla para que le entregara el área que el Gobierno te concedió 
en indemnización ; le pagara los frutos, los daños y perjuicios 
v las costas. 

El Dr. /avalla opuso los excepciones de litis pendencia y 
falta de personería. 

Rosario, Diciembre 1' de 1882. 
Vistas las excepciones deducidas de litis pendenria y falta de 
personalidad eu el demandante, y considerando respecto déla 
primera: 

I o Que para que pueda decirse en derecho que hay litis pen- 
dencia, es necesario que el Juez sea competente y que el reo 
haya sido citado ¿ instruido plenamente de la demanda en 
tiempo y forma, ó que siuó lo estuviese, sea por su dolo ó 
malicia ; nada de lo cual ha sucedido, pues no se ha compro- 
bado, deduciéndose mas bien todo lo contrario de la misma sen- 
tencia impreca en una foja sui lta que acompaña el excepcio- 
nante, sin autenticación y hasta destituida de la firma del 
señor Juez que se dice la pronunció; y que aun teniéndola por 
auténtica, no prueba los estreñios necesarios para fundar la 
excepción, como se notará por los siguientes considerandos; 

2° Que en el caso actual, la solicitud de mensura que I izo 

T. XVII 3, 
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Nocetti ante et'ieilor Juez de Coronda, no importaba una de- 
manda, ni ménos un juicio contencioso, sinó simplemente una 
solicitud» según lo ha resuelto la Suprema Córte en su fallo, 
tomo 9*. serie 2', pag. 176 ; y por consiguiente, todo cuanto á 
este respecto se ha dicho como fu mi amento del artículo, no 
tiene valor alguno para acreditar que exista lilis pendencia 
entre dicho señor Nocetti y el Dr. Znviilla que hizo una peti- 
ción al Juez para que mandase suspender la mensura, alegán- 
dose también, según se díte, mejor derecho al campo. 

3° Que habiéndose ordenada esa suspensión por decreto eje- 
cutoriado y cumplido hasu la fecha, quedó terminado de fado 
ese incidente ó ptti ion de mensura, que como se ha espresado, 
no era un juicio. 

4 o Que asimismo la declinatoria de jurisdicción, que espresa 
el excepciooante hizo Nocetti con motilo de haber resuelto el 
Juez la suspensión de la mensura, quedó también sin efecto 
alguno, porque cotno lo dice dicho funcionario en la sentencia de 
13 de Abril de este año, resolvió no darle curso por no haber 
acredita-lo Nocetti que el caso caia bajo la jurisdicción Na- 
cional; y entonces, no habiendo observado cosa alguna el 
declinante hasta hoy, es en estremo claro que quedó ejecuto- 
riada esa resolución en que so dispuso no darle curso; que- 
dando por tanto concluido todo pleito y toda cuestión entre 
Nocetti y Zavalla, originad:» por la mensura. Y siendo muy d e 
advertirse y tenerse presente que en 31 de Marzo se presentó 
Nocetti ¡inte este Tribunal nacional en demanda contra Z¡iTalla 
no sotare mensura, sinó sobre la propiedad y dominio del campo, 
habiéndose declarado que el caso caía bujo la jurisdicción 
Nacional ; 

5* Qu." dados estos anteced entes, solo hay mucho que estra- 
gar como es que el mismo funcionario, sin figurar ya Nocetti 
para cosa alguna ante él, por sí ni por apoderado, pues no se 
ha comprobado qu<; jamás lo hubiese tenido para otra co^a que 
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p;ira solicitar li mensura y no para juicio de otro género, 
finiese después de propio iwtu á hacer revivir meses después, 
lo terminado por ejecutoria, llevando nuevamente a Nocetti 
como litigante con el Dr. Zavalla, cuando este ya había inse- 
guido su objeto de hacer suspender la mensura; sin que en 
ningún sentido ofrezcan una explicación plausible de tal cosa, 
lis referencias que se hacen en la sentencia acompañada en 
sus resultandos 6 Ü , 7", 8" y 9° ; pues á la inversa, ellas en con- 
cepto del proveyente (que está muy distante de pretender 
hacer cargos al señor Juez de Coroi.ila que se dice la dictó, 
pues no se han podido conseguir los autos, ni sus copias en 
manera alguna), solo ofrecen lamentables irregularidades que 
en ningún sentido apoyan la excepción de litis pendencia ; 

6 a Que para patentizar lo dicho, bastara un ligero análisis 
de la sentencia acompañad*; siéndole sentible al proveyente 
que el deber de fundar sus resoluciones, le obliga á hacerlo. 

En efecto, la sentencia relaciona, que Mayor en representa- 
ción de Nocetti, vecino de Dueños Aires, pidió mensura del 
campo do las Lomas, la que fué ordenad* en 2ide Diciembre 
de 1881 ; que hallándose despediente en poder del Agrimensor, 
el ltr. Zavalla pidió revocatoria del auto que la ordenaba; que 
proveyéndose al otrosí se mandó suspenderla, y quo se corrió 
traslado á Nocetti de lo principal, y aún cuando no se dice so- 
bre qué versaría este principal, supóngase como lo dice el arti- 
culante, que fuere alegando mejor derecho al eumpn ; sobre lo 
que algo tendría que decir sin duda, para apoyar su solicitud 
de suspensión: que sin espedirse en el traslado, declinó Nocetti 
de jurisdicción v sin que tampnco conste de manera alguna que el 
apoderado Mayer tuviese facultad para otra cosa que para la 
mensura); que el Juez cu 3 de Abril (es decir después que ya 
Nocetti ocurrió al Tribunal Nacional en Marzo\ resolvió no 
dar curso á esa declinatoria, fundándose en que Nocetti no 
había acreditado que el caso caia bajo la jurisdicción nació- 
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nal. — De que resulta ú toda luz, que no habiendo litigantes, no 
podía ja haber litigio ; y que no habiéndolo, no podía promo- 
verse por el Dr. /avalla, ni por nadie otro nuevo, sinó ante el 
Tribunal competente, que lo era el Nacional, si el Dr. Z avalla 
había de litigar con Nocetti, por su distinta brindad y nació- 
. nalidad. 

7° Que así laa cosas, causa mayor estrañeza la especie de 
juicio ó litigio formado después, pretendiéndose por él llevará 
Kocetti ó al que ahora representa sus derechos que es Maura 
ante un tribunal que no «sel de bu fuero y que enérgicamente 
rechaza por incompetente. En efecto, continuando el análisis, 
por el resultando &*, tenemos: «Que reputando et Juzgado que 
en los autos de mensura se hallara ti poder otorgado á favor de 
Mayer en el cual debía constar la vecindad de Nocetti, llamó en 
20 de Abril los autos á la vista. * ¿Pero qué movió al señor 
Juez, si acaso dictó esa sentencia, y qué objeto tuvo al llamar 
de oficio esos autos para averiguar lo que oportunamente no 
hizo, la nacionalidad de Nocetti, paralizada ya la mensura y 
enya declinatoria había quedado caduca por su rechuzo ejecuto* 
riado de diez y siete dias aut.s? ¿ni á quién se mitineó si- 
quiera ese llamamiento de autos, — pues Mayer sialfi existiere, 
no era ya apoderado de Nocetti para cosa alguna? . . . 

8° Que en el siguiente resultando 7" se dice : « Que después 
de varias diligencias, el señor Juez consignó que^el 3 del cur- 
tiente (Agosto) es decir (á los cualn meses después) se traje- 
tod los autos de mensura para hacerse esa oficiosa averiguación 
de nacionalidad ; y habiéndole en 24 de Julio llamado los autos 
para resolver sobre la mensura de f... á f... en que la parte de 
Zavalla contesta un traslado, se resuelve que es llegado el mo- 
mento de correrle el traslado, que anticipadamente contestó » 
¿Pero á quien se notificó ese nuevo llamamiento, pues Nocetti 
no tenia representación, ni habla sido declarado rebelde ? 
¿Qué traslado y á cuál escrito, que no se dice, pudo contestar 
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él Dr. Zavalla cuando de él solo se conoce el único que originó 
la declinatoria eatinguida? ¿Fué acaso de esa declinatoria sin 
nueva Insistencia de Nocetti, constituyéndolo así en litigante 
cuando no lo era, y se habia presentado á la justicia Nacional ? 
Y sin embargo, el señor Juez continúa diriendo en el octavo re- 
sultando : i Que al contestarse ese traslado por la parte del Dr. 
Zavalla pidió se diese por reproducido, lo que antes ha alegado 
al contestar la vista ordenada de 17 de Julio » -Qué vista fuese 
esa reproducida, no lo sabemos, pues solo se con oca la oposi- 
ción á la mensura suspendida y la declinatoria que quedó sin 
efecto. 

9 o Que asimismo en el resultandoD" se dice : * Que contesta- 
do el traslado por el Dr. '/¡ivalhi, el Juzgado llamú autos {nue- 
vatnenle) en 12 del que rige (Agosto) y por considerar que no 
hay hechos á probar (¿qué hecho* pedia haber á probar sinó 
habia pleito, ni litigante?) y sin que conste, añade, que las 
partes bajan intentado hacer uso de la facultad que les acuerda 
el Código de Procedimientos (de la L'rovincia) en su artículo 82, 
el actuario en la fecha (17 de Agostoj puso el espediente al des- 
pacho»— El artículo citado referente á la prueba de las eicep- 
ciones dilatorias dice así : «Los interesados podrán pedir dentro 
del dia siguiente al en que les notifique la providencia de autos 
(que como se sabe á nadie se notificó por parte deXocetti), que 
se permita informar in voce á ellos ó sus defensores, en cuyo 
caso se señalará al afecto el diu inmediato. » Como se descu- 
bre pues por esta cita, lo que el señor Juez se ocupaba de tra- 
mitar todavía, con asistencia de una sola parte en el mes de 
Agosto, era la misma declinatoria, aniquilada por su resolución 
ejecutoriada de Abril 3, hacia cuatro y medio meses, y cuatro 
después que Nocetti habia demandado al Dr. Zavalla ante la 
Justicia Nacional. Y dice por fin en el décimo resultando : 
« Que declarada rebelde i petición del contrario, la parte de 
Nocetti. así se ha seguido e>te incidente en su rebeldía»— 
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¿Peni cnando fué declarado rebelde, cuándo pudo serlo, sinó 
estaba presente ni se le citó por edictos, ni como no se mencio- 
na una circunstancia tan atendible? Y sin embarco se lo con- 
dena a no luciendo lugar con costas A la excepción de incompe- 
tencia» que no existís ya, corriéndole el traslado ordenado en 
94 de'Mnrzo del preséntennosle l;i acj-ion entablada p ur el l)r, 
Zavalla á f.O vti... y no teniendo el Juzgado conocimiento ai- 
quiera del domicilio de Xocetti en Buenos Aires, se ordena ta 
publicación de la resolución para que pudiera pararle perjuicio 
trabándole así un pleito unte un tribunal estraño á su propio 
fuero, que es el Nacional, ante el cual ocurriera meses antes 
en demanda contra el Dr. Zavalla. Quedando así pitentizado 
que Xocetti ni se hallaba présenle en el teatro (te ese pretendi- 
do juicio, ni tenia representante que por él recibiese notifica- 
ciones.— Tales procedimientos, pues, que invoca en su apoyo el 
mismo excepcionante, aunque loa hubiese probado, estarían 
muy lejos de fundar la litis ¡¡eiuteneia. Siendo todos los domas 
considerandos de ese fallo, absolutamente improcedentes pura 
conocer de mensuras, sobre lo cual no hay cuestión alguna, ni 
Tersa la demanda única entablada ¡inte t ste fuero contra el Dr. 
Zapalla. 

10 Que para que hubiese iitis-pwviencia entre él y Kocetti, 
habría sido menester que se probare la acción entablada contra 
este sobre mejor derecho al campo, con prescindencia absoluta 
déla mensura que hubiera sido contestada, ú que, habiéndose 
por Nocetti declinado de jurisdicción hubiera sido obligado i 
contestarla mediante procedimientos regulares y oportunoB y 
con las correspondientes notificaciones ; no constando que se 
le hubiera hecho una sola siquiera, posteriormente d la decli- 
natoria, ni que hubiera sido citado conforme tí derecho, para que 
le parasen los perjeicios legales.— Consideraciones procedentes 
aún en el caso de que Noeetti fuese el actual dueño del campo, 
ó que al menos lo hubiera sido cuando la sentencia se dictó ; 



DE JUSTICIA NACIONAL 



39 



cnanto mas habiéndolo enajenado á f ivor de Moura en 5 de 
Julio dd corriente ¡ni o, es decir, cérea de mes y medio después 
de haberse presentado Nucelti ante este tribunal en deminda 
contra ZuvaUa. 

11 Quo en tul eonccpt), correspindi-ndo al excepcioaante el 
antis prubamli, no ha presentado prueba alguna que justifique 
su excepción como es de ley y lo ha resuelto la Suprema Corte, 
Serie i\ tomo V, pág. 2i8; pues ni ai'm él mismo te recnimce 
Taliir jurídico probatorio á la sentencia, desde que á f. 68 pidió 
que se solicítale una copia testimoniada de ella, que no se ha 
obtenido como tampuco las demás pedidas pur Moura ; li; bién- 
dose ambos conformado con que se cierre y falle la causa sin 
ellas. 

Y considerando en cuanto á la falta de personalidad del de- 
mandante : 

I a Que los documentos que acompaña para alejrur derechos, 
al campo, uo solo no son deficientes, sino que son excesivos, 
puesto que ú la escritura pública de f. 32 de la trasmisión in- 
mediata de su causante, adjunta ademas, todas las escrituras y 
constancias fehacientes de las trasmisiones anteriores desde 
que el fondo fué adquirido muchos años ha en remate judicial 
practicado en Santa Fé por el martiliero D. Tomas Cullcu, 
constando haber sido antes vendido en 1857 y escriturado en 
1860; escritura* registradas)' protocolizadas con todas las for- 
malidades del derecho, como todo ello consta de f. 16 & 20; 
aún cuando la de la última trasmisión careciera de la formali- 
dad de un nuevo registro.— Y para patentizar cuan suficientes 
son para poderse presentar en juicio, bastará ver lo resucito 
terminantemente pr la Suprema Corte cu dos de sus fallo*, á 
saber: en el del tomo 4 o , Séric 2", pág. 222 donde ha sanciona- 
do : «Que si bien el articulo 1" de la Ley de Procedimientos im- 
pone a! actor la obligación de producir con su demanda las escri- 
turas y documentos que jns! iliqueu el derecho que se deduce, 
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dicha obligación no es tal que su omisión autorice al demandado 
para rehusarle » contestar ta demanda, como se vé al 2" párrafo 
de dicho artículo 1°. — 2° Que por otra parte, la simple omisión 
dft documentos no basta para que en los términos del artículo 
73 de la Ley de Procedimientos pueda el demandado escusarse de 
contestar la demanda, formando artículo previo de dicha con- 
testación. » I en el del tomo 7 L \ Serie. 2\ pág l(H donde ha 
establecido : a Que aunque se halla preceptuado por la ley, que se 
acompañen con la demanda los documentos que la justiliquen 
se ha declarado en repetidos fallos di* La Suprema Corte, que 
esta falta no importa un delecto lcgrilen la demanda y no cons- 
tituye una excepción dilatoria, sino que impone únicamente al 
que no lo ha hecho, tas restricciones de que habla el inciso 2° 
del artículo lOde la Ley de Procedimientos — es decir, que no se 
les admitirá nuevos documentos que no sean de fecha posterior 
i la demanda, ú bajo juramento de que antes no habia te- 
nido noticia de ellos»; desapareciendo todo átomo de anea* 
tion al respeeto ante fallos tan terminantes como adecuados 
y legales. 

2" Que un artículo sobre personería, como su nombre lo in- 
dica, solo puede referirse á la aptitud legal de la persona del 
actor; es decir, al instrumento que la caracteriza, pero no 
á los referentes al derecho, á la cosa, ó á lo que sea materia 
del pleito y que debe ventilarse durante él, después del ingreso 
de ambos litigantes al juicio; pues de lo contrario, una excep- 
ción dilatoria permitida por la ley, quedaría convertida en pe- 
rentoria, que debe deducirse en la contestación de la demanda 
(ait. 73 de la ley de U de Setiembre de 1863] . Y pues que se 
eiije los títulos para legalizar una personería, son los que se 
refieren á representación estrada, tales como los del tutor ó es- 
curad ur por los menores, ó incapaces á su cargo, los del m m- 
datario por su mandante ; los de] marido por la mujer, etc. 

Por estos fundamentos y otras muchas consideraciones qne 
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pudieran aducirse, no ha lugar á las excepciones deducidas, con 
costa*. Notifíquesecon ti original y repónganse los sellos. 

Fenehn Zuviria 



Buenos Aire». Setiembre 15 de 1883. 
Vistos; por sus fnndanvintoo se confirma con rostas el auto 
apehdo de foja agenta y nueve; satisfechas las de 1» instancia 
los sellos, devuélvanse. 

J. B. r.0R05THGA. -J- DOüWOl-ll.— 
I' LADISLAO f RÍAS. — S. M. LASPUR. 



l'AUSA C 



D. Guillermo y D. A. W. Junor, contra D.Juan W. fíeard; tobre 

uso de marca 

Sumario.— V La excepción de prescripción opuesta con la de 
nulidad en contestación a la acción de la ley de marcas de fá- 
brica, dedneid» en la demanda, no debe resolverse como artículo 
previo. 
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3? La prescripción de un año establecida por el artículo 24 de 
dicha ley, curre desdo la fecha en que es concedida ta patente. 



Caso. — Los señores Guillermo y Alejandra W. .Tu ñor ot tu- 
vieron en 9 de Junio de 1883, el uso de la marca Colegio Inglés, 
ton cuya denominación distinguían su casa de enseñanza. 

Alegando que D. Juan \V. Beard. con posterioridad, había 
publicado avisos llamando «Colegio Inglés» su establecimiento 
de educación» lo demandaron para que fuera condenado a su- 
primir ese título y sufrir la pena de ley, con las costa*. 

Beard opuso que la patente era nula, por no ser un invento 
las palabras «Colegio Inglés* ; por no poderse poner la marca 
sobre la cosa objttu de ella, que era la enseñanza ; y opuso la 
prescripción establecida por el artículo 24 de la ley sobre mar- 
cas de fábrica, por estar funcionando su colegio, que por lo 
demás se denominaba cColegio Mercantil Inglés», desde Abril 
de 1880. 

El Juez dtó traslado de la excepción ; los actores entendien- 
do que era de la de prescripción, contestaron respecto de esta. 

Falla «leí J«ei 1X1 eral 

Buenos Aires, J ulio 98 de 1883. 

Y vistos estos autos en lo relativo á la excepción de prescrip- 
ción deducida por el demandado, y considerando: que si bien 
por el artículo 24 de la ley de man as de fábrica se establece 
que si el damnificado por el uso de un nombre de fábrica ó de 
comercio, no reclamare en el término de un año, desde el dia en 
que Be empezó a usar por otro, perderá su acción a todo reclamo; 
esta disposición debe entenderse que corre desde la fecha en 
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que es concedida la patente, por cuanto rocíen el damnificado 
se halla cotí ella investido del título que acredita su derecho á 
la marca: Que el demandante D. Guillermo Jimor, ha obtenido 
bu p ítente i ocien el 9 de Junio del corriente auo. estando por 
consiguiente dentro del termino de la ley. 

Por e>tas razones fallo no haciendo lugar con costas, á 1» 
excepción deducida, debiendo en su consecuencia el demanda- 
do, contestar derechamente la demanda. 

Andrés igarrisa, 

Beard apeló j dijo que había contestado la demanda, J debia 
resolverse sobre todas sus excepciones. 

Buenos Air*s. Setiembre 15 de 1883 

Vistos: y considerando que aún cuando el Juez de Sección 
ha sustanciado Indebidamente la «capción de prescripción 
opuesta como perentoria por el demandado en la contestación 
a la demanda, haciendo de ella un artículo de previo pronun- 
ciamiento, sin embargo esta irregularidad no ha sido reclama- 
da por la parte, se confirma, por sus fundamentos, el auto 
apelado de foja veinte y nueve; y estando ya contestada la 
demanda, devuélvanse los autos al Juez de Sección, para que 
resuelva, seguí) su estado, tas otras excepciones deducidas en 
dicha contestación. Repóngase los sellos. 

J. B. COnOSTIAGA. — J DOMINGUEZ. — 
V LADISLAO FUI AS. — S. H. LASPR'R. — 

H. D. NZAiiito (en disidencia). 
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DISIDENCIA 

Vistos: estando contestada la demanda y propuesta la pres- 
cripción como excepción perentoria conjuntamente con la de 
nulidad de la patente y falsedid de loa hechos en que se funda 
la demanda, constituyendo todo esto la defensa del demandado 
y materia de la sentencia defínitivj, no de una resolución par- 
cial infcerlocutoria, que viola la* leyes del procedimiento en los 
juicios; siendo de órden público las que rijeriel procedimiento, 
sin que esté en poder de la* partes litigantes, ni del Juez pres- 
cindir de ellas, ó modificarlas ú voluntad ; siendo esta infrac- 
ción de las leyes é irregularidad del procedimiento, las que 
motivan el recurso interpuesto por el apelante, sin que este 
pueda contestar de nuevo una demanda que está ya contestada, 
y por la cual se ha radicado el juicio sobre lo principal; por 
todo esto, juzgando en disidencia, se revoca el auto apelado de 
foja veinte y nueve. 

M. D. PlIARRO. 
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CAUSA Cl 



D. T. D.Belton contra Rodriyuez, AbellayP; sobre indemniza- 
ción de 



Sumario.— i" Averiguado el daño en las mercancías portea- 
das, este dabe ser estimado por peritos. 

2» i i0S términos que establece el artículo 1246 del Código 
de Comercio para prescribir la acción de reclamación del daño, 
corren desde que se lia hecho la entrega de toda la carga sin 
limitación. 

3 o Kl jxirkM'kir no tiene derecho á retener en su poderla 
carga, para asegurar el p.i¿o de Uetes, 



Caso— esplica el 



l(n.>nní Aire». Nov 

Vistos estos autos de los que resulta : 

Que con feclu tros de Julio del présenle 




46 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Juzgado D. T\ D. Belton esponiendo; que por el vapor Dalton 
le babia venido un cargamento de cemento de Portland com- 
puesto de quinientas barricas con un peso total de 1879 quin- 
tales, habiendo encargado de la descarga en este puerto á los 
señóte* Rodríguez, Abella y compañía; que por el manifiesto y 
constancias del buque, estos recibieron en mal estado ucho bar- 
ricas solamente ; y sin embargo, habían mojado la carga y ave- 
riado considerablemente, ul punto que de cuatrocientas reinte y 
siete barricas que alcanzaron á entregar, estaban angadas duce 
y en mal estado setenta >j una\ que no se sabe si tiene» falta 
de cantidad, habiéndose hecho así constar en el reribo que so 
les otorgó de la entrega; que ¡frn pentidoa tal vez los lanche- 
rus de estar entregando con^-ra constancia de lo que Tenia ave- 
riado por ellos, dejarmTÍIe entregar y se llevaron ¡a mercadería 
á su depósito basta el número de setenta y tres barricas, donde 
aún las tienen, cometiendo un abuso temerario é incalificable ; 
que en vista de lo espuesto y habiendo quedado inutilizado el 
cemento con la mojadura, venia á interponer formal demanda 
contra dichos lancheros Rodríguez, Abella y compañía, para que 

se les condene á cargar con todo Jo averiado que entregar 

previa verificación de peritos; paguen las fallas en las domas 
barricas, y las setenta y tres que retienen en su poder, abonan- 
do por ellas el precio corriente de plaza sobre la cantidad qne 
resulte que contenga según su peso, los daños y perjuicios y 
las costas del juicio. 

2 o Que los demandados contestaron á foja siele mai. instan- 
do que efectivamente, haciendo la descarga del vapor HatUm 
habían recibido en sus lanchas las barricas de eeinenioque es- 
presa el demandante y las depositaron en la Aduana; que el 
transpórtese bizo en tas condiciones ordinarias; que no hubo 
avería y que las barricas fueron entregadas en el mismo estado 
en que se recibieron al costado del vapor : que consintieron en 
que el demandante recibiera hasta cuatrocientas veinte y siete 
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tánicas sin que les asegurára previamente el pago del flete; 
en cuyo estado, Tiendo que multiplicaba las protestas para elu- 
dirlo, retuvieron las barricas restantes, cuyo depósito judicial 
iban á pedir cuando les hizo aperturas de arreglo; que la acción 
por detrimento ó averia que se encuentra en loa efectos al tiem- 
po de abrir los bultos, solo tiene lugar contra el acarreador 
dentro de las veinte y cuatro horas siguientes á su recibo, con 
tal que en la parte esterna no so vean señales del daño ó averia, 
debiendo ser inmediata la reclamación cuando es visible por 
fuera ; de todo lo cual resultaba que Belton no liabi.i tenido 
motivo para deducir reniega ¡tetan alguna y que la que ahora 
deducía, era inadmisible por haber caducado la acción para ha- 
cerlo; por el contrario, ¿1 les adeudaba la suma de ocho mil 
ochocientos veinte y cinco pesos moneda corriente, ú sean tres- 
cientos cincuenta y dos fuertes con noventa y dos contaros, 
por el tlete devengado, por cuya sumí lo contrademandaban, 
para que se le condenara á p¡t garla con los intereses y las costas; 
y en un otrosí pidieron el depósito judicial de las barricas 
que estaban en su poder á efecto de asegurar el pago de los 
fletes. 

3? Que el actor contestó la contrademanda sosteniendo que 
jamas hubo cuestión «ntre él y los demandados sobre pago de 
lletes, ni le pidieron que se los pagase; que por el contrario, en 
varias veces que antes los ocupó, siempre les pag»' f eligíos:imen- 
te, de manera que nunca hubo motivos para que se despertase 
en ellos la mas mínima duda al respecto, como tampoco tuvie- 
ron derecho para retener en su poder la mercadería porteada; 
que era falso que el Üete adeudado fuese de ocho mil ocho- 
cientos veinte y cinco pesos, pues solo valia siete mil quinientos 
cincuenta y tres, según lo comprueba la cuenta que pasó la ca- 
sa, la cual si bien no está Iirmad;i, es de puño y letra de uno 
de los socios, de modo que reconocía adeudarles esta cantidad ; 
pero como este líete así como las lanchas, estaban afectadas á Ja 
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responsabilidad de las averias, retenía sa pago hasta que se re- 
suelva el punto. 

4° Que la causa fué recibida i prueba por el auto de f. 27 con 
indicación de los puntos sobre que pedia recaer la testifical, 
habiéndose producido dentro del término por parte del actor 
únicamente el informe de foja 49 del agente del vapor Dalton 
que constaba que del cargamento en cuestión solo siete barricas 
se encontraron rotas á bordo, las que fueron compuestas antes 
de salir el buque; el pliego de posiciones de f. 52 absueltas por 
B.Juan A bel la y las declaraciones ile f. 56, f. 57 y f. 58, 

Y considerando: — I o Que según el artículo 86 de la Ley Na- 
cional de Enjuiciamiento, el demandado en la contestación debe 
confesar ó negar categóricamente los beclios establecidos en la 
demanda, so pena de estimarse su silencio ó respuestas evasi- 
vas, como confesión de ellos. 

2? Que entre los que el actor ha alegado en apoyo de su ges- 
tión, figura el que en los recibos 'le la carga entregada se hizo 
constar el estado de avería en qut venían doce barricas moja- 
das y sesenta y una en mal estado, á cuyo respecto los deman- 
dados han guardado absoluto silencio, tanto mas inexplicable 
de otro modo que poT el reconocimiento implícito de su exacti- 
tud, cuanto que teniendo esos Tecibos en so poder, ban podido 
verificar y demostrar su falsedad con la exhibición de ellos; lo 
que con arreglo al principio consignado en el precede nte consi- 
derando, autoriza al Juzgado á tener por cierto y probado ese 
hecho. 

3' Que al absolver la 2* posición del pliego de f. 52 esplícita, 
aunque indirectamente han reconocido que recibieron del vapor, 
ocho barricas en mal estado; coincidiendo en este punto con lo 
espuesto por el demandante que sostiene lo mismo; y sí bien 
pretenden que solo ese número es el que también entregaron 
en mal estado, tal pretensión está en contradicción con el reco- 
nocimiento de la avería de que se ha hecho mérito en el cousi- 
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derando precedente, lo que la destruye totalmente desde que 
ninguna prueba han producido que Ja apoye. 

4 o Que por el contrario, ademas del reoonocimiento resultan- 
te del silencio guardado en la contestación á la demanda res, 
pecto á la averia y su importancia, existe la contestación en 
forma evasiva dada en la primera parte de la 3' posición sobre 
el mismo punto, que autoriza á tenerlos poT confesos á los deman- 
dados en virtud de lo dispuesto en el artículo 115 déla Ley de 
Procedimientos y las declaraciones de varios testigos que efec- 
tuaron la descarga de los carros, los que uniformemente decla- 
ran, dando razón satisfactoria de sus dichos, que de las barri- 
cas que entregaron los demandados resultaron ochenta y una 
averiadas, de las cuales sesenta y nueve estaban rotas, algunas 
sin tapas y en mal estado y doce mojadas; las que ademas, debe 
presumirse fuesen recibidas á bordo de las lanchas en buen 
estado, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 1071 del 
Código de Cumeniu. 

5° Que de lo espuesto se deduce que la avería que baya su- 
frido el cargamento en cuestión fuera de esas ocho barricas, ba 
tenido lugar á bordo las lanchas de los demandados; de mo- 
do que la única cuestión que queda en pié y el Juzgado debe 
resolver, es si hay lugar á deducir reclamación por esa causa.— 
Considerando á este respecto : 

6° Que el artículo 1246 del Código de Comercio acuerda al 
capitán y á los interesados en la carga, el termino de veinte y 
cuatro horas después de efectuada la descarga para pedir el re- 
conocimiento judicial y la estimación de loa daños sufridos; 
y el de cuarenta y ocho horas cuando los efectos se hubiesen 
entregado sin ese examen, ó bajo recibo, en que se declare el 
robo, daño ó disminución, que es precisamente el caso actual, 
después de cuyo término no hay lugar á reclamación alguna. 

V Que para que empiezo á correr el término de esa prescrip- 
ción tan breve como perentoria, es evidentemente necesario que 
t. iva, 4> 
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toda la carga haya sido entregada, pues soto entonces puede 
te :erse conocimiento de su estado, no pudiendo adra i t irse por 
un momento, que la meóte de la ley ha sido prescribir la recla- 
macion por cada bulto, ó por cada lote de bultos ó carra U que 
llega al deposito, porque ello pondría á las partes eo el caso de 
provocar tantos juicios como sean aquellos ; lo que no solamen- 
te es absurdo, sino contrario al espíritu que guia tas disposicio- 
nes en materia comercial, que es siempre ahorrar tiempo, 
dilaciones ó cuestiones, y aún i lo» que ba tenido en vista el 
legislador al señalar tan breves términos para la prescripción de 
acciones de esta naturaleza, porque mientras no se haya hecho 
la entrega del último bulto, no concluyen las relaciones jurídi- 
cas creadas por el contrato di' ligamento ó transporte, y de 
consiguiente, no puede el capitán y el buque abandonar el 
puerto. 

8" Que los demandados no desconocen que la entrega de la 
carga aún no esta terminada, puesto que reconocen, y confie- 
san que por su sola voluntad retuvieron en su poder sin haber 
dado cuenta alguna, hasta que $e provocó este jim io, 73 barri- 
cas de cemento á pretestu de garantirse del*pago de sus fletes, 

O" Que ese procedimiento no está ajustado á ningún precepto 
legal, pues el artículo IH.'i del Código de Comercio que provee 
a los derechos del capitán, y en este caso de los lancheros, para 
asegurar tos fletes, solo les acuerda el de exigir en el acto de 
la entrega de la carga, que se deposite ó aüance el importe del 
flete, y en su defecto, el de requerir embargo hasta después de 
30 dias del último en que aquella tuvo lugar; de manera que 
ese hecho, que debe considerarse mas bien como un abuso, no 
puede servir de base á un derecho cual es el de hacer correr la 
proscripción para poder con ella repeler cualquiera acción do 
reclamación ; á lo que se agrega que los demandados no han 
probado ni alegado siquiera hecho alguno que justiñque su des- 
confianza eu cuanto al pago del líete, como tampoco han negado 
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que en las diversas ocasiones anteriores, en que han descarga- 
do mercaderías para Belton, este baya cumplido relijiosamente 
sus obligaciones. 

tO. Que por lo que respecta á la contra-demanda, loa lanche- 
ros que en ella tienen el rol de adores, ninguna prueba han 

ocho mil ochocientos veinte y tres pesos moneda corriente que 




Lejos de eso, han reconocido que es de su casa la cuenta de 
f. 12 que pasaron á lielton, según la cual los líeles adeudados 
por razón de MU negocio, solo ascienden á la suma de siete mil 
quinientos cincuenta y tres pesos moneda corriente, de que 
aquel se confiesa deudor, de suerte que debe estarse únicamen- 
te al resultado que ella arroja en conformidad a lo dispuesto 
en las leyes l* y 2*, título H, partida 3*. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de f . % fallo 
haciendo lugar á la demanda; y, en su consecuencia» condeno i 
los señores Rodríguez, A be lia y C a al pago de las averias oca- 
sionadas en el cargamento do quinientas barricas de cemento 
Portlaud, previo reconocimiento y estimación del daño por peri- 
tos ; de cuyo importe deberá deducirse la cantidad de siete mil 
quinientos cincuenta y tres pesus moneda corriente que impor- 
ta los tictes I ademas al pago de las costas del juicio. 



Hílenos Airea, Setiembre 18 de 1883. 
Vistos: por sus fundamentos, se conlinna con c^tus la sen- 
tencia apelada de foja setenta y seis, y repuesto los sellos, 
devuélvase. 




Yirtjilio Tedin. 




C»ríc 



J. B. COnOSTIACA, — J. DÜMISGLEZ. — 
l LADISLAO FRIAS. — M. LASPIL'R. 
— M. Ü. P1ZAMIO. 
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CAUSA m* 



D. Germán Burmeister contra doña Mrona C. de Iriondo; so- 
bre contienda de competencia . 



Sumario.— i Propuesta una cuestión de competencia poi 
tia de contienda, el Juez requerido debe contestar si se inhibe 
ó insiste en el conocimiento de la causa» y en el segundo caso 
remitir los autos á la Corte Suprema. 

Ü° La inobservancia de estas prescripciones por largotieiupo, 
y no obstante loa oficios del Juez requirente, autorizan man- 
darlas cumplir deutro de un término perentorio. 



Caso.— Lo esplica el 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1683. 

Vistos en el acuerdo : 

Kesulta que Don Beiisario Sivori, por don Germán Burmeis- 
ter . estrangero, se presentó en veinte y siete de Febrero de mil 
ochocientos ochenta y dos ante el Jaez Federal de la Sección de 
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Santa Fe*, esponiendo que á consecuencia de una mensura prac- 
ticada á su petición por decreto del Juez de Primera Instan- 
cia en lo Civil de la ciudad de Santa Fé, del campo «Santo Do- 
mingo» de su propiedad, según loa títulos une acompañaba, 
sito en la Provincia de Santa Fé, !a colindante D* Petrona 
Candioti de hiendo, argentina, habia deducido protesta y 
oposición, de la que el Jtn z de Primera Instancia había con- 
ferido traslado ; y fundándose en que convertido el juicio 
voluntario de deslinde eu caso contencioso, cuyo cuiiocimiento 
correspondía a la Justicia Federal p*.r >er argentina la opositora 
y estrangero su representado, pidió que el Juez de Sección se 
declarase competente, y avocaran sí el conocimiento de la causa, 
librando oGcio de inhibición al Juez del Crimen de la ciudad de 
Santa Fé, á quien por impedimento del de lo Civil, habían pasa- 
do los autos, foja diez á foja quince ¡ 

t¿ue acreditada ta calidad de estrangero y de argentina de 
las partes, el Juez de Sección por auto de once de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y dos se declaró competente y mandó librar 
otii io al Juez del Crimen para que se inhibiera de conocer en 
la causa y remitiera los autos, foja diez y ocho; 

Que librado el oficio el veinte y dos del mismo mes, foja 
veinte vuelta, el Juez del Crimen no lo contesto; y, & pedido 
de Sivori se dirigió nuevo oficio en veinte y uno de Abril de mil 
ochocientos ochenta y dos, foja veinte y uno y foja veinte y dos 
vuelta; 

Que quedado también sin contestación este segundo oficio, 
Sivori, acompañando la constancia de haber sido recibido por el 
Jaez del Crimen, foja veinte y dos, pidió y obtuvo que el Juez 
de Sección le dirigiese telegrama en diez y seis de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta y dos, para que contestara los dos 
oficios anteriores, foja veinte y cinco; 

Que 4 este telegrama se contestó no existir ante ese Tribunal, 
la causa solicitada, foja veinte y siete; 
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Que, i instancia de Sivori, el Juez de Sección libró en catorce 
de Junio último un cuarto oficio, previniendo al del Crimen 
que seria el último, y que, si quedaba sin contestación, se diri- 
giría ea queja á su superior, foja treinta vuelta; 

Que no habiendo sido contestado este cuarto oficio, el apode- 
rado de Burmeister. afirmando haberse hecho inútilmente por 
otro apoderado de M en Santa Fé, diligencias a fin de que el 
Juea del Crimen evacuara los oficios librados, pidió en diez y 
seis de Julio último, que se dirigiera queja al Tribunal Superior 
de Santa Fé para que obligase al Juez inferior á cumplir con 
los deberes que la ley le impone en sus relaciones con la Justi- 
cia Federal, foja treinta y una; 

Que el Juez de Sección así lo hizo, librando en veiute y uno 
de dicho mes un oficio con copia del escrito de Si vori, foja trein- 
ta y seis vuelta; 

Que á este oficio se le contestó con fecha primero de Agosío 
último, que el Tribunal habia resuelto no tomarlo en conside- 
ración, por no ir en los términos prevenidos por el artículo trece 
de la ley nacional de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, ni constar el proveído en la copia acompañada 
del escrito, foja cuarenta y tres ; 

Que conferido vistade esta contestación, Sivori pidió, y el Juez 
de Sección dispuso en diez y ocho de dicho mes, que se elevaran 
los autos á la Corte Suprema para que se mandara traer del 
Juzgado de Santa Fé el espediente, y resolver la cuestión de 
competencia, foja cuarenta y cuatro y foja cincuenta vuelta; 

Que remitidos dichos autos, y conferida vista al señor Procu- 
rador General, este funcionario manifestando ser incalificable y 
abusivo el proceder del Juez del Crimen que en mas de año y 
medio no habia contestado una palabra, no obstante cuatro ofi- 
cios, y las diligencias particulares que afirmaban haber hesho 
los interesados, pide que la Suprema Corte ordene ¿dicho Juez 
que conteste dentro de tercero día si sostiene ó no su jurisdicción' 
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y remita a la tez, en caso de considera© competente loa autos 
relativos, con prevención de mandarse! as sacar directamente de 
su despacho por fuerza* nacionales, sin perjuicio de las demás 
medidas á que haya lugar ; 

Y considerando: que propuesta la cuestión de competencia por 
viade contienda, y aceptada esta por el Juez de Sección que se 
de.-ltirú competente ; el del «'rimen de la ciudad de Santa Fé se 
hallaba en el deber de contestar si se inhibía en el conocimien- 
to de la causa, ó si sostenía su jurisdicción, remitiendo en el 
primerease los autos al Juez de Sección, y en el segundo á esta 
Suprema lurte, para dirimir la contienda con arreglo á lo dis- 
puesto por el titulo seis de la Ley Nacional de Procedimientos; 

Que no habiéndolo hecho u>í en el término de año y medio 
desde que se inició la cuestión, y no obstante los reiterados 
oiirios del Juez de Sección, es necesirio que cumpla inmedia- 
mente con las prescripciones del título citada de la ley de 
Procedimiento; 

Por esto, y de conformidad con lo «apuesto y pedido por el 
Señor Procurador General, la Corte resuelve se libre oficio por 
Secretaria al Juez de Primera Instancia en lo Criminal de Santa 
Fé, con transcripción de la presente resolución, ordenándole que 
dentro de tercero dia, remita los antos de la materia á esta Cor- 
te, y conteste si sostiene ó no su jurisdicción en esta causa. 

J. lí. GORSOTI AG A . — I • líOMlJiGUEZ. — 
ILAUISLAO FIUAS. — & M. LASPWR 
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CAIMA «III 



l). luis Cataldi contra la Dirección de tos trabajos de prolon 
cion del Ferro-carril Central fiarte ; por cobro de pesos. 



Sumario.— i 1 Se presume que el empresario de trabajo», que 
se prueba haberlo* practicado hasta cierto punto, y seguirlos 
practicando, sea el que tos ba concluido, no probándole haber 
sido otro que Ion concluyó. 

2 o El empresario que ha reHbído el precio de sus trabajos 
clasificados, no put*de invocar el error en la clasificación, para 
exigir major precio. 



Caso.— Lo esplica el 

rail* 4*1 Íhci d* tterci» 

Tu cu man. Abril 14 de 1883. 
Y vistos ; resultando de ellos los siguientes hechos : D, Luis 
Cataldi espuso ante este Juzgado que habiendo sido contratista 
para los trabajos de ta prolongación del F. CJ. Nacional Central 
Norte, bajo la dirección inmediata del Ingeniero D. Miguel Araoz, 
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Gefe de la segunda División, solo se le hablan abonado en parte 
bus haberes, dándoselo por chancelada su cuenta, sin que esta 
deuda estímese saldada. En consecuencia, pidió se solicitase de 
la inspección de dichos trabajos, representada por D. Sebastian 
Tessi, copia de la medición desús trabajos, la que fué ejecuta- 
da por el Sub-lnspector .Siraesen, para con ese documento exijír 
de la administración el pago íntegro de su trabajo. 

Kl Juzgado pidió informe al ingeniero Araoz. quien lo espidió 
acompañando una nota turnada de los libros de la División, que 
manifiesta la cubicación pagida mensualmcnte ;i Cataldi; y 
figura á f. 3. 

Corrida vista de estas actuaciones, Cataldi pidió se declara- 
se que se le debía, y mandase pagar el valor de mi! ochocien- 
tos setenta y ocho metros cúbicos de terraplén, pero que ante 
todo se recabase informe de la Oficina tócniea de Inspec- 
ción. 

Decretado do conformidad, el señor Tessi se espidió, f. K, 
acompañando la planilla de cubicación, f.G, y la de pagos parcia- 
les de ella, f. 7, de todo lo que se volvió á dar vista á Cataldi, 
quien en posesión de estos documentos, á i. 1 1 modifica su de- 
manda y pide que por lo que consta de la planilla de f. 6, se le 
debe el valor de novecientos cuarenta metros cúbicos, y una 
fracción de terraplén que había terminado y no se le había pa- 
gado, por lo que formulaba demanda ; y también la formulaba 
por la diferencia de precio que había recibido de menos, sobre el 
valor estipulado de su trabajo, resultando á su favor un total 
de pesos fuertes ochocientos cuarenta y seis con ochenta y seis 
centavos. 

Corrido traslado de esta demanda al director de los trabajos 
de prolongación, señor Stavelius, contestó á f . 21 : en cnanto á 
lo primero niega el hecho, y lo mismo en lo que respecta á lo 
segundo; 'y agrega que si la clasificación del trabajo á que se re- 
fiere esta segunda parte de la demanda, hubiese sido inexacto 
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en contra de Cataldi, no es concebible que hubiese este estado 
conforme y recibido su precio sin reclamo. 

En el término de prueba, Cataldi presentó un certificado del 
Inspector Tessi, f. 34, que se refiere á la declaración del Sub- 
inspector Simesen, el que ocasionó que el Juzgado pidiese, para 
mejor proveer, una declaración preña á Simesen sobre el conte- 
nido de aquel certificado. Simeseu espidió su informe y corre 
f. 45, En vista á este documento y para mejor proveer, el 
Juzgado pidió una declaración al director Stavelius, la que 
corre á f . 47. 

Cuestión de Derecho 

Considerando : que por la planilla de f. que es fehaciente, 
se ve «on toda la evidencia de los números, que al trazarse la cu- 
bicación de los trabajos ejecutados por Cataldi, resultaron diez 
y ocho mil ochocientos treinta y tres y una fracción di- metros 
cúbicos de terraplén, y quedaron sin concluir en su ejecución 
novecientos cuarenta y una fracción de los mismos metros cú- 
bicos ; y por la plan illa de f. 7 que reviste ijMial carácter jurí- 
dico de la anterior, se vé también que le fueron pagados á 
Cataldi, en las mensualidades de Abril, Mayo, Junio, Julio y 
Agosto, mil ochocientos setenta y una fracción de metros cúbi- 
cos, algo mas, como se vé, de lo que se le dt'bia, y que el de- 
claró á f. 9 haber recibido. 

Considerando : que aunque para probar Cataldi que después 
de aquel pago completó el trabajo de los 040 metros cúbicos de 
terraplén, no es suficiente el certificado del Inspector Tessi ; 
porque este no declara dé cosas que conoce por ciencia propia, 
ni que le han sido trasmitidas de un modo oficial; sin embargo, 
dicho certificado viene á adquirir fuerza probatoria por el infor- 
me de Simesen en que dice: que el dia en que él informaba so- 
bre la cubicación de esos trabajos (consta de autos que. Simesen 



. Sub-Inspertor ejecutó esa cubicación «o Agosto de 1884) 
estaban trabajando los peones de Cataldi completando los 9i0 
metros de que se trata : que no sabe, agrega, sí los comple- 
taría. 

Considerando: que esta üfelaraeion engendra una presunción 
vehemente de que el que estiba concluyendo aquel trabajo lo 
concluyó en efecto : primero, porque esta conclusión era el 
objeto y fin de los trabajos y « lójico el creer que teniendo 
Cataldi ademas de su obligación, el estímulo del pago inmedia- 
to, que no había recibido, por estar incompleta la obra, 
complétale esta, orno lo está en U actualidad, según la decla- 
ración del director Staveliu*, f. 47: y segundo, porque por parte 
de la DireccioD no se ba alegado en el curso de la causa, ni 
probado que otro que no fuera Cataldi diera fin con aquella 
tarea, que á él tocaba concluir : sin que pueda tomarse en consi- 
deración lo que el director dice (lugar citado) que es verdad 
que los 940 maros fueron completados; pero no por Cataldi, 
sino por Tanas otras cuadrillas. Este es un hecho que debió 
alegarse y probarse en la estación correspondiente del juicio, 
lo que no* ha sucedido, y esponerlo en la estación en que se ha 
hecho, es por derecho inoportuno; 

Considerando: en cuanto á la otra parte de la cuestión, que 
Cataldi uo puede reclamar sobre lo que ha lUraado esceso de 
clasificación, y diferencias en su contra, de lo hecho sobre sus 
trabajos, porque él como perito en su oficio debia saber que al 
hacerse el ajuste sobre aquellos era este exacto ó nó; y sin em- 
bargo recibió, como se ba dicho, cinco mensualidades sucesivas 
por pago de su trabajo clasificado siu haber reclamado, loque 
recien viene á hacerlo en Octubre, f. í\ siendo asi que en Agosto 
recibió ti última < uota. Después de chancelada una cuenta, no 
hay reclamo legal sobre ella, sinó sea el que pueda provenir de 
errores de números en la formación de aquella, ó en el recibo 
ion; y finalmente, en estetasoes aplicable á Ca- 
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tMdi, el principio de derecho: «Nadie puede volver contra sus 
propios hechos». 

For estas monea declaro : que lu único que la Dirección de 
loe trabajos de prolongación debe & D. Luis Cataldi, es el valor 
de novecientos cuarenta, y la fracción enunciada de metros cú- 
bicos de terraplén, avaluados al tipo de los que le pagó ta Di- 
rección en las épocas ya designadas ; y mando que se lo- pague 
en el témame de diez dias. Así lo pronuncio definitivamente en 
mi despacho y ordeno se notifique con el original y se repongan 
los sellos. 



Victos; por sus fundamentos, se confirma, con costa*, la sen- 
tencia apelada de foja cuarenta y ocho. Repuestos los sellos, 



tteniijiio Yatlejo 




Bueno» Airre, Setiembre 35 de 1883. 
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CAUSA CIV 



i). Gerónimo y I). Francisco Rufino contra el 

Provincia de Santa t é, por interdicto, sobre recursos 
sentencia de ta Suprema Corte. 



Sumario. — I" De las resoluciones de la Suprema Corte dicta- 
das en causas en que conoce originariamente, no hay mas re- 
curso que el de revisión* 

2" El recurso de revisión procede, solo contra las sentencias 
que son definitivas, y en las que eiiste alguno de los defectos 
señalados por el artículo 241 de la ley de Procedimientos, 

Caso.— Lo explica el 



Buenos Aire*. Ociubre 2 de 1883. 

Vistos los recursos de apelación, nulidad, rescisión y revi- 
sión» deducidos oar el representante de la Provincia de Santa Fé. 

Considerando: que de las resoluciones de esta Corte, dictadas 
en causas en que conoce originariamente, no hay mas recurso 
que el de revisión ; 
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Que para que dicho recurso proceda es necesario que la sen- 
tencia sea definitiva, y que ella adolezca de alguno de los defec- 
tos espresamente señalados por el artículo doscientos cuarenta 
y uno de la ley nacional de procedimientos, lo que no sucede en 
el presente caso ; 

Que e! interdicto en que estos recursos se interponen, es un 
juicio sumarísiraode posesión, que nada prejuzga sobre los de- 
rechos de propiedad que correspondan, los cuales pueden inten- 
tarse luego de restablecidas las cosas al estado que tenían antes 
de los actos de violencia 6 perturbación que lo han motivado ; 
y por eso la ley lo somete á trámites breves y perentorios, dis- 
poniendo que luego de presentada la demanda el Juez mandará 
citará las partes á juicio veTbal, con el intervalo de tres días, y 
que en dicho juicio se oirán á estas ó sus defensores, se recibi- 
rán todas las pruebas que adujeren, estendiéndose acta en que 
con claridad y precisión se consignarán lo» alegatos, las prue- 
bas producidas, y las manifestaciones de los testigos ; debién- 
dose pronunciar sentencia dentro de tres dias, defiriendo ó no 
á la demanda. (Artículos trescientos treinta y dos, trescientos 
treinta y tres y trescientos treinta y cuatro, de la ley nacional 
de procedimientos) ; 

Que en dicho juicio verbal se alegó por los demandantes que 
sin haber sido citados ni oidos, se había procedido á tijar mojo- 
nes dentro de su campo, constando al Gobierno de Santa Fé 
ser de su propiedad, puesto que habia mandado registrar y tomar 
razón en las oficinas correspondientes de la Provincia, de las es- 
crituras que ellos habian presentado de dicho campo ; que era 
ademas para entregarlo al «ñor Casado que se amojonaba, en 
cumplimiento del contrato de construcción del ferro-carril á las 
Colonias, par el que se obligaba dicho Gobierno á hacer al señor 
Catado una cesión de tierras, donde éste las ubicase; 

Que el representante de Santa Fé no negó estos hechos, 
creyendo mejor oponer la excepción de no ser parteen el juicio 
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su representad", y de ser incompetente la Corte para couocer 
del asunto, por haber procedido el Gobierno de Santa Fé en 
esos actos, administrativamenti' ; 

Que habiéndose pues alegado y lomado en consideración to- 
dos estos hechos, no se puede ahora volver sobre ellos reforzán- 
dolos con nuevos razonamientos por no fundar el recurso de 
revisión, que es el único admisible por 1» ley; 

Que menos admisible es todavía, para fusidar el recurso de 
revisión, deducir nuevas causas de incompetencia que no ^ 
opusieron en la pnmera instancia, porque mal puede pedirse 
revisión de lo que antes no se ha visto, porgue no se alegó ; 

Que por último, el representante de la Provincia de Santa Fé 
alega que ese omitió proveer sobre la excepción de incompeten- 
cia, desde quw se sostuvo por el representante, en el comparendo 
verbal, que dicho Gobierno procedió en virtud del derecho ad- 
ministrativo, y que el caso estaba fuera de las disposiciones del 
Código Civil, y no podía ser juzgado según esas disposiciones; 
y que esta omisión dá lugar al recurso de revisión, autorizado 
por el articulo doscientos cuarenta y uno de la Ley Nacional de 
Procedimientos» ; 

Que este fundamento carece también de exactitud, porque 
consta de la resolución recurrida, que la Corte se ocupó de dicha 
excepción, declarando: — que no era tampoco una defensa 6 
excepción lcjíüma upuesta por el representante de Santa Fé, 
pretender que esta demanda ha debido dirigirse contra el de- 
nunciante del campo, como valdío y de propiedad pública, y no 
contra el Gobierno de dicha Provincia, quien ha procedido ad- 
miimtratimmeitW, ejecutando un decreto provincial que lo auto- 
riza á conocer de las denuncias hechas, y para medir, deslindar 
y amojonar los campos denunciados; porque, en primer lugar, 
una demanda procede contra quien directa é inmediatamente 
viola el derecho ageno, y en segundo lugar, porque al hacer la 
Constitución Nacional justiciables á las Provincias ante esta 
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Corte por demanda de vecinos de otra, 6 de ciudadanos o subdi- 
tos estrangeros, ha sido precisamente por sus actos de gobierno 
ó administración en violación de derechos particulares i 

Por estos fundamentos, se declaran improcedentes los recur- 
sos interpuestos; con costas— Notifiquen con el original, 

). R. GOROSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. — 
ULAD1SLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. — 
M. D. PlZARBO (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Visto el recurso tde apelación, nulidad, rescisión, revisión, 6 
cual mejor hubiese lugar en derecho», interpuesto por el repre- 
sentante del Gobierno de Santa Fé contra la sentencia de esta 
Suprema Corte, en el juicio de posesión entibiada contra aquella 
Provincia por el doctor don Francisco Ayerza, á nombre de lúa 
señores Gerónimo y Francisco Rufino, con ocasión del deslinde 
administrativo de ¡a tierra pública denunciada á los efectos de 
la ley provincial y del contrato en virtud de ella celebrado para 
la construcción del frrro-carril «Oeste Santafesino». 

Resulta: — Que por aquella sentencia «se declara á los de- 
mandantes cu posesión del campo que reclaman, se les ampara 
en ella y se prohibe al Gobierno de Santa Fé perturbarla en 
ninguna manera»; 

Que esta resolución se funda en que «los demandantes han 
justificado los dos erremos de la Ley sosteniendo en cuanto á 
la posesión actual, tener fundado en el campo de que se trata un 
establecimiento con dos casas de material, ó poblaciones, y mas 
de tres mil animales vacunos ; y en cuanto á la perturbación de 
la posesión, acusando la mensura y amojunamiento dentro de 
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dicho campo, practicada por el Gobierno de Santa F¿ ; hechos 
que los demandantes ofrecieron probar incontinenti, en caso 
que el representante de la Provincia Je Santa Fe, que estaba 
presente, loa negase, pero que jíoíc recibieron ú prueba porque 
dicho representante no los negó, ni pidió se rindiese respecto de 
ellos la prueba ofrecida, lo que importaba el reconocimiento 
por su parte, de dic hos hechos». 

La sentencia agrega : Que según el artículo treinta y cuatro, 
título «De la posesión», del Código Civil, es acto posesorio de 
un inmueble, sn deslinde; y según el artículo segundo del título 
«De las Acciones Posesorias del misino Código, cualquiera que 
sea la naturaleza de la posesión, «nulie puede turbarla arbitra- 
riamente» ; y concluye por establecer que la demanda procede 
contra el fíobierno *porqne, en primer lugar, una demanda pro- 
cede contra quien directa é inmediatamente viole et derecho 
ageuo; y en segundo lugar, por<pti>, al hacer la Constitución 
judicíable* á las Provincias ante esta Corte, por demanda de 
Tecinos de obra, ó de ciudadanos ó subditos estrangeros, ha sido 
precisamente por sus actos de gobierno ó de administración en 
violación de derechos particulares». 

Considerando : Primero. Que la sentencia de vista no resuel- 
ve la competencia administrativa promovida por el ííobierno de 
Provincia á la autoridad judicial de esta Corte, para conocer 
en la causa; 

Segundo, Que esta es puramente administrativa y no civil ¡ 
* Tercero, Que su conocimiento corresponde, por lo tanto, .i la 
aut orillad administrativa de Provincia y no A Poder Judicial de 
la Nación ; 

Cuarto. Que como causa administrativa, ella se rige por las 
leyes del derecho públieo interno, y no por las leyes civiles ; 

Quinto. Que cstaCorte es, por lo tanto, incompetente para co- 
nocer en la causa, y al pronunciar en ella, de hecho» produce un 
caso de intervención federal en el régimen interno de una Pro- 
t. ivn. 5. 
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vinera, coniiolacion de la Constitución y de las leyes políliow 
de la Nación; 

Sesto. Que la sentencia de vista confunde 1» materia civil, 
con la administrativa de 1* demanda, ha- i mulo aplicación del 
derecho privado á personas y cosas del derecho público ; 

Sétimo. Que pronuncia en la causa sin jurisdicción ; 

Octavo. Que pronuncia sobre la posesión da los demandantes, 
sin juicio previo, ni justificación leúdelos hecho* en que se 
funda ; 

Noveno. Que pronuncia sobre cosa -i que no son objeto de la 
demanda, ni han sido pedidas en juicio; 

Décimo. Que al pronunciar en la causa estatuye con fueria de 
ley, y provee por vía de disposición general do derecho; no en 
forma de resolución ó sentencia judicial, haciendo aplicación al 
caso de la demanda, del derecho precedentemente establecido y 
pronunciando en ella con arreglo á ley auterior al hecho del pro- 
ceso j 

"Undécimo. Que al asumir.de esta suerte, funciones legis- 
lativas, desnaturalizando las judiciales de que esta Corte está 
investida, pronuncia, en el fondo y en la forma, contra la Cons- 
titución y las ley es ; 

Duodécimo. Que es, por lo tatito, procedente el recurso enta- 
blad", y esta Suprema Cortóse encuentra en la necesidad de 
rever aquella sentencia, aún de oficio, y por acto propio, desde 
que ella no está ejecutada, es un negocio pendiente de la jurisdic- 
ción y del imperio de este Tribunal, y el Gobierne de Provincia 
mantiene su competencia y desconoce esta mísmii jurisdicción é 
imperio, lu que ha»e indispensable un pronunciamiento previo 
y especial en esta materia, con arreglo ú las leyes del procedi- 
miento judicial, y á los principio 9 de derecho público que rijen 
las relaciones de los poderes políticos de la Nación. 

La sentencia de vista declara á los demandantes en posesión 
del campo que red iman, sin juicio previo, ni justificación legal 
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de 1» posesión :— loa ampara en ella, sin perturbación de hecho 
ó de derecho q»e motive el mandamiento de ¡imparo: convierte 
en neto privado de posesión civil del suelo el deslinde adminis- 
trativo de la tierra fiscal, que es acto público de jurisdicción j 
dominio eminente sobre el territorio: establece por víi de dis- 
posición Ivjiülativa, |W ,ils Provincias son judieiables de la 
autoridad de esta Corte, por su; actos de administración y go- 
bierno en las demandas de vecinos de otra ó de ciudadano!; á 
subditos e&tf&figeftOS, invirtiendo el derecho establecido en este 
punto por la Constitución y las leyes de la Nación : pronuncia 
contra la Provincia v Gobierno de Si uta Fe una inhibición ge- 
neral de derecho para el ejerció de ,1a soberanía en el campo de 
los demandantes, prohibiéndole perturbar la po-esinn civil de 
aquellos en nhujuna numera, parados de administración y go- 
bierno local : niega, en el hecho, el pobierno federativo na- 
cional, y desconociendo á tos Gobierno* de Provincia su autori- 
dad y c rácter público, reduce al de Santa Fí al rol de un ra 
persona jurídica, suprimiendo ias atribuciones constitucionales 
que la representa . 

La sentencia de vista pJtodttCfl así un caso de intervención fe- 
deral por el Poder Judicial de la Nación en el gobierno propio 
de aquella Provincia, pr acto* de la sob.-aití i no delegada, y 
con ocasión de un deslinde administrativo que ta sentencia 
iguala á un acto de posesión civil que ella pretende rejír por las 
leyes del derecho privado ; constituye á ¡m Gobierno responsa- 
ble de estos hechos ante el poder poli lie;» déla Nación, hacién- 
dolo judiciable de esta Corte pi»r sus actos otieiales ; y todo 
esto, ain establecer el derecho mi-mo de la intervención con 
relación i una prescripción de l.i Constitución 6 de las leyes po- 
líticas de la Nación ; y sin de-idir con arreglo ¡í estas mismas 
la competencia jurisdiccional. !a cuestión política, la cuestión 
de éi den público, la iue¡4ion constitución. 4 de su intervención 
en el régimen interno de un listado Federal, promovida á la 
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autoridad de esta Corle, por el Gobierno á poder político de la 
Provincia de Santa Fe. 

De esta suerte, la sentencia de vista desnaturan» la causa, 
invierte el derecho que la rijo» conculca en general todos los 
principios del di-recho público aplicables á ella, y en especial 
las leyes de este orden que rijen tus juicios y la* formas censa- 
gradas de sus procedimiento*. 

Toda la cicepcion y defensa del Gobierno provincial ante esta 
Corte, consiste en establecer su autoridad constitucional para 
conocer en la causa administrativa de deslinde, estableciendo 
el carácter público que inviste para orden ido, y su competencia 
jurisdiccional para resolver administrativamente en tai contes- 
taciones tí que ese acto diere lujar, pronunciando en Ins recla- 
maciones del derecho ó del interés privado que se su citaren, 
por ser el deslindo unucto público de su autoridad, destinado á 
pruducir relaciones de este orden, y no mera-i relaciones civiles 
o de derecho privado con los particulares, poseedores, dueños ó 
simples ocupantes de latierra. 

A este solo objeto lia comparecido ante esta Corte el repre- 
sentante del Gobierno provincial, manifestando desde el primer 
momento, y sin contestar la demanda ni reconocer jurisdicción 
en ella á esta Corte, que «tiene especial encargo de declarar 
que el Gobierno está dispuesta á respetar cualquier derecho legí- 
timo de posesión ó dominio tjtte ¡ at diera alegarse por particula- 
res, y que no había podi toíoí«ar en consideración las pretensio- 
nes de fas demandantes porque no se habían presentada ante él 
deduciendo nmgun reclamo». 

Atraída á sí la cunea A la jurisdicción provincial ; establecida 
la competencia administrativa de la autoridad de Provincia pa- 
ra conocer y resolver en ella, con exclusión de la autoridad judi- 
cial déla Nación; contestada y discutida la autoridad de esta 
Corte para pronunciar sobre el objeto de la demanda ; el repre- 
sentante del Gobierno agrega, que considerada esta del puuto 
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de vista del derecho civil, 6 del derecho de los bienes y de la 
propiedad privada, «creia que la demanda debía present irse no 
contra el Gobierno sinú contra el pirti.-ular que había hecho la 
denuncia» ; pues el Gobierno no había formulado Mafia pre- 
tensión ¡ilguna civil a la tierra, ni discutía á los d-mindantes 
derecho alguno de propiedad privada sol>rt él snetu, sien do el 
deslinde un acto jimsdirnnn.il; un a to administrativo ejer- 
Cído en nombre de la autoridad inil*li«-a y del dominio eminente 
del suelo, para la investigación de la ti.-rn ti-e.il ■ 1 1 - 1 » miMe ;i lm 
efectos d ■ la ley provincial y del contrato en virtud de ell i ci.de- 
brado pira la construcción del c iroiiio de fierro; y que espera- 
ba, para pronunci irse sobre el derecho civil 1 1 propiedad del 
territorio amojonado, que presenten ante e7 la 1 * reclamaciones 
de los particulares, la* que. ataba <t 'i* f tuesto á reconocer y de- 
clarar h sus derecho-i fuesen Himno*; no bebiendo pulido 
tomar en consideración la de lo* demandantes porque no se 
habían presentado ante él haciéndoles valer. 

Lacaus.i posesoria qneda así, nuevamente, fuera del debate 
judicial ante esta Curte-, el representante del Gobierno atrae á 
la jurisdicción administrativa el e mocimi -nto de ella, y esta- 
blece que esta Corte es incompetente para pronunciar en la 
causa, rec ordando que el Gobierno no procede en su calidad de 
persona jurídica, por un derecho de los bi 'nes údela propiedad 
privada sino en su capacidad de derecho público, por un dere- 
cho de la soberanía no delegada, 

Colocado el representante del Gobierno en la necesidad de 
contestar á la demanda, en fuerza de U interpelación directa 
del señor Presidente de esta Corte para que perentoriamente di- 
jese «si era cierlo que el terreno de los señorea Rufino había 
sido amojonado, j .*i era cierto que ellos to tenian ocupado con 
mas d" tres mil vacas, como se deña en ta demanda*, el repre- 
sentante del Gobierno rebasa, ¿pesar de todo, y no obstante la 
interpelación del Presidente de esta Corte, entrar en la materia 
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de derecho civil, y sin contestar á la demanda como se le eiijia, 
dijo «que na d.i subía» sobre esta materia, «porque no tenia 
instrucciones al respecto». 

La demanda quedó así una Tea mas incontestada, j descono- 
cida ana tm UM la autoridad de esta Corte. 

De esta suerte, el Gobierno (le Sania Fé, que había encargado 
«apresamente á su representante, establecer y defender ante esta 
Corte su autoridad constitucional en la causa, llega hasta 
negarle instrucciones para contestar á la demanda; y el re- 
presentante del Gobierno, desempeñando su cometido en loa 
términos de su representación y según las instrucciones recibi- 
da!, deja incontestada, de hecho y de derecho, la demanda so- 
bre posesión, y establecida, en el hecho y en el derecho, la 
competencia jurisdiccional del Gobierno, para pronunciar en la 
Cúusa administrativa de Provincia. 

Era esta, por lo tanto, la única cuestión propue^U á la con- 
sideración de esta Corte, y la única que la sentencia de vista 
debió j pudo declarar. 

Toda cuestión de competencia es de carácter prejudicial, y 
cualquiera que sea la forma en que se presente, ella debe ser 
previamente resuelta por tos tribunales federales. (Fallos de esta 
Corte, Série una, tomo tercero, página ciento treinta y nueve). 

Esto era tanto maa indispensable cnanto que, lo que en esta 
ocasión pe present iba, era furmulada en nombre y autoridad 
propia p»r un Gobierno de Provincia, por un poder político in- 
dependiente, y no por un simple particular ó persona jurídica 
que reclamase el fuero de sus jueces competentes. 

Esta Corte quedaba, por lo tanto, doblemente constituida en 
la necesidad de resolver por sí, y ante todo, si el ejercicio de sa 
autoridad constitucional era ó no procedente en la causa. Esta 
previa declaración era tanto mas ineludible, coacto que la posi- 
bilidad de un juicio frustáneuen razón de la autoridad y carác- 
ter político de la 
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puede llegar hasta comprometer el concepta propio, la autoridad, 
el imperio de la Córte. 

«El Gobierno de la Union no tiene Binó poderes determtnadnt 
j todos los oí ros poderes están abandonados 4 ios Gobiernos de 
los Estados ó al pueblo, sien lo la jurisdicción del Gobierno 
General limitada á un corto número de casos precisos concer- 
nientes al bienestar de todos. La Constitución teniendo en th- 
ta ta concesión de poderes determinados y su distribución entre 
los diferentes funcionarios, y estando invenidos Ion Gobiernos 
de los Estados y su» agentas de poderes igualmente determi nu- 
dos y subordinados á aquellos que han sido acordados ni Go- 
bierno General, to'iiis las veces que surgL* nn;i dificultad con 
motivo del ejercicio de un poder por alguno de los funcionarios 
de los Estados ó del Gobierno Federal, se hace necesario que 
es >s fuuciouarios decidan primero si tal ejercicio es conforme A 
la Constitución.— En muchos ea<os tus decisiones de la lutori- 
dad ejecutiva 6 legislativa son definitivas y concluyeme* t no 
siendo por su naturaleza y carácter susrcpdhles de revisión ju- 
dicial. Cuando se trata de una medida exclusivamente política, 
legislativa ó ejecutiva, es evidente que el poder legislativo ó 
ejecutivo es fue* supremo de sv propia capacidad y que la reso- 
lución no puette quedar sometida á ninguna revisión». 

E*tas exacta» observaciones del Juez de la Union Americana, 
Story, demuestran la necesidad de una declaración esplícita de 
esti Corte sobre su compi?tenria para conocer en una causa que 
el Gobierno sostiene ser de su exclusivo resorte. 

El Gobierno provincial de Sa:.ta Fe* Labia negado de lieeho j 
de derecho la posibilidad de ner arrastrado á la barra de esta 
Corte; en su carácter político, y por actos de administración y 
gobierno que sostiene son de s i esc lustra competencia ; afir- 
mando que ni el acto que dá oríg?n á la demand i, ni la persona 
que lo ejecuta, son jtrdiciables de la autoridad de esta Corte. 

Establecida así la competencia cuestionada, (a autoridad del 



Poder Jaitieial «le la Nación para pronunciar en la causa, la sen- 
tencia de rUta no pudo pronunciar sobre el objeto de la deman- 
da, y debió limitarse á fallar sobre la excepción y defensa del 
Gobierno provincial, que constituía una cuestión de carácter 
prejudicial. 

Pero la sentencia reclamada, dando de mano á la defensa y 
excepción propuesta, pronuncia sobre el objeto de la demanda, 
lin que esta se halle siquiera contestada. 

Al fallar en la omisa, i pesar de la incompetencia que se obje- 
ta ¡i la autoridad de esta Corte, dá por establecido «que lo» 
demandantes Afín justificado los estreñios de la ley» su posesión 
actual y ]á perturbación en ella por el Gobierno; pro Maníala 
i establecer con los autos esta prueba, aquella sentencia se vé 
en la necesidad de declarar que la prueba no existe «porque 
aquello» hechos no se recibieron á prueba», 
, A pesar de esto, la sentencia de vista di por legalmente esta- 
blecidos los hechos, afirmando que «los demanda atea han jttt- 
tifíeado\o% estamos de ley sosteniendo, en cuanto ú la posesión 
actual, tener fundado en el rampo de que se trata un estableci- 
miento con dos ca<.as de material ó p«nl<;done$, y mas de tres 
mil animales vacunos; y en cuanto á la perturbación de la 
posesión, acusando la mensura y ai n ojona miento de. dicho 
campo, practic da por el Gobierno de Santa t'é*. 

De esta suert", la prueba se reduce á las simples afirmacio- 
nes de los de manda nh-s al sostt'itcr en el libelo de demanda su 
posesión actu.it, y al acusar en él la mensura y amojonamiento 
del campo ]>or orden del Gobierno, 

La sentencia de vista, en tan excepcional situación, cree 
encontra: una jnst i ü cae ion de las afirmaciones do la demanda, 
en el reconocimiento de ios hechos por el representante del Go- 
bierno provincial, y establece : «que los demandantes ofrecieron 
probarlos incontinenti, en caso que el representante de la Pro- 
vincia de Santa Fé, que estaba presente, los negase, pero que no 
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se recibieron á prueba, porque dicho representante no tos negó, 
ni pidió se rindiese respecto de ellos ta prueba ofrecida, lo que 
importa por su parte el reconocimiento Je la existencia de di- 
chos hechosi. 

Este reconocimiento, que la sentencia de vista aduce como 
único fundamento de sus conclusiones sobre la pose-iou de los 
demandantes, no eiiste ni puede servir de buse á una res«'lu- 
cíon judicial. Kl silencio del representante del (¡obitruo sobre 
los hechos alegados en la demaml.i. nu puede con-Üiuir un re- 
conocimiento judicial, de tiles, porque el rrpr nlunte dil 

(jobierno no ha contestado uquella demanda, y no hay reconoci- 
miento judicial cuando uu hay juicio <*n que t.ti reconocimiento 
pueda hacerse ; y de esta suerte desaparece hasta la posibilidad 
jurídica de un recono ■ i miento «enojante. 

Kl representante del (íobieruo de S.mta Ké no cataba en el 
deber de pedir que $t rindiese ta penetra ofrecida, porque 
ningún litigante, en causa alguna, ettá obligado á gestionar la 
prueba del adversario. 

No pudo, tampoco, gestionar esa prueba, porque su excepción 
y defensa bisco imposible el ingreso en el juicio, y este, lejos de 
estar en estado de que prueba alguna se produjera en él, no se 
encontraba iniciadu siquiera, pues la de manda permanecía in- 
contvstada. 

Kate era precisamente el propósito de la defensa del Cobicr- 
no: no contestar la demanda; no reconocer la autoridad deesU 
Corte; cuestión prejudicial que Iiíío imposible toda prueba, y 
por lo tanto, íni| osible el reconocimiento de lo> hechos ai-mia- 
dos en la demanda. 

Con relación ú e-tos, í>1 representan t>. del U«. bienio ni los 
Tecotiocíó ni los lo/gó, y se limitó á decir, contestandu á la in- 
terpelación del Presidente deesta Corte, nú a la demanda, «que 
nada sabía» ; dando por razón de ejsto que «carecía de instruc- 
ciones al respecto* ; para mejor caracterizar mí U situ teion del 
T. ivu. b. 
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Gobierno, y ia saya propia, ante la autoridad de cata Corte y el 

objeto mismo de la acción entablada 

La demanda quedó, pues, incontestada; los hechos improba- 
dos; la jurisdicción de esta Corte discutida por la jurisdicción 
ejecutiva íe Provincia. 

En este estado, la sentencia reclamada se pronuncia sobre la 
posesión, sin juicio previo, sin jurisdicción en la causa, y con- 
tra el nitrito de autos en cuanto á la justificación legal de los 
hechos espreíAdos en el Unelo de demanda ; conculcando así las 
mas espresas y trascendental 5 prescripciones que rijen el pro- 
cedimieuio y las resoluciones judiciales. 

La individualización prolija y circunstanciada de estas pres- 
cripciones del derecho, carece de objeto práctico. Basta recor- 
dar! s en •.'enera I para dejar establecido, con la autoridad y en 
fuerza de las mismas, que el recuroo «de apel.icion, nulidad, 
revisión, rescisión ó cual mejor hubiere lugar en derecho» es 
procedente y debe ser declarado asi. 

La sentencia redamada» al pronunciar sobre el objeto de la 
demanda, en las condiciones y circunstancias que acaban de 
mencionarse, desconoce la naturaleza del acto administrativo 
y el carácter esclusivamente político deldesliude practicado por 
órdeu del Ijobnruo provincial. 

El acto administrativo no es hecho ó acto jurídico, destinado 
i producir, estinguir ó modiücar relaciones civiles entre par- 
ticulares. Es acto de orden superior, es acto de autoridad, 
destinado á lijnr relaciones de mando, de gobierno, relacione» 
polí;icas para la administración publica. 

Bajo el concepto personal, los actos administrativos solo es- 
tablecen, por su naturaleza, relaciones de autoridad y depen- 
dencia entre el Gobierno y sus subordinados, empicados de la 
administración pública 6 simples particulares y no son, por su 
naturaleza, judiciales, pues son actos soberanos de la autori- 
dad eje ultra, que, en virtud de la in iepcndencia constitucio- 
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naide los poderes públicos, no están suatos á larefisiouó 
control de la autoridad judicial, por ser actos propios y esclu- 
saos de un poder independiente en su esfera de acción consti- 
tucional. 

El deslinde administrativo de la tierra no importa, por lo 
tanto, un actocinl que pueda dar lugar á un mandamiento de 
amparo en la posesión, pur perturbaciones al derecho riml de 
los particulares, poseedores ú simples ocupantes de la tierra. 

«La propiedad se divide en propiedad soberana del Estado y 
en propiedad del derecha civil ; en otros términos, en dominio 
eminente y dominio civil. ■ El 1-1 - 1 u • i • i tiene el deree!¡o de regla- 
mentar ta* condiciones y tas cargas públicas de la propiedad 
privada. El sér coleetivu que constituye el E>lado tjetie respecto 
á los bienes que e-tán en el territorio, un poder superior, un 
derecho superior, de legislación, de jurisdicción, de cnntiibu- 
cion, que aplicado á los inmuebles no es otra cosa que una 
parte de la soberanía territorial interior, A este derecho del 
Kstado, que no es un verdadero derecho de propiedad ú dominio 
corre nonde soto el deber de los propietarios de someter sus 
derechos a las restricciones necesarias al interés general». 
(Vel«i Sarsfiel, nota al artículo dos. título tDel dominio de las 
cosas*. Código Civil). 

Es en fuerza de este derecho superior del Kstado, *que no 
es un verdadero derecho de propiedad ó dominio», que los de- 
mandantes están obligados á someter sus derechos, sean cuales 
fueran, á estas restricciones n áridas del interés público, sopor- 
tando en su propiedad raiz actos administrativos del Gobierno, 
la mensura y amojonamiento de su campo, con propósitos ó 
fines de gobierno 6 administración pública. 

Este es el derecho establecido y que la sentencia de vista 
estaba llamada á declarar, pronunciando no sobre la posesión, 
sinó^obre la competencia administrativa del Gobierno provin- 
cial para ordenar aquel acto ejecutado en etnformidad á la ley 
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(«tiento setenta y ocho, tít.ilo «Del Condominio» Código Ci- 
ríl), en que se declara que «compete al poder administrativo 
ordenar el deslinde de los fundo* que dependen del dominio 
público* ; y para conocer, en consecuencia, de las protestas, 
reclamos, ó contestaciones á que el acto diere lugar. 

Soa estas olas limitaciones ó restricciones impuestas al do- 
minio privado solo en el interés público, y que se rijen por el 
derecho administrativo», de que que la misma ley habla, y á 
las cuales expresamente somete la propiedad privada de pose- 
sión y dominio que ella consagra y proteje (artículo primero, 
titulo *De las restricciones y limites del dominio» Código Civil). 

La sentencia de vista desconoce estas restricciones de la 
propiedad privada, desconoce aquel derecho superior del Esta- 
do, que falla contra espresa disposiciones de la ley civil en sus 
relaciones con el dererho público, coando dicha sentencia de- 
clara que el Gobierno turba arbitrariamente la pusesion de los 
demandantes por el amojonamiento de su campo eu un deslinde 
administrativo. 

2ío hay en esto arbitrariedad, desde que es un derecho del 
Estado. Habrá y hay ciertamente autoridad en el acto, y por 
lo tanto, deja este de ser arbitrario y de constituir un atentado 
contra el derecho privado de 1 »s demandantes. 

Es por esto precisamente, que el interdicto no procede con- 
tra el Gobierno, y que la sentencia reclamada debió así decla- 
rarlo. Las acciones posesoria* ¡le l»s interdictos son personales 
^interdicta t»nma litet in mmvidmntur concepta, vi iamen 
ipxa penottalia *U/tf— y conro hiles, proceden m tiuitt'ficia. y se 
fundan en una obligación cv dvlirt», que no eiisle cuando el 
acloque motiva la acusación, como se espresa ta misma sen- 
tencia, es autorizado pnr la ley, y deja aM de ser arbitrario, 
por lo mismo que es autoritario,— ó sea acto legitimo de auto- 
ridad competente. 
De aquí que los demandantes, contra h;s conclusiones de la 
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sentencia reclamada, so encuentran OI el deber d* someter $t t 
derechos á t>s tu un tortol. id. á este pml-r, A ente drrertm superior 
del Estado sobre la pmpieded inmueble ; sin que pni'da decirse 
que semejante acto de soberanía territorial interior, rióla un 
derecho ageno, ó conculca derechos de particulares. Lo- parti- 
culares no tienen dererhos <li- soberanía territoi iat, y no pueden 
por lo tanto, decir que un acto di- e>ta naturales i sobre su 
propiedad ianweb'e. viola ó conculca sm dererfwt. 

Kl deslinde administrativo de la tierra ni» lia podido, por lo 
tanto, dar oríg* n á u ti juicio posesorio rmitrn id litado, ni »o* 
tirar un mandamiento de amparo «*«■ ti I ra el Cmbiemo deS.mla 
Fe* ; y morbo menos, un inand nniento de amparo sin juicio 
previo, sin ju-ítiSic jcíou legal del derecho mismo de pose>ion 
prirada, contra nn acto di dominio eminente, contra un acto de 
gobierno, contra un acto de antoiidud constitucional, contra un 
acto perfectamente legal de la Jurisdicción provincial. 

De aquí la competencia de jurisdicción en que *e funda la 
excepción y defensa del CioMcrno provincial, que la sentencia 
reclamada debió declarar, 

Cn juicio posesorio con ocasión de un deslinde administrati- 
vo, solo puede existir cutre personas del derecho público tra- 
tándose de la propiedad que en el derecho de las naciones se 
Huma internacional, y que en las relaciones de nuestro derecho 
con titueional, ó sea de derecho público argentino, se denomina 
propiedad interprovincial. 

«Hay otro dominio, dice el autor del Código Civil, que se llama 
internacional. Todo lo que antes se ha dicho de los derechos 
absolutos y de kn derechos reales es, agrega, exactamente apli- 
cable al dominio internacional ¡i propiedad de listado alistado. 
El no consiste en una relación especial de acreedor y de deudor 
entre una nación y otra, sino en una obligación general de todas 
las naciones, obligación pa>ira como todo la que es relatira á 
los derechos reales, obligación de inercia, de respetar la acoicn 
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de cada pueblo sobre sa territorio, no turbarla dí imponerle 
obstáculo alguno. La nación considerada en su conjunto, tiene 
respecto ala* otras naciones, los derechos de un propietario.— 
El pueblo considerado cuno poder soberano, tiene sobre su ter- 
ritorio una acción aún ma^s alta, el ejercicio de un derecho de 
imperio, de legislación, de jurisdicción, de mando, de adminis- 
traron, en una palabra, de soberanía, en toda la estension del 
territorio.— Se puede decir, asi, que el dominio internacional es 
el derecho que pertenece á una nación de usar, de percibir sus 
productos, de disponer de su territorio con exclusión de las otras 
nación*. s t de mandar eo él con poder soberano, independiente 
de todo poder esterior ; derecho que crea para los otros Bati- 
dos la obligación correlativa de no poner obstáculo al empleo 
que baga la nación propietaria, de su territorio y de no abrogarse 
ningún derecho de mando sobre este mismo territorio» (Nota 
antes citada). 

Es este dominio el que la sentencia de vista atribuye a los 
demandantes, cuando establece que ta Provincia de Santa Fées 
judieiable por actos de jurisdicción, de mando, de autoridad, 
de soberanía en el terreno de los demandantes, declarando que 
estos son artos contra et derecho ayenn pues incorpora así, al 
dominio civil de Un demandantes, el dominio internacional, ó 
mejor dicho, internrovincial di' la tierra, para admitirlos á una 
cuestión de competencia jurisdiccional, á tina cuestión de 
limites interprovinciates. prohibiendo al Gobierno de Santa Fé 
perturbar este derecho, en ninguna manera, por actos de admi- 
nistración ó gobierno en el campo que reclaman y de que se les 
declara en posesión. 

Los demanda lites quedan así constituidos en personas de 
derecho público, capaces de entrar en contestaciones de este 
órden con la autoridad ú Gobierno político de la Provincia de 
Santa Fé á quien se le prohiben tales actos de soberanía sobre 
el territorio que aquellos reclaman como propio. 
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Reconocido en favor de ellos, un derecho de soberanía para 
no ser perturbados ¡tor arha atlmitn'straiints del (ínhierno pro- 
vincial» se impone á este la uUtipacioii pasiva, la obligación de 
inercia, la obligación común á todos los listado- ó Provincias 
de la Nación, de respetar entre sí la accum de las otras sobre su 
territorio, de no perturbarla por artos de mando, *h- gobierno, 
de jurisdicción, de ¡mpcrin, — en una p.il .br.i di* rm perturbar- 
la, en ninguna manera, por actos administrativos sotm 1 el 
suelo. 

Pero si este derecho poede ser contestado ante esta forte po r 
las personas del derecho público en nuestra organización polí- 
tica, no puede s**rlo por simple*- particulares en virtud del 
derecho puramente civil de la propiedad privada. 

Se comprende, en efecto, la posibilidad de un juicio poseso- 
fio ante esta Corte entre dos ó mas Provincias por netos de 
administra ci¿m y gobierno en l] territorio de la Nación, Se 
trata entonces del ejercicio de la jurisdicción de esta Ó aquella 
Provincia sobre una determinada porción iM territorio nacio- 
nal, en que las unas y las otras ejercen jurisdicción constitu- 
cional. VA juicio envuelve entonce* una reivindicación del 
dominio interprovincial ÉB dos ú mas Estados, relativamente 
soberanos é independientes entre si, peí" jmli.'iable.s de la 
autoridad de esta Corte, por estar sujetos á la autoridad común 
de la Nación, c^n arreglo á la Constitución y leyes de la misma, 
en virtud del principio federativo- nacional que sirve de base á 
su organización pidii ica. 

Kn tales condiciones, es posible y se comprende esta gemr o 
de contestaciones ante el Suprenm Pudor .Indicia! de la Nación 
quien deberá resolver esta competencia de jurisdicción, esta 
reivindicación de la pro} ¡edad interpruviucial, esta reivin- 
dicación del mando, del imperio, del gobierno de cada Pro v india 
sobre su territorio. (Artículos cien y ciento nueve de la C.^ris li- 
tación Nacional). 
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Pero esta situación imposible tratándose del dominio civil 
de los particulares contra una Provincia, por actos del dominio 
eminente, por actos del dominio internacional, en tas relaciones 
de Estado á Estado, 

Admitir este género de contestaciones de parte de los parti- 
culares, es reconocerles personería ue derecho público, es con- 
vertirles en autoridad y poder p-dílieo ''W 'i ris del Poder 
político de la Provincia ó Metido contra quin se proihice una 
demanda semejante, eonvirt endo por este mediu la propieda l 
privada y el >I minio civil, en dominio eminente y propiedad 
internacional del suelo. 

Boloá estas con iieiones ven tal carácter, podrían los particu- 
lares ser dimitidos ñ entrar cu contení aciones con el Estado 
por actos administrativos deH ¡ubierno sobre territorios de su 
jurisdicción. 

Pero la sentencia de vista que por un lado enaltece la con- 
dición civi de los demandante-: hasta convertirlos en persunag 
del derecho público, y elevar ¡í dominio eminente y posesión 
política los derech a civiles de posesión y dominio que dicen 
tener en el campo ú terreno de la demuela, deprime por otro 
lado ta capacidad política dé la Provincia y del Gobierno de 
S.inta Fé hasta convertirlos en meras personas jurídicas, en 
meras personas de derecho prirado l sin autoridad ni carácter 
público, y Vtuuo tales sujetas á ta autoridad de esta Corte por 
acto arbitmrw, por acto que l.t sentencia reputa me rn me ote 
civi!, simple acto de posesión y dominio privado «obre el >nelo, 
ejwcído arbitrariamente, es decir, sin jurisdicción, sin autori- 
dad pública alguna. 

De e*ta suerte desaparece para la Provincia y Gobierno de 
Santa Fé el dominio e minen te del suelo, y Lúa actos de aquel 
Gobierno quedan reducidos á los de un particular ú mera perso- 
na jurídica, por cuya razón aquella sentencia ampara á los 
demandantes en la posesión que les atribuye y «prohibe al 
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Gobierno de Santa Fe* perturba la de tuncuna manera* ¡ lu 

que establecido con relación á sus actos públicos, ií sus artos 
jurisdiccionales sobre el suelo, á sus aeUs fie gobierno, ií sus 
actos administrativo* como es el d «-alinde practicado, 3* q»* 
mol iva esta inhibición general, importa una interdicción al 
ejercicio de la soberaníi provincial en el campo que los deman- 
dantes reclaman romo [tronío, 

Ksto \ rocede de c uisi h-rar el deslinde romo acto civil, y 
como acto administrativo á la vez, confundiendo cosas de natu- 
raleza é índole diversa. 

I.a seut ncia de vista incurre de esta suerte, en contradic- 
ciones evidentes ron-igo misma, y t"da ella es una implicancia 
de eonreptos jurídicos y Urales o, no la vuelven ínsubsUteiitc y 
hacen inevitable su revisión. 

Si el deslinde que dá ocasión á la demanda es acto civil, no 
es acto administrativo, y si es. acto administrativo, deja de ser 
acto civil. -~Este doble carácter m> puede concillarse en un mis- 
mo acto, porque ello importada establecer que él es neto de 
autoridad y que no es arto de autoridad ; que es acto civil, y 
qu - no es acto civil : qu- es art" de autoridad y perdona públi- 
ca, y arto, A la vez, de persona privada y sin autoridad pública : 
que es y no es acto de gobierno: que es á 1 1 \cz, acto de la 
persona jurídica y arto de la persona política, ó del Est;do; 
términos todos incompatibles, contradictorios, inconciliables 
entre sí. 

De esta contradicción palpable y evidente, so sigue, como se 
observa en la sentencia reclama" la, que, según esta, las leyes 
que rijencl arlo y la eaparidad personal de quien lo ejecuta, 
son, conjunta y simultáneamente, tas leyes del derecho público 
y tas leyes del derecho privado: tas leyes políticas y las leyes 
civiles: las que determinan la jurisdicción sobre el territorio, 
como las que determinan los derechos reales de posesión y do- 
minio sobre bienes inmuebles ; tas de la propiedad internacional 
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y del dominio eminente, como las de la propiedad privada y del 
dominio civil ; de suerte que lodos ellos, conjunta y simultá- 
neamente determinan la naturaleza civil y política del acto y 
de la matrria que rijen, civil y política á la vez ; como la ca- 
pacidad personal del sujeto, capacidad política y jurídica al 
mismo tiempo, y en este doble concepto idem rt úmii colocada 
bajo el imperio de una y otra legislasiun, que establecen M 
conjunto y simultánea responsabilidad civil y polílioi ante esta 
Corte, como persona jurídica y como entidad política, como 
porsona del derecho público y como persoua del derecho pri- 
vado, por acto de soberanía como por acto civil, por actos ofi- 
ciales como por loa que no lo son, siendo los unos y los otros 
iiénticos, y la causa administrativa y h civil una misma cosa, 
que no se diferencian entre sí lo mas mínimo, correspondiendo 
bajo uno y otro concepto i esta Suprema Corte conocer en 
todas ellas y pronunciar en la que al presente se trata. 

De esta ínesplicable confusión procede, que según aquella 
sentencia, corresponde al Gobierno provincial ordenar < 1 deslin- 
de administrativo de la tierra pública y que no puede ejecutarlo 
sin cometer arbitrariedad ¡ que tenga aquel derecho por la 
Constitución y las leyes, y que no lo tenga según la sentencia: 
que esta crea deber amparar á tos demandantes en la pose>ion 
y que no llegue á ordenar la remoción de los mojones, cuya colo- 
cación en el campo de los demandantes constituye precisamente 
la perturbación posesoria de que se quejan : que la sentencia 
declara en abstracto lo uno y no resuelve en concreto lo otro. 

Solo así puede esplicarse que aquella sentencia reconozca 
implícitamente los derechos de la soberanía territorial y los 
niegue explícitamente á la Provincia y al Gobierno de Santa 
Fé: que implícitamente reconoce que este puede ejercerlos tn 
el territorio de la Provincia, y que implícitamente se los niegue 
por una inhibición general á su ejercicio sobre el campo que los 
demandantes dicen pertenecer les. 



Solo así se explica, fina' mente, que acuella sentencia haga á 
la Provincia y (lobierno de Santa Fé política y civilmente judi- 
ciabledcla autoridad de esta, Corle. 

Pero las Provincia»!, uun^tie son personas jurídicas j judi- 
cubles, como tales* de ta autnriihul de esta Gotte, en cuanto 
se r clac ion :i con el derecho de ios bienes, son también personas 
del derecho público en cuanto se relaciona con la soberanía y 
con la jurisdicción que por la Constitución y las leves desem- 
peñan ó ejercen, y en este concepto son independiente i del 
Gobierno tieneral y se sustraen á la autnridjid de esta Corte. 

Las l.-yes que rljen la capacidad artificial de las p r>on;is 
de existencia ideal, de qu<> se ocupa la ley civil, csulo se apli- 
can á las relaciones de derecho privado y un á los de derecho 
público». 

Muchas reces las personas jurídicas son creadas para otros 
fine* mas importantes que la capacidad de derecho privado, y 
entonces los órganos generales de las personas de existencia 
ideal las representan también en la materia de derecho privado, 
pero ellas se rijen entonces por leyes especiales, en lo que se 
relaciona con los fines mas elevados de su institución, y son 
estas leyes las que determinan su capacidad de derecho y las 
únicas que rijen estos objetos superiores de su institución, 

Bajo este segundo aspecto, las Provincias se rijen únicamen- 
te $ot las leyes políticas y constitucionales que determinan sn 
capacidad de derecho, las atribuciones, poderes y facultades 
que K-s corresponden como poder pul ít ico de la N;u im, como 
perdonas del derecho público, eomo autoridades constituidas 
del réjimen federativo- nacional, que consagra su autonomía 
propia y las sustrae á toda intervención del (¡obierno (leñera! 
en las materias del gobierno propio. 

Su capacidad de derecho se rije entonces no por las leyes 
civiles, sinó por el derecho político que Us declara indepen- 
dientes en el ejercicio de su jurisdicción, quedando asi exentas 
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de toda responsabilidad ante esta Coite por sus netos de admi- 
nisr rabien V gobierno, cu indo esto* no se discuten bajo la 
pretensión de ser repugnantes á la Consijt*..cÍun nacional, i los 
tratados con las potencias estrangeras, ó á las leyes del Con- 
greso. 

«Las Provincias conservan todo el poder nn delegado por esta 
Constitución, se dan sus propias in-t Unciones locales y se rijen 
por tilas Jíiri intervemion del Gobierno Federal», dicen los 
artículos ciento cuatro j ciento cinco de la Constitución Na- 
cional. 

«La .Justina Nacional no interviene en los casos en que com- 
pitiendo su conocimiento y decisión a la juri>dicdon de Pro- 
vincia, no sh halle inten sada la Constitución ó lev alguna 
nacional* rejdtc el artículo cinco de la ley de diíl y seis de 
Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, sobre jurisdicción j 
competencia de los Tribunales Nacionales. 

Ni la Constitución, ni las leyes nacionales, ha dicho esta 
Corte, atribuyen á la Justicia Federal el conocimiento de actos 
administrativos de empleados ó corporaciones de Provincia; y 
solo pueden ser traídos ant? esta Corte, si se verifica el caso 
previsto por el articulo catorce, inciso segundo de la I.ey de 
jurisdiccien y competencia de los tribunales nacionales, (Fallo-: 
tomo noveno, Serie primera, página doscientos diez y nueve.) 

Esta Corte carece de jurisdicción originaria, ha dicho, en los 
casos en que una Proviiv ia sea parte por perjuicios que crean 
sufrir los particulares por actos administrativos ejercidos den- 
tro del círculo de las atrihueioues provinciales (Fallos: Sirte 
una, tomo noveno, página trescientos noventa y una.) 

Tratándose, repite, de actos administrativos de unüobierno 
de Provincia que no han sido puestos en cuestión bajo la pre- 
tensión de ser repugnantes á la Constitución Nacional, á los 
tratados ó leyes del Congreso, esta Corte ttebe sin mas trámite 
declararse incompetente para conocer y resolver en el asunto, 
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(Fallos: Série dos, tomo tercero, página ciento ochenta y cinco). 

Contra estas terminantes disposiciones di* la Constitución, 
de las lejas, y de la jurisprudencia establecida, la sentencia 
apelada conoce de Lecho en la causa administrativa de Provin- 
cia y declara que : — «Al hacer la Constitución Nacional judi- 
ciables á las Provincias ante esta Corte, por demandas de 
vecinos de otra, de ciudadanos ú subditos estraugeros, lo ha 
sido precisamente por sus actos de gobierno ó de administra- 
ción en violación de derechos particu lares ■. 

La sentencia de vista lo provee así por vía di- disposición le- 
gislativa, estableciendo una dispoeiciou general de derecho que 
no emana de la Constitución ni de las leyes de la República, 
y pronuncia, en consecuencia, una inhibición general al liohior- 
no de Santa Fe para el ejercido de actos administrativos en 
una determinada porción del territorio de aquella Provincia. 

Bajo el doble eoncepto de esta inhibición general y de aque- 
lla general declaración de derecho, la sentencia reclamada 
provee por vía de dUposiciou legislativa ultrapasándo las atri- 
buciones judiciales de esta Corte, y subvirtiendo en todo, el 
régimen federal i vo-nacional, no menos que las leyes que rijan 
los juicios. 

La sentencia reclamada establece que al hacer U Constitu- 
ción Nacional judkiubles á las Provincias por demandas de 
vecinos de otra ó de ■ iudtdanos ó subditos estrangeros, lo ua 
sido precisamente por sus actos de gobierno ó de administra- 
ción en violación de derechos particulares ; pero es e-to precisa- 
mente lo que se discutí- ; es esto ln que la Provincia y Gobierno 
de Santa Fé niegan, cuando establece en su defensa que le 
compete el conocimiento dula causa alinniistrat iva traída unte 
esta Curte : que por la Constitución tiene aquel llubierno auto- 
ridad y jurisdicción bastante para ordenar el deslinde : que no 
ha violada derechos de particulares al ordenarlo: que no obra 
como persona jurídica tn este acto, si nú como persona de dere- 
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eho público : que no «8 judiciable ante esta Corteen ta calidad 
de poder político : qoe ella no puede responsabiliiarla, residen- 
ciarla, juzgarla, por sus acto» de administración y gobierno ; 
que las Provincias son, en este carácter, independientes del 
Gobierno General : que el Poder Judicial de la Nación no in- 
terviene en los asuntos de la jurisdicción provincial fuera de 
los casos espresados «o la Constitución y en las leyes, etcétera. 

La sentencia de vista resuelve así la cuestión por la cuestión, 
6 mejor dicho, no la resuelve en manera alguna, y sustituyén- 
dose á la Constitución y á las leyes, conoce de hecho ea U 
causa, y produce con su desautorizada i nti-r vención en el go- 
bierno local de aquella Provincia, los efectos de derecho que 

A) establecer la sentencia de vista, por vía de disposición 
general de derecho, que las Provincias son judiciablea de la 
autoridad de esta Corte por sus actos de administración y go- 
bierno, en todos los casos de demanda de vecinos de otra, ó de 
ciudadanos ó subditos estrangeros, se sustituye á la Constitu- 
ción Nacional, no solo en los artículos ciento cuatro y cíenlo 
einco anteriormente citados, sino también a los artículos cien 
y ciento uoo de la misma; como se sustituye no solo á la ley 
de Octubre diez y seis de mil ochocientos sesenta y dos, sinó 
también á la de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, cuyo artículo primero reproduce la disposición de loa 
artículos cien y ciento uno de la Constitución cuando establece 
que: «La Suprema Corte de Justicia Nacional conocerá en 
primera instancia de las causas que versen entre dos ó mas 
Provincias, y de las civiles que versen entre una Provincia y 
algún vecino ó vecinos de otra, ó ciudadanos ¿ subditos estran- 
geros». 

La Constitución distingue así las causas entre personas del 
derecho público, de las causas entre personas del derecho pri- 
vado. Las primeras ion todas de jurisdicción federal, pero de 



las segundas, únicamente las civiles, nó las fldmmttíroiíwfl*, 
en que la Provincia demandada obra como persona del derecho 
público. 

De esta suerte, las Provincia* solo son judiciables de la 
autoridad de esta Corte en demanda de vecinos de otra, ó de 
ciudadanos ó subditos estrangeros, en cuanto á las relacione! 
del dereeho privado, en las relaciones, puramente civiles, del 
derecho de los bienes en que U Provincia obra como persona 
jurídica, como persona civil, como persona privada, por acto 
civil, por acto privado, por acto jurídico, ó en ejercicio de un 
derecho puramente civil y propio de los particulares, ó personas 
sin autoridad ni carácter público. 

De esta suerte quedan eliminadas del conocimiento y deso- 
llón de esta Corte las causas contencioso-administrativas y con 
mayor rasan, las puramente administrativas, como es la del 
deslinde practicado por orden del Gobierno provincial de Santa 
Fé para investigar la tierra pública disponible á lus efectos de 
la ley y contrato celebrado para la construcción de un camino 
de fierro en su territorio. 

Mientras el Gobierno provincial no apruebe el deslinde y 
desconozca el derecho de posesión ó de dominio que los deman- 
dantes dicen tener sobre el campa amojonado por autoridad de 
aquel, no hay caussi contenciosa, y todo se reduce i una mera 
investigación gubernativa de la tierra perteneciente al dominio 
público. 

Puede aquel Gobierno, conociendo en la causa administrativa 
de su jurisdicción y exclusiva competencia, desconocer ó herir 
el derecho de los particulares, y aprobar una mensura y deslin- 
de por la que el Estado se atribuya, en propiedad y dominio 
civil, terreooB del dominio y propiedad de los particulares. 

Colocada entonces la cuestión en el terreno de ta propiedad 
privada, en el terreno de los bienes, queda colocada en el ter- 
reno da la ley civil, y el Estado se presenta en su carácter de 
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persona jurídica, en su capacidad de derecho civil, pan los 
efecto* de la adquisición, conservación ó pérdida de los bienes. 

La cansa í« convierte entonces en causa enuft el derecho que 
M disputa es el derecho de los bienes — ; la calidad de las per- 
sonas, la de simples personas del derecho privado— la materia 
de la cansa viene i ser materia puramente civil. 

Por esto establece Dalloi (¿eííon Possessoire) que contra la 
autoridad pública no se dan acciones posesorias : que loa actos 
de la autoridad no constituyen perturbación le la posesión, y 
que toda cuestión de este género con la autoridad, se convierte 
en nna cuestión de dominio y propiedad privada que debe ser 
resuelta por los tribunales. 

Estos, en efecto, son nna institución civil y solo por excep- 
ción pueden conocer en miserias del derecho público, pues su 
función normal es dirimir las contiendas entre particulares f 
en las relaciones del derecho privado, que es el derecho propio 
de loa privados, para la administración de la justicia entre 
ellos. 

Esta Suprema Corte no conoce, por lo tanto, en las materias 
del derecho público entre una Provincia y vecinos de otra, 6 
ciudadano* 6 subditos estrangeros por actos de administración 
y gobierno propio, sobre policía, higiene, seguridad» dominio 
eminente del suelo, contribuciones y demás pertinentes al dere- 
cho público en ellis, sino cuando estos actos se discuten como 
contrarios a la Constitución Nacional, a los iratndos ü leyes 
del Congreso. qu*> son las leyes supremas á que las Provincias 
debeu conformar el i jrrcici" de su soberanía. 

Es por esto que ta Constitución y las leyes de lalación solo 
hacen judiciabks á las Provincias ante esta Suprema Corte, 
en las causas civiles de una Provincia con vecinos de otra, ó de 
ciudadanos ó subditos estrangeros. 

La sentencia de *ista no ha podido, por lo tanto, establecer 
por vía de disposición legislativa que i «al hacer la Constitu- 
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cion Nacional judiciables á las Provincias ante esti Corte por 
demanda de vecinos de otra ó de ciudadanos ó subditos estraa- 
geTos, lo fae aido precisamente por sos actos de gobierno y 
administración bu violación de derechos particulares». 

Es esto precisamente to que la sentencia de vista debía esta- 
blecer, nó de propia autoridad siuó con relación á una disposi- 
ción positiva de la Constitución o de las leyes de la Nación, 
para mantenerse en el rol de las funciones judiciales, de aplicar 
la ley, no de estatuir con fuerza de ley: las atribuciones del 
poder judicial son ju$ dicere, no jm condere. 

Pero la sentencia de vista estatuye por via de disposición 
general de derecho, y pronuncia una inhibición general contra 
el Gobierno de Provincia por todo acto de administración y 
gobierno en el campo de los demandantes. Es mucho mas de 
lo que estos habían solicitado en el interdicto de amparo contra 
la colocación de mojones sobre el campo. 

De esta suerte, la sentencia de vista conoce sin jurisdicción 
en la causa, resuelve en ella de hecho, dando por establecida su 
competencia cuestionada por la autoridad administrativa de 
Provincia; falla contra inauditam pariem sobre la posesión, 
libra un mandamiento de amparo sobre acto de soberanía ter- 
ritorial, y pronuncia ultra petita prohibiendo, en general, toda 
clase de actos de esta naturaleza á !a autoridad local, con lo 
cual viola toda* las leyes, que tí jen los procedimientos y las 
resoluciones judiciales. 

Hay, por lu tanto, mas que sobTado motivo pf»ra reveer la 
sentencia de esta vista, no foloeu razón del recurso interpuesto 
contra tila, sino también como acto ofic : al »e esta Corte, en 
causa que permanece contestada, por el Gobierno provincial, y 
que puede comprometer, con las prerogativa^ constititucionales 
de aquel, el propio conce¡ to y autoridad de este. 

Es esta un case de competencia que sale de las condiciones 
normales ¿e un juicio de esta naturaleza, por ser la persona que 

T. XVII. 7. 
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disputa la jurisdicción de esta Corte, Juez Supremo también 
de su resol aciones en las materias de su competencia. 

Esta Corte no tiene, ni por la Constitución, ni por las le jes, 
autoridad bastante para pronunciar con carácter judicial una 
resolución que sea conciuyente y definitiva sobre en propia 
competencia en la causa, y mucho menos sobre el objeto de la 
demanda. 

Una resolncion semejante, no seria jamas ejecutable de su 
propio imperio, como resolución en materia de su esclusira 
competencia. 

Aunque el Gobierno provincial ha concurrido á la barra de 
esta Corte, lo ha hecho para establecer desde ella bu jurisdic- 
ción y competencia en la causa. Desde ella ha desconocido y 
disputado 4 esta Corte el derecho de constituirse Jnes Supremo 
de sus resoluciones administrativas, de que él se constituye á 
la rez Supremo Juez, invocando su autoridad constitucional. 

¿Quién resuelve esta competencia de dos autoridades supre- 
mas en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales ? ¿Cómo 
se resuelven estas competencias de los altos poderes del Estado, 
que no tienen un juez coman ? 

Por acto político de los mismos ; por acto oficial; por la dis- 
cusión de los principios del derecho público que dan racional 
solución a la competencia. 

De aquí la necesidad de que esta Suprema Corta se pronun- 
cie sobre su competencia y jurisdicción en la causa, con arreglo 
i la Constitución y á las leyes de la Nación, antes de pronun- 
ciar en ella. 

Con arreglo al artículo doce de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales, de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, la Suprema Corte -deci- 
de las competencias que se susciten á instancia de parte sobre 
jurisdicción y competencia de los jueces nacionales»; pero según 
esta ley la Corte no resuelve pro tribunali las que oficialmente 
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sean promovidas á bd autoridad por un poder político indepen- 
diente en el réjimen federativo-n.icional. y entonces su autori- 
dad y jurisdicción en U causa solo sabría ser establecida vis á 
vis de un Gobierno de Provincia ó de cualquier otro Poder Pú- 
blico de la Nación, en la forma oficial en que se discuten y 
resuelven las contestaciones de los altos Poderes del Estado, 
entre sí, 

No obsta á esta declaración oficial el pronunciamiento mis- 
mo de esta Corte en la causa, porque mirado el caso det punto 
de vista de los procedimientos judiciales «siempre que de la 
demanda aparezca claramente que la causa no compete á la 
justicia nacional, el Juez deberá desecharla de plumo, sin mas 
actuaciones', pues «la jurisdicción de los tribunales y Juzga- 
dos Nacionales determinada por la Constitución, no es proroga- 
bie sobre personas y cosas agenas á ella, aunque las partes 
mismas consientan en la prorogacion > (artículos uno y doce de 
la Ley de Procedimientos de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres). 

Mientras la causa penda, de cualquier modo, del conoci- 
míenta de esta Corte ; mientras la sentencia no se ha ejecuta- 
do y está sujeta i su jurisdicción é imperio, esta Corte puede y 
debe, tx oficio, separarse del conocimiento del asunto, dese- 
chando sin mas trámite la cansa, por cnanto su jurisdicción no 
es prorogable, ni de común consentimiento de parte, lo que e* 
tanto mas proceden Le cu esta ocasión, cuanto que ln jurisdic- 
ción de esta Corre ha sido desconocida desde el primer momen- 
to por el Gobierno Provincial, y este mantiene diacutiiia la 
competencia del Tribunal, aún dtspues de pronunciada 1a sen- 
tencia de vista. 

EAq funda precisamente el recurso de apelación, nulidad, 
revbion, rescisión ó cual mejor hubiere lugar en derecho traido 
i la consideración del Tribunal. 

Este recurso, por otra parte; es en si mismo procedente con 
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«reglo á loa artículos siete de 1* ley de diez y seis de Octubre 
de mil ochocientos sesenta y dos, y doscientos cuarenta y tino 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, sobre procedimientos judiciales. 

£1 recurso bajo todo concepto» se encuentra comprendido en 
loa términos espresos de ta ley que lo acuerda «cuando la sen- 
tencia definitiva de la Suprema Corte en primera instancia, 
hubiese recaído sobre «osos no pedidas por las partes» ; 6 
*euaudo en ella se omitiere proveer sobre alguno de los capí- 
tulos de la demanda ó de la reconvención », 

Con relación á la defensa y excepciou propuesta por el Go- 
bierno provincial, esta omisión no solo es parcial, sinó integral; 
debiendo recordarse que al alegar su propia competencia en la 
causa, él introduce una pretensión en el juicio y se convierte 
en actor, aún supuesto que esta competencia debe tomarse 
como una mera excepción dilatoria ante esta Corte— reus in 

exigiendo fii actor. 

Tanto por esta razón, como por la inhibición general que 
aquella sentencia pronuncia contra la Provincia y Gobierno de 
Santa Fe el Tecurso queda comprendido en Iok términos litera- 
les de la ley, pues esa sentencia pronuncia de un lado «sobre 
cosas no pedidas por las partes», y omite por otro lado pro- 
nunciar sobre la pretensión «vindicatoria de la jurisdicción 
provincial. 

Inútil parece recordar que la sentencia de vista es definitiva 
en cuanto & la posesión interinaría, y que concluye con la 
acción deducida en el juicio. 

En todo caso, y aunque el recurso no estuviera comprendido 
como lo está en el elemento gramatical de la ley, el menos im- 
portante de la ínteri-retacíon judicial, él lo esté principalmente 
en el sentido legal y jurídico de la misma, deducido de las 
leyes y principios generales de derecho que quedan estable- 
cidos y especialmente de los artículos uno, dos, tres, cnarenta 
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y cinco á cincuenta 7 tres, ochenta y tros, ochenta y cuatro, 
doscientos seis.doscientos treinta y tres, doscientos treinta y 
siete, trescientos treinta y cinco y demás relativos de la mis- 
ma ley de procedimientos. 

El recurso, finalmente, esta ya admitido y sustanciado por 
esta Corte, y no hay medio de editar una ri-solucion al respec- 
to, cerrando la puerta al recurso. 

Este ha sido admitido de hecho y de derecho por la Corte 
que lo ha sustanciado con un traslado á los demandantes, quie- 
nes lo han evacuado sin formar artículo de previo y especial 
pronunciamiento sobre su admisión; antes al contrario, adhi- 
riendo ¡i la apertura de la instancia, piden de esta Corte que 
la sentencia se pronuncie sobre algunos particulares de la de- 
manda que no tienen solución en la sentencia de vista. 

Efl, pues, llegado el caso de rever aquella sentencia y de 
pronnuciar sobTe la incompetencia de esta Corte alegada en su 
defensa por el Gobierno Provincial, y en que se funda el recur- 
so entablado y legalmente sustanciado ya; y si bien es cierto 
que para pronunciar sobre esto mismo, feria necesaru pasarla 
causa al Relator y señalar día para la vista de la causa, según 
las leyes del procedimiento, también es curto que en caaes de 
esta naturaleza la Corte debe sin mas tramite separarse del co- 
nocimiento de la causa. 

Por lo tanto, y en mérito de cuanto qneda expuesto, juzgan- 
do en disidencia, se resuelve, que esta Corte es incompetente 
para conocer en la presente causa; y dejando sin erecto la 
sentencia de vista, se declara que ella es de la competencia 
administrativa de Provincia ante quien deben ocurrir los de- 
mandantes. Hágase saber. 

H. D. PIZARilO. 
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José Bencí y C» contra D. Abrahan Medina ; sobre inconstitucio- 
nal dad de un impuesto 



Sumario.— L* ley de ta Provine i a de Tucura m en la parte 
que prescribe, que «iodo carga de vinos en barrites ó en bote- 
llas, de los que se fabrican en ta República, que se consignan 
ó venden para el consumo público, pagará doce reales fuertes 
por cada carga, y un real fuerte por cada docena de botellas, 
de las que vengan en cajones* , ea inconstitucional. 



Cato.— Lo esplica el 

Mlt M Sm*m Mwwl 

Tucumui, 30 de Abril de 1683 
Y vistos : resulta de ellos lo siguiente : José Benci y Com- 
pañía se presentó esponjeado que habiendo introducido á este 
mercado, procedente de la ciudad de San Jnan f una punida de 
bordalesas de vino se ha presentado don Abrahan Medina 
exigiéndole el pago de 3 pesos por cada casco que contiene 
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dicho líquido, fundado en que es rematador det impuesto que 
I* ley dn termina para dicho artículo : que estando por ta Cons- 
titución Nacional equiparados estos artículos de producción y 
elaboración Kaciooal á tos de igual clase que hayan venido del 
estrangen» / pagado ja en las Aduanas Nacionales los derechos 
da importación, y tratándose en el caso de la Ubre circulación 
en la República, de artículos de fabricación nacional, el impues- 
to cobrado era inconstitucional : que en este concepto pedia 
que el Juzgado declarase en el caso presente la eihoneracion 
del referido impuesto, ordenando al señor Medina abstenerse 
de su cobro. 

Don Abrahan Medina, cuyo título de rematador del impuesto 
de queae trata queda acreditado, á petición del señor Fiscal por 
el documento en cópia legalizada que corre & f. 8, contestó 
rechazando la demanda y alegando en favor de sn causa, para 
demostrar la constitucional idad del impuesto cobrado, que 
éste era al contumo y no á la circulación en la República del 
articulo vino, & que la ley de esta Provincia había fijado el 
impuesto : que así lo entendió y resolvió la Suprema Corte de 
Justicia, en la Causa XII, Tomo i\ 2- Série, en un caso igual 
al presente. 

Corrida vista al señor Fiscal, este se espidió en idénticos 
términos al demandado, sosteniendo las mismas proposiciones 
que éste, y pidiendo que el Juzgado no baga lugar i la de- 
manda. 

Cuestión de derecho 
I 

Trátase en el caso que se ventila de averiguar si la Provincia 
de Tucuman tiene la facultad de imponer el derecho que por 
la lej ha fijado ul vino importado de la de San Juan, consig- 
nado ó vendido en la misma condición en que viniera. La 
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Constitm»ion Nacional ha dicho en su artículo diei: «En «1 
interior de la República es libre de di-recbos la circulación de 
Ion efectos de producción ó fabricación nacional, así como la 
d« loa géneros y mereamias de tudas clases despachadas en Las 
aduanas interiores*. 



II 

Dido este ponto de partida, que es radical en el asunto, y 
establecida en el artíulo transcripto la igualdad perfecta 
respecto á la eihoneracion de impuesta, entre los productos 
nacionales y los estrangeros que ya pagaron el impuesto, en su 
eirculaeion dentro de la República, queda patente y sin el me- 
nor asidero i la duda, de que los vinos traídos de San Juan y 
elaborados en esa Provincia, para ser eipeudidos en la de Tn- 
euman en la misma condición y envase en que vinieron, están 
tientos de impuesto, como pudieran estar las mercaderías 
estr angeras que pagaron el impuesto á las puertas de la Na- 
ción. 

III 

Pero el demandado y en seguida el señor Fiscal, dicen qne el 
impuesto no es i la circulación del artículo, sino á ta consumo, 
como lo ha declarado la Suprema Corte eu el falto citado. 

Al entrar en esta nueva fax de la cuestión, es necesario para 
resolverla te ier conocimiento de la ley de Tucuman relativa al 
caso. Su artículo séptimo dice: «Las casas que tuiieren ventas 
de ticortí al menudea pagarán, ademas de la patente que cor- 
responde á las de su clise, veinte y cinco pesos fuertes*. T el 
artículo noveno, que es el invocado por el demandaate, dice : 
«Toda carga de vino en barriles 6 en botellas de las que se 
fabrican en la República, que se consignen ó vendan para el 
consumo público, pagará doce reales fuertes por cada carga y 
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un mi fuerte por cada docena de botellas de las que vengan 
en cajones , .* f . 8. 

IT 

Del conteste de estos dos artículo resulta con la mas intima 
evidencia, que el impu 'Sto establecido por el a tícuio noveno 
no es al consumo, aunque así lo esprese, pues que el consumo 
estiba yagraradu por el artículo séptimo, aunque no lo espre- 
aára, puesto que consumo no es otra cosa en el sentido de la 
ley, que la distribución al menudeóte no articulo, en sus cam- 
bios, para satisface: l is necesidades a que está destinado. Si 
no fuera esta la correcta inteligencia del artículo noveno eu 
combinación con el séptimo, resultaría que el vino gravado por 
aquel, bajo la denominación de consumo, volvería i serlo por 
la misma cauta, por este último, al entrar en el comercio al 
menudeo, que es su Gn y propósito. O en otros términos : que 
el barril de fino habría pagado como barril, j luego volvería A 
pagar el impuesto en sus divisiones y subdivisiones hechas 
para la venta al menudeo, como lo exije dicho artículo séptimo. 
Esta conclusión de doble p.igo por una misma ai usa (el consu- 
mo), et contraría al principio de legislación y jurisprudencia 
universal de los romanos : non ba in ídem. 

V 

De estas últimas consideraciones es forzoso volver á sacar la 
condición de que el impuesto al barril de vino traído de San 
Joan, elaborado en San Juan, y consignado 6 vendido en Tn- 
enman, en la misma condición y envase en que viniera, es clara 
é intergi venablemente i la circulación, ta que no importa otra 
cosa que hacer esa mercadería accesible al cambio, que es lo que 
la Constitución Nacional ha querido proteger, quitándole las 
trabas de los impuestos que encontraría eu su camino. 
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VI 

La misma constitución en su artículo once, ha fijado de U 
aaoera bus clara y espllcita, la regla de jurisprudencia del 
ouo, cuando al prohibir los derechos de Irúruito ha agrega- 
do y ningún otro derecho podrá imponérseles en ade- 
lante $ loa artículos de producción nacional)» cualquiera que 
team denominación, por el hecho de transitar el territorio. 
Luego, mulata matando puede decirse con U mUma Cons- 
titución, qns i los articulas de prod occion nacional, por el aecho 
de circular dentro de la República, ó por el hecho de hacerlos 
accesibles á las operaciones del cambio, no se les puede gravar 
con derecho alguno, cualquiera que sea tu denominación. De 
otro modo, una palabra (consumo) seria bastante para desviar 
los preceptos claros y protectores de la ley suprema. 

VII 

Esta inteligencia que se ha fijado á la ley de Tocuman en 
contra-posición i la Constitución, está fundada como se acaba 
de esponer, no tan solo en los claros preceptos de esta, sinó 
también en los antecedentes de la jurisprudencia norte- ameri- 
cana, rail y fundamento de la nuestra. Según ella, solo se 
entiendo por impuesto al consumo cuando aquel recae sobro 
artículos importados que se han incorporado á la masa de mer- 
caderías que formen la propiedad de un Estado, y no cuando 
aa establece sobre artículos introducidos que aún conserven la 
condición y embalaje de sn origen y de su fábrica. Así lo en- 
tendió y resolvió la Suprema Corte norte-americana, como lo 
sienta Curtís, citado por el Jues Ormaechea en el Fallo XII 
citado, quo se presenta como modelo para el caso, transcribiendo 
las palabras del Juez Marshall que esponja la opíni-ju de la Su- 
prema Corte en un caso idéntico al do que tratamos, en los ai- 
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gn ¡entes términos: . . . *A1 presente es suficiente decir, en sen- 
tido general, que cuando el importador, disponiendo d« la coan 
importada, la ha incorporado y mezclado con la masa de la pro- 
piedad del país e»* »»a perdido, quiiá, su carácter distintivo de 
importación, pasando á quedar sujeta al poder de imponer dere- 
chos, del EaUrto : pero mientras permanece siendo propiedad 
del importador en su almacén, en la forma originaria de fardoa , 
bajo que ha sido importada, an derecho sobre ella es deman- 
do claramente un derecho sobre importadme*, para que pueda 
escapar & la prohibición de la Constitución, Es conveniente 
añadir que los principios sostenidos en este caso, son aplicables 
igualmente al de las importaciones de un Estado hermano. No 
hacemos distinción entre los impuestos sobre los artículos 
estrangeros y los sobre loa nacionales, » 

TIII 

El caso contenido en la causa XII de los Fallos de U Su- 
prema Corte, no es análogo al presente, puesto que en la ley 
saUeña allí transcrita : «Las casas donde se consigne ó capen» 
dan por mayor y de primera mano licores, pagarán cuatro 
tealea por barril de fino y un peso por el de aguardiente no se 
encuentra nna disposición análuga a ta del artículo séptimo de 
la ley tucumana. Es decir, no hay en la primera un artículo 
que espresamente imponga derechos al consumo, como en la 
segunda, el séptimo citado. De este sin duda infirió el Fallo de 
la Corte, que aquel impuesto era al consumo, y no á la circula- 
oioa. Finalmente, ai el impuesto en cuestión no ea repugnante 
á los preceptos de la Constitución, el Juzgado no acierta ni 
acertaría á figurarle el caso en que se contraviniese & ellos 
imponiendo derechos A la circulación, dentro de la República 
de los productos de su propia elaboración. 
Por estos fundamentos, declaro: que la ley de esta Provincia 
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que impone derechos á los Tinos elaborados en la de San Juan 
T de allí importados, al mt consignados ó rendidos en «te 
plut en barriles ó pipas en que vinieren, es repugnante á la 
Constitución Nacional. En consecuencia, ordeno qoe Don 
¿bruñan Medina se abstenga de cobrar el impuesto en cuestión 
i José Benci y O. Asi lo resurlvo, y ordeno en Tucuman en 
mi despacho, £ veinte de Abril de mil ochocientos ochenta y 
dos. Hágase saber con el original y repóngase los sellos. 

Benigno Valtejo. 

Mi. ém ta **rtm 

Bueno* Airei, Octubre % de 1883 
Vistos t y considerando : Que la ley en cuestión déla Pro- 
vincia de Tucuman, prescribe que «toda carga de vino en 
barriles ó en botellas, de los que se fabrican en la República, 
que st consignen ó vendan para el consumo público, pagará 
dooe reales fuertes por cada carga, y un real fuerte por cada 
docena de botellas, de las que vengan en cajones» ; 

Que este derecho importa un impuesto sobre artículos de 
producción, nacional por el hecho de introducirse de una Pro- 
vincia á otra» y estando aún bajo el mismo envase y acondicio- 
nemiento en qne han sido introducidos, y sin que se hayan 
incorporado al capital de la Provincia ; 

Que por el artículo dies de la Constitución, es libre de dere- 
chos en el territorio de la República, la circulación de los 
efectos de producción ó fabricación nacional, así como los 
estrangeros, despachados en las aduanas estertores; 

Que en el presente caso no se trata de la resolución de una 
cuestión en general, ó en términos abstractos, sinóde un juicio 
incoado por demanda y por repuesta, y que fallado en Primera 
Instancia ha venido en apelación ante esta Corte ; 
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Por estos fundamentos y los concordantes de 1* sentencia 
ipelada de foja trectf Tuelta. se confirma esta, con costas. 
Satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, def üél- 

J. B. GOROSTIAÜA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. 
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D. Conitantino Temes Garda, contra el Agente de la *Mala Real 
Inglesan; sobre devolución de precio de transporte. 



Sumario.— Xa empresa de transporte no está obligada & 
devoUer el precio de pasages estipulado para ciertas personas, 
y de los que han usado otras con consentimiento de estas. 



Cojo.— Lo esplica e) 

del latí Federal 

Bueno* Aires, Abril 30 de 1883. 
Vistos estos autos de los qoe resulta : Primero: Que con fe- 
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cha tres de Mayo de i 880 D. Constantino Temes García, de na- 
cionalidad español, contrató con la empresa de navegación á 
vapor denominada «Mala Real Inglesa* el transporte desde el 
puerto-del Carril, en España, basta esta ciud.td, de ocho perso- 
nas de su familia, abonando por sus pasages la cantidad de 
sesenta libras esterlinas, por la que le otorgó el agente de dicha 
compañía residente en esta ciudad, el recibo de f. 4. 

Segundo: Que no hubiendo conducido la compañía sinó dos 
de las personas referidas Begun la esposicion del recurrente en 
el escrito de f. 5, se presentó deduciendo demanda ordinaria 
en forma contra D. Enrique L. Oreen, agente de la Muía Real, 
para que se le condene á la devolución inmediata de cuarenta 
libras por Indiferencia señalada, sus intereses y costas. 

Tercero : Que corrido traslado de la demanda contestó Oreen 
& f. 26 manifestando, que efectivamente en Mayo de 1880 
Temes tomó pasage de 3' clase para ocho personas de su fa- 
milia, como resultaba del boleto que con su correspondiente 
versión al español acompañaba : que seis de esas personas se 
embarcaran para esta en 28 de Octubre del mismo año en el 
vapor «Tient» habiéndose rehusado á hacerlo las otras dos, que 
como Temes insistiera en sostener que su familia no habia 
venido, hicieron averiguaciones, llegando á taber que aquel 
habia negociado en España el pasage que tomara para su fami- 
lia, embarcando otras personas en sustitución, poniendo el 
nombre de los que figuraban en el boleto ; que esto demuestra 
que se ha hecho uso del boleto que la agencia le espidió á 
Temes ; que sí en logar de las personas ei¿ él designadas ha- 
bían venido otras, estn hecho proviene exclusivamente de culpa 
del tenedor del boh to y no de la empresa ; y que aquel lo ha ena- 
genado fallando á los derechos que ese boleto ledabn, pue¿ era 
completamente personal, por lo que pedia no se hiciera lugar á 
las pretensiones del actor. 

Cuarto : Que habiéndose dado traslado A este de los docu- 
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mentog presentados por el demandado, espuso en el escrito de 
f. 41, que era falso que hubiese beneficiado los pasagea en 
España 6 hubiese contribuido á ello; que tampoco era cierto 
que le hayan entregado el boleto que se pretende hacer figurar, 
pues si así fuere, lo habrían hecho sellar con el sello de la 
Agencia originaria de Buenos Aires. 

Quinto: Que la causa fué recibida á prueba para que se 
justifique la tacha de falsedad puesta al boleto de f. 19, no ha- 
biéndose producido ninguna dentro del término legal, 

Y considerando : Primero: Que del documento agregado á 
f. 44 resulta que con el referido boleto se embarcaron en el 
vapor -(Trent» de la misma compañía, de que es agento el 
demandudo, y con destino á esta ciudad seis personas entre loa 
cuales figuran las dos hermanas del demandante Evarista y 
Fermina Temes, que este reconoce haber llegado efectivamente 
sin que haya insinuado siquiera que hubiesen tenido que ser- 
virse de otros billetes de pasages, — lo que induce á establecer 
que han venido con el boleto exhibido por la agencia, de donde 
se deduce en primer lugar, que este es auténtico, y en segundo 
lugar, que ha estado en manos de las personas para quienes fué 
destinado. 

Segundo : Que la única observación que se ha hecho contra el 
contenido del referido documento en cuanto el hecho del em- 
barque de las seis personas en él nombradas, es que algunas de 
las que al í figuran llevan el apellido de García que no es el de 
Temes para quienes fueron tomados los pasages, sin desconocer 
empero, que el embarque tuvo lugar mediante el boleto def, K 
hi'cho que no ha podido producirse sino por actos procedentes 
délos U-ncdores del bihete, de modo que solo 4 ellos les es 
imputuble, si en %ezde unas hivn venido otras personas, lo que 
eiime de toda responsabilidad á la empresa, la cual en uso de 
su derecho, ha podido aceptar la transferencia de los pasagea i 
loa terceros. (Art 1274, Código de Comercio). 
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Tercero: Que el demandado reconoce ain embargo, qne doa 
de Us personas que debían embarcarse rehusaron hacerlo, lo 
que importa una rescisión voluntaria del contrato de transporte 
antes de principiado el viage, en cuyo caso conforme Alas esti- 
pulaciones contenidas en el boleto de f. i9 y lo dispuesto en el 
inciso % articulo 1474 del Código de Comercio han perdido la 
mitad del precio del pasage. de suerte que solo tienen derecho 
i exigir la devolución de la otra mitad. 

Por estos f andamentos fallo, qne D. Enrique L. Green agen- 
te de la «Mala Real Inglesa» devuelva 4 D. Constantino Temes 
García la mitad del precio de dos pasages de tercera clase 
según el valor que tenían cuando fueron contratados, absol- 
viéndosele de la demanda; y cida parte pague sus costas. 
Notifíqueee original y repónganse los sellos sin mas trámite. 

Virgilio Tedin. 

> 

Buenos Airei, Octubre 6 de 1883. 

Vistos i Kesultando que el boleto de pasage presentado en 
estos autos, ha sido otorgado en Buenos Aires y entregado á la 
familia del demandante; puesto que como este mismo lo reconoce, 
han hecho uso de él, do* hermunas suyas junto con otras perso- 
nas anotadas al dorso de dicho boleto ; de donde se deduce que 
estas no hm pulido hacerlo sin el espreso convenio y consenti- 
miento de aquella; 

Por esto y los fundamentos de la sentencia apelada, se con- 
firma esta con costas. 

J. DOMWCTJEI. — «LADISLAO FMAS, — 
S. M. LASP1UR, 
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U. Domingo Hojas contra l), Francisco Billa; sol/r,> cumplimiento 

tle un convenio. 



Sumario.— i° Siendo claro el objeto de la demanda, debe re- 
solvere sobro él, prescindiendo de las palabras que se han em- 
pleado en la reducción del escrito. 

2* Kl que lia convenido en transferir & otro e! us.i romun de 
la na. que 1c corresponde en nna Acequia, sin condiciones, 
debe darle y asegurarle diclio uso, y pagarle los perjuicios 
cansados por no balerío herbó. 



Caso.— D. Francisco Billa convino en dar ;í D. Domingo 
Rojas, veinte nudras de terreno, agregando: «A ma* la ace- 
quia que hoy tienen, quedará en BOciedad». 

Hojas espumo que L>. Alfredo Launa, socio de Billa, le impfdía 
el uso de la acequia que él por ,sí y por Llíuús hubia convenido 
en darle en sociedad. 

Entretanto la acción pro socio. pidió se condenara á Billa ;i3 
cumplimiento det convenio, y á pagarle lo> daños y perjuicios. 



T. XVII. 
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t allo del Ju» de Sección 

Santiago .leí Kslero, Junio 26 de 1883. 

Y ñatas: estos autos iniciados p>r el Dr. D. Benjamín Gi- 
ménez, en representación de D. Domingo Hojas, contra LX 
Francisco Billa, por falta de cumplimiento de una transacción 
e* indemnización tic duimsy perjuicios, de cuyo e samen resulta: 
Que con fecha 3 de Agosto de m% los Sres. Fraucisco Billa y 
Domingo Hojas celebrarou una transacción que corre á f . 6, 
por la que el primero cede al segundo una área de terreno y se 
declara que la acequia que tiene, queda cu sociedad ; Que en 
fecha 15de M»yo f Rojas se presenta por medio de su apoderado 
Giménez demandando á Billa por no haber cumplido la tran- 
sacción ya citada en su parte referente al uso y goce de la 
acequia y exigiéndole le indeimiize los daños y perjuicios que 
le lia causado el hecho de no poder usar de la acequia; Que 
Rojas entabla la acción pro socio nacida de la cláusula en que 
se declara que la acequia quedaba en sociedad ; Que corrido 
traslado de la demanda á Billa, este maniüesta que conceptúa 
improcedente la demanda de Rojas por cuanto hace nacer la 
acción que contra él deduce de la referida cláusula de la tran- 
sacción que declara que la acequia queda en sociedad ; Que no 
existiendo, en verdad, semejante contrato de sociedad, por mas 
que se use de ese término en la transacción, no ha podido 
Hojas ejercitar la acción pro socio que ha entablado en su 
contra ; Que no existiendo los elementos jurídicos constitutivos 
del emirato de sociedad, según el Código Civil, no existe aquel, 
por mas que las partes hayan hecho uso de esa palabra; Que 
corrido nuevo traslado á Hojas, contestó que no es del todo 
exacto que no haya sociedad entre Hojas y Billa ; Que aunque no 

la hubiera, siempre tendría derecho de exijir de Billa el cuín- 
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plimiento de la transacción en todas sus partes ; Que sea nomi- 
nado ó innominado el contrato, tiene siempre acción contra 
Billa como cesionario de sus derechos en la acequia en cuestión 
siendo Billa el pedente ; Que corrido nuevo tra-lado á la parte 
Üs Billa, éste insiste en los argumentos aducidos en su primer 
escrito de f. 13, reforzándolos con otros concordante*, y pidien- 
do por tanto, no se haga lugar á la demanda entablada por 
lío jas ; Que no puede cambiarse por Rojas la acción eu que 
funda su demanda, después de contestada esta ; Que en conse- 
cuencia, el Juez debe fallar sobre la acción pro socio deducida 
por Rujas ; Que esta es inadmisible desde que no existe en 
realidad contrato alguno de sociedad. Y considerando : que es 
cierto que en el escrito de demanda de f. 7, se intenta por Rojas 
la acción pro socio fundándola en la cláusula de la transacción 
que dice que la acequia que tieue, queda en sociedad ; Que esta 
solo existe en verdad, cuando se reúnen todos los elementos 
jurídicos constitutivos según la ley civil (art. I o , Cap. I o , Tít. 7 o , 
Sección 3% libro 2', Cód. Civil), de aquel contrato; Que como 
lo dice la parte de Billa, en el presente caso, no concurren todos 
esos elementos indispensables y esenciales para la existencia 
del contrato de sociedad ; Que no puede ser en manera alguna 
facultativo de tas partes el dar a »n acto jurídico, un carácter 
quu la ley no le da, no produciendo el ros efectos que los que esta 
le reconoce «presamente, cuando se llenan sus requisitos ; 
Que Rojas no puede cambiar su acción una vez contestada la 



demanda (art. 58, Tít. VIII, ley de Procedimiento Nacional, de 
16 de Setiembre de 1863); Que basándose la demanda de Rojas 
en la existencia de una sociedad que no existe, y deduciéndose 
la acción pro socio, con arreglo a ella debe ser fallada la causa. 
(Art. 3-, Tít. («.Ley de Procedimiento Nacional de 1863) es 



Por estas consideraciones y las concordantes aducidas en 
los escritos de f. 13 á 17, y f. 21 á 29; no se hace lugar con 
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costa» á ia demanda entablada por Rojas contra Billa, fundada 
en la acción pro socio. Repuestos los sellos, archívese esto 
espediente. Hágase saber. 

I\ Oiaechea y Alearía 



Ráenos Airea, Delibre 3 Je 1883. 

Vistos: Considerando que, cualesquiera que sean las palabras 
empicadas por la parte de Rojas en su demanda, resulta cla- 
ramente que el objeto de ella es obligar á Don Domingo Billa al 
cumplimiento de la transacción (1 ■ foja tres, en la parte que se 
refiere á la acequia construida por él y Don Alfredo Lanus ; 
que del tenor de la cláusula respectiva de dicha transacción, se 
desprende con igual claridad que Hilla quiso por ella trasferir 
y trasürió a Rojas la propiedad y uso común de la paria que en 
dicha acequia le correspondía: que líilla está por consiguiente 
obligado á hacer efectiva esa transferencia, dando y asegurando 
á Rojas el uso de la acequia, según lo convenido ; V que esto, se- 
gún la transacción, no está sujeto a condicione* que deben ser 
préviauienle cumplidas por Rojas. Por estosfundaraentos.se 
revoca la sentencia apelada,y se declara que líilla está obligado 
á dar cumplimiento ú la cláusula mencionada y á satisfacer á 
Rajas los daños ó intereses que justifique haberlo ocasionado 
la demora. 

j. B. KOÍIOSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
LLADISLAQ FlUAS. — S. H. LASP1UR.— 



DE JUSTICIA MACIOSAL 



109 



CAUSA CVIII 



Contienda de competencia mire el Juez de Primera Instancia 
de ta Capital y el de Primera Instancia de la Provincia de 
Hítenos Aires, en la sttccsñm de tí. lletiito t ¡alindes. 



Sumario.— I a En las contiendas de competencia entre un 
Juez de la Capital ríe la Nación y un Juez de Provincia, y en 
las rc'aliTiis ¡í juicios universales de sucesión, corresponde á la 
Suprema Corte Federal decidir quien es :*1 Juez competente. 

2 ' El Juez competente para conocer en un juicio tesiamen* 
tario, es el del último domicilio del difunto, y este es donde el 
fiuado tenia el centro principal de sus negocios. 

Caso. — D. Benito Galinríiz, retino del Saladillo y Diputado 
á ¡a Legislatura de Buenos Aires, hallándose en esta ciudad, 
falleció el 12 de Mayo de 1883. 

Su albncea testamentario pidió la apertura de la sucesional 
Juez de Primera Instancia de ta Capital de la Provincia de 
Buenos Aires, J la viuda del finada la pidió ante el Juez de 
Primera Instancia de la Capital de la Nación. 

Los dos Jueces se declararon competentes, y la contienda fue 
el erada para su resolución á la Suprema Corte Federal. 
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AUTO DEL HEZ DE PRIME» A INSTANCIA DE LA CAPITAL DE LA 

SACIO?» 

Buenos Aires, Junio 21 de 1883. 

Aatos y vistos : Considerando que la presente cuestión de 
competencia se ha promovido ante esto Juzgado adoptándose 
por el que la propone el medio inhibitorio en ejercicio del dere- 
cho que acuerdan los artículos 410 y íl2 del Código de Proce- 
dimientos, que rijeu en el presente caso por la intervención de 
jueces que ejercen difereutea clones de jurisdicción ; que com- 
probada por la partida de defunción del causante, f, 5, que á U 
época de au fallecimiento tenia su domicilio en esta ciudad, 
debe estarse al precepto del artículo C3i de dicho Código : Vor 
esto y los fundamentos del escrito de f. tiy 16 y los de la 
precedente Vista del Agente Fícal, declárase competente el 
Juzgado para continuar conociendo en el presente juicio testa- 
mentario | al efecto, líbrese oficio inhibitorio al señor Juez de 
la Capital de la Provincia, acompañándose testimonio del dtado 
escrito, Tinta üscal, y del presente auto, en observancia de lo 
dispuesto en los artículos 415 y 417 del Código citado, 

UEJiJAMIN DASUALDO. 

Ante mí : Ei/u ardo Mam illa 

AUTO DEL JLEZ BE PRIMERA INSTA SCI \ DE LA CAPITAL DE LA 
PKOVinClA DE M.LSOS AIHES 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1883. 

Aut->a y Vistos, y Considerando: i" Que en los presentes 
autos se tr.ita de res dver quien es Juez competente, para en- 
tender en el juicio tesuim iiUrio do D. Benito J. Galimlez, 
muerto en la Capital de la Eepública y que tenia su domicilio 
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constituido en el Pueblo del Saladillo, 
á la Provincia de Buenos Aires. 

2» Que la contienda de competencia suscitada» es la qoe los 
autores y el Código de Procedimientos vidente llaman contien- 
da de atribuciones ú simplemente contienda de competencia, y 
son llamadas asi las que se suscitan entre Jueces que tienen 
un mismo fuero, y solo se pro mu eren por razón del domicilio de 
las personns ó lugar de lusco»*, 

3 o (Jne tratar la cuestión bajo el punto de vista de si debió ser 
la declinatoria ó la inhibitoria la que debió intentarse, oreo 
no ser de ninguna importancia su resolución, tanto mas que la 
inhibitoria es la única que puede resolver el caso, desde el mo- 
mento de tratarse de Jueces, que si bjeti tienen un mismo 
fuero, es decir, la roiup' teucia civil, la jurisdicción territorial 
que es la cuestión, no es la misma ; uno es el Juez de la Capital 
de la República y otro de la Capital de la Provincia, y la con- 
tienda de eompetetiHa, e< oV'ir, la inhibitoria por sus trámites 
es la que puede dirimir la cuestión, por intermedio de la Su- 
prema forte Nacional. 

4 o Aceptada la cuestión de competencia por inhibitoria, como 
trabada, y con>ideráudose ambo* Jueces con autoridad para 
entender en el juicio sucesorio de Benito J. (¡alinde*, toca A 
este Juzgado fundar las raxnu-s que obran en su espíritu paTa 
creer que es de su competencia, y así lo declara. 

La cuestión que resuelve por completo es la siguiente: 
¿Cuál es el domicilio del cansante, su domicilio permanente, el 
Saladillo, lugar del testamento, ó su domicilio temporal, la Ca- 
pital de la República, lugar de su fallecimiento? 

5» Para resolver esta cuestión, el Juzgado entra al examen 
jurídico de nuestras leyrs patrias en lo tocante a domicilio. 
Primera cuestión: ¿ Cómo t'l se adquiere ? ¿ Cómo se conserva ? 
¿Cómo se pierde? Bastará para ello estudiar el título Q", L. 1% 
Sec. V «Del domicilio», no solo por las disposiciones legales de 
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nuestro Código Civil, sínú también por los comentarios de los 
autores de esa ley, de quienes copia el autor del Código Civil 
Argentino, autores que á su vez copiaron, modificando las leyes 
Romanas sobre el domicilio, los autores francés s de la ley de 
domicilio en Francia Moiiricaufty M. Malberbe). 

El artículo 1* de nuestro Código Civil, sobre h cuestión a 
tratarse, dúe en su primera pirte, terminantemente, que el 
domicilio real de las personas es el lugar dónde tienen estable- 
cido el priucip.il establecimiento de su residencia y de sus ne- 
gocios. ¿Cuál es el domicilio di- Benito J. (¿alinde**? El pueblo 
del Saladillo. Así lo aseveran los testigos libres de toda taclia; 
así también lo determina el testamento - errado que tiene como 
lugar de su otorgamiento ese pueblo ; y así resulta de autos por 
ser esa localidad el asienlo principal de sus negocios. 

Pero el doiní ¡lio designado por ese urtinilo es el domicilio 
real, es decir el domicilio por el uso y goce de sus derechos 
individuales, asiento de su residencia y de sus negocios, po- 
diendo tener, por lo tanto, otro domicilio, lugar de su familia; 
domicilio legal, cuyas determinaciones están en el artículo 2°. 
Henry Pión, p. 3, dice: que e<ta definición (del domicilio real) 
»olo indica el lujir donde está uní persona, no sien lo propia- 
mente la definición del domicilio ; consideraciones que pueden 
haber suscitado dudas en el ánimo del Juez que pide la inhibi- 
toria. 

Si bien esa duda piulo existir, ella cesa desde el momento 
que se concuerda con el artículo I" el artículo 5° que dice : «en 
el cuso de habitación alternativa en diferentes lugares, >d domi- 
cilio es el tugar donde se tenga la familia ó el principal esta- 
blecimiento >. 

Por el estudio comparado de estos dos artículos, se desprende 
que el domicilio real es al mismo tiempo el domicilio legal 
cuando la persona no tenga familia y tenga su establecimiento 
principal en el lugar del domicilio real. Todo esto consta de 
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mitos: he dicho que dos testigos así lo declaran, que el testa- 
mento está otorgad» en el Saladillo ; ah ira di¿o con las cons- 
ta uc i as di; autos, que su establecimiento principal era en el 
Saladillo (Estancia). 

l'or lo dicho se desprendí- que el domicilio real de Benito .1. 
«¡¿liudez, era el pueb! i del Saladillo, jurisdicción de la 
Provincia de Buunos Aires y partido de la jurisdicción territo- 
rial del Juez á quien se pide se inhiba. 

Veamos si al no ser el Saladillo domicilio real de Galiiidea 
¿cuál seria el legal? El artículo j* del Código f'ivil, título, 
libro y sección citado, diee : El domicilio legal, es el lugar don- 
de la ley presume, sin admitir prueba en cintra- que una perso- 
na reside de una manera permanente para el ejercicio de sus 
derechos y el cumplimiento de sus obligaciones; aunque «le 
hecho no este allí presente. 

En el escrito de f, 3 se dice que el domicilio de D. Benito 
J. Galindcz era el Saladillo ; qu-? allí era el asiento de sus ne- 
gocios y permanencia con carácter permanente, afirmación 
ratilicada á f. I por los señores Mariano A costa y Martin üer- 
raondo, firmantes del escrito de f, .'i ¡ Lngarde! otorgamiento del 
testanieuío cerrado, y partido perteneciente á la sección por la 
cual fué electo diputad *, 

El cargo de diputado no puede b iccr cambiar ni cambia id 
ánimo y faeL>del domicilio elejido, y una »*■ t determinado lia- ta 
el ánimo pira conservado. Ta a es así. que un largo viage no 
altera el domicilio, mientras no se demuestre el hecho de no 
permanecer en su anterior domicilio, ye! ánimo y Tacto de l uer 
otro, de una manera verdadera y con carácter de perpetuidad. 
Pothier, luga:* citado, artículo Ü. 

La ley roma ñaque tenia diversos domicilios, aceptaba la mu- 
danza de domicilio por la dignidad del cargo de diputado, pero 
entre nosotros no tenemos domicilio de dignidad «sino sim- 
plemente domicilio real y legal y domicilios especiales, no 
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perdiendo por lo tanto el domicilio por el solo hecho de aceptar 
el cargo de diputado,— cargo de carácter transitorio y periódi- 
co. Las f tinciones de los senadores romanos eran continuas ; y 
si bien adquirían un nuevo domicilio, no perdían el domicilio 
de oríjen. { Ley 2\ Lib. 9, Tít. 1" del Di gesto). 

Los senadores y diputados al Congreso Argentino, no pierden 
su domicilio re¡il y legal de las provincias que vienen represen- 
tando, pura cambiarlo por el lugar de la capital, sitio de sus se- 
siones, salvo el cuso que así lo determinen por hechos que no de- 
jen duda alguna que cambia su domicilio animo ij fado; de lo con- 
trario lo conservan en tmlo su vigor, de acuerdo con la ley civil. 

Estas opiniones, que están conformes y de acuerdo con la 
ley civil y su espíritu, pstán sostenidas por Maitadis, lib. III. 
p. 251 y siguientes, e lición de 1873, París; Zacharia, Det do- 
micilio, p. 118 y siguientes, edición de Paris ; Aguato Dar and, 
185; y por último por los sostenedores del prnyeeto del do- 
micilio presen Udo á la» cámaras legislativas francesas di' 1803 
para el Código Civil, MourUC.miet y M. Malherbe. 

Todos e llus es pl i can la raz m y las causas que dan el domicilio; 
razones sociales y civiles que han servido á nuestro codificador 
y forman el cuerpo de doctrina de nuestro Código Civil actual, 
y todos ellos dan como necesidad absoluta para el domicilio, 
ya el asiento principal de sus negocios, ya la residencia perma- 
nente para i l ejercicio de sus derechos (artículos 1 y % Código 
Civil, lngar citado) y cumplimiento de su* obligaciones y dando 
para conservarla el ánimo y el [acto. 

En estas consideraciones y fundamentos legales citados y 
principios ge «i era" es de derecho, este Juzgado críe que están 
resueltas las preguntas hceh;ts ¿Cómo se adquiere, cómo se 
se conserva, cómo ¿e pierde el domicilio? están' contésta las, 
$e adquiere por el ánimo y f icto; se conserva por el ánimo, 
y se pierde por el ánimo y facto de cambiarlo á otro lugar en 
carácter de permanente. 
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Aplicando estas conclusiones til caso sub jttdice, tenemos 
que D, Benito J. (¡alindes tomó su domicilio real y legal con 
ánimo y farto en el partido del Saladillo ¡ que Jo conservó con 
el ánimo y no I > perdió porque no tenia ánimo y facto de cam- 
biar á otro su residencia ui sos negocios. 

Esta última parto mareen algunas c 01 sideraciones mas por 
cuanto aceptó el cargo de diputado y citare los mismos autores 
Mauadie, Potliier, ZaeUarie-Maum >;it, M. Malherbe, que sos- 
tienen el principio jurídico de nuestro Código Civil, inciso 1, 
artículo 2. títulu citado, diciendo que Los empleos y cargos pú- 
blicos cambian el domicilio, cuando ellos son á perpetuidad ó 
irrevocables, pero que no lo cambian cuando son temporales, li- 
jando el domicilio de los primeros en el lugar en que desempe- 
ñan sus funciones desde el momento (le su aceptación, por 
cuanto presupone el ánimo y el facto de traslación al lugar de 
su destino, y nn siendo necesaria manifestación ulterior p ira 
asi determinarlo, queda determinado por el solo hecho de aecp- 




Xo sucede así en el segundo caso ; en las funciones tempora- 
les se supon.- que guarda su anterior domicilio y necesitan 
hacer una manifestación de ánimo y facto paa determinar que 
ha cambiado di» domicilio ; en caso do no existir manifestación 
¡ilguna, el domicilio es el que ha tenido antes de aceptar y pres- 
tar juramento del cargo para el cual ha sido elejido. 

Con referencia á este punto, el señor Manad, página 259, 
edición cilada, dice : he llamado temporal un cargo que es con- 
ferido por un cierto lapso de tiempo, en oposición ¡i los que su 
duración es ilimitada. Tu cargo revocable es aquel que puede 
ser retirado por la :¡ula voluntad de la autoridad que le lia 
conferido, á dift rencia de los cargos inamovibles de queno pueden 
ser despojados una vez que lo ha revestido, sitió por \.\ autoridad 
que lo nombró. Un cargo puede ser temporal ó irrevocable ; 
tal es el cargo de diputado, cuya duración está determinada por 
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la Constitución y que no puede ser declarado cesante en sus 
funciones sinó por las leyes reglamentarias de los cuerpos le- 
gislativos, ó por perder su capacidad civil. Malherbe, refirién- 
dose al mismo punto, dice: Las funciones públicas ó son 
temporales ó son de toda la vida ; y no es natural que todas 
tengan un mismo efecto con respecto al establecimiento del 
domicilio. El funcionario público por cierto tiempo, conserva 
casi siempre la esperanza de volver al lugar de su morada al 
tiempo del nombramiento. Concluida su misión seapresuraá 
restituirse á sus lugares, mayormente cuando espera allí la 
recompensa de sus servicios, el aprecio de .sjs conciudadanos 
y la consideración púbera. Se ha creído fñea justo darlo la 
facultad de conservar su domicilio, ni nie se cambie de otro 
modo une por la manifestación de su voluntad misma, La resi- 
dencia do un empleado per pe* tu a es siempre necesaria en el 
lugar en que desempeña su destino. Ninguna duda, pues, 
puede haber que esto lugar sea su domicilio verdadero. Su 
principal morada es allí ; y esto no puede ser contradicho tam- 
poco por la declaración de tma voluntad contraria. La ley no 
puede admitir una suposición tan abiertamente opuesta á la 
utilidad común. 

Aún cuando las disposiciones de nuistro Código no son las 
mismas que las del Código Francés, los principios generales 
del Derecho que los autores citados tratan son los mismos que 
deben tenerse en visti para la aplicación y el estudio interpre- 
tativo y concordante de todo el título tioi Domicilio de nuestro 
Código Civil. 

Nuestro Código también hace diferencias, en el inciso \ °, 
artículo % referentes á los funcionarios de carácter temporal 
periódicos ó de ¡-imple comisión ; excepción al principio general 
que el domicilie de un empleado es el del lugar de sus funcio- 
nes, empleos que deben suponerle vitalicios en todo buen go- 
bierno, salvo que los nombrados desmerezcan por bu mala 
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conducta ó por falta al cumplimiento de los deberes que su 
puesto les impone. 

Los fundamentos aducidos, principios generales del derecho 
citado, y las disposiciones del título estudiadas, inclinan mi 
espítilu ¡i pensar y resolver i|uu el juicio sucesorio de Benito 
J. Galindcz, es de mi jurisdicción y competencia, y de acuerdo 
con el inciso 7 del artículo % y vista fiscal de f. 50, decláralo 
así este Juzgado y debe procederá su apertura. 

En consecuencia ; coinunúiuese esta resolución al Juez Dr. 
Basualdo y elévense loa autos á la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, en la forma de estilo, U.-póriganse las fojas. 

Yalmttn M. Curutchel. 

VISTA DE I- SESOR PROCURADOR GENERAL 

■ 

Suprema Corte: 

«El centro principal do los negónos es el elemento principal 
para uYtcnui nar el domicilio di' las personas jurídicas o indí- 
v id nales». Série 1*. Tumo <J, p¡i<¡iiia 3ÍÍ5. 

Esta declaración de V. B., perfectamente de acuerdo con la 
regla primera y fundamental del * udiío Civil solire ta materia, 
resuelve, á mi juicio, sin vacilación, el presente caso. 

Consta que el tinado Galindcz tniia su residencia principal y 
el centro de sus nuncios en el Saladillo, Así lo declaran testi- 
gos «.mí merecen luda fi', y 1«> alirma el mismo tinado al otor- 
gar su testamento; su permanencia en esta capital, como 
Diputado, era RCcideatal y trausituria. Lo era, lajo el aoMfl 
punto de la residencia de la misma Legislatura, que lia deter- 
minado su traslación para una época no muy remota, y de la 
naturaleza del careo, notoriamente temporario y periódico.— 
Artículo 2", capítulo 6 o , libro i. Código Civil. 
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Sírvase V. p;. declarar esto competencia en favor del Juzgado 
de la Provincia. 

Eduardo Costa. 

tallo de la luprcm* Corle 

RueiUí Airea, Octubre 11 de 18St. 

Vistos : correspondiendo siesta Suprema Corte la decisión 
de la présenle contienda de competente, atento lo dispuesto 
por el artículo noventa y cuatro de la lty üu organización de 
los Tribunales de Justicia de la Capital y por el artículo terce- 
ro de la ley nacional de tres de Setiembre de mil ochocientos 
setenta y ocho, la Corte resuelve, de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador (írneral en su prece- 
dente vista, y por los fundamentos del auto de foja cincuenta y 
dos del Juez de la Capital de la Provincia de Buenos Aires, que 
este es el competente para conocer en esta causa. 

Remítansele en consecuencia estas actuaciones, y avísese al 
Juez de Primera Instancia de esta Capital. Repónganse los 
sellos. 

J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPIL'R 

m. d. piZAnno , en' disidencia). 

DISIDENCIA 

No teniendo esta Corte jurisdicción, ni por lo Constitución, 
ni por las leyes del Congreso, para resolver las competencias 
que se susciten entre loa Jueces ordinarios de las Provincias y 
de la Capital : siendo la jurisdicciun de esta Corte de te nn i mi da 
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por la Constitución, improrogable sobre personas y cosas abe- 
nas á ella, aún cuando las partes litigantes convengan en la 
prorogacion, según el artículo primero de la ley de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos ochenta y tres ; y debieudo con 
arreglo al artículo tercero de la misma, declararse, sm mas 
actuaciones, la incompetüiicia cuando claramente aparezca que 
la cansa no compete á la Justicia nacional ; se declara sin mas 
trámite que esta Corte es incompetente para conocer en la 
presente causa, llágase saber y devuélvanse los autos. 

M. tí. PlZAlUtO. 



CAUSA III 



D. Germán tturmeister contra doña Petrona C. de Iriondo, por 
contienda de competencia: sobre remisión de autos 

Sumario, — Al juez inferior que obstruyo el curso regular de 
la administración de justicia nacional, negándose á remitir los 
autos, para que la Suprema Corte dirima una contienda de 
emu pet rucia, debe oblkárseli; con apremio al cumplimiento de 
ese trámite, pasándose ademas lo» autos al Procurador Ge- 
neral . 
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Caso. — Espedidas las órdenes indicadas por el fallo de la 
Suprema Corte de 20 de Setiembre de 1883, el Juez Provincial 
de Santa Fé contestó que no podía mandar los autos por tener 
que resolver un incidente, y que no reconocía en la Suprema 
Corte el derecho de pedirle dichos autos. 



Buenos Airus, Octubre 1J tic 18HH. 

Kesnttaudo de la nota precedente que el Juez (le Primera 
Instancia de la ciudad de Santa Fé, doctor don Fudoro Rosas, 
rehusa, bajo infundados motivos y en términos irrespetuosos 
y depresivos de la autoridad de esta Suprema Corte, dar cum- 
plí miento á su resolución de fecha veinte de Setiembre, por la 
cual se dispuso que remitiera los auto -i pendientes en ese .Juz- 
gado, sobre mensura de un campo de propiedad del duutur don 
Germán Burmeistcr, y protesta d cinc ida po: do Tu l'etnma 
Candioti de Iriondo : Y considerando que esa providencia fin- 
dictad;) con el objeto de decidir la competencia promovida al 
espresado Juez por el (le Sección de la Provincia de Santa Fé, 
habiéndole dirigido con este motivo diversos oficios, sin que 
rn diez y oclio meses transcurridas haya recibido contestación 
á niriL'Uno de ellos, faltando así el Juez de Primera Instancia al 
deber que para tales casos le impune la lev : — que este tribu- 
nal es el único competente p:i ra decidir esa clase de contiendas, 
v no debe permitir que un juez inferior de Provincia, proce- 
diendo arbitrariamente, obstruya el curso regular de la admi- 
nistración de justicia nacional ¡ por estas razones, pídase al 
Poder Ejecutivo el auxilio de la fuerza pública para que por 
medio de ella, se saquen del dicho Juzgado de Primera Instan- 
cia de la ciudad de Santa Fé, los referidos auto* y se traigan 
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ante e*ta Corte, dirigiéndola al efecto el oficio correspondiente, 
con testimonio de la nota y auto del Juez de Sección, fecha diez 
y ocho de Agosto último, de la fiata del señor Prucurador 
General, del auto dictado por este tribunal en veinte de Se- 
tiembre último y de la nota precedente del Juez de Primera, 
Instancia. Y á loa demás fine* á que haya lugar ¡ atentos los 
términos de la contestación de dicho Juez do Primera Instancia 
pase el espediente en vista al señor Procurador General. 

J.B. ÜORSOTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
I'LAÜISLAO FI1IAS. - S. U. LASP1UR 



CAUSA CX 



Echesortu y Vasas, contra Malhnann y C* f por danos y perjui- 
cios ; sobre nombramiento de arbitros. 



Sumario.— Ka los casos que no son de arbitraje forzoso, para 
fijar el importe de los perjuicios, no puede obligarse á las 
partes á nombrar árbitros, sino tan solo peritos para ilustrar 
con su dictámenal Juez que debe resolver. 



t. xvu 



9. 



JCJ-, ... .. 
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Como.— En los autos seguidos por Mallmariti j O, contra 
EchesorU y Casas, para no espender la cerveza marca caballo 
con gioete, de la fabrica Deettmaun y Sauerlander (Aacuen), 
quedó ejecutoriada U sentencia por la que no se hizo lugar á 
la demanda, y se mandó nombrar perito p ira apreciar los per- 
juicios causados á Kchesortu y Casas por habérseles impedido 
el eapendio de la cerveza. 

Las partes nombraron peritos, que tramitaron el asunto co- 
mo una causa ordinaria, llegando al punto de hacer alegar de 
bien probado. 

Presentados los aíegatos, los peritos p idieron próroga, por 
do poder laudar dentro del poco término que les quedaba. 

Echesortu y Casas se negaron, y los peritos presentaron m 
renuncia. 

Llamados ú juicio verbal, Echesortu y Casas dijeron que se 
negaron á conceder mas término, porque el procedimiento de 
los peritos era irregular, y obraban como arbitros para resol- 
ver, cuando no podian ser sino peritos para ilustrar el Juzgado ; 
y que ellos no estaban dispuestos á nombrar árbitros. 

El Juez declaró que los peritos, sea que se les llamase así ó 
árbitros, debiau resolver el quantum de los perjuicios; y resol- 
vió que las partes prorogáran el término A los nombrados, 6 
nombrasen á otro.*, que resuelvan. 



Buenos Aires, Octubre 13 de 1883. 
Vistea y considerando: Que no es este un caso de foreoso 
arbitraje, en virtud de disposición legal que haga necesario 
este procedimiento ante jueces especiales para la fijación del 
quantum de las indemnÍ2fleiones que deban abonarse por daños 
y perjuicios; Que la sentencia ejecutoriada de foja ciento veinte 



DE Jl'flTICfA SACIOTML 



123 



y ocbo, ordena el nombran) ¡unto de peritos y no de árbitros ; 
Que no se puede confundir el d ir Lamen pericial para mayor ilus- 
tración del Tribunal que ha dft pronunciaren la causa, con el 
laudo ó sentencu de los jueces árbitros, que ejercen en ella ver- 
dadera jurisdicción ; Que aunque los nombrados lo hayan sido 
en este carácter, no existe compromiso formal de sujetar ía cavisa 
á la decisión de jueces arbitros; Que nadie puede ser aneado 
contra su voluntad déla jurisdicción de sus jueces naturales ; 
Que, en todo caso, el término señalado por el acta de foja 
ciento cincuenta y cuatro á los nombrados en ella, ba espirado 
tinque euos huyan llegado á pronunciare ó laudar en la cau- 
sa; Que vencido el término que les fué acordado, no hay obli- 
gación d« acordarlo de nuevo, cuando no se ha contraido 
voluntariamente esta obligación, ni se encuentre el caso com- 
prendido en los de arbitramento forzoso. — l'or estas considera- 
ciones, se revoca el autoaprlado de foja ochenta y siete vuelta, 
segundo espediente, y se declara que las partes delicrf nombrar 
peritos y no árbitros, como está ordenado en la sentencia de 
cuya ejecución se trata ; debiendo continuarse la causa ante la 
jurisdicción ordinaria, con arreglo 4 las leyes tfí procedimien- 
tos.— Hágase saber original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

j. no mi ser ix — uladisi.ao frías. — 

S. ». LASP1UR. — M. O, PIZ.VRIIO. 



CAUSA €XI 

■ 

Contienda de competencia entre el Juez de Primera instancia 
de Corrientes y el de Primera instancia de ta Capital de ta 
Nación, en la causa de la Testamentaria de D. Robustiano 
Lagraña, contra la Testamentaria delK Manuel t. Lagraña. 



Sumario.— i° Suscitada contienda con un Juez Nacional, y 
remitidos los autos por ambos jueces para que la Corte la 
dirima, sin bacer cuestión sobre la jurisdicción de la misma 
para dirimirla, la Corte debe proceder á resolver. 

2' El Juez de la Test a mentar i a demandada, es el que debe 
conocer de la acción personal deducida contra ella por la Tes- 
tamentaria demandante. 

Caso. — Lo esplicala siguiente 

VISTA DEL SEÍlOR PROCURADOR GENERAL 

.Suprema Corte : 

Dueños Aires. Julio 20 de 1882. 
En Febrero ite 1881* doña Flora Lagraña de Labongle J su 
Lijo el Dr. Labougle, se presentaron ante el Juei Civil de la 



ProTincia de Corrientes» pidiendo que D. Manuel L Lagraña 
les hiciese entrega de los bienes quedados por mnerte de D. 
Robustiano Lagraña, de coya sucesión decían eran ellos here- 
deros, y había sido albacea administrador, y debia rendir 
cuentas, D, Manuel Ignacio. 

Citado dicho I>. Manuel Iguaria, que residía en esta ciudad, 
compareció ante el Juzgado de Corrientes, y dijo: que no tenia 
inconveniente en que se hiciera la entrega de los bienes que 
constaran de inventario; y que, en cuanto á la rendición de 
cuentas, ninguna tenía que rendir, por cuanto nunca había sídu 
administrador. 

Kn vista de esta contestación, la señora Lugraña y el Dr. 
Labougle entablaron formal demanda, siempre ante el Juzgado 
de Corrientes, contra el espresado I). Manuel Ignacio, por 
rendición de cuentas y entrega de gran número de ganados 
correspondientes á la sucesión de ü. Robustiano, de la que 
insistían en atirmar habia sido albacea administrador. 

Antes de contestar la demanda, falleció en esta ciudad D. 
Manuel Ignacio, 

Citados sus herederos, en Mayo de 1882, pidieron se les diera 
vista para contentarla. 

En este estado, los herederos de D. Iíobust ¡ario, dos años 
después de iniciada su primer gestión, cambian de dirección, y 
se presentan ante el Juzgadu de la sucesión de U. Manuel Ig- 
nacio, abierto en esta Capital, pidiendo se librára eih >rto al 
de Corrientes, para que remitiera los antecedentes. 

Con este motivo háse suscitado esta competencia. 

Basta la simple espoaicion que dejo hecha, para demostrar 
que debe ella ser re&tielta en favor del Juzgado de Corrientes. 

La demanda contra 1). Manuel Ignacio, es un incidente de 
la sucesión de ü. Robustiano. El juicio testamentario de este 
tinado, no es menos universal que e. de D. Manuel Ignacio y 
no hay razón para que no ejerza la misma atracción universal. 
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La rendición de mentas afecta, ó puede afectar, todo el 
juicio testamentario. Et Juez que de ella coneja, debe tomar 
conocimiento del nombramiento de albacea; de la facción de 
inventarios; de la declaración de herederos, y demás inciden- 
tes qne con la sucesión se relacionan. Esta rendición puede 
afectarla misma cuenta particionaria, j no es diTícil interese 
á loa legatario-! y acreedores, que en tal caso debieran ser cita- 
dos. No es, pues, posible, atribuir sn conocimiento á otro Juez 
que al de la sucesión. De otra manera, resultaría en el presente 
curo, por ejemplo, que á titulo de juicio universal, el de D. 
Manuel Ignacio, radicado en esta Capital, vendría á atraer 
¡i sí el conocimiento de toda la sucesión de D. Robustiano, radi- 
cada en Corrientes. Es fádl calcular los inconvenientes sin 
número que un procedimiento semejante inferiría í todos tos 
interesados; herederos, acreedores legatarios etc. 

Húse suscitado esta competencia entre un Juez de Provincia 
y un Juez de la Capital ¿Corresponde su conocimiento á 
V. £., ó á la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la misma 
Capital ? podría preguntarse ¡ 

La ley que organizó los Tribunales de la Capital, solo se 
refiere á la competencia entre las Cámaras que creaba, dejándo- 
la á la decisión de esta Corte. 

La ley de 14 de Setiembre confiere á V. E. la facultad de 
dirimir las competencias sobre jurisdicción de los Jueces Na- 
cionales. 

La misma ley usa indistintamente el calificativo de Nacional 
ó Federal, en relación á los Tribunales de la Nación; y en 
estricto rigor, podría decirse que el artículo citado se referia A 
los Juecea de Sección, tanto mas cuanto que los de la Capital, 
no estaban creados, ni aún se pensaba crearlos. 

No obstante esto, pienso que subsiste la regla general, que 
rije también cou respecto á la jurisdicción militar. 

Los Juzgados de la Capital han reemplazado en la Capital á 



la justicia ordinaria, y ocupan, puede decirse, el lugar de loa 

de Provincia.— Ademas, en la competencia entre la jurisdicción 
de un juagado de la Capital j la de otro Provincial, está inte- 
resada la soberanía de una Provincia, y es entonces natural 
sea V. E.la autoridad llamado á decidir. 

Es, por tanto, mi parecer que vuelva V. E. lo* antecedentes 
remitidos, al Juzgado de Corrientes, para que continúe los pro- 
cedimientos á que haya lugar. 

Eduardo Costa. 



Vmttm de I» lufream C#rt* 



Buenos Aires, Oelulire 18 Je 1883 



Vistos es tus autos formados con los espedientes remitidos 
por el Juez de Primera Instancia en lo C'i?il de esta Capital y 
por el de igual clase de la ciudad de Corrientes, en los que el 
primero promueve al segundo contienda de competencia por 
iuhibitoria. cara conocer en la demanda 





de puados ó de su 
importe, autos en que ambos Jueces se han declarado compe- 
tentes, y que han venido ante esta Suprema Corte, para que 
sea por ella decidida la cuestión. 

Considerando en cuanto á la jurisdicción de esta Cortejara 
la resolución de la presente contienda de competencia : 

Primero: Que este panto no ha sido puesto en cuestión ni 
por las partes ni por los Jueces, quienes han remitido sus 
respectivos espedientes, sometiendo á la Corle su resolución ; 

Segundo: Que tas autoridades judiciarias de la Nación nunca 
proceden de oficio y espontáneamente, ni deciden por vía de 
medida general, según lo dispuesto por e) artículo segundo 
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de la ley de die* y seis de Octubre de mil 
y des. 

Tercero: Que para que un Juez Nacional pueda desechar de 
plano una demanda, es preciso que de ella aparezca claramente 
qae la causa no compete á la justicia nacional. (Artículo ter- 
cero de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia de loa Tribu- 
nales Nacionales); 

Cuarto : Que por el artículo diez y siete de la misma ley, se 
atribuye á la Corte Suprema la decisión de las competencias 
que se susciten á instancia de parte. sobTe jurisdicción de los 
Jneces Nacionales ; 

Por estas consideraciones, la Corte declara que tiene juris- 
dicción para resolver la presente contienda Úa competencia. 

Considerando, respecto al fondo de la cuestión, que esta Ca- 
pital es el lugar del domicilio que el finado don Manui-I Ignacio 
Lagraña teuia á su muerte, y que h demanda entablada contra 
su testamentaría por los herederos de don Robustiar.o Lagraña 
es por acción persoual, la Corte resuelve, con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo sesto, título Ite la sucesión. Código Civil, 
que el Juez de Primera Instaucia en lo Civil de esta Capital es 
el competente para conocer y decidir dicho asunto. Remítasele 
en consecuencia estos autos y avísese al Juez de Primera Ins- 
tancia de la ciudad de Corrientes. Repóngase los sellos, notifí- 
quese con el original. 

J. B. GOnOSTUGA. — J DOMINGUEZ. — 
I LADISLAO N1US. — ■ S. H. LASPIUH. — 

m. r>. pizarko (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Un doble motivo determina mi disidencia de la resolución de 
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esta Suprema Corte en el incidente de competencia suscitado 
entre el Tribunal de Primera Instancia en lo Civil, de esta 
Capital, y el de igual clase de la Provincial Corrientes, para 
eonccer en la demanda entabluda por los sucesores de don 
Robusliano Lagraña, contra el albacea de su testamentaria, don 
Manuel Ignacio Lagraña, y por fallecimiento de ésto contra sus 
herederos y sucesores, sobre rendición de cuentas y responsa- 
sabilidad civil del albaceazgo y administración de bienes de 
aquella primera «Mesion í cargo del causante de esta última. 

Juzgo, en primer lugar, que esta Suprema fVte carece de 
jurisdicción para resolver la competencia suscitad* entre l^s se- 
ñores Jueces de una y de otra sucesión : en segundo lugar, que 
dada la jurisdicción de la Corte para pronunciar en el incidente, 
la competencia debe resukerse en favor de la autoridad judi- 
cial de Corrientes. 

La ley sobn* jurisdicción y competencia de los tribuna tes 
federales, acuerda en su artículo diez y siete, autoridad á esta 
Corte para resolver las competencias que á instancia de parte 
se susciten sobre jurisdicción de los tribunales federales; pero 
esta disposición es de todo punto inaplicable al caso actual so- 
bre jurisdicción de un tribunal ordinario del distrito de ta 
Capital de la Nación. Aunque en un sentido general todos 
estos tribunales pueden comprenderse, y se comprenden, en la 
denominación de tribunales nacionales que usa indistintamen- 
te aquella ley, no puede en manera alguna decirse que ella se 
refiere i estos últimos, de creación reciente en la organización 
judicial de la Capital, y que fundamentalmente se distinguen 

federales. u\ly lm^^ y W^^^fi^ 
no puede aplicarse á las cuestiones de competencia y jurisdic- 
ción de aquellos, queso rijen por la reciente ley de su creación; 
tienen diverso origen, desempeñan sus funciones sobre materia 
diversa, y sustancia luiente difieren de los primeros. Son los 
T. ivii 10. 
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tribunales de excepción, j los otros tribunales ordinarios ; 
tribunales constitucionales aquellos, y legislativos estos; de 
privilegio los primeros, de derecho coroun los últimos. 

La ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, que confiere á esta Corte autoridad suficiente par» dirimir 
las competencias de jurisdicción suscitada á los primeros, no 
puede, por lo tanto, aplicarse á las cuestiones de competencia 
sobre jurisdicción de los últimos. La jurisdicción que esta Su- 
prema Corto ejerce en virtud de la ley es una jurisdicción de 
excepción, que no puede estenderse mas alia de los términos 
egresos de la ley, y de la materia que esta rije y gobierna : la 
materia federal de que toma la denominación y atribuciones 
constitucionales. 

En la presente causa se trata, precisamente, de la competen- 
cia del tribunal ordinario de la Capital pura conocer, por razón 
del juicio testamentario pendiente ante él, de una demanda 
que el tribunal provincial de Corrientes prende ser de su 
competencia por razón de otro juicio universal de testamentaria, 
abierto anteriormente en su jurisdicción. 

Este caso de competencia, no podria jamas presentarse con 
arreglo á la citada ley de jurisdicción j competencia de loa 
tribunales federales, quienes, con sujeción al artículo doce de 
la misma, no conocen en este género de cansas, y por lo tanto, 
no puede decirse este caso comprendido en el artículo diez y 
siete de la citada ley, á los efectos del fuero federal para la 
solución de esta competer ía por U autoridad judicial de la 
Supiema Curte Federal. 

La ley de mil ochocientos setenta y ocho, atribuye jurisdic- 
ción á eta Corte pura Tesulver las competencia» entre los jue- 
ces ordinarios de Provincia, en los juicios universales de 
testamentaria y coi.curso general de acreedores ; pero 110 sien- 
d . una Provincia el distrito de la Capital en el sentido de la 
Constitución, la ley del setcata y oclio no puede aplicarse á las 
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competencias de los jueces ordinarios del Distrito de la Capital. 
Kl gobierno de este es bien diverso del gobierno de aquellas, y 
su capacidad política de muy distinta naturaleza, sujeto como 
se encuentra bajo la lejislaeion exclusiva de la Nación por la 
Legislatura nacional. Iia4a indica esta diferencia, omitiendo 
individualizar otras, para dejar establecido que el Distrito 
di 1 ln Capital forma una entidad política espoci.it, de naturaleza 
é índole diversa á la que forman las Provincias autonómicas y 
regidas por sus propias instituciones. 

No es posible, por lo tanto, qu i esta Corte, sin disposición 
legal al respecto, se constituí a Juez de las competencias de los 
Jueces ordinarios de las Provincias con las de igual clase de) 
Distrito dv la Capital. 'La ley del setenta y ocho no habla de 
este género de competencias, y ua^ta tener en cuenta la fecba 
de aquella ley, para comprender que ella no se refiere al Dis- 
trito de la Capital que ni pu lo proveer aquella ley, cu ta forma 
que boy se presenta. 

La Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia de la Capital, 
seria ia llamada a determinar cuál seria el tribunal que bubiese 
de resolver este género de competencia, y no parece aventurado 
decir que esta atribución, por la naturaleza de la materia, 
corresponderia a las Cortes del Distrito de la Capital. La ley t 
sín embargo, nada establece sobre el particular, y aunque 
confiere á esta Suprema Corte Ja Superintendencia de la Ad- 
ministración de Justicia Nacional, del Distrito de la Capital 
y de las Provincias ó Secciones Federales, nada lia esteblecido 
al respecto. 

Juzgo, por lo tanto, quedado el carácter y atribuciones nor- 
males de esta Suprema Corte, ella carece de jurisdicción para 
resolver la competencia indicada. 

En segundo tugar, y d;ido que esta Corte fuera com poten le 
para resolverla, creo que es procedente la jurisdicción del Tri- 
bunal ordinario de Corrientes. Son mis conclusiones las del 
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señor Procurador General de la Nación y del señor Jaez de 
Provincia. Se trata de «o incidente de la smvsion abierta en 
Corrientes, y es el Jaez de Provincia lanudo a conoce en ella 
y sus incidencias sobre inventarío de loa bienes, fonuacioa del 
avervo común, división dula herencia, pago de liados, obli- 
gaciones y responsabilidades del albacea, etc, quien está lla- 
mado* conocer y resolver, con arreglo al artículo seis, título 
primero y ¡i rítalos veinte y cinco, veinte y seis, treinta y 
treinta y uno; título veínU-, libro cuatro. Código Civil en la 

cuestión presente. 

Por estas consideraciones, y teniendo en cuenta qou- los Tri- 
bunales Federales deben declarar de oficio su incompetencia, 
como es de ley espresa, y de práctica inconcusa, á tal punto 
que la demanda debe repelerse cíe oficio sino se prueba sea un 
caso federal, el que ella envuelve, pudiendo esto declararse así 
en cualquier estado de la causa y siempre que se demuestre no 
ser procedente esta jurisdicción ; por todo esto, disiento de la 
resolución de esta Corteen la causa indicada. 



SI. D. PIZAftRO. 
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CAUSA (XII 



D. Antonio Sania María contra la Pr acineta (te Santa Pé por 
expropiación de un terreno ; sobre competencia . 



Sumario.— El corwn '¡miento y decisión de luá causas entre 
una Provincia y los vecinos de otra, corresponde originaria y 
esclusivamente á la Suprema Corte. 



Coío.- D. Antonio Santa Maria. vecino de la Provipcia de 
Buenos Aires, espuso ante la Suprem.i <\, r te ojie se le li.jbi» 
entablado por el Gobierno de la Provincia de San tu F¿. un 
juicio de expropiación ante el Juez de Primen Instancia de la 
ciudad del H osario, y pidió que, declarándose competente la 
Suprema Corté para conocer en la causa, se mandara inhibir 
al citado Juez, y se le pidieran lo* autos. 

falla tfe In ftupreimi Col**. 

Puchos Aiivs. nriulnv !H .1- 18*1. 

Correspondiendo á esta Suprema Corte, con jnrisdiceion ori- 
ginaria y eschwva, el conocimiento y decisión de las causas 
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que se susciten entre una Provincia y los vecinos de otra, según 
lo pTescriptopor los artículos ríen y ciento uno de la Constitu- 
ción Nacional, y primero de la ley de catorce d*> Setiembre He 
mil ochocientos sesenta y tres, sobre j inflicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales j diríjase olicio, de acuerdo con el 
precedente diclámen del señor Procurador General al Juez He 
Primera Instancia dul De par turnen tu del Hosario, doctor den 
Manuel R. César, con testimonio del escrito de foja primara, y 
de este auto, para que se inhiba y remita el espediente que 
ante él se ha promovido por la Provincia de Santa Fe* contra 
don Antonio Santa María, vecino de la Provincia de Buenos 
Aires, sobre expropiación de un terreno. 

J. II. GOIIÜSTIAGA. — J. DOM1NGLTZ-— 
ULADLSf-AO ntlAS. — S. M. LASP1ÜR. 
m. i>. i'izauro, en difidencia. 

DISIDENCIA 

La espTopiacion por causa de utilidad pública es un acto de 
soberanía que limita, y al que se encuentre subordinada la pro- 
piedad privada (artículo diez y siete de la Constitución Nacio- 
nal ; Artículos s*is y siete, título 5\ y articulo primero, título 
seis, libro tres, Código Civil). 

Las Provincias retienen este derecho de soberanía» y lo ejer- 
cen, bajo el imperio de la Constitución Nacional, con arreglo á 
sus propias leyes, y sin intervención del Gobierno General 
(artículos treinta y uno, ciento cuatro y ciento cinco de la Cons- 
titución). 

Esta Corte es, por lo tanto, incompetente para conocer y 
resolver en la espropiacion ordenada por leyes provinciales á 
objetos y fines del gobierno local, cuando el acto no se discute 
como repugnante á las garantías constitucionales que la ley 
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fundamental de la Nación U » establecido para la espropia* ion 
misma, y á que deben con forra irse tas h-yes y autor id ules pro- 
vinciales en el ejercicio de sn snbcrat ia (a ticulo cinco de la 
ley de (Mubre diez y seis de mil oikocieMos sesenta y dos; 
artículos de la Constitución Nación ; Fallos de e-ta Curte- 
Tomo tercero, Serie segundo, página eb-uto ochenta y cinco). 

1.a distinta naturaleza ó vecindad, de ios dueños ó propieta- 
Tios de los bienes expropiabas, no produce fuero federal para 
la expropiación» como no la produce para la recaudación de I .* 
impuestos que los gravan, ó para la avaluacioa en el pago de 
contribuciones, etc. 

La distinta nacionalidad. vecindad de los propietarios no 
modifica la jurisdicción que en los Menea ejercen las autorida- 
des provinciales, en virtud y con arreglo ¡i las pronas limita- 
ciones. El derecho real, dice Dcmulmube. crea una rclacioa di- 
recta é inmedi ita nitro la persona y las cosas, de tal suerte que 
no se encuentra en el derecho mismo, siaó estos do* elementos, 
el sujeto activo y el objeto del derecho. 

Aquel que quiere adquirir 6 ejercerán derecho sobre una 
cosa, se transporta con esta intención, dir é Savigny, al legar 
que ella ecupa ; y por esta relación del derecho especial se so- 
mete voluntariamente til derecho de ht localidad. 

Este principio fundamental de b-gMacion. domina Mas 
nuestras relaciones de derecho público y privado, sometiendo 
al estrangero como al vecino de entraña Provincia, d ta ley de 
la tierra por todo acto de sobe raí. ía de que ellos «an posibles, 
en f¡u persona ó en sus bienes situados dentro del territorio. 
{Artículos uno, seis, siete, ocho, diez y once, título preliminar. 
Código Civil). 

Cuando se dice que los derechos reales *e juzgan segmi el 
derecho del luaar en que la cosa se encuentra, lex reí sita, 
parte del mismo principio, que cuando se aplica al estado de 
las personas la ley del domicilio, dice Savigny. 
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De aquí procede que el nacional y el estrangero, el \-jCino 
de la Provincia como el que no lo es, se encuentra sujeto á las 
leyes de cada Provincia y por consiguiente a la jurisdicción de 
sus autoridades en lo relativo A los bienes situados en tl!a y 
en general, por todo cnanto importa un acto legitimo de auto- 
ridad, un acto legítimo de soberanía, en la persona ó en los 
bienes de los mismos. 

Es con arreglo á estos principios que el nacional como ti 
estrangero, eUeeiuo de estriña provincia como el que no lo es, 
qiuJa soini-tido á lis leyes enantes de policía, seguridad, 
higiene, impuestos y rontribu iones, despropio y demás actos 
de autoridad y gobierno propio en cada Provincia y por lo tan- 
to, sujeto á la jurisdicción y al imperio de las autoridades loca- 
les, conten sivos de esa* mi -mus leyes. 

Ni ei estrangero, ni el vecino de estrafia provincia pueden 
suslraerse a este imperio y jurisdicción, por lo mismo que se 
encuentran sometido* a tales leyes; y así como niel uno ni 
el otro, puede pretender que id justiprecio de sus bienes, para 
el pago de impuestos y contribuciones, se h iga unte la jnt in- 
dicción nacional, t.impoco puede pretender que el justiprecio 
<i>- esos bienes, para la desposesion ó desapropio ordenado por 
leyes locales.se luga ante ta autoridad nacional. 

E.i todo es! o, la jurisdicción de Provincia rs privativa y co- 
estensiva de las propias layes, cuya ejecución y cumplimiento 
son á cargo de las autoridades provinciales, no á cargo del Go- 
bierno General ; pues aquellas autoridades se rigen por sus 
instituciones y las provincias se gobiernan por ellas, sin inter- 
vención del Gobierno General, seguu lo ha establecido el régi- 
men federativo que la Nación h¡ adoptado para su gobierno, y 
que esta Corle no puede modificar o alterar. 

Solo cuando la espropiaciun misma se discute como repug- 
nante á las garantías constitucionales que rodean este acto de 
soberanía, solo entonces puede invocarse la autoridad y juris- 
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dicción de la Nación para que resuelva acerca de la legitimidad 

nales que lo rijen. Fuera de este caso, la expropiación es 
acto legítimo de autoridad compete u te, y se realiza poT las 
respectivas autoridades locales, según las propias leyes é insti- 
tuciones, que resultan así en armonía con la Constitución y 
leyes de la Nación. 

No p pnede, por lo tanto, pretender que esta Corte atraiga 
á su jurisdicción el conocimiento de la causa administrativa 
de Provincia para la es pr.ipi ación de las tierras destinadas á 
la construcción del camino d« hÍL-rru que se menciona en la 
precedente solicitud, mientras no se discuta la constituciona- 
Hdad de la ley misma que ordena la expropiación, mientras no 
se discut í esta ley, como atentatoria á las garantías constitu- 
cionales de la propiedad privada, ¡i fin de quo esta Corte declare 
la ínsubsisteneia de la ley misma en virtud de la cual se rea- 
liza la expropiación. 

La naturaleza ó distinta vecindad de las personas, produce 
fnero federal para esta declaración judicial, de un caso Civil 
contencioso contra la Provincia y Gobierno de Santa Fé, por 

propiedad privada, cuyo desapropio solo puede realizarse en 
forma constitucional. 

En este sentido sería procedente la inhibitoria que se soli- 
cita, ínterin í-e resuelve y fulla por esta Corle la cuestión de 
constituci calidad ó inconstitucionalidad de la ley. — El acto 
administrativo se discute entonces como repugnante á la Cons- 
titución, y esta Corte es así perfectamente competente pura 
resolver en la causa civil de vecinos de estraña provincia ó 
nacionalidad por atentado á la propiedad privada, por acto 
ilegitimo contra la propiedad particular, pur el derecho civil de 
los biene-s en su situación jurídica normal y fuera del cano de 
uso legítimo de la soberanía en lus bienes privados. 
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Pero no es esta tu situación jurfdira creada por la solicitud 
de! señor Santa Maria. El no demandad ta Provincia ¿Gobierno 
de Santa Vé por uso ilegítimo de la soberanía en la expropiación 
de la tierra. Aunque ataca la ley de expropiación, no concluye 
que ella es insubsistente, ni pide que esta Corte b declare así, 
Al contrario, aceptando l.i validez de c*a ley. consiente en que 
la expropiación se realice, pero bajo los auspicios de la Nación, 
y por sus autoridades, con inhibición de las autoridades 
provinciales que representan la soberanía en cuyo nombre se 
realiza el acto. 

Esto es improcedente. La Corte no es funcionario de la so- 
beranía provincial para la real i» ación de un acto de esta natu- 
raleza. La Provincia ni puede hacer intervenir en este carácter 
á la Corte, tii puede dejar dependiente de su autoridad el ejer- 
cicio legitimo de su soberanía, porque esto seria negar en el 
hecho su soberanía misma. 

La expropiación, considerada en sí misma, no se resuelve por 
la autoridad jndicial. Se resuelve por el poder legislativo. No 
es asunto cíW/, es negocio político. Xo es acto de derecho pri- 
vado, es acto de derecho público, y es «cío político J deja asi 
de ser acto judkiabte en sí mismo. 

El justiprecio de los bienes es solo un medio de realizar el 
desapropio. El poder n-lítieo á quien corresponde producir 
este acto, es el único competente de poner los medios legales 
que conducen á él. Las cuestiones sobre justiprecio de ios bie- 
nes son así, cuest iones contenciosa* administrativas que se tratan 
y resuelven aute la propia jurisdicción provincial en el modu 
y forma que las leyes de cada Provincia determinan para tu 
resolución de este género de causas. 

La Corte no conoce en lo contencioso-administratívo de Pro- 
vincia, á pretesto de la nacionalidad ó vecindad de las perso- 
nas. La Constitución no crea fuero federal por razón de las 
personas, para las causas administrativas ú lontencíoso-admí- 
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nistratiras» Riñó simplemente para la» civiles de ana Provincia 
can vecinos de otra, ó ciudadanos ó subditos estrangeros. (Ar- 
tículos cien y cie¡ito uno d<> la Constitución ; articulo de la ley 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres). 

La inhibitoria solicitada y el llamamiento de autos adminis- 
trativos que giran anfe la autoridad competente de Provincia, 
resulta a»í en todo sentido improc dente. Jamas pudiera esta 
Corte avocar á sí los autos, ni declarar su competencia en la 
materia que ellos tratan, aunque lo sea p ira conocer de utra 
muy diversa, como es l i inconstitueionalidad de la expropiación 
de que aquellos no se ocnpm. 

Por e-^taa consideraciones, juzgando en disidencia, se declara 
que esta Corte es incompetente para avocarse el conocimiento 
de la causa, y ordenar la inhibirum que se solicita, no hacién- 
dose lugar á la presente solicitud, 

M D, FIZA RUO. 
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€' A USA (XIII 



Don Manuel Rosas Vütanuwa contra Don Toribio Harrio- 
nueeo, por redención de una capellanía; en recuno contra 
sentencia del Tribunal Superior de Mendoza. 



Sumario. — No hay lu^aral recurs •* que acuerda el artículo 
14 Je l.i ley de 18G3, sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, cu indo los Tribunales di 1 Provincia 
interpretan ú aplican los cúdigos civil, penal, comercial ú de 
minería. 



Caso. — Luesplieaii la-i siguientes re-íuluciones i 

SE7STESCU DEL JIEZ DE PIUHEIU NSTA5CIA 

Mfn'l'M. Hayo fi de 187ÍÍ 
Vistos: — Don Manuel R. ViUanueva denuncia, cuna» cipe- 
llanía el fundo cuyos !ímite> se apresan en el e-icritn de f*. 13 
y 14. en virtud del ilen-rhn o.U" te cnerda el articulo 6, ley 
de Redención de Capellanía* do i 870. Don Toril>io Barrio- 
nuevo, se opone al mencionado denuncio alegando que el 
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fundo indicado no es ti vinculado, y acompañando una senten- 
cia, en cópia del Superior Tribunal, que asi lodeclaTa: 

Y considerando : I a Que toda Capellanía constituye tina 
especie de vinculación— Que tuda vinculación es una excep- 
ción del estado de propiedad que no se presumo, sino que de- 
be probarse. «Gutiérrez, Código Español, lomo 2', título «Ma- 
yorazgos y Capellanías •). 

2 o Que el denunciante ha debido probar que el fundo que 
indica, está vinculado de conformidad á las leyes que rigen la 
materia. ( Bonnier, Traite lies preuves, S u 3tt y siguientes). 

3 a Que la ley de desvineulucion de I87G presume en todos 
los casos la escritura de fundación como necesaria para la exis- 
tencia de una Capellanía. (Artí ulos 3. 4, % 8 y 13). 

4 o Que el Sr. Villanueva no ha justificado la existencia de 
la Capellanía que denuncia, porque no ha probado que exista ó 
haya existido escritura de fon dación ni licencia de autoridad 
competente para fundarla, puesto que la definición misma de 
la palabra Capellanía, supone el acto de la fundación. (Véase 
Gutiérrez Fernandez, Código*, tomo 2', título « Capellanía ») y 
según la ley ti, titulo 12. liliro 1, N-jUsimi Recopilación, es 
indispensable licencia del rey para .andarse esta vincula- 
ción d^sde 1792 

5 o Que el denunciante confiesa ¿ f haber sabido que 

ya se había declarado por Tribunal competente la no existen- 
cia de esta vinculación, y, sin embargo, la ha denunciado 
como tal, ala añadir prueba alguna. 

Por estos fundamentos, uo se hace lugar el denuncio hecho 
por el Sr. Villanueva de la Capellanía mencionada, con espe- 
cial condeiucion en costas. Repóuganse los sellos. 



.W. Lueerv. 
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SESTEKC1A DEL TRIBUS AL SUPERIOR 

- 

Mendoza, Setiembre 3 Je 1879 
Vistos y considerando : — Que D. Manuel R. Vil.anueva 
ha solicitado la redención del fondo sobre que Tersa este jui- 
cio, como estraño y para sí, y no en nombre de otro, según su 

confesión de f Que la ley vigente sobre redención de 

fundos gravados con vinculaciones capellánicas solo acuerda 
este derecho á los patrones y poseedores de los dichos fundos. 
(Artículo T). 

Que siendo esta ley de Orden público, nadie puede tener 
der?chos adquiridos contra ella. 

Que la inconstitucional idad de esta ley alegada por el Sr. 
Rosas Villanueva en cuanto da efecto retroactivo á sus dispo- 
siciones no existe por cuanto no se hieren derechos ;id«|iiiñdos 
sinó simples espectativas en que las leyes pueden estatuir 
eficazmente, estando en esto conformes Üuvergier, Mordí y 
otros tratadistas, cuyas doctrinas han servido de fundamento 
al artículo 5 o del título «De las leyes» del Código Civil. 

Que aun cuando la ley de Diciembre de 1878, acuerda á 
terceros que hubiesen hecho denuncias de conformidad ¿la de 
Julio de 1876, y que están en tramitación, el derecho á ser 
i .is por los patronos ó poseedores de los gastos que 
con ocasión del denuncio, artículo 10 ; esta 
soto tendría lugar respecto de patronos ó poseedores 
omisos en el ejercicio de este derecho. Que el poseedor en el 
presente caso no se encuentra en estas condiciones por haber 
sido declarados por Juez competente libres de toda vinculación 
la* bienes poseídos. Y considerando en cuanto á la especial 
condenación en costas al apelante, que este ha hecho uso de 
un derecho que le acordaba la ley de Julio de 1876, al prac- 
ticar este denuncio, no siendo por lo tanlo, temeraria su de- 
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Por estas coosiderciones, y concordantes de la sentencia 
apelada se confirma esta sin costas Je ¡traba* instancias, que- 
dando en esta parte modificada la recurrida, Satisfechas las 
costas y repuestos lo* sellos, devuélvanse. 

Federico Corra tan. 
Fallo de I* Miprrm* Corle- 

llanos Aires, Ocltilm» 2 Jo 1883. 

YUtos estos autos, Siguidos entre Don Manuel llosas Yilla- 
nuev.i y Don Ignacio Rodríguez s«bre U redención de una ca- 
pellanía en la Provincia de Mendoza, que han venido ¡il cui.u- 
ciin lento y decisión de la Górle, eu virtud del r curso que 
muicrda el artículo catorce d- la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de las Tribunales Xaeiona.e-, itiU-rpue-to por dichu 
liosas Yillaiiueva, de seutemia dtd Superior Tribunal de aque- 
lla Provincia. 

Resultando de ellos: 

Que el espresado Rosas, en uso del derecho que abordaba el 
artículo st-xto de la ley de veinte y tres de Julio de mil ocho- 
cientos setenta y seis, de ta misma Provincia, previo el depó- 
sito de la cantidad corrcáp ñutiente, denunció ante el Gobierno 
de ell i. el nueve de Diciembre de mil ochocientos setenta y 
siete, un fundo capellán ico, situado en el Depart. miento de 
ilaipú, exponiendo que había pertenecido al presbítero Don 
Miguel Gutiérrez, quien lo h.ibia vinculado por varios instru- 
mento* pública desde mil o -hoeieutos veinte y siete, y solici- 
taba (,ue tramitado el asunto, se le otorgase escritura de pro- 
piedad del mismo fundo; 

Que publicados los edicto* de ley, se presentó Don Toribío 
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Barriomievo, poseedor del fundo, y pidió se desechase la de- 
nuncia, acompañando testimonio de una sentencia de dicho 
Tribunal, de doce de Majo de mil ochocientos setenta y cinco, 
en pleito entre Don Julio Gutiérrez y Harrionnero» sobra me- 
jor derecho al patronato de una fundación piadosa, que el 
referido presbítero ordenó en su testamento se hiciese del re- 
manente de sus bienes, entre loa que eataha comprendido el 
fundo denunciado, y por cuya sentencia se declararon libres 
los bienes sobre cuyo patronato se alegaba mejor derecho ; 

Que en vista de esta oposición, el Gobierno de Mendosa, de- 
clarando no tener jurisdicción para entender en la cansa, la 
pasó para su resolución a la justicia ordinaria ; 

la en 1' instancia, el juez, fundándole en que 
había justitLado la existencia de la capella- 
nía, por no haber acreditado la de la escritura de fundación, 
ni la licencia de la autoridad competente para establecerla, 
no hizo lugar ú la denuncia por sentencia de seis de Mayo dv 
mil ochocientos sctent:i y nueve ; 

Que el denunciante apeló para ante el Superior Tribunal 
de Justicia, y e-presando agravios, cutre otr.is razone» que 
no es del caso enumerar, por no ser necesario, espuso que 
una ley jamás puede tener efecto retroactivo, ni menos para- 
lizar los juicios existentes y que U últimi ley provincial de 
redención de capellanías, si bien podia impedir que en ade- 
lante las redimiesen los estraños, ó los que no son patronos 
derecho que acordaba la ley anterior, la ley posterior no puede 
arrancárselo, ni romper el proceso, formado en ejercicio de un 
derecho; y si lo hiciese, seria una ley atentatoria, repugnante 
álos principios, y por consiguiente, nula en esa parte ; agregan- 
do que ta Legislatura no puede dictar leyes de Órden público, 
que de alguna manera puedan paralizar espedientes en trámite, 
aobre cualquiera materia, cuestión ó derecho, porque sería con- 
trario al artículo veinte y seia de ta Constitución provincial ; 
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Que habiéndose declarado decaído el derecho del apelado 
para contestar la espresion de agravios, el Superior Tribunal 
de Mendoza, confirmó la sentencia do primera instancia, por 
los siguientes fundamento* y los concordante:! de aquella, á 
saber : Primero, que el denunciante confesó que solicitaba la 
redención del fundo como cstraño y para sí, y no i nombro de 
otro: Segundo, que la ley vigente sobre redención de fundos 
gravado* con fundaciones capel tónicas, solo acuerda este de- 
recho a los patronos y poseedores de dichos fundos ; Tercero, 
que esta ley es de orden publico, y nadie puede tener de- 
rocho* adquiridos contra ella ; Cuarto, que la inconstitueio- 
nalidad de esta ley, alegada por el denunciante, en cuanto da 
efecto retroactivo á sus disposiciones, no existe, por cuanto no 
hay derechos adquirido», sinú simples expectativas, en que 
las leyes pueden estatuir dicazmente, estando cu esto confor- 
me* los tratadistas cuyas doctrinas han servido de fundamento 
at articulo quinto, título * De las leyes » del Código Civil : 
Quinto, que aun cuntido ta ley de Diciembre de mil ochocientos 
setenta y ocho ucueida á los terceros que hubiesen hecho de- 
nuncias de conformidad á la ley de Junio de mil uehoc ionios 
setenta y seis, y estén cu tramitación, el derecho de ser reem- 
bolsados por los patrones ó poseedores, de los gastos que hu- 
biesen hecho c ni ocasión déla denuncia, esta disposición tiene 
Itigar respecto de patronos ó poseedores omisos en el ejercicio 
de sus derechos, no encontrándose el poseedor en el presente 
caso en tales condiciones, por haber sido declarados por juez 
competente libres de toda vinculación los bienes poseídos; y 
Sexto, que no hay lugar ú la condenación en costa*, porque el 
apelante hizo uso de un derecho que le acordaba la ley di 1 
Julio de mil ochocientos setenta y seis, y su demanda no era 
por tanto temeraria. 
Y considerando : 

Que el demandante Don Manuel llosas Yillanuova reconoce 

T. XVII. 1 i 



146 



fallos de la suprema cohté 



en la Legislatura de la Provincia de Mendoza la facultad do 
dictarlas leyes de veinte y tres de Julio de mil ochocientos 
setenta y seis, y do Diciembre de mil ochocientos setenta y 
ocho, sobre redención de capellanías ; 

Que lo único que alega como repugnante á la Constitución, 
es que se dé efecto retroactivo ú la última ley, alterando así 
derechos que sostiene haber adquirido en virtud de la ley ante- 
rior de mil ochocientos senteuta y seis ; 

Que según resulta de la sentencia recurrida, este punió ha 
sido resucito por el Superior Tribunal de Justicia de la Pro- 
vincia de Mendoza, interprct indo y aplican'!» diversas dispo- 
siciones del primer título preliminar y del complementario del 
Código Civil ; 

Que con arreglo u] artículo qnin e de la ley sobro jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales, no hay lu- 
gar al Tecurso que acuerda el artículo catorce, cuando los Tri- 
bunales de Provincia interpretan ó aplican los Códigos civil, 
penal, comercial y de minería, según lo dispuesto por el inciso 
once del artículo sesenta y siete de la Constitución ; 

Y, analmente, que ni la Constitución ni las leyes naciona- 
les autorizan á la Corte paTa conocer de las causas que se sus- 
citen sobre si las leyes provinciales son contrarias á las res- 




Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el s ñor 
Procurador CJeneral, declárase no haber lugar al recurso jnter- 
por dicho Don Manuel llosas Villanueva, de la referida 
cía del Superior Tribunal de Mendoza; y en su conse- 
jil, devuélvanse, previo pago de costas y reposición de 
sellos. Notifíquesc con el original. 

Í. JÍ. COIUISTIAGA. — J- hOMlMGtfcSt. — 
LLAftlSLAO FlUAS. — S. M. LASPIUH, 
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l). Rartolome' liozzo, contra I), Pascual Strazzcra, por daños 
y perjuicios ; sottre defecto legal en ta demanda y falta de 
personería. 



Sumario,— \ ' No constituye defecto logal en el modo ile 
proponer I;i «lemán da, ía falta de documento que acredite el 
carácter que invoca el actor. 

2" La falta de acción es una excepción perentoria, y no pue- 
de fundar la dilatoria de falta de personería. 



Caso. — I). llartolomé liozzo, espuso que por impericia del 
práctico D. Pascual Struzzera, tuvo que hacer cambiar de fon- 
deadero á la barca * (tilda» de la que era capitán, lo que la 
hizo chocar con la barca inglesa, c Luisa Malcolm », cuyos 
perjuicios tuvo que pagar; y demandó á Strazzera para que 
le reembolsara lo pagado por tal causa. 

Kl demandado esposo las excepciones de falta de personería, 
defecto en el modo de proponer la demanda, y de arraigo del 
jnieio; cuya última excepción aceptó liozzo. 
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del Jm*i l>d*ral 



Buews Aircj, Agosto 7 de 1883. 

Vistos: para resolver sobro las excepciones opuestas en el 

escrito de f . 15. 

I considerando: 1» Que la primera es de falta de persone- 
ría, en el actor y se funda en quo la indemnización que pre- 
tende, solo puede ser demandada por el capitán del buque que 
sufrió el daño, no siéndolo el demandante a la época en que 
tuvo lugar el choque, origen de esta cuestión. 

t Que desde luego este hecho está contradicho por el in- 
forme de la Prefectura Marítima corriente á f. 30, del cual 
resulta que quien se presentó á dar entrada en esa repartición 
a la barca « Gilda» en calidad de capitán, cuando arribo á este 
puerto procedente de Cardilf, fué el demandante D. Bartolomé 
Bozzo, lo que demuestra que lo era a la época en que tuvo 
logar el choqiu\ sin que el Juzgado pueda atribuir mayor fé 
al informe del Cónsul de Italia al respecto, que al emanado 
de una oficina de la Nación. 

3« Que de ambos informes resulta además que el recurrente 
era el cu pitan do la es presad a 1 larca a la época en que se ini- 
cio el juicio, siendo esto bastante para que tenga suficiente 
personería para demandar los daños sufridos por el buque, 
porque ella implica asumir la responsabilidad que puede cor- 
responderle con respecto ú los dueños armadores. 

4 o Que la segunda incepción de defecto legal en el modo 
de proponer la demanda, fundada en que el capitán Bozzo no 
ha acompañado el título que le acredite en tal carácter, es im- 
procedente ; i" porque la falta de personería se refiere a la 
capacidad civil para comparecer en juicio y no a la calidad do 
las personas ; y 2 U porque el Capitán tt'>zzo se presenta á 
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nombre propio, y do consiguiente no está obligado ¿ exhibir 
ningún títalo habilitante. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de f. 18, 
decláranse improcedentes 1 is referidas exccpaaáo*, y en cuanto 
ala de arruÍLro del jrícin, reconociéndose el demandante en la 
obligación de hacerlo, ti j isc la fianza^le arraigo, cu la cantidad 
de 25U $ ni/u. Xolifúiueac original. 

VtrgiUo M. Tedin. 
Fallo lie Irt Suprcmn | «rrte 

Buenoa Aires. Oclutiiv i:\ da INH3. 

Vistos : por sus fundamentos en manto á la excepción so- 
bre defecto legal en el nimlu de proponer la demanda, so 
confirma el auto apelado de foja cuairtflta y dos; y considerando 
en cnanto á la excepción de personería pe fundándose esta en 
la falta de acción, que es una excepción perentoria, y debe 
proponerse con la contestación á la demanch, cunto razón ge- 
neral de oposiei'Mi, s-e continua también, j'OT esta ruznn, el 
auto apelado, y devuélvanle al Jiuz de Seerkui para u,ue 
mande contestar la demanda. Itci'ún^aSB ¡OS sellos. 

j imMtNt.n:/. — i i.mhsi \o frías. — 

S. M- liASPIVU. — II. U. PIKAlLltO. 
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El Ur. IK José Gregorio López, contra la sucesión tic don Pedro 
GattttemtíC, por cobro ejeculkode honorarios 



Sumario. — La obligación do pagar al abogado, aso mida por 
el apoderado en convenio hecho t on el mandante, de no cobrar 
nada en caso de pi'rdida y recibir la mitad de lo que se ganase, 
debe entenderse que es para el cuso de ganar el pleito, si el 
apoderado es un subalterno del abogado, y ha sido indicado 
por él como procurador, y si el convenio se ha lietliu con cono- 
cimiento del abogado y después de perdido el pleito en 1* 
Instancia. 



Caso, — !-;! Dr. López (D. José Gregorio) era aboyado de 
I). Francisco Kiljolíni en autos con Storni lier manos. Indicó 
& Bibolini á D. Pedro Galleteaux que trabajaba en su estudio, 
para procurador en segunda instancia ante la Corte Suprema. 

Bibolini hizo un convenio con Galleteaux. de que no debía 
cobrar nada en caso de pérdida, y de darle la mitad de loque 
se ganare, siendo su obligación el pago del abogado. 

Este convenio lo conocía el Dr López. 

£1 pleito se perdió. 
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El Dr. López hizo regular sus honorarios, y en virtud de 
ese convenio ejecutó á la sucesión de l). Pedro Giilleteaux 
(fallecido), laque le opuso la inhabilidad del título, fundado 
en que si el mandante no debía pagar nada en caso de pérdida, 
tampoco debía pagar el mandatario. 

Jliienus Air.-», Junio 30 de 1881 

Vistos estos autos para dictar se u( encía en el i nenien ti» eje- 
cutivo por c*.bro de honurnriini promovido por id doctor clon 
José Gregorio López, contra la sucesión de don l'edro Galle- 
téame. 

Considerando : 1" Que citada de remate la sucesión ejecutada, 
opuso en el escrito de IVja 211 la excepción di inhabilidad 
del título, fundándose en que el doctor López BO tendría de- 
rechn á cobrar iuí honorarios á Salleteani i viviese, pues antes 
de iniciarse la demanda queche entabló en nombre de don 
Francisco líÜiolini bajo la di:e»einn ]•: "nresiunal del ejecutante, 
se firmo entre ÍUUoliiu , López y Cinlb-tcuux un documento por 
el cual Lo[icz se obligalia á no cobrar bou erarios eu caso de 
pérdida del pleito en cambio de otras concesiones que para el 
caso contraríe, le acordaba Üilndiui. 

2" Que López sostiene contestando el traslado que le fué 
conferido, que la es ce pe ion opuesta es improcedente, porque 
existe un contrato cnire JSibolbi y Galleícaux por el cual se 
estipulo que este p:ig:ir¡a sus honorarios, en cuyo convenio 
funda su derecho para ejecutar ¡í la sucesión. 

3* Que en el término de prueba lia pre — ntado el documento 
de f. 225 cuya autenticidad ademas de no haber ¿ido contesta- 
da por la sucesión ejecutada, ha sido espesamente Comprobada 
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en la confrontación pericial practicada pot el Juzgado con asis- 
tencia del calígrafo don Clodomiro Gallardo, del que resulta 
que Galleteaux se comprometió á abonar los honorarios que 
devengase e! doctor López en el juicio promovido por Dibolini, 
sin que en ningon caso tuviera este que pagarlos. 

4" Que en presencia de es.' documento y de tu ausencia do 
prueba contraria que lo destruya ó induzca á darle otro »1- 
cance 6 significado del que clara y literalmente está espresado 
en él, son ociosos é impertinente* todos los demás argumento* 
aducidos en apoyo de la excepción opuesta, siendu también 
inútil decidir si el abogado tiene 6 na acción directa con tra el 
Procurador á quien ha patrocinado en una causa, para cobrarle 
los trabajos que le mandó hacer. Por estos fundamentos: fallo 
no haciendo lugar A la excepción du i u habilidad de] titulo, 
mandando en consecuencia se lleve adelante la ejecución Insta 
hacerse pago el acreedor ejecutante del capital, intereses y 
costas. 

Virgilio M. Tedia. 



I alio de la Mu|irrnz* Carie 



fluimos Aires, 



Vistos: Uesultandodu la carta de foje primera del espedien- 
te agregado, reconocida por el demandante, que este se dice 
superior del demandado y por lo tanto, con derecho á repren- 
derlo, como aparece de la misma curta haberlo verificado* Y 
considerando: 

Que dada esta relación de superior é inferior entre el deman- 
dante y el demandado, que no puede existir entre abogado y 
procurador, forzoso es reconocer que el demandado no pudo 
celebrar el convenio de ida domicilios ve 
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autos, sino ¡>or disposición ó por lo menos con el asentimiento 
y conocimiento del demandante, desde que se trataba de un 
asunto que este tenia, ya á su cargo y dirección como abogado, 
y en que el demandado era constituido procurador. 

Que ademas, la carta del di- mandan te antes citad¡i,uo solo fué 
escrita después de fallado de una manca adversa en primera 
instancia et asunto, cuyo j ago de honorarios motiva este pleito, 
si uó que en ella se leen esto* conceptos : tComo amigo lo he 
tratado (al reprenderlo) porque el trabajo y la labor nos hace 
responsables thl beneficio ó pérdida. 

« Al fin del año que se aproxima ( la carta es de diez y nuevo 
de Noviembre de 1878), *c lijarán los derechos mutuo* » i lo 
que viene ;i poner de manifiesto que el demandado no era mas 
que un subalterno en el estudio del demandante, A quien esto 
reconoce y promete fij:ir emolumentos por sus servicios, para 
iin de ano». 

Que sentados estos antecedentes, al establecer el convenio 
de foja doscientos veinte y cinco que « 1>. Francisco Biboliní 
encarga á Ü. Pedro Galletean* la prosecución del pleito seguí- 
do con Storni hermanos y Compañía, bajo la dirección Sel 
dortor don José Gregorio López, con la condición de no respon- 
der el señor Ilil oliin de un solo peso en easo de un éxito des* 
favorable, siendo de la obligación de Galletéame pagar al doctor 
López, recibiendo en compensación deesas responsabilidades, 
la mitad de lo que se obtuviese en dicho pleito; se desprende 
claramente que (¡alU-teaux abonsria al doctor López sus hono- 
rarios si se ganaba el pleito dirigido por el, y con lo que de el 
se obtuviese, <¿ue esta inteligencia es tanto mas natural, sí se 
timo en cuenta que el triunfo del pleito depende principalmente 
del dererho que haga prevalecer el abogado y no el procurador 
v que ademas, era este un hombre pobre que nn tenia otro medio 
de viví' y A quien ocupaba pr>r protección el demandante, como 
este lo declara. 
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Fot estos fundamentos, so revoca la sentencia apelada de 
foja doscientos sesenta y nuere, absolviéndose de la demanda á 
la sucesión de Galleteaui. Repuestos los sellos dcniélvansc. 
Notifíq uese con el oríjinal. 

J. DOUtttGlEZ. — l LADISLAO FRIAS. — 



C XVI 



i). Gregorio Zenarrusa, ron t ra tí. Ittmtfaeié /nimia y I*, ite- 
nigno tía reía; sal/re servidumbre. 



Sumario. — Los éntralos un oMig; u á terceros. 



■ D. Benigno (.'. arría demando ;i I). 
rusa para gije faertt condenado ¡í levantar un acueducto que 
este hacia pasar por su terreno, y á pagarle daños y perjuicios. 
Este ftego la existencia de lodo daño y perjuicio, y recen* 
para que le escriturase la servidumbre del acuc- 



■ 
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dueto, que alegó haber convenido por contrato verbal con el 
causante de dicho García, D, Bonifacio Zavala, á quien incluyó 
en la reconvención. 

falta *rl Hp Mera! <¡>d-hoc) 

Jujuy, Junio 19 de 1H83. 

Y vistos : la re onTCncion deducida por Don Gregorio Zcnar- 
rusa, contra el demandante Don RenignG (¡aroia, á la Tez 
que contra Don líonifai so Zabnla, en Jaque espuso: Que no 
tiene título del establecimiento de la servidumbre, pero que 
Don Bonifacio /.abala se lo concedió gratuitamente, en con- 
trato verbal, en ando aun era propietario del terreno por donde 
pasa su acueducto, y que conforme ú los artículos A\¡ & 52 que 
invoca del título De los Contrato?, Código ('¡vi 1 , el uno y el 
otru están en li cbligaeioii de estmderle la correspondiente 
escritura pública de cnn^titnriim tU la servidumbre, ó en su 
defeclit, parirle !as i-.^t h, >l\ívn y perjui-ios que e-presa, 
por lo quv, los demanda para que así ¡o cumplan. 

Vista también la contestación del reconvenido (Jarcia que 
cspbiie : Que aún cuando fuera cierto que Z abala hubiese con- 
Oedub g-atuiiay verbalmente la servidumbre sobre el terreno 
que e^uyi», ese con trato seria nulo desde que no fué esten- 
dido eflXescrítntfl pública, requisito indispensable para su 
validez, ¡j\'tin 1<>s artículo* que cita del Título de lo-í contra- 
tos, y de lu\ donaciones de bienes raices, agregando que tam- 
poco está ¿1 cJili^u-ln -í perfecciona? un contrato en que no ha 
tenido parte. \ 

Y considerando: |* Quesegun el artículo 50, Cap. 4™, Titulo 
e De los Contratos r, los efectos de estos solo se eslienden á los 
herederos y suceson s universales con las restricciones que el 




mismo artículo establece ; 3° Que Don Benigno García no es 
sucesor unir mal de Don Bonifacio Zabala, sino sucesor par- 
ticular i título oneroso, 7 en la escritura de transferencia de 
dominio del terreno por donde pasa la acequia, ni está consig- 
nada la servidumbre, ni establecida la obligación de otorgar la 
escritura de su constitución, para que García esté obligado á 
hacerlo; 3* Que aun acreditada la existencia del contrato 
Terbal y grato ito entre Zabala y Zenarrusa, él no puede opo- 
nerse á García, conforme al artículo 63 del mismo título de loa 
Contratos, para que lo obligue á soportar el gravdmen de una 
servidumbre real. 

Por estas consideraciones se resuelve : que Dou Benigno 
García no esta obligado á cstender la escritura pública do 
constitución de la servidumbre y ú pagar las costar danos y 
perjuicios que demanda Don Gregorio Zenarrusa, salvando á 
este los derechos que tenga contra el referido señor Zubala. 

X en cnanto á la demanda por daños y perjuicios de García 
contra Zenarrusa, y pago de un precio por el establecimiento 
de la servidumbre, negándose por Zenarrusa la existencia de 
tales daños y perjuicios, recíbase esta cau?a á prueba por el 
término úe veinte dio* hábiles, debiendo ella recaer: I a Sobre 
la existencia de las sementeras que se dicen destruidas por la 
acequia; 3 o sobre su valor; 3 o sobre el hecho de haberlos des- 
truido la referida acequia; y, f? sobre el valor del terreno que 
ésta ocupa en la propiedad d« Gañía, con mas un metro de 
ancho a cada costado debiendo hacerse este justiprecio, por 
medí» de peritos que nombrarán las partes en el término de 
ley. 

Viáadü $, de Bustamattie. 
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r*It# ém 1* tapwtMi Cmrt* 

Buenos Airei. Noviembre 6 de 1863. 

Vistos : por 3U3 fundamentos, sn confirma, con costas el 
auto de foja trdnta y una vuelta en la parte apelada. Repón- 
gase los sellos y devuélvase. 

J. É. GOROST1AGA. — J. DOHINCUEI. — 

|j \e Ai^ If^I- AO \ \\ ( \^ • Ha I W 



CAI» A €'X%II 



Ih Rosario ÚfffUtn, contra />. Mauricio Orellano, por cobro 
de pesos : sobre competencia 

Sumario, ^i" Tara establecer el fuero federal, por raxon de 
las personas, en caso de un crédito cedido, no basta acreditar 
la distinta vecindad del ccdenteydil deudor. 

2« Demandado el deudor unte su propio juez, se entiendo 
prorogada la jurisdicciou provincial, cualquiera que sea la ve- 
cindad del cesionario. 
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Cato. — D. Mauricio Orellano cesionario de un crédito de los 
señores Daniel González y C% de Mendoza, demandó á don 11o- 
sario Olguin, vecino de San Luis, ante el Juez de I" Instancia 

de dicho punto. 

Olguin suscitó contienda de competencia ante el Juez Federal 
por ser González y C° de distinta vecindad. 

WMm M J«ea F*4*r*l 

San Luis, Julio 21 18H3. 
Vistos y considerando: que al recurrir I). «osario Olguin á 
este Juzgado invocando el fuero federal cerno único cumiic- 
tente para conocer del juicio ejecutko que le ha promovido D. 
Mauricio Orellano ante el seiior Juez de |* Instancia de lo 
Civil de esta Capitül, lo hace fundado en él artículo 2% inciso 
S° de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
nacionales, por ser ¿1 vecinu de esta Provincia y aquel aeree 
dor sustituto de los señores Daniel ííeiizalez y C\que lo son di- 
la de Mendoza, tjuc si bien es verdad que para que surta el 
fuero federal por razón de la distinta vecindad de las personas 
es indispensable que el derecho que se dispute pertenezca ori- 
ginariamente, y no por cesión ó mandato, á ciudadanos estran- 
geros ó vecinos de otras Provincias respectivamente, según lo 
dispone el artículo 8» de la ley citada, es un principio de ju- 
risprudencia, establecido por la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, que en los pleitos en que un estrangero e* deman- 
dado por un ciudadano de la República la competencia de la 
jurisdicción Federal, depende de la contestación de la demanda 
de modo que la resistencia del Juez de Sección á inhibirse del 
conocimiento de la causa después de la negativa del demanda- 
do á contestársela, es infundada (Kallo de la Suprema Corte de 
Justicii Xacionnl, de fecha itíde Febrero de i 800. Sirio 1'. 
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Tomo 7% páginas 74 y 75). Que por una Tazón de analogía, este 
principio debe aplicarse también al caso aub-judice. pueslimita 
para ella la misma Tazón indicada por el señor Juez de lo Civil 
en su fallo de fecha 31 de Muyo del corriente año transcrito en 
la nota de foja 4 f cual es la de que el fuero federal es conce- 
dido en beneficio del estraugero ó vecinos de distintas Provin- 
cias . Que D. Mauricio Orel laño al presentarse al Juez de I 1 
Instancia gestionando el cobro, materia del juicio iniciado, no 
obstante el derecho que le dá la ley de ocurrir á la jurisdicción 
federal de esta Sección, por la naturaleza del documento en que 
se funda, ba renunciado con perfecto derecho el fuero federal, 
qnodando por este solo hecho el juicio de la competencia del 

espresado Juez. 

Por estos fundamentos, fallo definitivamente declarando no 
ser de competencia de este Juzgado el conocimiento del presente 
juicio. A sus efectos, y de conformidad ú lo dispuesto por el 
artículo 5$ de la ley Nacional de Procedimientos, remítase lo 
actu.,do con el oficio correspondiente al señor Juez de I* Ins- 
tancia de la Civil, con noticia de las partes, previa reposición 
de sellos, 

Juan dd Campillo. 



Dueños Airea, Noviembre 8 Je 1883, 

Vistos: No habiéndose justificado que el demandante y el 
demandado sean vecinos de diferentes Provincias ; y conside- 
rando que en tal caso, es inconducente establecer cual sea la 
vecindad del ced ente, segim la doctrina establecida por este 
Tribunal en casos anteriores; y que por otra parte, aún siendo 
los litigantes de diferente vecindad, el caso estaria rejido por 
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¡■disposición del artículo doce, inciso cuatro do la ley de juris- 
dicción y competencia ; so continua con costas el auto apelado 
de foja 9 vuelta y devuélvanse prória reposición de sello*, 

i. n. gorostuga en desacuerdo con 
los dos primeros considerandos. — 

J. DOMINGUEZ. — ti LADISLAO FRIAS, 
— 8. ftt. LASP1UR. 



CAUSA < S1III 



fí. Carlos A. Jones, dueño del pailebot « Patrióla % contra el 
capitán y cargadores del buaue «Pvoridenza» por ta trata je; 
sobre pruebas. 

Sumario. — La prueba de testigos, para la que r.o se ha pe- 
dido el término eitraord i nar io, puede diligenciarse dentro del 
ordinario, sin las formalidades exijidas para afine!. 



Caso. — El dueño del pailebot « Patriota » demandó al ca- 
pitón y cargadores del buque « Vrocidvnza » por salario de asis- 
tencia y sal va taje. 

Abierta la cansa á prueba, el actor acompaño algunas de- 
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duraciones tomadas por la Capitanía del Puerto de Montevideo 
y pidió se librára eihorto para su ratificación, si los deman- 
dados no las aceptaban en la forma en que estaban. 
El Juez proveyó de confoimidad. 

Los demandados reclamaron por no haberse llenado los re- 
quisitos eiijidos por los artículo* 9J y 05 de la ley de Proce- 
dimientos. 

Vmttm 4*1 Jues Federal 

Rtisario, A^oslo H de 1883, 

Visto el incidente, y considerando: I" que la parte deman- 
dante no ha solicitado, como lo espresa en su precedente es- 
crito, el término extraordinario de prueba á que se refiere el 
artículo 94 de la ley nacional de Procedimientos, no siendo por 
tanto, aplicables las disposiciones de los artículos 95 y 96 pro- 
cedentes y basadas solo para el caso en que se sidicíte ese 
término estraordioario : 2 U Que l is disposiciones de esos artícu- 
los, cuya mente filosóíica es demasiado perceptible y no es otra 
que la de impedir demoras maliciosas y prurogaciones innece- 
sarias del término probatorio, lo que no sucede (-uam)o solo 
haya de usarse el término ordinario de pru.ba, como en esta 
ves: 3 o Que es de derecho espreso y e&tá resuelto por la Su- 
prema Corte, que debe facilitarse en cuanto sea posible la pro- 
ducción de pruebas antes que restringirla, por ser el punto 
cardinal y mas esencial en las causas para el descubrimiento 
de la verdad que ante todo debe buscar el Juez. Por estos 
fundamentos, estése á lo proveído á foja 55 vuelta, siguiendo 
desdo la notificación de este decreto, el término probatorio 
suspenso. Repóngase. 

Fenehm Zuviria. 

T. ZVI1. 11 
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Bueno» Aireí, Noviembre 1 de 1883. 

Viatos: por sos fundamentos, m confirma con coHasel auto 
apelado de foja sesenta y nueve. Repuestos loa sellos, devuél- 
vase. 

J. n. GOROSTUr.A. — J. DOHWCÜEI.— 
UUDtSLAO IRIAS. — S. M- URPIKR. 
— S. D. PIKARItQ. 
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Criminal, contra Cártos ttatlhy, por mwrle dada á Gui- 
llermo /fus*, en el tuyre Uujlés « PrmcW * 

Sumario. — í* K1 homicidio cometido sin el designio forma- 
do de antemano de dar una moerto segura, de improviso y con 
cautela, t's homicidio .simple. 

4° Su castigo, según el artículo 196 del Código Penal, que 
forma el derecho común de las Provincias y rige en la Capital, 
es de seis años de Penitenciaria c«u disminución del tiempo 
de prisión sufrida después de los primeros seis meses. 
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5 a Deben ser apercibidos seriamente el Juez, Secretario, 
Defensor. Fiscal y Capitán del Puerto por bus faltas en la for- 
mación y prosecución de la causa. 




Hncno* Aires, Setiembre -K) de 18Sí. 
Y Fistos estos autos seguidos a Cárlos Hadley, cocinero del 
lugre inglés Í*rínces$, por Homicidio pt i ri>ftradi> á burdo de di- 
cho buque, en la persona del p¡J»t« de la barca ingle-a M*i<j<jiv 
de los que resulta: Que el día veinte y cuatrti d - Enero del 
año mil ochocientos setenta y ocho, estaba el piloto á bordo del 
ÍVi/irm, conversando con el cocinero enlj puerta de la cocina, 
y de repente este último, sin qtie hubiere podido notarse dis- 
puta antes, le dió de golpes con el puño volteándolo éntrennos 
cajones. Que el piloto trató de levantarse y antes de que lo pu- 
diera hacer, echándosele encima siguió dándole golpea en la cara 
y la cabeza con los pies y una escoba de á bordo. Que cuando 
el segunde piloto del Prineess acudió, después de prestarle los 
primeros auxilios al herido, mandó al marinero Federico Wer- 
ner, al pontón, en busca de un facultativo, y al regresar aquel 
sin este porque no lo había en el pontón, ya el piloto había 
fallecido (declaraciones de los testigos presenciales del hecho, 
Federico Werner, Shwington Vanee, John Üreingan, fojas hjís á 
doce inclusive ). Que la muerte del piloto, acaecida*»] mismo dia 
del suceso fué causada por la compresión, en la base de los sesos 
piodueida por la hemorragia que resu'tó de las heridas reci- 
bidas (informe médico» foj.i cincuenta y una). Y considerando: 
que este hecho lo declara el procesado confeso y convicto del 
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delito de homicidio perpetrado con premeditación y Alevosía en 
ta persona del piloto del buque inglés Magyie. Que lo alegado 
en su defensa de no tenar con rancia de haberlo cometido, por 
no hitber estado ese di;i en el goce de sus facultades á causa 
del abuso que había het-ho de bebi.Ias espirituosas, no puede 
tenerse en cuenta, porque en esta se hi contradicho, diciendo 
en su declaración indagatoria, foja cuatro, que habia bebido, 
pero no lo sulicicute para perder la razón, y en la confesiun 
de foja cincuenta y dos vuelta, que había bebido mucho á 
punto de no darse cuenta de nuda, «fue sobre este punto, ude- 
mas de no haberse producido prueba ulguiw, están l¡:s decla- 
raciones de los testigos, quienes dicen que si bien el procesado 
habia bebido no estaba del todo ébrin. pues que hacia su servicio 
con regularidad. 

Por estos fundamentos fallo dcclaraud . á Carlos Hadley, 
confeso y convicto del delito de homicidio voluntan.', cometido 
con premeditación y alevosía en la persona del piloto de la 
barca inglesa Mwjtjie, (¡uill.nnü Boa»; y haci -ndu uso de la 
fac ultad concedida por el artículo noventa y tres Je la l-« y de 
Procedimientos, lo condeno ¡í la pena de veinte años de traba- 
jos forjados, que debeTá cumplir donde el l'oder Ejecutivo lo 
designe, y costil del proceso, debiéndosele descontar el tiempo 
que lleva de prisión sufrida, Hágase saber y comuniqúese al 
Poder Ejecutivo. Notifiques* con el original. 

Añdré* i ¡¡arriza. 

VIST* líEL tt*OB WWÍCÜIWM* TrEftERAL 

■ 

Suprema Corte: 

But'iri* Aire», Julio 1 í Je 1883- 
Esta causa es un descrédito para la justicia de la Nación ; lo 
digo con conciencia y con pcsur. 
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Todos los que en e!la h an intervenido en Primera Instancia, 
han dado una prueba de la incuria mas incalificable. No se 
concibo tamaña indiferencia por loa sufrimiento* de nuestros 
semejantes. V 11 á palparlo V. K. 

En 21 de Enero de 1878, Carlos Hadloy, cocinero del lugre 
inglés /Vi'ííccW, dió muerte á (ruillermo líoss, piloto de la barra 
Mtuftjit*, que accidentalmente 13 encontraba de visita á bordo 
del /ViVice.vs, surto en la rail a «le esta Capital. 

El ( 'añilan del Puerto, entonces el Dr. I). Diego de l¡i Fuente, 
ninguna deposición t«unó para el fselarcoimienlo délos hechos; 
ninguna absolutamente. No mandó levantar el sumario corres- 
pondiente, ni que se practicara siquiera el reconocimiento del 
cadáver. Y lo que es mas incomprensible todavía, dejó se hicie- 
ra á la veta, el 27 del memo mes de Enero, el buque en que 
habia tenido lug ir el homicidio, y recien el ^ií», >e dirigió al 
Juzgado de Sección. 

El Jugado pidió con repetición loa antecedentes, y ningunos 
les fueron remitidos ; ni siquiera la partida de entierro, por- 
que nada absolutamente se habia hecho! 

El sefnr Juez, que debió esforzarse para suplir tan grande 
deficiencia, se limitó á tomar superficial mente la indagatoria 
al procesado, y á examinar, siempre de carrera, toa pocos testi- 
gos, que por casualidad no se habían aumentado, de los que 
habían presenciado el hecho. 

Después de dos anos y ocho meses de una escasa tramitación 
que se resiente toda del mismo abandono, él señor Juez pio- 
n unció su sentencia, condenando ul procesado ¡i veinte ;iños de 
presidio. Y esta sentencia tres años después uo había sido no- 
tincada . ... ! 

Cómo ha podida tener lugar este hecho incalificable y único 
en nuestros anales no lo comprendo. 

No alcanzo cómo han podido perder hasta el recuerdo de 
esta ratea: el Defeu sor, el Procurador Fiscal, el Escribano, 
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y sobre todo el Juez. Admiro olvido semejante, cuando había 
de por medio un ser humano que sufría, | que e*p« raba ansió- 
lo U decisión de que dependía su suerte, y su misma vida. No 
me esplieo, tampoco, cómo eti las visit $á sucesivas de cárcel ha 
podido pasar todo esto desapercibido, Es esto desesperante, 
y apuna mi vicio radical en la organización de nuestra justicia 
criminal, sobru lo 0,110 no puedo menos de llamar muy seria- 
mente la ate nc i un de V, K. 

Keservándume proponer mas adelante, y por cnerda separada, 
loque, lí mi juicio, considero mas conducente, si estos ejemplos 
de incalificable incuria se repitiesen, me limitaré á pedir á 
A*. ÉL por ahora, apercib í de la macera nr.s firmal al Juez, al 
Capitán del Puerto, Defensor, Procurador Fisc.il y 1! ser iba 110 
que han intervenido en esta pausa en el Juzgado Inferior. 

Pasando ahora al estudio del proceso, diré á V. E. que en- 
cuentro probado el homicidio, pero esees i va la pena. 

Ko obstante la falta de todas las piezas e&enciales en todo 
proceso, la partida de defunción y el reconocimiento médico 
legal, el sumario arroja datos bastautes para formar la convic- 
ción de que Hoss falleció á consecuencia de los golpea que le 
infirió Hadley. 

Tres testigos presenciaron el hecho, y sus declaraciones están 
conformes sobre los puntos ■apita'.es. 

Dicen : que estando conversando, y sin que mediara disputa 
alguna, derepente dio Hadley un golpe con el puño á Koss, 
echándolo por tierra ; que cuando este quiso levantarse, le dló 
otro golpe ; que tomó en seguida ana escoba de é bordo, con la 
que le dió de nuevo en la cabeza. Agregan, por último, que 
Koss falleció pocas horas después. 

Cierto es que se advierte alguna discrepancia en estas tres 
declaraciones, pero es sobre puntos de detalle que no afectan 
el fondo. 

La identidad de Ross está perfectamente comprobada por el 
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testimonio de los dos marineros de su mismo buque, que lo 
trajeron i bordo del Prtncets. Lo está ademas, por el testimonio 
del mí>mo procesado, y p M el del otro testigo, el estibador 
Breingan, foja 10 vuelta. 

Esta también probado y fuera de toda duila, que Hadley dió 
de golpea »' P iloto muerto, primero con el puño y después con 
q na escoba. Los dos marineros del Maygif lo afirman con per- 
fecta uniformidad. Lo aürma también el estivador, con una 
diferencia en cuanto al lug.ir, que nu es sustancial. Los ma- 
rineros diceuque el hecho tuvo lugar en la puerta de la cocina 
y el estivador que en la pro i. No constando donde estaba la 
cocina, que bien pudo estar en la proa, esta discrepancia nada 
significa. 

No hay, por último, posibilidad de poner en duda la muerte 
de Rosa. Los tres testigos estilo perfectamente acordes en 
que falleció pocas horas después de recibidos los golpes. Que 
haya fallecido en el bote viniendo a tierra, como dice el esti- 
vador, 6 que estuviese ya muerto, cuando vieron los ma- 
rineros de buscar medico, como atirmau estos, son detalles que 
nada prueban contra la realidad de la muerte y que fácilmente 
se esplican* Bien pudo Ross aparecer muerto cuando llegaron 
los marineros, y no morir tfttá algunas horas después. 

Tenemos, pues, no obstante las deficiencias del sumario, y 
cierta falta de uniformidad en las declaraciones, á que el De- 
fensor llama contradicciones, la prueba acabada que la ley 
exige, Unto sobre el agresor y la víctima, como sobre la causa 
que produjo la muerte, 

Pero aquí principia la dificultad : ¿qué móvil pudo inducir 
á Hadley á dar golpes á Eoss? ¿La muerte fué originada por loa 
golpes mismos ó por la caída? ¿Tuvo Hadley el propósito de 
dar muerte á Ross? ¿Estaba 6 nóen estado de embriague» ? 

Es precisamente sobre estas dudas que asaltan al espíritu 
menos avisada que la imperfección y negligencias del sumario 



hacen difícil Binó imposible, dar una solución satisfactoria. 
Echase de menos, sobre todo, el reconocí miento médico le- 
gal. La contestación del doctor Ayer al informe que el Juz- 
gado le pidió, ¡í que el Defensor llama carta, fué espedida en 
Mujo, .'i meses después, y revi en en IVbrero del año siguiente 
aparece agregada á los autos, presentada no se sabe por 
quien í 

El doctor Ayer habí* sido llama ^ á altas horas de la noche 
á asistir á un hombre herido, y encontró un cadáver. Su mi- 
sión había concluido; y solo un sentimiento de curiosidad y de 
interés profesional pudo inducirle & practicar nn exámen que 
es de presumir fuera ligero y superficial, Kran pasadas las 
doce dü la noche, y el herido, si no haltia fallerid" á bordo, romo 
dicen los marineros, había dej ido esta vida en el bote que lo 
traía á tierra á las JO, según afirma el estibador. 

¿ Qué misión tenía ya el médico ? 

Asimismo, el informe del doctor Ayer es de grande impor- 
tancia, liq i ¡era sea como un testijnoiiiode persona competente 
y autorizada. 

« La herida t dice, presentaba una fractura compuesta y 
desmenuzada, faltando l « tegumentos yur cubrian el cráneo 
del mismo lado en el local de ta fractura, habiendo también 
estravasacion de la sustancia cerebral*. 

Una herida semejante no puede ser originada por un golpe 
de puño, ni tampoco por el man^o de una escoba. Es mas co- 
sible que at caer diese Ross con ta cabeza en el tilo de alguno 
de los cajones, sobre que dice uno de los testigos, Shwinglon, 
que cayó. - El cuero cabelludo es resistente, y no puede ser 
rasgado sitió por un objeto que presente alguna punta ó Ato. 
K* también posible que Hadley tuviera en la mano al dar el 
golpe algún instrumento cortante, ó algún fierro. Sin embar- 
go, el hecho de estar la herida en la parte posterior, hace mas 
presumible que fueTa causada al raer sobre un objeto duro y 
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filoso. vWm fractura lineal, agrega el mUmo doctor Ayer, 
H estendia hacia atrás hasta ta base misma del cráneo. » El 
estivador hace también mención de una gran herida en ta ca- 
beza ft» vertía mucha sangre, foja 12. 

Partiendo de estos antecedentes, y procediendo en ta apre- 
ciación con el espíritu de benevolencia que caracteriza á la le- 
gislación de nuestros día», el ánimo se inclina á creer que no 
hubo de parte de Hadley, ni premeditación, ni la voluntad de 
dar I.l muerta, que fué, sin embargo, el resultado inmediato 
de su agresión. Las riñas á golpes de ptiíio son frecuentes en- 
tre las gentes de mar. Solo por accidente y rarísima vez, pro- 
ducen la muTte que no se proponen dar, ni temen los comba- 
tientes. 

Agrégase a* esto que no se alcanza qué móvil pudo llevar i 
Hadley á dar muerte ¡i Ross. Lus declaraciones de las tripula- 
ciones del Princesa y de la Nagt/ie hubieran acaso arrojado algu- 
na luz acerca de las relaciones que entre uno y otro pudieran 
existir, y su falta no puede hoy ser suplida. 

l)e las deelaracionei de Breingan y del mismo Hadley, po- 
dría deducirse que algunos puntos de contacto eiistian entre 
Hadley y Boas. Dice el primero que había servido en Halifui 
bajo las órdenes del padre del segundo, y según Breingan mo- 
mentos antes de la agresión, Hadley decía á Ross, acompañan- 
do la frase con palabras altann-nte ofensivas € yo te conozco 
bien á vos » foja 11 tuelta. Acaso un rencor antiguo y pro- 
fundo moviera el brazo de Hadley. Las referencias son sin em- 
bargo, tan incompletas que no alcanzan á autorizar siquiera 
una presunción fundada. 

Kl estado de embriaguez podría conducirnos á una esplica- 
cion mas ó menos racional. Sobre esto mismo el sumario es 
deficiente. 

Hadley recuerda perfectamente la conversación que tuvo con 
el piloto ; sedá cucnti de todo antes de la agresión, hasta de 
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haber dejada éter una fuente de las manos : después, pierde 
por completo la memoria, i término de sorprenderse al día si- 
guiente de encontrarse con grillos j detener que pregu: tar la 
causa. Todo esto no es sincero» ni natural ; y si algo prueba, 
es que el estado de embriaguez, ó no existia, ó en todo caso, no 
era completo. 

Esto mismo se desprende del testimonio de Shwington 
Vanee y de Breingan j el primero crée que Hadley no estaba 
ébrio. porque hacia regularmente su servicio ; el segundo dice, 
qna habia tomado todo el dia, pero que podía mantenerse de 
pié* 

El otro testigo nada dice, porque no se le preguntó una pa- 
labra acerca de una circunstancia que desde el primer mo- 
mento debió comprender el señor Juez habia de constituir uno 
de los elementos principales del proceso. 

J)eapues de este e simen de los hechos, corresponde pasar A 
estudiar el grado de culpabilidad del procesado y la pena con 
que haya de ser castigado. 

El hecho está probado : la conciencia mas meticulosa, no 
obstante la falta de las piezas principales, no puede menos de 
aceptar con tranquilidad completa que Ross falleció muy pocas 
horas después de los golpes que recibió de Hadley. 

Solo hay una remota presunción, de que Hadley pudo ser 
movido por un espirito de Tenganza. La ebriedad no está pro- 
bada; Hadley habia tomado algo, pero no lo bastante para no 
poder atender i in obligación y perder el sent imiento de su 
responsabilidad. 

¿ Cómo tsplicar entonces este hecho ? 

Me inclino á creer que, obedeciendo á recuerdos de alguna 
ofensa antigua y algo escitado por la bebida, Hadley acometió 
i Rosa i golpes de puno, sin intención de darle muerte. No s- 
ha dicho por ninguno de los testigos que hubiese hecho nso de 
arma que pudiera dar muerte. Debe esta, entonces, atribuirse 
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mas bien al golpe que rt cibi " Ro9i al caer sohre alg0fl ob ^ et ° 
con 61o ó punta, capaz de rasg** el cuero cabelludo y fracturar 

el mismo cráneo. 

Iladley, es sin embargo, resp u -¡able de esta muerte, porque 
fué la consecuencia inmediata de <u agresión violenta y de 
todo punto injusta é inmotivada. 

No ha procedido con premeditación, - i alevosía, y esta léjos 
de merecer loa veinte años de presidio á qw lo condena el señor 
Juez, y mucho menos» la muerte, que pde el Procurador 
Fiscal. 

La disposición del artículo 196 del Código 1 -nal paréame 
la mas directamente aplicable. 

Ra este un homicidio simple, sin reflerion ni prem 'litación. 
Hadley ejecutó contra tloss actos capaces de poner en ¡mi tro m 
vida, y que en realidad lo produjeran. 

Teniendo en cuenta el estado, aunque imperfecto, de*m- 
briaguez ; la prisión sufrida y las incalificables deficiencias del 
sumario, pienso que de la pena de seis años de penitenciaria 
que corresponden al artículo citado, debe serle descontado al 
procesado el tiempo de la prisión que ha sufrido, con excepción 
de los seis meses a que se refiere el artículo 171, 

Pido en este sentido la modificación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Bueno* Aira. Noviembre 13 de 1883. 

Vista esta causa criminal, seguida contra Cárlos Hadley. 
cocinero del lugre inglés IVÍmcmí, por haber dado muerte á 
Guillermo Robb, piloto de la barca de la misma nacionalidad 
Naggte. catando surtos ambos buques en este puerto — causa 
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que pende ante esta Suprema Corte, por apelación de la sen- 
tencia del Juzgado Federal de esta Capital, que condena a] 
procesado á veinte años de trabajos forzados — y de la cual 
resulta: 

Que tres testigos presenciales, Sbwington Wance, Federico 
Werner y Juan Breingan, h¡in declarado en esta causa rt fojas 
seis, ocho y once, que encontrándose de t i sita el piloto (.Ju i - 
1 termo Kos*, el dia veinte y ocho de Enero de mil ochocientos 
setenta y ocho, á bordo del Princeu, y estando conversando 
sobre cubierta con el cocinero Carlos H ¡ni ley, este dió á Knss 
un golpe con el puño, echándolo por tierra ; que cuando quiso 
levantarse le dio otro golpe, y tomó en seguida una escoba de 
i bordo y le descargó con ella golpes en la t nueza, de cuyas 
resaltas murió ese mismo dia. 

Que entre estas declaraciones hay algunas divergencias. <¿uc 
según loidos primeros test igos, Wance y Werner, el acto b omitid a 
tuvo lugar en la puerti de la cocin i del buque, y sc,;uu el otro, 
en la proa ; que los primeros dicen que no notaron que hubiese 
mediado disputa, y el tercero afirma que precedieron palabras 
altamente ofensivas que H.tdley dirigió á lioss ; que los pri- 
meros nada deponen sobre U gravi-dad do las heridas inferidas 
i este, y el terrero asegura «que el piloto tenia una gran herida 
eu la cabeza que echaba mucha sangre •» ; que según los prime- 
ros, Rosi falleció i. las pocas horas á bordo del l'rincvxs y se- 
gún el otro en el bute que lo conducu á tierra ; que el priim>r 
testigo, por último, declara que le parece que Hadley no estaba 
ébrío, porque vio que hacia regularmente su transijo; y el ter- 
cero afirma que estaba ebrio, pues babia bebido todo el dia, 
pero que podía mantenerse bien de pié. 

Que sobre la naturaleza y gravedad de las heridas causadas 
al muerto Guillermo Rosa, el medico doctor Ayer informa á 
foja cincuenta y uno, en los términos siguientes ; < el cráneo 
presentaba una fractura compuesta y desmenuzada del lado 




DE JUSTICIA NACIONAL 173 

derecho, faltando los tegumento* que cubrían el cráneo del 
mismo lado en el local de la fractura, habiendo también extra- 
vasación de sustancia cerebral. Una fractura lineal se estendia 
háeia atrás, hasta ta base del cráneo. Había también hemorra- 
gia del meatds externo de ambo-i oído*. La muerte fué causada 
indudablemente por la compresión en la base de los sesos, produ- 
cida por la hemorragia que resultó de las herida* descriptas ». 

Que por las referidas declaraciones de loa testigos presen- 
ciales, consta también la identidad del muerto Guillermo Roas, 
y la del delincuente ( arlos Hadley. 

Que este mismo no niega ser el autor del acto homicida, y 
solamente alega, en su declaración indagatoria de foja cuatro 
| confesión de foja cincuenta y dos vuelta, no tener concien- 
cia de haberlo cometido. 

Que en la instrucción y su^tanciacioii de este proceso, resal- 
tan las siguientes faltas sobre las que llama la atención de la 
Corte el señor Procurador O en era 1 ; 

El Capitán del Puerto, encangado de la Policia Marítima, que 
en la fecha del homicidio cometido, era el doctor don Diego de 
la Fuente, ninguna dUposieion tomó para la primera averigua- 
ción de los hechos. No mandó levantar información alguna, ni 
practicar el reconocimiento facultativo del cadáver. Sin reci- 
bir declaración á los tripulantes del í'rÍHcesjf, á cuyo bordo 
tttvo lugar el homicidio del piloto Koss, permitió que saliera 
del puerto para el estrangero, en 97 de Enerode 1878, y recien 
en 29 del mismo se dirigió al Juez de Sección, poniendo » su 
disposición al reo. 

Que el caigo de Defensor del procesado no fué aceptado en 
forma ; que los testigos del sumario no fueron examinados 
nuevamente denlro del término de prueba, sin que conste que 
no pudieron ser habidos, y que la nota del Escribano sobre 
el vencimiento de dicho término y de ponerse los autos al des- 
pacho, no tiene fecha. 
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Que sentenciada esta caaia por el Juei de Sección en treinta 
de Setiembre de mil ochocientos óchente, ei decir después de 
doc años j ocho meses de iniciada, fué recién notificad» al reo 
en cuatro de Junio de mil ochocientos ochenta y tres, sin que 
ni el Defensor Dr. don Autoniuo Luna, ni el Procurador Fiscal, 
doctor Viale, hubiesen reclamado el cumplimiento de esta di- 
ligencia, ni el Juez la hubiese ordenado de oficio. 

Y considerando : Qoe por las declaraciones de los testigos 
presenciales, de fojas seis, ocho y once, y por el informe fa- 
cultativo del Dr. Ayer, i foja cincuenta y una vuelta, re- 
salta plenamente probado que el procesado Cirios Hadley 
es el autor de las heridas inferidas en veinte y ocho de Enero 
de mil ochocientos setenta y ocho, a bordo del lugre inglés 
frutee» al piloto de la barca Maggie, don Guillermo Ross, 
heridas que fueron la causa eficiente de su muerte en ese 
mismo dia; 

Que por esas mismas declaraciones é informe, consta tam- 
bién el cuerpo del delito, y la identidad del delincuente y de 
la victima ; 

Que aún cuando en esas declaraciones hubiese varias diver- 
gencias, ellas se refieren á algunos accidentes, y no a los ele- 
mentos que constituyen la sustancia del crimen cometido ; 

Que no se ha justificado que el homicidio cometido por 
Hadley haya sido con premeditación y alevosía, esto es con el 
designio formado de antemano de atentar contra la persona de 
de Ross, y de darle una muerte segura, de improviso y con 
cautela ; 

Por estos fundamentos, la Corte declara al procesado Cárlos 
Hadley, culpable de homicidio simple cometido en la persoua 
de don Guillermo Ross ; y reformando la seutencia apelada de 
foja sesenta y trea vuelta, y de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador General, le condena, con arreglo a lo pres- 
crito por el artículo ciento noventa y seis del Código Penal, 
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que rige en esta Capital y forma el derecho común de las Pro- 
vincias, ála pena de seis años de penitenciaria, con disminu- 
ción del tiempo, que excediendo de seis meses, ha sufrido de 
prisión, y á las costas del proceso. 

Ordena que se comunique por oficio esta sentencia al Poder 
Ejecutivo; y que atentas la* grates faltas á los deberes de su 
cargo en que han incurrido en esta causa el Joei de Sección y 
su secretario don N. Muuita, el Defensor del reo doctor don 
Autonino Luna, el Procurador Fiscal doctor don J. Viale, y el 
es-Capitan del Puerto, doctor don DK-go de la Fuente, sean 
apercibida seriamente. 

Xotifíquesu con el origin il y devuélvase los autos. 

j. i. uoaosmcA. — t Ladislao frías— 

S. M. LASFIUH. — H D. FIZA RAO. 



tí. Eduardo Pasto, contra el lir. tí. Marcelino freiré, por 
cobro ejecutivo de arriendos. 



Sumario. — El arrendatario de un campo que, sin conoci- 
miento del locador, compra el campo al Fisco, no cambia la 
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causa de ta posesión, y no puede oponer le excepción de inha- 
bilidad del titulo i la acción ejecutiva del locador por cobro 
de arrendamientos. 



Cúio. — Lo esplican las siguientes resoluciones : 



VtoHa «*B iHti r<sml 

Rourio. «ario 31 de 1883. 

Tiste *a eieepcion de inhabilidad de titulo, deducida por el 
Dr. D. Marcelino Freiré, con lo alegado y probado j espuesto 
por so parte en la audiencia verbal y 

Cousiderando: f* Que citado de eviecion el vendedor del 
campo por el que se pide arrendamiento, D, Tomás S. O. Arma* 
troné; y habiendo acept lo salir i ella, no solo no se ba opues- 
to A la eieepcion del ejecutado, sinó que ni aun la ha aceptado 
como deducidos por sf los fundamentos dados por et compra- 
dor y ejecutante Passo; renunciando también su concurrencia 
al informe ir vece solicitado de contrario; loque manifiesta la 
convicción de sn felta'de derecho para sostener la ejecución in- 
tentada, y dejar en pié en todo su vigor las raxones de la excep- 
ción; 

2* Que ese proceder se esplú a porque no hay ley ni facul- 
tad que autorice 4 nadie á vender lo ageno y cobrar arrenda- 
miento j>or ello, máxime al mismo dueño legítimo de la cosa 
locada; 

8" Que la presunción de dominio que puede asistir al arren- 
dador que posee o haya poseído al menos el fondo arrendado» 
ce 'e ante la prueba de aer la cosa agena y de aun haberlo po- 
seído quien de derecho lo arrendó; y pues en el caso actual ni 
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aun se ha probado, como se ordenó por el Juez, la posesión en 
que el locador ae fundó; 

4* Que ademas, segur, el plano presentado por el Dr. Freí- 
res á f. 21 t y sin oposición contraria, como también por la escri- 
tura de venta de f. V hecha por D. Tomás S. C¡, Armstrongy 
1). Enrique Aiuelong, como asimismo por la de este otorgada 
á D. Eduardo Passo, f. 5, y romo igualmente por el informe del 
Departamento Topográfico de f. 3 melta, «) terreno de do» le- 
gua» rendido á Fasso y mal arrendado á Freiré, se vé que jamás 
perteneció á dichos vendedores; pues el que fue de propiedad 
de la sucesión Amclong, es el que correspondí I Musqiieda, 
que contiene en su centro la inequívoca distinción de la isleta 
de Martínez; hallándose el vendido y arrendado de! Dr. Freiré 
al Sud, con muy distinta ubicación; y siendo ademas de pro- 
piedad fiscal, como después fué denunciado y adjudicado legal- 
mente á diebo Dr. Freiré. 

Por estos fundamentos y otros muchos que es innecesario 
aducir, no ba lugar á la ejecución, con co-tai al eje iut ante. 
Notifique-e con el origina] v repóngase los sellos. 

Fenehtt Zttnria. 
r*ll« é> la ttvpreMa Carie 

Buenas Airei, Noviembre 13 de 188Í. 

Vistos estos autos, seguidos por Don Eduardo Pusóo, contra 
el Doctor Don Marcelino Freire.sobre cobro ejecutivo de pesos, 
por arrendamiento de un campo. 

Resulta: Que el Doctor Freiré arrendó por dos años, á con- 
tar desde el primer dia de Abril de mil ochocientos ochenta y 
uno, al Señor Y. H. Amelung, un c ñipo que este poseía como 
de su propiedad en la Provincia de Santa Fé, lindero por el Sud 
T. xvíi. Í3. 
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y Naciente con el espresado Señor Freiré, por el Norte con la 
sucesión de Don Tomá. Armstrong. y por el Poniente con Don 
Eduardo Pasao, pagando por arrendamiento trescientos pesos 
bolivianos al año, siendo de cuenta del arrendatario el pago de 
la contribución directa, y quedando á su cargo, para su #ji-c«- 
cíon y cumplimiento, un contrato anterior de arrendamiento 
de media legua de este mismo campo, celebrado con Don Do- 
mingo Gallam. (Contrato de foja diez, y escritura de fojas una 
á cuatro). 

Que en Noviembre de. aquel año, el arrendador Señor Ame- 
long, vende este campo á Don Kduardo P**M (cinco á ocho), 
manteniéndose el arrendamiento de Freiré, á quien se dá aviso 
de la venta para el pago de las ¡mualidadcs al nuevo propie- 
tario; 

Que en Diciembre del mismo año el arrendatario Señor Frei- 
ré, compra este campo al Gobierno Provincial de Santa Fé\ de- 
nunciándolo conio de propiedad iiscal (foja veinte, fojas trein- 
ta y una i treinta y cuatro etc.); 

Que demandado Freiré para el p;igo ejecutivo de la primera 
anualidad, se opone á la ejecución alegando inhabilidad del tí- 
tulo con que se le demanda, en razón de poseer el campo á nom- 
bro propio, y como dueño mediante su compr;i al Fisco de la 
Provincia, y no como arrendatario de Passo ó su causante Ame- 
long; pues sostiene que dicho campo no perteneció jamás á es- 
tos sino al Fisco su Tendedor; quedando el campo de aquellos 
en distinta ubicación, según informes del Departamento Topo- 
gráfico y Plano qtlfl al efecto acompaña; de lo que resulta, no 
haber ocupado jamás el eanipu del comprador PaasO ó su cau- 
sante Amelong etc. 

Y Considerando; Primero. Que en estos autos no se trata 
de una acción de deslinde, ni de un juicio petitorio de propie- 
dad del campo en cuestión, sino simplemente de un juicio 
ejecutivo por cobro de arrendamiento* vencidos; 
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Segundo. Que para la existencia del contrato de locación, y 
para la efectividad de las obligaciones que él impone al arrenda- 
tario y at arrendador, m se necesita que la cosa arrendada sea do 
propiedad de este, ñique se encuentre siquiera en posesión de 
ella. El contrato de lorac¡ fin consiste, únicamente, en asegu- 
rar al locatario el uso y gm-e de una cosa mediante cierto pre- 
cio (artículo uno, titulo De ta locación ; y Freiré ha estado y 96 
encuentra en el uso y goce del campo, sin que haya sido i»ri- 
vado de él, ni haya solicitado rescisión del contrato de arrenda- 
miento por reclamos sobre ta propiedad ó posesión del campo 
que le interrumpan eu el uso y goce del mismo, para escusar 
su obligación de pagar los arrendamientos vencidos, como es 
necesario en derecho para eximirse de esta obligación ^artí- 
culos veinte y tres, treinta y tres, treinta y cuatro, treinta y 
cinco y demás relativos, titulo De la locación): pero ni siquiera 
ha cumplido por su parte la obligación que al efecto le incumbe 
como arrendatario (artículo treinta y ocho, título citado) de 
dar conocimiento al locador, en el mas breve término posible, 
de toda acción que se dirija centra la propiedad, uso ó goce de 
la cosa arrendada; siendo contrario á derecho, como opuesto a* 
la té de los contratos, que el mismo arrendatario, sin denuncia 
previa al locador, sea en tales condiciones admitido á producir 
una acción que obste A la ejecución del contrato celebrado, y á 
las obligaciones que él le impone, creándose sin conocimiento 
de aquel, un obstáculo á sí mismo en el uso y goce de la cosa 
arrendada, para eludir el pago de los arrendamientos; 

Tercero. (Jue el arrendatario Señor Freiré, entró á poseer 
este campo como de propiedad de Amelong, en Abril de mil ocho- 
cientos ochenta y uno, según el contrato de locación reconocido 
y confesado en este juicio, bajo límites fijos, y romo lindero del 
terreno de su propiedad por el Sud y Naciente, en cuya ubicación 
lo posee Amelong, y lo tenia en parte arrendado á (Sallan, todo 
lo que consta del mencionado contrato de arrendamiento, y de 



lo. «tuina l«e «1 ejecutante ka producido en el joicio; en 
,. concepto Fieir. ocnpó el campo como arrendatario de Ame- 
U de.de .1 primer di. de Abril basta .1 me. de Soriembr. 
d. Leí .So, y despee., «me .rr.nd.Urio de P.s.o, huta .1 
.....te de 1. compre que bi». .1 Fiaco en Diciembre; .1. 40. 
„eda pretender qoe lo baya poseído como doeio dureute e.t. 
tiempo, siendo, como es. anterior á •« compra misma; 

Cuarto. Que esta compra ulterior no h. podido darle la po- 
sesión ture rfomíní, como lo pretende, erando como estaba 
aonel campo poseído por Passo y su causante Amelong, en cuyo 
oombr. lo teni.elmis.no Freireátilul. de arrendamiento con- 
sereandode esta suerte el locador su posesión civil, pues esta se 
eonserr. y retiene por 1. sol» voluntad de continuar en ella y 
„„ tolo por el poseedor mismo, mediante ocupación de la cosa, 
sinó por medio de tercera persona <ine lo ocupe en su nombre 
4 representación, subsistiendo ta posesión del pr.mero aunque 
M u.l a«e poseí, i nombre del poseedor manil.este I. volun- 
u.l de poseer i nombre propio («.«culo, noventa y cuco no- 
«.ta y siete, noventa y ocbo; Ululo De ta Poseo». ) U.tí- 

tnl. tím pa». ta F-H" * * «> d "« l0 f f*" "?-S 
, posesión mism. (artlcnl. «no, titulo De la, «ce.o»« tm- 
JL ) Freiré, como arrendatario no ha podido por sí mismo 
aquella posesión y tomarla * titulo de propietarios.» 
t ^ n efecti^de parte de .u vendedor, c. Gobierno * Fla- 
co Provincial, tradición en si misma joridicamento .mposiUe 
en raron de I. posesión .» que del campo estaban lo. taM 
Amelen, y Passo (articulo, uno. dos. tres, veinte y nueve, t .n- 
t» treinta v tres, noventa y siete y demás correlativo.. Ululo 
t SütóS «««-o ochenta y oebo. titnlo Be ta Compr.- 
renta ete.) En todo «so, 1. compra de Freiré solo pndo y pue- 
7. darte un. acción real de posesión 6 dominio P«a » re.vmd.- 
«cion del «mp., * 1* demanda de la posnmo» mis», i titulo 
repletar», (. «culos uno. d„s. tres, titulo De la, Aeaone, 
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ñeaks; artículos uno y demás relativos, título ¡te las Aeaonn 
Posesorias) siendo en esta ocasión inútil y extemporánea la 
discusión de su título d« propiedad ó dominio, tratándose como 
te trata de un juicio ejecutivo por cobro de arrendamiento, 
que no es posible convertir en principio de deslinde, de reivin- 
dicación, ó posesorio, desnaturalizando la acción entablada y 
y con arreglo a la cual debe pronunciarse la sentencia; 

Quinto. Qne independientemente del derecho de Freiré para 
reivindicar el campo, ó discutir la posesión del misino, en juicio 
plenario, de deslinde n otro semejante, según el uso que mejnt 
creyere conveniente del derecho que por aquella compra crea 
corresponderá, dicho señor, como arrendatario, esta obligado á 
pagar los arrendamientos vencidos, mientras subsisto el con- 
trato de locución que tiene celebrado; teniendo el arrendador 
acción ejecutiva para el cobro de los arrendamientos, que en 
consecuencia de lo dicho debe aquel satisfacer (artículos se- 
senta y cuatro y ochenta y seis, título fíe la locación.) 

Por estas consideraciones, se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta y siete, y Be declara que la ejecución debe llevarse 
adelante hasta el efectivo pago del crédito, con sus intereses y 
cos t a s, — Hágase saber con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. B. GOR&OTUÜA. — J DOMWGUH.— 
I LADISLAO TRIAS. —8. H. LASPIUB. 
— H. I». PIIAftBO. 
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0. Pablo Paretle*, en tercería tle dominio sobre una finca em- 
bargada, m la ejecución del ihctor IK Pedro L. Funes contra 
í». Pedro Labeque. 



Sumario. — El adquirente do una propiedad hipotecada 
no puede oponerse al embargo y venta de la misma, en la ejecu- 
ción del crédito hipotecario seguida contra el deudor. 

2 o La propiedad hipotecada, aun tendida en remate judicial, 
pasa con el gravamen, si la Tonta se ha hecho sin citación del 
acreedor hipotecario. 

3' La prescripción de las acciones anteriores al nuevo Có- 
digo, es regida por el artículo 8. titulo complementario del 
Código Civil. 



Cato. — Lo explica el 

FhII* M J«e> iüllii. 

Parana, Febrero 16 de I88Í. 
Vistos: de los presentes autos resulta interpuesta por D. 
Pablo Paredes «tercería de dominio escluyente » en la ejecu- 
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cían seguida por el Doctor D. Pedro Lucas Funes contra D. Pe- 
dro Labeque (perseguido en rebeldía), por deuda hipotecaria do 
cantidad de pesos ; j que se hace oposición á que se lleve ade- 
lante la demanda ejecutivo, alegándose: 

I o Dominio pleno y perfecto sobre la finca embargada, por lo 
que demuestran los documentos do fojas 2á 5 y A foja 8; 2" 
Que el ejecutante Dr. Funes, noh¡i presentado título que acredi- 
te debidamente derecho hipotecario sobre la casa embargada, 
pnes que ese título fue constituido en favor de D. Felipe Nuñ>z 
y la trasmisión hecha por éste á Funes no Ita sido registrada co- 
mo correspondía legalmente, ni menos fué citado eí deudor Labe- 
qne parala trasferencia: & Que se halla además, cstiiiguído 
el derecho sobre la hipoteca por h;iber trascurrido el término 
legal sin haberse renovado ni hecho reclamo alguno; y \ n Que 
U ejecución fué ya iniciada Antes por ante el Juzgado de l n 
Instancia provincial, y que no habiéndosele hecho lugar por 
no considerarse el documento con fuerza ejecutiva se dejó pa- 
sar esa resolución en autoridad de cosa juzgada. 

Siendo estos los sustanciales fundamentos de la opuesta ter- 
cena, la demanda fue aeptada, autos de foja 13, y corrido 
traslado se contestó a foja U; l n Qne los títulos presentados 
por l tercerista cscluyente, son realmente referentes ó la finca 
ejecutaday A su compra ; pero que como ella se hallaba afecta- 
da por hipoteca anterior que no habia perecido, ni por renun- 
cia, ni por prescripción, ni por ningún otro título, el dominio 
alegado por el señor Paredes no era completo ; desde que la tal 
finca tenia una carga, cual es la de la hipoteca, por ta que se 
le persigue ejecutivamente, sin importar que haya sido adjudi- 
cada, ó vendida judicialmente, ó en otra forma. 

2 o Que tampoco se halla extinguido el término hábil para 
reclamar contra el bien hipotecado, estándose como debe estar- 
se Alo que dispone el Código Civil sobre prescripción de hipo- 
tecas ; lo misino que á los términos que por él se señalan sobre 
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el modo de contar el tiempo para la prescripción de Us hipote- 
cas que se h litasen constituidas con anterioridad a la vigencia 
de dicho Código ; y 3 a Que no es exacto que haya ocurrido reso- 
lución de cosa juzgada por intervención que el ejecutante Doc- 
tor Funes hubiese «fado ai Juez ordinario de provincia ; pues 
que no ha habido juicio alguno anterior al de la ejecución in- 
terpuesta ante este Juzgado de Sección. 

Recibida la causa ii prueba por «utos de foja 18, durante 
el término de ella no se ha producido sind la de foja 20, que 
consiste en un certificado ó informe estendido por el Escribano 
de hipoteca*, D. Peilro Caldiron, haoiendo constar: Que entre 
las hipotecas otorgad is por el ejecn lante D, Pedro Labeque so- 
bre la casa embargada, aparece anotada en el Registro, la que 
en nuyvtí de M.iyo de mil ochocientos cincuenta y nueve, cons- 
tituyó en favor de D. Felipe Nuftez por la cantidad de ocho 
cientos pesos bolivianos y qne esta hipoteca aun no habia sido 
chancelada. Que de igual modo se encuentra anotada y sin 
chancelación otra hipoteca sobre la misma cosa, constituida 
también por dicho Labeque en favor de D. Nicolás Puíg por 
la suma de seiscientos pe^os bolivianos, según escritura otor. 
gada en el Rosario, Provincia de Santa F¿, fecha catorce de 
febrero de mil ochocientos sesenta y dos. 

También aparece otro certificado ó informe.foja 21, espedido 
por el escribano de número D. Joaé Gonzateí del Solar, hacien- 
do constar igualmente que por un espediente que corre á su 
cargo * ya terminado y archivado » se siguió juicio ejecutivo, 
á instancia de D. Nicolás Puíg. contra Ü. Pedro Labeque por 
deuda hipotecaria de seiscientos pesos bolivianos ; y que en 
ausencia de este, pero con acuerdo del Defensor que le fué 
nombrado, se adjudicó al pago de la deuda la casa hipotecada, 
eitcndiéndose la escritora de adjudicación con fecha 15 de Ju- 
lio de mil ochocientos setenta y dos por el Escribano público y 
de número D. Pedro Coronado. 
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Puestos los tutos al despacho per hallarse cumplido el tér- 
mino de prueba, j en vista de no hallarse citado el ejecutado, se 
expidió el auto de foja 45, librándose el exhorto de foja 47, que 
diligenciado hace conocer lo expuesto por Labeque al ser citado 
y notificado. 

Siendo esto, todo lo que demuestra el expediente, y exami- 
nado los alegatos que los contendientes han presentado en los 
escritos que corren de foja 27 A foja 33 y foja 34 á foja 42. 

Considerando : 

r Que los títulos con que fué iniciada la ejecución, contra- 
dicha por la presente tercería de dominio esclúsente, no han 
podido dejar de ser legalmente ejecutivos, pues que el carácter 
que reviste la escritura que a foja 2 corre en el espediente de 
ejecución, es el de una solemne declaración hecha por D. Feli- 
pe Nnftez en que asegura que el verd adero acreedor deD. Pedro 
Labeque es el Doctor D. Pedro Lucas Funes, por ser el dueño 
de los ochocientos pesos bolivianos entregados á dicho Labeque, 
otorgante de la, escritura hipotecaria que igualmente corre á 
foja i en el espediente mismo ejecutivo ; viniendo i ser eBto 
confirmado con lo expuesto por el enunciado Labeque al ser 
citado por la diligencia de foja 48 vuelta para intervenir en la 
presente tercería. 

2° Que no siendo, por lo tanto, la escritura otorgada por Su- 
nca haciendo la declaración referida, una escriturad* novaáon 
por transferencia del crédito hipotecario para considerársele 
inhábil por no haber sido registrada en esta provincia, ni me- 
nos por no haber sido citado Labeque para entenderla ( como 
también se alega por el tercerista ) puesto que por ella no se ha 
hecho transferencia del crédito, pues no hay constancia de que 
Nuftex haya sido deudor de Funes por haber tratado de saldar 
su crédito, constituyendo en favor de éste la hipoteca otorga- 
da por Labeque quien confiesa « se repite * en la diligencia in- 
dicada foja 48 citada que su verdadero acreedor es el Doctor 
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Funes y que por tanto le tiene abandonado j cedido su de- 
recho sobre la finca embargada, que hipotecó á ese crédito. 

S» Que además de esta confesión que relé™ de prueba, se 
presenta el certificado 6 informe de foja 40. por el que consta 
que la escritura hipotecaria c«n la que se persigue ejecutiva- 
mente la referida finca embargada por deuda de Lubeqoe (que 
este mismo declara, como se deja dicho, ser al Doctor Fúnes), 
fué otorgada y aun se encuentra sin chancelar, el nueve de 
Mario de mil «cuocientes cincuenta y nueve ; siendo la otra 
constituida sobre la misma finca en favor de Puig (y que aun 
aparece también sin chancelación en el registro ) de catorce de 
febrero del sesenta y dos, es decir, dos años y meses después de 
hallarse constituida aquella, sin que baya dato ni prueba algu- 
na que justifique ó acredite hallarse extinguida, para no pod" 
perseguirla con el derecho que dá su antelación. 

4« Que aun cuando por lo informado por el Escribano público 
0. JoséGonjnlez del Sotar, á foja 21. aparece que 1* casa hi- 
potecada por Labcque el catorce de febrero del sesenta y dos, 
fué adjudicada en pago judicialmente al acreedor [>. Nicolás 
Paig en virtud de juicio seguido; no hay constancia de que en 
tal juicio, que se siguió en ausencia del deudor, nombrándosele 
defensor, hayan sido citados, ni llamados los «creedores que 
existiesen igualmente hipotecarios, cumo lo requiere la ley pa- 
ra adquirir derecho, aun en caso de haberse comprado en rema- 
te publico un finca hipotecada. Código Civil, Libro 3 o , título 
14, artículo 88, que está anotado con lo que al respecto dispo- 
ne'el Código de Chile, en el artículo 4.438, copiado d la letra en 
«1 escrito que corre a foja. ... y con lo que también se determina 
en el Código Español por Goyena, artículo 1 ,808, asimismo co- 
piado en el citado escrito. 

&» Que atentas las consideraciones y Jas Teglas legales que 
te dejan significadas, los títulos presentados por el tercerista 
opositor esclnyento i la ejecución, no le dan el dominio pleno 
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y perfecto que alega sobre la finca embargada, según te que 
también dhpoue la ley 14. del título 13 de la Partida 5', que 
con fundamento ha sido citada en el escrito de foja 14. 

©" Que lo alegado como causa también en favor de la terce- 
ría interpuesto, usegu raudo bailarse proscripta la acción hi- 
potecaria sobre la finca embargada, esta completamente des- 
vanecido por lo que dispone el articulo 8 del título comple- 
mentario del Código Civil ; puesto que la hipoteca constituida 
sobre dicha finco» de nueve de Mayo del cincuenta y nueve, lo 
fué antes de que se hallase en vigencia el Código; y quedó por 
lo tanto, segun disposición de este mismo, sugeta á las leyes 
anteriores, que señalaban mayor tiempo para la prescripción, 
haciéndose su cómputo en la forma que expone el mismo artí- 
culo & se determina. 

De manera que habiéndose interpuesto la demanda ejecutiva 
que ha motivado la tercería, el veinte y cinco de Setiembre del 
año setenta y nueve, quedó interrumpido en tiempo el término 
de la prescripción, segun lo dispuesto por el Teferido artículo 8" 
y determinado igualmente por el artículo 10, Libro 4 o , Sección 
3', título I o , Capítulo ir del mismo Código. 

V Que en cuanto á la caducidad de la acción, por sentencia 
ó resolución pasada en autoridad de cosa juzgada, para motivar 
la tercería, nada se ha presentado en justificación ó prueba 
comprobatoria de ese alegato, en todo lo que los autos hacen 
conocer. 

Por tales fundamentos y lo que el ejecutante Doctor Funes 
ha expuesto en oposición á la tercería esc) oyente interpuesta 
por el citado señor Paredes, definitivamente juzgando, fallo: 
no haciendo lugar á la tercería escluyente interpuesta por el 
citado señor Paredes, quedando á salvo su derecho, como po- 
seedor actual de la cosa, para reclamar contra quien y nomo le 
corresponda ; y ordenando se lleve adelante U ejecución en 
caso de no apelarse r y que en el de hacerlo, se agregue á estos 
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autos copia testimoniad* delta dos escritura» que corren en los 
ejecutivos pendiente!; sin especial condenación en costas, Re- 
póngase los sellos y timbres que faltasen. 

Antonio Zarco. 



Buenos Aire». Noviembre 17 de i«83. 

VUto» ; poT su» fundamentos, se confirma* con costa», ta 
sentencia apelada de foja cincuenta y dos. Satisfechas las 
costa» y repuestos lo» sellos devuélvase. 

J. B. COROSTIAGA. — J. DOMMCUEI. — 
t LADISLAO FRIAS.— S. M. LASHUR. 
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Criminal, contra Múreos López t por estafa; sobre extradición. 

Sumará — El delito de «tafaestá comprendido en el tra- 
tado de eatradieion con el Gobierno del Paraguay ; y solicitada 
la ••tradición en la forma establecida por el tratado, debe ha- 
eersa lagar i alia. 
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Cojo. — La «pile» el 

MI* M Jmm W***»*i 

Comeóle», Agosto 6 de 1883. 
Y vistos: resulta de estos antecedentes lo que sigue : i° Que 
el Ministro de Relacione* Exteriores de la Nación, se dirijió il 
Juez de Sección del Rosario de Santa Fé\ acompañándole los 
documentos pot los cuales el Gobierno del Paraguay tolícita la 
estradicion de Marcos Lopes, acusado del delito de estafa, en 
vista de los caules aquel Juagado libró órdeo de prisión contra 
dicho López ; pero según aparece de la nota del Gefe Político á 
foja 6, el espresado individuo fué preso y remitido i esta 
ciudad, por pedido del Ministro de Gobierno Dr. Derqui, por 
cuyo motivo el señor Juez de Sección del Rosario, remitió el es- 
pediente á este Juzgado. 

¥ Que se pidió informe al Ministro de Gobierno sobre si 
solicitó la prisión de López, y en caso de hallarse preso en esta, 
cuál es la autoridad que conoce de su causa, y de su contesta- 
ción se mando dar vista al Procurador Fiscal, quien aparece 
notificado con fecha 7 de Diciembre del año pasado, según la 
diligencia de foja 9 vuelta, y se espide con fecha 2 de Junio 
del presente año, dando por razón que hacían tres ó cuatro dial 
a que recien había pasado el espediente al ei-SecreUrio ; y ha- 
biéndose pedido al Ministro de Gobierno que pusiese al preso 
á disposición de este Juzgado, para entender en la causa de 
estradicion pendiente, lo hizo inmediatamente, como consta de 
las notas de fs> 13 y 1 4, y se siguió la causa por sus trámites; y 

Considerando: í° Que el pedido de estradicion está hecho 
con arreglo al artículo 5 o del Tratado rigente entre esta Re- 
pública y la del Paraguay, acompañándose el auto motivado de 
prisión y demás documentos de que habla el artículo citado, 
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siendo el delito de que esta acosado López de los designados 
en el artículo 4 o , inciso 9^, de! mismo ; 

2» Que no es atendible lo que se alega por el Defensor de 
Lope», de no haberse señalado la autoridad á quien debe ha- 
cerse la entrega cuando se pidió la estradicion, como lo pres- 
cribe el artículo 6*. inciso 3 o del Tratado, pues el mismo artí- 
culo señala el plazo de seis días coutadoa desde que el encar- 
gado de hacer la entrega, notiüca & la autoridad que deba reci- 
birlo, la presencia del acusado ó condenado en el punto eo que 
debe hacerse la entrega; y no habiéndose resuelto aún por el 
Juez competente la entrega» mal podrían correr los 6 dias a 
que se refiere ese artículo; por otro parte, el inciso 3" del artí- 
culo 6 o habla del caso en que el acusado deba ser conducido 
por cuenta de los Gobiernos en los limites de sus recpectivos 
territorios, pero en este caso debe serlo por cuenta esclusiva 
del Gobierno reclamante, con arreglo al artículo 13, porque la 
conducción debe hacerse por la vía lluvial ; 

3 o Que si bien la causa ha sufrido demoras, como se hit he- 
cho notar, esto no puede obstar al cumplimiento del tratado, 
desde que se ha solicitado la estradicion en debida forma, no 
pudíendo tampoco invocarle la prescripción del artículo 7, por- 
que el plazo de noventa dias que se señala para la detención 
provisoria basta que se haga el pedido en debida forma, no ha 
podido correr, pues no se solicitó la detención provisoria sinó 
la estradicion, llenando los requisitos legales. Por estos fun- 
damentos, se declara que el preso 1). Márcos López, debe ser en- 
tregado al Gobierno del Paraguay, con arreglo al tratado de es- 
tradicion vigente entre esta República y la del Paraguay; en 
inconsecuencia, póngase al espresado López & disposición del 
Eimo. Gobierno de la Nación, á fin de que se verifique su en- 
trega al Gobierno del Paraguay. Hágase saber con el original. 

Cárlat Luna. 



VISTA DEL SESOB PROCURADOR SEKERAL 

Buenos Aire*, Oclabrt 19 de 1883. 

Suprema Corte: 

Lo que ha pasado en esta causa es original. 

En Julio del año próximo pasado, el Gobierno del Paraguay 
solicitó la extradición del subdito español Marcos Lopes, acu- 
sado de estafa. Fué este, en consecuencia, reducido á prisión el 
mes siguiente. 

Después de. numerosas actuaciones, recién en Agosto de este 
ano el Juzgado Federal de Corrientes encuentra que está com- 
prendido en los término* del tratado de 17 de Mayo de 1877, 
y pone á disposición del P. K., para que lo entregue al Gobierno 
del Paraguay, al detenido. 

?ndo su libertad, yá mi juicio, con 




Según se ha visto, llera ya un año y dos meses de prisión ó 
deteneion, sise quiere, que tanto vale. 

Mientras tanto, el delito de que se le acusaba soto era casti- 
gado con ü pena de un año de prisión por las leyes del Para- 
guay, según así resulta del auto del mismo Juez que lo reque- 
ría, f. i. 

Tenemos entonces, que el recurrente lleva ya sufrido una 
pena mayor que la que se le hubiera impuesto, si hubiera sido 
entregado y condenado! Podría decirse que es este el caso de 
esclamar : non vis in idem. 

El tratado de estradicion con el Paraguay, como todos en 
general, presuponen que la prisión á solicitud de una de las 
partes, no puede ser de larga duración, mucho menos indefi- 
nida. 

« Si transcurridos quince dios, dice el artículo 0\ contados 
desde aquel en que el acusado fué puesto á disposición del 
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Agente Diplomático ó Conmiar, no hubiese sido remitido al 
Estado reclamante, será puesto en libertad », 

c La detención provisoria, dice el artículo % no podrá exe~ 

der de noventa dias ». 

El Juzgado del Paraguay, al pedir la estradicion de foja i 
vuelta, ordenóla detención preventiva de Márcos López, y lleva 

esta mas de un año ! 

La demora del Juzgado de Corrientes es injustificable; pero 
es de creerse también que el del Paraguay ha hecho abandono 
de esta causa, y es muy posible que si le fuera entregado el 
acusado, no sabria que hacer con él. 

Es mi dictámen que ordene V. E. sea puesto inmediata- 
mente en libertad, y haga saber a\ señor Juez de Sección el sé- 
rio desagrado con que ha visto la lentitud de sus procedimientos 
en esta causa. 

MI* de 1» ñmwwmm 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1883 
Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja treinta y dos, manifestándose al Jnez de Sección el des- 
agrado con que esta Corte se ha instruido de la indisculpable 
demora que ha sufrido esta causa sumaria por su naturaleza 
y devuélvase. 

J. 1. GOKOST1AGA. — J. DOMIWÍTJEE. — 
U LADISLAO FRIAS. — »■ LASWüR. — 

H. D. FUakho (en disidencia). 
DISIDENCIA 

La Justicia Nacional carece de jurisdicción par* ordenar 1» 
extradición del procesado Márcos López, requerida en vía di- 
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plomitica por el Gobierno del Paraguay, á mérito del tratado 
de 1877. 

La pezquíza y captura de procesados ó sentenciados en país 
extrangero. es medida de i:ltü puliría que corresponde A la au- 
toridad ejecutiva. La entrega de los ra fu gi.nl os , al Gobierno, 
ó al Agente diplomático que los redama , invocando los princi- 
pios generales del derecho di 1 gentes, 6 la.s estipulaciones de 
una convención ó tratado internacional, es acto de política 
exterior, que corresponde también á la rama ejecutiva del Go- 
estradicion, aunque acordada en el interés de la 
represiva de una nación amiga, no es, por su naturu- 
acto judicial : es acto diplomático ; os acto de gobierno; 
es acto administrativo, que no depende, simplemente, de los 
principios generales del derecho de gentes en la materia, ni 
de las disposiciones convencionales de un tratado internacin- 
nal, siuó también del estado de las relaciones de ambos países, 
y del modo en que el gobierno de aquella nación cumple, á 
este y otros respectos» los deberes qu¿ le imponen los trata- 
dos celebrados con ella, ó la ley común de las naciones. 
Todo esto es estratio á las funciones judiciales. 
El poder judicial no tiene á su cargo la representación ex- 
terior de la Nación ¡ no conduce sus relaciones diplomáticas, 
ni dirijo su política i^trangera, 

Nu está encargado de cumplir ú nombre de la Nación los 
deberes que el derecho de gentes impone a las naciones entre 
sí; ni de ejecutar sus tratados. 

En una demanda de extradición, el poder judicial no sa- 
bría, sin desnaturalizar sus funciones, decidirse por considera- 
ciones de política, ni fundar sus resoluciones en otros motÍ¥oa 
que los que emanan de la doctrina ó de la ley escrita. 

El poder judicial es, de esta suerte, incompetente en esta 
materia, y su incompetencia procede de la índole de sus atri- 
buciones, no menos que de la naturaleza ejecutiva del acto. 

t. km ti 
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«La incompetencia de los tribunales, dice Billot, resalta 
del principio de la separación de los poderes. Las coaliciones 
generales ó particular**, relativas * la estradicion, son actos 
administrativos. Estos actos pncticados por la autoridad eje- 
cativa en ejercicio del derecbo de soberanía nacional, crean, 
entre los dos gobiernos contratantes, derechos y obligaciones 
que están fuera del alcance del p.der judicial, y que se sus- 
traen a su apreciación y á sus críticas * 

Es ti princ ipio que la Constitución establece, al crear a 
independencia de los poderes públicos, según la naturaleza de 
sus funciones, declarando, al propio tiempo, que los tratados 
celebrados con las potencias estrangeras son ley suprema en 

la Nación. . 

El poder judicial no puede, por lo tanto, en el ejercicio nor- 
mal de su autoridad, acordar ó m-gar la extradición de asila- 
dos en el territorio nacional. Este es acto de subera.ua que 
corresponde al Poder Ejecutivo de la Nación ; y los Juzgados 
de Sec ion, como esta Suprema Corte, en su caso, solo pue- 
den conocer indirectamente de la estradúion, cuando el acto 
se discute como repugnante a la institución, a los Tratados 
o Leyes del Congreso, á mérito de un interdicto de habeos cor- 

'""■eru de este caso, en que el poder judicial conoce directa- 
mente del interdicto, é indirectamente de la estradicion, es 
incompetente para pronunciar en la causa administrativa ; y 
al hacerlo en aquella, no tanto pronuncia sobre la estradicion 
misma, como sobre la libertad individual que e. el objeto di- 
recto de la acción. 

Esta observación, como lo demuestra el caso actuil, no es 
n i puede ser indiferente parala libertad individual, y mucho 
ne L para las atribuciones del Poder Ejecutivo,, intereses 
públicos que con estas se relacionan. El poder judicial pro- 
iun c rmltare Q nisicion de parte, en el interdicto de hateas 
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eorput, resuelve indirectamente sobre la estradicion, cuando 
baca lugar a! interdicto ; pero no puede ordenar aquella, cuan- 
do declara ser este improcedente. 

Su jurisdicción normal, cuando la ley no le ha conferido 
una especial en la materia, se limita á lo primero y no al- 
canza á lo segundo; siendo consecuencia de esto, que si el 
poder judicial declara no haber lugar á un mandamiento de 
hateas corpus, el Poder Ejecutivo queda en libertad de acor- 
dar ó negar por sí la «tradición, según los motivos de polí- 
tica exterior y demás circunstancias qne quedan ya indicadas. 

Sucede en el presente caso que el procesado Marcos Lope» 
lia permanecido en prisión ante las autoridades de la Nación, 
mayor tiempo que el que la ley del Paraguay señala al dilito 
mismo porque se le procesa. Tal vez el procedimiento crimi- 
nal instaurado contra él en aquella República, lia sido aban- 
donado. Los motivos que el Señor Procurador General aduce 
para aconsejar & esta Corte que declare no haber ln^ar á la 
estradicion, ordenando la inmediata libertad del procesado, 
bastarían, tal vez, en una conferencia diplomática, para obte- 
ner este resultado ; pero el poder judicial, que procede en los 
estrechos límites de la ley de enjuiciamiento, y que se decide 
por motivos diversos de los que pueden determinar la acción 
del Poder Ejecutivo, se vé, a pesat de todo, conducido á orde- 
nar la estradicion, en perjuicio de la libertad individual y en 
detrimento, á mi juicio, de las atribuciones constitucionales 
del Poder Ejecutivo, único competente para pronunciar direc- 
tamente sobre la estradicion. 

No se me oculta que el procedimiento judicial, de origen 
británico, en contraposición al procedimiento administrativo, 
de 01 ígen francés, tiene en su apoyo la práctica de naciones 
muy adelantadas que lo han consagrado en su legislación; 
peroe&ta es una consideración mas que determina mi disiden- 
cia del voto de la mayoría en esta causa : la Ki pública no 
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tbne, basta este momento, una ley que determine el procedi- 
miento interno en la extradición de refugiados, y que esta- 
blezca la jurisdicción y el procedimiento judicial en ella. 

En 1881 se inició ante 1» Cámara de Diputados la sanción 
de un proyecto en que se adoptaba el procedimiento judicial, 
encomendando al Juez de Sección en que el refugiado hubiese 
sido aprehendido, resolver, con apelación ante este Curte, si 
debia ó nó acordarse la estradicíon ; pero este proyecto, aun- 
que sancionado en aquella Cámara, no ba sido hasta hoy con- 
vertido en ley. 

£1 poder judicial no puede, por lu tanto, deducir su jurisdic- 
ción en esta materia, ni de la Constitución, ni de la ley, ui 
del tratado mismo con el l'araguuy, que precisamente consa- 
gra el procedimiento administrativo pitra la cstradicion. 

Sin embargo, reclamada por el Gobierno del Paraguay la 
cstradicion del procesado, ií áreos López, el Ministro de lie- 
l iic iones Estertores pa-ú ios antecedentes de la redamación al 
J lez Federal de la Sección de Santa l e, para su resolución, y 
este los pasó á su vez al Juez Seccional de Corrientes, por 
haber sido remitido á esta Provincia el refugiado, que fué 
aprehendido en la ciudad del Rosario. 

Todo esto hace, á mi juicio, doblemente insubsistente la 
sentencia oe primera instancia que ordena la cstradicion ; 
por incompetencia notoria del Tribunal que la ha pronunciado. 

En primer lugar, el proyecto sancionado en la Cámara de 
Diputados en 1881, y al que acabo de referirme, establecía La 
competencia del Juzyado en cuya jurisdicción fuese aprendido 
el refugiado ; y en segundo lugar, la resolución del Ministerio 
de Relaciones Estertores fue encomendar al Juez Seccional de 
Santa Éé la decisión de este asunto. Cualquiera que sea la 
importancia de estos antecedentes, si ellos han de fundar el 
procedimiento judicial. que se ha seguido, y han de determinar 
la jurisdicción del poder judicial en la causa, resulta, que 
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esta, bajo ningnn concepto, ha podido ser resuelta por el Juez 
Seccional de Corrientes, quien, por los motivos espuestos, era 
doblemente incompetente para pronunciar en ella. 

Juzgo, asi, que esta Cúrte. incompetente como t*s para pro- 
nunciar directamente sobre la estradíeion del procesado, 
mucho menos puede confirmar l¡i sentencia del Juzgado, nuu 
mas incompetente, de la Sección de Corrientes, en que aque- 
lla se ordena. 

por lo tanto, mi opinión, que esta Cúrte declarándolo 
asi, deje sin efecto la mencionada sentencia, en cuanto ordena 
Ja estradicion del procesado, y devuelva ni Poder Ejecutivo 
la causa para su resolución, eon informe en que se manifieste 
«star el caso comprendido en los términos del tratado de 1877; 
naciéndose presente en esc informe, ú los efectos que hubiere 
lugar, las conclusiones del Sr. Procurador General. 

Este procedimiento que armoniza los hechos producidos con 
li doctrina y principios que dejo indicados, no es una nove- 
dad : es el procedimiento de oríg« n belga, en que se fundan 
el procedimiento administrativo del sistema francés, y el pro- 
cedimiento judicial de procedencia británica. 

M. 1). Pizarho. 
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Contienda de competencia entre el Juez Provincial y el Fede- 
ral de la Sección de Santa Fé„ en ta causa de lot Doctores 
lion Jesús \f del Campo, y Don Luis S. itueda, contra Don 
Antonio (¡orbea. 



Sumario. — \ ú Suscitada una contienda de competencia, y 
comunicada por el Juez exhortado su resolución de no acceder 
á la inhibición, el Juez exhortante está en el deber de avisar 
si insiste ó no en U contienda promovida. 

2" El Juez exhortado que uo reciba este aviso, debe oluiar 
al exhortante, le dé la respuesta pendiente dentro de un tér- 
mino prudencial, en la inteligencia de que si no lo hiciere* se- 
guirá conociendo de la causa. 

Caso. — Lo esplica la siguiente nota del Juex Federal, 

fínsario, Octubre 5 de 1883. 
Al Señar Secretario de la Suprema Corte de Justicia Nacional 
Doctor Don Antonio Tamassi 

Buenot'Airei. 

Tramitándose por este Juzgado una ejecución iniciada por 
los Doctores Don Jesús M* del Campo, y Don Lni* 8. Rueda, 
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contra Don Antonio Garbea, con intervención y asentimiento 
del Defensor de este, hasta dos ó tres días de practicarse el re- 
mate, el Señor Juez de V Instancia de Santa f$¡ le dirigió el 
eihorto corriente á foja 56, Este Tribunal sostuvo su compe- 
tencia por las razones del auto de foja 62 vuelta, sin mas de- 
mora qoe la absolutamente necesaria, rogando al Señor Juez 
exhortante desistiese de la cuestión que habia promovido y que 
interrumpía la terminación de este juicio. Mas que, en el caso 
de insistir en creerse competente, procediese como eni de ley, 
avisando á este Tribunal y remitiendo sus autos i ta Suprema 
Corte, para que el proveyente hiciera igual cosa. El Señor Juez 
hasta hoy y después de una nueva instancia, no se ha dignada 
contestar siquiera cosa alguna á este Tribunal, habiendo trans- 
currido el largo tiempo de 38 dias desde que se le dirigió el 
primer oficio, y 9 desde que se le pasó el segundo, 

Y no siendo posible que se continúe este inmotivado perjui- 
cio que recibe la Administración de Justicia por la inacción del 
Señor Juez de Santa Fé, á justa solicitud de la parte, me veo 
en el caso de elevar mis autos i la Suprema Corte, para que si 
lo tiene i bien, ordene á dicho Señor Juez le remita los suyos y 
resuelva la cuestión promovida y aplazada indefin idamente, ó lo 
que mejor en su criterio estime. 

Dios guarde al Señor Secretario. 



Buenos Aires, Oclnbre 26 de 1883. 

Suprtma Corte: 
La demora del Juzgado de i* Instancia en lo Civil y Comer- 
cial, de la ciudad de Santa Fé, á cargo del Doctor Quiroga, es 
excesiva en este caso. 
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Para decidir si debía ó no insistir en su competencia, no ha 
necesitado, por cierto, mes y medio ; mucho mas, cuantío la 
cuestión no era nueva, y le habin preocupado al dictar el auto 
que motivó el oficio de foja 56. 

Los fines de la justicia serian burlados de la manera mas 
completa y lastimosa, si lo* Jaeces pudieran demorar indefini- 
damente el despacho de los asuntos cometidos a su decisión. 
Por esto, todas las legislaciones del mundo, les de terminan tér- 
minos, y algunas muy estrecho-, dentro de los que deben espe- 
dirse. La ley vigente en esta Capital, fija el de 30 días para la 
sentencia definitiva. Al mismo tiempo, acuerda & los interesa- 
dos el derecho <1« ocurrir a! Superior, por el recurso de retar- 
dada justicia. 

Ka V¿ E, este Superior en lo> ca-;os de competencia, con res- 
pecto á los Jueces de Provincia y cumple á su elevada misión 
impedir que sea torcido con dilaciones indebidas el curso ordi- 
nario de la justicia. 

Sírvase V. E. ordenar al Juzgado de Santa Té, antes men- 
cionado, si insistiera en sostener su jurisdicción, remita los 
autos á Secretaría en el término de diez dias; ó bien en el caso 
de no insistir, dentro del mismo, comunique á V. E. su desis- 
timiento, 

Eduardo Costa. 

Buenos Airea, Noviembre 30 de 1883. 

Habiendo el Juez de Sección comunicado al Juez de Provin- 
cia de Santa Fé su resolución (íe no acceder ála inhibición que 
le pidió en esta causa, y estando en el deber en tal caso, el Juez 
exhortante de contestar, si insiste ó no en la contienda promo- 
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vida, sea para que se remitan los autos á la Suprema Corte, 
sea para que el Juez exhortado continúe actuando si se le de- 
jase en libertad, con arreglo a lo dispuesto por los artículos cin- 
cuenta y cincuenta y Dma de la ley de procedimientos; devuél- 
vanse e-itos autos al Juez de Sección para que se dirije al Jura de 
la Provincia de Santa Fí, y exija por úlíiin.i vez, ta respuesta 
pendiente e;i un término prudencial, en ta inteligencia que si 
no lo hiciere, dejará sin efecto la suspensión decretaday conti- 
nua ní en el conocimiento de la cansa según su estado. 



Sumario. — La Nación no puede ser demandada sin su con- 
sentimiento. 



J. R. GOROSTiAG A , — J . DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FUI AS. — - S. M. LA9- 





raso. — Don Tomás Darigo, demandó al Fisco Nacional, por 
la su mu de 11 .000 pesos fuertes, en que estimada los perjuicios 



sos 
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procedentes de haber sido apresado en la revolución de Entre- 
Rios de 1873 el baque cF/or de María» , que después de haber 
terrido á las fuerza* nacionales, fué incendiado por los revolu- 
cionarios. 

Conferido traslado al Procurador Fiscal, este opuso que la 
Nación no podía ser demandada sin su consentimiento. 

Palto M 4« I tM i w 

■ 

Buenos Aires, Agosto 25 de 1883. 

Por lo espuesto por el Procurador Fiscal en su precedente 
▼ista, declarase este Juzgado incompetente para conocer de la 
acción entablada por D. Federico Joñas á nombre de D. Tomas 
Darígo, y en consecuencia ocurra donde corres punda. —Repón- 
gase el sello. 




Buenos Aires, Noviembre 30 de 1883. 
Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, el anto 
apelado de foja doscientos veinte y uno. Repuestos los sellos, 
devuélvase. 

f. • GOBOSTUCA. - 1. DOMINGUEZ. — 

V LADISLAO mas. — s. m. LAsram. 
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Don Pedro A. Acevedo, contra Drabble hermanos ; 
sobre interdicto. 



Sumario. — Las demandas deben ser sustanciadas y resuel- 
tas, con arreglo á la acción deducida. 



Caso. — D. Pedro N. Acevedo, alegando que una mensura 
hecha á instancia de Drabble hermanos le tomaba campo de su 
propiedad, dedujo contra estos el interdicto de retener, pidien- 
do se decUrára sin valor la mensura, y se le amparára en la 
posesión. 



Rosario, Setiembre 19 de 1883. 
No procediendo la deducción del interdicto qne se promueve» 
sinó ta «imple demanda de oposición á la mensura por la vía 
ordinaria, según el artículo «00 de la Lev provincial de Pro- 
cedimientos, desde que ella ha sido ordenada por autoridad 
competente, j de cuyo juicio resultará si esa mensura ha sido 
bien ó mal practicada, y si el ocurrente es 6 no propietario de 
la parte en que se dice invadido, lo que desde luego no puede 
resolverse ni debe resolverse |ior lu vía de interdicto ; y puesto 
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qne si del juicio ordinario resultase que la operación lia sido 
bien efectuada, no podría alegarse en ningún sentido que ha- 
bía, habido turbación ni á la posesión ni á la propiedad del 
terreno (artículo 598 de aquella ley) que es la base del inter- 
dicto que se deduce; no siendo aplicable por tanto, el fallo 
de la Suprema Corte que se invoca, por cuanto él se refiere á 
límites determinados que debían respetarse y no, como en esto 
caso, á límites que deben fijarse por indeterminados ; objeto 
al cual responde precisamente la mensura, A la que pnede opo- 
nerse el ocurrente con los mismas raimes, que aduce para el 
interdicto ; el cual procedería solo antes de la resolución p«r 
Tía ordinaria, si acaso hubiese sido privado ó invadido arbi- 
trariamente por acción pri vida, lo que no ha sucedido; no 
siendo tampoco procedente respecto á la vía del juicio que 
haya de seguirle, los artículos del Código Civil á que se re- 
fiere. | habiéndose ya aducido las consideraciones que deben 
basar la demanda y siendo de resorte esclusívo del Juez 
fijar el trámite de las causas, córrase traslada por la vía ordi- 
naria, dándose por interpuesta la demanda de oposición. Re- 
póngase. 

Zuvirta 

Bueno* Airei. Noviembre 20 de 1883 
VUtoa : No habiéndose sustanciado fa demanda interpuesta 
i foja noventa y dos. ni falladose sobre ella con arreglo á la 
acción deducida; se revoca el auto apelado de foja noventa y 
nueve vuelta, f previa reposición de sellos, devuélvase. 

J. ■. COaOSTlAf-A — J. DOHWGÜ — 

u ladíslao raiAS. — s. m. usrrooft. 
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Abera&tnry hermanos y Esquirol, contra ÍK Julio Fiyueroa, 
por desembaryo de bienes y danos y perjuicios; sobre compe- 
tencia . 



Sumario. — Mientras do se hallen en posesión legal de su 
cargo los Jueces de Paz de las Colonias Nacionales del Chaco, 
el Juez Federal de Corrientes si¿ue ejerciendo en ell is la juris- 
dicción que tenia antes de organizarse el Gobierno de ese ter- 
ritorio. 



Caso. — D, Emilio Ksq nivel, de la razón Aberastury H no * y 
Esquivi'1, es puso al Juez Federal de Corrientes, que había de- 
mandado a ti te el Juez de Taz de la Cu lo nía Resistencia, Coro- 
nel 1). Jtu-é M. Avalos, al Comandante del 9 de línea D. Julio 
Figu roa, por desembarco de bienes y daños y perjuicios, y 
que el Juez de Paz se habia escusado de entender en la de- 
manda por no tener jurisdicción; y pidió que el Juez Federal 
trocirá a sí el conocimiento de la causa. 

Del informe pedido por el Juez Federal, resultó que el Coro- 
nel Aralos habia sido nombrado como Juez de Paz interino por 
el Gobernador del Chaco ; que su elección no habia sido apro- 
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bada aún por el Gobierno Nacional, y que no habia prestado 
juramento. 

rmt «*s «mm BMwvaaai 

Corrientes, Junio 8 de 1883. 

Y vistos: 1° Resultando do la Memoria del áeiior Ministro del 
Interior, pág. 2i n° 5, que el Gobierno Nacional se está ocupando 
de la organización administrativa de las Colonias del Chaco ; y 
funcionan ya en Formosa y Toscas, Jueces de Paz y Municipa- 
lidades nombradas por loa vecinos; en Resistencia se ha prac- 
ticado la elección; en Avellaneda y Ocampo se esta formando 
el padrón electoral. De esto y de lo qoe la misma Memoria dice 
en la página 18 en el párrafo transcrito por el Fiscal en so 
vista, resulta que la mayor parte de las Colonias están en com- 
pleta acefalía, sin que hayan sido organizadas las autoridades 
qoe las leyes respectivas prescriben. 

2° Que en tal caso, debe este Juzgado ejercer la jurisdicción 
que tenía antes de que se organizara el Gobierno del Chaco, 
conforme i lo resuelto por la Suprema Corte en el fallo 43, 
tomo 6", 2* serie, página 80, pues la jurisdicción de apelación 
que la ley le ha conferido, no puede ejercerse desde que la Co- 
lonia Resistencia está eu completa acefalia, y no ha sido puesto 
en posesión de su cargo el Juez de Fas nombrado. 

3" Que según el informe del Coronel Avales, á foja 16 vuelta, 
ha sido nombrado Jaez de Paz por la Colonia, pero no ha sido 
aún aprobada su elección por el Gobierno, ni se le ha puesto en 
posesión de su cargo prestando el juramento de ley; y también 
ha sido nombrado por el señor Gobernador del Chaco para ejer- 
cer interinamente las funciones de Juez de Faz, pero á pesar 
de esto, no se considera facultado para ejercer la jurisdicción 
que la ley acuerda á los Jueces de Paz, mientras no sea apro- 
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b&do su nombramiento y puesto en posesión de su oargo, cayo 
informe está de acuerdo con el que ha pasado el señor Gober- 
nador del Chuco, en nota de fecha primero del corriente mes, 
diciendo que el Coronel Malos ha sido nombrado interina- 
mente para ejercer el puesto de Juez de Paz basta que so, nom- 
bramiento sea aprobado. 

4 o Que en vista de ta declaración que hace el señor Ministro 
del interior en su Memoria, á saber : Que el Gobierno ordeno 
el íetíro de cuatro Jueces de l'as, que habu nombrado interi- 
namente, de conformidad al acuerdo que había dicUdo en re- 
ceso del Congrego, por haber desaprobado la Cámara de Dipu- 
tados dicho nombramiento, no es posible aceptar que el 
señor Gobernador del Chaco tenga facultad legal para nombrar 
interinamente Jueces de l'az en el Chaco Con la jurisdicción 
que la lev les atribuye para conocer de toda causa civil y cri- 
minal; y el nombramiento que ha hecho en la persona del Co- 
ronel Avalos, solo puede tener el alcance de darle aquellas fa- 
cultades indispensables para hacer guardar el orden en la 
Colonia, y aduptar aquella* medidas de carácter transitoiio que 
exija la necesidad por no hader Jue2 de Paz legal que ejérzala 
jurisdicción que la ley le acuerda. Por estos fundamentos y lo 
espucsfco p»r el fiscal, se declara que este Juzgado es compe- 
tente para entender en esta causa hasta que sea puesto en po- 
sesión de su cargo y pueda funcionar legalmente, el Juez de 
Paz que prescribe ta ley de la materia. En su consecuencia de- 
duzca el demandante su acción en forma le^al. Hágase saber 
con el original y repóngase. 

Cários Luna. 

Presentada la demanda, y pedido por el Juez federal in- 
forme al encargado del Juzgado de Paz sobre varios puntos, 
D. José M. Aralos le hizo cuestión de competencia. 

Se elevaron los espedientes á la Suprema Corte. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corle: 

La formación de ana sociedad ó agrupación de hombres, á 
que se llama Colonia, ofrece, por su misma pequenez, dificulta- 
des no pequeñas para su gobierno. 

Decidida su formación, la primera autoridad que surge es el 
Comisario que nombra el Poder Ejecutivo, artículo 117 de la 
Ley General de Inmigración. 

Pero este Comisario solo ejerce la autoridad superior militar 
y política, artículo II 7 citado. 

Cuando hay ya establecidas 50 familias, procederán á nom- 
brar un Juez de Paz, artículo 119 ; y es esta la puniera mani- 
festación de la vida civil. 

Una ley anterior hubia investido á estos Jueces de Paz con 
la jurisdicción civil, comercial y criminal, Ley de 11 de Octu- 
bre 1872. 

Puede suceder, empero, que no se encuentren por algún 
tiempo 50 familias reunidas. Ha sucedido con frecueucia tam- 
bién, que mucho después de establecidas, no se ha hecho el 
nombramiento de Juez de Paz. ¿Quién ejercerá en uno y otro 
caso la triple jurisdicciou ? 

Ni la del 74 ni la del 7© lo dicen. Mientras tanto, en tuda 
reunión de hombres, grande ó pequeña, la civilización exije que 
una autoridad, cualquiera que sea, tenga la misión de resolver 
por el derecho las diferencias, que de otra manera resolvería la 
fuerza. 

En un caso análogo muy acertadamente aceptó V. E. las 
conclusiones del Procurador General Dr. Pico. « A'o se puede 
admitir, decia en la causa XLUI, título 6", aérie 2\ página 80, 
que mientra* no se nombren Jueces para un territorio hayan de 
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estar privados sw¡ habitante* tic la protección de la justicia y 
obligados á defender por la violencia sus bienes y sus vidas ». 

Es este el cuso de los señorea Esquirol y Aberastury. 

En la Colonia * Resistencia» no se ha nombrado aún Juez 
de Paz, ó si se h¡t nombrado, no está en ejercicio, según de es- 
to* antecedentes se desprende. 

Kl mismo D. Jos¿ M. A val os, que pretende asumir á última 
hora tul carácter, después de haber declarado que no lo inves- 
tía al declinar el CQuocimientu do la demanda, se dice Juez de 
Vaz Interino nombrado por &1 Gobierno del Chaco; y agrega no 
estar en posesión, por no haber sido confirmado su nonibra- 
míento. 

Cualquiera que sea la autoridad que ejerzi, no es el funcio- 
nario al que la ley confiere la plenitud de tres jurisdicciones; 
teniendo, sin duda, en cuenta la confianza, que mereció de los 
que le eligieron. 

Consecuente con la jurisprudencia establecida, pienso que 
debe V, E. cimfirnm la competencia del Juzgado de Sección. 

Eduardo Costa. 

lluenos Airea, Noviembre 2i de 1883 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y pnr los fundamentos del auto de fo- 
jas veinte y cuatro, se declara que el Juez de la Sec ion de 
Corrientes es competente para entender en la demanda iniciada 
por Aberastnry hermanos y Esquive!, mientras dure la acefalía 
del Juzgado do Paz de la Colonia Resistencia, y remitánsele los 
autos, avisándose á Don José M. Aralos, que se dice encargado 
promisoriamente de dicho Juzgado. 

J. B. GOnOSTIAGA. — I, DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 

T« KVU. 15. 
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CAUfcA C X XVII 



D. Raimundo F, Reguera contra II Juan IL Tavetla, por 
enagenacion fraudulenta; sobre competencia. 



Sumario. — 1" La ¡iccíou par í recuperar bienes mindad os 
ent regar en juicio reivindicatorío, os incidente dé esto, y su 
conocimiento corresponde al Juez del mi^mú. 

2 o Es privativo del Juez cu; regir l¡ts faltas de m$*k* contra 
su dignidad. 



Cíiso. — El apoderado de 1). Raimundo V. Reguera expuso 
que, fallecido D. David Tavella, el padre de él 1). Juan B. Ta- 
vclla, sabedor del fallo de la Suprema forte qne había orde- 
nado la restitución de los ganados de la m.trca de líeguera, y 
condenado en costas ú Tavella. lubia emigeuado dolosamente 
toilns los bienes de D. David, para burlar la ejecución de la cosa 
juzgada. 

131 Juez de Sección primeramente mandó levantar un suma- 
rio sobre el hecho, y poner en arrest ;> á D. Juan B. Tavella. 
En seguida dictó el 
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F*ll« del Jwe B r«4«ral 

l'anni. Abril 9 de 1683. 

Considerando que en la querella de Tojas y antecedentes aco- 
mu lados, se trata de mía ocultación de bienes hecha por Juan 
B. Tavella en fraude de sus acreedores ; que este delito habién- 
dose cometido en territorio en que tienen jurisdicción lm auto- 
ridades de esta Provincia y no siendo de los enumerados en el 
artículo 30 de la !ej Nacional sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribu nales Federales de Hde Setiembre, su juzgamiento 
no es de competencia de este Tribunal : que la instrucción de 
la sumaria y acumulación de antecedentes, que se liabia pro- 
puesto el proteyente ú fin de dar luz al Juez de la causa, por 
cuanto este hecho tiejide á frustrar los efectos de las resolu- 
ciones del Poder Judicial de la Nación, se hace difícil por en- 
contrarse los elementos de investigación en la ciudad y depar- 
tamento del Uruguay. 

Portales consideraciones, este Juzgado se declara incompe- 
tente para entender en el presente juicio ; y remítanse los an- 
tecedentes con el presunto culpable a disposición del señor 
Juez del Crimen del Uruguay, en donde han tenido lugar Jas 
operaciones fraudulentas. Oficíese á fin deque la diligencio or- 
denada a foja.... se entienda con el Juez competente, y líbrense 
los demás despachos ordenados, 

-W. de f. htiio. 

VISTA DEL SESOIL HlOCUlUDOn GENERAL 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Julio 18 de 1883. 

La acción iniciada por D. Santos Domínguez en nombre del 
Coronel Peguera, se dirije á reivindicarlos ganados de que di- 
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eho Coronel había sido despojado» y que debían sarte devueltos, 
con mas las costas del juicio, por ¿entendí de los Tribunales 
de la Nación. 

El objeto directo y principal que se persigue es, pues, el 
cumplimiento de las resoluciones de la Justicia Nacional. El 
castigo á que se baya hecho acreedor el que hubiese pretendido 
burlarlas» enagenando los ganados, y ocultando bienes, es solo 
un incidente de la causa principal. 

La materia es, por lo tanto, esencialmente nacional ; y el 
Juzgado no ha debido declararse inhibido para bacer cumplir 
sus propias resoluci <ues, que es el primer deber de todo Juez. La 
mayor 6 menor diferencia que ofrezca el esclarecimiento de 
los hechos que deba tenerse en cuenta, no ha sido nunca causa 
pura surtir fuero. 

Sírvase V. E. ordenar al señor Juez continúe sus procedi- 
mientos, bosta dejar cumplida y desagraviada la justicia de la 
Nación. 

Eduardo Cmta. 
Buenoa Urea, Noviembre 21 de 1883, 

Vistos ; y considerando : 

Que estando pendiente la ejecución de la sentencia pronun- 
ciada á favor de Don Eaimundo Recuera, en el juicio entre él y 
Don David Tavella, finado, sobre reivindicación de ganados, ro- 
bados á aquel de sus establecimientos en la Provincia de Cor- 
rientes, el padre de dicho Tarella ha vendido dos casas y el ga- 
nado que pertenecí! ;i su hijo ; 

Que la parte de Reguera espune que Tavella lia procedido 
fradulentamente, y que entre el ganado vendido están com- 
prendidas quinientas treinta y ocho cabezas de ganado vacuno, 
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de su marca, que se le mandaron devolver por dicha sentón cía, 
y de tas cuales se hallaban embargadas judicialmente cuatro- 
cientas cabezas ; 

Que según lo espuesto y de las referencias mismas que se 
hacen en el auto de foja cuatro vuelta ni juicio de reivindica* 
ctoo, resulta queis un incidente en este juicio ta acción deduci- 
da por Ktguera en el escrito de fojn primera, del cuat debe 
conocer el juez de la causa principal, tanto mus, cuanto que es 
el que dictó la sentencia ejecutoriada y debe, según la ley, 
hacerla ejecutar ; 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General, se revoca el auto apela- 
do de foja treinta y cinco, y se declara que es competente 
para conocer de esta causa el Juez de Sección de Enln>-Bios. 
Y en cuanto á la apelación interpuesta por el Doctor Don Ge- 
rónimo del Burro y Don Santos Domínguez : siendo privativa 
del Juez de Sección la facultad de corregir las faltas du respeto 
contra su dignidad, cometidas en los escritos que se le presen- 
ten ; declárase improcedente dicho recurso. En su consecuen- 
cia, prt'via repetición de sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. llOMWGtEZ. - 
t LA DI SLA O FRIAS. — S. N. LASFIUR.— 
M. D. PIZAIUO. 
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tAUNA ttiiflÜ 



IK Eii&eo y IK Mamut ttodrtgucz, contra Extevan Petrano, 
por cumplimiento (te un contrato ; sobre competencia. 



Sumario. — El cumplimiento de uua obligación puede de- 
mandarse ante el Juez del lugar donde debe cumplirse, si allí 
se encuentra el deudor ul tiempo de la demanda. 



Caso. — Lo es plica el 

CAriloba. Junto 14 do 1883. 

Vistos y Considerando: 1" que la demanda versa sobre cum- 
plimiento de un contrato de arrendamiento de 1* estancia de 
< Sinsacate», ubicada en esta Provincia, que se ííoe celebrado 
con don Esteran Peirano y aún redactado ya en el rejistro de 
escrituras públicas, pero no lirmndo por las razones que enun- 
cian los demandantes ; 2" que negando el demandado los he- 
chos que se afirman eu la drmunda, ba promovido esta decli- 
natoria de jurisdicción ; 3" que en caso de existir la convención 
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á que se alude, resultaría que por la naturaleza misma de la 
obligación, se baila indicado él lugar de su cuplimiento, y de 
una manera tan precisa é inevitable que no admitiría duda 
sobre el propósito de los contra '.antes. — Artículo 74 tl)c loa 
contratos en general» 24, títulu «Del pago », Código Civil. 
Cnruvantes * Ley de Knjuieiamiento Civil » tomo I o , números 
253 y 254. Marcadé sobre el artículo 1247. Uoyena 1031.— 
4° Que en esta misma hipótesis seria también competente este 
Juzgado por razón del contrato celebrado y la circunstancia 
de encontrarse accidentalmente el demandado en esta ciudad. 
Série 1", Tomo 3", página 271 - Série 2\ tomo 5\ página 83. 
Cu usa seguida por La testamentaria de (las par Navarro con- 
tra Rosario Orguin. CuruTunt?», tomo l'\ desde el número 24», 
Mauros», tomo i", desde la página 12, ley 32, título 2, parte 3 o . 
O oye na en su comentario al ;.r,íeulo 1097.-5° Que la compe- 
tencia que procede por la designación espresa ó tácita del 
lugar en que debe cumplirse la obligación, es esclusiva y pre- 
fer ule, por la razón bien óbvia de estar patente la voluntad 
de los contrayentes, de exijirlo así la continencia de la causa, 
y cesar la presunción ca que se fundan las reglas sancionadas 
por el legislador para señalar otro Juez competente. — Caravun- 
tes, tomo citado número 27; Mauro», t<>mo 1°, páginas 
12 y *3; L. 32, título % P. 3», y glosas 166 y 167 a dicha 
l ev . — Artículo 24 « Del Pago »; 76 y 77 «De los contra- 
tos en general • Código Civil. — Série K tomo 9", pagina 280; 
Série 2', tomo 10, página 296 ; y tomo 4 o , página 350, — 6 o Que 
si se exijiese al demandante la comprobación prévia de su ac- 
ción, esta tomaría el procedimiento y órden del juicio, y se 
exijiria ulgo imposible : que se le colocarla por otra parte, en 
la necesidad de renunciar al fuero preferente del lugar del 
cumplimiento del contrato, teniendo que entablar su demanda 
en otro fuero que no fuese el competente y «sel u ido jmr aquel. 
Que un caso enteramente análogo está resuelto por la Suprema 
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Corte ; pues qne se reclamaba también el cu molimiento de un 
contrato de arriendo de un inmueble ubicado en esta Provincia 
prometiéndose justificar la existencia del contrato, mientras 
que el demandado, negando los hechos como ahora, deducía 
artículo de declinatoria. — Kérie !\ tomo 3 o , página 271; Fallos 
de la Suprema Corte. — Que los Fallos de ta Suprema Corte ha- 
cen jurisprudencia, y los Jueces Seccionales no pueden apar- 
tarse de sus decisiones. — Séric V, tomo 5", página 53 ; Tomo 
5°, página 257. Tomo 8 , página 15 i, Fallos de la Suprema 
Corte. — Y omitiendo otras consideraciones, se declara: que no 
ha lugar á la declinatoria de jurisdicción que *e ha deducido* 
sin especial condenación. Hágase saber reponiéndose los sellos. 



Suprema Corte: 

La demandu de don Eliseo y don Manuel Rodríguez se dirije 
á que don Esteran Peirano, cumpla la obligación que dicen 
contrajo para con ellos de darles en arrendamiento una (inca 
situada en la Provincia de Córdoba. E¿ta obligación debin 
cumplirse en la misma Provincia de Córdoba; en ella fué ó se 
presume estipuíada; y en ella se encontraba, aumjue acciden- 
talmente el demandado* vecino del Rosario, al ser interpuesta 
la demanda. 

Esta reunioo de circunstancias, determina la jurisdicción en 
favor del lugar en que ha de cumplirse la obligación, con pre- 
ferencia al domicilio según lo ha declarado V. E. en repetidas 
ocasiones. 

Pido en consecuencia la confirmación de la sentencia recur- 




VISTA DEL SESO» PROCLRADOR CENTRAL 



Buenos Aire». Noviembre íl de 188-1 



rida. 



Eduardo Coita. 



OI JC&TICIA RACIONA I. 



Buenos Aires. Noviembre 24 de 1883. 

Vistos : por sus fundamentos y de conformidad coa lo es- 
puesto y pedido por el señor Frocurador fieneral, se confirma, 
con costaB, el auto apelado de foja doce ; y, repuestos loa sellos, 
devuélvase, 

I. H. GOAOSTIAGA , — ULADISLAO FRIAS 
-S. N. LASPiUR, — M . D. PUAJ O. 



CAUSA <\I1\ 



Juan ftwe y V contra D, León Duran, por falsificación de 
marca de fábrica; sobre defecto en la demanda é impedimiento 
de viaje. 



Sumario. — i° Siendo espresamente declarada ta persona 
del demandado, no puede haber, por esta parte, defecto en el 
modo de proponer la demanda. 

2° Den anciado el propósito de ausentarse en el demandado 
por causa criminal, puede impedírsele bajo la responsabilidad 
del actor. 



fi8 FALLO* M LA «OmHA CORTE 
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Cato. —Juan Posse y C" dueño* de la Cigarrería « Popular i 
«apusieron que D. León Duran J otros de la Cigarrería * La 
Proveedora * hurtaban el tabaco de loa cigarrillos de la « Po- 
pular», y lo sustituían con tabaco inferior para desacreditar 
aquellos; y demandaron á D. León Duran, dueño, gerente ó 
socio de t la Proveedora » para que fuera condenólo al má- 
ximum de la pena de la ley de marcas, al pago de daños y per- 
juicios, y costas. 

D. León Duran «legando que el dueño de la Cigarrería er;i 
D. Manuel Duran su hermano, y que se le confundía con él, 
opuso la excepción de defecto legal en la demanda. 

Los demandantes contestaron que habían señalado clara- 
mente á Don León Duran como demandado. 



del Jims de 

Buenos Aires. Oclulire 1* ríe J8KÍ. 

S ñatos: Resultando del escrito de foja 33, que la designación 
de la persona del demandado es espresu, desde qoe en ¿I se con- 
signa que la demanda es instaurada contra D. León Duran; 
por esto, y de acuerdo ton las consideraciones aducidas en el 
escrito de f. 59, qut» el Juzgado conceptúa arregladas no se 
hace lugar ton costas, á la excepción deducida, y sedeclara que 
D. León Duran debe contestar derechamente la demanda en 
el término de la ley. 

Repónganse el sello. r Mm ~« 

Añares ( /¡¡arriza. 

Al mismo tiempo los actores denunciaron que t). León Du- 
ran tenia e! propósito de ausentarse, y pidieron se te impidiese 
la salida del país, oficiándose o" l;i Prefectura Marítima, 

El Juez, por auto de f . 57 fta. accedió, bajo la responsabili- 
dad de los solicitautes. 



DE «SACIA WAOOWAL 



Falto <l« l» MpraM C'w** 

Buenos Airo, Didembre 1* cte l«83. 

Vistos: atenta ta naturaleza de la causa, y lo alegado por 
el demandante, la Córte resuelve continuar el auto de foja 
cincuenta j siete vuelta ; y por sis fundamentos el de foja 
sesenta y una vuelta, con costas, y, préfia reposición de se* 
líos, devuélvase. 

J. B. COROSTIACA. — J. DONMGllZ. — 
UUBULAO FRIAS — S. M. LA8MUR. 



«'AUNA CIXS 



Las salte tj Secrestat contra Ü. Pedro Inchampe, por falsificación 
de marcas de fábrica; sobre personería. 

Sumario. — El Juei dele resolver sobre la personería del 
actor no solo por los poderes acompañados á la demanda, sinó 
también por los presentados posteriormente, y antei de dictar 
resolución. 
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Cato.— D. Adolfo Richard, por Pedro Lassalle y H. Secrestat 
demandó por falsificación del « fíitler Secrestat » y su marca 
á D. Pedro Inchauspe. 

Inehanape opuso falta de personería, incompetencia, defec- 
to legal en la demanda, y arraiga del juicio. 

Sustanciadas las excepciones, Richard presentó un poder 
otorgado en Eiropa por el fabricante H. Secrestat, 

r «II* del J«es ém ftmtaa. 

Bueno» Aire», KgoHo 1 de 1883. 

Vistos y considerando sobre la excepción de falta de perso- 
nería del demandante D. Juan Lassalle bijo; que esta se 
fonda en que el poder sustituido á 1). Adolfo Richard, no con- 
tiene cláusula alguna que habilite á su institujente D. Silves- 
tre Desvia t, para que en representación de D. Pedro Lasalle 
j H. Secrestat, se promueve el presente juicio : que ese po- 
der únicamente tiene por objeto, conferir al instituido Las 
facultades necesaria» para la administración de los negocios 
que constituyen el movimiento comercial de la casa P. Lassalle ; 
que la presentación, con posterioridad al llamamiento de un- 
tos, del poder corriente a foja 64, noinfiuye en el sentido de 
modificar la situación respectiva de los litigantes antes de 
aquella estación del juicio, por cuya razón esta excepción debe 
fallarle teniendo presente tan soto, los elementos de decisión 
que antes de entonces, respectivamente presentaran las par- 
tes : que siendo esto así, y por las razones precedentemente 
espnestas, se vé que Desviat no he tenido personería para pro- 
mu reer el presente juicio. Por estos fundamentos» así se de- 
clara, con costas. 

En consecuencia levántese el embargo decretado á foja i9 t 
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hacendóse saber al depositario. Notífígjiese con el original y 
repóngase el leUo. 



Vistos: atento - \ mi evo poder presen ta»! o á foja sesenta y dos, 
por el demandante, devuélvanse estos autos al Juzgado de su 
procedencia, para que en su mérito, y por las cláusulas que 
contiene, se resuelve ta falta ile personería del demandante y 
demás eicepcionus dilatorias opuestas por el demandado. Re- 
póngase los sellos. 



Andréi Ugarriza. 




Bueno* Aires Diciembre 1» de Itm 



i. h. GOHOSTItCA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — -S. tt. LASPlUA. 
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CACHA < 



El Fisco de la Provincia de Buenos Aires, contra Don José C. 




Sumario. — Las causas radicadas ante la justicia local ile 
la ciudad de Buenos Aires, deben proseguirse ante la nacio- 
nal ordinaria, sustituida á aquella. 



Coto. — En 1881 el Fisco de la Provincia di- Buenos Airea 
demandó al comerciante Don José C. Rosa por cobro de impues- 
tos, ante el Jaez de Comercio de Buenos Aires. 

Llegada la causa al estado de sentencia, el Juez de Comer- 
cio de la capital federal se declaró incompetente y remitió Ion 
autos al de la capital de la Provincia. 

Este, fundado en que Rosa era vecino de Buenos Aires pasó 
los autos al Juez Federal de la capital. 




4*1 J 



Buenui Aire», Setiembre 21 1883. 



Autos y vistos. Considerando : 1° Que la competencia del 
Juzgado Federal resulta de la contestación á la demanda, pues. 



de justicia nacional 



ai el demandado 110 se acoje á ella antes de contestarla, no 
bay ya fuero federal. 

2" Que el juicio se encuentra radicado ante los Tribunales 
ordinarios y debe seguirse y fenecerse en ellos, cualquiera 
que sea la calidad personal de las partes, quedando a salvo 
el recurso para ante la Suprema Corte Federal, si so hallare 
en alguno de los casos que espresa el artículo ti de la ley 
nacional sobre jurisdicción y competencia. 

3 o l|ue los únicos cisos en que debe ocurrirse á este Jus- 
gado, son los que determínala citada ley. y el artículo 104 de 
la del Congreso de 15 -le Diciembre de 1881, entre tos cuales 
no está comprendido ul presente, y aun cuando lo estuviera, no 
hn debido «dvidars,- la terminante disposición del citado artí- 
culo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia. 

Por fstas consideraciones, el Juzgado resuelve mantener su 
auto de foja... y que el espediente se eleve á la Suprema Corte, 
con oficio, á fin de que se sirva resolver sobro la contienda de 
competencia. Repónganse previamente las fojas y notifíquese 
original. 

Andrés i (jarrita. 

VISTA DEL SESOA PHOCI lUtMUl GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 13 de 1883. 

Suprema Corte: 

Que el cobro de los impuestos corresponde á las autorida- 
des que Jos lian establecido, es fuera de toda discusión. Esto 
se entiende, en los casos ordinarios, siendo natural suponer 
que las personas y las cosas que deben pagar tales impuestos 
están todas sujetas á la misma autoridad territorial. 

En casos estraordinarios, empero, bien se concibe que la 
regla general admita sus excepciones. 
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Separada esta ciudad de la Provincia de Buenos Aires, por 
ejemplo ¿ cómo hará la autoridad de esta última para cobrar 
lo» impuestos pendientes á la separación ? 

Es claro que no puede ser de otra muñera que ocurriendo á 
la autoridad, bajo cuja jurisdicción han quedado sus deudo- 
res. 

¿La federal i zacion del municipio no ba colocado bajo la ju- 
risdicción federal todas las peTsonas y las cosas existentes 
en él? Esta causa fué iniciada aute la justicia ordinaria, en 
ella fué radicada, y debe en ella continuar. 

Sírvase V. £. volver estos autos al Juzgado de ta Capital, 
que ha reñido á sostUuir en el municipio á las jurisdicciones 
locales. 

Edi 'do Costa. 

Mil ém tm saseMM C«r** 

Bueno» Aire*, Diciembre 1* de 1883. 

Vistos: atento lo dispuesto por el artículo trescientos nueve 
de la ley de organización de los Tribunales de Justicia de la 
Capital, y de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General, se declara que el Juez competente 
para conocer en esta causa, es eJ de Comercio de la Capital de 
la Nación ; en so consecuencia remítasele estos autos, avisán- 
dose por oficio al Juez de la Capital de la Provincia y al Juez 
Federal. 

J, b. GOBOST1ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS. — 5. M- LASPIUK. 
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CAUSA t\XXII 



Don Antonino Urraca, contra la Provincia de Sania Fé; sobre 
reivindicación de terrenos 



Sumario. — L i infoi-raaeion sumaria aprobada como título 
supletorio del dominio, en tanto tiene valor en cuanto resulte 
conforme con la verdad de los títulos auténticos, y no envueka 
una adquisición indebida. 



Caso. — Lo explica el 

r«»« de ftuprem C«r«e 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1883 

Vistos: Don Antonino Urraeo entablú demanda de reivindi- 
cación contra don Pedro Correa ante el Juez Nacional de la 
Sección de Santa Vé, de un campo situado en el Carcarañá, 
Departumento del Rosario de la misma Provincia, compuesto 
de treinta y dos cuerdas ó sean tres mil doscientas varas de 
frente y cuatro y media leguas de fondo. 

Dijo que ese campo había sido comprado en mil setecientos 
t. iv ti. 16 
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setenta j cinco á la Junta Municipal da Temporalidades de la 
ciudad de Santa Fé por don Pedro Martínez, don José Sotelo, 
do» José Salguero y don Javier Pérez, habiendo poco tiempo 
después Martínez comprado á lo* otros nombrados, sus respecti- 
vas partes. Que por muerte de Mnrtinez lo heredó su única 
hija doña Bernarda Martínez, la que por habérsele eztravíudo 
las escrituras de propiedad, tuvo que proporcionarse títulos su- 
pletorios por medio de una información de testigos, con los 
que solicito se le diera la posesión judicial en mil ochocientos 
cincuenta y siete. Que la seño* a Martínez hizo donación de 
dicho campo en mil ochocientos cincuenta y nueve a don An to- 
nino TJVraco, quien continuó la gestión sobre misión en pose- 
sión, teniendo para ello que seguir un juicio por lodas instancias 
aute los Tribunales de la Provincia de Santa Fé, hasta que en 
Abril de mil ochocientos sesenta y uno vino á pronunciarse por 
el Tribunal Superior de dicha Provincia la última resolución 
favorable d su derecho. 

Que por esa ¿poca sobrevinieron disturbios políticos, que lo 
obligaron á ausentarse á\i Santa Fé, ú dor.de regresó recien 
siete anos después, en mil ochocientos sesenta y ocho, consi- 
guiendo al fin que se le pusiese en posesión del campo en Di- 
ciembre de ese mismo año. 

Que al tomar la posesión, encontró que don Pedro Correa y 
don Juan Manuel Perdríel lo estaban ocupando, « quienes se ha- 
bían puesto de acuerdo, sin duda, par» solicitarlo en compra al 
Gobierno, por mitad tnas ó menos, denunciándolo como valdío, 
el primero á nombre de los herederos de Roldan y el segundo 
como representante del Gobierno Xucional, pues juntos obtu- 
vieron la escrituración correspondiente : Carrea el diez y Per- 
driel el once de Abril de mil ocbocientos sesenta y siete. ■ 

Que pidió y obtuvo la correspondiente Orden de desalojo sin 
poder conseguir su complimiento por parte do Correa, que ocu- 
paba las dos fracciones, unaá su propio nombre y la otra al de 
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Pérdrlel, no obstante haber sido varias Teces reiterada, en ra- 
tón de que la autoridad inmediata encargada de hacerla efectiva 
estaba íntimamente ligada por amistad y otros vínculos con 
Correa. 

Qtie persuadido de que nada podía conseguir por entonces, 
suspendió su gestión para mejor oportunidad, ausentándole en 
mil ochocientos setenta y tres con destino ¡i la República de 
Chile» desde donde nombró un apoderado enramándole ]iwe- 
diese al arrcndiimientn del c.impo como en ef teto lo verificó 
en mil ochocientos setenta y ocho. 

Que tres años habían trascurrido desde que se encontraba 
arrendado el campo, cuando se presentó Correa solicitando el 
desalojo, lo qne consiguió fácilmente del Juez de Provincia, 
quien no hizo lugar á la declinatoria de jurisdicción que inter- 
pusieron tos tatrangeros arrendatarios del campo. 

Que en este estado encontró su asunto á su regreso de Chile, 
y con el esclnsivo objeto de ponerse al amparo de la justicia 
nacional, estableció en esta Capital su domicilio comenzando 
en seguida el juicio actual. 

Que en mérito de loa antecedentes que deja e-puesto* y cuyo 
contenido está justificado por los documentos que acompaña 
desde foja una ;í veinte y dos, venia ¡í entablar la mas formal 
demanda de reivindicación contra don Pedro Correa detetitador 
de au campo, pidiendo al Juzgado lo condene á su desalojo en 
un término breve y perentorio, á abonar los frotes civiles ó ar- 
rendamientos, y á la indemnización de daños é interese* con 
especial condenación en costas. 

Conferido traslado de esta demanda, Correa sin evacuarla 
pidió se citase de eviccion al Gobierno de Santa Fé, su vende- 
dor, y adjuntó al mismo tiempo, los títulos y demás documentos 
qne se registran desde foja cuarenta y tres a sesenta y cuatro. 

El Gobierno de Santa ¥(• oliendo ii la evievion, pidió que 
los autos se elevasen á esta Corte á quien correspondía cono- 
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«er en ello» originariamente por ser la Provincia parte formal 
y directa en el juicio. 

Traídos los autos, Urruco reprodujo ¡*u demanda contra el 
Gobierno de Sonta Fé reduciéndola al reclamo de solo mil cua- 
trocientos varas de frente por cuatro leguas y media de fondo, 
pues decia que habla recuperado la parte de campo comprada 
porPerdriel en virtud de sentencias de los Tribunales Nacio- 
nales, y los otras doscientos Taras de frente que faltaban para 
el completo de las tres mil doscientas varas, las ocupan indebi- 
damente los here 'eros de la fumi'ia Gallegos ; agregando que 
habiendo el Gobierno de Santa Fé vendido una cosa aji na o sa- 
biendas, pues BU derecho de dominio y propiedad estaba recono- 
cido y declarado por sentencias de los mismos Tribunales de la 
Provincia, pedia se le condenase además, al pago de lu cantidad 
de treinta y un mil cuatrocientos cincuenta y sk-te pesos fuertes 
en que eslima los arrendamientos y perjuicios recibidos, de- 
duciendo mil cuatrocientos pesos bolivianos por los arrenda- 
mientos que percibió su apoderado, lo mismo que al pago de 
los arrendamientos que se devenguen desde la demanda basta, 
la terminación del juicio, á razón de doce pesos fuerces anua- 
les por cada concesión de las cienio cinco, oompreudidás en su 
campo. Jo 

Contestando esta demanda el apoderado del Gobierno déla 
Provincia de Santa Fé espnso: Que el demandante pretendía 
confundir el campo que ti Gobierno de Santa Fé vendió hace 
pocos años a don Juan M. Perdritl, y los terrenos que donó á 
los antecesores de don Pedro Correa desde hace mas de c incuenta 
años. 

Que lo único que resultado los documentos presentados por 
Urraco, es que un señor Martines compró una porción de terreno 
próxima á la que ocupa hoy Correa, y que no pagó el precio es- 
tipulado. 

Qne el terreno que se pretende reivindicar, era en mil ocho- 
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cientos veinte y ocho de propiedad fiscnl según consta del título 
presentado, de foja cuarenta y (res á sesenta y cuatro. 

Que el cuatro de Setiembre de mil ochocientos veinte y ocho 
el Gobierno de Sinta Fé luch donación á don Felipe Roldan, 
antecesor de Correa, del terreno que éste ocupa frente al río 
Carcarañá, lindando por el Stid ¿-ou don Nicolás tíalb-g is y por 
el Norte con don Agustín Negrotte, nombrándose ;il ngriinensor 
López para su incnsurn. 

Que un l.i iufurm icion prudueida por L'maco fu mil ochocien- 
tos cincuenta y siete con declaraciones generales de tres tes- 
tigos, y aprobada por el Juez sin perjuicios de derechos de ter- 
cero, nuda se dice de la posesión de los antecesores del deman- 
dante ni si lo poseían en toda su estension, siendo notorio que 
en la fecha deesa Información hacía muchísimos anos cine no 
poseían el campo, ni menos la p irte que fué donada a" Correa en 
mil ochocientos ve hit- y ocho. Que también debe hacerse no- 
tar que his declaraciones de esa información, se recibieron sin 
intervención de Corred, que poseía la parte de campo que hoy se 
le demanda. 

Que 00 es eiacto qne Correa obtuviera el campo por denun- 
cia hecha al Gobierno di* i star baldío, sino porque teniendo al- 
gunas de fi< ¡euria- los títulos del campo que po>eia A título de 
merced hecha íí su antc$es<ir don Felipe Roldan, Correa en 
virtud del decreto de diez y ocho de Knern de mil o hocientos 
sesenta y siete que est ablece una moderada compensación pava 
revalidar títulos, solicitó |# revalidación do los suyos lo cual 
se le concedió según resulta de los documentos agregados por 
Correa á foja cuarenta y tre*. 

Que la Provincia de Santa Fé siempre ha considerado como 
pertenecientes al Fisco los terrenos que ocupa el demmdado, y 
ya sea que se resuelva que Correa además del titulo tuvo la 
posesión animo domtnti durante el tiempo requerido para la 
prescripción contra el Fisco por nuestras antiguas leyes, ó ya 
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qne se decida que el mismo Correa ha sido un simple de- 
tentador d« terrenos que poseía á nombre del Fisco, el resoltado 
será el mismo para la cuestión que actualmente se promueve. 

y considerando: Que los testigos de la información presen- 
tada como titulo supletorio por el demandante para justiCcar 
la reivindicación que pretende, se limitan uniformemente á de- 
parar que han conocido á don Pedro Martines, cuyo* derecho» 
representa el demandante, viviendo en el campo qne está entre 
el de don MwTiano Grandoli y el de lo* Gallegos, pero que ig- 
noran como lo hubo ni saben r-ual sea su «tensión y verdadera 
ubicación. 

Qne, por lo tanto, esa informad m no es una prueba ni titulo 
bastante para fundar derechos á un campo de tres mil doscien- 
tos varas de frente por cuatro y media leguas de fondo. 

Que además y «ontra la afirmación del demandante que de- 
cía haberse visto en la necesidad de proporcionarse títulos 
supletorios por haberse perdido los originales ha^ta de los 
archivos públicos á consecuencia de los saqueo* y disturbios 
políticos pasados, esos títulos auténticos y originales se encuen- 
tran en los archivos públicos y se ha presenta lo de ellos copia 
testimoniada en estos autos, á foji* diez y seis ydie» y siete. 

Que de estos títulos resulta que don Pedro Itartinea compró 
i la Junta Municipal de la ciudad de Santa Fé en remate pú- 
blico ocho cuerdas de terreno en lacost i del rio Carearan!, y 
José Sotelo, José Salguero y Javier Pere* remataron al mismo 
tiempo otraa ocho cuerdas cada uno, todas seguidas, con frente 
de Sud-Esle i Sord-Este y fondo de cuatro leguis al rumbo 
correspondiente. Quo al ponerlos en posesión don Pedro Mihura 
j„ei comisionado para el efecto, después de medir y amojonar 
los respectivos lotes, don Pedro Martinei propuso comprar ocho 
M erda< mas por el tanto y con calidad de conservar el precio en 
tu poder á censo redimible del cinco por ciento con que te fue- 
ron vendidas en dicha forma. Da manera que don Podro 
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Martínez fué comprador de diez y seis cuerdas dw a cien varas 
castellana* cada ana, y los otros de ocho cuerdas cada uno. 

}ue ol demudante no ha coaiproba lo que don Pjdro Mar- 
tínez comprase poco tiempo después a Salguero, Soteloy Pérez 
los lotes de tierra que ellos remataron, como lo decía en su es- 
crito de Jdiüiml i, careciendo por consiguiente de derecho para 
pretender treinta y dos cuerdas de frente por cuatro y media 
leguas de fondo. 

Que no pnedii fundar tampoco esta pretensión en el reconoci- 
miento qua las sentencias de tos Tribunales de la Provincia le 
han hecho del derecho de propiedad ni campo situado entre el 
de Graudoli j el de los Gallegos: Primero* porque ese recono- 
cimiento se basa en la sumaria información presentada como 
título supletorio, y un título supletorio carece de valor y cu- 
caría cuando se presenta el título auténtico y verdadero; Se- 
yundo, porque esa i n formación además solo fué admitida sin 
perjuicio de tercero que mejor derecho tuviere ; y Tercero, 
porque sobre todo, el rcconoiinj tentó y aprobación que de una 
i n formación se hace, así como de los derechos que de ella se 
desprenden, siempre se entiende y debe entenderse que surte 
efectos legales solo cuando la i nf urinación resulta conforme con 
la verdad y los títulos auténticos, y no envuelve una adquisi- 
ción subrepticia é indebida de tierra pública o particular. 

Que el demandante no ha probado por último, la prescripción 
que ha alegado snbsid ariamente, para sostener su derecho de 
dominio á la eitension de compra qne reclama, mientras que 
de los antecedentes y títulos presentados por don Pedro Correa 
en estos autos, aparece que en mil ochocientos veinte y ocho ese 
campo estaba vacante, y que desde esa fecha lo ha ocupado 
hasta el presente él y su causante don Felipe Roldan en una 
esteniion de catorce cuerdas de frente. Siendo también de no- 
tar, que los mismos testigos de la información del demandante, 
testigos ancianos de setenta y seis á ochenta años, declaran 
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qoe siendo muy iuíio< conocieron i don Pedro Martínez viviendo 
en el campo que se cuestiona pero no dicen U;ia palabra de si 
después de fl, hni.it-en seguido ocapAudolo sus sucesores. 

Que de lo expuesto resulta qaj don Ptídro Martin* 2. ó so 
sucesor act u :il don Antnninn Urraro. sola tiene derecho á diez 
y seis cnerdas de Trente poí cuatro legu is de fondo, de las eua- 
les se encuentra ya cu posesión por liiiber recuperado según ti 
mismo lo confiesa, la parte comprad» por dea Juan Manuel 
Perdríel, qne era la jtttttfd de lis treinta y dos cuerdas rerlani i- 
das; teniéndole adouiái doméñenlas detenta la-* lo i Gallegos. 

Por es tus fuá lamentos, la Corte an-mlve de la présenle 
demanda al G^bU-nio de la Provincia de Santa Vé, con espacial 
conde nación en costa* ¡'1 demandante, Satisfechas estas y re- 
puestos los selloí, archívese. Xotiüqnese con el original. 



I DO»lS<UEZ. — L LADISLAO FRIAS 
S. U. LASPILR — 



Doña Claudia Batalla por D. Teodosto Barrasa, 
sobre detención 



Sumario. — "So corresponde á la Justicia Nacional conocer en 
los casos de detención ilegal ó servicio obligatorio de Guardia 
Nacional o de Policía, impuesto por las autoridades locales 
y en servicio de la localidad. 



Caso. — El caso se baila espre ado en el siguiente: 

ASM Jiscb 



Mendoza, Abril 38 de 1880. 

Vistos las precedentes diligencias iniciadas por Doña Clnudia 
Batalla, en solicitud de que se mande dar de baja á su hijo 

T. IVII i 7 
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Teodosio Barrase, actualmente eQ servicio en el cuerpo de Po- 
lioia y guarnición de esta ciudad , espresando haber vencido 
con exceso el término de un año porque aquél se obligó a servir 
en elase de peTsonero, y ser ademas acreedor él á las excep- 
ciones que acuerda el inciso <** del artículo df de la Ley Nacional 
de Enrolamiento, en favor del hijo único de madre viuda, 6 de 
aquel de los hijos de esta que atienda á su subsistencia, en 
razón de encontrarse ella (la postulante) separada de su ma- 
rido y sus demás hijos, por hallarse todus en servicio en el 
ejército de línea de la Nación, y carecer así de los recursos 
que ellos pudieran proporcionarle. Con el mérito de lo infor- 
mado por el Jefe de Policía á f... el cual espresa que el citado 
Itarrasa entró á servir efectivamente en el Departamento á su 
cargo, como per so ñero, en 18 de Junio de 1878, y que vencido 
e 1 tiempo de su empeño en igual mes del año 79, ha continuado 
sin embargo incorporado en el cuerpo por un año mas, cum- 
pliendo con el servicio que á él personalmente le tocaba 
prestar. Con lo espuesto asimismo por el Procurador Fiscal, 
quien sin aceptar la circunstancia alegada por la postulante de 
estar su marido y demás hijos prestando servicio militar, por 
no considerarla comprendida en los términos de la ley, se ha 
manifestado, sin embargu, conforme con que se mande poner en 
libertad al individuo i que se refiere la reclamación, fundándose 
en que es ilegal el servicio que se ubliga á prestar á aquel. 

Y considerando: I o Que con arreglo al artículo primero de 
la ley sobre Procedimientos de 14 de Setiembre de 1863, el 
ejercicio de la jurisdicción nacional es improcedente fuera de 
de tos casos sometidos á ella por la Constitución ó leyes na- 
cionales. 

í" Que ni en aquella ni en eslas se encuentra disposición 
alguna que faculte á los Jueces de Sección para conocer de 
cansas onjinadas de prisiones ilegales 6 detenciones arbitrarias 
que sin conexión á institución ni prescripción alguna de caTác- 
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ter nacional, practiquen las autoridades locales por razón óá 
fines de nn servicio local también. 

Z a Que no obsta que en aquellos hechos pueden envolverse á 
teces la violación de un derecho ó una garantía reconocida en la 
Constitución, si aquel derecho ú esa garantía no derivan esclu- 
sivarneute de estu, pues es en el caso solo de que tal conexión 
íntima exista ó sea de que la causa emane ó sea especialmente 
rejida por la Constitución, leyes ó tratados nacionales que la 
jurisdicción surje, según la disposición del artículo 2 o inciso 1° 
de la ley sobre competencia de i 4 de Setiembre d*> 18tJ3, regla- 
mentaria de los artículos 100 y 101 de la Constitución. 

A° Que esta es también la jurisprudencia de los Tribunales 
Nacionales, según la cual es en las instituciones locales y unte 
las autoridades que ellas crean, que debe buscarse la reparación 
de los abusos que puedan cometer las autoridades de aquel 
6rden en violación de derechos ó garantías que aunque recono- 
cidas eu la Constitución» no nazcan sin embargo de ella, sinó 
que preexistan á la misma como inherentes á la calidad natu- 
ral del hombre. 

5 o Que el servicio forzoso impuesto al hijo de la querellóte, 
admitiendo que no existiera ley en la Provincia que se lo hiciera 
obligatorio y que la de \° de Octubre de 1875 que se rejistra 
en las pájinas 190 y 219 del Registro Oficial de aquel año, 
fuera insuficiente al respecto, seria siempre una violación de 
garantías del genero de las que se espresan en el considerando 
anterior, 

6° Qne hayale Ó no sido impuesto tal servicio 1 aquel indi- 
viduo en su calidad de Guardia Nacional, ello no puede alterar 
ni modificar en manera alguna las fuerzas de las considera* 
ciones anteriores, como lo piensa el Fiscal, porque la Guardia 
Nacional, mientras no sea llamada al servicio de la Nación en 
algunos de los cas-js especialmente determinados por inciso 24 
del artículo 67 de la Constitución, está según el mismo artículo 

a 
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y la disposición de los que llegan los números 104 y 105, como 
según también la jurisprudencia establecida ya en la Nación 
(Véanse lo* caso* que se rejistran en los tomos 6', t 1 Série, 
página 179, y 9. 1' Série, pagina 474 de los Fallos de la Su- 
prema Corte, como el de don Salvador García, resuelto por este 
Juzgado y confirmado por aquella en 29 de llano de 1879) 
esencialmente sujeto al gobierno y jurisdicción de las provin- 
cias, y porque ademas, el servicio de que se trata es un servicio 
puramente de policía y orden público, que por el citado artículo 
105 de la Constitución esta en su organización y distribución 
clara y esclusiramente reservado á la acción ó soberanía de los 
mismas Provincias, no pudiendo por tal razón decirse incluido 
en la prohibición del artículo 108 á que parece referirse el 
Fiscal y que alude solo á movilizaciones de carácter militar 
tendentes á levantar ó formar ejércitos. 

7 o Finalmente, que por lo que résped a á la ley de 5 de Junio 
de 1865, que la sol ¡citan t- i o vos a, como el Fiscal lo espresa, 
no es aplicable al caso. — Primero, porque la excepción que ella 
acuerda es relativa solo al hijo único de madre viuda ó a aquel 
de los hijos que atienda á la subsi^lencia de esta, y la solici- 
tante no ae encuentra en tal raso, por cuanto el hecho de la 
ausencia de su marido no la c -nstituyu en estado de viudez. — 
Segundo, porque por ra zona ble y justo que sea moral mente 
acordar al hijo cuyo padre y hermanos se hallen en actividad 
de servicio las misiuns exenciones que al de madre viuda, a los 
jueces no les es dado sin embargo hacerlo, mientras el legis- 
lador no lo declare, siendo deber de ellos aplicar la ley sin 
otrus restricciones ni otras excepciones que las marcadas en 
ellas mismas. — Tercero, porque no resulta tampoco que el 
individuo en cuestión atienda actualmente ó haya atendido 
antes & la subsistencia de la madre, que es otro estremo indis- 
pensable delaley.—CuíiWo, porque la exension ea acordada 
solo en relación al servicio que h-iya de prestarse fuera del 
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distrito ó residencia de] enrolado, y no se ha afirmado tampoco 
que no sea en este municipio el del hijo de la postulante. — Y 
quinto, finalmente, porque dicha exención, siendo relativa solo 
al servicio militar activo, no puede entenderse válidamente 
aplicable al caso de una carga vecinal ó de un servicio pura- 
mente civil ó policial, como el de que se trata. 

Por todos estos fundamentos, y lo resuelto ademas por la 
Suprema Corte, entre otros casos análogos al presento, en el 
que se registra en el Tomo 12 página 73 de sus fallos: declaro 
no haber lugar á la petición de foja... y que repuesto el papel 
de todo lo actuado, satisfechos los costos y repubidns los hono- 
rarios del Procurador Fiscal Be archiven estas diligencias : 
pudiendo notificarse a las partes ron el oriyinal, 

¿i. de la Torre. 



VISTA DEL SESO PROCLIUDOft GENERAL 

Bueno. Aire*, Marzo H de 1881 

Suprema Corte: 

Doña Claudia Batalla se queja de que su hijo Teodosio Bar- 
rasa está detenido en el servido de Policía de la Ciudad de 
31 endoza contra su voluntad, despu "s de haber cumplido con 
exceso el tiempo porque como «¡uardia Nacional entró de per- 
sonero por otro Guardia Nacional. Pide que el Juzgado de 
Sección ordene sea puerto en libertad, 

Barraza no ha sido preso por autoridad nacional, óá dispo- 
sición de una autoridad nacional ó so color de una órden emi- 
tida por autoridad ¡tarima t. So se encuentra por rmisiguieute, 
en ninguno de los casos previstos por el ;irtíeulo 20 de la Ley 
de 14 de Setiembre. 

Propiamente hablando, Uarraza no se encuentra preso. Está 
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simplemente obligado á prestar nn servicio que él crée hAbcr 
cumplido, y en el que contra su tu) mitad se le retiene* 

Si tal fuera el caso, es indudable que el Gefede Policía 
procede con notoria arbitrariedad compeliendo á un ciudadano 
á prestar un servicio ú que no está obligado. 

V. E empero, ba declarado en mas de una ocasión que la 
Justicia Federal no es competente p:ira traer á juicio los proce- 
dimientos de las autoridades locales cuando obran dentro en la 
esfera de acción que la Constitución Ies ba reservado. 

Por otra parte V. E. ha declarado también en repetí las oca- 
siones que la facultad de movilizar la Guardia Nacional no es 
esclusiva en los Poderes Nacionales. Los Gobiernos de Pro- 
vincia se encontrarían impotentes en presenta dul desorden 
y de la anarquía si no pudieran llamar en su defensa á los ciu- 
dadanos cuyos intereses les están inmediatamente encomenda- 
dos. 

£1 Gobierno de Mendoza ha estado asi perfectamente habili- 
tado para requerir de los vecinos de su Capital el servicio de 
Policía necesario á la conservación del órden. Si el Gefe 
encargado de esta misión, ba ultrapasado sus atribuciones 
reteniendo i ndeb idamente en el servicio á los qut los prestaron 
ya, ó exigiéndolo de Ioü hijos de viudas pobres etc. etc,, no es 
á la justicia de la Nación, sino A l is autoridades mism.is de la 
Provincia á quienes incumbe decirlo. Es á ellas á las que ha 
debido ocurrir la interesada. 

Sírvase V. E. así declararlo, confirmando la sentencia ape- 
lada. 

Eduardo Costa. 
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Bm-no» Aires, Enero 12 de 1884. 

Vistos: adóptansc loá fundametitos del Juez de Sección, y 
de conformidad cotí lo espuesto y pedido por el Sefior Procu- 
rador General en so procedente vista, se confirma el iuto ape- 
lado de foja doce y devuélvanse, 

J- 8. GOROSTIAGA. — ■ i. DOStlüGDn. — 
ULADISLAO FRIAS. — 8. H. LASPIUR. 



CAUSA II 

El Doctor Don Salvador Socas, contra Dan Saturnino Saage, 
por cumplimiento de coi trato y daños y perjuicios; sobre 
competencia, 



Sumario. — i Cuando se ejercitan acciones personales, el 
Jnez competente para conocer en ellas» es el del lagar donde 
debe cumplirse el contrato, máxime si lo es también del domi- 
cilio del demandado. 
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9 Un contrito sobre infernada y cria de hacienda* en nn 
establecimiento de campo, tiene por su naturaleza que cum- 
plirse en el lugar donde se halla el campo. 



Chao. — El Doctor Don Salvador Socas» vecino de Buenos 
Aires, esponiendo que había celebrado con nn Señor Olivera, 
estrangero, un contrato de cria é invernada de haciendas en 
una estancia sita en Concordia, departamento de la Provincia 
de Entre-Ríos, y que Don Saturnino Soage también extranjero 
con escritorio en la ciudad de Buenos Aires, calle del Peni 
núm. 135 */ 4l cesionario de Olivera le había causado en el 
cumplimiento del contrato graves perjuicios, que estimaba en 
15,000 pesos fuertes, demandó á dicho Soage ante el Juzgado 
Federal de Buenos Aires para que fuera condenado al pago 
de la mencionada suma. 

£1 demandado opuso la excepción de incompetencia sos- 
teniendo que so domicilio real y permanente y el lugar donde 
■e había celebrado y debía complirseel contrato, era en Entre- 
Ríos, 

Bueno* Airet, Octubre 13 de 1882, 

T vistos : para resolver sobre la declinatoria de jurisdicción 
opuesta en el escrito de foja 14, 

Considerando: 1° Que el demandado ha añrmado en el 
escrito citado que es vecino de la ciudad de Concordia, Pro- 
vincia de Entre- Ríos ; que allí tiene su domicilio real perma- 
nente, su casa de familia, sus intereses raices, muebles y 
semovientes, mientras que aquí solo tiene un pequeño escri- 
torio en sociedad con otras personas. 
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%° Que ninguno de estos herhos ha sido negado categóri- 
camente por el ador en su escrito de foja i 8, de modo que 
deben estimarse como confesados atento lo dispuesto en el 
artículo 86 de la Ley Nacional de Enjuiciamiento. 

3 o Que además, el hecho capital para la solución de este in- 
cidente, de la vecindad del demandado en la ciudad de Con- 
cordia, está conlirmado por la certificación del Uncial público 
autorizante del poder que obrad foja i- del espediente agre- 
gado, á cuyas constancias se ha sometido el actor, todo lo 
cual hace innecesaria la prueba sobre ose punto. 

4 o Considerando también : que e! contrato del cual derivan 
las acciones que pretende ejercitar el Doctor Socas, ha sido 
otorgado en la Provincia do Kntre-Hios y en el mismo Depar- 
tamento de Concordia. 

5 o Que según el articulo 70, título he los contratos en 
general del Código Civil, el lugar del cumplimiento de ellos 
que no estuviese designado 4 DO lo indi, are la naturaleza de 
la obligación, es aquel en que el contrato fué hecho, si fuere 
el domicilio del deudor aunque después mudare de domicilio 
6 falleciere. 

6 o Que tanto por esta circunstancia, cuanto porque la na- 
turaleza de las obligaciones creadas en el citado contrato 
especialmente pura el demandado, indica que no pueden cum- 
plirse en otra parte, es fuera de duda qtn- no puede deducirse 
acciones que estén subordinados á él ante otros Jueces que los 
de ese lugar, atento lo que dispone el artículo 12, título Del 
domicilio. Código Civil. 

1\ Que en la discusión habida entre el Juez Provincial de 
£nlre-Rios acerca de su competencia de que instruye despe- 
diente agregado, ni en su filióse ha establecido nada que 
importe atribuir el conocimiento de la causa al Juzgado Fe- 
deral de ] tt Capital, lo que por otra parte ninguna influencia 
tendría en la solución de la que a^uí se ha promovido, pues 



ta 
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son juicios y Tribunales distintos y inn diferentes las partes 
y el rol que asumen. 

8' Que aquella decisión se limita únicamente á establecer 
que el Juez Provincial no era competente por razón de la dis- 
tinta vecindad de \a> partes, quedando pendiente la cuestión 
de si el doctor Socas, domiciliado eti Buenos Aires, puede ó no 
ser demandado en Entre-Ríos por obligaciones personales 
contraídas allí ; cuestión que aquel Juzgado no podía decidir 
porque ante todo, estaba la incompetencia por razón de las 
personas lo c¿ue le quitabfl el carácter de Juez natural de ellos 
para decidir sobre las demás excepciones. 

Por estus fundamentos, los concordantes del escrito de foja 
14 y teniendo además presente que la doctrina establecida en 
Jos considerandos 5" y 6\ ha sido considerada por la Suprema 
Corte eo la causa LV, aérie 2, tomo 3", pág. 11 de sus Fallos, 
el Juzgado se declara incompetente paro conocer en esta causa , 
con costas al actor. Xotífíqnese con el original y repónganse 
las fojas. 

YirgiUo tf. Tedin. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR G ES ERAL 

Buenos Airea. Febrero V de 1681 

Suprema Corte: 

La jnrisdiccion del Juzgado Federal de Entre-Rios está cía* 
ra vénetamente determinada en este caso, tanto por la diversa 
vecindad, como por el lugar de la ejecución del contrato. 

£1 demandante ba reconocido en el espediente agregado a\ f. 17 
vuelta que Olivera, cansante del derecho, es Oriental y 
vecino de la Provincia de Kntre-Rios; siéndolo él, Socas, de la 
de Buenos Aires. Y si hubiera de atenderse al carácter del 
cesionario Soage, también resulta que es este estrangero y 
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vecino de la misma Provincia de Kntre-Rios. El demandante 
no lo ha negado, observa oportunamente el Señor Juez, y hay 
además, suficiente prueba en autos. Kn dos documentos pú- 
blicos, en el poder otorgado en la Concordia, y en su sustitu- 
ción en la Concepción del Uruguay, Soagc ha invocado su cali- 
dad de vecino de la es presad a ciudad de Concordia y ha sido 
reconocido como tal. 

Agrégase á esto el lugar del cumplimiento del contrato, otra 
poderosísima causa para surtir fuero. Por su naturaleza, el 
contrato sobre inrernada que da origen á esta cuestión, debia 
cumplirse en Kntre-Kios, y no podía cumplirse sinú allí. 

Estoy por lo espuesto, decididamente por la confirmación 
de la sentencia apelada. 

Eduardo Cosía. 



Buenos Aire», Fuero 32 de 1881. 

Vistos: por sus fundamentos y de acuerdo con lo espuesto 
y pedido por el Señor Procurador General, se confirma el auto 
apelado de foja veinte y tres; y previa reposición de sellos y 
pago de costas, devuélvase. 

i. Is . GOROSTIAGA. — i. DOMINGUEZ. — 
L 'LADISLAO FfilAS. — B, H. 
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CAUSA III 



Don Emilio Bunge contra don Juan Wurray, ¡mr libertad de una 
servidumbre de tránsito; sobre competencia. 



. Sumario, - La cuestión sobre libertad de una, servidumbre 
de tránsito, entre un argentino y un estrangern, corresponde ri 
ta Justicia Federal, aunque el tránsito se verifique sobre un ra- 
mal de ferro-carril. 



Coío. — Después de resuelto el interdicto deducido por don 
Juan Murray contra D, Emilio Bunge, sobre el uso de un ra- 
mal del ferro-carril de la Ensenad;» por el fallo de la Suprema 
Corte de 16 de Junio de 1883, por el cual se dejaron á salvo 
las acciones de las partes para el juicio ordinario; dun Emilio 
Bunge entabló demanda contra don Juan Miirnij para que se 
declarára libre el terreno de su propiedad, de la servidumbre de 
tránsito que pretendía Murray. 

El demandado opuso la excepción de incompetencia, fundán- 
dose en que los ferro-carriles son cusas ageuas a ia jurisdicción 
federal en cuanto á la truza que deben llevir. perteneciendo 
esta al resorte administrativo, según la ley de 18 de Setiembre 
de 1874 sobre ferro- ear riles ; y en que, so pretesto de discutir 
una servidumbre se pretendía destruir un ramal de ferro-carril. 





Buenos Aires. Noviembre 3 de 1883. 

Vistos: Pata resolver sobre la excepción de incompetencia 
propuesta en el escrito de foja 19, fundad;» en que lo* ferro- 
carriles son cosas age ñas á la jurisdicción de los Tribunales 
Nacionales en cuanto á la traza que deben llevar ó á las raodiS- 
caciones que en ella quisiera operarse, siendo el objeto de ta 
demanda destruir una vía férrea que presta servicios de toda 
i'imsideracion al gremio comercial. 

Y considerando : I" Que la arción deducida se propone obte- 
ner en juicio ordinaria la libertad de un terreno de propiedad 
del demandante, sometido actualmente á la necesidadde sufrir 
el paso p « él, de un rainal del ferro-carril de la Knsenada, sin 
que exista un vínculo jurídico que obligue á ello á su propie- 
tario, 

2 o Que bajo este punto de vista, nada tiene que ver la cues- 
tión propuesta con el trazado que convenga mas ó menos adop- 
tar para un ferro-carril, que seria sin duda el punto ajeno á la 
jurisdicción de los Tribunales Nacionales, pues si bien puede 
dar por resultado que se levanten los rieles del terreno del de- 
mandante en caso de reconocérsele derecho para ellu, esta no 
alteraría la traza del ferro-canil, tiüó ¡sometería á la empresa 
á la obligación de allanar toda d i li cuitad con el dueño de él 
para pue pueda llevarse á efecto una vez que estubiera compe- 
tentemente autorizada. 

;i' J Que la competencia atribuida al Juzgado nace de la con- 
dición de estranjero de uno de bis interesados y argentino el 
otro, con sujeción ¿ lo dispuesto en el artículo 104 de la Ley 
Orgánica de lo, Tribunales, abgaday acreditada por la misma 
parte que hoy deeliua de jurisdicción en el interdicto posesorio 
que ella inicio para que se repongan la> cosas al estado que 
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tenían antes de los artos practicados de propia autoridad por 
la parte de Bunge, del cual el presente juicio no es sinó nna 
consecuencia prevista en las sentencias que dieran fin al pri- 
mero, lo que bastaría para rechazar la excepción opuesta. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
25, no ha lugar á la declinatoria de jurisdicción con costas y 
contéstese la demanda en el término de ley. Xotifíquese origi- 
nil y repóngase la foja. 

Viryitto M. Teilin. 



Buenas Aires, Enero 36 Je 1881. 

Vistos : Por los fundamentos del ñuto apilado de foja treinta 
y siete se confirma este, con costas; repuestos los sellos de- 
TuéUase. 

J. B. GOROSTIAGA. — J DOMINGUEZ. — 
t LADISLAO FRIAS. — S. N. LASPIL'R. 



SUCIOS AL 



CALMA IV 



FJ Brigadier General Ifon Juan E. f'edernera contra Don 
ilarreiro ; sobre propiedad de un terreno. 



Sumario. — Donada [>or lev, una área de terreno fiscal en el 
lugar que al donatario conviniese, la ubicación del terreno 
donado es la que determinó el donatario con aprobación del 
Poder Ejecutivo, sin que pueda nabería variado la mensura 
por el hecho de haberse medido pujo* esk-rision del terreno 



Cajo. — Su halla referido en el siguiente : 



San Luis. Julio 25 de 1883. 

Vistos estos autos iniciados por don Agustín Adaro en repre- 
sentación del Brigadier General Don Juan ÉL Peder ñera contra 
Don Rufino Darrciro, sobre propiedad de un terreno ubicado í 
la margen derecha del Rio 5 o , en esta Provincia, multa: 

i* Que en fecha 29 de Abril del año 1858 la Honorable Cá- 
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mará Lejislativa de esta rroTincia hizo donación al espresado 
General Fedcrnera. mediante la ley dictada al efecto en la 
misma fecha, de una área de terreno fiscal, con superficie de 
tres leguas de frente por tres de fondo en una de l.ts marge- 
nes del Iíio5 n j en el Iug;tr que á dicho General conviniese; 
autorizándose por ella al Poder Ejecutivo para disponer lo 
conveniente hasta dejar al agraciado en quieta y pacílica pose- 
sión de la mencionad* área de terreno que se le cedía libre 
de todo gravamen. 

2? Que en virtud de la concesión hecha por la citada ley, el 
Poder Ejecutivo de la Provincia, en vista también de la solici- 
tud del agraciado, que determinaba la ubicación del terreno 
pedido» en la mirgen Sud del Kio 5 o , contiguo A la propiedad 
particular que hubiese inmediata al lugar denominado « El To- 
rero » y de este punto á la parte de abajo, mandó por decreto 
de fecha 4 de Mayo del mismo uno se publicaren edictos por 
el término de cuarenta dias, a fin de que cualquier individuo 
que se considerase con mejor derecho al terreno espresado 
ocurriese con sus competentes documentos. 

3" Que llenados estos requisitos y no habiendo c deducido 
oposición alguna á la enagt-nacion del terreno es presad o, el 
Poder Ejecutivo en vista de ello, mando por decreto de feeha 
6 de Agosto del mismo ano, se tuviese al agraciado por propio 
y legitimo dueño de aquel con la ubicación indicada; orde- 
nando á la vez, pasase el espediente respectivo al Agrimensor 
Público Don José Rufino Alvarcz, para que bajó las formali- 
dades de estilo practicase la mensura del mismo, poniendo en 
posesión de él al interesado, ú'á quien hubiese su personería. 

4" Que practicada la mensura ordenada en fecha 15 de 
Octubre del citado ano y presentado al Gubieruo para su exa- 
men el plano respectivo, ella fué aprobada por decreto de fecha 
21 de Octubre, no obstante el exceso de terreno que resultaba 
según dicho plano, en la estension donada; y se mandó á la 



tl*z, archivar el espediente y dar cópia del mismo al interesado 
para su seguridad, adjuntáudosi le al efecto como título, ta 
enunciada copia de mensura y demás antecedentes por ñuta de 
fecha 21 di 1 Febrero del año 1 859; todo lo cual consta de loa 
documentos presentado* de fojas 23 á 2G. 

5 rt Que en el mes de Mayo del añu 1878 Don Amaro (Jalan 
solicitó en compra al Gobierno de esta Provincia un terreno 
fiscal en el lugar llamado « VA Mol le >, costa and del Rio 5 o en- 
tre este rio y los cmipos del General I'edernera, cediendo pos- 
teriormente el denunciante, en fecha 20 de Abril de 1879 sus de- 
rechos como tal á Don Joaquín Cárles. 

6 o Que practicada la mensura correspondiente del terreno 
denunciado y resultando de ella la existencia de uq terreno 
fiscal, compuesto de 40i9 cuadras cuadradas según informe 
del Agrimensor don Felipe Velasquez encargado de efectuar 
dicha operación, se otorgó por el Gobierno la Tenta de este 
terreno á Cárles en fet ha 6 de Abril de 1880, mediante el 
remate efectuado por el miümo en I o del citado mes y año, 
llenados que fueron los requisitos de ley, quien i su Tez lo 
transfirió por igual título y en la misma fecha á Don Rufino 
Barreiro, según todo ello consta de los documentos presentado! 
por el demandado de fojas 73 á 81. 

7* Que con motivo de esta venta, el señor Pedernera se pre- 
sentó al Gobierno de la Provincia en Febrero de 1881 manifes- 
tando que el terreno vendido se hallaba comprendido dentro de 
los de su propiedad que le habían sido cedidus por la enunciada 
ley ; pidiendo en consecuencia, se le hicieran respetar sus 
derechos de propiedad en ellos, con cuyo motivo s¿ dictó la 
resolución que se contiene en el documento de fojas 11 414, 
que declara sin efecto ta citada mensura de 15 de Octubre de 
1858, en cuanto abraza mayor cantidad de terreno que el 
donado por dicha ley, ordenándose que las 9 leguas cedidas i 
Pedernera te fuesen entregadas sobre la márgeu Sud y con ti- 
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gnu al Eio S», paia cuyo efecto se practicaría por el Agrimensor 
de Gobierno la mensura correspondiente, con sujeción á dicha 
lej; como así mismo se declara sin efecto ni valor alguno la 
venta hecha al espresado señor Caries, en la parte que ella 
toma terrenos del señor Peder ñera. 

& Que con estos antecedentes, y fundado ¿ 1» Te* en la 
predichaley de donaron, la parte de l'cderner» se presentó á 
este Juzgado en el mes de Octubre del año 1881, entablando 
acción reivindicatoría por el terreno espresado contra D. Rufino 
liarreiro solicitando también pago de costa-i, daños y perjuicios 
y restitución de loa frutos percibidos. 

9> Comunicada en traslado la enunciad a demanda a" Don 
Rufino Barreiro» este por medio .le su apoderado Don Simeón 
Lucero sostiene sus lejítimos derecho* de propiedad al terreno 
demandudo, fundando estos en el títul» legal de la compra 
hecha ú Caries s«-gun el documento público de foj.t.,. quien á su 
vez lo obtuvo en la forma y por el título antes indicado; j 
alega en defensa desús derechos: I* La nulidad déla citada 
resolución deHiobierno de la Provincia, en que se decían sin 
efecto la venta otorgada á >n causante s- ñor Cárles, por care- 
cer de facultades para ello; 2' Que los terrenos mensurados 
por el agrimensor Aliare* y que se describen en el plano de 
foja 26, no pertenecían en su totalidad al General l'edemera, 
sino solamente la superficie de tres leguas do frente por igual 
fondo: que en consecuencia el Urreno recibido por este fui el 
cuadrado principal derrito ba|o el número 2 en dicho plano, 
que mide las tres leguas de frente por tres de fondo, y que 
encierra un» área de « leguas cuadradas; 3* Que el triangulo 
misto número i que mide el excedente del terreno donado quedó 
áin enajenarse por la Provincia, y de consiguiente de propiedad 
fiscal, siendo en ese triángulo Anide 90 encuentra ubicado el 
campo que el Gobierno vendió en remate público al señor Cár- 
les, de quién el demandado lo obtuvo; 4" Que el hecho mismo 
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de haber el donatario recibido ta cosa donada sin pedir rectifi- 
cación del error, demuestro, por sí sola, que se conformó coa el 
área de las nueve leguas en el punto que determina el plano; 
5 o Que inalado*, la mensura practicada por el Agrimensor 
Alvarci y decreto de aprobación de la misma por la espresada 
resolución del Gobierno, ellos no pueden tener la importancia 
que su propio título, pues que entonces, el único hábil seria 
la ley de U Legislatura que recien vá a cumplimentarse por el 
encargado de su ejecución, no confiriendo entonces al General 
Pedernera el título fundado en ella sinó un derecho ad rem 
ó á la cosa, para cuya adquisición es indispensable se llenen 
las formalidades de la escrituración y tradición de la eos* 
don,da; tiP Que estos requisitos se han llenado recién en 1881, 
mientras que su citado título fué otorgado en 31 de Julio de 
1880, como consta de su escritura de compra á Caries; resul- 
tando entonce* que al cumplimentarse la ley de la Legislatura 
después de anulada la men-ura de Alvarez, una parte del ter- 
reno donado nu era ya propiedad fiscal » la fecha de hacerté 
esta efectiva, sinó de su representado por haberla obtenido de 
su propietario el señor Cárter ; y en consecuencia, que la 
entrega en esta parte no puede hacerse por haber salido del 
dominio de la Provincia donante ; 7" Que el derecho que la ci- 
tada ley di al General Pedernera no importa un título trasla- 
tivo de dominio, aíno un derecho personal mientra* que el 
que su representado le opone es un derecho real y perfecto. 
Atento lo relacionado y considerando: 
1° Que respecto á la citada resolución del Gobierno de esta 
Provincia, presentada por el demandante como prueba dt sua 
lejítimos derechos, y alegada de nulidad por el demandado, es 
de observarse que interviniendo el Poder Ejecutivo en el con- 
trato de venta con Cárles en su carácter de persona jurídica ,j 
no de otra manera, no podría en ningún caso, ni aun invocando 
una facultad administrativa, anular dicho contrato de su propia 
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«atondad ; mocho menos habiendo pr cedido á esa declaración 
la entrega del terreno rtitádo ni comprador, y libidos* de 
«te el precio estipulado eti el mismo, con cuyas circunstancias 
quedaba él» de todü pmitü perfecto, llenándose por otra parte 
las demás formalidades que, según ta ley, deben proceder á »a 
celebración, como lia sucedido «><. *d presente caso. 

*» Que e4e principio se encuentra en armonía con lo dis- 
puesto por el artículo 7», título »\ Sección S\ Libro *■ del 
Códi-o Civil que establece, que el vendedor deapttes que hubiese 
entregado la cosa, no puede demandar la nulidad de la venta 
ni la restitución de U cosa, cuja disposición, no sulucsduye 
completamente el derecho del vendedor para resolver por sí 
nUmoel contrato, si nú que busu le niega toda acción para 

demandar su nulidad. 

& Que aceptar una d .( trina contraria al principia anterior- 
mente sentado, importaría reconocer la facultad, en cuales- 
quiera de los contratantes para restdver, por »1 mismo, los 
contratos . elebrados, aun á pesar, de haberse Ib-nado en ellos, 
como en el caso presente, tas formalidades prescritas por la 
Uy para su celebración, lo cual seria de todopuntu inadmisible. 

4» Que eu consecuencia, la declaración de nulidad ú validei 
del contrato referido, en mnut, ú sus efectos corresponde 
divamente ¿estelado en virtud de haberse deducido 
aote él una ación reivindicatoría de la cosa vendida y materia 
del mismo invocándose su competería por razón de la distinta 
nacionalidad y vecindad de las personas cnf«S derechos pueden 
resultar afectados por db bo cuntmtn; y por lo tanto, aquella 
no puede tenerse en cuenta como un fundamento legal para 
U resolución del presente juiein que debe darse en armonía á 
las disposiciones de la ley ó de conformidad á los principios de 

5» Que respecto al mejor dereclio alegado por las partes a 
la fracción de terreno, comprendido dentro de la mensura prac- 
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tica Ja por el Agrimensor Don José Ittifino Alvares, se han 
invocado, según queda dicho, los título» respectivos de pro- 
piedad, fundados, los del ¡tutor, en la cita la ley de 29 de Abril 
de I85H y mensura referida, y por ti demandado la escritura 
dr venta otorgada por Don Joaquín rár les corneóte; ¡í foja..., 
sen un la* cuales debe aquel declararse en la presente resolución. 

6" (Jim* de los citados dociinu uto* pti'M'iit:i los por el doman- 
dado y plano de la mensura pra<*i irada por el espresado Aj:ri- 
iiii'ii-iir Don Felipe Velagquez, por mandato del Gobierno de 
l:i Provincia en virtml de t.i denuncia hecha por (¡alan, resulta 
claramente constatado que el terrino demandado por l'cderuera, 
entilo comprendido dentro dr la M leguas que le fueron cedidas 
por la rilada ley, <*s ei m¡>mo vendido á Jlarreiro por el lio* 
liU-ni't de ¡a l'rovirn i,i ni f ■ |j,i lí de Abril de IKW). 

7" tjne la citada ley dr donación di termina, como puntúen 
debía iitpo ar^i- ri hnei.o donado, uim de las márgenes del 
Kio 5", y en el lupir que al agraciado c un vi ni esc, 

S u Qne el Sr. *¡ei r-il lVdcrucra al solicitar la compra del 
terreno enunciado, g&preSftbu claramente, eñ su solicitud, que 
quería su ubicación ¡i la múrgen Sud del i spresado rio, y que 
él fuese contiguo ¡i la propiedad pan ¡rular que hubiese inme- 
díala al lugar denominado t-t * Torero y de ole punto á la 
parte de ab ijo. 

9' (¿ue en vista de los términos de dicha solicitud y los de 
La enunciada ley, el Gobierno de la Provincia dictó el decreto 
respectivo, cuyo leMo literal es el siguiente: «San Luis, 
Mayo 4 de \HTiH. YA Gobierno de la l'rovincia de acuerdo con 
su concejo, Decreta: i a Cúmplase la presente honorable f*> 
solución. 2" Eira dar la posesión al brigadier («enera 1 D. 
Juan E. Ved crin ra, de la área de terreno que se le concede gratis 
íe publicarán edictos previamente por elE&cribuno de Gobierno, 
á lin de que cualquier individuo que se considere con mejor 
derecho al terreno solicitado en compra por el espiesado Gene- 
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ral, en la márgen del Sud del Rio 5 a contiguo a le propiedad 
particular que hubiese inmediata al Ingar denominado « El To- 
rero», ocurra «1 Gobierno con los competentes documentos quo 
lo acredita, en el término de 40 dias. contados desde la publi- 
cación de los Edictos. 3" Kn el cuso que el terreno solicitado 
por el General Pedernera resultase no pertenecer al Estado, se 
le pondrá en posesión de la área que le designa la ley, en cual- 
quiera de las márgenes del Rio 5 o donde él elijiere. 4 U Agre- 
gúense á la presente U-y la solicitud del General D. Juan E. 
Pedernera y la nota de su referencia dirigida por el Gobierno a 
la H. S. de Representantes, y entregúese al Escribano de Go- 
bierno pera los efectos consiguientes. Paract.— Iluvnaventura 
Sarmiento. * 

W» Que según pe deduce de los términos del decreto piein- 
••rto, espedido de conformidad a la mente de la lev Cubicación 
del ttrreno donado al General Pedernera, debía hacerte i la 
margen Sud del Rio 5% contigua ti ta propiedad particular que 
bubiese inmediata al citado lugar de u El Torero i f y así tam- 
bién, se espresa claramente en el decreto posterior del mismo 
Gobierno, de fecha tí de Agosto del citado año, en que se declara 
al agraciado como propio y legítimo dueño del espresado ter- 
reno, y se ordena á la vez, que nadie le inquiete ni perturbe su 
derecho, mandándose igualmente pasar el espediente al Agri- 
mensor Público Ü. José Rufino Airare*, par» que, bajo las 
formalidades de estilo practicase la mensura del terreno 
mencionado y pusiese en posesión de él al agraciado ó á quienes 
hubiese su personería, 

IT Que practicada la mensura ordenada, en la forma que te 
determina en el plano de foja 26. fila fué aprobada, según 
queda dieno, por decreto de fecha 21 de Octubre del mismo año, 
mandándose dar copia de la misma al agraciado para su segu- 
ridad, lo cual se efectuó en fecha 24 de Octubre del citado año 
consta de la nota de foja 10. 
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12* Que Je la mensura practicada resulta en verdad, según el 
plano de la mism¡i, que el tern m> medido abaren tina superficie 
de terreno uinyor que la Ctií#9 P (> r la enunciada ley, habiéndose 
ella subdividida en dos fracciones de nominadas la una, «cua- 
drado principal X'á» que contiene nueve leguas en área, y la 
otra «Triáogaio misto V l** do una legua y 1 40 cuadras 
área, que forman un total de 10 leguas 140 cuadras. 

13" tjue por la sitia eireniistatieia de Iialierse medido una su- 
perficie mayor de terreno d-* la que determina ta ley de donación 
V señalándose «-nel plano respectivo en d s fracciones, 00 puede 
deducirse ra- ionaluieutc que el terrena adjudicado al (¡enera! 
IVdernera sea, precisamente él comprendido dentro del deno- 
minado « cu adrado principal », pites que, esto ni se espresa en 
dicha operación, ni j^r p-rt'e dtd agraciad»' ha aido aceptado 
y por cnanto, además, dicho cuadrado, no se encuentra ubicado 
en el punto que determina 1 ! l«»s citados decretos dietados en 
virtud de la enunciada douari.m, que tst ililecen cora i ulicaciou 
del mismo desde el lugar del « Torero » ¡í la paité de abajo; 
determinándose así, claramente, como límite ó lindero al rumbo 
Norte el Rio 5*; siendo mas bien de presumir que a] proceder 
así el perito encargado de la operación de mensura, lu hiciera 
en el propósito de dará di-ho terreno la iniyor regularidad po- 
sible, pues de lo contrario resultaría que el error, impericia 6 
capricho de éste vendría á perjudicar los derechos del donatario, 
ubicando los terrenos cedidos en un punto distinto, y en peores 
condiciones al que, según la donación debia establecer, violen- 
tando, á la vez que los términos de la ley y decretos referidos, 
los derechos que. los mismos i-reahan en favor del agraciado. 

14" Que además, de lus términos de la esplicaeion con que el 
Agrimensor Alvarez aoompiña el plano de la mensura practi- 
cada, no se deduce, ni puede remotamente deducirse que haya 
querido deslindar la propiedad donada por dicha ley con el 
cuadrado descrito en la misma, bajo ta denominación de «prín- 
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cipal >; pues que .por el contrarío, de los términos de es» espira- 
ción se deduce, que dicha mensura ha sido practicad», tomándose 
como punto de partida en ella, el citado lugar de «El Torero», 
finalizando por el Este con caiupoi que se hallan al frente del 
conocido por «Los Césares» ; deduciéndose también por consi- 
guiente, que la Unea recta dirigida deáde este punto ni Oeste, y 
que divide las dos enunciadas fracciones, no ha sido establecida 
ti objeto de determinar la primera, cuino propiedad del General 
Federnera, según lo asevera el demandado. 

IS" Que tampoco puede citarle antecedente alguno que de- 
muestre que ul aceptar el demandante los documentos remitidos 
por el Sr. Ministro General de Gobierno D. Buenaventura 
Sarmiento como títulos de la propiedad donada, los aceptase 
en el concepto deque este era cscl tusivamente el titulado < cua- 
drado principal » ; pues que, según se ha dicho, aquella le fué 
hecha según !a citada ley y decretos referidos á la margen Sud 
del Rio 5* y desde el punto denominado « El Torero ■ á la 
parte de abajo, como límite de su propiedad, por la paite del 
Norte. 

16 4 Que por lo que hace á la objeción hecba por el demandado, 
de que en virtud de la resolución últimamente espedida por el 
Gobierno de esta Provincia, anulando la citada mensura de 
Airara, el título en que se funda el General Federnera solo le 
confiere un derecho al terreno donado, para cuya adquisición es 
indispensable la escritura y tradición del mismo, que han reñido 
i efectuarse recien en 1881, mientras que el título en que fund í 
■us derechos fué otorgado en 1880, dedneiendode esta circuns* 
tanda su preferente derecho al terreno demandado; ella es de 
todo punto inadmisible, pues que de los documentos citados 
consta la transferencia del terreno donado al demandante y 
posesión adquirida por el mismo eu el enunciado campo. 

17* Que por lo que hace al cobro de cortas, costos, daños y 
perjuicios, y restitución de frutos percibidos, que el demandante 
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cobra á D. Rufino Barrero, no puede declararse su procedencia 
eu virtud de la buena fé en la posesión de íste, que resulta le- 
galmente comprobada por su citado título presentado de fojas 
73 a 74. 

Por estos fundamentos y otros que sp omiten resultante» de 
autos, fallo definitivamente y declaro de legítima propiedad del 
Brigadier General D. Juan E, Pedernera el terreno demandado 
i I). Rufino Barreño, quien deberá hacer entrega áéste del mia- 
mo, salvo sus derechus por los reclamos que le correspondan 
contra su causante, sin especial rondenaciun en costas. Hágase 
saber original y repóngase los sellos. 

Juan del Campillo. 

Falto im taprasM C«rt« 

Buenos Aires, Enero 36 de 1884. 

Vistos : por sus fundamentos, sh confirma la sentencia de 
foja noventa y cinco con las costas de la presente instancia.— 
Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. fíOllOSTIACA — J . DONMGCEZ. — 
l t.AniSt.AO FRIAS— S. M. LAftFlUR. — 
N. D, PIZARRO. 



FALLOS DE LA MHUU CORTE 



CACHA V 



Don Salvador López, contra don Mas Hrjtetto ; sobre 

pesos 



Sumario. — V' Habiéndose estipnla.in la compra ile la cuarta 
parte de un buqu.' por el importe de la cuarta parte <iv lo que 
resultare üe la monta general de lo gastado en el buque apro- 
bada por el comprador, deba presumirse que el comprador 
aprobó dicha cuenta desde que firmú la escritura de compra 
por el precio que corresponde al importe de ta mencionada 
cuarta paite de la cuenta general. 

El comprador no puede pretender que se le devuelva par- 
te de ese precio pnr no ser exacta la cuenta genera!, á menos 
que pruebe que su aprobación tuvo por causa el dolo del ten- 
dedor. 



Cojo. — El caso se comprende ul leer el 

Bueno* Aire», Diciembre 8 de 1882. 



Y vistos estos autos seguidos por don Sakador López con- 
tra don Blas Kepetto, por cobro de la cantidad de dos mil 



doscientos muiré pesos con cusiré n ta centavos fuertes, de lo» 
cuales multa, que el actor funda su acción en los siguientes 
hechos : 

Que compró al demmdado una cuarta parte del vapor «Cis- 
ne », estipulándose comí precio de esta adquisición, la cuarta 
parte del costo del buqu<\ cuando fué comprado por Repetto á 
don Pedro Deodati. Que para apreciar su monto Repetto le 
Labia presentado la liquidación de las partes de propiedad del 
buque, cuto documento orre :i foja dos. viniendo por ella á 
corresponderse la suma de ciento sesenta y un mil pesos mone- 
da corriente. Que habiéndose negado Repetto á darle todo com- 
probante que le permitiese apreciar la exactitud de dicha 
cuenta turo que aceptar la escritura en esos términos es decir, 
estableciéndose como precio de su cuarta parte, la suma citada 
di- ciento sesenta y un mil trescientos noventa y cinco pesos. 
Que mas tarde ha venido en conocimiento haber sido víctima 
de un verdadero abu-o, pues el buque rio babia costado quinien- 
tos mil pesos, como figura en la liquidación, sino cuatrocien- 
tos mil p que de las partidas que esta misma comprende, no le 
corresponden sinó dos, las que sumadas con el precio, forman 
la cantidad de cuatrocientos treinta y cuatro mil seiscientos 
treinta y ocho pesos moneda corriente, cuya cuarta parte á su 
cargo, asciende á tiento seis mil ciento escuta pesos moneda 
corriente ó sean cuatro mil ''uscientos cuarenta y seis pesos 
con cuarenta centavos fuertes. Que entre esta última cantidad y 
la de seis mil cuatrocientos cincuenta y cinco pesos con ochen- 
ta centavos fuertes que Repetto le hizo pagar existe la diferen- 
cia de los dos mil doscientos nueve pesos con cuarenta centa- 
vos por la que lo demanda. 

Se corrió traslado de la demanda y Repetto contestó que 
ella debia ser rechazada con costas, porque lo que había pac- 
tado con López era que le pagara por el precio de la cuarta 
parte del buque la cuarta parte del importe total de lo que él 
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gastado por el buque, desde el día cinco de Julio Je 
ochocientos setenta y echo en que 1n compró, y que su ver- 
costn, ¡ocluyendo loa gu-t<»s, era el <!<• üeiscieotoí t ua- 
y finco mil quinientos setenta y míete petos moneda 
en La forma que detalla la l¡<|ii Klarion de ffifO ¿ó& 
si bien en la escritura de venta :í su favor se M C*1*0 ptt* 
del buque la cantidad de diez y seis mil fin rd - ; ta ítrdftd 
que se le dieron á don José Ifolgtiérá, Como eo¡tiis¡.:t. cua- 
tro mil pesos de la misma mmn da y este hecho lo emioeia 
perfectamente bien López, cuando »■ «li u rmiiió á * niupfat -» 
parte, y con su consentimiento fití que se estíptttá <■! verdade- 
ro precio dequinientos mil ]'c-i><. ' "ti '¡nyc .t i i l<'Hiaiidándolo 
por ia suma de mil doscientos einco pesos «-"ti tres eentafos 
fuertes que le debe, dice, según el baliíhce general de l<i so- 
ciedad que acompaña, mas habiendo contenido en juicio verba!, 
— acta corriente ¡í foja primen d'l incidente dé eéla eattsit, 
en que este punto sen resuelto por árbitr"s no se toma en con- 
sideración en e*tn resolución. 

En este estado, se recibió la causa á prueba para justificar si 
el boleto de venta «te fojo primera es e.'.p'.a exa« ta di- l,i que se 
hizo para la compra- venta del vap«»r < ¡ m' y contiene una 
relación eiacta (te la> obligoóiooea cout raides |-ur amb;is par- 
tes y si el costo efectivo ríe compra fueron diez y seis ó veinte 
mil pesos fuertes ¡ y 

Considerando: 1" Que según confesión de las mismas partes 
el boleto de compra-Veut.i, corriente á fojo primera, es copia 
exacta det que se hizo para la cuiipra-venta de la cuarta parte 
del vapor «Cisne * á favor e don Salvador l.opez. 

±* Que en él claramente está estipulado que el valor de la 
coarto porte del buque se justipreciará según el monto de la 
cuento general, siempre que sea aprobada por el comprador. 

Que debe entenderse que la «probación de la cuenta pre- 
sentado 4 foja dos tuvo lugar desde que López aceptaba y lir- 
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maba Ya escritura ilc compra- ven ta I su favor por valor de seis 

mil nial rétenlos eineueuta y cisco fuertes. 

4" Que contra e-ti suposición que se desprende naturalmen- 
te <],■ |us bechOH euumúadaa, era necesario que hubiera inter- 
venido dolo por parte del ven ledor Itepctto para hiTalidar el 
i-ontraio, 

5" tiiie no so! límente no se bn justificado por López la ciis- 
tm-ia del «lato sino lo contrario se deduce del hecho de que 
conocía que el precio estipulado en la escritura á favor de Re- 
fegtie \ U-ud.iti, > ra <!<■ di ex y seis mil fuerte.-», según lo ha 
cuiife-adt. aliMjlv.eudu la quinta posición del pliego de foja 
ciento ocho. 

0" €fe« estas consideraciones se (taHan e infirmadas por el 
certifica lo del Escrib i \\>* d <- M «riña, corr iente á foja setenta y 
ocho tnélta en wrtud de) «m\ «sulta qne con motivo de haber 
sobrevenido mi desaeiierél entre fea interesados respecto del 
precio Je la ve t i. la escrituro fué firmada por López unos 
dios después de estul estendida, le qm- quiere decir que hubo 
conformidad por parte de este al aceptarla. 

7' $fe aii . au poniendo que López hubiese efectivamente 
ignorado al suscribir, ta escritura el verdadero precio en que 
fin- ven hdo el vapor * Chile » no habiéndose justificado que 
este error proceda da lea manejos de Repetto, sitió de negli- 
gente descuido p<ir parte del comprador ilesde que tenia en su 
poder todos los deesmeiitos relativos al uegucío con lolguera t 
no poede fundarse en tal -rror la nulidad de un contrato debi- 
daiueiilf n-b-bra'l" - a escritura pública; artículo 33, título 
Iff ItKS hvrfois Cúdj-o Civil, y 

8" Que respecto á la contrademanda de Repetto por la can- 
tidad de mil dosetontios cinco pesos cua tres centavos fuertes, 
la primera partida que la compone, la suma de seiscientos cua- 
renta y cinco pesos con veinte y tres centavos, ha sido someti- 
da y resuelta en el juicio arbitral, y la segunda de quinientos 
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«¿■escota pesos con ochenta centavos, forma parte del precio de 
renta á Lopes, quedando por Lo tanto comprendida en esta re- 
solución sobre lo principal. 

Fot estot fundamentos, falto absolviendo á don Blas Re- 
petto de la demanda entablada por don Salvador López siendo a 
cargo de este último las costas del juicio. Hiigasc saber, repón- 
ganse los sellos y notíffquese con el original. 

Andrés V garrida. 

WmUm «• la ftvpr*M C»r4* 

Bu. -ñus Aires, Kncro 36 de 1H&I, 

Visto»; por sus fundamentos y atento el documento de foja 
veinte y cinco por el cual el demandante confiesa adeud.ir á su 
entera satisfacción la cantidad de quinientos cincuenta pesos y 
ochenta centavos por saldo de la cuarta parte de la propiedad 
que le ha Tendido el demandado don lilas Kcpetto, se confirma 
con costas la sentencia de foja ciento treinta y siete vuelta; 
satisfechas aquellas y repuestos los sellos devuélvase. 

I. b. ConoSTIACA. - i. DOHISGL'rX - 
«LADISLAO FRIAS. — S. ». LASPIUIL. 
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CAUSA VI 



Don Jaeinto Hmnvilhaxo y ofnis, contra el llobierno de la /»ro- 
vtneia de Huimos i trox, ¡tórrenla de la Escribanía mayor de 
Goéttfma; sobre un informe previo. 



Sumario. — Autos de en tabla rae demanda, no puede pedirse 
un informe prídu. 

Cosg. — D<ni Jacinto Biis ivilbiisü y otros, diciéndose dueños 
de la Escribanía mayor di' (iubierno de la Provincia de Unenos 
Aires, esptwietOQ que luicutra* estaban tratando con el Eice- 
li; lilísimo Gobierno Nacional sobre la venia de dicha Escriba- 
nía, el Gobierne de la Provincia de Bueno* Aires habia dispuesto 
que se traslada á La Plata el archivo de la citada Escri- 
banía. 

Y pidieron que al efecto de solicitar que se prohibiese la tras- 
lación ind irada, se mandára pedir informe al Sr. Ministro da 
Justicia sobre el bocho de estarse tramitando la venta de la 
Escribanía. 



Buenoi Airea, Enero 36 de 1084. 
No siendo la petición contenida en este escrito de las que 
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pueden hacerte antee de entibiarte uní demanda ordinaria, se- 
gún lo dispuesto por el artículo cincuenta y cinco de la ley de 
Procedimientos, no ha lugar y archive je. 



J. V. GOltOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — S. M. LAS- 
Mua< H. D» 



CAVIA VII 



Don Lorenzo Úuhari contra D. Gustavo Jummel; sobre 
deserción de apelación. 



Sumam. — El término para espresar agrarios no te suspen- 
de por los pedidos j decretos que se dicten durante tu corso, 
■i estos no modifican apresamente el auto que los mando es- 
presar. 

Caso. — En la cansado Dubart contra Jummel, el apelante 
pidió, j la Suprema Corte mandó expresar agrá? ios. 
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Durante los nueve días del término legal, el apelante pidió 
una diligencia, y recayó decreto sobre ella, sin referencia al- 
guna al auto que mandó expresar agravios. 

Vencidos los nueve días, y no habiéndose presentad* la es- 
presión de agravios, e¡ apelado acusó rebeldía, y la Suprema 
Corte declaró desierto el recurso. 

El apelaute pidió revocatoria del auto de deserción, fundán- 
dose en que el pedido hedió y el decreto recaído en él durante 
el término citado, había suspendido itt curso. 



Iturno* Aires, Enero í*¡ 

Vistos en el acuerdo. Considerando; que el decreto que 
mundo espresar Agravios fué notificado al apelante el día veinte 
y seis de Noviembre de mil ochocientos ochenta y tres ; que di- 
cho decreto no fué modific id", ni dejado sin efecto por el auto 
de seis de Diciembre siguiente; que sin haberse presentado la 
expresión de agravies fué acusada reb ddía en doce de Micro 
corriente, después de vencido el término que prescribe el artí- 
culo doscientos quince de la ley Nacional de Procedimientos; y 
que con arreglo á la disposición expresa del artículo doscientos 
diez y siete de la citad» ley ha sido bien declarada la deserción 
del recurso; no ha lugar con costas i la revocatoria del auto de 
foja ochenta y tres; y devuélvanse los autos, como está orde- 
nado, previa reposición de sellos. 

ti B. GOROSTIACA. - J. D6WWGUBZ. — 
ULADKUO r»US. — S. W LAMMt*. 



T. XVII 19 



r*ixoe a* la «niu cunta 



CAVA Wtít 



Don Francisco Fernandez, contra O. Antonio Rodrigue*, por 
cobro de petos ; sobre nulidad de una escritura de poder. 



Sumario. — Li escritura de institución de poder que no con- 
tiene U transcripción del poder que se instituye j no se halla 
tute el escribano que autorizó la del poder, ea nula. 



Caso. — En U causa de Fernandez contra Rodrigues, el pro- 
curador D. Francisco de Paula Alen, pidió ser tenido por parto 
en virtud de una escritura de sustitución de poder, en la que 
no h hallaba transcrita la de poder, íue fu* otorgada ante un 
escribano distinto del que otorgó la sustitución. 



Aiitt. Eetro » d. 18M. 

Vistos, en el acuerdo ; resultando que el poder que w indica 
en la eacritnra de euititueion de foja treinta j cinco no ka sido 
otorgado en el registro del escribano autorizante, ni aa baila 
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transcrito en la misma, como lo manda el articulo mil tres del 
Código Ciríl ; y siendo, por disposición expresa del artículo mil 
cuatro del mismo Código nula la escritura que no contiene laa 
procuraciones ó documentos habilitantes; no ba lugar a la pe- 
tieioit de foja treinta j seis por la que el procurador D. Fran- 
cisco de Paula Aleu solicita ser tenido por parte en esta causa. 

J, t. COMOTUCA — J. DOMIKCUM. — 
CLAWSLAO FRIAS. — 8. M. LASNUII. 
— M. O. NZAlUIO. 



CAUSA IX 



El Fisco Nacional contra /os Señores Jorge y Juan Bell -, sobre 

derechos de Aduana. 



Sumario. — Corresponde i la Dirección General de Rentas 
la decisión de todaa lat dudas que se susciten sobre la clase, 
calidad 6 estado de algún género, ó el artículo aplicable de la 
tarifa. 
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Coro. — Los Señores Jorge y Joan Bell manifestaron unas 
harinas de inniz, valor jurado , 100 milésimos el kilo. 

El VUU las estimó ser chuño con el aforo de 350 mils. el 
kilo. 

Bell sostuvo ser maíz molido, y haber declarado valor, por 
no estar el artículo en la tarifa de avalúos. 

El Tribunal de Vistas informó que la mercancía debía ser 
clasificada como chuño, con el aforo de 250 mil s. el kilo. 

La Dirección General de Rentas confirmó la flasiiicacion. 



RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DK ADUANA 

titano* Airt'», Julio 31 de 1883, 

De acuerdo con lo resuelto por ta Dirección (Jeneral de Ren- 
tas y con arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas de Adua- 
na se declara caido en comiso et cieeso de valor que resulta. 

Hágase saber y fecho pase a Contaduría parala liquidación 
y ejecución de lo dispuesto en el artículo 1030 de la* Or- 
denanzas, reponiéndose los sello* por el denunciante. 

Luis Amadeo. 

Los señores liell apelaron y se tes concedió el recuno. 

El Procurador Fiscal sostuvo que las Ordenanzas de Aduana 
atribuyen á la Dirección Gtnttal de Rentas la decisión de todas 
las dudas que se susciteu entre el comerciante y el Vista sobre 
la partida de la tarifa qne corresponda á algún artículo, y la 
ríase, calidad ó estado de algún g.'nero, «iendo inapelable su 
decisión; que la Dirección habia resuelto que la mercancía ma- 
nifestada era chuño, y no harina de maíz, y por lo tanto, era 
justa la resolución reclamada. 
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Buenos Aire», Setiembre 2H d« 1R83. 

Autos j visto* : por las consideraciones esp tiestas por el 
Procurador Fiscal en su precederé vista, se ce uíir ma la reso- 
lución de Aduana corriente ú foja 3, debiendo en su conse- 
cuencia, repuestos ojie sean los sellas, devolverse tos autos i on 
«I oficio correspondiente 

Antlrex t tf arriza. 



VISTA DEL StfOK l»ROClRlUOR GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 18 Je Ih&i. 

Suprema Corte : 

Las disposiciones de las Ordenanzas que recuerda el Procu- 
rador Fiscal, y que sirven de fundamento á la sentencia recur- 
rida, no admiten duda, ni tergiversación de ningún genero. 
I-a ley lia juzgado con razón, que el juicio del Vista, del Tri- 
bunal de Vistas, y de. la Dirección General, ofrerian suficientes 
garantías de acierto, y que no era posible lincer un pleito á 
cada paso, por diferencias de poca monta. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Bueno» Aires. Enero 39 de 1861. 
Vistos: por sus fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto 



/ 
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y pedido por el Señor Procurador General, te confirmo lo 
tencia apelado de foja trece Tuelta, y repuestos loa Hilo*, 



J. DOMINGUEZ. — VLADISLAO FRIAS. 
- ft. H. LASFICh. — >. D. FIZA ORO. 



CHIA X 



0. Antonino Urraco, contra la Provincia de Santa T¿, por re- 
curro de revisión; sobre ti número de Jueces. 

Sumario. — Lo» mismos Jueeea qoe han conocido de la 
causa en lista, deben conocer del recurso de re*iaion. 



Cojo.— Contra el fallo de ta Suprema Corte, de 4 de Diciem- 
bre de 4883, D. Antonino Urraco interpuso recurso de revi- 
sión. En otrosí pidió te aumentas.- á cinco, al número de loa 
Jaeces que debían conocer en él. 

El representante del* Pi orinóla de Santa Fé, contestando 
el traslado que se le confirió en lo principal y otrosí, pidió el 
rechazo del recuno, y de lo solicitado en el otrosí. 



fTt 



La Suprema Corte pasó los autos il Relator. 
Urraca pidió se resolviera previamente respecto al número 
de Jueces que debían conocer del recurso. 

Bueno! Aire*. Enero 39 de 1884 

Habiendo sido vista esta causa por tres Ministros de la 
Corte, sin que la parte usára entonces del derecho que con-' 
cede el artículo veinte y dos de k Ley de Procedimientos ; 
j no debiendo conocer del recurso de revisión sino los mismo* 
Jueces que han conocido de ella en vista, no ha lugar á lo que 
se solicita por el otrosí de foja ciento setenta vuelta, y al Re- 
lator como esta mandado, 

I. DONMCrJEl. — t LADISLAO FRIAS — 

a. u. la surja. 



1TÍ 
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0. Salrador A. Lopes contra [). Uhts H»j>rtt\ soine 
atbro </*• pem, 



Sumario. - i a El laudu consentido y ejecutoriado, no poed* 
ser observado. 

4 o La oposición á U ejecución del lando, fundada en la com- 
pensación de nna partida que ha debido ser lomada, en consi- 
deración al dictarse el laudo, importa observarlo, y iw puede 
ser admitida. 



Caso. — Los Señores Dcodati y L<>pez y D. lilas Repetto, so- 
metieron á arbitros las cuentas pendiente* entre ellos sobre los 
viajes d*?l vapor * Cisne ». 

Se dictó el laudo, y se liquidó la parte que correspondía ser 
pagada & López por D. Klas Repetí o, que ascendía á 383 
pesos tl'/j cents, fuertes oro, y 589 pesos fuertes 31 cents, 
de cura * legal. 

Lope* demandó ejecutivamente á Kepetto por el pago do 
esas sumas. 

Kepetto opuso que en las e uentas del viaje n" 17 que habí» 
tenido presente el árbítro, figuraba en las entradas de la Agen- 
cia de Buenos Aires, á cargo de Deedati y López, una partida 
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por 617 pesos 83 centavo» fuertes, que nunca le había sido en- 
tregada, y pidió se dedujera esa suma que López, como socio 
solidario de Deodati y López le debia, fundando en dicha cuen- 
ta aprobada y reconocida, la «cepejón de compensación. 

r«ll* «el Jwi FetfCMtl 

Buenos Ain s. Agosto 21 df 1883 
Y vistos estos autos en lo relativo á la excepción de compen- 
sación promovida por el ejecutado, y considerando: que si-gnu 
el acta de foj;i I" na. f nerón sometidas á la resolución arbitral 
todas las disidencias entre líepetto y López concernientes ó 
la liquidación uV la sociedad; que la disminución de la cantidad 
de 618 pesos con 83 centavos fuertes, sobre la cantidad total de 
la ejecución, importa obsi rvar el laudo dictado á foja 6, y esto 
no procede porque se bal' a consentido y pasado en autoridad 
de cosa juzgada ; que ademas dicha cantidad ha debido ser to- 
mada en consideración al dictarse el laudo como aparece ha- 
berlo sido de! tenor de este documento J de la misma exposi- 
ción de líepetto de foja 

Por estas Taitones fallo no haciendo lugar con costas á la ex- 
cepción deducida, debiendo, en su consecueinia, llevarse ade- 
lante la ejecución basta hacerse trance y remate del bien 
burgado. Repóngase el sello. 

Andrés l (¡arriza. 



Bu*nn« Aires, Febrero 5 de 1884 

Vistos : Por sus fundamentos, Be contirma con costas el 
auto apelado de foja ciento y una. 

1. IMMIftCL'El. - l LADISLAO FRIAS. — 
S. M. LASFtt;*. -«.!>. PUAkftO. 




Los marineros de la barca * Rosa Génova » , contra tu capitán 
Don Antonio Galate, por rescisión de contrato; sobre compe- 
tencia. 



Sumario. — El Juzgado Federal del lugar donde se encuen- 
tra un buque, es competente para conocer en la cuestión que 
■obre rescisión de contrito de locación de servicios, promueven 
los marineros por raion de innavegabilidüd del buque, aunque 
sea otro el puerto de la matrícula y de la terminación del 
viaje. 



Caso. — Se comprende leyendo los fallos recaídos en él. 

Biimo» Air», Juaía \tát 1885 

Vistos estos autos iniciados por el Procurador Don Rafael 
Fetiucci» en representación de varios marineros de la barca 
«Rosa Genova contra el capitán de la misma D. Antonio Galate 
por cobro de salarios, entrega de sos efectos ¿ indemnización 
de dalos j perjuicios, para resolver sobre la declinatoria de 
jurisdicción opuesta como artículo prévio por el demandado. 



NACIONAL 



Y considerando: 1" Que tos actores reconocen en su escrito 
de demanda que fueron contratados en el puerto de Marsella 
para prestar sus servicios á bordo de la icferida barca por el 
término de 15 meses, de los cuales solo han transcurrido diez, 
mas algunos días, de suerte que ni ha espirado el contrato, ni 
está concluido el viaje, puesto que no ba regresado aun el 
buque al lugar donde se efectuó la matrícula. 

2 o Que reconocen igualmente haber abandonado el buque 
sin alegar otra causa para dar por rescindidos sus contratos, 
que el mal estado en que & su juicio se encuentra este para 
continuar navegando. 

3 o Que según el artículo 1180 del Código de Comercio nin- 
gún individuo de la tripulación puede deducir demanda contra 
el boque d capitán antes de terminado el viaje, so pena de per- 
dimiento de los sueldos vencidos, disposición que concordada 
con la del artículo 1149 que determina lo que se entiende por 
viage redondo, implica necesariamente que las demandas de la 
tripulación, cualquiera que sen su naturaleza, contra el buque 
ó capitán, solo son ascequibles uute los tribunales del puerto 
donde se matriculó, lo que escluye la jurisdicción de los de 
cualquier otro puf s donde liara tocudo voluntaria Ó necesaria* 
mente; disposición perfectamente justa, é indudablemente 
establecida en favor de la navegación y de la rapidez de las 
operaciones del comercio marítimo, al que las leyes de todas 
las nacitues prestan especial protección, para evitar que los 
buques ó sus patrones ó capitanes sean molestados y retenidos 
en otros puntos que los de su destino con cuestiones judiciales 
siempre morosas, en peijuicio del comercio y de los valioso» 
intereses que se les confian, como lo demuestran las disposi- 
ciones de los artículos 1030 y siguientes de) Código de Comer- 
cio; y para impedir al mismo tiempo de ese modo, que la gente 
de mar abandone el buque antes del iírmino de su contrato 6 
concusión del naje. 
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4° Que además, del mi^mn artículo iíüfá ante3 citado en su 
segunda parte, se desprende que la rescisión del contrato boIo 
puede ser pedida por los individuos de la tripulación, cuando 
fueren mal tratados ó no se les hubiera snmistrado el alimento 
correspondiente, hechos que no han sido alegados por los de- 
mandados. 

5° Que las consideraciones precedentes, excusan al Juzgado 
entrar A discutir la jurisdicción consular para excluir la de los 
Tribunales del país, en cuestiones de la naturaleza de la que 
se ha prometido, aparte de que aquellos han decidido ya en 
mas de un caso que los Cónsules extmngcros no tienen mas 
jurisdicción que la que se ha convenido otorgarles por trata- 
dos especiales, y que en general se reduce a" servir de arbitros 
entre sus nacionales cuando estos se someten ¡i su decisión, á 
arreglar las diferencias que se suscitan entre los tripulantes 
de los buques de SU inicio n sobre cumplí ni i ente de sus con- 
tratos y á los casos de disciplina interior de dichos buques, 
siempre que no se haya perturbado el urden del puerto. 

6° Que por ahora el Juzgado debe limitarse a resolver l-1 
punto subte su competencia para conocer en la demanda pro- 
movida contra el enhilan, dejando la cuestión referente á la 
inhabilidad del buque para navegar, para cuando sea promo- 
vida por vía de acción o alegada cnmo excepción por los tripu- 
lantes si se les exigiera que se constituyan n" bordo hasta la 
espiración de sus contratos, 

Por estos fundamentos, y atento lo dispuesto en el artículo 
43 del Código do Comercio el Juzgado se declara incompetente 
para entender en la demanda de foja 3, debiendo los interesa- 
dos ocurrir donde corresponda. En consecuencia líbrese oficio 
i la Prefectura Marítima haciéndole saber que queda levan- 
tada la inhibición decretada contra el capitán de la • Rosa 
Genova », Repónganse los sellos. 
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VISTA DLL SESOK PROCBRADOR GENERAL 

11 liónos Aires. Ociubre 1* ilü 1WO. 

Suprema Curte : 

Pienso que el Señor Juez tiene peíféftíll jurisdicción para 
conocer de esta demanda. 

No ocuparé la atención do V. K. tomando parte en la dis- 
cusión suscitada relativamente á la jurisdicción que so pre- 
tende atribuir á los Cónsules. Numerosas decisiones do esta 
Corte lian resuello cala cuestión, que no lo es, ni ante la ley 
de las naciones, ni nuestra propu ley. Sin renunciar á su 
soberanía, no podría una nación consentir en que hiciera #n 
poder estrauo, la policía de su propio territorio. 

El Señor Juez funda su iu «impotencia en consideraciones 
de otro género. 

Dice que los demandantes fueron contratados en Marsella 
por el término de 13 meses, y que, según nuestra legislación, 
ningún individuo de ta tripulación de un buque puede deducir 
demanda contra el buque ó capitán, antes de terminar el viage, 
so pena de perdimiento de los sueldos vencidos. 

Perú esta es precisamente la cuestión. Si los marineros no 
pueden demandar al capitán, pendiente el viage, el Juzgado 
es perfectamente competente para obligarles á volver á bordo. 

Supóngase que fuera el capitán el que pidiera el cumpli- 
miento del contrato, ¿habría de ocurrir al Juez de Marsella, 
haciendo mientras tanto el viaje con nueva tripulación? ¿ Du 
qué le habría servido entonces su contrato ? 

Los manneros dicen, a su vez, que el buque corre riesgo de 
irse a pique, y piden no se les condene a una muerte segura. 
¿Habrán de ocurrir al Juez de Marsella desde el fondo del 
mar, si sus temores llegaran a realizarse ? 
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£1 lugar donde ha de cumplirse, 6 en que aún accidental- 
mente m ejecuta un contrato, atribuye jurisdicción al Juez 
de ta localidad para entender en las diferencias que su ejecu- 
ción pudiera suscitar. Si solo hubiera de reconoctrse como 
Juei único el del lugar en que se estipuló ia obligación, las 
relaciones de comercio entre diversos pueblos, serian imposi- 
bles. 

El Juzgado es, pues, perfectamente competente para deci- 
dir si los marineros demandantes lian de vulver á bordo ; si 
han perdido el derecho á los sueldos que cobran; ó si está 
justificada la rescisión de su contrato, por el mal estado del 
buque. 

Sírvase V. E. así declararlo. 

Eduardo Costa. 

WmUm de 1» ftuprem Vrim 

Bueno» Aire», Febrero 7 de 1884. 

Vistos y considerando: Que los demandantes fundan la 
acción que han deducido en que la barca « Rosa Génova », no 
se encuentra en estado de navegar ; 

Que segnn el artículo doscientos nueve del Código de Co- 
mercio, debiendo ejecutarse siempre de buena fé todas las 
convenciones, y obligando no soto á lo que en ellas se expresa, 
sino 4 todas las consecuencias que la equidad, el uso, ó la lev 
atribuyen á la obligación, según su naturaleza ; es una condi- 
ción implícita en los contratos entre el capitán y la tripula- 
ción, para poder compeler á esta á emprender el viaje con- 
venido, 6 para continuarlo, hallándose la embarcación en un 
puerto, que ella pueda hacer la navegación á que esti desti- 
nada; bajo cuyo supuesto solamente, puede concebirse la 
celebración de tales contratos, entre personas capaces ; 



Que U iunategalilidad del buque, compiobada que sea, 
produce naturalmente la terminación del Tinge, y según la 
ley (articulo mil ciento ochenta y uno de dicho Código) y la 
jurisprudencia, la tripulación entónces tiene derecho á aer 
pagada de sus salarios y a dejar el servicio del buque; 

Y que en conformidad al artículo ciento cuatro, inciso no- 
veno, de la ley sobre organización de los tribunales de la capital 
de la República, el juez federal de ella debe conocer en pri- 
mera instancia de las cansas que tersan sobre salarios de ofi- 
ciales y marineros, cumplimiento de las obligaciones del 
capitán y tripulantes, y en general, sobre todo hecho 6 contrato 
concerniente á la navegación y comercio marítimo. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto y pe- 
dido por el Señor Procurador General, se reroca el auto ape- 
lado de foja treinta y siete, y se declara ser competente para 
conocer de la presente causa el jui z federal de esta capital. 
Devuélvanse, prévia reposición de los sellos. Kotifíquese con 
el original. 

I. B GO ROSTI ACA, — J. DOUDICUBE (en 
disidencia) . — uladislao f aus, — 

S. M.LASPIUI — *. D. PIZAMLO. 
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CACHA XIII 



Criminal, contra Juan (¡iordano por muerte titulo ü Lázaro 
Lan guaseo, á bonlo del pailebot « fierverltiaii w. 



Sumario. — I o La confesión del procesado, soJo puede con- 
siderarse indivisible cuando ella constituye el único elemento 
de prueba de un hecho que sin ella.habria quedado desconocido. 

Ü° Cuando el hedió es conocido dt> otro modo que por la 
confesión, esta puede dividirse ; y la excepción alegada por el 
autor de él, tiene que probarse. 

3* No probándose qut la muerte cometida lo ha sido en pro- 
pia defensa, el becho debe considerarse tomo homicidio simple, 
y su pena es la de seis años ile penitenciaria, descontándose 
el tiempo de prisión sufrida, con excepción de los seis primeros 
meses. 

Caso. — Se halla referido en les fallos en él Tecaidos. 

Baenoa Aireo, Setiembre 4 de 1883. 

Vista esta cansa criminal seguida contra Juan Giordano, 
por homicidio perpetrado en la persona de Lázaro Languasco, 
á bordo del Pailebot c Gemrllian, de la que resulta : 
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i° Que con fecha 3t de Mayo de 1882, el teniente segundo 
y Comandante de campo, en esc día, de la guarnición de Martin 
Gar ^ a, b sedir¡gió iÚ Gvíe it1í,,rin <> fiel DetalJ, manifestando 

é interrogado el capitán acerca de la procedencia del buque, 
y sobre si había ocurrido «Ignita novedad en el mismo, se le 
contestó que se encontraba muerto el marinero Languasco y 
que el malhechor era el de igual clase llamarlo Juan Giordano; 
que inmediatamente se practico el reconocimiento módico del 
cadáver, por el Cirujano de la Guarnición Dr. Xelli, siendo 
reducido á prisión el heridor. 

2 o Que de la indagatoria corriente de foja 2 vtn. á foja 6, le- 
vantada por la Sub-Prefectura de Marina de Martin García, 
consta la declaración del Patrón del Pailebot, y la de lo* ma- 
rineros Benito Zeno, Andrés A more U i | de otro cuyo nombre 
no se espresa, y la prestada por el heridor Juan Giordano; J 
ademas, el informe médico legal en el que, dando cuenta del re- 
conocimiento del cadárer del marinero Languasco, se dice que la 
herida ha sido inferida por arma cortante de 5 ú 6 centímetros, 
estando localizada en la rejit.n superior anterior lateral del 
costado derecho y profundizada hasta la pared interior del toral, 
3 o Que remitidos estos antecedentes al Juzgado, y habiendo 
sido puesto el preso á su disposición, se instruyó ?1 correspon- 
diente sumario, el cual está formada por la declaración indaga- 
toria de Giordano (foja 9 vta.) y tas de Agustín Giordano (foja 
13 rta.). Domingo Zeno{f.ija l i), Andrés Amoretti (foja 16vta.\ 
Victorio Giordano ,foja26) y por la confesión con cargos del 
procesado (foja 32). 

i" Que este, contestando la pregunta del Juzgado (foja ft), 
acereadecómo acaeció el hecho, dice: que como de 7 á 8 do 
Ja mañana del 31 de Mayo se dirigió á la cocina a tomar café, 
y que al poner el pié en la puerta, sin que hubiera tenido tiem- 
po de hablar una palabra, fué atacado por el cocinero, ar- 
t. ivií. , ft 
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nudo de on gran cuchillo, quien, sin decirle nada, y sin que 
hubieran mediado disgustos, ni resentimientos anteriores le 
tiró una puñalada que pudo evitar dando un salto ha ia un lado, 
y que, entonces, él tomó un cuchillo de marinero que llevaba 
consigo y le tiró una puñalada que, según crée, lo tocó en el 
pecho háciael lado derecho; que en seguida se retiró á cu- 
bierta, y que le parece que nadie lia presenciado el hecho, por- 
que el equipaje estaba á proa y aquel ocurrió á popa. Los tes- 
tigos Agustín GtOtdano, Andrés Amoretti, Victorio Giordano 
y Domingo Zeno. declaran contestemente acerca de que no 
presenciaron el suceso y sobre las relacionen anteriores á él 
entre el heridor y Languasco, diciendo todos que no se habían 
apercibido de manifestaciones de odio ó resentimientos entre 
loa adores en el suceso y que, por el contrario, siempre se 
trataron en los mejores términos. El testigo Zeno tan solo 
ygfeg.t que viú salir de la cocina casi juntos á los dos indivi- 
duos ttiorduno y Lanyuasco, dando este último gritos diviendo 
. me ha dado una puñalada, sin den i ríe nada y sin bate ríe nada» 
y q iie dijo durante los 25 minutos que sobrevivió «; Ay mis hijos 
ya uu los veré mas!» En la confesión con cargos prestada 
por Gíordano, contestando el que le formó el Juzgado de ha- 
ber dado muerte voluntariamente y sin que hubiera mediado 
provocación á Languasco, dice : que es cierto que le dió muer- 
te, pero porque Languasco le tiró primero una puñalada y que 
lo hizo en defensa de su vida. Niega también la exactitud de 
las referencias que hace Zeno acerca de las palabras pronun- 
ciad is por Languasco a! salir de la cocina. 

5" Que en el plenario, ademis de la acusación y la defensa, 
ligaran las declaraciones de los testigos presentados por esta 
y que corren de foja 54 rta. á fnjs 56. 

Y considerando : 1° Que del estudio de los antecedentes 
consignados en esta causa resulta que el único medio de prue- 
ba que existe para acreditar el lio mi ¡dio del marinero del 
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Pailebot t Gerverllian » Lázaro Languasco, es la confesión del 
heridor Juan Giordano, puesto que los demás testigos tripu- 
lantes «Ivl mismo buque declaran categóricamente que no pre- 
senciaron el suceso por estar en los momentos en que él ocur- 
rió distantes del paraje en que se produjo. 

2 a Qite la declaración del marinero Zeno, en la parte que 
espresa que oyó decir á Languasco : « Giordauo me hadado 
una puñalada sin decirme nada y sin hacerle nada », no puede 
ser reputada como un medio probatorio, ni mucho menos de 
la fuerza que le atribuye el Procurador Fiscal, i" por la sin- 
gularidad de tal testimonio, 2? porque ¿1 no consigna hechos 
de que haya sido testigo presencial ó de vista, sino tan solo 
referencias de palabras pronunciadas por la víctima, que no 
pueden tener para la apreciación de los hechos mayor valor 
que el que la ley atribuiría al dicho de Languasco. 

3* Que la confesión es una prueba suficiente cuando, como 
en el caso actúa!, resulta justificado el homicidio de Languasco 
y cuando de las demás circunstancias dd proceso aparece ve- 
rosímil tal confesión. 

4" Que la situación y dirección de la herida de arribo abajo, 
como se espresa en el informe médico legal, se esplha verosí- 
milmente, tenier.do presente lo que dice Giordano en su con- 
fesión, es io es, que dió un salto hacia un costado para evi- 
tar ta puñalada que le ti ni Languasco, siendo, en tal casn t 
racional suponer que el golpe que k* dirigió fiiordano en con- 
testación, fuera á dar al costado que le dejó libre et herido y 
que la dirección fuese de arriba abujo, por la circnn.stancia 
enunciada en la defensa de llevar los marineros el cuchillo 
en la parte delantera de la cintura. 

5* Que la confesión de Giordauo aparece calificada con laa 
circunstancias que espone el confesante de haber dado muerte 
á Languasco, obligado á ello para defender su vida comprome- 
tida por ln naturaleza del ataque que este le dirigió. 
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6 a Que la confesión no puede dividirse; y aceptada como me- 
dio de prueba, debeu por consiguiente ser un hecho averi- 
guado para el Jaez, las circunstancias que ella contera, tanto 
en pro como en contra del confesante, pues como lo dice el 
Dr. Obarrio en la nota qna precede su proyecto de Código de 
Procedimientos en materia penal, no es posible trasladar al 
proceso criminal el sistema de excepciones del procedimiento 
civil. La confesión tiene que aceptarse en la forma que se 
presta. Las circunstancias que la califican forman con ella on 
solo todo, y no es justo, ni equitativo, ni humano aceptar la 
parte que daña al que la hace y rechazar la que le es favorable. 
En igual sentido opina Heards en su tratado sobre dt-recho 
penal de Massachussct, Capítulo de la Confesión; y ha sido 
también la doctrina aceptada por la práctica de los Tribunales. 

1* Que los hechos que para su descargo y que califican su 
confesión, espone en ella Giordano, autorizan la legítima de- 
fensa alegada, puesto que el ataque de Languasco fué efectuado 
con armas que ponían en peligro la vida del heridor. Ley 2', 

Título 8% Partida 7*. 

8° Que las declaraciones de los testigos Nicolás Benusso y 
Pietro Bruno, en las que, dando razón de sus dichos, estable 
ten que el pailebot estaba cargado de maderas, y que ellas 
formaban una troja al frente y al lado de la puerta de la co- 
cina, que bastaba á impedir, á un individuo que fuese allí asul- 
ütdo.áuiono armada, el que se retirara sin peligro de perder 
U vida, circunstancia que colocaba al proejado en la necesi- 
dad de tomar una determinación rápida, sin que pueda impu- 
társele por ello que uo óptase, por el temperamento mas pru- 
dente de fugar. 

Por estos fundamentos, los concordantes del escrito de foja4U 
y en conformidad ó lo establecido en h Ley 12, Título 16. 
Partida Ú Fallo declarando que el homicidio cometido por el 
procesado Giordano en la persona del marinero I 
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justificado por habéT sirio ejecutado en uso del derecho do legíti- 
ma defensa. En su consieueneia,se le absuelve de los cargos que 
contra él formula la acusación fiscal, quedando exento de toda 
pena. Líbrese oficio al Director de la Penitenciaria para qm 1 
ponga en libertad á dicho procesado y hágase saber, notificán- 
dole con el original. 

Andrét Ugarriza, 

El Procurador Fiscal apeló de la sentencia an'.erior, y se 
concedió el recurso. 



VISTA DEL SESOH PnOCl R ADOU CENTR A L 

Buenos Aires. Oi-ml>ri? ¿O dt> 1R83. 

Suprema Corle: 

El hecho de que se hace cargo a Giordano, está perfectamente 
comprobado con prescinde ni- ¡a absoluta de su confesión. Xo 
necesitaba ¿i cnfe-ar que había dado muerte a Languasco. 
pues no podia negarl», y la evidencia se imponía de por sí. Las 
opiniones y la doctrina acerca de la indivisibilidad du la con- 
fesión que hace valer la dcfi nsa. y sirven de fundamento á la 
sentencia, por ciadas que sean, m> tienen, por consiguiente, 
aplicación en este caso. 

Estando en e! estrecho recinto de la cocina de un buque de 
cabotage, Giordano y Languasco, solos y sin que nadie los 
viera, se presentan timbos de Tepentc a la vista de los demás 
tripulantes: Languasco, con una feroz puñalada, dando ayes 
lastimeros; Giordano con un cuchillo ensangrentado en la 
mano. 

No hay término medio: ó Languasco se había dado la puña- 
lada ¡1 sí mismo; ó se la diú Giordano. 
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La idea del susidio no ocurrió á nadie, ni puede aceptarse 

Ka tripulación putera presenció li terrible escena: loda 
declara con la mayor uniformidad. Todos aceptaron desde, el 
primer momento como mi hecho que no admitía discordancia, 
que Lengiiíiseo falleció poros minutos después, de la herida 
que le inliriá (¡jorriano. 

La eoftftslon de este nada adelanta, ni era necesaria, para 
establecer la existencia del cuerpo del delito, y la responsa- 
bilidad del homicidio. 

No hay pues, la confesión calificada r¡ue se pretende, ni 
cosa alguna que dividir. Queda *o)-» en pié la excepción de la 
propia defensa, que debe ser considerada con absoluta pres- 
cindencia de la confesión, y por lo que valga en *í. 

■ A'o se presume, diré el articulo 159 del Código Penal, que 
el acusado obra en estado de irrcsptmsabittdad o let/itima 
defensa, y es de su obliaachn, por consiguiente, establecer con 
pruebas bastantes la certidumbre ó probabilidad de las «r- 
cunsta'mas que lo justifican »». 

¿Qué pruebas bastantes lia presentado Giordano ? 

Ninguna, ni escasa, ni bastante, si no es su propia confesión 
y las declaraciones de fojas 5i ¡i 56, limitadas á establecer que 
el buque tenia una gran troja de maderas que h^cia difícil 
escapar a la supuesta agresión de Langunsco. Mas adelante se 
verá que esta circunstancia léjos de mejorar, empeora su causa. 

Cuando la confesión es el único elemento de prueba acerca 
de un hecho que sin ella hubiera quedado en el misterio, justo 
es se tenga en cuenta, su espontaneidad al acusado, pues, pare- 
cería contrario á todo principio de equidad, se le crea en cuanto 
le perjudica, y no en lo que le favorece. 

Se ha visto, empero, que no es este el caso, y todos los 
esfuerzos que hace la defensa para demostrarnos la indivisibi- 
lidad de la confesión, que nadie nir ¿a, son fuera de lugar. 
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Partiendo de esta base, veamos qué es lo que arroja el su- 
mario. 

Desde, luego, anticipo ¡i Y. £. que la presunción que ya la 
ley, á falta de prueba, estableo* en contra del procesado, se 
corrobora con su examen poderosamente. 

Dice Giordano que, * yendo á tomar café, al poner el pié en 
la puerta de la cocina, sin que hubiera mediado antecedente 
alguno, y sin decirle una palabra, l.enguasco le tiró una pu- 
ñalada con un gran cuchillo. ■> 

Ocurre desde luego que es puco probable que sin baber me- 
diado enemislad, ni provocación de ningún genero. Lengiiasoo 
qne estaba en su (ra 1 ajo, r^ iba á un compañero ;í puñaladas, 
Pcto esta observación, justo es re< 'onorerln. tieni- i^ttal aplj- 
cacion con respecto á <riord:i:io. No c> muios inverosímil que. 
sin antecedente alguno, fuera él á dar muerte á su vez al coci- 
nero. 

* Pude evitar el golpe, continúa G jorriano, dando un salto 
hácia un lado, y entonces, con el cuchillo que llevaba con- 
migo, di una puñalada a* La n guaseo «.En su jnstiíicacíon. 
agrega, que la estrechez del legar no le permiliú salvar de otra 
manera, v ha probado á este objeto, que el buque tenia la 
cubierta ocupada con una gran troja de madera. 

Aquí está A mi juicio la gravedad del caso. 

Sí el lugar era tan reducido que, no era posible salvar de 
otra manera ¿ cómo es que yendo (rordauo desprevenido no le 
tocó la ropa siquiera LanguaM'o con su gran cuchillo? Si la 
cubitrta estaba toda ocupada ¿cómo pudo dar un salto que le 
diera tiempo para socar su cuchillo y herir a su agresor? La 
presunción mas verosímil es que, si en realidad Languasco hu- 
biese acometido á fiiordano de improviso, en un lugar en que 
no había posibilidad de huir, no hubiera dejado de inferirle 
siquiera algnu rasguño, antes que Giordano se colocara e» 
condición de volver .11 agresión. La facilidad con que Giordano 
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dió muerte á Languasco, cuando ¿ste debió esperar que su 
Agresión fuere contestada, hace muy dudoso que, en condi- 
ciones mucho mas desventajosas, Giordano resultar* ileso, á 
haber sido Languasco el agresor. 

Ta partiese la agresión de Languasco, ya de Ginrdano, el 
hecho brutal de acometerse á puñaladas, sin que hubiera pre- 
cedido alguna provocación ó enemistad, no tiene esplicacion 
posible. Es de temerse que los testigos, compañeros y compa- 
triotas, no digan toda la verdad, y callen algo. Hay otros tes- 
tigos, empero, que si no hablan, no pueden callar, aunque qui- 
sieran, y entre ellos esta en primera línea la conciencia del 
que ha cometido un delito, y el instinto de la propia conser- 
vación. 

Examinemos ahora cuál fué la actitud de Giordano después 
del hecho. Si bien deficientes é incompletas las deüUracionei 
del sumario, algo nos dirán. 

Si hubiese obrado Giordano en su legítima defensa, su pri- 
mera impresión habría sido presentarse sin embozo a declarar 
el hecho. Su instinto, teniendo U conciencia tranquila, debió 
decirle que nada tenia que temer. Su deber era presentarse 
en et acto a su superior, á dar cuenta de lo que había suce- 
dido. Artículo JGf, Cúdigo Penal. 

Lijos de esto, su primer impulso es tirar el cuchillo ensan- 
grentado a 1 , agua. Lo primero que ocurre a todo criminal, es 
ocultar el instrumento del delito. Este movimiento instintivo 
de l t propia conservación, como dije antes, es el testigo mudo, 
que dice mas con el silencio, que pudiera decir con la pala- 
bra. 

Preguntado uno de los marineros, Zeno, foja 15 vuelta, qué 
explicación dió en ce momento el autor del hecho declara que 
« no dijo una palabra ; que al principio, como media hora, es- 
tuvo paseándose como loco sin que el declarante lo viera ha- 
blar con nadie; que después se calmó como un muchachito*. 
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No es esta la actitud de un hombre que 
fensa de su vida, sinó la de aquel que, bajo el 
gran pasión, ha sitio conducido á cometer un 
fatales consecuencias principió á jicrcibir. 

Agn'-guese a esto la declaración del mismo Zeno sobre las 
palabras que oyó á Leitíjiiasco, « me ha dadn una puñalada sin 
decirme nada y sin hacerle nada. ¡ Ay mis hijos ya no los 
Teré mas! » 

Aunque singul.ir.no deja de pesar y mucho esta declara- 
ción, por su naturalidad difícil de imitar, así como por el 
contraste que presenta con la actitud de Gíordano 

Agregúese, por nltirao, la circunstancia de ser el procesado 
hermano del patrón del buque ert que tuvo lugar el hecho. Fá- 
cilmente se explican las deficiencias de las declaraciones, por 
los respetos del inferior al superior, y por las relaciones de 
compañerismo, que establece la vida común en un pequeño 

De lo espanto deduun que, léjos de haber destruido la de- 
fensa la presunción natural de la ley, la reunión de circuns- 
tancias y de antecedentes de que he hecho mérito, la robuste- 
cen, llegando á formar la conTÍccion de que, aún en el caso 
de que la agresión hubiese partido de Languasco, U que es 
dudoso, Gíordano excedió en mucho los límites de una justa y 
lejítima defensa. 

Adhiriéndome & la apelación interpuesta por el Procurador 
Fiscal, cumplo el penoso deber de pedir la revocación de la 
sentencia apelada, y en su lugar, la pena de O años de peni- 
tenciaria, con mas los danos y las costas del proceso. 



Eduardo Costa. 



-90 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



j_ |_ _____ (Tarín 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1684. 

Vista esta cansa criminal seguida contra Juan Giordano, 
marinero del pailebot nacional « Gcrterllinn », por muerte 
dada al cocinero del mismo, Lázaro Lnnguagco. 

Resultando que el patrón del pailebot Don Agustín Gior- 
dano, hermano del procesado, declara en el sumario instruido 
por el Sob-Prefecto de la Isla de Martín García, que el dia 
treinta y uno de Mayo de mil ochocientos ochenta y dos, á las 
ocho de la mañana» a la altura de la Isla de Polonia, hallándole 
Languasco preparando el café" para la tripulación, el marinero 
Juan Giordano fué i la cocina y de un momento á otro salió 
de ullf Languasco dando Toces «me muero, me muero »• y 
cay 6 en la cubierta, y que oyó á Giordano que decia que Lan- 
guasco le había querido matar y por esto le dio muerte; sin 
que constase haber mediado enemistad entre ambos. 

Que el timonel Domingo Zeno y el marinero Andrés Amo- 
retti declararon que no habían visto, ni oido nada; y el homi- 
cida declaró, por su parte, que Languasco lo había acometido 
con el cochillo que exhibió y ¿1 lo mató en su defensa con una 
navaja de marinero, que al instante arrojó al agua; agregando 
también, que entre los dos no mediaba enemistad alguna. 

Resultando que en el sumario levantado por el juez de la 
causa, si bien el patrón y el procesado repiten y se confir- 
man en lo declarado ante la Snb-PTefectura de Martin GaT- 
cía, el timonel Domingo Zeno ya declara de otro modo í foja 
catorce, diciendo, que mientras estaba en el timón con el patrón 
haciendo virar de bordo, vió salir de la cocina casi juntos á 
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Giordano y Langnasco, dando éste gritos, diciendo: - me ha 
dado una puñalada sin decirme nada, y sin hacerle nada»; 
que al oír esto el declarante dejó el timón y fué á proa i ver 
al herido, y lo Icrautó con otros llevándolo al camarón donde 
duermen; que durinte los veinte ó veinticinco minutos que 
sobrevivió» lo tínico que dijo fué: « ay ! mis hijos, ya do los veré 
mas»; que nadie le pregunto, por la confusión, por qué había 
sido herido. Que Giordano no dijo una palabra; que al prin- 
cipio se estuvo paseando como loco, por una media hora, y 
después se calmó como un muchachito; que cuando Giordano 
salió por encima de la truja de los postes tenia en la mano on 
cuchillo de marinero, y piensa que lo tiró al ngua porqu nunca 
se encontró: que no sabe haya mediado, entre Languasco y 
Giordano, resentimiento alguno. 

Andrés Amoretti declaró á foja di z y seis, que estando en 
la proa vió ?enír at cocinero Languasco herido quejándose que 
se iba á morir; que no le oyó decir nada, fuera de los queji- 
dos ; que después del sucedo vió á Giordano con un cuchillo en 
la mano diuiendo que lo habían querido matar, é ignora qué 
se hizo el cuchillo. 

D iña Victoria Giordano, esposa del patrón Don Agustín 
Giordano y cuñada del procesado, quien se hallaba a bordo, 
declaró á foja veintiséis, qu b ella estaba durmiendo por ja 
mañana cuando fué despertada por un barullo de gritos ; que 
se levantó, y le dijeron que eran dos marineros que se habían 
peleado, que ignora el motivo de la cuestión ; y que los mari- 
neros aludidos eran Giordano y Languasco. 

Y considerando: que á pesar de las deficiencias del proceso y 
de la oscuridad con que intencionalmeute parece haberse que- 
rido envolver el homicidio de Languasco, sin duda por la 
circunstancia de ser el patrón hermano del procesado y las 
demás personas de la tripulación parientes de éste ó sus sabor- 
dinados, el hecho de que se hace cargo á Giordano resulta 
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plenamente comprobado. <*nn presoindencia absoluta de su 
confesión, pues no era nectario que el confesase haber dado 
muerte á Languaseo desde que no podía negarlo, porque la 
evidencia se impone por si misma. 

Considerando: que la confesión del procesado solo puede con- 
siderarse indivisible cuando ella constituye el único elemento 
de prueba de la existencia de un hecho que sin ella habría 
quedado desconocido, pues serU injusto y contrario a la razón 
admitir dicha confesión como la espresion de la verdad en 
cuanto perjudicase al confesante y no en lo que le favore- 
ciese. 

Que por el contrario, cuando el hecho es notorio ó conocido 
de otro modo que por la confesión de su autor, escusándose 
éste de haberlo cometido por la necesidad de la propia defensa, 
entonces la confesión puede d'vidirse y la excepción alegada 
tiene qne probarse, de conformidad con el artículo ciento 
cincuenta y nueve del Código Penal, que establece que: »No 
se presume que el acusado obra en estado de irresponsabilidad 
ó legítima defensa, y es de su obligación, por consiguiente, es- 
tablecer con pruebas bastantes la certidumbre ó probabilidad 
de las circunstancias que lo justifican». 

Que en este caso se encuentra el procesado, el cual no ha 
presentado prueba alguna que justifique la certidumbre ó si- 
quiera la probabilidad de las circunstancias que hayan podido 
colocarlo en la precisión de matar que alega, ni ha destruido 
ninguno de los cargos que la acusación le ha hecho, ni desva- 
necido ninguna de las vehementes presunciones que del pro- 
ceso resultan contra la excepción que alega. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja sesenta y se declara al procesado Juan Giordano culpable 
de homicidio simple, condenándosele, en consecuencia, á la pena 
de seis años de penitenciaria que establece el artículo ciento 
noventa y seis del Código Penal, con los daños y las costas del 
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pToceso; debiendo descontarse el tiempo de prisión sufrida, 
con excepción de los seis primero* ruedes de que habí* el ar- 
tículo ciento setenta y seis drl mismo código. Notifíqueso con 
el original . 

J, D. COIVOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ÜLADtSLAO FRIAS, — S. 1. LASP1UR. 
— M. D. P1ZARRQ. 



CAUSA XIV 



Ü. Felipe Correas contra D. Claudio Manterola, sobrenulidad 
de un convenio y "toro de pesos. 



Sumario, — I o Kl convenio por el cual el abogado se subroga 
en las responsabilidades de un pleito perdido por su cliente, 
obligando * i seguirlo de su cuenta en nombre de este, j reci- 
biendo por su parte, lo que se sacase de la prosecución del 
pleito, la cesión de derechos correspondientes al cliente en otro 
juicio y una suma de dinero, no puede ser atacado de nulidad 
por el propio abogado que lo celebró, so pretestode contenerse 
en 41 la cesión de una acción litigiosa ó un pacto de 

haberlo confirmado y ejecutado. 
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2* Tampoco puede ser atacado de nulidad por falta de causa, 
por haber apreciado erróneamente que de un pleito perdido po- 
dían nacer derechos, ó por ser las prestaciones del cliente, su- 
jetas & la condición imposible de ganar el pleito que fué perdi- 
do, porque es causa jurídica la mera esperanza á un derecho 
fundado en la simple apreciación y porque el convenio no es con- 
dicional, 

á° El cliente que, sin embargo de la obligación asumida por 
el abogado, ha desembolsado algo por razón délos pleitos per- 
didos después del convenio tiene derecho para pedir el reembol- 
so de lo que en definitiva haya tenido que pagur,con los intereses 
legales. 



Fall» del Jimi Federal 

„ Mendoza, Julio 30 de 1883. 

Vistos, estos autos seguidos entre Ü. Felipe Correas, de una 
parte, y D. Claudio llantería de la otra, sobre nulidad de un 
contrato y cobro de pesos. 

Aparece de su examen: \ a Que resuelto por el fallo de la 
Suprema Corte de 8 de Febrero de 18GO, que se registra en el 
Tomo 2?, Serie ti, pag, 492 de la colección impresa de las deci- 
siones de aquel Tribunal, el juicio de danos y perjuicios que en 
dicho fallo se menciona, seguido entre V, Eugenio Bustos y D. 
Claudio Manterola, y condenado este último al resarcimiento 
de aquellos daños con sujeción á una prévia liquidación y i 
cierta cesión de acciones que debía hacérsele por Bustos, los 
Señores Correas y Monterola arribaron al convenio que en có- 
pia se rejistra i f. 1\ celebrado en i° de Agosto de 1866, por el 
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cual el primero, que habia servido y continuaba sirviendo de 
abogado al segundo en sus cuestiones con Bustos, estipulaba 
tonur suijru sí Kis ri'S]ions.ib¡ IjJlhJl-3 nacidas del juicio antes ci- 
tado, obligándose i seguir este de su cuenta y cargo y depositar 
en poder de un ter ero con el objeto de hacer frente á esas res- 
ponsabilidades y garantir, sobre todo, de ellas d Manterola, á 
cuyo nombre debía siempre continuar et pleito, las cantidades 
en dinero, eruditos y fundos públicos que en dicho contrato se 
enuncia; y Manterola á su vez le cedia todos sus derechos y 
acciones contra Bustos en un juicio ejecutivo que por cuerda 
separada habia promovido á este, y se obligaba á entregarle ade- 
mas, tres mil pesos en efectivo. 

2' Que en ejecución de este contrato y haciendo uso de los 
derechos y acciones que le habían sido cedidos por Manterola, 
Correas continúo la via ejecutiva iniciada por aquel contra Bus- 
tos, siendo ella resuelta por la Suprema Corte en 21 de No- 
viembre de 1868 { tomo o , i* Serie, pág. 427 de eus Fallos ). de- 
clarando pagado ó cstiuguidu por compensación el crédito de 
4,857.01 pf. que servia de biise a la ejeeucittf^Sbn parte de lo 
que Manterola adeudaba á dicho Bustos,en vWlud de la senten- 
cia citada de 6 de Febrero de 1866. 

y en ejecución del propio contrato, Correas 
íute contra el resultado de la misma sen- 
tencia los recursos ú acciones que se relacionan en los tomos 8', 
I a Série, pág. 86, y 9\ I* Serie, pag. 105 de los Fallos de la 
Suprema Corte, siendo rech izados p ir resoluciones de aquel 
Tribunal de 28 de Setiembre de 1869 y de i A de Mayo de 1870. 

4° Que veinte y cinco días antes solamente de Ja primera de 
estas resoluciones y aun con posterioridad á la de primera Ins- 
tancia que por ella se con Gmió ó sea en 3 de Setiembre de 1869, 
demandante y demandado de su propia voluntad, ratificaron y 
confirmaron el contrato de 1° de Agosto, declarando haber he- 
cho efectivo el depósito por él estipulado en la persona de D. 




FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Gabriel Fornes, quien en señal de aceptación de aquel, suscribió 
también este nuevo contrato (documento citado de foja 2). 

6* Que en este estado Us cosas y para cubrir hs responsa* 
bilidades declaradas contra Manterola, Correas ó Fornes. por el 
año de 1869, remitieron á aquel, que se bailaba en Chile, de los 
fondos de dicho depósito, una letra por valor de seis mil diez y 
ocho pesos, moneda chilena, con la cual Manterola compró en 
aquel país un crédito contra Bustos por mayor suma que envió 
en seguida á Correas y con el cual este pudo compensar ó dis- 
minuir en cantidad de $ 17.000 mas ú minos, la acreencia de 
dicho Bustos (documento de foja 10 y siguiente). 

6° Qne después de esto y hecha ante la Suprema Corte la li- 
quidación final délos c éd i tos recíprocos de Bustos; Manterola, 
en la cual por error de cuenta se omitió cargar al primero el 
crédito del último á qne se refiere la sentencia ántes citada de 
21 de Noviembre de 1808, que no pudo de jar de acreditarse á 
Manterola, si se cargaba á su débito la suma igual con que ha- 
bía sido declarado compensado dicho crédito, fué nquei deelu- 
rado.por sentencia definitiva de la Suprema Corte de 10 de Junio 
de 1873 (tomo 4°, 2 1 Série, pág, 332 de sus Fallos), deudor á 
Bustos de la suma de 5,050, $82 centavos monedado Chile que 
con bus intereses, con los cuales ascendió a la cantidad de 12,547 
S 30 centavos, abonó Manterola á su fiador D. Gabriel Fornes, 
y este á la sucesión de aquel, en 28 de Octubre de 1873. 

7 a Que con estos antecedentes.Correas hn ocurrido al presen- 
te solicitando se declare nulo el contrato citado de foja 1, y se 
le mande devolver por Manterola la suma espresada de 17,000 
S oro Chilenos á que se refiere el resultando 5" con el interés del 
uno y medio por ciento mensual desde el treinta y uno de Agos- 
to de 1897 hasta su efectivo pago; los gastos todos con sus in- 
tereses hechos por él desde la fecha de la celebración de a ¡urt 
contrato, con ocasión de los pleitos de Manterola, y las costas 
finalmente del presente juicio, alegando para ello: primero, que 
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por la lejislacion vijente á U fecha de la celebración del contra- 
to en cuestión, era prohibida toda cesión de acción litigiosa; y 
fué nula por consiguiente, la que se hizo de los derechos de llan- 
tería; segundo, que ese c intrato, que sido por urui falsa apre- 
ciación de su parte llevó á rabo pensando erróneamente que de 
la sentencia oitada de 8 de Febrero de 1860, podian nacer ac- 
ciones que dieran por resultado el triunfo del jileito en que había 
recaído, tuvo por causa y objeto un juicio terminado ya y bajo 
este aspecto fué también nulo; tercero, que la entrega de los 
tres rail pesos y demás prestaciones relacionadas en el instru- 
mento del propio convenio. fué sometida por este al buen éxito ó 
ganancia del juicio citado de daño* J perjuicios, y que esta con- 
dición como imposible por referirse á un hecho del todo irrea- 
lizable, por estar fallado ya el juicio sobre que recaía, anuló tam- 
bién el convenio; y cuarto, finalmcuteque la cesión á su favor 
de los derechos de Manterola en el juicio ejecutivo contra Bustos* 
fué también otro hecho imposible porque l¡i Suprema Corte de- 
claró posteriormente extinguido ó compensado el crédito cedido, 
8 o Que contestando el demandado, ha solicitado se rechaze 
la demanda, sosteniendo ser insubsistentes é infundadas todas 
y cada una de Las objeciones y ejtur prescrito ademas el dere- 
cho del demandante, si alguno tuviere, contrademandáudolo 
simultáneamente por el reembolso de la suma que fué obligado 
A abonar y abono de su parte á la sucesión de Bustos en vir- 
tud de la liquidación y resolución citadas cu el resultando 
6°, con sus intereses al uno y medio por ciento desde la fecha 
de! pago. 

Y considerando, por lo que respecta á la demanda y sus 
fundamentos : \° Que la prohibición de contratar sobre cosas 
6 acciones litigiosas contenida en las leyes 13 á 17 del título 7 o , 
partida 3 o , teniendo por motivo y razón, según se espresa en 
ellas, evitar todo efugio de parte de los demandados tendente 
á escusar los efectos de la demanda por el traspaso de la cosa 

T. 1V1J. JJ, 
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demandada otras manos, como toda otra tf?ntativ:i de engaño 
de partí* de los demandan tea, rije y ea aplicable solo en lo que 
respecta á las relaciones de derecho y á la posición de las par- 
tea interesadas SU el juicio c»n que se contrata, á las cuales y 
en cuyo favor únji-;mi"iite. dichas leyes anienku oponer la nu- 
lid.tl resultante di- talt-s actos, dándoles a>¡ respectivamente el 
medio de obtener restitución de cualquier innovación t'raudu- 
lenta en el pleito. 

2' Que tal prohibición no puede por confuiente sin err«»r, pre- 
tender. se aplicable al easo.cn que el ce-lente deba nominal mente 
continuar en los antes, en que la* personas litigantes y su res- 
ponsabilidad como üs relaciones de derecho entre ambas, no 
deban ni puedan sufrir por el contrato alteración alguna, y en 
qué finalmente, la cesión óvenM, si a'gun efecto tienen, es solo 
en relación y con respecto á terceros completamente est runos a 
la causa y á su prosecución. 

el contrato contra cuya validez arguye el demandante, ha sido 
llevado & cabo y recibido plena ejecución sin innovación ni 
Oposición alguna en el pleito 6 pleitos de su referencia, los cua- 
les han sido proseguidos u uní i na luiente por el cedente y obte- 
nido ejecución en la persona del mismo solamente, con prescin- 
üeucia de la del cesionario ó demandante. 

4 o Que ti parte de esto y aun admitiendo en hipótesis la nu- 
lidad de tal contrato, ella no podría en manera alguna ser 
opuesta ú hacerse valer por el demandante que lo llevó a cab t, 
sabiendo y debiendo saber el vicio que lo anulaba, según la re- 
gla de derecho Memo ex delicio sito actionem eom^ui dettet, 
adoptada y sancionada en la lejislacion civil rijente (tít. *Ue 
la ;Y ululad de los Actas Jnrídtcm del <"ódigo Civil). 

5" Que en el carácter de una nulidad temporaria v relativa, 
romo establecida puramente en protection de interc-es indivi- 
duales, y susceptible por lo mismo de confirmación, ella debe- 
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entenderse ademas plena y legalmente cubierta por los he- 
chos del propio demandante, qu- renunciando tácitamente á 





el contrito estaba obligado, y dió 
plena ejecución á aquel desde el momento de su 
cumpliéndolo y ejecutando las prestaciones necesarias por 
de dos años aun, después de ia vigencia del actual Código Civil 
que suprimió la prohibición de contratar sobre cosas litigiosas 
(artículo ii *¡)e ta Compra-venta' ■; artículo 12 *¡>e la nulidad 
de los actos jurídicos*, y 3" vite la conformación de los actos 
nulos del CíhIújo Civil con sus correlativos»), 

6" (jue bajo el aspecto de un pacto de quota litis, del cual 
sin embargo diliere en rasgos esenciales, no podría tampoco con 
mas suceso, tacharse como nulo dicho contrato, tanto porque 
los principios sentados en los dos anteriores considerandos, se 
opondrían siempre á ello en relación al demandante al menos, 
c tía rito porque la prohibición del pacto de qwttu litis, contenida 
en la ley 14, título 6; Partida 3*, que no es del caso conside- 
rar si debe hoy ó nó entenderse como subsistente, i la época 
del contrato, es indudable qtie se hallaba derogada por la dispo- 
sición del artículo 2 a de la ley nacional de 2ti de Agosto de i86á, 
que autorizó el libre ajuste de los honorarios do los abogados 
sin sujeción á otras trabas que las de las leyes generales que 
reglan las convenciones entre partea. 

7 o Que es igualmente inadmisible la segunda tatha de nuli- 
dad que el demandante opone al contrato en cuestión, fondada 
eu la circunstancia de que á la fecha de la celebración de aquel, 
estaba ya resuelto por la Suprema Ccrte el juicio de daños y 
perjuidos que 1 le servia de objeto y de que ello por consiguiente 
le impidió formarse válidamente» porque como claramente re- 
sulta de los antecedentes relacionados en el resultando primero, 
el fallo de la Suprema Corte lejos de quitar, dió causa precisa- 
mente a) contrato y creó el objeto de él, caracterizada perfec- 
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tamente de una parte por el traspaso de las responsabilidades 
establecidas en ese fallo contri M mi tur ahí, responsabilidades 
que tomó sobre sí el demandante, y de W otra pot las prestacio- 
nes á qne á su vez y en cambio se ubligó aquel, consistentes en 
la cesión de sus derechos y acciones en el juicio ejecutivo ii 
ciado contra Bustos en la suma de tres mil pesos en * 
que a*; obligó á entregar al de ni and a ti te, y en el 
mente, según fluye de los autos, de todos los 

que el propio demandante aürma que por un error de 

nacer con 







fallo citado de la Suprema Cone. derecho* ó acciones 
dujo en seguida y fueron respectiv amente rechinadas por aquel 
Tribunal. 

8* tjue en estos términos y aun cuando se admitiera arbitra- 
riamente que estas últimas acciones, que no ^c bailan sin em- 
bargo es peei tiradas en el contrato, hayan sido el único precio 
y causa determinante de aquel, deberla sin cmb.irgo reputarse 
él como valido y p* rfectanvnte elieuz, porque no existe d i ■* po- 
sición algnua que lo prohiba bajo este aspecto, y ts regla de 
derecho, que puede hacerse todo lo que no se billa prohibid» 
por un precepto legal, y porque ademasen todo caso, debería te- 
nerse como aleatorio en virtud de recaer sr*bre una mera espe- 
ranza á un derecho fundado en una simple upreciaeiou, sujeta 
á un litijio y e-puesto naturalmente al riesgo de un mal éxito 
en el pleito. 

9 1 Que es no menos infundada que la anterior la objeción 
relativa áque las prestaciones del demandado quedaron sujetas 
á una condición imposible, cual ora la de la ganancia del pleito 
ya terminado, objeción que el demandante funda al parecer, en 
la cláusula y si lo ganase contenida en el artículn 3* del con- 
trato: primero, porque tal cláusula de ningún modo puede re- 
ferirse á la cuestión ya debatida y resuelta, cuyo mal éxito 
precisamente servia de base y daba causa y materia á aquel, 
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sinó solo á las 

á las acciones ó juicios que se proponía deducir ó iniriar para 
enervar los efectos de la condena contra Mauterola y que 
continuó y dedujo en realidad luego ; y wjumh, porque del 
contento del documento todo. Huye que la dicha cláusula tuvo 
solo jtor objeto dec ararlo que estaba en la intención y mente 
délas partes establecer, ;t saber, que todo lo que en caso de 
buen éxito de aquellos pleitos ú gestiones se obtuviese, y tres 
mil pesos m.is, seria ib> l¡i propiedad <li- Correas, en contraposi- 
ción y como para completar á la rex el sentido de la cláusula 
anterior que declaraba de su esclusivo cargo y cuenta todas las 
responsabilidades que en cuso de un mal éxito pudieran tocar 
á Mauterola, resultando así estriña á todo esto, l.t idea de una 
condición que tío pudo tampoco tener cabida en las circunstan- 
cias del caso, en que no se hacia sinó un traspaso liso y llano 
del activo, y tres mil pesos mas por el pasivo, ó sea de los dere- 

eitado Manterola. 
conclusión está corroborada entre otras cir- 
io con- 

1 en eúpia corre ¡i Coja 12, producida 

& una causa anterior ¡í la presente; y resulta ademas del con- 
junto y comparación de las diversas piezas á que se refiere la 
senté t ni a de foja 3, como del desprendimiento y abandono efec- 
tivo que hizo desde luego el demam 
do todos sus derechos contra Bu -tos. 

11. Que es igualmente inadmisible y contraproducente la ob- 
jeción última del demandante relativa á la inexistencia del cré- 
dito contra líustos, relacionada en el resultando i'\ fundada 
en que dicho crtdilo fué posteriormente deparado extinguido 
por campea ación por el fallo de la Suprema Corte de 21 de 
Noviembre de 1868, porque precisamente esa declaración de la 
Suprema Corte» demuestra que aquel crédito existía real y posi- 
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tifamente y que el demandante debió aprovechar de él por el 
descargo consiguí. ..te en las cuentas con Bustos, que babia te- 
mado sobre sí. 

12. Finalmeote,que todas estas consideraciones se hallan ro- 
bustecidas por la confirmación y ratificación del contrato lle- 
vado á cabo por el demandante, mas de tres años después de la 
fecha de su celebración, como por la excepción de prescripción 
opuesta por el demandado, bastante ú destruir todo reclamo 
por causa de error en el contrato en cuestión. 

Por tanto, definitivamente juzgando, declaro »o haber lugar 
á la acción deducida, 

Y considerando por lo que respecta á la reconvención: 

i° Que pronunciada la validez del contrato de f'»ja i" y cons- 
tando ademas, según se ha sentado en el resultando (V\ que 
Man te rola, en ejecución de la sentencia de 1 1 Suprema Corte 
de 10. de Junio de 1873, abonó por intermedio de su lia— 
dor á la sucesión de Bustos, la suma de doce mil quinien- 
tos cuarenta y siete pesos treinta centavos moneda de Chi- 
le, de que resultó deudor por aquella sentencia, debe reputarse 
sin lugar á dudas, que Correas está obligado á indemnizar ese 
desembolso en tanto, en cuanto por él haya sido aquel gravado. 

2" Que la circunstancia del error cometido en la liquidación, 
que di6 por resultado este crédito, no exonera ni puede exone* 
rar á aquel de su responsabilidad, porque si hubo error en el 
pago ó pudo evitarse este por tina acción ó recurso contra la 
sentencia que lo hizo obligatorio, debe él serle imputable, desd 1 
que teniéndola dirección y responsabilidad de los juicios hasta 
el momento en que se verificó judicialmente aquel, pudo y de- 
bió para evitarlo, oponer dieba acción ó recurso, y no lo hizo sin 
embargo, como no lo ha hecho hasta el presente. 

3° Que esta consideración, corroborada por la ninguna opo- 
sición deducida respecto á la reconvención por el contrade- 
mandado contra el derecho del demandante, lo está también por 
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.« ww »w.^-i U kiil«iiuu -iHiimiva que. He rejistru á foja 40 

el espediente N" 1050 inundado traer ¡i la vista, seguido entre 
el propio de un miau t c y I>. (¡rabnl Fornes por devolución de 
los fondos del depósito hecho en su persona, que cu lo pt-r ti- 
nento son ntnio íigue: 

* 7" Que la afirmación d*l demandante en su atento de bien 

* prohado de que el pago hecho por tornes fué indebido, por 
- cuanto lo* auto*; del juicio de Muntcrola ron Itustos dctinta- 
« bau la existe uria d" su c: edito ¡í favor del prím-TO de $ ¿857, 

* que OptteSto al último habría servido á estiuguit la deuda que 
« la sentencia lina! declaró sohp' aquel y de que él (el dciuan- 
n dante), nportu ñámente se Jo hizo así notar A Fornes, no puede 
« desvirtuar los efectos del desembolso hecho por este, contra 
« el cual según resulta de los espedientes traídos ú la vista, 

* juntamente que contra Man tercia pendía una ejecución de 
« Rflstos: 1" porque cierta ó nó la existencia d-1 crédito á que 
e Correas se reíiere, la sentencia que puso fin ¡í aquel juicio 
« declaró en deliiiiliva uliliguduú ilanlerola hacia IJustos, fijan- 

* do el saldo deudor entina cantidad correspondiente á la abo- 
i nada por Fornes, no obstante el reclamo que se hizo por ra- 
« zon de aquel crédito y porque si algún recurso ú alguna acción 

* en derecho procedían aun contra el resultado de di'-ha seu- 
« tencia, fué Correas que tenia ia dirección moral y material 

* de los pleitos, obrando en ellos como dueño y apoderado t i 
« mismo tiempo de Man te rola, en virtud del contrato de 1" de 

* Agosto, quien estaba obligado y debió hacerlo valer y no lo 
« hizo sin embargo, como no lo ha hecho hasta la fecha, asin- 
< tiendo por el contrario llanamente con su silencio á aquella 
t sentencia, cuya eticada ha venido solo cinco años después per 
« la acción directa de Mantendrá ser puesteen duda ante los 

é Tribunales y 2 U porque la advertencia que es- 

« presa Correas hizo á Fornes antes del pugOj es inverosímil 
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■ dado el hecho que se acaba de relatar y no ha sido ademas 
« probada en manera alguna por aniel, quien ni siquiera hizo 
« mención de ella, como tampoco di* la improcedencia del pago 
i en su escrito de demanda, donde por el contrario espresa 
« lisa y llanamente, qne Manterola fué condenso en sus plei- 
• tos con Bustos 

4" Que en cnanto a los intereses de aquel adelanto, ya se 
considere este como el resultado de una gestión oficiosa, ya 
como el de un mandato, que e.s el r, ir ¡irte r que mas le cuadra 
en las circunstancias del caso, en que aparece luber obrado 
Manterola como un procurador im rem suam. puede afirmarse 
que ellos le son debido^ des<le la fecha del pago, non arreglo i 
los artículos H «De (a (¡estim de negocios* y 82 * Del man- 
dato • del Código Civil. 

5" Que su tasa no puede determinarse sin embargo por la 
de los abonados á Bustos, pues en virtud de los principios de 
la subrogación legal verificad.» en el caso, Manterola no puede 
demandar sinó lo que realmente desembolsó para la liberación 
del deudor, ó sea lo que ¿I pagó y los intereses ó renta qne ha- 
bría podido obtener con el capital adelantado. 

6" Que sentadas las precedentes generales consideraciones y 
establecido así en principio el derecho de Manterola en cuanto 
al capital é intereses materia de reconvención, resta observar 
que aunque el contrademandado nada haya opuesto contra el 
alcance de aquel crédito partiendo de la base de la nulidad del 
contrato, consta sin embargo del espediente N° 1050, traido 
ála vista, y de la propü esposicion del con trade mandante en la 
declaración de foja 12, corroborada por ta de D.Gabriel For- 
nes á foja 27 de apuel espediente, que después de sacados los 
seis mil diez y ocho pesos con que se compró tí obtuvo la acre- 
encia contra Bustos, á que se refiere el resultando o°, quedó 
aun en poder del depositario, de las cantidades entregadas por 
Correas, la suma de tres mil pesos en un documento de eré- 
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dito que aqnel cobró j cuyo valor, fluye de las afirmaciones de 
Manterola, descoritó ste en su abono ú arreglo de cuentas á 
Vornes. 

7 a Que esta circunstanciada que el Juzgado no puede pres- 
cindir porque se refiere a la > ■ -ttencia misma del crédito en su 
origen, revela que debe reputarse este improbado en mayor su- 
ma que la que resalte de la liquidación de aquel valor, y el 
alionado por el contrademandante, é impide decretar lisa y lla- 
namente su pago en todo el alcance porque se demanda. 

8 o Que del espediente X* 972, traído como el anterior á la 
vista en virtud de las referencias de los autos, resulta igual- 
mente que Manterola para cubrirse del crédito en cuestión de 
que se hallaba insoluto, dedujo directamente demanda por el 
año de 1877 contra la suce:ion de Hurtos por el valor de la 
suma que se ha espresad.» en H resultando 6', quedó por un 
error de cuenta sin acreditársele en sus cuentas con Bustos y 
que en virtud de sentencia recaída en tal demanda, ha sido 
recientemente cubierto de aquel valor, recibiendo por chance- 
lación, la suma de catorce mil pesos fuertes. 

Por tanto: y dejando a salvo al contrademandado las ac- 
ciones que puedan por la ley nacer en vu favor de este último 
hecho que no ha sido discutido ni ventilado en forma alguna, 
definitivamente juzgando respecto á la reconvención declaro: 
que el espresado I). Felipe Correas está obligado á abonar al 
contrademandante Sr, Monterola, la suma de doce mil quinien- 
tos cuarenta y siete pesos 30 rentaros moneda de Chile» ó su 
equivalente cu moneda nacional, con el interés simple que co- 
bra el Banco Nacional en esta ciudad, por adelantos en cuenta 
corriente, á contar desde la fecha del pago á la sucesión de Bus - 
tos, prévia liquidación y deducción de la cantidad á que se re- 
fiere el considerando 7" de esta segunda parto de esta sen- 
tencia. 

En cuanto á la petición de embargo reproducida á foja.... por 
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lo que resulta de esta sentr-inin • no ha lugar. Notifiquen con 
el original y repóngase el papel. 

C. de la Torre, 




Buenos Aires, Febrero 9 Je 1884 

Vistos: Por sus fundamentos se non firma el auto apelado ílt? 
foja noventa y seis. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA— i ÍIOMINCrEZ. — 
ULAMSLAO FMAS — S. H. LASP1UII. — 
M D. PJZAIIUO. 
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Contienda de competencia entre, el Juez de f Instancia del 
Departamento del fiarte de fa Provincia de Hítenos Aires, 
y et de I* Instancia de la Ciudad del Rosario, para entender 
en el juicio de sucesión del Coronel IK Polonia tioitia. 



Sumario — Cuando una persona tiene establecida su fami- 
lia y unos negocios 011 un lugar, y otros negocios en otro, y 
muere en el primer punto, el Juez competente para conocer 
de la sucesión, ea el Je este último punto. 



Caso. — El 7 de Knero de 1882 murió en San Nicolás, don- 
de tenia casa amueblada, familia y negocios, el Coronel D. 
Polonio ffoitia. 

Se inició su testamentaría el 12 de Marzo de 1882 ante el 
Juez de 1' Instancia de Sai Nicolás, y como el finado tuviera 
varias propiedades en el Departamento del Horario de Santa 
Fe, á pedido de los interesados el Juez de la testamentaría 
libró exhorto al del Rosario para que mandara inventariar y 
tasar aquellas. 

Con tal motivo, sosteniendo el agente fiscal del Deparmento 
del Rosario, que Ooitia habia fallecido en esta última ciudad, y 
habia sido siempre vecino de dicho Departamento donde había 
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ejercido el cargo de coma:. ríante, el Jnez exhortado se declaró 
competente para conocer en la sucesión, y pidió se le remitie- 
ran los antecedentes relativos á ella. 

AUTO DEL JUEZ DE i 1 INSTANCIA DEL DEPARTAMENTO DEL NORTE 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. 

San mcotis, Abril 12 de 18R3. 

■ 

Autos y vistos: Considerando i* Que el fundamento invo- 
cado por el Agente Fiscal de la Ciudad del Rosario y reprodu- 
cido por el Señor Juez de lo Civil de la misma, para aconsejar 
el uno y ordenar el «tro, que no se di* cumplimiento ¡il exhorto 
de este Juzgado, es inexacto, pues está probado que el can- 
sante de esta sucesión, D. Polunio (¡oitia, murió en esta Ciu- 
dad, prueba que resulta de Ja partida de defunción de foja 11 
y de la esposicion jurada dvl Dr. Solá, médico que asistió á 
aquel en su ultima enfermedad, desde el 23 de Diciembre de 
1 881 basta el 8 de Knero siguiente, en que falleció. 

2" Que debe presumirse, por consiguiente que dicho (¡oitia 
tuvo su domicilio en esta Provincia, y nó en la de Santa Vé, 
mientras no se pruebe lo contrario. 

3* Que tampoco es exacto que todos los bienes del causante 
estén situados en aquella Provincia, como parece afirmarlo el 
Juez referido, sin otro fundamento que el de encontrarse allí 
loa bienes ctiyo inventario y tasación pidió este Juzgado al del 
Rosario, pues consta de la manifestación de bienes hecha por 
los herederos á foja 27, que una porción major tiene su situa- 
ción en esta ciudad, lo que concurre igualmente á demostrar, 
el último domicilio del causante. 

4 o Que el artículo 6, Tít. ■ De las sucesiones», Código 
Civil, establece que la jurisdicción sobre la sucesión corres- 
ponde el Juez del último domicilio del difunto. 
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l'or estos fundamentos y los coneord antes de los escritos 
de fojas 72 y 83, el Juzgado resuelve declararse competente 
t-ara el conocimiento de este juicio. En consecoencia re~ 
quiérase al Sr. Juez de lo Civil de la Ciudad del Rosario por 
el correspondiente oficio en que se trascribirá este auto, los 
dos escrito* referidos, la manifestación de bienes citada fe 
partida de defunción de foja 11, el certificado de foja 70 /su 
ratificación de foja 71 vuelta, la vista Fiscal de foja 90, á fin 
de que se sirva dar cumplimiento ¿lo pedido en si exhorto de 
Ha 45, que se remitirá ce., las diligencia* proveídas por 
dicho íJ-mor Juez y su nota de remisión ; y en caso de insistir 
'■n sostener su jurisdicción pidásele ¡pálmente, se sirva elevar 
los antecedentes en que se funde á la Cúrte Federal para la 
resolución de la contienda, sirviéndose avisar al infrascrito 
para hacer lo mismo por su parte. 

F. Mi Igarzabal. 

Ante mí : ¡ p 

Recibido el exhorto, después de levantada una información 
de testigos, para acreditar que D. Polonio Goitia habia sido 
>iempre vecino dd distrito Arroyo del Medio (abajo ), donde 
tenia su casa y negocio de estancia, y pidiendo el agente fiscal 
que se devolviera el exhorto con lo actuado, y se declarara la 
apertura de la sucesión de Goitia, se dictó el 

ALTO BEL JUEZ DE i' DISTANCIA DEL DEPARTAMENTO DEL ROSARIO 

Rosario. Hayo 15 de 1883. 
como Jo dice el .Señor Agente Fiscal, devolviéndose 
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el exhorto con testimonio de las diligencias practicadas; en 
uuanto á la apertura del juicio sucesorio, pídase por separado 
y se proveeré. 

Díaz. 

Ante mí: A r temió Sánchez. 

Secretorio. 

■ 

El Juez de San Nicolás devolvió A su vez el exhorto» obser- 
vando que lo que correspondía era eleviir losauto.s ¡i la Supru- 
Ccrte, y así se hizo. 

VISTA DEL SESOR PROCLIUÜOU GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1883. 

Suprema Corte: 

La dificultad consiste en este caso, en determinar cuál era 
el domicilio del Coronel Uoitia a su fallecimiento. 

Que era él vecino de la Provincia de Santa Fé ; que tenía en 
ella su negocio principitl, consta de estos autos, y es de pública 
notoriedad, por los mismos puestos públicos que desempeñó 
por mucho tiempo en el Departamento del Rosarlo, 

Pero, consta también que, at tiempo de fallecer, residía en 
la Ciudad de San Nicolás; que tenia allí su casa propia, donde, 
por lo menos, pasaba algunas temporadas con su familia, y 
donde en definitiva falleció. Consta también que tenia en la 
misma Ciudad de San Nicolás, otras propiedades y negocios 
relati va mente importantes, tanto ó mas, que el Estableci- 
miento de campo en el Departamento del Rosario. 

¿Cuál era entonces el domicilio real al tiempo de fallecer? 
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La suposición mas racional es qne la habitación era altor- 
nativa; parte del anu pasaba el finado Coronel en su estable- 
cimiento de campo, y parte en San Nicolás, en su casa propia 
y amueblada, lo que quita á la residencia el carácter de acci- 
dental. 

En este caso, el artículo tt\ del título 6 o , sec. i\ (ib. f<\ 
del Código Huí, decidiría la cuestión, t Si una persona, dice, 
tiene establecida su familia en un Jugar y sus negocios en otro, 
el primero es el lugar de su domicilio, » 

Ksta disposición me decide por el Juzgado de San Nicolás; 
Mtj especialmente, cuando concurren además en su favor, las 
i ircunstancias de tener allí también el finado Coronel, negocios 
de importancia, de estar atlí domiciliados los interesados en la 
sucesión; y por nltimo.de haber presidido la apertura del 
íentario, con el asentimiento de todos, el mi-mo 




á V. K. se sirva fonllrmar á dicho 
i, para que continúe sus procedi- 
basta la mas pronta liquidaeionde la 
sucesión, tan demorada por estos incidentes. 



r»ilo de la 

Buenos Aires, Febrero R de 1881. 

Vistos: de conformidad con lo espuesto y pedido por el Se- 
ñor Procura W General en su precedente vista, y adoptándose 
los fundamentos del Juez de Primera Instancia de San Nicolás 
de los Arroyos, en su auto de foja noventa y seis, se declara 
que dicho Juez es el competente para conocer de esta causa. Re- 
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míttaele en consecuencia estos autos y dése aviso de esta 
resolución al Juez de Primera Instancia del Rosario. Repón- 
ganse los sellos. 

J B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, 
l LADISLAO FRIAS. — S. H. LAS- 
PllR. — M. D. PJZARRO. 



t'AUNA \>M 



Los marineros de la barca tifosa Genova* contra el capitán 
D, Antonio Gala te t por rescisión de contrato; sobre inhibición 
de viaje. 



Sumario. — La inhibición de viaje de un buque, pedida por 
los marineros en cuestión con el Capitán, sobre rescisión de 
contrato y competencia del Juzgado Federal para conocer en 
ella, es una dependencia de dicha cuestión, y corresponde al 
Juez Federal resolverla. 



Caso. — En la causa que los marineros de la barca i Rosa 
Génova» promovieron contra el capitán, sobre rescisión del 
contrato de locación de servicios celebrado en Marsella, se 
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pidió y obtuvo inhilúcimi ríe vinje de la mencionada barca 
hasta tatito el capitán no constituyera procurador. 

El capitán nmstituyú procurador y pidió se levantan la 
inhibición. 

El Juez asi Id ordenó. 

Los íiiiiriüt'ros pidieron revocatoria y apelaran in subsidtum. 

tallo drl «fura W4rrnl 

Buenos Aires. Junio 18 dé 1883. 

Habiendo desaparecido la causa por la cual se decrt'tó la in- 
hibición de salida del buque y su capitán con el apoderado 
presentado y admitido fea juicio, y atento lo dispuesto en el 
artículo 1031 de! Código de Comercio, no ha lugar á ninguno 
de los recursos que se deducen. 

Loa marineros ocurrieron en queja á la Supremo Corte. 
. fallí» d> la Kuprem» Orle 

■ 

Buenos Aire». Febrero 12 Je 1884, 

Siendo el recurso de apel.ieion directo ú que se refiere este 
escrito, una dependencia de la cuestión sobre competencia re- 
suelta por esta Suprema Corte, no ha lugar á lo solicitud o, y 
ocurra ante el Jui z do Sección. 

J. D. COHOSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
t LADISLAO FRIAS. -S. M. LASI'ltR. 



T. XVIJ. 



15 
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CAUSA TtTH 



í), Pedro fíisso por la empresa de. bis mcwatjer'ms fluviales, 
contra f). José Fogueras ; sobre cobro de pesos. 



Sumario. -• V La concesión hecha por la sanoion legislativa 
de 19 de Setiembre da 1H78 a los propietarios del vapor « Por- 
teña » con motivo de su apresamiento y pérdida durante la Te- 
ljelinn de López Jord.in en Kntre-Rios. fué un acto de gracia, 
y no payo de una deuda, 

I a Actos como ti citado, no tíeuun otra esteusion que ta que 
deriva de bus términos ; y, espresaudo la concesión, que *?s á 
favor de los propietarios del « Porteña » t no pueden ystos ser 
obligados i dar participación en ella, á otros, por razones de 
auxilio ú servicios que estos hayan prestado al citado vapor. 



Caso. — D. Pedro Risso espuso que en Octubre d»- 1873, D. 
Esteban Hisso pidi6 á la AgencU de las Mensagerías Fluviales 
el vapor * Sílex » para ir en busca del vapor «Porteñat que se 
sospechaba haber raido en poder de los revolucionarios de En- 
tre-Ilios ; 

Que cedido el « Sílex á los po<m huras avistó al «Porteña » 
cuyos tripulantes buse.ibun vari.is lanchas cargadas con ar- 
mas; 
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Que el • Porteña » huyó perseguido por el * Silex ». y pu- 
dieron asi caer en minos de! Gobierno lo* elementos de guerra 
existentes en las lanchas; 

Que por esto los propietario, del « Porteña . obtuvieron del 
I ongreso ui»a remuneración de 25,000 pesos en billetes de te- 
sorería ; 

Y que habiendo sido el vapor i Sílex » et que prestó real- 
mente el servicio, cuya remuneración habían obtenido los pro- 
pietarios del «Port-ña», era justo que se le di.se ¿aquel 
parte de dicha remuneración. 

Apreciando esta parte en 4000 Tuertes, demandó á D. José 
Mgueras pura que fuese « ondenado a pagármela de la parte 
<iue á él le correspondía. 



Buenos Airea, Seliembre 30 de 1883. 

Y vistos, estos autos iniciados por demanda de D. Pedro 
Kisso, en representación de la empresa «Mensajerías Fluvia- 
les», contra D. José Folgueras, reclamando participación pro- 
porcional á la importancia de los servicios prestados, en 
el importo de la cantidad acordada, a los propietarios del 
vapor «Porteña . D. Esteran ». Iüsso.v D. Jos* Folguera, por 
sanción legislativa de Setiembre 19 de 1878, en compensación 
de los servicios prestada ron motivo del apresamiento y sub- 
siguiente pérdida de! espresado vapor, durante la rebelión de 
López Jordán. 

Y considerando : 

i" Quede los antecedente* que contiene el folleto impresa, 
que se ha acompañado á los autos, resulta que los Señores 
Kstevan D, Risso y Folgu-ras elevaron una solicitud al Sobe- 
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rano Congreso, en la que, sin invocar derechos perfectos & ser 
indemnizados, por las pérdidas que babiau sufrido, como pro- 
pietarios del vapor « Porteña » con su apresamiento por los 
agentes de la rebeliou de Entre-Uios y subsiguiente pérdida, 
se ae ojian a la benevolencia del Gobierno Argentino, presen- 
tando como títulos para obtenerla, las pérdidas sufridas, las 
ventajas obtenidas por la Nación en la facilitación de los me- 
dios de suprimir la rebelión, por las noticias oportunas que le 
trasmitieron al Gobierno en aquella ocasión los peticionantes, 
y pur la toma délas armis destínalas á la rebelión, añadiendo 
consideraciones de buena política que so alegaron para fomen- 
tar la compet.ncia en los rios. de la bandera de la Nación. 

2" Que la concesión del Congreso, ya sea que se tome en 
cuenta los procedentes que La motharon, la discusión que pro- 
vocó en su seno t o los terminas mismos en que fué concedida, 
maniut'sU claramente que ella no importa el pago de una deu- 
da de la Nación, sinó un acto de gracia en favor de los solici- 
tantes, en el que ni aun se tomó en cuenta el quantum de las 
pérdidas sufridas ni el de las ventajas obtenidas por la Nación, 
lo que se desprende del hecho de haberse fijado en la cantidad 
de veinte y cinco mil pesos en billetes de Tesorería, la indem- 
nización que la solicitud hacía subir á cuarenta mil pesos 
fuertes, sin que esta fijación hubiese sido precedidg de ningún 
acto pericial. 

8° Que en la solicitud ya referida se menciona, con especia- 
lidad y en los mismos térmiuos alegados por la demanda* los 
servicios prestados con ocasión de la captura del « Porteña * 
por el vapor « Hiles * sin que el Congreso haya tomado en 
cuenta, ni acordado indemnización a sus propietarios, como 
pudo hacerlo si hubiera querido estender á ellos el beneficio 
acordado espresa é individualm« :»te á los propietarios del 
i Porteña », Señores Estevao D. Risso y Folgueras. 

4" Que los actos de esta clase no tienen otra estension que 
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la que de ri ?a de sus mismo» términos, ni puede ap'icarge i 
otros objetos que Jos mu» ció nados en el arto mismo como se 
espresa lílackstone al tratar de las COncesioftBü reales, las que 
se distinguen de las de los particulares en que tuna concesión 
del Rey no es válida sino por lo que está preeisniuenle consig- 
nado enella ;» y en el cas- &ub judice lo úim o espiado en la 
concesión son los propietarios del vapor * Porten n » y no la 
empresa « Mensagerías Fluriales » propietaria del - Sílex ». 

5- Que la arción deducida por la demanda, tal cual se des- 
prende de sus esposieiones de foja 8 y (¡8 y dr los hechos 
comprobados por los antecedentes referidos y pop la conformi- 
dad de las partes, no presentan analogía ni encuentran fun- 
damento en las disposiciones dd Código de ('mnerrin, relati- 
vas al comercio marítimo, romo parece que lo insinúa aunque 
vagnmenle al deducir como fundarin-nto de su petición el Hete 
no pagado aun del Vapor « Siles » sobre lo que ha Tersado 
principalmente la contestación de foja 173, por maulo la suma 
acordada por el Congreso, no derivando de ningún servicio á 
pagarse, prestado por el «Portería», no importa ni aun para 
sus propietarios un acto do comercio ni tiene relación con el 
buque en cuestión. 

6" Que una acción por líeles no autorizaría m ningún caso 
una participación proporcional A la oportunidad i impnrtancia 
del servicio prestado con relación ií los hendidos obtenidos, 
como lo pretende la empresa demandante, artículos 1 INI y 
) f 86 del Código de Comercio, y 

7° Que aun considerando como un paso de salvamento ó 
asistencia prestado por el « Silcx * al «Por teña» no podría 
entrarse á apreciar la importancia ó riesgo de ta operación 
para fajar ios salarios correspondientes, pues en este caso re- 
sulta comprobado, que no solamente no contribuyeron los 
auxilios del a Sil ex » á salvar á el t Por teña », si nú* que este 
último continuó á pesar de ellos en poder do los sublevados, 
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perdiéndose definitivamente en las costas de Arazat í, desapare- 
ciendo todo motivo de salvamento. 

Por estos fundamentos fallo : declarando que el demandante 
D. Pedro Risso, en representación de la empresa * Mensage- 
rías Fluviales >, no ha justificado su demanda, contra D. José 
Folgueras, reclamando la participación de dos mil fuertes, 
sobre la mitad de la concesión del Congreso, que correspondía 
áeste último; en su consecuencia se le declara libre de ella y 
á cargo del demandante las costas del juicio, — hágase saber, 
notificándose con el original y repónganselos sellos. 

Andrés Cgarriza. 

Falla «> la tapeai < orí* 

Baerms Ai reí , Febrero 12 Je 1884 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
auto apelado de foja ciento noventa y tres; v repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

J. R. GOROSTJAGA.™ J. DOMINGUEZ — 
(.'LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 
— -M. D. PIZARRO. 
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< AINA WIIl 



/>. Jaime itrofhe.n tontra el Dr. ti. Aturen httorre, sobre ííj- 
dmmizacion de perjuicios. 



Sumario. — I o La esilusioii tle un socio de la sociedad por 
las causas que la h y señala, debe ser pedida al Jm>z comitente, 
y no ser veriheada por sí mismos-, por los otros soYios, 

2? La espulsion de hecho y con videncia de un «och, sujeta 
al que la rerilicó, a las responsabilidad- s é indemnizaciones 
consiguientes. 

3 o Dichas responsabilidades e* indemnización deben ser fija- 
das por peritos. 



Caso. — El Dr. D, Aniceto La torre, dueño de un aserradero, 
hizo en 3 de Julio de 1880 un contrato du sociedad por tres 
años coi» D. K. Reyes y U. Ricordo Aburra como socios indus- 
triales, obligándose estos refaccionar la maquinaria que se en- 
contraba deteriorada y ponerla en condiciones *¡e aserrar una 
gran cantidad de piezas, dando abasto a la elaboración de tabla», 
cuartones etc., a trabajar como carpinteros en las obras, á 
construir dos carretas para el servicio de la empresa, y reparar 
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las descomposturas de las uní quinas, recibiendo en compensa- 
ción la cuarta parte de la utilidades, 

Abarra se separó de la sociedad de común acuerdo, y á Reyes 
se le sustituyó, con consentimiento del Dr. Latorre, D. Jaime 
Brothers, quien abonó á Reyes treinta pesos en dinero, y tomó 
sobre sí una deuda de aquel á favor ríe Latorre por veinte pesos. 

Brothers, esponjeado que de> pues de haber cumplido con sus 
obligaciones habia -i lo espulsado violentamente del estableci- 
miento por el socio Latorre. aceptando la disolución de la socie- 
dad, demandó á este para que lucra condenado á indemnizarle, 
pagándole cuatro pesos diarios por los diez meses que habia 
trabajado y los treinta pesos que iiabia pagado á Reyes. 

Latorre contestó que lo habí i espulsado por haberse verifi- 
cado las causas que l i ley semita ^nmo justas para escluir al 
socio industrial de la sociedad. 

falla atol Jm Federal (ad-hoc) 

SalU, «ayo 16 de 1883. 

Y vistos: La demanda interpuerta por I). Jaime Brothers 
contra el Dr, D. Aniceto Latorre, redamindo indemnización de 
daños y perjuicios por inejecución de un contrato de sociedad, 
£1 demandante so tiene: que habiendo cumplido con las obli- 
gaciones que le imponía el contrato de foja....hase visto violen- 
tamente separado de la sociedad y escluido por el Dr. Latorre, 
délos beneficios que do ella debia reportar; por lo cual estima 
justo se le indemnice, por lo menos, de su trabajo perdido, apre- 
ciándolo & razón de cuatro pesos diarios, durante el tiempo in- 
vertido en la refacci on del aserradero del Sr. Latorre, con mas 
los treinta pesos que abonára al señor Reyes, por la cesión del 
contrato, y las costas del juicio. En apoyo de su demanda in- 
voca las disposiciones de los artículos i t inciso 3°, y 17 del Li- 
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bro I o , y |* | 2 o del Título 3\ Sección i', Libro 2" del Código 
Civil. 

El demandado, contestando áfoja 9 la demanda, niega los 
lllichog en que se funda, a Lir niand ■ : que el demandante no solo 
no podia con derecho demandarlo por indemnización de daños, 
alegando el cumplimiento de sus obligaciones, sino que, por el 
contrario, podría s<r olí ligado A indemnizarle los que le produ- 
jera, por haber puesto la máquina de aserrar que se obligó A 
componer, en peores condiciones db las va que la recibió, dando 
lugar por este hecho y por haber dispuesto sin autorización de 
valores del establecimiento, A que, de propia autoridad, y en 
seguridad, de sus intereses, lo esclnyera de la sociedad, en ío 
cual babia procedido de conformidad á lo dispuesto por el arti- 
culo 88 del Título «De la Sociedad» en sus últimos incisos. 

Abierta á prueba la causa, correspondía al demandante pro- 
bar: l u haber cumplido las obligaciones que le imponía el con- 
trato de foja......,; 2" la causa inmediata de los perjuicios su- 
fridos, imputables al demandado; ,"]" et monto de estos, como 
lo establecen los artículos 2" y 3 1 antes citados ¡íel Titulo 3 o , 
Sección I* del Código Civil, y eon forme si lo ordenado por et 
Señor Juez en su auto do foja 12 vuelta. 

El demandado, ft* su vez, debía probar: hallarse comprendido 
en alguno de los casos del articulo 88 del título citado, j los 
demás hechos pertinentes alegados en su contestación, relati- 
vos á la falta de cumplimiento de las obligaciones del deman- 
dante y su mala conducta. 

% considerando: 1° Que por el contrato de sociedad, corriente 
a foja 4 vuelta.el Sr. Urothers se comprometió * á refaccionar y 
formar la máquina en cuanta fuera posible, de manera que pu- 
diera aserrarse en gran cantidad de piezas, dando asi abasto á la 
elaboración de tablas, cuartones ó modera de distintas dimen- 
siones que pudiera pedirse al establecimiento ». (Art. 2° del con- 
trato). De donde se deduce, que la prueba por este producida, 
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debe ser ¡i preciada de con ím ..lidad á los términos de esta cláu- 
sula espresa del contrato, que es la ley que rige á las partea, 
para determinar su alcance jurídico {Art. 61, Tít. i°, Sec. 3\ 
Cód. Civil); 2 o Que estudiada esa prueba bajo este concepto, re- 
sulta deficiente, por cuanto si bien 1 1 demandante ha probado con 
sus testigos, haber trabajado mas de diez meses en la repara- 
ción de la máquina, las reparaciones que le hiciera no la pusie- 
ron eu estado de aterrar en gran cantidad (ir piezas, dando 
abanto á la elaborarían de tablas, cuartones, ó madera de dis- 
tintas dimensiones como era su obligación; 3" Que este hecho 
resulta averiguado por su propia confesión, al eaplicar por qué 
razón las tablas que aserraba eran de mala clase, diciendo: que 
la máquina no funcionaba con regularidad, por la falta de unas 
chapas y tornillos de ajuste que debían ser esenciales en el me- 
canismo, puesto que de ellos dependía su funcionamiento; lo 
que demuestra que el demandante no la pino, como loalirma en 
su demanda, en las condi iones requeridas en el contrato; por 
cuja razón no podia invocar como fundamento de su acción el 
cumplimiento de sus obligaciones; 4" Que siendo e>to así, y 
resultando el mismo hecho plenamente probado por las decía* 
raciones de fojas..... que demuestran ademas, que: el deman- 
dante no construyó las dos carretas, que se obligó á construir, 
por la cláusula citada del cuntrato, para el servicio de la em- 
presa; lo que importa un nuevo faltamiento de mus obligaciones, 
que agregado al de haber dejado sin terminarse la refacción de) 
aserradero, destruye por su base la demanda; puesto que tra- 
tándose de un contrato bilateral y de una acción de daños y 
perjuicios, el fundamento esencial de toda reclamación, debe 
ser el cumplimiento de las obligaciones correlativas de la parte 
reclamante, siendo los daños y perjuicios, solo el resultado de 
una convención tácita accesoria del contrato, sujeto ála misma 
regla de reciprocidad de responsabilidades, como lo establecen 
los artículos 2 o , 02 y 65 del título 1 Veccion 3* y 4* título 3 o sec- 
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cion1\del Código Civil y Marcad y Pont, sobre el artículo 
1151 del Código de Napoleón. 5 ijtio de la prueba producida 
por el demandado resolta, por otra parte, que el Sr. Brothers 
dispuso, .sin autorización del socio gerente Sr. Latorre, de made- 
ras cuyo valor no devolvió, ni dió cuenta de su inversión, evi~ 
denciamlo con su silencio el hecho .le haber inspirado temores 
fundados á su consocio, de mala administración de los interese* 
sociales que le confiára ; lo cual hasti pura lejilimar su suspen- 
sión, en la Torma producida, según lo dispuesto por el inciso 4° 
del artículo 88 de] Código que señala como justa cau.sa de la es- 
clusion de un sóí io por los otros sócios, la mala conducta de 
este, emprendiéndose como tal, laque importa la distracción de 
fondos sociales en provecho prepio, que es el hecho imputado al 
demandante.y comprobado pur W testigos defoja.. ..y su silencio 
absoluto al respecto; 0" Que aparte de estos hechos, y consi- 
deraciones legales, que ¡muestran que el demandante no ha 
justificado los estremos de su demanda, y si el demandado las 
de su defensa; considerando ta cuestión del punto de vista del 
contrato de sociedad y de los deberes en ñ impuestos á los só- 
cios, asi como de las reglas jurídicasque les son api ¡cables, se con- 
prende y justifica el proceder del señor Latorre por el hecho de 
no haber el demandante cumplido con su obligación de poner 
el aserradero en condiciones de funcionar para asertar en yran 
cantidad de maderas en un tiempo suficiente para hacerlo; por 
cuanto es también cansa legal de esclusion de un sócin, la * falta 
de cumplimiento de alguna de sos obligaciones, tenga ó no 
culpa. (Inciso 2 o , art. 88). A loque se agrega que siendo el 
señor Brothers sócio industrial, obligado á colocar en las con- 
diciones espresadas, con su industria, la maquina de aserrar 
del señor Latorre, y no habiéndolo hecho, le son aplicables las 
disposiciones de los artículos 61 del titulo V sección 3" y las 
del título «De las obligaciones de hacer i del Código Civil, que 
resuelven en indemnización de d ¡ños la falta de cumplimiento 
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de la prestación 6 del servicio ofrecido. De donde se desprende, 
que estando por sos actos el demandante sujeto á una acción de 
responsabilidad, idéntica á la que entablára, aunque no le 
fuera reconocida, la significación legal de los heehos que la no. 
tiran, es suficiente para exonerar al demandado puesto que de- 
muestra la falta de fundamento de la demanda. 

Por estos fundamentos y definitivamente juzgando fallo : No 
haciendo lugar á la demanda entablada por Don Jaime 
Brothers contri el Dr. D. Aniceto Latorre, sin costas. Notifí 
quese á los partes con el original y en oportunidad archívese, 
prévia reposición de sellos. 

Iktvíd Vrihuru. 

Buenos Airen. Febiero 12 de 1884. 

Vistos : Considerando que el artículo ochenta y ocho del tí- 
tulo «De la Sociedad» del Código Civil,al establecerlas causas 
por las que un socio puede ser escluido de La sociedad por los 
otros sócíob, no autoriza á estos i hacerse justicia por si mismos 
con motiTO o por causa de las diferencias sociales, binó que de- 
clara el derecho que asiste á tos otros sóeios para pedir al Juez 
competente la esclusion del socio que se encuentra en alguno 
de los casos que el articulo señala, conforme á lo dispuesto 
en los artículos treinta y seis, treinta y siete y treinta y ocho 
del mismo título, que son correlativos y que espesamente de- 
terminan la intervención judicial; 

Que, por lo tanto, la espulsion de hecho y con violen . ta que 
el demandado ha ejecutado del demandante arrojándolo del 
establecimiento social, es un acto desautorizado y contra dere- 
cho, que sujeta al primero á Us responsabilidades é indemniza- 
ciones consiguientes; 
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Que el demandante reclama como indemnización del daño 
causado por ese acto un salario de cuatro pesos diarios durante 
los diez meses que dice haber trabajado en el establecimiento 
de la sociedad, ademas de treinta pesos pagados al cedente se- 
ñor Reyes, y las fastas del juicio, consintiendo en quedar se- 
parado de la sociedad. 

Pot estos fundamentos se reboca !a sentencia apelada de 
foja ciento setenta y siete y se declara al demandado respon- 
sable del perjuicio causado por la espulsion indebida, el cual 
será fijado por preritos nombrados de conformidad al artículo 
ciento cuarenta y do^ de la ley nacional de procedimientos; 
■sobre la base de una compensación diaria por el tiempo que el 
demandante haya permanecido al servicio del establecimiento. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. Notifiques? con el original. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
- S, M. LASPItn. — M. D. PIZAKftO. 
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CAVttA XIX 



/). Raimundo Recuera y U. Torihm Jara, contra tos Señores 
Campos y Medina ; sobre reirindiraeion di' ganados. 



Sumario. — i° Comprobada la pro piedad de ganados por la 
marca y por dada rae iones de testigos, procede ta acción rei- 
vindicatoria de ellos. 

2° Las guías uo espedidas informa, no prueban la trans- 
ferencia legítima de la propiedad de las mismos. 

3° Xo compro!) :i ndose que el que vendió los g.i nados acos- 
tumbraba venderlos, no corresponde al comprador la acción de 
devolución de precio contra el reivindicante. 



Caso. - Se halla referido en el siguiente 

Fall* del Jun Federal 

Parará, Febrero 21 de 1883 

Visto?;; Los autos seguidos por Don Santos Domínguez, en 
representación de D. Raimundo F« Keguera y D. Tonino Jara, 
vecinos de Corrientes, sobre reivindicación de ganados de 
propiedad de estos, contra la Suciedad «Campas y Medina » 
de esta Provincia, en cuyo poder dicen encontrarse. 
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Los demandantes esponen : Que durante la intervención del 
Gobierno Nacional en la Provincia de Corrientes, en 1880, les 
robaron de sus establecimientos de campo en aquella i'iovin- 
cía, un crecido numero de haciendas parte de lis cuales fue- 
ron traídas ú esta, encontrándose de propied ad de Jara, 800 
animales en poder de Don David Tavella, 300 novillos mas ó 
menos, en el de Campos y Me lina | 50 bueyes en el de Don 
1'edro Calventu- ; y de propiedad de líi 'güera. 2000 ma> órne- 
nos, en el de la Seriedad Campos y Medina, en la de Tavella. 
1497, | 1750 que acaban de robarle y que venían en camino, 
conducidos por Don Sebastian üaffo, y piden en consecuencia, 
que estando comprobado su derecho de dominio por las mar- 
cas cuyos boletos acompañan, se ordene les sean devuelta ^ por 
los actuales po>eed«-res, reservándose el derecho de ampliar 
ó limitar la demanda, solicitando ademas el secuestro de los 
animales reivindicad*», 

Decretado el embargo y corrido traslada de la demanda, 
antes de evacuarse esta, dá cuenta el Juez de I* Instancia del 
Uruguay de Labe ese embargad» 208 cabezas de ganado de 
marca dejara y Reguera, encontradas en poder de D. Juan 
Medina. Este, declarándose comprador y único poseedor del 
ganado que bajo las marcas de Reguera y Jara existían en 
« Caseros », estancia de la Sociedad * Campos y Medina », con- 
testa la demanda por medio de su apoderado en esta Ü. Manuel 
M. de Fon tes, diciendo : 

Que Keguera y Jara habían sido rebeldes cuntra la autoridad 
nacional y tomado las armas en los movimientos de 1880, y 
por lo tanto no debían ser oídos en juicio; 

Que los boletos de marca presentados por el primero, acre- 
ditaban que solo habían tenido 5000 cabeza* de ganado y que 
sin embargo reivindicaban 5017 ; 

Que Donjuán Vila y Ü. Juan Acosta bahian comprado en 
< orri tiles las liaei»nd is que poseía Medina, de las cuales 200 
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cabezas de la marca de Reguera fueron compradas por el pri- 
mero, y 800 señaladas con seis marcas distintas, entre U| que 
figuran tres de propiedad de los de manda riles, pur Acosta; 

Que esta tropa fué Tendida pi>r Vila y Acosta ¡í Don Pedro 
Cálvenlos, vecino de esta Provincia, á quien la compró el 'te- 
mandado, como consta drl recibo que en cópía acompaña : 

Que por ley de la Provincia de Corrientes los Gefes Poli ti* 
eos están autorizados para e-pedir guías de las haciendan que 
se estraen desús departamentos; y que según lo misma ley, 
ellas no pueden espedirse si.i que previamente acompañe el 
interesado uu eertiüoado por duplicado que acredite la pro- 
piedad de la hacienda; Que por consiguiente la guía y fortifi- 
cado que acompaña, dados por el Oefe Político de «Curuíú-t'ua- 
tia », en conformidad á h ley, son instrumentos público-: que 
hacen plena prueba, según el t'údigo Civil, no solo sobre los 
hechos que el Oefe Político declara cumplidos, sinó sobróla 
enunciación que en ella hace de haber jnstilicado el tropero ó 
interesado la legítima procedencia de las haciendas, siendo 
este título de mejor calidad que el de la marra presentada por 
los demandantes, desde que no hi sido argüido de falso ; 

Que rechaza también la demanda porque hay plus petition, 
pues solo Reguera reclama 2000 animales y Jara 300, siendo 
asi que del aparte hecho en los rodeos de Medina, interven- 
ción de los demandantes, solo se encontraron 280 de man a de 
estos ; 

Que la reivindicación de cosas muebles solo se concede 
cuando el propietario ha sido desposeído de ellas por medio 
de una sustracción fraudulenta y que no puede haber sustrac- 
ción fraudulenta cuando hay abandono voluntario de parte del 
propietario, como en el presente caso, en que Ueguera y Jara 
habían abandonado sus establecimientos ; Que para hacer lu- 
gar á la reivindicación era necesario discutir y declarar antes la 
falsedad del título, siendo este Tribunal incompetente para ello; 
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(¿ue supletoriamente deducía la a- cion de devolución de pre- 
cio por haber com [irado Medina las haciendas ton otras igua- 
les á quien acostumbraba vendar objetos semejantes t conclu- 
yendo por pedir que se cite de evicrion Á li. Pedro ful ven tos ; 
se siga por cuerda aparada el juicio contra cada ano de los 
demandados y se rechace con costa b la demanda. 

Dando por contestada la demanda, se manda seguir por 
cuerda aparada el juicio contra cada uno délos demandado*, 
y se recibe á prueba sobre los hecho* relativos á la autentica- 
ción de Los documentes prese a t ¡ni os y demás alegados por las 
partes, proveyéndose de conformidad sebre la eiiacion de evíc- 
cion. 

Don Pedro ( alveolos, saliendo á la evíceitm, dice que él com- 
pró las haciendas en cueslimi A Don (íre^orio Vila, quien las 
adquirió legalmente en Cotrientes, como acredita la guía pre- 
sentada y ademas el certificado delíiefe Político de «Ouruzú- 
Cuattá * fjue acumpaña y pide á .su vez se cite de evieeioii al 
espresado Vila, 

Es-te comparece al juicio y por medio de su apoderado Fon- 
tes, contesta reprodueiendu lo alegado por Medina y Calventos,y 
eorrijieudo el error en que habla incurrido el primero, al decir 
i|tie D. Juan Vila y D. Juan Acosta habían sido los vendedo- 
res de la hacienda á Cálvenlos, siendo naí que el ún¡< vende- 
dor era el exponente y no D, J ta, y que Acosta hafeia sido 
un tropero simplemente que procedía por cuenta de él. 

La parte demandada presenta como prueba el recibo de 8ÍI77 
$fts. oro entregados por Medina á Calventos á cuenta de ga- 
nados y reconocido por este, foja i 31; el certiiieado auténtico 
del ü efe Político de * Curuzú-Cuatiá » Don Raimundo (íodoy, 
en que afirma (foja 65), que el comprobante de venta se en- 
cuentra en e-saüefatura; la guía de foja 107 espedida por el 
mismo Uefe Político Godoy, en que se hace constar que Don 
Gregorio Vila ha comprobado la legítima procedencia de 200 

T. XVII JU 



cabezas de ganado ríe cria que llevan tina marca que no per- 
tenece á Reguera ni a Jara, según los boletos prenotados por 
estos, destinado á comprobar que Vila acostumbra comerciar 
en ganados ¡ el certiCcado do foja 109 del mismo Gefe Político, 
que dice rotularen la Jefatura de t Curuxú-Cuatiá un cer- 
tificada de compra t¡ue hizo Vita, en Setiembre del iSSO, de $00, 
con dos marras pertenecientes á Iteyucra ij t¡ue por un olvido 
no fueron incluidas en la gala correspondiente y por fin, otra 
guía dada también por (¡odoy el f ti de Setiembre del mismo 
año 1880, foja 1 70, en que dice que Don Juan Acosta ha com- 
probado la legítima procedencia de 800 cabezas de ganado que 
conduce á Kutre-Rios, con 6 ni ¡reas diferentes que allí se 
diseñan, una de las cuales es de líon Turibio Jara, según bo- 
leto. 

La parte demandante presenta foja 174) un búlete de mar- 
cas autenticado, por el que ée acredita que Reguera es propie- 
tario de $ marcas distintas, el boleto de foja 96 que constata 
el derecho de Jara á dos marcas diferentes y la prueba testi- 
monial corriente de foja... áfoja... y de la que resultan 
comprobados los hechos siguientes: 

1" Que en el mes de Setiembre de 1880 el Gefe Político de 
« Curuzú-Cuatiá » se negó á espedir guía á D. Luciano Leivu, 
de un ganado que compró legítimamente á Reguera; 

2' Que por urden del mismo (íefe Político se había estraido 
de los establecimientos de Reguera, con intervención de fuerza 
armada, una tropa de mas de 2000 cabezas de ganado que pasó 
á esta ProTÍniúa ; 

3" Que antes y después de esto tes babian sacado tanto á 
Hoguera como á Jara, un crecido número de hacienda, en tro- 
pas distintas, ejecutándose estos robos unas Teces por orden 
de las autoridades de San Roque, Oratorio, etc., otroa por par- 
tidas armadas sin que se supiese por orden de quién proce- 
dían. 
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Y considerando : |. Q ue Kffm , n y Jan, han comprobado 
legalmente, con loa boleto, demarca autenticados de fojas 174 
y 20 aer propietario, d, 808 cabe,., de ganado vacuno encon- 
tradas e„ | » rodeos de I». .I„a„ Medina, en la otancia . C„- 

d!7 Vr ^'"^ '■" M ' ««* J«^Jo, según consta 
de la» diligencias de foja 12 vln. a foja 77. 

2» (juc la gofa y certificados de foja. 105, 100 , 170 presen- 
ladea por Medina y Cálvenlos, „r, bastan para probar la local 
adqn.aic.on de eae ganado : porque, segnn la ley de la Provi,- 
cía de Cerrantes, qne dd oríje» i |„ s guia, y sc encuentra i,„- 
presa i su reverso, estas tienen p„r principal objeto aa gurar el 
pagodeimpnoatoa sobre atracción de haciendas, y 
como a. pretende, instrumento* públicos quo bag,,, ,,^ u 
sobre el l,ecbo de U compra de las haciendas á que ellas se 
refieren | pues la ley citada solo establece como único requi- 
«topara la espedieion de guías, que el tropero ú interesado 
presente un certificado de cenia 'artículo 155); quedando asi 
reduedo el mérito probatorio do aquellas, respecto del con- 
trato el que puede tener u» cer.iticado ,¡* pfej cnT , a „ tent¡ . 

consta, desde „ e no se eaije la presencia de los con- 
trat ntes, del vended,, por lo menos ante el Gefe Político o 
empleado que los espide. 

* Qu<! """ "»»'l»a, 1 do)os como instrumentos público, 
serian completamente nulos; 1- p„ r011c ,„ „ Cl¡ 

del Presidente de la Municipalidad ó de la r ( , B ,i,i.,„ m^, 
rnental formalidad que según ( -I art¡,ul„15l de la ley citada 
d ben llevar, y el artículo 8 del tí. uto 3", Ubro v Sección » 
« ódigo Uvil, de,lara nulos , os i„ slr „ m „ lltüs públicos en ,.,é 
«o se ba,„„ „e.,ado las formas proscriptas por | rJ . * ^ 
no figura en ellos las firmas de U interesados en la ™L 
requisito también sustancial par. I. valide* de esta clase dé 
tnatrumentos, artículo 10 del Título y Lil)F0 dtadüs , ^ 
nnajmenle, porque en ninguno de esos documentos ae espres» 
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el número de animales legalmente adquirido de cada una de 
tas distintas marcas que en ellos se registran. 

4° Que la afirmación del Gefe Político Godoy contenida en 
la guía y certificados no tiene ni siquiera la importancia de la 
declaración de un testigo, desde que ella solo se refiere seyun 
1» ley á la entrega de un certificado dt* venta y no al acto de la 
enajenación que no pasó ante él ; 

5" Que respecto á la existencia raí smi del certificado, su 
testimonio no merece fé, pues que debiendo entregarse este 
por duplicado para enviarse un ejemplar á la Contaduría, co- 
mo lo dUpone el articulo 155 de la ley, entre los presentados 
por esta oficina, en su informe de fojas 383 á 391, compren- 
diendo tudas las ventas de ganados realizadas en Curuzú-Cua- 
tiá de Abril á Diciembre de 1880, uo se encuentra el corres- 
pondiente á la gnú en cuestión, de 16 de Setiembre del mismo 
año, siendo de presumirse que tal certificado nunca existió; 
presunción confirmada con la negativa del Gefe Político á 
presentar el ejemplar que asegura tener en su archivo, á pesar 
de habérselo ordenado con reiteración el Ministro de Gobierno 
de Corrientes, á pedido del Juez de Sección, fojas 377 y 378; y 
principalmente, porque está probado cou las declaraciones no 
objetadas de Anastasio Ñafie*, fojas 265 y 260, Hilario Alvar, z, 
fojas 160 á 162, que una purtida armada sacó por órden del 
mismo Gefe Político Godoy una tropa de 2000 y tantas cabe- 
zas del establecimiento de Lleguera, la que fué conducida á esta 
Provincia, en la misma época en que este autorizaba la guía 
de foja. . . esto es durante ta intervención de 1880, siendo 
por lo tanto probable, que el ganado que reivindica formase 
parte de esa tropa en cuyo robo aparece él complicado. 

6" Que por lo demás, y aun suponiendo la buena fé del ac- 
tual poseedor, la acción deducida procede contra él, desde 
uue por el testimonio de Dionisio Beron, f. 257, Cristian Ar- 
rióla f. 259. Eladio Alvarez y Anastuiso Nuiiez, ya citados, 
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Bartolo Gómez, f. 227, Alberto Banin, Felipe Rojei, f. 273, y 
otros testigos, se comprueba que durante la intervención de 
188*) en Corrientes sacaron violentamente de los estableci- 
mientos de Reguera y Jara varias tropas de ganado, cuyo nú- 
mero total pisa de 6000 cabezas ; y por los de Luciano Leiva, 
f. lo, y Eladio AWarez, f. 260,1"* *1 Gefe Político de Curuzt'i- 
CuatiA se negó á espedir guías para la estraccion de ganados 
de Reguera, vendidos legalmente, lo que demuestra que los 
anima es reivindicadas fueron robadas» eYidenciánd -se esto 
con el informe de la Contaduría de Corrientes en el qne, como se 
ha dicho, no aparece constancia de la emjenai itm lega! de 1¡i 
tropa cu cuestión. 

7 o Que respecto de la plus petitión alegada por los deman- 
dados, no se ha demostrado que el error, en cuanto al número 
reivindicado, haya sido doloso como seria necesario para que 
los demandantes incurriesen en las penas establecidas por la 
ley, apareciendo al contrario, esplícaV.e el error, puesto que, 
geguu las declaraciones de Ktadio Al™ reí y Auastasio Nuñez, 
la tropa sacada por orden del (¡efe Político Uodoy, que se 
supone fué la traída á la estancia de Medina, constaba de mas 

de 2000 anímale». 

#' Que tampoco precede la acción de devolución de precio, 
subsidiariamente deducida por el poseedor, por no l.aber pro- 
bado este, como debió, según el artículo 13, Titule 9", Libro 
3* t Código Civil, que Don l'edro Cnlventos d quien él compró, 
ni D. Gregorio Vila, ú quien compró Calventos, acostumbran 
vender haciendas; no siendo bastante pruébala guía presen- 
tada a foja que solo demuestra la realización de una com- 
pra hecha por Vila, no de una serie de operaciones de este gé- 
nero, como sería necesario para constituir costumbre. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el artículo 127 
del Código Rural, y al 10, Título 9", Libro 3 o , Código Civil, y 
demás disposiciones citadas, declaro : que Don Hay mundo F. 
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Reguera y D. Toribio Jara han probado su dominio sobre las 
208 cabezas de ganado vacuno que se encuentran aeñaladas con 
tas marcai de estos en la estancia f Caseros », Departamento 
del Uruguaya poder de Don Juan Medina, condenando a este 
á que las devuelva con los aumentos que hubiesen tenido des- 
de la fecba de la demanda; siendo los costas del juicio a cargo 
de la parte demandada, con excepción de las causadas en las 
diligencias de fojas 31 á 41, de tó d 53 vta., de 57 á 58 vta., 
de 01 á 62 vta., de 75 a 83, de !30á 129 vta., que serán paga- 
das por los demandantes : quedando al desposeído sus accio- 
nes á salvo contra quien corresponda. Hágase saber con 
ginal, repónganse y archívense. 



Bueno* Aires. Febrero 21 de ¡88-1 

Vistos: por sus fundamentos, y atr-nto lo dispuesto por el 
artículo dos mil cnatrociento treinta y tres del Código Civil se 
confirma, con costas, la sentencia apelada de foja quinientos 
ochenta y siete; y repuestos los sellos, devuélvase. 

- 

I. B. COnOsTIACA. — J, DONIKGL'EZ. 
— L' LADISLAO FHIAS. — S. H. LAS- 
Pltn. M. p. MURRO, 
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CACHA XX 



Don Francisco Edgar, contra liocha hermanan ¡/ compañía por 
cobro de atadioSi sobre fianza de arraigo. 



Sumario. ~V Kl arraigo qu* 1 u) demandado pm>rii> esjgir al 
demandante estrangeru, no domiciliólo, consiste en garantir Id 
juagado j sentenciado. 

2° Para ello, no basta la constitución de un procurador ins- 
truido y 



Caso. — Don Francisco Edgar, capitán de la barca ingles i 
-Eicelsior .. demandó por estadías A tos suñores liocha íterm. 
y Compañía. 

Estos, alegando que el demandante era estrangero no domi- 
ciliado, opusieron la excepción previa de arraigo del juicio, y 
pidieron se le mandase afianzar .su resultado, 

D. Julio Vonwiller, con poder del rapitan, contestó, que ha- 
biendo este const ituido apoderado domiciliado, se hallaba exo- 
nerado de dar la fianza, por do poder ser responsable sino de 
las costas, por las que respondía el apoderado. 
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rail* M Jwt F*4er*l 

Buenos Aires, Setiembre 18 de lftK.1 

Vistos p;ir» resolver sobre la excepción dilatoria de arraigo 
del juicio opuesto á foja 15. 

Considerando: 1" Que el artículo 74 de la ley nacional de 
Enjuiciamiento impone la obligación al demandante estrangero 
no domiciliado en la República, de arraigar el juicio. 

2 n Que la fiama de arraigo comprende todas las condenacio- 
nes pecuniarias que por ti sentencia pueda hacerse al que está 
obligado i prestarla y por consiguiente, las que puedan ser con- 
secuencia de la reconvención, que si bien es cierto r¡ue en el 
caso actual no se ha tkducido, puede esto verificarse desde que 
el demandado esté en tiempo de hacerlo. 

3 o Que al prescribir el artículo 7i la fianza de que se trata, 
debe suponerse racionalmente que los Icjisl adores se propusie- 
ron garantir á los habitantes de la República, de que los es- 
trangeros transeúntes no radicados en ella por los vínculos que 
establecen la familia, los bienes etc., no pudieran molestarlos 
y perjudicarlos con demandas irresponsables, 

4 o Que el hecho de estar el demandante representado por 
Procurador, no lo exime de la obligación de arraigar el juicio» 
pnes la ley no hace excepción al respecto y porque, si bien el 
mandatario es responsable personalmente por las costas del 
juicio, no está ni puede ser obligado á justificar su solvencia, é 
fin de que su responsabilidad no sea ilusoria. 

5T Que si se aceptase el precedente del no arraigo del juicio 
por estar el demandante, estrangero no domiciliado, represen- 
tado por Procurador, y resultase este insolvente al tiempo de 
hacerse efectivas las responsabilidades pecuniarias que le im- 
pone la sentencia, tendríamos una violación del recordado artí- 
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rulo 74, con la irresponsabilidad del juicio, puerto que en la ley 
no se considera la condenación en costas como una pena que pue- 
da compurgarse con prisión, en caso de no cumplirse aquella. 

6* Que si el Procurador quiere constituirse en fiador de su 
mandante, debe espesarlo claramente, á fin de que seu aceptado 
como tal, previas las formalidades de ley, que deben ser y son 
la garantía real y verdadera que debe darse al demandado á fin 
de ponerlo á cubierta de los perjuicios que el pb ito le cause. 

Por estos fuudanieutos, fallo: admitiendo la euepcion dilata- 
ría opuest* á foja )5, y declarando en consecuencia que loa de- 
mandad.* no están obligados á contestar la demanda, basta tajito 

r>. Notifíquese original y téngasele 




Andrés 



Vmn» dr tm ftuprem l.rl* 



Btienoi Aires. Febrero 21 de 1884. 

Vistos: considerando que el arraigo que en virtud del artículo 
setenta y cuatro de la ley dfl procedimiento* puede esigir el 
demandado, cuando el demandante es un estrang<TO no domi- 
ciliado, consiste en garantir el cumplimiento de lo juzgado y 
sentenciado, para lo que no basta la constitución de un apode- 
rado instruido y espensado; por estos motivos, y los concor- 
dantes de la sentencia apelada de foja treinta vuelta.se confirma 

devuélvase. 



J. H f. O HOSTIA G A — J DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS— S. H. LASPIUR. — 
N. D. PIZAILRO. 
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Don Felipe Itozzo eotiíra Don Mariano Hada, por cobro de 



Sumario. — El conocimiento de la demanda por cobro de su- 
ministros para la provisión de un buque, corresponde á la Jus- 
ticia Federal, 



Cojo. — D.Felipe Bozzo demandó áD. Mariano Molla, patrón 
de la lancha « Angela Rocca », por cobro de artículos de consumo 
que dijo haber sido para la tripulación de la lancha. 



Teniendo en consideración que la suma porque se demanda 
á D. Mariano Mulla, procede de suministros de artículos de 
almacén y no de contratos concernientes á la construcción y 
reparos de buques, ni ningún otro referente á la navegación y 
comercio marítimo ; que la cuenta de foja 2 demuestra que los 
artículos i que ella se refiere y según se desprende de la de- 
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manda misma no hun sido suministrados para viaje de buque, 
y entonces no es procedente ta averiguación de si el deudor es 
ó no patrón de tal ó cual buque; con arreglo al artículo 3° de 
la ley nacional de enjuiciamiento, se declara el Juzgado incom- 
petente para conocer de esta demanda, y el demandante ocurra 
adonde corresponda, 

tgarriza. 



rallv d? la 



A i reí , Mano 8 de 1884. 

Vistos : esprésandose en la demanda que los artículos cujo 
importe se cobra, han sido suministrados para la provisión de 
la lancha « Angela Roerá >■ ; y no habiéndose oído al demandado, 
se revoca el auto apelado de foja Juee vuelta, y 
sellos, devuélvase. 



J.B. GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
t LADISLAO FRIAS. — S. M. LASFUltt , 
— X. D. PIZAKItO. 
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CAUSA XXII 



D, Eduardo ttophins contra et Juez de l'uz de San Fernando, 
D. Felipe Veta ; sobre amparo en la posesión y daños y per- 
juicio*. 




que resulta de lo 
que le d in 



Sumario. — í* La acción 
que se pide en la demanda, y no de la ral 
las partes. 

¥ Las excepciones de no ser e] demandado el responsable 
de lo que se demanda, y de no tener derecho de pedir el de- 
ntante, son contra el fondo de la demanda, y no dilatorias por 
falta de personería. 

3 o La excepción de litis pendencia no puede fundarse eu la 
existencia de juicios que no son entre las mismas partes, por 
li misma causa, y por la misma acción. 

4 o En el amparo de posesión en que Be bu pedido indemni- 
zación de perjuicios, y habiéndose abierto la causa á prueba 
sobre ellos no se ha probado su existencia, no debe dejarse al 
demandante su derecho á salvo para pedirla. 



o.- 



al leer el siguiente 
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Falla drl Imi FHertl 

Buenos Air¿* ( Agosto ÍO de 1883. 

Vistos: D. Eduardo Hopkins, d foja 9, interpone demanda 
contra el Juez de Paz de Sau Fernaudo, porque le deja invadir 
su propiedad, dando licencias á loa lancheros y Jemas para que 
saquen sus embarcaciones y le ocupen su terreno en t* traba- 
jos de reparación, p.ira cuyos actos han amarrado sobre los 
Líenos desús máquinas de a-serrar y lian hecho fuego <!ebaju de 
sus galpones; y pide ->e le condene á cesar en esos procedimien- 
tos ú invasiones de su propiedad y á pagarle los daños y perjui- 
cios ocasionados y que se nca-donáreu. 

El demandado, Juez de I'az, ü. Felipe Vela, contestando á 
foja 43 opone : I o defecto legal en el modo de ¡imponer la de- 
manda; 2" litis pendem ia; y 8* falta de personería eo el de- 
mandado. 

Funda la primera excepción, en que uo se comprende qué 
acción se deduce, si es posesoria 6 reivindicatoría, y en que no 
se enuncian los perjuicios ú eo qué consisten. 

La segunda la funda en que hay otros dos juicios, fuera de 
este sobre la misma rosa: uuo sobre mensura del terreno en que 
la Municipalidad protesta y se trabó juicio entre Hopkina, la 
esposa de este y la Municipalidad; y el 2* una especie de terce- 
ría de esta en la ejecución de los añores Kolmar y O. 

La tercera la funda en que uo fué él quieu dio las autoriza- 
ciones que motiraD este juicio, afirmando que fué la Municipa- 
lidad la que dió esas autorizaciones, y que el demandado no dio 
cumplimiento ni ha ejecutado órdeu alguna al respecto. 

También alegú el demandado falta de personería en el deman- 
dante, fundado en que le hablan hecho rematar sus máquinas y 
galpones, suspendiéndose el remate del terreno por protesta de 
i a Municipalidad, y que quedó embargado por una hipoteca. 
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El Jnzgado, por so auto de foja 50 vuelta, recibió esta causa 
aprueba sóbrelos puntos siguientes: I o si el demandado dió 
orden 6 cumplió alguna para que se ocupasen los terrenos del 
demandante ó sus galpones j máquina;; j 2" «i esos terrenos es- 
tán en las cuarenta varas de ribera que se mandan dejar en la 
escritura de foja 2 ? 3° sobre el monto du los perjuicios que de- 
manda ; y 4" sobre si Ja Municipalidad autorizó el uso de la 
ribera. 

I considerando: 1" Que el nombre de las acciones no cambia 
ni ae desvirtúa por la calificación que le din las partes, sinó 
que ellas son lo que resulta de lo que se pide ó jestiona, como 
está declarado en el fallo de la Suprema Corte, corriente en la 
Serie 2', tomo 6\ página 274 

4° Que de la letra del escrito de foja 9. resulta que la que se 
deduce es una acción posesoria juntamente con la de daños y 
perjuicios por perturb.tcion en el goce de su linca ó terrenos, y 
en tal concepto, según los hechos en qne se funda, estuvo bien 
deducida. 

3 8 Que la falta de personería en el demandado, es improce- 
dente, pues no se funda en que él no es el demandado, binó en 
que no hizo ó no es responsable de lo que se le dem.tnda, lo que 
únicamente importa una defensa ó negativa contra la demanda, 
lo que autoriza á darle curso para que se probára esta y la con- 
testación y poderse sentenciar en definitiva, condenando ó ab- 
solviendo. 

4° Que la falta de personería en el actor, porque le hubiesen 
enagenado su propiedad, tampoco es aducibte en esa forma, sinó 
eomo una excepción de fondo, negándole así implícitamente de- 
recho á demandar por violencias en cosas que ya no eran de é,. 

5° Que la litis-pendencia *olo existe cuando el juicio ó juicios 
que se invocan son entre las mismas partes, demandante y de- 
mandado por Jas mismas cosas, y jamas hay ni puede haber 
litis-pendencia fuera de estos casos. 
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6 o Que «l demasiado confiesa en su escrito, foja 43, que la 
Municipalidad dio orden de ocupar ei terreno de la ribera ha- 
biéndose esclarecido que ese terreno está i $0, 30 y mas varas 
de la orilla del agua hacia la propiedad ó edificios de Hopkins. 

7 o Que el mismo demandado, Vela, en la posición 2* de foja 
08. que la contesta á foja 71 al principio, confiesa que recibió 
él de la Municipalidad la» úrdenes que motivan este juicio, y 
desde entorn es no hizo falta ninguna otra prueba al respecto: 
no pudiendo alterar esta confesión lo* testigos, que como veci- 
nos de aquel punto, declararon en contra y en pre-eueia de su 
Juez de Paz, cuando éste es el demandado. 

H Que así establecida la euestíon» ron la confesión de foja 
71 del demandado, solo faltaba probarse si ese terreno que lla- 
maba ribera de propiedad pública, era terreno de propiedad 
privada del demandan! e. 

9" Que según resulta de foja % Hopkins compró y pagó al 
Fisco, todo el terreno con eicepcion de 40 varas dejadas para 
ribera del canal; pero como lo comprueba el informe de foja 
54, de los peritos nombrados por ta Suprema Cort,-, el canal 
antiguo fué suprimido por conveniencia pública, y construido 
uno nuevo, que se absorbió las 40 varas dejadas para ribera, y 
desde entonces para formar nueva ribera, era preciso espropiar 
á Hopkins el mas terreno que se necesitase; que si bien el Fisco 
tiene perfecta facultad de espropiar, esto era previo su pago, por 
no ser un canal natura!, lo que no resulta haberse hecho, por 
lo que, mientras así no se verifique, todo el terreno hasta el 
borde del agua, debe ser propiedad de Hopkins; y esto se de- 
muestra mejor en el croquis oficial que corre á foja 54 de estos 
autos, y con ma> estension en el espediente de « Hopkins con- 
tra el Gobierno de la Provincia * ante la Suprema Corte y según 
croquis que corre á foja 319 de ese espediente agregado. 

40° Que no se Ua negado que el terreno que motiva el juicio 
lo posea HopkiiiK, ni meno* se ha probado que se haya enage- 
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nado dicho terreno, y al contrario, se establece que 110 se le 
vendió, sin que importe nada para el dominio actual de Hopkins, 
que esté ó nó hipotecado ni embargado, sobre lu que tampoco 
eiiste prueba; y en cuanto at certificado de foja 97, res-pecto al 
galpón y máquinas, aunque resulte que se lo remataron, no hay 
prueba deque su baja producido la tradición, a bsol ultímente 
dispensable para haberse estínguido el dominio de Hopkins, 
artículo Í0U, título «Del Dominio » Código Civil. 

• Que la litis-pendencia uo se ha probado de manera al- 
guna, pues los espediei.tt-s invocados por Vela, demandado, 
ninguno es entre las misit a» partes, por la misma arción y 
mismas causas; sino que son entre otras personas que no son 
el demandudo Vela, y por otra especie de acciones muy distintas, 

12° Que sin embargo de todo lo dicho, el actor Hopkins no 
ha probado la existencia del perjuicio y su monto, si bien son 
de presumirse á pesar de haberlos demandado conjuntamente 
con su acción posesoria; lo que escusa la resistencia del de- 
mandado en estos autos. 

Por estas consideraciones, fallo: declirainh" que debo ampa- 
rar en su posesión al demandante Hopkins y que se intime al 
Juez de Paz demandado, se abstenga de turbarlo en adelante, 
ejecutando ni recibiendo órdenes para dar licencia a ocupar 
dichos terrenos, ni que dicte él tales órdenes, bajo los aperci- 
bimientos á que hubiese lugar por derecho, y dejando á salvo 
el derecho de Hopkins por los danos y perjuicio a que diera 
lugar este fallo, sin especial condenación en rostas. Hágase 
saber original y repónganse los sello-. 



Isidoro Albarractn. 
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ciable la diferencia «le 36 centímetros que faltan pata los 3b 
metros que establece el Código Civil. 

2? La oposición a la mensura, fundada en la nulidad no pro- 
bada del título» y en que han debido dejarse para ribera 150 
varas, ó 50 metros, sin haberse dudo razón justificada, debe 
considerarse como temeraria. 



Coso. — Se eonipmide leyendo el siguiente 

Tall» 4rl Inri r#*rr»| 

Bueno* Airo. Agosto 30 de 1883. 

Vistos: Don Edítenlo A. Hopkins y su esposa Doña Jeanne 
Klvira de Hophin <, promueven juicio de mensura de sos ter- 
tenos ubicados en el municipio de San Femando ; á foja 15 
vuelta se decreta la mensura por el peritu propuesto Don Cár- 
los Campbell; á foja 17 el perito cita á los vecinos y á la 
Municipalidad de San Fernando, para practicar la operación. 
De foja 19 á foja 28, se espide el agrimensor detalladamente en 
su operación; y de ese acto protesta la Municipalidad, porque 
en vez de dejar como camino de ribera, ciento cincuenta varas, 
solo dejaba el perito cuarenta va r ns ú sean 34,60 c. de metro 
y protesta también Don Santiago IVr z Millan y Don Santiago 
Noceíi, porque les tomaba parte de sus lincas, con la operación 
practicada. De*de foja 30 hasta foja 260, se producen articula- 
ciones que quedaron definitivamente resueltas. A foja 260. el 
representante de ta Municipalidad formaliza recien su oposición 
á la mensura, y ya no pide ciento cincuenta varas de camino de 
ribera, sinó cincuenta metros ; y por esta razón pide se desa- 
pruebe la opf ración de untura d ■ foja Iflá fyja 28; y además, 
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alega que Hopkins no es dueño del terreno, porque no cumplió 
con los requisitos bajo los cuales se le hizo esa resion. Xoceti 
no formuló ninguna oposición, degistiendo así dt> h?<hn de su 
proles tu ; Pérez Mi lian formtil i .su oposición á foja 272, rt- pro- 
duciendo úpiinniK lile [og argumentos del representante de la 
Municipalidad, de f ja 200, en la p;irle que niojía ;t Il"pkitis *er 
dueño del terreno, sin agregar otro lu. id ¡¡mentó. 

Hopkins j su esposa contestan la* demandas de desjprnba- 
cion de la mensura. alegando ¡i luja 320 su den eho de propie- 
dad, y manifiestan que esa no ü la cuestión y sostienen, en 
todas sus partes, la operación del perito Campbell. 

Y considerando: 1" Que no bay cuestión ni demanda sobre 
revocación de cesiones ó rescisión do venta tí Hopkins, y por 
tanto, es impertinente cnanto se alegue á este respecto. 

2 o Que aun cuando hubiese tal cuestión, resulta del espe- 
diente agregado « La Municipalidad contra l). Kduardo Hop- 
kins» pidiendo nulidad de títulos c mira este», que ya bay rosa 
juzgada sobre que las compras de Hopkins de los terrenos me- 
didos son válidas é irrevocables; sentencia de I" de Agosto de 
1872 coülirmada por el Superior en 8 de Noviembre del mismo 
año, según consta de ese espediente. 

3* Que lu parte de l'erez MÜlan, representada por D. Ado fo 
Sauce, como cesionario iserito de foja 338 , desistió de su 
demanda ú oposición á la mensura por la iransacci >n de foja 
347, y entonces so¡o quedó fa Municipalidad, que no tenia dere- 
cho ú discutir las concesiones del tmbiemo Nacional á Hnpktrjs. 

4* Que por consiguiente, solo queda en pié la cuestión do si 
el perito debió dejar cincuenta metros, ó ' uarenta varas de 
camino de r ibera. 

5* Que cuarenta vaTas es el camino de ribera que debía res- 
petar el perito, y de ninguna manera 50 metros, estando como 
debia estar á la escritura de foja A A foja 12 y ú lo que preceptúa 
el artículo 2Í), Libro 3", ('¿digo Civil, que lija 35 metros como 
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camino de ribera; y precisamente esto es lo que ha hecho el 
perito en su operación de fojas 19 d 28. 

6" Que el Departamento de Ingenieros, espidiéndose de foja» 
375 á 377, sobre el mérito de la mensura de fojas 19 á 28, la 
encuentra arreglada, observando únicamente que en vez de 35 
metros de camino de ribera, solo se dejan 34 metros H4 centí- 
metros (igual á 40 varas), siendo este el único defecto de ta 
operacioc, según dicho Departamento de Ingenieros. 

7 o Que el erroT, si lo hubiera, de 64 centímetros en 35 metros, 
no es apreciable en las mensuras, según las disposiciones que 
rigen al referido Departamento de Ingenieros que autorizan una 
tolerancia mayor; y tatito menos debe ¡iim'i i.irse, sí se tiene en 
cuenta que la escritura de fojas 4 á 12, eu que el (¡obierno al 
vender el terreno solo ordena dej;ir 40 vanis (34.64 centíme- 
tros) de camino de rib ra, y X mas la circunstancia del Unjo y 
reflujo de las aguas un lus ríos, han podido alterar el puntu de 
arranque de la concesión. De todo Incuul resulta, que aún pres- 
cindiendo de la escritura de fojas 4 a 12, en la operación de 
mensura está cumplido lo dispuesto en el citado artículo 29, 
titulo 6, Libro 3°, Código Civil. 

8° Que resulta manifiesta de autos la completa falta de razón 
y temeridad conque ha litigado la Municipalidad al oponerse 
á la mensura de fojas 19 á 38, que al principio se fundó en que 
no dejaba ciento cincuenta raras de camino de ribera, y después 
limitándolas, redujo á cincuenta metros y alegó, lo que no »-ra 
no derecho de ella, la caducidad del derecho de propietario bajo 
una forma de rescisión é hizo las articulaciones y pidió prór- 
rogas inconducentes. 

Por estas consideraciones, fallo: que debo aprobar como 
apruebo, la operación de mensura de fojas 19 á 28 practicada 
por el perito Don Carlos Campbell, con costas a la Municipalidad 
de San Femando. Notifique» original y repónganse los sellos. 

hidoro Albarracin. 



DE JLM1CIA NACION AL 



rail* de la C«M* lipffM 

Hiu'nos Aires, Mano 8 de 1884. 

Vistos ; por sus fundamentos se ouníirm¡i, con costas, la sen- 
temia apelada de foja treseientu* cincuenta y siete; y repues- 
tos los sel I o», devuélvase. 

j. i, <;ok»stiai;a. - j. duminglez. — 

l LADISLAO riílAS. — S. M, LASPIUR. 
». I>. PlZAItllO. 
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/.o* acreedores del buque ingle,* « ¡inmts » rontra su capitán, 
ífoii David Oírlos Ikmiels par cobru de ¡tesos ; sobre el mé- 
rito de una pericia* 



Sumario. — El reconoeiinieiito pericial ordenado parí infor- 
mar sobre los antecedentes de los créditos que se pretenden 
por loa diversos interesados en el producido de un noque, no 
importa sino un medio probatorio, y nu una resolución judicial. 
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Caso.— Varios aereed ores del buque «Dni>us», lo ejecutaron. 

Reunidos todos ello*, convinieron en que se Tendiera el bu- 
que, y después de vendido, habiendo disconformidad respecto 
de algunos de los créditos presentados, ge convino y ordenó que 
dos peritos, eu vista de los autos, de ios libros del capitán, y 
demás comprobantes, informasen sobre el mérito de los antece- 
dentes, para poder establecer la importa: cia jurídica de rada 
uno de los créditos. 

Los peritos infirmaron estableciendo cuánto, segu'i Fes ante- 
cedentes estudiadas, importaba cada crédito. 

El Juez de Sección aprobó, sin perjuicio, el infotme y citó á 
lo> interesadus á comparendo. 

En el comparendo no se anibú á arrecí a^uno, y batiendo 
el representante d- 1 unos acreedores prestí tundo e-eriln de opo- 
skion al informe, se suscitó la cuestión previa de si debía apro- 
barse ó noel informe, diciendo algunos que estaba ejecutoriado, 
j otros que no cabía ejecutoria á su respecto. 

Hosanu. Octubre 5 de 1NK) 

Visto el incidente y considerando: i* 1 Que la cuestión previa 
surgida sobre la ejecutoria ó nó del informe de los peritos, es 
de poca importar ía para el caso de esta cuestión, por cuanto 
es simplemente un dictúmen que no imparta en ningún sentido 
una resolución judicial, desde que no han sido ellos nombrados 
en calidad de árbiiros, sinó simplemente a los objetos de ta 
acta de foja 57 vuelta. 

2 o Que cualquiera que sea el mérito de ese informe según lo 
dicho, y para el efecto legal que pueda tener, debe darse por 
ejecutoriado, desde que no ha sido observado en tiempo y for- 
ma, pues consta por el informe del Secretario y confesión de 
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las p:irt.*s en tu audiencia, que el escrito de oposición que se 
presentó, no fui acompañado con lo» de< omentos á que él mismo 
se referia, como debió ser para une el Secretario lo presentase, 
como correspondía, al despacho; á que se Agrega ti hecho abu- 
sivo i indebido de haber el procurador Hayues, no solo no 
asistir a la audiencia ;i que estaba citado, sino el haber rete- 
nido el espediente en su poder y, ausentádr.se, privando asi á 
las demás partes de usar del dercchu que tenian para deducir 
las observaciones que estimaren convenientes, sobre ese mismo 
informe. 

Por estos motivos y en el sentido espresado, téngase por eje- 
cutoriado ese informe, apercibiéndose al Procurador I). Eduardo 
Hay nes para que eu lo sucesivo no retenga en su poder los 
autus, Como esta vez lo ha hecho. 

FeneloH Zuviria, 

Un* ñus Aire». Mino 8 de 1884 

Vistos: no importando el reconocimiento y dictamen pericial 
practicado en esta causa, resolución judicial alguna, como dice 
el Juez de Sección en su primer considerando, sinó un medio 
de prueba ordenado para major ilustración del Juzgado, la 
Corte revoca el auto apelado de foja setenta y cinco Yiiulla, y 
ordena que, previa reposición de sellos, se devuelvan los autos 
al Jue* de Sección, para que resuelva lo que corresponde á de- 
recho, según el estado de la causa, 

J. fe. GOROBTIAGA. — J. DOMIHGUU. 
— L LADISLAO FRIAS — 8. II . LA*- 
Plllfe. — M- D. P IZA RUO- 
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C AI NA X\\ 



Cnmmali contra Juan Varios l'crtoli i a ¡ Juan tiiordaneUo; 
par circulación de moneda falsa de plutn, de curso lw¡al cu 
ta fíepúbtica. 



Sumario. - El reo de Circulación de immeda ful si ú*- pía tu, 
de curso legal, ron 1» circunstancia atenuante de la poca can- 
tidad circulada, es castigado con la pena de cuatro años de 
trabajos forzados y multa de seiscientos pesos. 



Caso. — Se halla referido en el sigutniu- 

Btiflm»* Ajre*. Octubre M de Ifi&í 

Y vistos estos autos seguidos á Juan Carlos Feriolí, por cir- 
culación de moneda falsa, deloseuiles resulta lo siguiente: 

I o Que á las odio de la noche del dia 22 de Abril último, el 
«cusado Ferioli se presentó tu el almacén de D. Agustín Viale, 
calle deChílf* esquina á la de ¡Saraudi, j pagó un atado de ci- 
garrillos, que compró, con una monedo de 50 cent, n&ciouales; 



de la Sección 8\ foja 3 y declaración de 

el 17 dél mismo, acompañado de Domingo Falsoli, 
estuvo en ta fonda de Doña Luisa Monti, calle de Corrientes 
N* 6Í4, y en varias otr ¡s casas ié negocio, en todas tas tuale», 
pagaba el gasto con la misma etapa do monedas; declaración de 
la citada Doña Luisa foja 9 vuelta y de Falsoli faja 98 vuelta. 

Que en poder del acubado se ha encontrado la cantidad 
de 594 pesos m e. compuesta de ta m inera que espresa la rela- 
ción de rojii t, y II atados de cigarrillo». 

%" Que interrogado .sobre la procedencia de las monedas y 
del dinero encontrado vn sit poder, contesto, respecto á aque- 
llos, que su lúa había encontrado en la fonda de Doña Lui*a 
Monti, dentro del colchón de la cama en que durmió esa noche, 
y que el dinero lo hubo de su patrón D, liafael JJanini, en pngo 
de sus salarios, como peón del horno de ladrillo que aquel 
esplota. 

5" Que estos hechos no son ciertos, rutes, de las dec lar ario- 
citadas, de Dona Luisa Monti y de Domingo Falsoli, re- 
i, que antes de dormir en la fonda el acusado liana pagos 
dichas monedas ; y de la de Baniui, foja 16* resulta, que no 
tbia dado sino 100 pesos ui/c, con lo cual convino Ferioli 
»l careo de foja 17. 
cinsiderando: I* Que de lo relacionado resulta que Fe- 
rioli ha hecho circular moneda falsa de plata, de curso legal en 
íepúblid, lo que constituye el delito previsto y penado por 
artículo 60 de la ley Penal. 

3" Que la moneda de plata circulada por el acusado, es falsa, 
como resulta del informe de la Casa de Moneda que corre á 
foja *4. 

3" Que siendo pequeña la cantidad circulada, y la que se 
encontró en su poder, constituye este hecho una circunstancia 
atenuante. 
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Por estas razones, fallo: declarando á Cárlos Ferioli convicto 
del delito de circulación de monedas de plata falsa, con curso 
legal en la República, con la circunstancia atenuante de la pora 
importancia de la circulación ; y de acuerdo al artículo 60 de ta 
ley Penal, se le condena a la pena de cuatro años de trabajos 
fortados ó una multa de 500 $f. j á las rostas del juicio. Hádase 
saber ; comuniqúese «1 Poder Ejectttivn Nacional para su ejecu- 
ción y repónganse los Bellos. 

i 

Amtrv* Ugarraa. 

VISTA DFX SEAOft PROClHADOK GEÜEKAL 



Bu*;no» Aire», Febrero 16 Je I8Si 



Suprema Corte: 



Encuentro perfectamente comprobado el hecho y proporcio- 
nada la pena. 

Ferioli fué tomado infraganti, en el momento en que se ocu- 
paba de hacer circular moneda falsa, f. 8. En el acto de ser 
aprehendido, se encontró en su poder la prueba acabada, como 
si dijéramos, el cuerpo mismo del delito. TVnia en sus bolsillos 
cantidad de monedas falsas, y gran número de papeles de á peso 
cada uno; prueba irrecusable de que cambiaba con frecuencia 
laa monedas por papel, comprando objetos de poco valor. 
El hecho de encontrarse en su poder once atados de cigarrillos, 
cuando nadie lleva sino* uno, prueba que los compraba sin mas 
objeto que dar corso á su mercancía falsa. 

No se trata, pues, de presunciones mas ó menos fundadas, 
según dice la defensa, sinó de la evidencia misma del delito; 
consta todo por la presencia irrecusable y brutal del hecho. 

A todo esto, solo se dice que Ferioli encontró dentro de un 
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colchón las monedas que hacia circular, y que ignoraba fueran 
falcas. 

l o primero, <^tá d esmen tido por el testimonio de D* Luisa 
Monti y H, Domingo Falsoli, que divlaran que el procesado cam- 
biaba monedas falsas a riles de la noche en que dice haberlas 
encontrado. 

No basta, por otra parle, decir que ignoraba que fueran 
falsas. Kl afán con que su empeñaba en hacerlas circular, com- 
prando objetos qu*' no necesitaba, prueba lo contrario. Nada 
sería mas cómodo que esta facilidad para lavarse las manos en 
la perpetración do hflOhna criminales. La presunción natural es 
qiü' cada uno sabe lo que hace, y no puede admitirse lo contra- 
rio, sin una prueba evidente que lo destruya. 

Pido, por todo e*to, la confirmación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 

m 

FalU ér I» € «ríe l«|frcn« 

Bueno* Airei. lino H de 1884. 

Vistos: por sus fundamente», f de acuerdo con lo eapuesto 
y pedido por el Señor Procurador General, se confirma, con 
costa-, la sentencia apelada de foja cuarenta y nueve. Comuni- 
qúese al Poder Ejecutivo y devuélvanse. 



I. fi. GOROSTIAGA. — J. DOMHGUU. — 
l LADISLAO miA5. — ». U LASMUft. 
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Criminal, contra Juan l\. fie lu Cmn. Ximltis Hruzzo, /Vrfro 
t'm'ficntitia. Juan iHiciori, (ittónuño ÜñMHHttto t tnioitút 
Saccone, Alejandro Scotin y Jtim> Cwtalim : por robo »'/* ¡a 
ttiuaiw i»s firiwrnts tw. \j rumplirñltttt ?n M t )X tb'tm'tx. 



■ 



Sumario. — 1" Son autores prinoipaU'3 «leí crimen el que lo 
comete directamente y los que prestan la cooperación, sin la 
cual no habría podido consumarse. 

2'' Ks cóuiplioe en segundo grado, el que antes de la i onsu- 
macion del crimen, ha prometido ocultar *>l hecho, y darle cual- 
quiera otra anida de* pues de consumado, 

3 o Son meros auxiliadores, los que cooperan ¡í ocultarlo, des- 
pués de consumado. 

4" Tratándose de un robo en lus depósitos de Aduana, con 
fractura y escalamiento, es justa la pena de cuatro anos de 
trabajos forzados, para los primeros, y «'js años para el segundo, 
siendo de arresto la de los últimos. 



Caso. — Se halla referidu en el siguiente 
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Valí* del Jttra f ederal 

ftie-no. Aires. S-Ui-iubr* I - Je lí*H') 

Vista esta cansa seguida eontra .litan ItautUta De la '"asa. 
Nimias Hrnzz i y Podro Car peni ino, por robo de mercancías ¡f|i 
lu< depúsi 1 o- de ta Ada mi, \ i ra luán* 'Ihe r¡. Gerónimo 
Garavento, Antonio Saeeonp, Alejandro Sootto y Jo-é i'asiilíni 
acusado-, de eoiuplici la I < ti hesito, de lo que rcstilfa: 

I" Que con ft'flia II de Noviembre oV 1881 se dirijió al Gefe 
til- folit ía el r.imisiri'i de la S. - -. m 2 J m tnífWUn lo : que en 
lis depósitos de la Aduana nueva, á cargo los Guardas 
1». Kiías Hegn.-ra y 1». Manuel .1. Sinuiento. se iiutii i efectuado 
un rpbo de mercaderías, pira cuya verificación sus autores 
lialjiau viuk*ntaJ>» las puertas el te rio rea de los d<pú>¡to.s 
teniendo que valerse de rúenlas para ascender á • din-, pues los 
depósitos rob idos están situado:! en la parto alta del edificio. 
Ordenada Ka averiguación de¡ hecho y el *' diestro del robo, 
fué comisionado el Comisan j de ta Sección P a ™ levantar la 
indagación correspondiente» J este funcionario, terminado su 
cometido, se dirijió al S r . üefe de Policía i&cftn? panado de una 
indagatoria constante de 0t útiles que corre de f... áf,..y 
dando menta de su deseiupeñ" en la> siguientes formas: que 
a pesar de ta nscnrida I deque aparece rodeado el rubo cometido 
en la Aduana el día 20 de Noviembre próximo pilcada, sus per- 
petradi-res u>f habían podido esi-apir á la acción de la autoridad 
p iliciai; que de la ind i¿ it >ria acompañada resulta, que Antonio 
Boazzi ia) Gianchiri concibió lu idea del robo, invitándolos á 
V. Rdggio(s) Wan; Andró-; Canes -a (a) Genova; Pedro f'arpen- 
tíuo (¿i) Tuggé; \ieolá-i Bruzzo (i) Pastelín y Juan Kantista 
Pe la Casa (a) fac hina, cuyos individuos puntos de acuerdo 
para la realización d I robo, llegaton embarcados en nu bote al 
muetl ■ de la Aduana como á las H 1 . de la noche del 19 de 
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Noviembre; Que una Tez allí. Antonio Boazzi, iniciador de] robo, 
fué el primero que subió, valiéndose para ello de un gancho que 
desde el muelle aseguró en lúa rejillas de lu galería. Tras de él 
fueron; Raffio, Canessa y De la Cusa, permaneciendo en el bute 
Carpentino y Bruzzo; Que una vez dentro del depósito, cura 
cerradura forzaron, Antonio Boazzi, se retiro llevando consigo 
dos pequeños bulto* de mercancía*, permaneciendo los otros 
trea, para arreglar lo une debían llevar, quienes no habiendo 
trabajado durante esa noche por temor di- que encendiendo lux, 
fuesen descubiertos, emplearon todo el dia Domingo en abrir 
cajones y colocar en bollas de lienzo tos objetos que debiau 
llevar; Que como á las 8'; . de la noche regresó Antonio Boazzi, 
acompañado de Carpentino y llruzzo, ea dos botes, empezando 
luego la operación de c.irgar los ohjetos robados y tomaron en 
seguida la dirección de las islas de la Hoca, penetrando por el 
arroyo Haciol y que allí trasportaron en dos canoas, preparadas 
de antemano por Antonio Saccone (a) .Mi», y Gerónimo nena- 
vento (a) Gira, todos los erec tos y lo* desembarcaron en Ja 
quinta de Juan Olivien, quien les aconsejó que para mayor 
seguridad los trastadáran, como en efecto lo hicieron, á un 
pajonal que le llaman de «paja brava»; Que cinco ó seis días 
después dieron principio á la introducción de los artículos como 
contrabando, lo que verificaban ayudados pur los changadores 
Alejandro Scottoy José Casalini. 

¥ Que remitidos toa antecedentes al Juzgado, se ordenó 
la instrucción del correspondiente sumario, proced ¡endose en 
consecuencia á recibir declaración indagatoria á U detenidos 
Juan Bautista De la Casa f. 90; Pedro Carpentino f. 91 v. ; 
Nicolás Bruzzo f. 103, Antonio Saccone f. 102 r., Juan Mor- 
chelti l 101, Leopoldo Zordetto f. 78, Alejandro S.otlo f. 79, 
Juan Casalini f. 83, Juan Ulivieri f. 84, Gerónimo Garavento 
f . «7 y Josefina Zordetto f. 109. quienes en su esposicion se 
ratifican en lo declarado ante el Comisario de la Meccion 2 1 y 
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de que instruye el putede ese funcionario, corriente á f . ... 
con excepción de ia pi^te en que De la Casa esplica |a minera 
como penetró á tos depósitos, negando que fuera por medio de 
escalamiento y asegurante ante el Juzgado que entró por el 
portón de fierro que comuni a con el muelle. 

3° Que tomada confesión a n cargos d Juan Bautista De la 
Casa, confiesa haber robado enes depósitos de ta Aduana, ne- 
gando tan solo el cargo q*ue se t« formuló de haber entrado á 
los depósitos por medio de escalaron nto y fracturando las puer- 
tas. Pedro Carpen tirio, en el mismo, a lo confiesa su participa- 
ción en él. excusándose en que fué I Ir van por engaño y que una 
vez que supo que se trat iba de robo, continuó tomando parte en 
él, porque Antonio Hoazzi lo amenazó con fe icerle hacer una 
mala figura si no continuaba. Nicolás Bruzzo, onteat.mdo el 
cargo que se le formó de haber robado en los de^itus de la 
Aduana con escalamiento y fractura, dice que no r né á la 
Aduana con intención de robir, pues creía que los comerciiutes 
le entregaban las mercancías para efectuar un contrabando v 
que él no entró á Jos depósitos, habiendo subido solo una ve» 
arriba del muelle. 

Juan Olivieri, procesado por complicidad en este robo, niega 
el cargo que á este respecto le formó el Juzgado y asegura que 
no conoce á ninguno de los ejecutores del mismo, sinóá Kaggio, 
á quien no ba visto desde la fiebre amurilla. Habiéndole for- 
mado cargo el Juzgado por lo que espresa ron respecto a Raggio, 
cuando de sus declaraciones consta que tanto este como Boaxzi t 
Carpentino y De la Casa estuvieron pocos diaa antes del todo 
conversando con él en sn quinta, contestó que es cierto que 
estuvieron, di.-iéndole Kaggio que Antonio le manifestó que 
tenia que hacer pasar una ropa que un tio le enviaba de Europa 
y que si podía permitirle un lugar para ocultarla, á lo que él 
accedió. Agrega d espite* que se negó á que su mujer tuviera 
noticia de la ropa que recibía por no estar de acuerdo con ella 
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y espUca el cargo que se le formó de haber tomado para sí 
parte de los género* su>traidi-s á tu Aduana diciendo rjue los 
encontró en l¡i quinta esrundidos entre las pajas y se apoderó 
de ellns, porque no sabia á quien pertenei fian, fe) procesado 
cómplice, Alejandro Scotto, contestando el cargo que se te forma 
de lialier lomudo partieip u 'um en ti i * Ijo auxiliando á sus auto- 
res á llevar las mercadcrí s á !» V">c&:j pagarlas de allí lí la 
ejudad, eoiit -tú que e< cierto, que Un prestado la ayuda que 
espresa cu büs rfeolaraciottes, paro en fe ¡níelijgencia de que se 
trataba í* un contrabando y bo dé ht'-rcaderias robadas, !■ or- 
inado igual cargo al profesado Ju-é < "a-alíni, diú bis uiisuias 
es p| i caen Mies que SootKt, Ku el Ji.i>n.o sentido se produjeron 
(Jerónimo tíat aventó y Antuvio Sáceoste* á quienes se les ferino 
cargo por haber atildado á llevar Ls mercaderías \ ta Boca y 
hacerlas pasar á tierra lirme. 

V considerando: I" LJuc de la e-pusicjuu que antecede resulta 
plenamente couiproltado que el día 20 de Noviembre de 1881 se 
efectuó mu roli o de mercaderías en los depósito- de U Aduana 
iiueca, hiendo sus autores principales los individuos Antonio 
Boazii, Joaquín V. Haggío y Andrés Canessa, prófugos, por lo 
cual i-I Jugado prescinde de toin..rlos en consideración en este 
falto, artículo M70 de la ley -le i i de Setiembre de 1Hti3, y 
.Juan Bautista üe la «asa, Pedro Carpen! ¡no y NieohU líruzzo. 

2" Que ta culpabilidad de estos tro úí timos u*< ofrece la mas 
uii n i uní duda, pues aparee- evid'-u i emente acredita da por sus pro- 
pins confesiones v declaraciones, corrientes á f, íkí, 91, lo;l, I ^ti. 
128, 127, 153. V en . oufonnidad por lo tauL«, con 1<> que al res- 
pecto establecen l is leyes 1* y siguientes del iítulu VA par- 
tida 3", aparte de otras circunstancias que surjen del proceso y 
robustecen aquellos medios probatorios. 

3*> L¿u< los tres individuos mencionados lian contribuido prin- 
cipal y directamente á la p rpetracion de! detilo, pues aunque 
del sumario resulta que líiiicaiue.ite Ji.au Bautista Ue la Casa 
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penetró A los depósitos, no es menos cierto qiu- Carpen tino j 
Bruizo permanecieron en los bot-s junto al muelle de ta Aduana 
é intervinieron en la carga y oond acción de los objeto* robados, 
hasta las islas de la Boca, hechos que s ..gnn la opinión de los 
autores y de acuerdo cou deposiciones terminantes de la ley, 
bastan á constituir Igual grado eti Ja culpabilidad. Así Rossi, 
por ejemplo, no Late disttm ion y npnta tan culpable al qué 
guarda la csculi-ra (Orno ¡il qne toan el objeto del robo, al que 
penetra en la casa c rano a que está de ce» i hiela en «la puerta. 
Y en el caso actual, esta reeja d 'criterio is de es rirtu j.plica- 
cion, pues es evidei te que aun r uando liruzz» y Ca-pemino no 
entraron á los depósitos, si «ftbfl po lntLKr.in tomad» en el rubo 
la ]»iutieipatj..ii que queda espresadu, la realización de e^te se 
huiiies* dificultado notablemente: habrá faltado la t$!aiwia 
eficai que Hlog prestaron y la eoopcraci..n no menos importante 
á tíúu se ha hecho ya rcIVrenci r. Han pues toma lo ptt licip «ion 
coisrU-ute y Lbreaicnie en la rjVuciou material di I uVlito. 
(Véa<ea,lem.is: Carrara, TnnmL safa ta ieji t.i te h tentativa 
y la complicidad y la ley ?,i>, UiuU |4, partida 7»). 

4' Que Km circunstancias que concurre.) ií agravar la situa- 
cioti d ü De ta Casay'baber violentada las piurías dt los depó- 
sitos, resultan comprobadas por U hecho declarado por ÍL de 
haber entrado ¡1 los depósitos, y por lo que¡í este respecto cuiisU 
en la diltjeucia de inspección ocular corriente ¡í f, láG. 

5" Kl delito cometido por líe la C. sa, Cari entino y Bruno se 
encuentra preiistoy penado por el ¡netso 2 o del ariiYu!o8l ( | e 
la hy de I i Setiembre de 1803, que establece que el que sus- 
traje e efectos de los almacenes de Aduana sera castrado con 
la pena de tres ¡í seis afloi de trabajos forzados. 

& ^ Me l íor 10 V* respecta A Juan OlUieri, Gerónimo Gara- 
vento. Antonio Saeconi, Ah jandro Seotlo y José Casalini, eiis- 
ten en los autos medios de convicción suficientes pura acreditar 
su complicidad en la d.hsuiüjcíou del delito. 

t. KYU « 
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7* Que Juau Olivieri declara j confiesa que dias antes al 20 
4e Noviembre estuvieron en la isla, Boaxxi, Raggio, Carpentino 
j De la Caaa j accedía entonces á que depositáran en la illa las 
mercaderías. 

S* Que la causal que étespresa, de que se trataba de un con- 
trabando, aunque no lo exoneraría de pena, pues es este igual- 
mente un delito, no es veros i mil, atendiendo & las circunstan- 
cias de que el hecho aparece rodeado : ta hora en que fueron 
desembarcadas las mercancías, y deuws precauciones que en 
ese sentido se tomaron : la diversidad de artículos que se con- 
ducían, su acondicionamiento ú enraso, etc. 

9" Que de autos resulta comprobado que Olivieri, valiéndose 
de la mujer Giuseppina Zardetto, vendió algunas piexas de las 
que constituían el robo, no siendo admisible la espliracion que 
étua, deque no sabia á quien pertenecían las mercader ios, dados 
los antecedentes que con respecto a ellos quedan consignados. 

ÍO' Que eneonsecuenciii, 1 1 participación queÜIivieri tomó en 
el delito es la de cómplice de primer grado, pues tuvo conoci- 
miento de él antes de su perpetración, facilitó su isla para la 
ocultación y guarda de las mercaderías y aprovechó también del 
robo (artículos 48 y -49 del Código Penal; y véase nota de los 
artículos correlativos en el Proyecto de Código Penal, redactado 
por el Dr. Tejedor}. 

ii° Que con respecto á Gerónimo Garavento, Antonio Sac- 
eoni, Alcjundro Scotto y José C;is¡ilini, deben aplicarse las mis- 
mas consideraciones aducidas con motivo de Olivieri. por resul- 
tar de autos que también tuvieron noticia del delito con ante- 
rioridad a su ejecución y prestaron después una ayuda eticas 
para la traslación de las mercaderes, por cuyo motivo les com- 
prenden las disposiciones legales recordadas en el anterior con- 
siderando. 

Tor estos fundamentos, fallo ; declarando, á Juan Bautista De 
la Casa, Pedro Carpentino y Nicolás llnizzn. autores principales 
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del delito de sustracción de mercaderías de loa depósitos de 
Aduana, cou las circunstancias agravantes de escalamiento y 
fractura ¡j a Juan Olivicri, Gerónimo Oaravento, Antonio 8ac- 
eoni, Alejandro Sc.ttto y José < ;iü;iIíiií. cómplices en primer 
grado. 

En n consecuencia y en conformidad al artículo 81, inciso* 
de la ley Pena] de Setiembre <le 1 i de 1809. y con arreglo al artí- 
51, inciso 3- del Código Penal, condeno ú He la Casa, Carpe» ti no 
y liruaio, á la pena de cintro ¡mus de trabas feriados y al pago 
de laa costas procesales; y a dos «Boa de la misma pesia y al 
pago de las costas, i Jos cómplices ülivieri, líaranuto, Sarconi, 
Scottoy Casülini; debiendo empelar á contarse el término de la 
pena prefijada para los autores y cómplice*, después de los pri- 
meros seis meses de la prisión que llevan sufrida artículo 171 
del Código Penal). 

Mbrese oficiu al Sr. üefe de Policía á lin de que constituía 
en prisión á Juan Qlmeri. Hágase saber, notificándose con el 
original; comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cumpli- 
miento y repónganse los sellos. 

André* Ugarrúa, 
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Suprema Corte: **" ***** * 2 d * 188J * 

ti robo audaz perpetrado en los depósitos de Aduana que 
lauto ocupó la atención pública de esta capital á linea de 1881, 
fué. si» disputa, perfectamente combinado y llevado á ejecución 
con muy grande habilidad. 

No era cosa sencilla burlar la vijilaucia de la autoridad á sus 
mismas oarb.is, y precisamente en el depósito central, que 
encerraba mercaderías pur millones. Los que meditaban et atre- 
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rido golpe conocían bien oí momento y e! lugar. Elijieron un 
día Sábado par a darte mas tiempo, y la parte del rio por donde 
meaos podían ser sentido*. 

T no bastaba hacer el ro)>o ¿eó:no ocultar objetos Toliimi- 
cosos, si h.ibiu dcv^ler la pena? N nl,i mas á propósito que loa 
pajonales de la Boca; y al efecto, prepararon de antemano el 
terreno, conquistando nn cómplice; y como los botes no podían 
entrar á arroyos estrechos y sin fond?, buscaron, y Apostaron 
•n e) momento preciso, cmois pura el trasbordo. Todo salió 
como se había calculado, l'nr muchos días las mas activas dili- 
gencias de la Policía no dieron el mas lijero indicio, y á no 
haberse apresurado la reata de tus o bit- tos robados, acaso todo 
habría quedado, hasta ahora, en el misterio. 

Encontrado rí primer hilo todo fué fácil des pues. Los lauda- 
bles esfuerzo? de la puliría pusieron luego de maní tiesto anta 
los mas pequeños detalles, 

Todo hace creer que el primer pensamiento partió de Antonio 
Boatzi, boy prófugo. 

Concebido el , "un, necesitaba auxiliares, y los encontró sin 
gran dificultad, en Juan B. De la Casa; Pedro Carpentino, 
Nicolás Bruzzo, M. Rüggio y Andrés Canes», 

En dos botes fueron ha seis al muelle de la Aduana el Sábado, 
Al entrar la noche; y penetraron, subiendo por una cuerda, á 
uno de los depósitos ultus, forzando la puerta. Iloazzi se retiró 
al poco tiempo con algunos efectos, y volvió á la ciudad con 
Bruzzo y Carpentino. Lüí otros tres quedaron en el depósito la 
noche del Sábado y to'o el dia del Domingo, para escojer á su 
satisfacción lo que habían de llevar. 

El Domingo al oscurecer volvieron en los botes, Boazzi, 
Bruzzo y Carpen tim* ; cargaron todos los artículos que pudieron, 
y se encaminaron todos al lugar que tenían elejido para ocul- 
tarlos. Al llegar á la Boca, encontraron á Casal in i, Gara Tentó, 
Saceoni y Scotto, que los esperaban con dos canoas. 
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Hecho el trasborde, se pncarmnaron A ta quinta de Olivien. 
que, prevenido tres il ¡as ames (a mi* ¡en loa esperaba, 

Todo» estos de ta lies pueden seguirse paao a" paso en las decla- 
raciones del sumario. I.uj procesados estíiti todos convictos y 
confesos, y lu única tlilieultad consisto en aplicar A cada uno su 
pena en proporción ó su participación en el delito. 

El Sr. Juez, con sobrada rií-iii, considera De Ja Casa, Car- 
peni i no y líruzzo en la categoría de autores principales. Con 
respecto á ¡Sé la Tasa, no hay duda pos. lile, puesto que fué de 
lo» que entraron al ííe¡ósito. 

Se dice en favur de Carpen tino y Iiruzin.que solo estuvieron en 
los botes, y que miau se trataba de un contrabando, no de robo. 

Desde luego, la idea de contrabando en este caso es simple- 
mente abüqrd*. permítateme la eepreaion, T)s no tener otra cosa 
que decir, pretender pur un momento r¡ue sea acto de contra- 
bando entrar Violentamente a los depósitos üscales, apoJerane 
de las mercaderías á diestra y siiiiestr¡i, y aprobárseles, El con- 
trabando supone sii mpre la existencia del dueño, que solo tiene 
en vista evít-tr el pago de derechos, 

£1 robo, por otra parte, no consiste en el acto material de 
entrar y salir del lugar en que ¡-e comete. 

Bruno y Carpentinu fueron con los otTos en los botes, ayu- 
daron a cargar y desear gur lus mercaderías, y sí no entraron á 
los depósitos, es porque alguno debia quedar fuera para la 
vijilmicia indispensable y pura recibir los mismos artículos, 
que los que habían entrado Ies alcanzaron. Tuvieron conoci- 
miento perfecto de lo que se tramaba ; presenciaron la ejecu- 
ción ; y lo que es digno de notarse, tuvieron un dia entero para 
meditar sobre la gravedad del crimen en que estaban empe- 
ñados. Persistieron en ¿1 á sabiendas, y justo es sufran sus 
consecuencias. 

Si algo pudiera objetarse en estaparte á la sentencia, es qne 
no buya aplicado el máiimun de la penu. 
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La sentencia considera cómplices en primer grado A Olmeri, 
Gararento, Saceoní, Scotto y Casalini. 

Con respecto á Oirieri, la clasificación me parece exacta. 
El tufo conocimiento del hecho tres ó cuatro días antea. Su par- 
ticipación era de la mijar importancia, por cuanto facilitaba 
un elemento indispensable, y sin el que no podía realizarse. 
En rigor, bien pudiera considerarle al nivel de lo* autores prin- 
cipales, y la simple clasificación de cómplice, es benévola. 

Si dice taro bien en su descargo, que entendía que solo se 
trataba de un contrabando. Repetiré sobre este particular, lo 
que decía con respecto á [ínizfco. Todo, todo concurría á persua- 
dir que se trataba de un (tobo, uo de evitar el pago de derecho». 
¿Dónde estaba el comerciante dpefio de Ins efectos? ¿Cómo es 
que todos incluso el misino Ulivieri, se los apropiaban? 

Si alguna modificación admite la sentencia, es »on respecto á 
los boteros y changadores que fueron con las canoas. 

Fueron llamados sin tener pn'vio conocimiento del robo, j 
cuando ya estaba cometido. Bien pudieron creer, ellos sí, que 
se trataba de un contrabando, cosa que no debía serles nueva, 
ni causarles mucha alarma. Su cooperación ha sido menos 
directa que la de Ulivieri; y menor también, y casi insignifi- 
cante, el lucro que recibieron. No es ju^to igualarlos en la pena. 
Con mas propiedad y á lo sumo, puede ser considerados cóm- 
plices en segundo grado. 

Pienso por todo esto, que debe V. E, confirmar la sentencia 
apelada, reduciendo á quiucc meses la pena con respecto á 
Gerónimo Garavento, Antonio Sacconi, Alejandro, Scotto y 
José rasaliui. 

Eduardo Costa. 
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Bu-no» Aire», Mano 11 Je 18fW. 

Tistos y considerando t que de autos resulta probado, que los 
procesados Juan B. De la Tasa, Nicolás Bruzan y PedroCarpen- 
tino, han tenido participación directa y á sabiendas, en el robo 
de mercaderías en los depósitos de Aduano, cometido de ron- 
cierto y con juntamente con los otmB individuos prófugos, el 
día Teiute de Noviembre, de mil ochocientos ochenta y uno; 

Que no puede establecerse diferencia alguna en los grados de 
culpabilidad de cada uno de ellos ; por la circunstancia de que 
unos penetraron á la Aduana, y -Jiros quedaron en observación 
en los boles, concurriendo después todos á la carga y conduc- 
ción de los objetos robados; porque sin esta distribución de 
roles de tos criminales ó distinta manera de obrar en la ejecu- 
ción del delito, no habría rodido asegurarse su consumación; 

Que debe considerárseles, en consecuencia, y atento lo dis- 
puesto por el artículo treinta y uno del Código Penal, como 
autores principales del delito; 

Considerando: respecto á Juan Ulivieri, que está probado 
también, por las declaraciones de autos y por su propia confe- 
sión, que facilitó su isla en la Boca del Riachuelo, para la ocul- 
tación de las mercaderías robadas, cuyo auxilio había prome- 
tido antes de la perpetración del delito, y que aprovechó del 
robo, apropiándose y vendiendo algunas mercaderías; 

Que aun cuando la complicidad que estos hechos importan, 
no se encuentro comprendida en ninguno de los casos que 
determinan los artículos cuarenta y ocho y cuarenta y nuete 
del Codito Penal, se halla sin embargo regida por la disposición 
del inciso quinto del artículo cincuenta y uno, que declara cóm- 
plices tn segundo grado «á todos los que antes ó durante la 
consumación, hayan prometido á los criminales ocultar el hecho, 
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ó darles ewfquier otra ayuda después de consumado el crimen ■; 

Que este delito es castigado con la mitad, cuando mas. ó con 
la cuarta parte, cuando menos, ele la pena de prisión que me- 
rezca el autor principal, con arreglo a" lo prescrito por el inciso 
tercero del nr líenlo cincuenta y dos del mimo Coligo; 

Considerando, por ultimo, respecto á Antonio Saccnni, José 
Casalíní, Gerónimo Gar.irentoy Alijmdro 3i:ottct ( qire la conpc* 
ración que ellos prestaron coa las canois, para la internación 
y ocultación en la isla de las mercaderías r libadas, después de 
consumado el delito, y sin que conste que hubieren tenido cono- 
cimiento del hecln autos de su ejecución, los responsabiliza 
solamente como meros auxiliad urea ú fautores d.*l delito, y 
deben ser castigados, según lo dispuesto por el artículo setenta 
y cuatro del Código Penal, con la pena de arresto por un tiempo 
muchísimo menor, que el de prisión, que llevan sufrido; 
. Por estos fundamentos, y los concordantes del Juez de Sec- 
ción, se continua la sentencia apelada de foja ciento ochenta y 
cinco, escepto en la parte que condena á dos anos d¿ prisión á 
Antonio Sueconu fusil Casalini, Gerónimo Gara rento y Ale- 
jandro Seotto, los cuales serán puestos en libertad, comí lo 
pide el señor Procurador General, dándose por computad i su 
delito, con el Largo tiempo Ju prisión que han sufrido. Notifí- 
qnese esta sentencia con el original, comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo, y devuélvase. 

J. B. GOBOSTJAGA — ULADISUO FEIAS. — 
S. H. LASF1UB. — N. D, FUABBO. 
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CAUSA XXVII 



D. Agustín B Miguen* contra D. Pedro Eíizalde y O; «6re 
despojo y daños y perjuicios. 



Sumario. — E* inadmisible U calificación de despnjo, atri- 
buid a á la entrega de mercaderil!, hecba con consentimiento de 
su dueño. 



Caso.— Se halla referido en el siguiente 

Wmif 4*1 Smmu Ptiwal 

Buenos Airei, Octubre 15 de 1883. 

Vistos estos autos seguidos por D, Agustín Benito Migúeos 
contra lo* señores Pedro de Elizalde j CV 

Resultando: Que en el mes de Octubre del año próximo 
pasado se presentó al Juzgado el primero manifestando qne ha- 
bía tenido establecida una casa de Sastrería j Ropería por ma- 
yor y menor en la calle de Rivadavia V 461 y 408, con un ca- 
pital que excedía do 16,000 $f; que entre los acreedores de la 
casa figuraban aquellos señores por pagaré no vencido, y el 
Banco Nacional por 2510 Jf : que iniciada la ejecución por al 
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Banco » procedió ai emlu ¿o de las mercaderías y estando 
en es» operación se presentó Elixalde con une órden de aquel 
establecimiento pare suspender dicho embargo, haciéndose él 
mismo depositario de todas las existencias, levantando al efecto 
m int Ontario de ellas: que Elizalde se habia apoderado de 
todas esas existencias de la casa, las que representan el valor 
que había manifestado, cnando el crédito del Banco solo era de 
2520 $f; que 1» casa de Elixalde y O, ni en tu carácter de 
acreedora ni en el de depositaría nombrada por el Banco, habia 
podido por sd sola autoridad sacar las existencias ; y que en 
Tiste de esto, reñía i entablar demanda contra dicha casa para 
qne le entregue las mercaderías estraidas por valor de 16,000 ¿f 
y para qne le abone los daños y perjuicios que estimaba en 
8000#f. 

3° Que la casa demandada contestó á f. 7 negando termi- 
nantemente que hubiesen cometido el despojo que les imputaba 
I» demanda, pues las mercaderías á que se referia Miguen* 
estaban en so poder entregadas por él mismo. 

3° Qne la causa fué recibida á prueba para que se justifique 
qoe Elizalde y C" se habían apoderado, sin título alguno, de las 
mercaderías de propiedad de Niguens, poi valor de 16,000 0f, 
y que ese hecho le habia cansado perjuicios, ascendiendo estos 
é 1» suma de 8000 |f; habiéndose producid o en el término le- 
gal la que espresa el certificado de íi 00 vuelta y posterior- 
mente, el documento de f. 66, euya autenticidad ha sido compro- 
bada por el dictamen uniforme y acertivo de peritos calígrafos, 
espresando en el acta de f. 25, en el cual ae establece que la 
firma, qoe lo suscribe pertenece al mismo demandante, D. Agus- 
tín Benito Migúeos. 

T considerando : t> Qne el actor atribuye i la casa de Eli- 
zalde y O, para motivar la indemnización de daños y perjui- 
cios que solicita, un verdadero acto de despojo, qne no ha po- 
dido existir sin el empleo de medios violentos A clandestinos 
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«leparte de los supuestos despojantes, conforme i loa términos 
de la ley i 0, título 10, partida 3% de manera qoe para qoe sea 

procedente la acción instaurada como consecuencia del hecho 
ilícito producido, el actor hn debido justificar ta concurrencia 
de cualquiera de las circunstancias enunciadas, pues por to 
naturaleza no se presumen, 

3* Que entretanto, del mismo escrito de demanda se infiere 
qoe no solamente no ha habido tal despojo, en el sentido jurí- 
dico de la espre&ion, sin ó que Elizalde y O procedieron á ocu- 
par las existencias Je la casa del demandante, en virtud de fa- 
cultades inherentes al cargo de depositarios, de que f aeren 
investido* por quien podía legalmente hacerlo, pues en el pár- 
rafo 4° dice el actor • que iniciada ejecución por el Banco Na- 
cional por el crédito de 2520 f f, que á dicho establecimiento 
adeudaba, se procedió al embargo de tas mercaderías, j estando 
en esta operación, se presentó Elisa Ide con una orden de aquel 
para suspender el embargo, haciéndose aquel depositario do 
todas las existencias, levantando al efecto un estado de las 
mercaderías, que obra eu su poder. 

3 a Que teniendo el Banco Nacional estendido á su favor el 
mandamiento de embargo contra los bienes de Miguen* y en 
principio de ejecución, comu consta en la diligencia corriente 
de f. 30 á 33, del espediente agregado, ha podido lícitamente 
desiguar como depositario á la casa de Klizalde 6 hacer cual- 
quier arreglo con ella, por el cual pasarán á su poder, en la 
misma calidad, con completa prescindencia del ejecutado, ana 
vex que como este lo confiesa se levantó con su concurso nn 
inventario ó estado de todas las mercadería», pnes la ley de 
Enjuiciamiento (art, 284) no eiije otros trámites para que se 
proceda inmediatamente á la venta en remate de los bienes 
embargados ; y si de tales procedimientos ha podido resultar 
algún perjuicio para Miguen», como lo sostiene en su demanda, 
ninguna acción tiene para reclamar i ndemn ilaciones, porque 
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el que ejerce un derecho oo^orme á U lejr.no responde del 
perjuicio que remite de ese ejercicio, (Articulo 4\ titulo. . li- 
bro r. Sección *, Código Civil y ley 50 0. lie regula jurit}. 

A 9 Que ademas del documento corriente á í. 66, declarado 
autentico en el reconocimiento pendil decretado á f... T es de- 
cir, emanado del mismo donundatite, resulta, que tres dias 
después de librado el segundo mandamiento de embargo contra 
Hignens, celebró este un arreglo con la casa de Eliialde y C 1 , 
acreedora también de ¿1, por ei cual se comprometía a entre- 
garle todas las existencias de su casa de negocio, préno inven- 
tario, pira que procedieran ¿ su liquidación, en venta privada ó 
en Témate público, lo que constituye título suficiente para jus- 
tificar los procedimientos de la referida casa. 

5* Qne ann cuando no hubiera existido este título ni las 
circunstancias precedentemente enunciadas, Miguen* no ha 
probado qne haya sufrido perjuicios á causa de los actos prac- 
ticados por la cas* demandada y menos aun, que estos ascienden 
á 8000 ¿f ; debiendo estimarse como puramente imaginarios 
los cálculos del demandante, fundados en que el negocio le pro- 
ducía ana utilidad diaria de 3000 £ m/c, cuando consta que 
estaba insolvente e impago hasta del alquiler de la casa que 
ocupa aquel. 

Por estos fundamentos, fallo, absolviendo & los señores Eli* 
salde y C« de la demanda corriente á f. 4; imponiendo ¿ su res- 
pecto perpetuo silencio al actor, A quien condeno al pago de las 
costas y costos del juicio. Notífíquese original. 

Virgilio Jf. rerfín. 



Buenos Aires. Mano 15 de 1804. 
Vistos : constando de notos, aun con prescindeneia del doon- 
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mentó de foja sesenta y seis, presentado por loi demandados, 
que estos trasportaron las mercadería* A so casa de remate con 
conocimiento y consentimiento del demandante, se confirma, 
por sus fundamentos, la sei.tencia apelada de foja ciento cua- 
renta y nueve, con costas. Satisfechas las de la instancia y re 
puestos los sellos, devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — «LADISLAO FltlAB. — 
I. H. LlSPUÜ. — ll.D. PllARBO. 



CAUSA XXVIII 



Don Eulogio Martínez, contra ta Administración de Aduana; 
sobre apelación y desembargo. 



Sumario. — i* Ordenado por el Administrador de Aduana 
el embargo verbal de unas lanchas como pertenecientes al deu- 
dor de derechos fiscales, y psdido el desembargo por un 
tercero, alegando dominio sobre ellas, la remisión del eape- 
dierue en consulta al Ministerio de Hacienda, sin conocimiento 
del tercero, y la aprobación de dicho Ministerio, no priva á este 
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Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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presente que los tres Pailebots embargados eran de su pro- 
piedad» según los título* que exhibía* por lo que le pedia orde- 
né» » levante el secuestro ; y aquel, hitando abiertamente á 
su deber, cual era resolver sobre lo pedido por el interesado 
según su leal saber y entender, manda por decreto de foja $0, 
elevar el espediente al Señor Ministro de Hacienda y si bien 
no dice con que objeto, lo espresa en la nota de remisión mani- 
festando, que lo enría en consulta» trámite no previsto en 
tas Ordenanzas, j que en manera alguna obliga al interesad» 
á quedar sometido al juicio administrativo, ni puede privarle 
del derecho que le acuerda el artículo 1063 de las mismas, 
para entablar la vía contenciosa, tanto mas cuanto que ningún 
conocimiento se le dió de semejante procedimiento, de modo 
que ni aun puede decirse que lo prestó su asentimiento tácito. 

4" Que por ta misma razón, la resolución del Ministerio 
corriente á foja £8, que aparece confirmando una dd Adminis- 
trador que no figura en autos, pero qne desonce de repetidas 
investigaciones resulta ser una orden verbal, para embargar 
las lauchas en cuestión, no constituye sentencio definitiva ni 
tiene fuerza de cosa juzgada, con respecto al recurrente, que 
ni provoco ni consintió el juicio administrativo, no pudiendo 
estimarse dicha resolución de otro modo que como una apro- 
bación extrajudicial del proceder del administrador sobre el 
punto consultado. 

5* Que según el artículo 1003 de las Ordenanzas, Solo des- 
pués de resuelto el punto por el Administrador y notificado el 
interesado, está en aptitud de optar por la vía contenciosa, y 
aun que en et caso actual, aquel funcionario no se ha pronun- 
ciado explícitamente sobre el pedido de desembargo, implícita- 
mente ha hecho suya la opinión del Señor Ministro de 
Hacienda, al mandar reservar el espediente y notificarlo al 
demandante ; de modo pues, que no pnede caber duda qne este 
ha estado en sn perfecto derecho para iniciar la vía conten- 
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eiosa, después de dicha notificación, como también que lo ha 
efectuado dentro del término que ¿eiiale el artículo antes ci- 
tado, pues aparece notificado el 6 de Junio (foja 37 vuelta 
del espediente agregado ;, hubiendo ocurrido á este Juzgado el 
día 7, y hé -hosele saber el Administrador el recurso el dia 9, 
según consU á fojas 2 y 5 (autos corrientes). 
Considerando, en cuanto al fundo del recurso : 
6° Que la doctrina que fluye de loa artículos 169, 171 y 172 
dt las Ordenanzas vigentes, limita las facultades de los Admi- 
nistradores de Aduana, respecto al embargo y venta de merca- 
derla* para cubrir deudas fiscales, á aquellos que se encuentran 
en tus depósitos al tiempo de ser exigióles los créditos, sin que 
ea ningnn caso les sea licito estenderlas á las que están fuera 
de li jurisdicción administrativa de la Aduana, ni aún A los 
que nubiesen entrado despnes de haberse desprendido del co- 
nocimiento de U causa, sometiludnla al Juta competente, 
doctrina sancionada por U Suprema Corte en diversos fallos 
' y cuya justicia no es posible desconocer, pues la jurisdicción 
administrativa no puede salir del recinto d» sus dependencias, 
sin menoscabo de la que la Constitución y las leyes confieren 
á los Tribunales esclusivn mente para decidir las controversias 
que afecten intereses parí ¡colares. 

7* Que el embargo ordenado por el Administrador Amadeo 
es insubsistente y de ningún valor, tanto por haber recaído 
sobre objetos no existentes en los depósitos de la Aduana, ni 
sometidos i la jurisdicción administrativa bajo cualquier otro 
punto de vista, respecto de los cuales la ley no ha podido con- 
tar como garantía de los créditos fiscales ni establecer la pre- 
sunción jnria de pertenecer á sus deudores, cuanto porque 
según se desprende de sus mismos informes, foja 5 vuelta, el 
caso había sido someter al Señor Juez de Sección, única auto- 
ridad* que desde ese momento tenia jurisdicción pira decretar 
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8" Que el procedimiento correcto, en i*l casu ocurrente, ha- 
bría sitio dar conochntculo al Procurador Fiscal de lo* moti- 
vos que tuviera o| Administrador para suponer que la* lanchas 
perleuociaii A los deudores Uclua y Compañía, y que la ena- 
genacion que estos habían hedí o era simulada, para que aquel 
ejercitase las acciones incales en U f urnia y unte quien cor- 
responda; pero comu estas no están mil) deducidas, el Juzgado 
debe abtenerse de entrar ¡i apreciar esos m<ttiv»s, limitándose 
A resolver sobre la petición formulad i á foja . , . . 

Por estos fundamentos, déjase sin efecto ei embargo de las 
lanchas decretado veibalmeníe por el Aduuui mirador de Aduana 
de la Capital y a que se refere la nota de foja.. sin per juicio 
de las acetónos que el Piseo qilt«rá ejercitar ante quien cor- 
responda. Devuélvase este espediente, co¡i el agregado, á la 
Adra i nistrat ion de Aduana, para su cumplimicutu; milifíquese 
original. 

I irgilio '% Ttdm. 

r*ll« %m lnprfM «•ríe 

Rueños A iros. M imt 18 de 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja treinta y una, en cuanto por él se declara la proceden- 
cía del recurso de apelación, interpuesto por Don Kulogio Mar- 
tínez, déla resolución administrativa déla Aduana; debiendo 
no obstante, mantenerse embargadas las lanchas hasta la de- 
cisión de las acciones de fraude y simulación que alégala 
Aduana para justificar su proceder. Devuélvanse los autos 
prévi i reposición de sellos. 

j. b. nonnsTMGA. - j. ihvmitiguez. — 

U LADISLAO rma, —8. ». LASrlLA. 

— m. ii. Piztitno. 

T. XVII ÍO 
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CAUNA 



Üon Carlos Jf. Escalada, contra la VutwHpalidad de Buenos 
Aires, por indemnización de perjuiñm: sobre competencia. 



Sumario. — I a La Muuk-ipalidad de Buenos Aires, puede 
ser demandada por un estrangero ante los Tribunales Federa- 
les, por rasonde perjuicios que le causa U prohibición dees- 
pender billetes de lotería entraña. 

3° Si la Municipalidad ba obrado con arreglo á las leyes y 
ordenanzas, será razón para rechazar la demanda, no para sus- 
traerla a) conocimiento de dichos Tribunales, sosteniendo que 
lo hecho es on acto administrativo. 

3 C £1 acto administrativo, en este caso, quedó consumado 
con la prohibición del espendio, y la imposición y percibo de la 
multa. 



Coto. — La Municipalidad de Buenos Aires prohibió á Don 
Cirios M. Ewalad», estranjero, empresario déla lotería de la 
Provincia de San Luis, el espendin de los billetes, j le impuso 
ana multa de 4000 ps. vafe. 

Escalada, alegando ser injusta y contraria á lia leyes y á la 
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Constitución la resolución municipal, demando á la Municipa- 
lidad por la devolución de la multa, é indemnización de per* 
juicios, que basta la fecha de la demanda decia ascender á 
14,041 ps. 44 cta, m/e. 

La Municipalidad opuso declinatoria de jurisdicción, dicien- 
do que si podía ser este un caso contencioso administrativo, 
para ser jutgado, prévia denegación de ella, por la Camarade 
apelaciones en lo Civil, según la ley orgánica de los Tribuna- 
les de la Capital, no lo era de jurisdicción ordinaria, por cuanto 
había obrado como autoridad administrativa, y cumpliendo le- 
yes j ordenanzas anteriores A la federa i iiacion del Municipio, 
que prohibían las loterías, y no habían sido derogadas por el 




Buenos Aires, «ano 7 de 1N83 

Y vistos estoB autos, eu lo relativo á la excepción de imoui- 
peteneia deducida por la Municipalidad, y considerando: que 
según el inciso 2° del artículo *» de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales, los Jueces de Sección conocerán 
entre otras causas, de las en que fea parte un ciudadano ex- 
tranjero y un arjtntino ; que en el presente caBo se trata de 
una demanda entre un extranjero, que es el actor, y un arjen- 
tiuo como es considerada la Municipalidad por la ley, para los 
eíectos de la demanda ; que ademas, siendo la base de la deman- 
da li falto de derecho de la Corporación Municipal para prohi- 
bir la renta d« billetes de la Lotería de San Luis, por cuya 
causa se han irrogado loa perjuicios que cobra, la argumenta- 
ción contraria, sosteniendo tal derecho, será en tal caso, el 
punto Éiesolret — fallo no naciendo lugar, con costas, a* la ex- 
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cepcion deducida, debiendo, en su consecuencia, contestarse di- 
reeUiuente la demanda, dentro del término legal. Repónganse 
los sellos. 

Andrés Uffárríza. 

VISTA I»EL SESOFt PllOCL lUDOIt GENERAL 

Suprema Corte: 

Baonoa Aiirs, Mayo 1* dv 1HKÍ. 

Me inclino, en este caso, en favor del fuero federal. 

La Municipalidad funda su derecho ;'i prohibir la venta de 
billetes de loterías no autorizadas por ella, en su reglamento, 
y en disposiciones anteriores á la federal i zue ion del Muñid pió. 
que dice están en tudo su vigor. 

El empresario de 9a Lotería de Sun l.tiis invoca en su de- 
fensa, la prescripción constitucional que garente la libertad de 
industria, — lo que, observan? de paso, es demasiado general. 
Dice ademas, que una l« y del Congreso autoriza espresaniente 
H venta de billetes de loterías aun no autorizadas por la Muni- 
cipalidad. 

Es esta ley, la de Patentes, que se espresa en estos términos: 
* tas Empresa* de loterías pagarán una patente de dos mil pe- 
sos; tas casas donde se expenden sus bit tetes abonarán una pa- 
tente de quinientos, y los vendedores amputantes, cien pesos. » 

Apoyado en esta disposición, qno es general para toda ta 
República, y no para el municipio solamente, el empresario 
de San Luis sostiene que el Congreso, al derogar la prescrip- 
ción de la Constitución de ta Provincia de Ituenos Aires que 
prohibía las loterías, autorizó esta n,ne llama industria, no solo 
para la Manieípulioad, sino para todo habitante de la Repú- 
blica. 

Dice ademas, que esta autoriza< ion está implícita en la mis- 
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ma ley orgánica de la Municipalidad, que incluye entre sus re- 
curaos el 50 ° „ de los billetes de loterías extranjeras que te 
vendan en ei Muniiipin. Artíi-ulo 65, inciso 18. 

Vése a¡>í, que no se trata en e] presente raso de la manera 
c6rao la Municipalidad ejercita la autorización que la ley te 
confirió para el establecí miento de la lotería del tuiiuicipio, 
sino de la intelijcncia y aplic-icíou de las leyes del Congreso. 
No se trata de Ja manera cómo la Municipalidad, administran- 
do, haya aplicado las multas, sino de si tiene ó uó la facultad 
de aplicarlas. 

No hay en esto nada de administrativo, ni de contencioso 
administrativo. 

Hay simplemente una cuestión, que si no está Tejida por las 
declaraciones generales de la Constitución, lo está, al menos, por 
leyes espresas del Congreso. 

Ks esta materia esencialmente federal, según el inciso i n 
del artículo de la ley de jurisdicción y competencia. 

Corresponde, además, esta causa d la jurisdicción federal, 
por razón de las personas, 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 

■ 

Eduardo Cosía. 

WmUm «• I» Npf«M «ton* 

Buenos Airei, limo 18 de 1881. 

Vistos; por los fundamentos del auto apelado; de conformi- 
dad con el Señor Procurador General, y considerando especial- 
mente, que el acto puramente administrativo de la Municipali- 
dad quedó consumado con la prohibición de eapender billetes 
de la lotería de San Luis y con el percibo de la multa impuesta 
á ta empresa de dicha lotería, por haber violado la ordenanza 
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respectiva : que la demanda actual de dicha empresa contra la 
Municipalidad, fondada en haber obrada esta Corporación con- 
tra derecho, no es otra cosa que el ejercicio de una acción civil; 
y que, sí bien las razónos alegadas por la parte demandada 
pueden constituir una defensa contra el fondo de la demanda, 
ton insuficientes para justificar el artículo de incompetencia 
deducido; se confirma el dicho auto apelado corriente á foja 
cuarenta, y devuélvanse prévíii reposición de sellos. ■. - 

J. B. GOROST1AGA. — J- DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FRIAS. — S. LAS" 

plun. — m. d. puarro (en disi- 
dencia.) 

DISIDENCIA 

En eata causa no procede el fuero federal por razón de las 
personas, ni tiene en ella aplicación alguna la disposición del 
artículo segundo de la Ley de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, que encomienda á los Jueces de 
Sección «el conocimiento de las causas civiles en que sean 
parte un ciudadano arjentino y un ettrangero.» 

Esta no es causa civil: es causa administrativa. 

La demanda se produce por acto de la Autoridad Municipal 
de la Capital, contra pretendidos derechos del actor. — Toda 
autoridad representa la soberanía del Estudo, nó la personalidad 
prirada del ciudadano. — Por consiguiente, no puede decirse 
que la causa verse entre un ciudadano arjentino y un estranjero» 

Los actos de la autoridad son actos de soberanía y se rijen 
por los principios y leyes del derecho público que determinan 
su eapaeidad política. Son estas leyes las que determinan y 6jan 
las atribuciones del poder municipal, en este caso. Actos de este 
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naturaleza no pueden confundirse con los del ciudadano, como 
persona privada, en las reí aciones del derecho civil. 

En esta causa no se trata de relaciones jurídicas de un ciu- 
dadano con un estranjern en el urden civil : se trata de relacio- 
nes políticas de la autoridad con el estranjero en el gobierno 
municipal, 

£1 fuero no se determina entonces por razón de las personas: 
el estranjero, como el nacional, se encuentran igualmente some- 
tidos á las leyes de Policía y Municipalidad, y sujeto á los pro- 
pios Tribunales en sus controversias con la autoridad muni- 
cipal. El fuero se determina entonces ratione materiae. no 
r alione personae. 

Los actos de la Municipalidad que producen la demanda . 
son de derecho público, nú de derecho privado: se discuten 
bajo el imperio de las leyes que fijan su capacidad política, nú 
bajo la autoridad de las leyes que determinan su capacidad 
jurídica. La causa es, por lo tanto, administrativa, no civil, 
ratione matarme. 

En competencia y discusión los pretendidos derechos del ac- 
tor con las atribuciones que el poder municipal se atribuye 
para impedir el espemlio y circulación de billetes de lotería en 
el municipio, la causa seria contencioso-administrativa, y bu 
conocimiento correspondería á los respectivos tribunales de lo 
contencioso administrativo. 

Pero, ni conteneioso-adniinHtrativa es esti causa: iliaca, 
meramente administrativa. 

En esta causa, no se dúcute siquiera un derecho individual 
del actor, bajo el imperio de la Constitución ó de las Leyes del 
Congreso, como se pre'.ende para producir el fuero federal ra- 
done materia*. No se discute un derecho civil en oposición con 
los actos del poder administrativo de la Municipalidad ; se dis- 
cute» simplemente, la autoridad de esta en oposición con un 
interés pecuniario del actor, y nada mas. 
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La cansa es, de esta suerte, meramente administrativa, y no 
alcanza á ser contenciosa. 

El derecho de trabujar y ejercer toda industria licita, garan- 
tido por la Constitución, no «rapara las especulaciones aleato- 
rias del juego. — KL de lotería pública, como contrario a la 
moral y buenas costumbres, y opuesto á los verdaderos intere- 
ses económicos de los pueblos, está prohibido por las leyes ge- 
nerales de la República, y queda sujeto á tas ordenanzas muni- 
cipales y reglamentos de policía, cuando por causas especiales 
y en determinadas localidades se permite (articulo dos mil se- 
senta y nueve, Código Civil), 

Las leyes del Congreso que gravan con impuesto esta especu- 
lación y sus provechos, en los casos de &í?r permitida, no son le- 
yes de libertad y franquicia industrial en esta materia. Son. 
por el contrario, leyes restrictivas y prohibitivas en sí mismas, 
que lejos de derogar en este punto las disposiciones del derecho 
común, las robustecen y confirman. 

Nadie tiene derecho, en el ejercicio de una industria lícita, 
para establecer de propia autoridad lotería pública y circular 
indistintamente sus billetes. Jamás se ha creído, ni se concibe, 
que esto sea un derecho individual, bajo el imperio de la Cons- 
titución ó de las Leyes del Congreso. La misma parte actora 
en esta causa, se acoje, eti el caso ocurrente, á la autorización 
que á la empresa ha sido conferida por las autoridades locales 
de la Provincia de San Luis. — Esta autorización, que se pre- 
tende hacer efectiva en el territorio de la Capital, eitralimi- 
tando la jurisdicción de aquellas autoridades; que no pasa del 
propio territorio; esta autorización que es, efectivamente, y en 
el hecho se reconoce indispensable, establece una flagrante con- 
tradicción en los términos de la demanda, y aleja la posibili- 
dad, hasta la idea, de un derecho propio, de un derecho indivi- 
dual, de parte de ios que han menester semejante autorización 
para el ejercicio de una tal industria. 
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No puede, por lo Unto, decirse que esta eyeculación, tan 
ruinosa á la moral y buenas costumbres, como al verdadero 
progreso económico de la nación, constituya un derecho indivi- 
dual» bajo el imperio de la Constitución Nacional ó dn fas Le- 
yes del Congreso. 

Es, por lo tanto, evidente que en este caso, sí bien se trata 
de un interés pecuniario del aetor, herido por actos de la auto- 
ridad administrativa del municipio, no se trata de un dereclm 
propio desconocido por esta y que el actor puedo invorar ionio 
emanado del ejercicio de industria ó trabajo lícito. 

La causa es, por lo tanlu, de carácter meramente adminis- 
trativo, y no llega a ser contenciosa, á los efectos de -urtir fue- 
ro federal en ella. 

En todo caso, se ba dicho ya que la causa correspondería á 
los tribunales de lo eontencioso-administrativo, y nú al fuero 
federal; lo que es una consecuencia de la separación é iudepcn* 
dencia relativa de los poden-a públicos, establecida por la mis- 
ma Constitución Nacional y por las leyes que urgauizau la Mu- 
nicipalidad y el Poder Judicial de la Capital. 

No es posible, en mi opinión, traer esta causa á ¡a jurisdic- 
ción federal, ni ratione materiae, a pretexto de que en ella se 
discute un puuto regido por la Constitución ó las leyes del 
Congreso; pues, en todo caso, apenas si se concibe n.ue en se- 
mejante hipótesis ella pudiera venir ante t-sta Suprema Corte, 
por el recurso del articulo catorce, de la Ley de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales, en upe lar-ion de la 
sentencia en última instancia pronunciada por el respectivo 
Tribunal de lo contencioso-administrativo. 

l'ur estas consideraciones y de conformidad á lo dispuesto 
en el artículo setenta y uno de la Ley Orgánica de la Municipa- 
lidad, y en el artículo..,, de la Ley Orgánica de los Tribunales 
de Juaticia de la Capital, juzgando en disidencia declaro que el 
t. ivji 27 



S86 fALLOS IIB LA W 1***11* COMI 

Jugado Federal es incompetente para conocer en esta causa. 

y te revoca, en consecuencia, el auto apelado de fojas 

Devuélvanse. 

M. D. PlZARRO 



CAUSA XXX 



Vario* vecinoM del Bar adero, contra la Provincia de Buenos 
Aira* por cumplimiento de un contrato ; tabre defecto legal 
en el modo de proponer la demanda. 



Sumario. — La falta de presentación de lo» documentos 
que deben instruir la demanda, no constituye el defecto legal 
en el modo de proponerla, que autoriza i oponer la relativa es- 
copetan dilatoria. 



Coso. — Yarioa vecinos del Bar adero, de nacionalidad es- 
trangera, fundándose en que habían poblado desde 1866, en 
calidad de enfiteutas T una estension de terreno que forma la 
que hoy se llama • Colonia del Barndern >, y que el Gobierno 
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de ta Provincia de Buenos Aires lea había prometido escritu- 
rarles la propiedad de l;is posesiones, á un precio inferior al 
fijado por las leyes vigentes, dictándose en 18 de Octubre de 
1870 la ley que lo estableció en 300 # m c por cuadra, deman- 
daron al Gobierno de dicha Provincia para que se lo obligura 
h escriturarles la propiedad á ese precio, ó á indenio izarles 
los daños y perjuicios por falta de cumplimiento, 

La ley de 1870 imponía á tos colonos el deber de manifes- 
tar la aceptación de la oferta de venta* dentro de cuatro meses. 

£1 representante dala Provincia demandada opuso excepción 
dilatoria de defecto en el modo de proponer la demanda, por 
no haberse acompañado lo* documentos relativos á la nía infes- 
tación mencionada. 

£1 apoderado de Jos demandantes acompañó los documentos 
relativos á cuatro de ellos, diciendo que no tenia lo- de los de- 
mas en su poder, y que el hecho de no acompañarlos no cons- 
tituya defecto legal en la demanda. 

Bueno» Vires, Mano 3Í de 1884. 

Vistos : Habiéndose presentado por el actor los documentos 
relativos á la demanda, que dice existen en su poder, y no 
siendo tampoco defecto legal en el modo de proponerla su falta 
de presentación, no ha lugar á la excepción propuesta, y el 
representante del Gobierno de Buenos Airea conteste derecha- 
mente el frailado conferido á foja veinte. 

J. B. f.OROSTIAGA — L LADISLAO FRIAS. 
— S.M, LA&PIUR. -H D. NEARRO. 
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CAVIA \%\ I 



fíunge y C\ contra los heredero* de IK Manuel A. Uñera* por 
mejor derecho á un campo ; xghre pruebas. 



Sumario. — La producción de pruebas fuera del municipio 
del asiento del Juzgado, no debe admitirse, si no se ha pe- 
dido con arreglo al artículo 95 de la ley nacional de I'rocedt- 
uiieiiOB. 

tai». — En la causa de Bnnge y C' con Linera, seguida ante 
el Juzgado Federal del Paraná, esta parte pidió, dentro del tér- 
mino, la producción de pruebas en la ciudad de Buenoa Aires, 
acordándosele para ello diez y ocho diis ñus de término. 

Estando por vencer el término ordinario de los treinta dina, 
pidió producir pruebas en (Joaleguaychú, y el Juez accedió, 

Bnnge y C* pidieron revocatoria. 

IWIt 4H Jaci Mml 

Paraos, fcnero 28 de 1884, 

Los Jueces no pueden hacer restricciones al derecho de loa 
litigantes, que la ley do ha establecido. El articulo 92 de la ley 
judiciaria, declara ordinario el termino p:ira pro-lucir j.Tueba 
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fuera del municipio y dentro de la República, y no establece 
la necesidad de articular esta prueba y determinar todos los 
lugares en que ella ha de producirse dentro de los primeros 30 
dias; por consiguiente, solicitado el término pura rendirse prue- 
ba en nu lugar dado, nada obsta á que dentro de él y después 
de los primeros 30 días, se articule prueba para varios otros 
puntos fuera del municipio, siempre que toda ella se evacué 
t imbien dentro del término concedido. En el presente caso, la 
parte de Linera Mellan pidió en tiempo se concediese el tér- 
mino legal pava producir prueba en Buenos Aires. Concedido 
este en relación a la distancia, presenta un interrogatorio para 
ililijenciarse en Gualeguaychú, distancia que queda dentro de 
la de Buenos Aires, por ser menor. Esta solicitud y el auto que 
lo acepta, son arreglados & derecho, siendo inaplicables al pre- 
sente los casos juzgados por la Suprema Curte, y citados por el 
abogado de Uungc. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la revocatoria 
pedida y estése á las providencias de fechas 21 y 38 del cor- 
riente. Repóngale. 

./. Pintos. 

ralto ** ta «mp ww mm Corto 

Bueno» Aire», Harto i7 de 18W. 

Vistos: No habiéndose pedido la producción de la prueba en 
f iualeguaychú con los requisitos que exije el artículo noventa 
v cinco de la ley nacional de Procedimientos, para la rendición 
de la prueba fuera del municipio, se revoca el auto apelado de 
foja cinco; y previa reposición de sellos, devuélvanse. 

J. i. GONOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. - 
' U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASMfJft. 

— H. D. P1Z ADRO. 
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CAVIA XXXII 



D. Jfanuc/ S Corúl, «Mira //. .I««;e¿ Wraaio y />. Juan ff. 
Paroi/i, sobre reivindicación y retención; por mejora* y pago 
de ata*. 



Sumario. — El poseedor de buena fé tiene derecho de rete- 
ner la cosa reivindicada, hasta ser indemnizado del valor, que 
:en los peritos, de las mejoras necesarias y titiles. 



Cojo. — lo es plica el 

Corriente», Julio 36 de Iflftí 

V «istos; D. Cárlos S. Roselli, apoderado de D. Manuel 
'aria, se presentó entablando formal demanda de reivindica- 
ion de una suerte de cht.cra, situada en los ejidos del pueblo 
de Bella Víala, que llera el número 378, contra sus actuales ocu- 
pantes D. Angel Brusso y D. Juan B. Parodí que indebida- 
mente lo ocupan ; dijo que esa suerte de chacra le corresponde 
& su representado, por donación que le hizo la viuda de D. 
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Francisca Escobar, habiéndola obtenido este, por compra que 
biso al Gobierno de la Provincia, como todo consta de los títu- 
los que en debida forma presenta. Loa demandados, por medio 
de bu apoderado 1). Vicente A. Barrios, contestando la demanda 
dicen : que reconocen que la propiedad del terreno pertenece 
al demandante en vista de tos tí tul ■ > que presenta, los cuates 
son mas antiguos que los de ellos j y que están dispuestos á 
entregar el terreno en cuestión ; pero habiendo sido este me- 
jorado considerablemente, puesto que siendo ui. terreno incul- 
to y de un valor insignificante, lo habían convertido en una 
hermosa quinta, se les debia abonar previamente l.i- mejoras 
que habían hecho, por ser poseedores de buena fé ; que Brusso 
denunció y compró de la Municipalidad de Bella Vista ese 
terreno, comí) valdío, y lo cedió después á Parodi, según cons- 
ta délos documentos que presenta; que tenían derecho de 
retener el terreno hasta que no [se les abonase las mejoras 
y pediau que así lo resolviese el Juzgado. Corrido traslado de 
la reconvención, Hosselli sostuvo que eran poseedores de mala 
té y que como tales, no tenían tal derecho. Abierta & prueba 
la causa sobre sí los demandados poseían con buena ó mala Té, 
produjeron las pruebas que obran en autos ; y considerando: 

I 4 Que resulta plenamente justificado por las escrituras de 
Tojas 16 j 17 que la Municipalidad de Bella Vista vendió por 
la cantidad de 125 ¿f el terreno en cuestión i D. Angel Brus- 
so. y éste lo cedió á D. Juan B. Parodi por la cantidad que 
le habia costado ; y ademas aparece que la Municipalidad ob- 
servó todos los trámites prescritos por sus ordenanzas hasta 
otorgar i favor del denunciante el título correspondiente, como 
consta del informe tomado de los libros j del espediente res- 
pectivo ; espedido por el Presidente de dicha Corporación en 
presencia del comisionado de Rosselli D. Juan Andrés Grosso 
i fojas 57 hasta 59; 

2" Que ante estos documentos no puede dudarse de que el 
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actual poseedor es de buen» fé ; r-nealo que estando abando- 
nado el terreno y no habiendo ocurrido el Sr. Escobar, daeño 
del mism... á hacer registrar, su título como lo prevenía el 
aviso publicado en el periódico < La Esperanza » que corre. 11 
foja 61, y no constando que ln hubiese ocupado alguna vez 
ó puesto algún trabajo, había razón para que fuese consideré 
como propiedad municipal; 

9" Que el no haberse publicado la denuncia por los perió- 
iIícíis, no hace presumir que aquel la Corporación y el com- 
prador procedieron de mala le; pues consta que se hizo la 
publicación por medio de carteles que se fi jurón en loa lugares 
públicos, como lo prescribe la ordenanza respectiva, no pu- 
diendo exigir otra eo*a el propietario negligente que deja 
abandonado su fundo por uu mínu-ro considerable de años ; 
ni timpoco induce mala fé el haber Hrnsso otorgado el título 
de propiedad & favor de Parodi ante el Juez de Paz y dos tes- 
tigos como lo permite la ley, y si no han sido aún reducidos á 
escritura pública, pueden serlo cuando tequie», especialmente 
desde que el vendedor con tiesa que vendió y basta Ua compa- 
recido al juicio A sost"ner sus derechos y ios del comprador; 

A" Que según lo dispone especialmente el artículo 78, título 
lie la posesión, el poseedor de buena fé tiene derecho para 
retener la cosa hasta ser pagado de los gastos necesarios ó úti- 
les ; y por lo tanto, Subiendo espítentelos demandados que han 
hecho mejoras necesarias y útiles en el terreno que poseen, no 
puede el dueño exigir su entrega hasta que no pague e^tos 
gastos, los cuales deben ser tasados por peritos, que loa deter- 
minarán, teniendo presente el estado actual de la finca, jjjfóN 
habiendo sido un terreno inculto cuando lo ocuparon los actua- 
les poseedores, tienen derecho para cobrar esas mejoras con 
arreglo á los artículos 77 título De ío Posesión, y i 6, título De 
la* obligaciones fie dar del Código Civil. Por estos fundamen- 
tes, definitivamente juzgando fallo y declaro que debo declarar, 
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como declaro, que D. Manuel S. Cavia es dueño del terreno que 
posee con buena fé II. Juan B. Parodi* y que éste está obli- 
gado á entregarlo á aquel <-n el estado en que se halla, prévio 
pago drl justo valor de las mejoras necesarias ó útiles, las que 
serán avaluadas por peritos que nombrarán las partes den- 
tro de 8 días desde que quede ejecutoriada «ata resolución, 
dej indo á salvo tos derecbos de Cavia para cobrar los frutos 
percibidos desde el día de la notificación de la demanda de 
conformidad al artículo 83 t títulu /te la posesión, Código Civil. 
Hágase saber ion el original J repóngase. 

Cárh* tuna. 



Buenos Atrei. Abril 3 de 1881 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, la 
sentencia apelada de foja ochenta y uno, f devuélvase, debien- 
do ordenar el Juez de Sección la reposición de sellos. 



J. R- GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
i: LADISLAO FRIAS. -8. H. LA&MÜft. — 
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CAMA XXXIII 



£/ Dr 0. Anaeteto Socci, sobre inscripción en la matricula de 

abogada nacionales 



Sumario — Ante los Tribunales Nacionales no intervienen 
otros abogados, que ios facultado* para ejercer su profesión 
por loa Tribunales de Provincia j de la Capital. 



Cojo. — £1 Dr. D. Anacleto Socci, abogado italiano, presen- 
tado sus diplomas de abogado espedidos por la Corte de Ape- 
lación de Florencia, pidió ser inscripto en la matrícula de abo- 
gados nacionales, invocando el artículo 20 de la Constitución, 
según el cual los estraugeros pueden ejercer su profesión ; de 
lo que deducía que tenia derecho á que se le reconocieran sus 
títulos. 

TOTA DEL SEftM PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Mano 31 de 1W4, 

Suprema Corle: 

Bastaría esta solicitud para demostrar la justicia con que 
nuestros reglamentos eiíjeu que los abogados que hayan hecho 
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su» estadios en Universidades estrangeras, antes de ser admi- 
tidos á la práctica en nuestro foro, acrediten que conocen la 
legislación por que él ie rige. 

El Dr. Socei no ae ha dado cuenta de las prescripciones en 
que apoya su singular gestión. 

Las declaraciones generales de la Constitución no son fuentes 
de poderes per se; ni pueden conferir á los Poderes existentes, 
mas atribuciones qne aquellas que las disposiciones determina- 
das les bajan conferido. De que el Poder Ejecutivo deba velar 
por el bien general, por ejemplo, no se desprende que pueda de- 
clarar la guerra al Gran Turco, por sí y ante sí, aunque la 
guerra en efecto consultara la prosperidad de todos. De que 
cada uno pueda ejercer su industria libremente, no se deduce 
que puedan los abogados y los médicos prescindir de la» prue- 
bas de suficiencia que se han juzgado i nd Upeos ibles para evitar 
majrores males. 

Sírvase V. E. volver al interesado los títulos que ha acompa- 
ñado para que ocurra donde corresponda. 

Eduardo Cotta. 



Buenoi Aire». Abril 3 Je 1884 

No interviniendo ante los Tribunales Nacionales, otros abo* 
gados que los facultados para ejercer esta profesión, por loa 
^ THbunaíea de Provincia y de la Capital, ocurra el solicitante, 
como dice el señor Procurador General, ante quien corresponda. 
Devuélvasele al efecto, los títulos acompañados, repónganse los 
Milus y archívense. 

J. 1. GMMIUG4. — J. MMUICUEZ. — 
— I!. ». FUAUO. 
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CAUSA XXXIV 



fíoíta Ercilia Zara ¡ta de Coret y contra I). Antonio Fragueiro, 
por devolución de documentos y cobro de pesos; sobre defecto 
teo&l en la demantla. 

Sumario. — La no presentación de los documentos que ins- 
truyen la demanda, no constituye defecto legal en el modo de 
proponerla. 



Cato. — Doña Krcilia Zavatia de Coret, demandó á 1). Anto- 
nio Fragueiro. por detolucion de varios bonos ó títulos de Te- 
sorería, que le había entregado pura cobrar su importe, y yor 
pago de cantidad de pesos correspondiente á los que había co- 
brado, con lo¿ intereses y cortas. 

Don Antonio Fragueiro, alegando que la señora /avalia lo 
demandaba con la acción de mandato, y quo no acompañaba, 
como debía, el instrumento del mandato, opuso la excepción 
dilatoria de defecto en el modo de proponer la demanda. 

MI* M ln«s Federal 

Buenos Aires, Octubre 99 de 1883. 

Vistos ; no existiendo otros defectos legales en el modo de 
proponer la demanda, que los enumerados en el artículo 57 de 
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la ley de Procedimientos Nacional es, entre los cuales no se en- 
cuentra el de no presentarse los documentos que se ícto- 
quen, no ha lugar, con costas, á la excepción opuesta y contés- 
tese derechamente el traslado de la demanda. 

/«doro Aibarracíu. 

WmMtm ém I» lapifM l'trte 

Bueuot Airei. Abril 5 Je 1884. 

Vistos; Por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja treinta y dos, y repuestos los sellos devuél- 
vase. 

J. B, GQROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ — 
«LADISLAO FRIAS. — 8. M. LASFIUN. 
— O- MIARRO. 



PALLO* DE LA SUPREMA CORTE 



CAVIA XXXV 



¡ten Fidel $. Cavia, sobre exención del servicio 
de guardia narionat. 



Sumario. — No es imposibilidad física que exceptúe del ser- 
vicio de guardia nacional, la lesión en qd ojo que no impide 
distinguir los objetos, y permite prestar el servicio sin peligro 
de la salud. 



Cato. — Se comprende por el 

Corrientes, Agosto 14 de 1883. 

T vistos : Considerando : I a Que si bien resulta justificado 
por las declaraciones de los testigos Vasquet, Rojas y el doc- 
tor Santos, corrientes desde foja 4 vuelta basta 9, y el infor- 
me de los facultativos doctores Graciano j Fainardi á foja 13, 
que el jóven D. Fidel Cavia tiene lesionado el ojo i*juierdo á 
consecuencia de un golpe que recibió, cuja lesión le impide en 
parte su funcionamiento, principalmente para los rayos que 
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hieren perpendicular mente la córnea, no obstante puede leer y 
escribir y distinguir loa objetos ; 

3° Que el artículo 3°, inciso i° de la ley Nacional de Enrola- 
miento, exceptúa del enrolamiento a los que tienen imposibi- 
lidad física legalmente probada, y la lesión que Cavia tiene 
en el ojo izquierdo, no lo imposibilita para el servicio militar, 
puesto que, aunque sea incurable, puede distinguir los objetos 
y desempeñar todos los ejercicios y deberes del soldado sin pe- 
ligro ninguno de su salud. - Por estos fundamentos se declara 
que el joven Cavia no tiene imposibilidad física para prestar 
sus servicios como guardia nación»!, y por lo tanto está obli- 
gado i enrolarse en ella como ciudadano argentino. Hágase 
saber con el original y repónganse los sellos de conformidad al 
artículo 41 de la ley de pape) sellado. 

Cárlos Luna. 

Rueños Aires, Abril 5 de 1884. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja catorce vuelta ; y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. B. GOBOSTIACA.— J. DOMINGGE1. — 
(.'LADISLAO FRIAS. — S. II . LASf IUR. 
— II. D. PISAR RO. 



FALLOS DE LA (WPRCIIA CORTE 



CACttA XXITI 



Et Presbítero I). Hizerio .Molina contra IK Manuel Y. Salas, 
por cobro de paos; sobre mejora de embargo preventivo 



Sumario. — Ejecutoriada la sentencia que condena al pago 
de la cantidad demandada, no tiene objeto el embargo preveo - 
tito y mu mejora. 



Caso. — El presbítero D. Rizerio Molina dió encargo a I>. 
Manuel A. Navarro para que aconsejándose con D. Manuel V. 
Salas, le comprase en Témate la finna de la Merced, que se veu- 
d ia por el Gobierno de la Provincia de Catamarc¡i ; y para pagar 
el precio, le hizo abrir un crédito de 40,000 pesos fuertes en 
<-l Banco Nacional. 

El Sr. Salas se hizo endosar el crédito, compró la tinca en su 
nombre, pagando el precio mitad al contado y mitad con obli- 
gaciones á uno y dos años de plazo. 

El presbítero Molina pidió embargo preventivo contra Salas 
por la suma de veinte mil pesos fuertes, por la cual, intereses 
y costas, lo había demandado. 
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rato M Smmm I mi i t l 

C*umarca. Agoito U de 1883. 

Vistos en ei precedente incidente sobre embargo provisional 
de los bienes pertenecientes al demandado D. Manuel V. Salas, 
solicitado por el apoderado de su demandante presbítero I). 
Rizerio Molina, por fía de arraigo del juicio principal, que le 
está siguiendo sobre cobro de cantidad de pesos, y considerando: 

i" Que la obligación de arraigar el juicio por obligaciones 
personales, solo puede tener lugar cuando el deudor carece de 
bienes bastantes para satisfacer la deuda que se le cobru, giem» 
pre que ésta se justifique en debida forma» y buje la responsa- 
bilidad del acreedor. (Artículo 55. inciso 3 a , Ley Nacional 
sobre Procedimientos ; Leyes 66 de Toro, j 41 , Título 2 o , Par- 
tida 3'). 

2* Que aun no está suficientemente esclarecido, si ei deman- 
dado dispuso de mas fondos pertenecientes á su demandante, 
que los necesarios para la compra y pago de la mitad del precio 
en que tomó la hadeodade la Merced, según resulta del acta 
precedente, 

3 a Que en lo referente a) secuestro de los bienes litigiosos, 
también es de práctica limitarlo al caso en que á no mediar 
acuerdo de partes, fuese necesario evitar al actor las contin- 
gencias perjudiciales á que pueda esponerlo la negligencia ó 
mala fé de su demandado, conforme á la ley f a , título 9°, par* 
tida 3* y demás disposiciones antes citadas. (Alalaver, Curso de 
Procedimiento* judiciaUa, tomo i °, número 570 ni 575 y Ks- 
criebe, parabras arraigar y secuestro). 

4" Que Tersándola cuestión principal sobre s¡ debe resti- 
tuirse al actor el dinero por él desembolsado para la compra de 
la ante dicha finca, ó trasmitírsele por Salas la propiedad de 
la misma, con la especialidad de resistirse ambos 4 tomarla 

T. XVII 28 
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para tí, existe realmente el peligro de que eita se deteriore en 
perjuicio del primero, por su desatención durante el pleito. 
Por tanto, omitiendo otras consideraciones y teniendo en vista 
lo manifestado al final del primer ponfo del párrafo 3* de la 
contestación que antecede* se declara; que debe accederie por 
ahora y bajo la responsabilidad del actor, tan solo al secuestro 
de la hacienda de la Merced, la que será puesta bajo la admi- 
nistración de un vecino suficientemente abonado y competente, 
qne designará el Juez partidario de la localidad en que está 
ubicada; con prevención de que si aquella estuviere arrendada, 
el depositario deberá cobrar y percibir dt* los inquilinos el im- 
porte de sos respectivos arrendamientos. Hágase saber con el 
original, diríjase la correspondiente nota de comisión y repón- 
ganse los sellos. 

Joaquín Quiroga. 

En Octubre de 1883, ht parte de Molina fundándose en que 
se había dictado sen leticia condenando á Salas al pago de los 
90,000 pesos fuertes con deducción de los valores devueltos 
anteriormente, y en que la finca embargada no cubría el valor 
de las condenaciones, pidió ampliación del embargo preventivo 
sobre los demás bienes de Salas. 

CaUmsrca, Octubre 17 de 1663. 

Vista la anterior s licitud con los antecedentes de in refe- 
rencia y resultando de ellos que la sentencia definitiva en que 
aquella se funda, ha sido apelada y están para remitirse loa 
autos á la Corte Suprema, sin que por lo demás exista ninguna 
otra cansa legal que pueda motivar nna nueva resolución sobre 
el particular. Por tanto y teniendo en consideración los funda- 
mentos aducidos en la resolución interlocntoría aludida y muy 
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especial mente la jurisprudencia establecida en la causa 124, 
página 552, tomo 14, serie 2" <!■■ los Fallos de la misma Corte, no 
ba lugar al embargo preventivo que por segunda vez se solícita. 

Joaquín Quiroga. 

Molina apeló, y durante la apelación* se decl ró desierto el 
recarao que en los autos principales hauia deducido Salas de 
la sentencia condenatoria, quedando esta ejecutoriada. 



Bueno* Aires. Abril 6 de 1684 

Vistos ; estando ejecutoriada lu sentenc ia definitiva pronun- 
ciada en esta causa que condena al reo al pago de la cantidad 
demandada t y quedando en consecuencia sin objeto el presente 
incidente sobre mejora del embargo preven tiro, devuélvase los 
antes al Juzgado de su procedencia, previa reposición de sellos. 

J. B. GOB0STIAGA . — L'LADKLAO FRIAS. 
— 8. U. LÁSPIIR — M. D. MURRO 

(en disidencia). 



Estando ejecutoriada la sentencia que condena ¡ti demandado 
al pago de la cantidad demandada; y resultando insuficiente 
el embargo practicado para cubrir el crédito que se cobra, se 
revoca el auto apelado de foja sesenta y ctiutro debiendo mejo- 
rarse el embargo á concurrencia de la deuda y deuir.s responsa- 
bilidades de derecho. 

H. TJ. PJZaRILO. 
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CAUSA SXXVIf 



fíoíia Carolina mtbura de fiama, y ÍK José V. Burgo*; tobrs 
recuna de babeas curpiia. 



Sumario.— I" El Juez de Paz Je un territorio unncmal tie- 
ne facultad para ordenar Iti prisión de los procesados ante su 
jurisdicción, j requerirla de las autoridades riel lugar á donde 
se hubiesen trasladado. 

3° Habiéndose declarado aquel incompetente para proseguir 
en el conocimiento de la causa, y no habiéndose suscitado cues- 
tión sobre este punto, no corresponde resolverlo. 



Caso. — Don Ensebio García, acudo ante el Jueü Je Paz di» 
Formosa á su esposa doña Carolina Milburg, y U. .fosé M. Bur- 
gos, por delito de adulterio, y á este último por estupro de su 
hija doña Filomena Garcia. 

El Juez de Paz levantó el sumario, y ordenó la prisión de los 
procesados, diriijéndose al Gefe de la Policía de la Capital 
para ejecutarla, y poner en seguida los presos i disposición del 
Juez del Crimen de la Capital, ante el cual se presentaría don 
Ensebio Garcia con las actuaciones que hablan dado mérito á 
la órdcn de prisión. 
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El Gefe de Policía mandó efectuar la prisión; y lo* presos 
interpusieron ante el Juez Federal el recurso de habeos eorpus, 
por haberse ordenado la prisión por Juez imompel nte, soste- 
niendo que en caso de existir el adulterio ta habría cometido 
en la Capital ; por haberse ordenado con solo la acusación de 
barcia ; y por haberse efectuado por el Gefe de Policía en mé- 
rito de una simple nota deí Juea d-' Paz de Fnrinosu. 



Buenos Aires, Febrero lí de 1«H. 

Y vistos estos auttis en el recurso de kabeas eorput, dedu- 
cido por Jos presos doña Carolina Milburg y D. José M. Burgos, 
con tos antecedentes remitidos ea cumplimiento del informe 
pedido al Departamento de Policía, j considerando : 

I o Que el recurso de habea* corpu* procede solamente, de 
acuerdo al artíticulo 30 de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia etc., y fallos judiciales citados por los recurrentes, 
cuando la prisión ha sido ordenada por autoridad ó persona 
que no esté facultada por la ley. 

2» Que de los antecedentes remitidos por vía de informe re- 
sulta que la prisión cumplida por la Policía ha sido ordenada 
por el Juez de Paz de VilU Formosa, por acusación de parte 
legal, siendo dicho Juez competente para conocer de los de- 
litos de que se trata, de acuerdo al artículo 6" de la ley de 
Octubre n de 1874. 

»° Que si bien el Juez de Paz de Villa Formusa, no ha 
podido impartir orden de prisión á la Policía de la Capital, 
ni ésta ha debido cumplirla, no viniendo por intermedio de los 
Jueces de su territorio, únicos facultados por la ley, para ex- 
pedir tales órdenes, esta falta de forma, que no altera al fon- 
do de la causa, ha sido, en cierto modo, subsanada con el cu- 




que ha tomado eite Juigado, con motivo d«l re- 
entablado y las diligencias practicada» de acuerdo al 
lio W ya citado, 
estos fundamentos, no ha lugar al recurso de habeos cor- 
te declara infundado, entablado por loe detenidos dona 
Mitburg j 1). José 31. C. Burgos. En su consecuencia 
ílvanse á la Policía los antecedentes que ha remitido, con 
nota, en la que se le transcribirá esta resolución para que lleve 
adelante sus procedimientos, en cumplimiento de las órdenes 
del Juez de Pai de Villa Tormos». Repónganse los sello*, en 
cumplimiento al artículo 41 de la ley de |«rtpel sellado, hágase 
s iber j archívese. 

Andrés Vgavriza. 



VISTA nCI SEftOR rROCOTMDOR 6EHERAL 

Aires, Mino JO de 1884. 




Corte: 

1 presente recurso viene destituido de todo fundamento. 
La prisión ha sido ordenada por autoridad competente, pues- 
to que lo ei el Juei de Paa, en virtud de la ley que orgiuiiló el 
Gobierno de tos territorios nacionales, recordad* ?or el Juei de 



No encuentro, tampoco irregular, que el Juez de Pas de For- 
te haya d ir i j ido directamente a) Prefecto de Policía de 




Autoridades dependiente* del fWer Ejecutivo 
articulo 13 de la ley de 1 4 de Setiembre, prestarán todo 
para la ejecución de las sentencia* del Poder Judicial. 

Pas de FormosH ha podido, en consecuencia, oca- 
Prefecto de Policía, sin necesidad de dirijirse primero 
al Ministerio de Justicia, ó á algunos de los Señores Jueces de 
la Capital ; ó á V. K. mismo. 



Todo tito hubiera solo orijinado mas pérdida de tiempo, sin 

Eduardo Cotia. 

F»H# ** a» liprfM C tfH 

Duenni Airti, Abril 5 tle 1884. 

Visto el presente recurso de Aofteo* corpus, traído en apela- 
don ante esta Suprema Curte: 

Considerando: ÍVimero. Que e* este un re- urso extraordina- 
rio que no procede contra toda prisión ilegal ó injusta, la que, 
en m caso, debe repararse por los medios ordinarios que la ley 
r el derecho común tienen establecidos al efecto; 

Segundo: Que el hahea* corpun unte la Justicia Federal esta 
limitado por el articulo veinte de la ley de catorce de Setiembre 
de rail ochocientos sesenta y tres, i los caaos en que un indivi- 
duo se halle detenido ó pres> por una Autoridad Nacional ó i 
disposición de una Autoridad Nacional, ó »ó color de unaórden 
emitida por Autoridad Nacional; ó cuandíi una Autoridad Pro- 
vincial haya puesto preso á un miembro del Congreso, 6 á 
cualquier otro indiríduo que obre en comisión del Gobierno 
Nacional ; para investigar el orí jen de la prisión y poner el 
preso en libertad en caso que la prisión haya sido ordenada por 
Autoridad ó persona que no esté facultada para ello por la ley; 

Tercero : Que en el presente caso, la prisión de lo» encausados 
ha sido solicitada al Gefe de Policía de esta Capital por el Juei 
de Fax de Villa Formóse, ante quien ie instruye el proceso ; 

Cuarto: Qne el Juei de Pai de Formosa está facultado por 
la ley t par* ordenar la prisión de los procesados ante su juris- 
dicción, y aun de requerirla de las autoridades del logar á don- 
de estos se hubiesen trasladado; 

Quinto: Que no podiendo esta Corte conocer de» delito que 






el proceso, ni del mérito de este, por pertenecer uno 
y otro al derecho común y i la jurisdicción ordinaria del cri- 
men, debe limitarse á resolver sobre el habeos corput solicita- 
4o. para la soltura é inmediata libertad de los encausados, á lo 
que no hace lugar el señor Juez a quo; 

Sexto: Que este declara ademas, la competencia del Tribu- 
nal que ha de continuar conociendo en la causa, y ordena la 
remisión de los detenidos al Juei de Formosa, para su juzga- 
lo que es estreno á la acción entablada, y convierte el 
habeos wrput en un juicio de competencia, que no ha 
debidamente instaurado, y sobre el cual carece de juris- 
para pronunciarse el Juzgado de Sección; 
imo: Que el Juez sumariante, declarándose incompe- 
tente para continuar conociendo en la causa, ha ordenado que 
los encausados y diligencias del sumario sean pasados al Juz- 
gado ordinario del Crimen en esta Capital, para la prosecución 
del jnicio; 

Octavo ; Que no es llegado el momento de que esta Corte se 
pronuncie sobre la competencia del Juzgado que debe conocer y 
resolver en la causa, anticipando su juicio sobre un incidente 
que puede ó no presentarse en el decurso de la misma. 

Por eataa consideraciones, las concordantes del auto apelado, 
y lo solicitado y eipoesto por el Señor Procurador General, se 
confirma el de foja treinta y siete vuelta, en cuanto declara no 
haber lugar al recarao de habeos corput interpuesto, revocáu- 
dose en todo lo demás. — En su consecuencia, pasen loa autos 
al Sr. Juez del Crimen de esta Capital, con los procesados, se- 
gún lo dispuesto por el Juez de Paz de Formosa, para que pro- 
ceda como en derecho corresponde. Hágase saber con el ortji- 
nal y repónganse los «ellos. 

J. 8. GOBOSTIAGA. - J. DOMNGUU. — 

ul adula o raí AS— s. m. utspiua. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



400 



CAVIA XXXVIII 



El Dr. D. José Piñeiro contra l>. Gerónimo A'uñez, por ren- 
dición de cuentas ; sobre defecto en et modo de proponer la 
demanda. 



Caso. — El Dr. Piñeiro demandó á Nuñez |tara obtener la 
posesión de ana estancia de sn propiedad. 

Su aceten fué rechazada por tratarse de la liquidación de 
una sociedad. 

El Dr. Piñeiro dijo que la sociedad, en el supuesto de haber 
existido, era de capital é* industria, siendo él el dueño del 
capital J entabló demanda de rendición de cuentas, obteniendo 
la entrega de las haciendas, préíio embargo del estableci- 
miento. 

Nuñei opuso la escepcion de defecto legal en la demanda 
por no acompañarse 4 ella la escritura de sociedad, ó de man- 
dato en que se fundaba ta exijencía de rendición de cuentas, 
j reclamó de la entrega de las haciendas, por no hallarse ga- 
rantidos sus derechos. 




irío. — La no presentación de documentos no constituye 
en el modo de proponer la demanda. 



FALLOS M LA MfFWU COET» 



• eUl 




Sueno* Aires, Febrero 6 de 1884. 



T fistos: articulándose por el demandado en su escrito de 
l t que la demanda es defectuosa en la forma propuesta 
acompañarse la escritura de contrato social 6 de man* 
que le entorilara para administrar el establecimiento de 
donde se derifa esta cuestión ; y no estando comprendido ese 
defecto entre los requisitos enumerados en el articulo 57 de la 
Ley de Procedimientos, estando además previsto en el inciso 
>egundo del articulo 10, el efecto que produce esa no presen- 
tación ; por esto, y estando garantido el demandado con el 
embargo trab do, no ha lugar á la escepciou opuesta ni á la 
revocatoria que se soiioita, y contéstese derechamente la de- 
manda dentro del término legal. 



Vistos: Por sus fundamentos, ae confirma con costas, el 
auto apelado de foja sesenta y uno. Repuestos los sellos, de- 
raélfanse. 



Isidoro AUtarraein. 




Bunoi Airei. Abril 17 de 1884. 




¡. —ft. a. i 
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/). Cárlot Sarmiento contra í). Luis Amadeo y otros, por resti- 
tución de efectos embargados ; sobre condenación en costas. 



Sumario. — No corresponda la condenación en costas, cuando 
no existe proceder maliciosa. 



Caso. — D. Cáelos Sarmiento, como cesionario del Dr. D. 
Ramón González demandó la devolución de unos efecto» embar- 
gados, en garantía de un crédito contra D. Walter S. Kerser, 
j que ae habían sacado de la Aduana á mérito de un desem- 
bargo ordenado en los autos seguidas contra este mismo por la 
Compañía Telefónica > Rio de la Plata & en lo,, que habían 
sido embargados también. 

La demanda la dirijiá in solidum contra el administrador de 
Aduana y contra D. Frank W. Jones, D. Guillermo Geeell socio 
y dependiente de Fels y C\ y Keyser, que decía haber estado 
confabulados estos últimos. 

Se contestó por todos la demanda pidiendo su rechazo. 

Por D. Frank W. Jones se había presentado D. Fernaudo 
Bourdieo con poder que le tenia conferido como gerente de la 
Compañía Union Telefónica. 
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Sarmiento observó qup hnbia demandado á Jones personal- 
méate y pidió se dejara sin efecto el auto que tuvo por parte á 
Bourdieu, con costas 

Conferido traslado Jones confirmó y ratificó lo obrado por 
Bonrdieu, j éste presentó & la Tez un poder personal de Jonea. 



Buenos Aires. Octubre 16 de 1863. 

T vistes: habiendo comparecido personalmente Jones y 
tuido ademas representante eu tal carácter como consta 
ü instrumento que se presenta j en cuyo mérito el Juagado 
me por parte á D. Fernando Bourdieu como lo pide en su 
precedente escrito, declárase terminado el incidente promovido 
á f. 45. y corran los autos según su estado. 

I irgíiio tf. Tedm. 

Sarmiento reclamó por no haberse declarado de cargo de 
Bourdieu las costas del incidente. 



ruta» «ai Jt 



Bueno» Aires, Octubre H de 1883. 

Vistos : Estando deducida la precedente petición fuera del 
término en que según la ley 3% titulo 32, partida 8", es permi- 
tido al Jues, ampliar ó modificar su sentencia sobra costas, 
costos ó intereses, no ha lugar y so concede en relación el re- 
curso de apelación subsidiariamente interpuesto del auto de 
foja.» en la parte recurrida, remitiéndose el espediente con 
oficio. 

Tedin. 
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Buenos Aire., Abril ¿4 de 18» 

Vistos: «o siendo un proceder malicioso el observado por el 
Procurador Bourdieu al contestar la demanda en nombre de 
Don Prank W. Jones gerente de la Compañía Telefónica, y ha- 
biéndose ratificado lo obrado por £1, por el citado Don Frank W. 
Jones, quien ha confet ido poder en su propio nombre al mismo 
Procurador Bourdieu, se confirma el auto apelado de foja cin- 
cuenta y tres vuelta, en cuanto no pronuncia la condenación 
*• n costas, y repuestos los sellos deruélvase. 

J UOMIXtíüEZ. — CLAMttAO IHIAft. — 
S. V. LASriLR. — H O. MIA ARO. 
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CAUSA 11, 



0. Pedro Han, CQntra el Fúeo nacional ; sobre expropiación. 



Sumario. — I* £1 ralor de los bienes expropiados debe re- 
liarse por el que hubiesen tenido, ai la obra no hubiese nido 
txada, 

2' La indemnización por depreciación & causa de) fraccio- 
nan! u*i¡to del terreno» no procede cuando el demandante ha 
comprado el terreno, ja fraccionado. 

3" Ofreciéndote por el representante del Fisco mayor precio 
del que correspondería según el valor anterior del terreno, 
debe estarse al precio ofrecido. 



Coso, — Se comprende leyendo el 



Rourio, Julio i d« 1883 



Vistos estos autos seguidos entre D. Pedro liare y el Sr. 
Procurador Fiscal sobre la apreciación y pago de un terreno 
ocupado por la ría del Ferro-Carril Central Argentino, y per- 
juicio* de fraccionamiento, reinita lo siguiente : 
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£1 área total á que pertenece la parte por expropiarse» se 
compone de 215 taras de frente y 1.550 raras de fondo; j 
habiendo pertenecido á varios propietarios, éstos lo Tendieron 
en Noviembre del año pasado á Marc por el precio de f .400 
bolivianos billetes; estando ya ese terreno cruzado por la 
vía férrea desde que esta se construyó, nú muchos años, sin 
que hasta hoy se haya inicado ni gestionado expropiación por 
parte de tos que fueran sus dueños, ni por Iti Fiscal. 

Adquirido por Marc, éste se presenta por este juicio deman- 
dando el pago de la parte ocupada por la ría, que es de do* y 
media cuadras cuadradas, poco mas ó mino*, según lo expresa 
el perito A! varad» ú foja 7, como también )a indemnización de 
los perjuicios de fraccionamiento, pues el terreno de forma 
cuadrilonga, queda cortado casi diagonal mente, según se vé 
por el croquis que acompaña á foja l 1 . 

No conformes las partes en el precio, nombraron de común 
consentimiento para fijarlo, como perito, á D. Ellas Al varad o 
quien se espille apreciando en 1.225 |f el valor del terreno 
tomado por la vía, ó sean tas dos y media cuadral, y en 650 $ 
de la misma moneda, et perjuicio de fraccionamiento. 

Disconforme el Fiscal con esta regulación, qne n puta ex- 
traordinariamente exagerada, en razón de que 90 días antes 
de li demanda el mismo Atare había comprado el total del 
terreno en solo 1.900 A bolivianos billetes, se opone abierta- 
mente á ella, fundándose en la escritura presentada por dicho 
liare para acreditar sn propiedad ; fortificando su oposición 
con que el mismo Sr. Cilveti, apoderado del demandante, 
como miembro de la casa «Cilveti y Rodríguez», había ven- 
dido en esos días en remate público, terrenos en mucho mejores 
condiciones en todo sentido, á ochenta y tantos pesos billetes 
la cuadra cuadrada, como se comprueba por el aviso público 
de esa casa corriente á foja 9; mientras qne il terreno de 
que hoy se trata, resultaba tasado como i razón de 500 |f la 
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cuadra cuadrada, añadiéndose todavía como precio de fraccio- 
namiento, la «aatidai do 000 #f . 

La parte do More sin negar ol precio de I .100 # bolivianos 
billetes de todo el terreno que había comprado dios antes de 
su demanda, constante de la escritura, ni tampoco la renta 
ea remate de los otros terrenos hecha por la casa «Gilvo ti y 
», alega sin embargo, que mas bien son bajas que 
las apreciaciones del perito Alvarsdo, exponiendo que las 
valen mas cada día; que los vendidos i 83 f bi- 
ta cuadra, están ubicados al Bud de la ciudad y que por 
líente, valen meaos que los del Norte ; que al día si- 
ite de esa venta en remate hubieron personas que ofre- 
na cincuenta y cinco por ciento mas ; y que era de 
iblica notoriedad que al Bud los terrenos valían un setenta 
y cinco por ciento menos que al Norte : que por otros expro- 
piados para el mismo Ferro-Carril, como los de Villanneva y 
Arias se había convenido en pagar á raion de 500 f f la cuadra 
fuer* de perjuicios, no obstante eatar ubicados i tres cuartos 
de legua mas afuera ; por todo lo cual era justo que se llenase 
la tasación hecha, como lo pedia. Que el mismo Fiscal habia 
ofrecido hacia pocos días á su parte, 1.600 $f por el terreno 
sin los perjuicio a, oferta que con estos sobrepasaba la tasación. 

Para probar todos los precedentes hechos, no se han acom- 
pañado mas pruebas que Ja escritura de compra hecha por 
Maro, acompañada por él para acreditar su propiedad, y el 
avian impreso á que se ha hecho referencia. 

Tampoco bay nada probado ni alegado sobre el valor que 
ese terreno hubiese podido tener cuando fué ocupado por h 
vía. 

De la vista de ojos practicada, resulté hallarse ubicado i 
poco mas de legua de distancia de la Estación al Nor-Oeate ; 
terrenos cultivados por ana parte de sus costados y 
de pastoreo ; raion por la cual no puede dársele pro- 
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píamente una es« Jusiva cía - il'rnrinn de pastoreo ó ile quintas. 

Por fin, llamarla*) la * partas ¡i una conciliación, el Fiscal 
ofreció como niáxiniun a niünii do 250 bolivianos billetes 
por cuadra cuadrada de la superficie á expropiarse; y la de 
Marc por Tía de transacción, las tasaciones hechas por el 
perito. 

Y considerando : I o Quedados los muy reducidos compro- 
bantes que se han presentado y que no alcanzan á justificar 
los estreñios que se alegan como correspondería, la resolución 
judicial que se dicte debe guiarse, ya por el mérito de aquellos 
como por consideraciones de equidad y prudencia. 

4* Que en tal concepto, Tas apreciaciones del perito Alva- 
rado, se muestran claramente muy exageradas, pues habiendo 
comprado Marc todo el terreno mas de seis teces estenso que 
el que trata de expropiarse, solo en í. 200 S bolivianos bi- 
lletes, no puede justa y razonablemente aceptarse que tan 
pequeña parte de él. Taiga 1.225 flf, cantidad muy superior 
todatia al precio total, aún suponiéndose que la compra hu- 
biese sido realizada á un precio sumamente bajo; y que se 
añada aún toduTia 650 f f como precio de fraccionamiento de 
aquel terreno obtenido en 1.200 bolivi nos billetes; y pues 
que si las propiedades pueden A Teces adquirirle por bajos 
precios, es sumamente raro que se obtengan por un valor tan 
abatido ; sin que pueda suponerse tampoco, lo que no se Té, 
que de un dia i otro se eleTe á tal grado el valor de las pro- 
piedades urbanas, y menos el de las rústicas. 

3? Que no habiéndose negado por Marc la reciente Ten ta 
de las propiedades á que se reliere el aviso de foja 3, a razón 
solo de ochenta y tantos pesos bolivianos la cuadra, y no ha- 
biendo tampo.o justificado el mismo en ningún sentido que 
ellos fuesen de calidad inferior, es esto un fundamento que 
patentiza el muy alto aprecio hecho por el perito, del urea á 
expropiarse ; aun cuando fuese efectivo como lo dice Marc 
T. xtii 29 
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que hubiese quien ofreciera después de esa venta on cincuenta 
y cinco por ciento mas del precio á que se realizó, compro- 
bando ello mismo, aun á ser ci?rti>, la eiagerada tasación de 
500 #f la cuadra cuadrada. Si» q»e tampoco haya nna raion 
para que ios terrenos al Sud de la Ciudad, en las distancias á 
que se halla el de M ire, valgan como lo asegura, mucho menos 
que los del Norte, aun cuando esa diferencia pueda eiistir 
tocante á loa urbanos. 

4 o Que dada la exageración respecto del Talor asignado á 
la parle á eipr J piarse, se resiente de igual defecto la apre- 
ciación del perjuicio que se supone recibido por fracciona- 
to eti dicha propiedad por haberse tomado por base un 
_io precio* 

Que no habiendo mudio* legales para apreciar el Talor 
:éss tierra* pudieran tener al empezarse ta construcción 
rro-carril, cuya empresa ha estado en posesión de he- 
cho sin haberlas pagado, si bien tampoco sus dueños han 
jestionado hasta hoy el pago, no es posible prescindir para 
una prudente apreciación, de darles un valor con relación al 
ie hoy poco mas ó menos han alcanzado. 
Por estos fundamentos, y teniendo en cuenta precios aná- 
logos acordadas á otras tierras aunque no en las mismas con- 
diciones que esta, fallo : Que el terreno expropiado sobre que 
rersa esta cuestión, debe abonarse á razón de 350 ¿f la cuadra 
cuadrada, y en trescientos pesos de la misma moneda, el perjui- 
cio sufrido por el fraccionamiento ; con las costas á la parte 
del Fisco en conformidad ¡il articulo 18 de la ley de expro- 
piación. Practique la liquidación por Secretaría, notiflqoese 
con el original, y devuélvanse los títulos presentados dejando 
constancia en autos. 

f melón Zuviria. 
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VISTA DEL S&Soll PftOClRlDOR GESEItAL 



Uueriüí Airea, Febrero 8 de 1884. 



Suprema Corte; 

La sentencia del Juzgado de Sección Tiene apelada por el 
el interesado, y, á la vez, por el Procurador Fbcal. K* ya 
esta una presunción de que el Juzgado se ha colocado en un 
término medio equitativo y razonable. 

Las pretensiones del propietario no pueden ser mas cxnge- 
radas, y pueden presentarse corno un» prueba clásica del abuso 
á qne estos negocios de expropiación dan pábulo. El Sr. 
Marc pide por la sesta parte de su propiedad, el dublé de lo 
que había pagado veinte dtas antes por toda ella! 

La sentencia le acuerda todavía, próximamente, el pre.-io 
del todo t quedando con la propiedad poeo menos que entera ! 
Y no está contento ! 

Si algo puede objetarse á la sentencia, es que acuerda de- 
masiado. No insistirá, sin embargo, en pedir su reducción* 
en Tista de ser odiosa esta materia de expropiación, y de 
carecer de datos precisos acerca de los valores en aquella lo- 
calidad. 



Vistos estos autos, renidos al conocimiento de la Corto, en 
virtud de apelación interpuesta por el representante del Fisco. 

Resultando que no hay constancia del valor del terreno de 
que se trata, antes de la autorización para la construcción 
del Ferro-Carril Central, y que et que tenia en diez y ocho de 



Eduardo Costa. 




lluenoa Airo, Mayo I o de 1884 
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Noviembre de mil ochocientos ochenta y dos, pocos ¿lasantes 
de entablarse ta demanda, inclusa la parte qoe ocúpala fía 

de dicho Ferro-Carril, era de mil doscientos pesos bolivianos 
billetes, que el actor pgó por él en esa fecha, segnn la es- 
critura pública que ha presentado ; 

T considerando: Que según el artículo quince de la ley de 
trece de Setiembre de mít ochocientos sesenta y seis, el valor 
de los bienes expropiados debe regalarse por el que hubiesen 
tenido, si la obra no hubiese sido ejecutada, ni aún auton- 

Que el artículo diez j seis de la misma ley. prescribe que la 
indemnización comprende todos los gravámenes 6 perjuicios 
que sean consecuencia forzosa de la expropiación, y que por lo 
tanto no hay derecho para eligir ninguna en el presente 
caso, por depreciación á causa del fracciona* ionto del ter- 
reno, pues la compra de él »e hizo en su setuai estado, esto es, 
atravesado por el Ferrocarril, sin que por lo mismo haya 
sufrido el demandante perjuicio alguno por aquel motivo ; 

Qoe en tales circunstancias, no habiendo ni alegádose 
otros perjuicios, y siendo indudable que el valor del terreno 
es ahora mucho mayor que antes de la autorización para la 
construccion del Ferro-Carril, se pagarla mas por la parte qoe 
él ocupa, si su precio fuese en proporción al de todo el ter- 
reno ; 

Que sin embargo, la indemnización bajo esta base, no «na 
equitativa, en vista del mayor precio ofrecido por el repre- 
sentante del fisco, como es el de doscientos cincuenta pesos 
bolivianos billetes, por cuadra cuadrada ; 

Y que. en virtud de lo espuesto, no es conforme á la ley , U 
indemnización que fija la seutencia de primera Instancia, se- 
gún la cual, se pagaría por una j-equefia parte del terreno y 
«1 fraccionamiento, mas de lo que importa y ha costado todo 

él; 
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Por estos fundamentos, ae revoca la sentencia apelada de 
foja diei y ocho vuelta, y se declara que debe abonarse al 
demandante* por toda indemnización, á razo» de doscientos 
cincuenta pesos bolivianos billetes ó so equivalente en mo- 
neda nacionali, por cuadra cuadrada del terreno de su propie- 
dad, que ocupe la vía del Ferro-Carril Central Argentino, 
debiendo las costas del juicio satisfacer las las partes pal mi- 
tad, con arreglo al artículo die* y ocho de la ley citad i. HiS- 
gase saber con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. B. 4¡0 ROSTI ACA. — J. DOMINGLU. — 
I LADISLAO FRIAS. — S. H. LAHPIi:R, 



La viuda é hijos de />. Tomás Manuel de Anchorena, contra la 
Municipalidad de Bueno» Mires; sobre expropiación. 



Sumario. — i • El jo icio de expropiación es verbal y suma- 
rio, y no pueden concederse si nó en relación los recursos que 
se interpongan. 
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4° Lt sentencia que ha tomado en cuenta todas las indica- 
ciones j dato* presentados en dicho juicio, está exenta del ?i- 
oio de nulidad. 

3" Ta indemnización de mu propiedad expropiada» no puede 
ser menor de Lo que costó á hus propietarios tsíhos años antes 
de la expropiación. 

A" I a> cortas ¿i c¿t rgo del expropiante, comprenden solo las 
de actuación, v los honorarios do los peritos. 



Caso, — Se refiere en el 

•>»!• 4*1 Jwi Fedvr*l 

Unenos Airt'». Enero .il |i 1N81 

Vistos los présenles autos para dictar sentencia definitiva 
en el juicio promovido sobro expropiación del edilu io conocido 
con et mimbre de Recoba Vieja, 

Resultan los siguientes antecedente*: 

í° Pnr ley da l de Agosto del año próximo pasarlo, el Con- 
preso de la Nación declaró de utilidad pública la adquisición 
de los terrenos de propiedad particular que separan la plaza 
do la Victoria de ta de 35 de Majo, en el municipio de esta 
Ciudad (Art. i"), autorizando á la Municipalidad para proceder 
á su expropiación, a objeto de formar una sola plaza, uniendo 
las dos de que *e ha hecho mención (Art. 4* de la ley citada). 

2* Con tal motivo, el Intendente Municipal de la Capital, ce- 
lebro algunas conferencias particulares con los propietarios de 
dichos terrenos y edificio, a lia de ver si se ponían de acuer- 
do amigablemente sobre el importe de la indemnización que 
debia acordárseles por la expropiación, sin qne hubiesen podido 
llegar á un resultado satisfactorio* pues aquellas fijaban en 
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veinte millones de pesos m/c el mínimum de sus exijencias, y la 
Municipalidad creía que no del ¡a ofrecer mas que siete. 

3* De consiguiente, haliendo llegado el caso previsto en el 
artículo P de la ley del Congreso de 13 de Setiembre de IK6G, 
ocurrió al Juzgado con fecha 20 de Octubre del año próximo 
pasado, D. Manuel Cribelarrea, en representación de D" Clara 
García Zuñiga de Anchorena, li* Clara, D* Isabel y D* Cár- 
men Anchorena, á quienes pertenece el edificio en cuestión, por 
adjuícacion que se les hizo en la Testamentaria del Dr. Don 
Tomás Manuel Anchorena, según Lo expresa el certificado cor- 
riente á foja 150 vuelta, exponiendo que sus poderdantes ha- 
bían estado durante muchos añ»s bajo la amenaza constante 
de la expropiación de su valiosa propiedad y privados de obte- 
ner de ella una cuantiosa renta, pues negocios quede suyo requie- 
ren alguna estabilidad, no se situarían en una tinca que de un 
momento á otro podía desaparecer por la acción gubernativa; 
que al fin el Congreso dicto la ley de que se ha hecho mención, 
desde cuyo momento habla quedado restringido el derecho de 
loa propietarios, para disponer del modo enunciado que las le- 
yes autorizan, de la Hecofaa Vieja ; y los rumores de expropia- 
cion, que tanto perjuicio les había causado antes, cuando solo 
eran tales, se convirtieron en una verdad que tenia su funda- 
mento en la ley promulga-la, situación que no podia prolon- 
garse por mas tiempo; que entretanto, el Intendente de la Mu- 
nicipalidad, recien en el mes corriente (Octubre), después de 
haber efectuado actos irregulares que importan la ejecución 
en paHe de la expropiación, por cuanto afectan derechos reales 
de sus representados, les propuso el precio de siete millones de 
pesos m e, que no había considerado si rio. creyendo que al 
ofrecerlo no se tenia otro propósito que alargar el procedimiento 
é inferirles perjuicios indebidos, por cuyo motivo y sin perjui- 
cio de loa cargos á que había lugar contra la Municipalidad 
por esos actos, venia á solicitar, con sujeción á lo dispuesto en 
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fculo tir de ta ley de Setiembre de 18G6, ae citara a las 
partes ú juicio verbal, para nombrar Ion peritos que justipre- 
cien el ltien que aquella corpor.icion estaba autoriza á expro- 
piar. 

4" líos días de-pues de dictada I* providencia, citando A las 
partes á los efectos indicados, se presentó el Procurador Aldao. 
é nombre de la Municipalidad, exponiendo: que su letrado se 
ocupaba de recojer los antecedentes necesarios para iniciar el 
competente juicio de estimación de la líecoba, cuando llegaba 
a su noticia que los propietarios de la misma habían ocurrido 
al Juzgado con igual objeto, haciéndose ademas sérios cargos i 
la Intendencia Municipal por sus procedimientos en el asunto, 
y po: la mala intención que se le atribuye en la * demoras qne 
necesariamente han debido ocasionarte; que no permitiéndola 
naturaleza del procedimiento, y la convocatoria decretada por 
el Juagado, ha-er desde luego las rectificaciones y defensas que 
exigiría los términos del escrito de los propietarios se limitaba 
é exhibir la nota original que el Intendente babia recibido del 
Presidente de 1 Consejo Deliberante, fechada el 20 de Octubre, 
la que contenia la automación requerida para entrar al proce- 
dimiento judicial, asi como do* cartas dirijidas por el Sr. Uri- 
belarrea al Asesor Municipal, referentes á la personalidad y 
domicilio de los propietarias del edificio que t¡e va á expropiar, 
elementos indispensables pal» la iniciación del juicio. 

5" Convocad us & juicio verbal ambas partes, ratificaron sus 
respectivas pretensiones, agregando el representante de la Mu- 
nicipalidad, que después de oída la opinión de las personas 
competentes, la Corporación solo estaba dispuesta á llegar hasta 
la cantidad de 7.471,000 ¿ m <\ abonando á razón de 5000 # 
moneda corriente el metro ciiadrado, precediéndose en su con- 
secuencia, á nombrar peritos pata qne informen al Juzgado 
acerca del vulor del bien a expropiar, apoyando las pretensiones 
de las partes, habiéndose convenido en el mismo acto, en vista 
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de la importancia del apunto, que previamente | en el término 
de seis diaa. presentarían aquellos um concisa memoria, expo- 
niendo los fundamentos de sus respectivas pretensiones, con 
lof comprobantes y elementos que lea han inducido á formu- 
larlas, á lin de que tengan la maü completa libertan* y amplitud 
en la defensa de los intereses que han ¡«ido encargados «le re- 
presentar. 

6 n Üe acuerdo con lo convenido, el representante de l:i Mu- 
nicipalidad presen tó la qtie corre de fofas 13 á 57, en la que, 
entre otros elementos acumulados para formar criterio sobre 
el ponto en discusión, se enuncia diversas ventas de propíe- 
dides hechas en los dos últimos ano* á inmediaciones dé la 
Plaza de la Victoria, cajo precio varia entre 1440 A m o, 
como mínimum y 2927 ¿ como máximum, por metro cuadrado, 
teniendo á su juicio una ubieacion muy snp¿ ior a la del edifi- 
cio de ta Recoba; y por lu parte que representa Uribelarrca, 
la de fojas 85 á 0-i, en la que sostiene este, que la Municipali- 
dad ha hecho tasar el terreno de la Kecoba á 5QÜ0£ m e el me- 
tro, asegurando que esta tasación es justa y equitativa y con 
sujeción á la misma propone 7.401 ,350 £ m c, que entre tanto, 
el terreno en que se halla construido ese edificio, mide 25«2 Ta- 
ras cuadradas ó sean 1900 metros próximamente, lo que á ra- 
soa de 5000 ¿ hacen nueve millones y medio de pesos, sin in- 
cluir el edificio; que según entiende, los Ingenieros Municipales 
lian considerado las galerías como de propiedad pública y la* 
han excluido de su tasación, pues solo así se explica el erroT, 
siendo asi que todo et terreno de la Recaba es de propiedad pri- 
vada, sobre cuyo punto no puede caber la mus mítima duda; 
pues 1). Nicolás Anc borona, adquirió diiho terreno y edificio, 
sin mas obligación que la de conservar los corredores de los 
dos frentes y cabeceras que integran el edificio, como estaban 
y en el mismo orden de arquitectura, lo que á él lo convenia, 
porque le daba un gran valor á su propiedad, reservándole un 




pasaje privado qu< podría . i.ducirle* siqtieria, una renta tal vez 
mayor que la de la» piezas; que lo destinado al transito público 
no era ese pasaje (las gaterías laterales), si nú el terreno que 
mediaba entre los do* cuerpos del edificio cubierto por el arco 
de triunfo, de modo que no se esplica la exclusión de la tasa- 
ción de las galerías y tt rrcno en que están construidas, sino por 
error; que tampoco eiistia servidumbre de paso, por no haberse 
constituido en el titulo de adquisición ni por otro alguno, ni 
puede alegarse la prescripción, porque no es una manera legal 
de constituir las servidumbres ; qucelSr. D. Francisco Chas, 
consultado, entre otros, por la Municipalidad, babia «valuado la 
vira cuadrada á 5000 f , lo que daria un precio de 12 810,000 #, 
sin incluir el edificio; que la avaluación para la contribución 
correspondiente al año 1883, estaba en proporción a esa suma, 
pues fué fijada en once millones, siendo sabido que estas ava- 
luacium-s se hacen siempre un 30° , menos de su valor justo: 
que la renta que produce, no puede servir de base al justipre- 
cio y menos aun las rentas de terrenos de poco frente con re- 
lación á su fondo, y que tomando por base las que se han hecho, 
en relación proporcional su* frentes y fondos, la vara cuadrada 
del de la Retoba vale, por lo menos, 7000 J m/c, en cuyo cál- 
culo se omiten perjuicios sufridos con niotivu de la ley de ex- 
propiación y obras ejecutada^ las que deberán iniciarse por se- 
parado. 

T Inmediatamente de tener conocimiento de esta mentor ia, 
el Procurador Muuicipal presentó el escrito de foja 09, mani- 
festando, que tanto en el juicio verbal como en su memoria, ha- 
bía padecí*» un gravísimo error, el cual se apresuraba a recti- 
ficar, para que se tuviera presente en oportunidad, consistente 
en un cálculo equivocado del Ingeniero Municipal respecto del 
número de metros cuadrados que contiene la Ueeoba, del cual 
resultaba el valor aproximado de 5000 i por metro, con rela- 
ción al valor total que la Municipalidad atribuía á la expro- 
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piaoion, en presencia de todo» los antccor! entes que se recojieron 
para determi mirlo, habiéndose adoptado el precio por metro, 
aunque sin abandonar el calor total que se atribuía al edificio, 
solo con el propósito de hacer mas sensible la equidad de esta 
estimación ; que los cálculos á que se referia, atribulan A la pro- 
piedad una superficie total Je 1-192 metros; pero rat i liradas hny 
con prolijidad las medida* de la superficie ocupada por la Re- 
coba, resulta que alcanzan a 1892 metros y 84 centímetros; 
que el precio dehO00¿m o por metro cuadrado, habla sido he- 
cho en concepto <t la relación en que (•] aparecía con el valor 
total que se lijaba á la expropiación, por lo que, rectificando el 
error padecido, manifestaba que el precio lijado por la Munici- 
pilidad, es el He 7.500,000 ¿me, que supera únicamente en 
38,650 £ al que se ofreció antes, de cuyo precio resulta siempre 
el metro cuadrado á razón de 3962 $ m c, que representa una 
estimación muy superior á la de los mejores precios obtenido* 
por las propiedades menciónalas en la memoria. 

El perito nombrado por la parte de A u chore na, 1), Tri- 
tón Giiiraldez, en vista de la tasación pr»et¡eada a pedi>lode la 
misma, por el Ingeniero I). Edgardo Moreno fojas 126 n 129 y 
de los antecedentes consignados en su informe corriente a foja 
133, avalúa el metro cuadrado del terreno que ocupa la líecoba 
en 11,000 | m/c, y el edificio en 1,080,048, entre tanto que el 
Ingeniero 0. Pastor del Valle, nombrado por la Municipalidad, 
solo le dá un ralor de 3000 # el metro cuadrado de terreno, y 
de 640,0001 ni e al edificio, de suerte que, lejos de disminuir, 
los informes periciales han aumentado la distancia que separa 
las pretensiones de ambos contendientes. 

Y considerando: I o Que en esta emerjencia el Tribunal está 
llamado á dirimir la dificultad, como perito único, atento lo dis- 
puesto en el artículo 0" de la ley Nacional sobre expropiación 
de bienes, de 13 de Setiembre de 1866, lo que indica claramente 
que su misiou en tales casos reviste un carácter arbitral para 
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apreciar según las reglas ét U sana raían y con equidad la lejí- 
tim i indemnizicion que debe acordarse al expropiado, lo que 
: otra parte, no es sino una consecuencia forzosa de la natura- 
laxa misma de los hechos sometidos á la apreciación del criterio 
judicial, que no admiten solución ¡ or reglas fija» preestable- 
cidas; 

2" Que lo primen» que el Juzgado debe tomar en considera- 
ción, es tas condiciones y extensión del derecho de que vá á ser 
privado el expropiado, como base fundamental, sobre la cual 
tienen qua apoyarse los dein.is elementos de convicción acumu- 
lados en autos, para su estudio comparativo con lo que consti- 
tuye el caso sttb judiee, pues dada la gran distancia que separa 
las pretensiones de ambas partes, y aun sin esta circunstancia, 
el procedimiento que la equidad aconseja como el i'inico y mas 
seguro medio de conocer lo mas aproximadamente posible el 
verdadero valor actual de un bien dado, es su relación con el 
valor corriente atribuido en convenciones libremente celebra- 
das á otros bienes en iguale» ó próximas condiciones, á parte 
de los demás factores concurrentes que deben tenerse presente 
al mismo objeto; 

3 o Que según el título de adquisición de la Recoba, que ha 
exhibido la parte de Anchorena, el Gobernador Rosas vendió á 
su causante, el edificio de la misma con el terreno que com- 
prende, el qué medido entonces resultó ser de 90 varas y tercia 
de frente al Sud por 62 varas de costado, uno de los cuerpos, y 
y de 90 y media por 64, el otro, en el estado en que se bailaba, 
coa la obligación de conservar los corredores de los dos frente» 
y cabeceras que integran el edificio como están y en el mismo 
órden de arquitectura, pudíendo edificar de altos, y tan solo 
arriba cerrar los intercolumnios; 

4* Que para interpretar enta condición y descubrir su ver- 
dadero alcance y la intención del Gobierno que la estableció, 
conviene tener presente que la Recoba fué construida y conter- 
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vada como edificio público, de modo que esos corredores estu- 
vieran destinados siembre á ia circulación del público y nunca 
á usos particulares, siendo esto, precisamente, lo que parece ha- 
berse querido garantir cotí esa restricción ni libre y omnímodo 
ejercicio del derecho de propiedad, puesto que ningún otro in- 
terés se descubre i n la con ser rae ion de esos corredores tal tomo 
están y como <lebian continuar perpetuamente, y si no se ha 
empleado el rigoroso tecnicismo del derecho pira hacer constar 
en todo tiempo que la mente del (¡"bienio era liniiUr el domi- 
nio de la Uecobn. en esa parte, con una servidumbre de tránsito 
i*n interés del público, claramente se vé que no puede ser otro 
«-I prupúsito, puesto que, o. n servándose abiertas las galeiíis sin 
qoe sea lícito hacer innovación alguna que altere ó modilique 
su condición actual, el público continuará transitando por ellas, 
sin que los propietarios puedan impedirlo; de donde se deduce 
que toda la superficie del terreno que aquellos ocupan, está 
muy distante de encontrarse en las mismas ventajosas condi- 
ciones para la explotación de provecho particular que el resto, 
y que cualquier otro terreno situado á inmediaciones de ese 
local; 

5 o Que según los artículos 1», y 16 de la Ley Nacional de 
expropiación, el vilor de los bienes debe regularse por el que 
hubiesen tenido antes de ejecutarse las obras que han hecho 
necesaria la expropiación, y la indemnización comprender to- 
dos los gravámenes y perjuicios que sean consecuencia forzosa 
de la misma, no debiendo, sin embargo, tomarse en considera- 
eion las ventajas ó ganancias hipotéticas. — « Es incontestable 
en derecho, diee Dalíoy de la If aunare, en su Téoríe et prac- 
tique de CeJtpropiatiún par cause (Cutitiíé publique; tomo 2°. 
número 3, que el expropiado no puede pretender, á título 
de expropiación, sinó el valor actual de ta propiedad que 
le es tomada y que no debe tenerse absoluta men c en cuenta 
para la determinación de dicha indemnización, el valor qae 
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puede «oponérsele resulte en un porvenir, mas ó menos pró- 
ximo, de U ejecución de trabaja un iniciados. » Ksta es la teoría 
que prevaleció en la confección de nuestra ley nacional de 
expropiación, y la que, en repetida! ocasiones, han aplicado los 
Tribunales, bastando citar, entre otros casos, el de ta Corte Su- 
prema Federal; tomo 11, Aserie, p»g 174; porque cualquiera 
otra reftluqtie haga entrar circunstancias prublemóticas 6 even- 
tuales en la ^stiimicion del quantum de la indemnización, abre 
ani-ho eamp^ al arbitrario, alternando el de perfecta igual- 
dad, en que deben ser colocados, expropiante y expropiado, y la 
base de equidad que debe, rejir, para uno y otro, en negocios de 
esta naturaleza; 

6" Que fijados* de esta manera, los elementos que deben ser 
comprendidos eu la expropiación, res! a solo determinar el valor 
que *eguii los principios de l:i sana razón y de la equidad pue- 
de atribuirse al bien expropiuble. Tres son los que, desde luego, 
se ofrecen como la mas segura base de criterio para ese ob- 
jeto: r el valor corriente atribuido en las trm^aci iones libre- 
mente celebradas, ala unidad de medida, el metro cuadrado, 
de propiedades que se encuentran en condiciones aproximada- 
mente iguale* tí las que motiva la cuestión snb jiuiice : 2" la 
renta que esta haya producido normalmente; pues es el baró- 
metro que indica la demanda de una localidad, según las venta- 
jas ó inconvenientes que presenta, circunstancia muy impor- 
tante en el caso actual, pues se trata de un bien destinado por 
sus propietarios a ese objeto desde su adquisición y que por sus 
condiciones, estension y ubicación no admite otra aplicación, 
siendo de suponer que dada la ventajosa situación que le atri- 
buyen á ese objeto, hayan sacado el máximum de lo que puede 
producir, según el valor corriente de Jos alquileres en plaza: 
3" la opinión de personas entendidas é imparciales, cuyas in- 
formaciones está autorizado á reeojer el Juez de la expropia- 
ción; 
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7° Que de las certificaciones expedidas por los Escribanos do 
Rejialro de esta Ciudad, Salas, Cabral y Resta, corrientes de 
fojas 110 á 118, resulta que á inmediaciones de 1 1 Plaza de la 
Victoria, se han hecho la-i siguientes ventas: 

I a Finca, calle de Piedad esquina» S.mi Martin, edificada en 
altos, en terreno de 8 metros 60 milímetros de frente por 12 
metros 12 centímetros de fondo, por la suma de 1.100,000 pe- 
m»s m e, — Junio de 1883. 

2* Finca, falle de S;m M rtin esquina Píi-dad, con edificio 
alto v bajo, en terreno compuestu <1 20 metros 44 centímetros 
de frente al Kste, por 30 metros 31 centímetros de fondo, por 
,1.200.000 #.— Octubre de 1881, 

3' Finca, calle de La Victoria entre Chaca buco y Pichasen 
terreno de 10 metro;» 825 milímetros de frente al Smt pur 31 
metros 825 milímetros de fondo, por 1 .265,000 ¿m c. Abril 
de 1*83. 

4* Finca, t alle do la Victoria, mas próxima a la Plaza que la 
¡interior, edificada ea terreo» de 15 metros 155 milímetros por 
50 metros 754 milíim tros, en 2.300,000 $. listas rentas dán 
por resultado, cuino precio del metro cuadrado, incluyendo el 
i-didcio ■— Para la primera, 10 400 | ni c. — Para la segunda, 
3586. — Para la tercera, 3674. — Para la cuarta, 2540, ó sea un 
promedio de 5000 ¿ por metro cuadrado, incluso el valor de las 
construcciones 

8" (¿ae por su parte, la Municipalidad lia prr-e litado el cua- 
dro que á continuación so espresa, de ventas de propiedad que 
se encuentran en iguales condiciones ;í Jas anter' res, cuya 
exactitud, ademas de no contestada por la parte contraria, se 
comprueba por tos certificador espedidos respectivamente por 
los Escribanos que han intervenido en ellas: 

1* Setiembre de 1878, Pas:ije Rnverano á 1240 S m/ c el 
metro. 

2* Piedad, n«* 40 y 42 (Julio de 1880), 1496 m/ c el metro. 
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y Reconquista y Piedad .Setiembre de 1880 , 2927 » m fc el 



1878 | el metro. 
6f Victoria, frente al Club del Progreso (Octubre de 1883) 

2574 | el metro, 

7" Bulivar y Victoria (Agosto de 1878), 2780 # el metro, lo 
que d» un promedio de 2168 | mfe por metro cuadrado, ra) al- 
canzando el maiiinuii á 3000 f ; 

9' Qne el perito Güiraldes, nombrado por la parte de An- 
ekoren*» funda la estiiuicion que hace del valor de la Recoba a 
razón de 11,000 f m/ c el metro cuadrado, sin incluir el edificio, 
en la circunstancia espciialísiiua de hallarte ubicado en el cen- 
tro ile 'as do» plaza», J en que sus frentes representan maa de 
300 varas lineales. Ks fuera de duda que la ubicación de este 
edificio es espeeialísima, como que no hay otra en idéntica si- 
tuación, pero esa especialidad, si no es una desventaja, está 
muy distante de constituir ventajas tan importantes que tri- 
pliquen y cuadrupliquen su valor, con relación al de propieda- 
des vecinas. I^s hechos que revisten un carácter de notorie- 
dad pública U imponen. 

Hace 20 años, en efecto, que los edificios públicos mencio- 
nados por e^te perito, próximos á la Recoba, el Gobierno Na- 
cional» el Congreso* el Teatro, la Bolsa, el Banco, la Aduana, 
etc. etc., tienen la misma destinación que boy, j sin embargo, 
esta ha sido ocupada constantemente por negocios muy secun- 
darios, casi siempre sin atingencia directa con aquellos esta- 
blecimientos, y en su género, de tercero ó cuarto órden, porque 
el interés particular, que muy rara vez se equivoca acerca de 
sus conveniencias, ba visto en la Recoba un paraje solo fre- 
cuentado durante pocas horas del día por agentes de negocios 
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y desierta desde las primeras Was de la noche; poco aparente 
de consiguiente, para el establecimiento de negocios importan- 
tes que requieren para su desenvolvimiento y prosperidad, el 
mayor contacto posible con e! público consumidor. 

Bajo ese punto de vis U, puede a li muirse, pues, que e! Pasaje 
Roverano, las propiedades mencionadas en la calle de Victoria, 
de la esquina de Piedad y San Martin, de la calle Reconquista, 
en la de Perú, están en mejores condiciones que la Recoba. 
Su mucho frente es también una ventaja aparente* ó por lo 
menos, no de la magnitud que le atribuye el perito Güiraldes, 
precisamente á causa de su poco fondo que no permite dar á 
sus cuartos, única eonstruc-ion p.^ible, la* comodidades segu- 
ridad, higiene, <itc, que son elementos complementarios indis- 
pensables para cualquier establecimieuto en condiciones venta- 
josas, sit-odo sin duda estos inconvenientes los que han alejado, 
en todo tiempo, de ese p inje las lujosas joyerías, tiendas y ba- 
zares que se vén en otras calles representando fuertes capita- 
les y de consiguiente, elevados alquileres; 

10» Que el representante de la Municipalidad, ha afirmado 
sin contradicciuti de parte de Anchorena, que la renta que 
produce mensual mente la Hecoba, solo alcanza i la eantidad de 
49,000 | m/ c mensuales, según datos (dice en su memoria), 
cuya exactitud han reconocido los propietarios, estimación es- 
plícitamente continuada por el perito de aquellos Sr. Moreno, 
quien en sus conclusiones establece que la Receba produce pró- 
ximamente 500,000 | anuales, cuya renta, calculada al 
7 ¿ anual, no obstante que A propiedades ventajosamente si- 
toadas puede atribuírseles una renta de 10 • próximamente, 
según informaciones verbales recojídas por el Juzgado, corres- 
pondería & un capital de 7.300,000 $ m, c . Sí aquella renta no 
represento el máximuu de ¡o que puede produ.-ir la Ri cota, no 
lo bao demostrado los propietaries. La presunción, sin embargo, 
les es desfavorable, y mientras no sea destruida por pruebas ó 
t. xvii 
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motivos muy plausibles, debe creerse que el edificio daba lo 
mis que él podría producir, según las reglan de la oferta j de 
manda. Con estos antecedentes, puede estimarse fondada* 
.ente, que si los propietarios hubiesen tratado de enajenarla 
privadamente, su valor comercial, no habría pasado de la suma 
indicada; 

U° Que la posibilidad de duplicar 6 triplicar esa renta, ha- 
ciendo nuevas construcciones, de que hace mérito el perito Mo- 
reno para elevar su estimación á m:i de 30,000,000 de es un 
elemento eventual y problemático, que se aparta de la base fun- 
damental de la expropiación* que es el estado actual de las 
cosas, por cuyo motivo no puede s ;, r tomado en consideración, 
con arreglo al texto QSjpesQ del artículo i 6 de la lej do Setiem- 
bre de 1860. Es evidente que nuevas construcciones en un 
edificio, alimentan su valer venal y pueden clev ir su producti- 
vidad ; pero mientras no estén hechas, la posibilidad de ejecu- 
tarlas* no tiene mas val *r que el que la demanda en plaza 
atribuye al terreno. Ka presunción mas favorable es que su 
rendimiento estaría en la misma proporción cou relación al ca- 
pital empleado, que la generalidad de las construcciones. De 
otra manera, wi se esplica satisfactoriamente porque" los pro- 
pietarios no Las han efectuado desde 20 años atrás ; 

12° Que los informes recojidos de personas caracterizadas y 
competentes, entre ellas corredores que hacen profesión de la 
compra y venta de propiedades eu esta Ciudad» lo que les per- 
mite apreciar con exactitud la relación entre la oferta y la de- 
manda, que es uno de los elementos determinantes del valor de 
las cosas, confirman las conclusiones establecidas en tos consi- 
derandos precedentes. I-os señores (¡utierrea y Lavarello mani- 
fiestan (informe de f. 40) que, en general, las propiedades situa- 
das al rededor de la Plaza de la Victoria no han obtenido en 
plasa tos precios mas elevados, y son poco ó nada solicitadas 
por los compradores, y recuerdan que una finca situada en ** 
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Recoba nuera, compuesta de 18 taras de frente por 70 de fondo 
y regularmente edificada, ha sido sacada dos ó ires vece* a re- 
mate, y su propietario no ha podido coimepuir mas de mil pe- 
tos por rara, habiendo fuerte demanda por otras ubicadas á 
coadra y media ó dos cuadras de la Plata, en las calles de Vic- 
toria, Rivadavia y Piedad. El St. D. Félix Pico (informe de 
foja 41), recuerda una tenía hecha por él mismo á D. Nicolás 
Anchorena. de una finen en la calle de Piedad entre Reconquista 
y 25 de Hayo, de 26 varas de frente por 48 de fondo, á raaon 
de 1121 1 m' t . la vara cuadrada ; otra de ur.a eaaa situada frente 
al Club del Progreso, á 1905 ¿ m/ c la rara cuadrada, y la qu<- 
realizó D. Carlos Lnmb. de lis tres propiedades donde se cons- 
truye la nuera BoNade Comercio, á razón de 1382 1 la vara. 
El mismo perito de la parte de An**horena, Sr. üñimldez, en su 
informe al Intendente Municipal, f. 42, manifiesta que el precio 
de propiedades situadas en la Plaza de la Victona y sus inme- 
diaciones, había tariado entre tres y ocho mil pesos la vara 
cuadrada; 

19" Que á lo espuesto puede agregarse, como un dato conclu- 
yante, que este mismo edificio de la Becoba fui tasado por man- 
dato judicial, y por perito nombrado esdnsivamente por los 
interesados, en los autos tí-stamentarios del Dr. I). Manuel To- 
más Anchorena, en la suma de 7.638,117 $ m/ c , en lodos sus 
ramos, en aquella Época, no olvidada todavía, en que la propiedad 
raíl en esta Ciudad llegó i adquirir precios fabulosos e" inve- 
rosímiles; y si bien es cierto que aparece adjudicada por 
9.000,000, el aumento proc.de de un ticto voluntario y arbi- 
trario de los herederos, y no como resultado de nueva aprecia- 
ción pericial por motivos que el Juzgado no debe investigar; 

14° Que la avaluación para la cuotacinn de la Contribución 
Directa, no es un dato que pueda tomarse en consideración, 
tanto porque se hace comunmente por personas que no tie- 
nen conocimientos periciales y sujeta siempre á rectificación 
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ante el Tribunal de Apelación, cuanto porque. U duplicación 
del valor que se le atribuye en el corto topacio de 4 años» pre- 
cisamente cuando los rumores de expropiación oue d<>sde años 
atrás amenazaban A los propietarios, según la eapresion de su 
representante, empegaban a tomar las forma* claras de un pro- 
yecto de lej que no tardaría en convertirse en precepto inelu- 
dible, hacen tan sospechosa la aval nación, como la falta de 
redamo por partí* de los interesados, puesto que, para la fija- 
ción y percibo de alquileres y para las enagenarioues en plaza, 
no debían temer una avaluación baja : 

15" Que el representante de los propietarios conceptúa erró- 
neamente, apoyándose en la palabra i deinnizacion que la ley 
emplea en varios artículos, que toda expropiación la supone ne- 
cesariamente en el sentido jurídico de la palabra, deduciendo 
de allí que no es solamente el valor venal del bien que se 
le quita, lo que la autoridad expropiante está obligada a sa- 
t : afacer en todo ca<*o, sino una indemnización por el solo 
hecho de la expropiación, aparte de ese valor venal, que llega 
hasta comprender el perjuicio indirecto que sufrirán los expro- 
piados a causa de la dificultad de encontrar colocación lucra- 
tiva á la suma que perciban, cuyos elementos hace concurrir 
para elevar sus pretensiones á veinte millones; pero para fijar 
el verdadero significado y alcance de la palabra indemnización, 
cuando esta debe intervenir en ese carácter en la expropiación, 
basta recordar las que pronunció el Senador L>r. Alsiua, en la 
discusión de la ley: «Observo, decía, que en este proyecto, como 
en el de la otra Támara, siguiéndose el estilo de las ÍJámaras 
Francesas, se usa á veces ya promiscuamente, ya indistinta- 
mente, la palabra precio ó ¡ndemtiixacion.euando evidentemente 
son cosas muy d Militas. Kn una expropiación ha de haber 
siempre lugar a un precio, y pu -de, sin embargo, no haber 
indemnización, porque esta solo se aplica cuando resultan da- 
ños y perjuicios de un hecho ó de un acto; por ejemplo, si el 
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Estado necesita apoderarse de una fracción de campo para atra- 
Tesarlo coo un ferro-carril, entra el precio de la cosa ocupada, 
pero sí hay en ese campo una fübri»*a que tiene que d osa pare- 
cer ó trasladarse á otra localidad, ó si el ferro-carril atraviesa 
el campo cortándolo en dos partos, de manera que ja no quedo 
aparante para el objeto para que se le tenia destinado, e?;o es 
un perjuicio. > 

10" Que la exageración do tas pretensiones do los propieta- 
rios so hace mas perceptivo y evidente con solo tener presente, 
que la lenta que debería producir la Recoba al 7 anual, sobre 
un valor de veinte millones que ellos consideran su justo pre- 
cio, seria de 1.100,000 ¿, lo que exijiria á su vez que cada uno 
de los veinte cuartos de que se compone el ed i tirio, produzca 
70,000 # anuales, 6 sea un alquiler seguro de 5833 £ mensua- 
les. Ahora bien, puede estimarle, con fundamento, entrando al 
terreno de las hipótesis, que aun cuando duplicaran ó triplieá- 
ran la capacidad del edificio, con cunstiui eiojies eT altos, do 
obtendrían semejantes alquileres. Mirando la cuestión bajo 
una fa* inverna, dado el precio de veinte millones, resulta que 
los propietarios de la Recoba no han sacado üiuó un 2 % „ 
sobre ese precio, lo que ciertamente es incompatible con las 
estraordinaria» ventaja* que atribuyen a esa localidad para los 
negocios y loque el interés particular indica. 

En mérito de las precedentes consideraciunes y en cumpli- 
miento de lo mandado en el articulo 0" de la ley del Congreso 
de 13 de Setiembre de 1860. fallo y declaro: que el precio de 
siete millones quinientos mil pesos moneda corriente of reo ido 
por la Municipalidad de la ciudad de lineaos Aires, ó seau 
trescientos once mil pesos moneda nacional de oro, con sesenta 
y dos centesimos, es e! justo valor de la Recoba, y que, en con- 
secuencia, sus propietarios, \i* Chira Oarcía Zúñign de Ancho- 
renn, D* Clara Aiichorena de Uribelarrea, I)' Cármen y Isa- 
bel Anchorena, están obligadas á recibir esa suma, como única 
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indemnización por la privación de la propiedad de dicho edifi- 
cio y todo el terreno que él ocupa, que ?án á sufrir en virtud 
de lo ordenada en la ley de 4 de Agosto del año próximo pasado, 
pudiendo la Municipalidad proceder á la ocupación, una Tez 
consignada es i cantidad. Las costas serán satisfechas por mi- 
tad» como lo prescribe el artículo 18 de la ley de expropiación, 
por cuanto el precio fijado no excedí- á lo ofrecido por la Muni- 
cipalidad. Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

Virgilio*. Tedin, 



Buenas Air«s, Mayo i' Je lt#l 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso por apelación 
concedida en relación y no libremente; que el artículo seis de 
la ley de tve>e de Setiembre de mil ochocientos sesenta y seis 
establece la tramitación que debe observarse en los juicios de. 
expropi icion, disponiendo que se proceda verbal y á timaría- 
mente, con la intervención de los periUs que la* partes nom- 
bren para apoyar sus pretensiones; que ademas, en e»a instan- 
cia, los interesados han alegado es ténsame ote todo lo que han 
creidu conveniente á sus derechos ; se confirma, por esto, el 
auto apelado de foja ciento noventa y nueve vuelta. 

Considerando, en cuanto á los recursos de nulidad y apelación 
también deducidos contra la sentencia del Juei de Sección, por 
la que fija el valor que debe pagarse por la expropiación del edi- 
ficio denominado Kecoba- Vieja ; que eu dicha sentencia han sido 
tomados en atenta y debida consideración los estenaos y prolijos 
alegatos de las partes, la tasación é informes de los peritos, Us 
condiciones del edificio á expropiar, y cuantos antecedentes é 
informaciones particulares se ha creído oportuno traar al de- 
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bate, lo que cBcluye todo Ticio de nulidad en fe) procedimiento. 

Considerando, respecto de la apelación, que de autos consta 
que el terreno y edificio de que se trata fueron adjudicados á 
los expropiados, en l¡i partición testamentaria practicada en el 
año mil ochocientos setenta y cérico, en la suma de nuc*e mi- 
llones de pesos moneda corriente, por bis razones que allí se es- 
presan y que han sido alegadas sin centrad i ce ion . 

Que no hay razón alguna para que aquel justiprecia, hecho 
por los herederos, separándose de la tasación del perito que la 
estimaba en menos, pueda haberse disminuido en la actualidad 
en que todas las propiedades se han valorizado, y el precio del 
papel moneda es el mismo. 

Que, por otr;i parte, la ley establece que la indemnización 
debe comprometer todos bis gravámenes que sean consecuencia 
directa j necesaria de la expropiación; y resultando que el 
terreno y edificio que se expropia, había estado á mis propieta- 
rios la suma de nueve millones de peso» moneda corriente, pagar 
por él siete y medio millones, por considerar ser este e! justo 
precio, importaría un gravamen que la expropiación causaba á 
los expropiados j que no les era indemnizada. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada, se 
confirma esta, con la declaración de que el valor de la indemni- 
zación que debe abonarle por la expropiacion.es el de nueve mi- 
llones de pe.sos moneda corriente, o sean trescientos setenta y 
dos mil pesos con setecientos cuarenta y cuatro milésimos mo- 
neda nacional oro; siendo las costas de este juicio á cargo de la 
Municipalidad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
diex y ocho de la ley de expropiación. Hágase saber con el ori- 
ginal, reponiéndose los sellos y devuélvanse. 



J. B. GOflOtTUGA* — J- DOUDICUKZ. — 
l LADISLAO FRIAS, — a. U. LASHtlH. 
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ACLARACION 

Bueno* Aire», Sayi> 6 ic 188-1 

Estando resuelto por d i verso* fallo* de e<t* Corte, espe- 
cia) mente por el pronunciado en la eau.v» cuarenta y siete, 
tomo séptimo, primera serio, que Lis cost is ;i cargo riel expro- 
piante, en esta clase de juicios, solo comprenden las de actna- 
ciony los honorarios de los peritos interventores, declárase que 
así debe entenderse en el presente caso, y devuélvanse. 

I. b. GOROSTIACA. — J. l>om>Ct FZ. 
— t LADISLAO FRIAS. — S. M . I.AS- 
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El Fuco Xactonal conlra Mcanor Hernales y t>, sobre defrau- 
dación de derechos de Aduana. 



Sumario. — i" improcedente el recurso de nulidad uue no 
se ha interpuesto conjuutamente con el de apelación ; 
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2" Toda falsa manifestación y hecho que tienda á disminuir 
indebidamente la renta, eB declarado como fraude, y sujeto á 
tas penas prescritas por las ordenan is de Aduana ; 

3" Cuando las mercaderías han salido de la jurisdicción de 
las aduanas, la imposición de p.'nas corresponleá lo- Tribuna- 
les de Justicia; 

4° Las reclamaciones de Aduana procedentes de defrauda- 
ción de derechos, no se prescriben sinú por die* años ; 

5* La liquidación del comiso por mercaderías salidas de la 
jurisdicción de la Aduana, debe hacrsc calculando el precio 
de tarifa con mas los derechos. 



íVmo. -- Lo refiere el 

MI* 4*1 Smmm rtderal 

Paran!, Junio 13 de 1R83 

Y vistos : Kl Procurador Fiscal se presenta á f. 27 interpo- 
niendo demanda contra los señores Nicanor Heñíales y C\ del 
comercio del Uruguay, por haber defraudado al Fisco Nacio- 
nal, introduciendo en 27 de Setiembre de 1879, mayor canti- 
dad de mercaderías de las manifestadas en la Aduana de aquel 
puerto, y manifestando otras de inferior calidad que las que 
realmente introdujeron : desfraudaeion que t con el comiso y 
inultas estima en tr^s mil novericntos sesenta pesos fuertes 
(Sftes, 3960). Funda esta demanda en los documentos de fs 
\ i 46 y liquidación de f. 03. 

V resultando: que el vapor « Onix » en su viaje X o 181 
correspondiente al 25 de Setiembre de 1979 salió del puerto 
de Montevideo conduciendo una cantidad de carga consignada 
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cmi Nicanor Bernalc* de la Concepción del Uruguay, de 
Jaque forman parte las siguiente* mercaderías : 
(103) Ciento tres pipas fino. 
(1 2) Doce medias pipas Tino. 
(30) Veinte cuarterolas de fino. 
(100) Cien bórdatelas vino. 
(00) Sesenta y seis cajones ajenjo. 
(50) Cincuenta cajones ver moulh francés. 
(30) Treinta cajones aceite de 5 arrobas. 
Lo qne se comprueba con el manifie¿to general de dicho vapor 
presentado en detalle por la Dirección General de Vapores, en 
cumplimiento d« 1 artículo 838 de las Ordenanzas de Aduana, 
f. 10, j por el informe H el Cónsul General Argentino en Monte- 
video de f. 13, confirmado en forma auténtica por el de la 
Contaduría de Aduana de aquella ciudad f. . . 

Que llegada ta carga á su destino con fecha 27 de Setiembre 
el capitán del buque presentó el manifiesto de f. 10. el quo no 
obstante ser deficiente por no espresar ]¡i cantidad, calidad y 
especies de las mercaderías, como lo establece el articulo 838 
de las ordenanzas, fue aceptado sin objeción por los empleados 
de la Aduana; y la rasa N. Bernales, el manifiesto particular 
de f. i 7 para obtener el manifiesto directo de ta carga, en el 
que relaciónalos efectos que la constituyen, parto de los cua- 
les son estos : 
(40) Cuarenta pipas riño. 
(85) Ochenta y cinco bordalesuB riño. 
(100) Cien cuartas pipas riño. 
(96 ) Veinte y seis cajones cidra de 1 docena. 
(50) Cincuenta frasqueras ginebra. 
(40) Cuarenta cajones riño francés ordinario de una do* 
cena. 

(30) Treinta cajones aceite Niee en botellas de una docena. 
Este manifiesto fué despachado conforme por la Aduana, á 
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pesar de La contradicción de maTcas y números con el manifies- 
to general (planilla de f. 96). 

Que en consecuencia, la carga conducida por el * Onii * 
fué recibida é introducida á plaza por N. Bernales, sin que la 
Aduana observase sobre lu disconformidad de los efectos mani- 
festados con lus desembarcados ; y sin que la casa ronsiguata- 
ria hiciese tampoco reclamo alguno por estas diferencias al 
agente de vaporea, lo que se comprueba por el informe de éste 
al pié del manifiesto de f. 16 f el que no ha sido contradicho 
por ta parte demandada. 

Y considerando: I a Que por el artículo 1035 de las ordenan- 
zas de Aduana es declarado como fraude sujeto á pena, toda 
falsa manifestación y toda falta de requisito; y por el artículo 
1096, todo hucho que tienda & disminuir indebidamente la 
renta í 

4 a Que en el presente caso h y una falsa manifestación pro- 
bada, la que ha dado lugar á que se paguen menos derechos 
qne los que por ley corresponden, manifestando cuarenta pipas 
de Tino en vez de ciento tres que se introdujeron, 85 borda- 
lusas en ¥eide 100, veinte y seis cajones cidra, cincuenta fras- 
queras ginebra, cuarenta cajones vino francés ordinario en 
reí de sesenta y seis cajones ajenjo y l incuenta du vermoulh 
francés, y treinta cajones aceite Nice eu botellas de una doce- 
na, por treinta de aceite de á ciento cinco la arroba, y dejando 
sin manifestar doce medias pipas vino; 

3r Que estos hechos punibles son iinputablis al demandado 
Don Nicanor Ber nales» por ser él como consignatario el autor 
de la falsa manifestación para despacto; no siendo justifica- 
ción ni escusa bastante el haber presentado el manifiesto en 
conformidad con la cuenta de la casa cargadora en Montevideo: 
1° porque dicha cuenta es evidentemente falsa y formulada 
probablemente al solo objeto de facilitar ¡a defraudación, pues 
esta en contradicción con el manifiesto original de la misma 
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caía «lístente ea la mesa de Control de la Contaduría de Mon- 
tevideo f. !0A, con las constancias de lo* libros de Aduana del 
miamo puerto, informe de f. . . y con el manifiesto detallado 
de la carga presentada por la Dirección General f,..; y? 
porque esta conformidad aunque fuese verdadera, no releía de 
responsabilidad al consignatario, por no haber hecno en el 
manifiesto la declaración á que se refiere el artículo 108 de las 
Ordenanzas ; 

4° Que no está probada la conformidad del manifiesto de 
despacho, f. Í7 t con el general del buque presentado por su 
capitán, f. 15, alegada como descargo por la parte de Remales, 
desde que aquel determina la capacidad de los envases, las 
especies j calidad de los efectos que constituyen la carga, y 
éste se limita á espresar el número de cascos ó cajones líquido 
en términos vagos, contrariando lo dispuesto por el artículo 
838, y dentro de los cuales cabe una gran variedad en la cali- 
dad, especie y capacidad ; y porque según el informe del 
Administrador de Aduana del Uruguay de f. 07, en que corrije 
su anterior de f. 62, es evidente que eiiste contradicción en 
las marcas y números de uno y otro manifiesto, circunstancia 
que concurre á comprobar el propósito de defraudación al Fisco ; 

5» Que tampoco se ba comprobado la conformidad de la 
carga introducida á plaza con el manifiesto del despacho. En 
efecto, los carreros «¡astañaga y X. Caballero presentados como 
testigos, están en coutradiccion consigo mismos con el mani- 
fiesto citado y con lo informado por el Agente á f . . . decla- 
rando el primero que: fia pipas de vino descargadas er.m 
cuarenta, y treinta las cuartetolas, mientras el segundo afir- 
ma: que las pipas eran cuarenta y tantas y cien las cuartas 
pipas. El primero tampoco dice que ese número fuese el de la 
totalidad de la carga introducid» sino la que él y sus compa- 
ñeros condujeron en sus carros, ignorando ambos el contenido 
de loa cajones ; 
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6° Que en cuanto á la tramitación para el despacho, ella no 
ha sido estrictamente observada, pues que se aceptó indebida- 
mente y en t Hartón d.'l articulo 838 de las Ordenanzas, el 
manifiesto general de f. 15 concebido en término* vagos que 
facilitaban la defraudación ; J aunque esta falU no sea impu- 
table al consignatario, lo es la de haber presentado so mani- 
fiesto particular, sin hacer en él la declaración de ignorar las 
especies, calidad y cantidad de b>s artículos manifestados, como 
lo exije el artículo 108 ya cita-I O, y sin lo cual el consignatario 
es responsable de las diferencias que resultasen, declaración 
tanto roas necesaria cuanto que el maní tiesto dd buque no 
determinaba estas condiciones; 

7 o Que aun suponiendo que se hubiesen ob-ervado 'as formas 
de la tramitación en el Je>paeho, estando en el presente caso 
probado el hecho de la defraudación ; de ésto solo resultaría 
que loa empleados que intervinieron en la iteración fraudulen- 
ta fueron cómplices, lo que de ninguna manera puede servir de 
justificación, ni siquiera atenuar la culpabilidad del consigna- 
tario, siendo por el contrario una circunstancia que la agrava; 

8 Que la liquidación de f.í*3 no es conforme á las disposi- 
ciones de las Ordenanzas de Aduana, porque para ca'cular lo* 
derec' os pagado-i de menos Be lia deducido el valor de las bor- 
galesas manifestadas del de las pipas introducidas el de las 
cuarterolas del de las bordulezas, siendo así que debieron 
deducirse las cuarenta pip is que han pagado el impuesto, de las 
ciento treiuta que se introdujeron ; ochenta y cinco bordalesas 
de cien, y liquidarse el comiso de doce medias pipas no mani- 
festadas, pues el eioeso de derechos pagados sobre las cuarte- 
rolas manifestadas de mas, no puede repetirse por el artículo 
148 y sus correlativos, siendo también contrario ¡i las ordenan- 
zas, artículo t086, dicha liquidación, en cuanto solo carga do- 
bles derechos á la diferencia de valor entre la cidra, ginebra, 
vino francés embotellado j el ajenjo j vermonth. considerando 




esto* artículos tan tolo como de calidad diferer.te de aquellos, 
siendo así que son distintas especies» y en oposición al artículo 
iOJ9 la acumulación de loa derechos al valor comisado, pues 
que según el artículo citado aquellos deben deducirse del 
so. 

Por estas consideraciones, declaro caídos en comiso Bésente y 
s pipas fino tinto español, doce medias pipas del mismo 
quince bordalesas vino francés y la diferencia de valor 
sesenta y seis cajones ajenjo, cincuenta cajones vermouth 
ucés introducido y veinte y seis cajones cidra, cuarenta de 
francés ordinario, cincuenta de ginebra con cuatrocientos 
cincuenta litros; y sujetos al pago de dobles derechos, la dife- 
rencia de valor entre treinta cajonea aceite de cinco arrobas ¿ 
igual número de cajones de aceite Nice embotellado, debiendo 
ser abonadas estas diferencias basta la suma demandada, al 
precio de tarifa en la épc-a en que tuvo logar el fraude, por 
el demandado Nicanor Iternales, previa liquidación por la Ad- 
ministración de Rentas del Uruguay ; adjudicándose el valor 
decomisado al empleado O. Manuel Catnelino que denunció el 
fraude, previo pago de los derechos fiscales que serán deduci- 
dos del valer comisado, de acuerdo con «'1 artículo 1039 de 
las Ordenanxas citadas, dejando i salvo al Procurador Fiscal 
las acciones á que diere lugar el resultado de la liquidación 
y los que resulten de estos autos contra terceros. Hágase sa- 
ber con el original y no siendo apelada archívese. 



Vanuet de T. Pinto. 
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Bueno* Aire», Octubre 16 de 18S3. 

Suprema Corte : 

El fraude en este caso es á todas luces manifiesto. 
El vapor «Onix» salió de Montevideo conduciendo para 
la Concepción del Uruguay, en t re otro-! artículos los siguientes: 
103 pipan de vino, 
100 bordalesas riño. 
30 cuarterolas viuo. 
42 medias pipas riño, 
66 cajones agenjo. 
56 cajones ver moa t. 
!10 cajones aceite He 5 g. 

Así consta de] maní tiesto de foja 16, que se pidió á la agen- 
cia del vapor, y que debió ser formado en vista de los conoci- 
mientos y de los libros de abordo. 

El Capitán presentó el manifiesto de estilo, usándola palabra 
genérica cageos y liquido*. Esta generalidad idmitia todo, y 
preparaba el fraude. 

Lo» consignatarios presentaron el parcial en consecuencia, 
pidiendo despacho directo, por 40 pipas, en vez de 103; 85 
borda lesa», en ve* de 100; 100 cuartas pipas, en vez de 12 
manifestadas. 

Como se vé, 63 pipas y 15 bordalesas manifestadas de menos 
en el parcial, y veinte cuarterolas que no se manifestaban, se 
compensaban ron 100 cuartas pipas, cuando solo venían veinte 
en el manifiesto general. 

Con respecto á los cajones de vermoot etc., el fraude no 
era menos grosero. Consistía en sostituir un líquido por otro 
que pagéra menos derechos. 
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Por ios 50 cajones vermout francés se pedia el despacho de 
SO frasqueras ginebra. 

Los 66 cajones agenjo se dividían en 36 cajunes cidra y 40 
fino francés. Los 30 cajones aceite de 5 (§), er,m reemplazados 
por cajones de una docena de botella*. 

Es claro que todo esto no podía [tetarse á cabo sin la negli- 
gencia mas ¡.¡calificable, ó ¡ais bien sin l;i complicidad mani- 
fiesta de los empleados. Haciéndoles la debida jjsticia, fueron 
todos destituidos. 

La dificultad consiste ahora en U aplicación de la pena. 

La liquidación de fija 93 compensa las cuarterolas con las 
pipas y bordalesas, y solo declara en comiso la diferencia. 

El Juzgado no admite tal compensación. Si se pidió despi - 
cho de cuarterolas y se presentaron pipas, el señor Juez di - 
clara en comiso las pipas, y no la d i fe reacia entre cuarterola* 
y pipan. 

Paréceme U sentencia eu esta parte mas conforme á las Or- 
denanzas. 

No se trata de mas ó menos cantidad, como si dijéramos 
mas ó mentís libras que fallirán ó sobraran en una barrica de 
azúcar; ó de tantas ó cuantas piezas de lienzo en un cajón. 
Se trata simplemente déla sustitución de una cosa por otra, 
de un artículo por otro. 

Entre una pipa y una cuarterola no hay diferencia en la 
cantidad, sinó una verd ulera sostitucion. No es entonces el 
caso del urtículo 030, sinó del 000, ó si se quiere del 1036. 

Estoy en esta parte conforme ron la sentencia apelada. Lo 
estoy también en cuanto á no considerar como una simple 
diferencia de calidad, la sostitucion del vermout y agenjo pur 
ginebra y cidra. La diferencia es en especie no de calidad. 
La cidra no es inferior ó superior en calidad al vermout, sinó 
un artículo enteramente distinto. 

No es, pues, sobre este particular tampoco, el caso del artí- 
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culo 990, ü i nú el del 960 ya citado. El comiso dtibe recaer no 
sobre la diferencia de cantidad y calidad, sie.ó sobre las mis- 
mas pipas, el ageiiju y el verinout. 

En esta parte estoy también conforme con la sentencia, así 
como en la relativa á loa cajones de aceite de á 5 $ que pa- 
saron por cajones de botellas. En este caso basta de comisar 
la diferencia. 

Kl señor Juez, para la liquidación del comiso, toma por liase 
el precio de tarifa, previa deducción de los derechos. Xo es 
esto exacto. Kl precio de un artículo se compone del de tarifa 
con mas los derechos. Este es el precio que hubiera oUenido 
el artículo caído en comiso, rendid» en remite. Es c'l j no 
simplemente el de tarifa, el que debe regir para la liquidación 
de la cantidad en que deben ser condenados los señores Ber- 
nales. 

Por lo demás, estos señores han aducido en su defensa gene- 
ralidades y argumentaciones que du toa de tenerse en cuenta 
cuando median por una parte, hechos irrecusables y perfecta- 
mente comprobados, y por otra, disposiciones las mas claras 
y terminantes. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia recurrida con la modi- 
ficación que dejo indicada. 

Eduardo Costa. 



Bueno» Airei. Mayo 3 de 18H4. 

Vistos y considerando : 

gue según el artículo doscientos Ireinla y cuatro déla ley 
de procedimientos, es improcedente el recurso de nulidad, no 
interponiéndose ante los Juzgados de Sección junto con el de 
apelación, en el término fijado para este, como ha sucedido en 
el presente caso; 

t. mi 31 
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Que ademas, la sentencia «pelada, no ha sido dada con 
violación de ta forma y solemnidad que prescriben las leyes, ó 
ea i irtud de un procedimiento en que se haya incurrido en 
algún defecto de los que por espresa disposición de dere. no 
anule las actuaciones, que son los casos en que, conforme al 
articulo doscientos treinta y tres de la misma ley, hay lugar al 
recurso de nulidad ; 

Que el juez de sección ha procedido en virtud de una facul- 
tad espresa que la ley le acuerda, al p«dir para mejor proteer, 
los documentos a que se refiere ti auto de foja noventa y nue™ 
fuelta, y al tomar en consideración en su fallo, el dt'foja ciento 
seis de la primera foliación, ó ciento cinco de la segunda, no 
ha hecho otra cosa que cumplir con un precepto legal; 

Que con preacindencia de ese documento j de los domas 
agregados después de vencido el término de prueba, «in recla- 
mación del demandado, lu defraudación de la renta de aduana 
él hecha en la introdiiceioa y despacho de las mercaderías 
de que se trata, esta plenamente justificada por los documentos 
con que se inició la demanda; 

Que la* aduanas no pueden imponer penas, por infracciones 
de sus reglamentos, que han pasado desapercibidas al tiempo 
del despacho, cuando las mercaderías han salido de su jurisdic- 
ción* debiendo entonces recurrirse á loa Tribunales de Justicia, 
como ha tenido lugar en este caso (artículo mil treinta y cua- 
tro de las Ordenanzas de Aduana); lo cual implica que loa 
infractores 6 culpables no quedan cientos de la pena que 
impone la ley f por el hecho de desaparecer las mercaderías, 
mucho mas, conociéndose como se conoce, su cantidad, calidad, 
;ie y talor ; 

Que de consiguiente, no existiendo las mercaderías que de- 
ieroa set comisadas segua la ley, es conforme á derecho 
su valor, como lo haced ministerio público; 
en fin, que no es admisible la excepción de prescripción, 
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que opone la defensa, apoyada en el artículo cuatro mil treinta 
y siete del Código Civil, exponiendo que las Ordenanzas de 
Aduana, no contienen á v*W re-perto disposición alguna : prime- 
ro, porque ese artículo no es aplicable ¡i la presente cuestión, 
pues no se trata en ella, eomo tu ét se espresa, d« la reparjeion 
civil por daños causados por delitos ó cua-i-delítos, sinú de la 
aplicación de una pena pecuniaria por infracción de lo* regla- 
mentos deaduana; y ~eguud«>, porque el ariirulo iiialrocieiitoa 
treinta y tres de dichas Ordenanzas, estabfóoe ti-nninanteinente 
que reclamación s de la Aduana, fumo loque motiva e^taeausa, 
uu se prescriben muú por tiiez años, término que está muy dis- 
tante de haber trasrurrido en este raso; 

Tur estos fundamentos, 'os de la sentencia apelada, de fi ja 
ciento treinta, y de acuerdo con lo es puesto y pedido por el 
señor Procurador '.¡enera!, se mu firma dicha sentencia, con 
costas, declara u do se que el precio para la Liquidación en ella 
ordenada, será el que indica el señor Procurador General en el 
párrafo quince de su vista, por la razón que allí se espresa. 

Repuestos los sellos, devuélvanse; notifíquese en el original. 

J- DÓMISGL'U.— ( LADISLAO mi AS. 
S. É I.ASPlL'h — M. ü. tttiftftO. 
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D. Ántonino ir meo contra la Provincia de Santa fV, por 
recurso de revisión ; sobre reposición de un auto. 



Sumario. — El auto que declara cuales son los Jueces que 
deben conocer del recurso de revisión, no es revocable. 



Caao. — D. Autoniuo Urraco en el recurso de rerision dedu- 
cido contra el fallo de 4 de Diciembre de 1883, pidió reposi- 
ción del auto de 29 de Enero de 1884 que declaró que los 
Jueces que debían conocer del recurso de revisión eran los 
miamos que habían dictado la sentencia recurrida. 

NI* 4* I» * **** ** 

Buenos Aires. Mijo 8 de 1884. 

No alendo una providencia puramente interlocutor» la pro- 
nunciada por esta Corte con fecha" veinte y nueve de Enero del 
corriente año, i fojas cuya reposición se solicita ; 

No habiendo tampoco de los fallos de esta Corte, recorso 
alguno, 4 excepción del de revisión, según lo dispuesto por el 



ftK JUSTICIA NACI OS AI. 



artículo dieidela ley de diez y seis de Octnbre de mil ocho- 
cientos sesenta j dos ; 

Considerando por otra pirte, qne esto es conforme i la 
antigua legislación» declarada supletoria per el artículo tres- 
cientos setenta y cuatro de Id ley de procedimientos, según 
reinita de la ley siete, título veintiuno, libro o neo, Notísima 
Recopilación, que establece t « que no haya lugar a suplica- 
ción ni otro recurso alguno de ta sentencia en que l«»s del Con- 
aejo y Oidores de las Audiencias, se pronunciaran por Jueces 
ó por no Jueces » ; 

Que, por último, está dispuesto por antiguas resoluciones 
reales, y es la práctica constante, Begnn lo sientan entre 
otros el Conde de la Tañada, -Inicio ordinario, parte segunda, 
capítulo cuatro, números cuarenta y uno y cuarenta y tres, y 
Castro, Práctica Forense, capitulo seis, número doscientos 
noventa y dos ; que conozcan de ta suplicación los mismos 
jueces ajac conocieron de la anterior sentencia; 

Por esto* fundamentos, no ha lugar, con cortas, á la repo- 
sición solicitada. 

J. DOMMGCd' U LADISLAO rRlAS. — 
S. N. LASIMl'ft. 



0. Féti.r SottlitK por fiefar y 1\ bontra Ferrari y PaoteUi, 
por fabiflmeton de marca de fábrica: sobre personería. 



Sumario, — l\l pnder conferido á una razím social, un liaKi- 
lita á U persona ct¡yo nnmlm' e^tá mcluido <'ii elía, j ura asumir 
particular me 11 tu la representación del podefd&ite. 



Casa — I). Félix Koulié m> presentó por los Sre<. Ueiur y C 
con pü'ler t-niilVri iío ;í ttlit Stfullé y '\ áemaadftndo :i l-Virai i 
y Piolelti por rulaiflcacion du la marea de fálirint c Aperital*. 

Los demandado!» o[ u «ienHi i\\w td poder rra conferido a 
Félix Son lié y <*, y no ri Félix 8oul¡é, y gjae p"r consiguiente 
este carecía de personería pura demandarlos, Sniiliú contestó 
que no existía la razón de Félix Son lié y C*, y D¡fl| estos eran 
la misma persona que él. 

Y vistos estos autos en 1» relativo á la excepción de falta de 



- 
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personería opuesta por los demandados y considerando, que el 
poder de foja 7 ha sido otorgado á nombre de la raion social 
de Félix Soulié y C* por lo que no puede servir á D. Félix 
Soulié para presentarse 4 nombre propio ; que dp la exposición 
de foja 31 resulta que no existe sociedad ninguna que tenga 
derecha! usar la razón social espresada, no pudiendo aceptarse 
que los Srcs. Soulié y O asuman caprichosamente una per- 
sonalidad que no les corresponde. 

Por estas consideraciones fallo declarando que I>. Félix 
Sonlié carece de personería legal en este juicio y que en su 
consecuencia los Sres. Ferrari y l'aoletti no están olil irados a 
contestar la demanda, siendo á cargo de aquel las costas de 
este incidente. Repóngase el sello. 

Andrés t'tfarriza. 



Buvno* Aire». Majo H di; 1884. 

Vistos ; por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y dos ; previa reposición de sellos, de* 
vuélvase. 

J. B. GOhOSTUGA— J. DOJMSWEZ. — CU- 
mslaü rulas — S. M. LASriUlt. 
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C'AUhA SLV 



¡). Juan l'oggi contra el Teniente Coronel I». Joxé Antonio 
Salas ; sobre cobro de pastaje*. 



Sumario. — í" El ¡nitor de nna Arrien en rirtml d- l;i (1 ue 
te han iutroituciilo animales al campo de otro. responsable 
del pago fifi pastuje consumido pm los mismos. 

2* YA A* m mdado que se ha opue. to injustamente á la fle- 
m inda, debe pag.r las rostas del juicio de |" instancia. 

3 o El apelante que no justifica los principales capítulos de 
•u apelación, debe pagar las de 2* instancia. 



Como. — Se refiere en el 

Mendon, Mayn 1 de 1883. 

Vht/s estos mit »a seguidor por D. Juan Poggi contra el 
Comandante de Fronteras de esta Provincia, Teniente Coronel 
D. José Antonio Salas, por cobro dedos mil pesos fuertes, pro- 
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cedentea del valor de ciento quince cuadras de pa>-to, que dice 
le fueron consumidas, en el invierno próximo pasudo, en su 
estancia de «Aguatóla », por una cantidad de muía-i y algunos 
caballos de la Nación, que por órden de aqnel Gefe, dada con 
la intención preconcebida de perjudicarlo, y n<« oblante la 
oposición de su capataa, fueron introducidas á sus potreros, y 
de los daños y perjuicios que por remoción de una hacienda de 
engorde que en ellos tenia, tal heclm le produjo. 

Con la contestación del demandado, quien niega: primero, 
que las muían *-n cuestión fueron introducidas por su úrdi-n á 
los potreros del demandante, asegurando que lo hizo de suyo y 
por ser la primera boca que encontró en la travesía de San 
Rafael á San Carlos, el oficial que en virtud de órdenes del 
ex- Intendente militar de esta Provincia. General Nelson, las 
conducta á objeto de servicio, desde e! primer-' al segunda de 
los puntos enunciados; seminólo, que lo fueron pur la fuerza, 
pues el capataz del demandante las tomó á pasto voluniaría- 
mente, y no tuvo, por otra parte, el oficial aludido con que hacer 
aquella, pues venia acompañado de simples peones y sin anna^, 
ni soldado alguno; y tercero, lina! mente, que consumieran 
todo el pasto demandado, pues fueron colocadas, por el capataz 
citado, en dos potreros que se bailaban ya tábidos; agregando 
á estas aseveraciones, que el demandante había ocurrido á 
hacer visar el recibo del pasto por el General Xelson, et Go- 
bernador de la Provincia y el Teniente Coronel Ortega y reco- 
nocido por tal hecho á la Nación como única deudora de aquel. 

Y considerando: 1° Que el informe del General Nelson. 
corriente A foja 600, corno las declaraciones de Medardo Bar- 
rero, foja 75 vuelta, Enrique Hcmpel, foja 70 vuelta, y del 
oficial Saturnino Castro, foja 134, resulta que este último, por 
órden escrita del Comandante Salas é* invocando igualmente el 
nombre del General Nelson, por mandato del mismo Salas, in- 
trodujo no obstante la oposiei leí encargado ó capataz de la 
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hacienda en los potrero» del demandante la* muías a que este 
•e refiere en su demanda ; 

2 o Que esto* hechas, que resultan de la afirmación termi- 
niiute de loa testigos enunciados, son ademas verosímiles, por 
cnanto aparece de autos que el deman í:inte, reservando desde 
tiempo atrás pura <n hacienda de invernada los pastos de su 
finca, había resuello y prevenida ri ¡sus empleados no admitir 
en ellos: animales ágenos» ; y no es de presumir, sin antecedente 
alguno favorable al respecto, que dichos empleados, faltando 
sin razona, sus instrucciones, admitieran espontáneamente y 
sin una imposición, del género de la que se alega, las titulas 
en cuestión, en núnuro tan considerable y sin tijacion de pre- 
cio, ni ninguna otro circunstancia que caracterice ó haga supo- 
ner la existencia ó celebración de un contrato en el caso y no 
de un simple he-uo llevado á cabo por voluntad superior. 

3? c¿ue aunque resulta plenamente constatado, por las pro- 
pías declaraciones del demandante, que estos hechos no han 
üjdo acompañados de violencia y se han llevado á cabo en vir- 
tud de la úrden solamente del demandado y de la invocación 
ilegítima que por su mandato se hizo de! nombre y autoridad 
del Bx-Iútendente, General Nelsnn, ellos sin eaibargo responsa- 
bilizan por completo á dbho demandado, que usando de su au- 
toridad y sin eslar facultado s or la ley ni disposición alguna 
para disponer ó dar ¿rdene* respecto de la propiedad agena, ni 
para hacer requisiciones ó exijir contribuciones particulares de 
clase alguna, omitió, sin embargo, la orden de usar do la del 
demandante; 

4* Que no basta á exonerarlo de su responsabilidad, la cir- 
cunstancia de que el ex-Inten lente aludido, con 6 sin la creen" 
cía de que él afirma, se hallaba, de que los potreros en que se 
le dio cuenta habían sido encerradas las muías, eran del Es- 
tado, autorizara ú ordenára al oficial conductor á permanecer 
en ellos hasta la oportunidad correspondiente: primero, porque 
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el hecho tuvo lugar por la órden é iniciativa solo del doman- 
dado; y segando* porque la aprobación posterior de mis actos, 

puniendo que tal importara la órríein de iqnel *¡efe y que 
ademas hubiera sido Jado conscientemente, no podía ni puede, 
legalmente, cubrir la responsabilidad $1 su falta, cama ocacio- 
nal y exclusiva del hecho; 

5° Tampoco lo exonera, de ella, la circunstancia de que el de- 
mandante ocurriera ¿diversas autoridades en .solicitud de que 
le fuera Timado el recibo que *e le dió por el pasto y de que se 
le tijára conjuntamente precio a este, pues tal ocurso no tuvo, 
por otra parte, efecto alguno, no importa tti puede importar una 
re ti une ja ih> «us arciones con t ra el demandante, *¡nó, ¡í lo más, 
un paso dado pretendiendo, de quien quiera que fuese, el pago de 
lo que creía que legítimamente se te debía (art. 7" del tít. Ib 
la rrnttnrtadc fas derechos del acrertor del ('ó Jigo Civil); 

ti' tj iip por te que respecta á la calidad del pasto en cuestión, 
de los cuatro testigo* producidos al respecto por el demandante, 
sin tomar en cuenta:! (¡abrid Chirino, f. 7 i, justamente tachado 
como su capataz, resulta que tres, Juan li. Kuenz ilída,f. 27 vta, 
Medardo líarrera. f. 75, y Knrique Hempel, I". 70, declaran que 
aquel era de primera clase y el mejor que podía encontrarse 
en el Itepurt. miento de San ('¡irlos, ai bien, el primero se refiere 
soto al mes de Mayo en que dice lo viú y no al de Junio en que 
fueron introducidas las muías, y el tercero depone por simples 
referencias, y d cuarto restante, Saturnino Castro, f. 131, que 
el pasto que se le dio era tala ; 

7" <¡ue esta última declaración, aunque única, sirve ¿deter- 
minar con mas verosimilitud el tierno en cuestión: primero, 
porque las anteriores se reiteren á los pastos, en general, del 
demandante, y esta espeeí lítame n te al del potrero en que fue- 
ron colocadas las muías; segundo, porque de las propias decla- 
raciones de tos tres primeros testigos, aparece que el deman- 
dante había introducido, en el mes de Mayo, bastante hacienda 
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I sus potreros, y no ei po'iM*., por consiguiente, que todo* loo 
pastos, días deanes, permanecieran en flor y enteros; y tercero, 
final mente, porque habiendo sido el propio capatai del deman- 
dante qnien designó á su arbitrio el potrero en que debían ser 
encerradas las muías, n > es verosímil, que elijiera él ¿ los de 
mejor calidad sino el que se bailaba ya talailo; 

8° Que puede asi muy justamente, pura la apreciación de la 
calidad del pasto en cuestión, tomarse éste solo como de regó- 
lar ó segunda clase ; 

9" Que por lo que reverta á su valor, tomando por base las 
decía raí- iones de Los testigo» L>. Juan lí. Fuenzalida, f. 27 vta„ 
D. Meliton González, f. i5, 1>. Guillermo Gibb, f. 55, l). Satur- 
nino Fa, f, 67. D. Silvestre Torrea, f. 100, D. Joié María Se- 
gura, f. 84 vuelca, y Medardo Barreda y Enrique Uempel, f. 75 
y 76. puede equitativamente lijarse á razón de quince reales 
billete» del Banco Mendoza al mes p-r eabez.i ; 

10° Finalmente, que en relación á los demás daños y perjui- 
cios demandado*, el demandante no b i acreditado satisfactoria 
y específica mente la razón y naturaleza de ello*, por mi haber 
justificado debidamente que la remoción de su hacienda fué 
causada pura, esclusiva y necesariamente, por la introducción 
de las muías en cuestión á sus potreros, ó haber pagado por el 
pastaje de ella mayores precios que loa que, pnr el considerando 
anterior, se lea asignan, ni ninguna otra circunstancia de las 
necesarias al re-pecto, y mucho menos, el cuantum de dichos 
daños, bí esistian, no obstante haberse abierto á prueba la 
causa sobre elloa. y haber estad» de consiguiente obligado á 
hacerlo desde luego. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando declaro 
que el demandado Teniente Coronel 1). José Antonio Balas es 
responsable hária el demandante, y esta obligado i abonarle, en 
el término de diez dias, el valor del pasto demandado, con arre- 
glo á la base sentada en el considerando 9" y á los datos que 
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suministra el recibo inserto á f. 81, sin perjuicio de susuo io- 
nes, sí algunas le correspondan p .r derecho, contra « I Fisco 
Nacional, y abauelto de los demás cargos contenidos en la de- 
manda. Notifiquen con el original y repóngase el seliu. 

f. i de la Torre. 

Poggi apeló por Un costas de primara instancia, y por el pre- 
cio del pastaje, que saturo haber sido de primera clase. 



Bueno» Aires, Hayu 10 Je 1884. 

Vistos : no resaltando probado en autos que el pasto cuyo 
consumo se demanda, fuera de primera clase, se ronlirnn, por 
sus fundamento», U sentencia apelada de foja t iento sesenta y 
seis vuelta, con declaración de que las costas de primera ins- 
tancia deberán ser á cargo del demandado, atenta la injusiieia 
con que ba procedido en este asunto; y la» deísta instancia 
a cargo del actor aptl-inte, por no resultar justificados los prin- 
cipales capítulos de su apelación. Satisfechas «jue sean estas, 
*u consecuencia, y repuestos les sellos, devuélvanse. 



J. b. GOROSTIAGA. — i. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPllK . 
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Criminal, contra Hermenegildo Satdanha, Teodoro Assuaga (ai 
Juxto López, Satalio fíiveiro y Juan Villorrio, ftor saltea- 
miento tj robo en Cruguat/ana^ en la estancia de />* Claudia 
ttodriguez da Silva; sobre extradición. 



Sumario. — I* Segnn el frutado de «tradición entre ta Re- 
ptil» ica Argentina y el Imperio del Brasil, es procedente la 
extradición solicitad» en forma y con los documentos Piigidon 
por el artículo 12 del trntadn, por el delito de robo j saltea- 
miento. 

4" No corresponde ordenarla, respecto del que no está in- 
cluido en la nómina de los individuos cuya eitrad ilion se soli- 
cita. 

3° No corresponde, tampoco, respecto del que estando ¡oclui- 
do en ella, resulta ser ar jen Uno, no procediendo su enjuicia- 
miento en la República, mientras no se pida con los documen- 
tos y en la forma prescrita por el artículo 3 de dicho tratado. 



Cato. — Se comprende leyendo el 




Coméale», Octubre 29 de 1883. 

T vistos: Resulta de estos autos ta siguiente: T Que S. E. 
el 8r. Ministro de Relaciones Exteriores de la Nación, dirijió 
á este Juzgado el olido que corre A foja 8, acompañando los do- 
cumentos eu los cuates el Sr. Ministro del llrasil «pojaba la 
solicitud de eitradieiou que había hecho de los individuos Her- 
menegildo Saldanha, Teodoro Assua^a ó Justo Lope*, Natalio 
Uivoiro y Juan Villordo, que se hallaban presos, los tres pri- 
meros en Goja j el último en Libres ; y en vista de esos docu- 
mentos y de lo expuesto por el Fiscal, se dictó el autu de foja 
10, ordenando la prisión de dichos individuos, si ja hubiesen 
sido puestos en libertad, ú manteniéndola si todavía estuviesen 
presos, j señalándoles un plazo para deducir las excepciones 
que pudieran favorecerlos; pero librados los exhortos necesa- 
rios para la ejecución de este auto, resultó que los individuos 
presos en Goya figuraban con otros nombres que Jos reclama- 
dos por el Brasil, y se llamaban Inocencio, Pedro y Cipriano 
González, uo obstante, el Juzgado mantuvo el auto de prisión 
y ordenó por auto de fecha 21 de Febrero de este año, corriente 
á fojas 52 vuelta y 53, que los individuo- González fuesen con- 
dncidos A esta Ciudad y se practicasen varias dilijencias para 
justificar su identidad con los reclamados ; y ordenó, asimismo, 
que Jnan Biltordo, preso en Libres, fuese conducido á esta Ciu- 
dad. 

3° Que remitidos desde Goya los individuos llamados Gon- 
zález, se les tomó declaración t las que corren desde foja 80 
basta 88 y de ellas resultan contradicciones notables que din 
motivo para sospechar que se han cambiado el nombre, pues 
mientras que Pedro González dice que es primo hermano de Ci* 
priano González, y que es hijo único, bautizado en «Tacna* 
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», este dice que es herma uo de aquel y que tiene otro» 
nos que están con la madre, que fué bautizado en q 
eoo», Departamento de la Florida, y que bu hermano 
fué bautizado también en el «Durazno» o en la Florida, 
biendo llegado posteriormente el preso Joan Villordo, remi- 
to deide Libre», se le mantuvo en la Sub-Prefectura del 
Puerto hasta prestir declaración, la que corre a foja 101, y 
como este « onfi só de plano el hecho que motiva el pedido de 
extradición y manifestó que cono ¡a n los co-uutores del delito, 
Saldanha, Assuaga y Riveiro, se ordenó por ti uto de foja 103, que 
Villordo los reconociese en rueda de presos, manteniéndolo 
siempre en la Sub-Prefectnra, hasta que este acto se verificase. 
Conducido Villordo á la Cárcel y formada la rueda, éste señaló 
n el acto tres individuos diciendo que estos eran Hermenegildo 
Saldnnha, Teudoro Assuaga y Natalio Riveiro» y eran los mis- 
mos que se ll.tinultun Inocencio, Pedro y Ceferino Gomales, los 
cuate» frieron careados incontinenti con Juau Villordo, obsti- 
nándose aquellos A pesar de esto, en decir que eran los Gonza* 
leí, y uo como decia Villordo, como todo consta detalladamente 
de las dilijenchs de fojas 104 á 109. ' 
3° Que de los sumarios mandados instruir en Libres y Goya 
justificar la identidad de los presos con los indiví- 
reclamados por el Ministro del Brasil, resulta lo qua 
sigue: Que se han remitido como antecedentes las dilíjencias 
que se practicaron por las autoridades de Libres y Goya para 
la captura de estos individuos antes de haber sido solicitada 
su extradición, y confrontando esas piezas, unas con otras, se 
desprende de ellas, un conjunto de presunciones concomitantes 
que vienen á formar una prueba clara y evidente de que los in- 
dividuos reclamados se han cambiado el nombre. En efecto, 
Teófilo Alegre, testigo examinado por el Juez Pedáneo de la f • 
Sección dél Departamento de San Martin, foja I SI, dice, que 
Justo López y Natalio Riveiro fueron á unas carreras el I a da 
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Julio del Si mas 6 menos, y volvieron á los pncos ritas tra- 
yendo mucho dinero y varias prendas, y rió en poder de López 
un reloj, un recado chapeado con plata, una etpada nueva, 
una correa de auela encharolada, sin uso, un par espolines de 
plata y un látigo con chapa de plata, una pistola larga de dos 
cañones; objetos de la misma especie figuran en '.; inventario que 
ae lev. tilló por el O efe Político d- (¡ova, <■»;<♦ ndo fueron apre- 
hendidos loa individuos M imado- Gonf^iez, A rerjui-ícion del 
Gefe Político de Mercedes, y fué reaiitído en copia ;il Juez de 
Primera Instancia en Libres, cuyo inventario corre a fojas 140 
y 141. De dicho inventario resulta una prueba mas clara aun, 
y es haberse encontrado eu p'^tler de loa que fueron aprehendi- 
dos, un poncho de merino ".egro, forrado con bayeta colorada 
con uno inscripción bordada en la boca, que decía Justo López. 
Consta ademas, que el Gefe Político de Libres mandó una comi- 
sión al mando del Teniente Paredes para capturar á ios autores 
del saqueo del establecimiento de la señora da Silva, con oficio 
para al Juez de Paz de Mercedes, que en este pueblo fué apre- 
hendido Villordo; y teniendo datos de que los demás hubian 
seguido viaje para Goya, se adelantó Paredes acompañado de 
dos soldados, que conocían a los criminales, y mediante este co- 
nocimiento fueron reducidos á prisión los individuos que figu- 
raban en Goya bajo el nombre de González ; así resulta de las 
notaa y documentos que figuran en copia á fojas 139 y siguien- 
tes y de las declaraciones de Eulogio Muñoz, soldado que acom- 
pañó al Teniente Paredes hasta Goya para la captura de aque- 
llos, afirmando haberlos conocido antes del robo, bajo el nombre 
de Hermenegildo Saldanha, Justo López y Natalio Riveiro, y 
ser loa mismos que fueron aprehendidos en Goya y se habían 
cambiado el nombre con Inocencio, Cipriano y Pedro González. 
De la declaración de D, Martín Correa, apoderado de doña Clau- 
dia Rodrigue* 4 foja 05, resulta que dicha señora había man- 
dado á un jóven, llamado Manuel Méndez Riveiro, vara jestionar 
t. iva 32 
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y reclamar el dinero robado, y híñelo llpgítdo A Goja el Gefe 
Político hilo comparecer á dos de los denominados González y 
en el neto loa llamó por su* nombres verdaderos, es decir: Sal- 
danha, Assnaga ó López y Riveíro, citando los hechos y cir- 
cunstancias ocurridos en el Brasil hasta dejarlo» confundidos, 
que ademas, reconoció varias prendas deportadas en el Juzgado, 
especialmente nn rúenlo que era de él, y fué robado de la casa 
ie la señora SíIt.'. Por fin, la filiación remitida V™ el Br. Mi- 
tro de Relaciones Exteriores. 411 e corre á foja 175, convine 
lado lus presos, con pequeñas diferencias de apreciación en 
cuanto á Saldanha, pe» o tules deficiencias están mejor expira- 
das en la filiación que dá de este individuo el Viee-Coi.snl bra- 
silero, en su informe corriente á foja 137, que conviene exac- 
tamente con la del \hnm& Inocencio Gou,.al< z, nao consta 
del acta que se levantó teniéndolo- presente y corre á foja 188. 

4" Que en cuanto á Juan Villorrio, que confesó de plano el 
delito, manifestando ser arjentino bautizado en esta Ciudad y 
citando varias personas oue lo habían conocido cuando estuvo 
de sirviente en casa de Dolores A. de Alien», las cuales fue- 
ron examinadas, y de sus declaraciones que erren desde foja 192 
hasta 194 resulta: que el que estuvo de símente en casa de 
dicha señora se llamaba Regalado Vülordo j no Juan. En la fe 
de bautismo Temitida por el Delegado Eelesiáslico á foja 190, 
figura un Juan Benito, hijo natural de Geroniina Parras, y no 
de Angela Parras, como dice Villordo se llamaba su madre. Sin 
embargo de estas diferencias, debe tenerse por probado que 
Juan Villordo es a jentino; pues su¿ citas han resultarlo exac- 
tas «i se atiende á que hace muchos años falta de esta Ciudad; 
ademas de que, en la filiación de foja 175 remitida por el Señor 
Ministro de Itelaciones Exteriores ligura romocurreutino. 

5° Por fio t4 aprehendido en Kntre-Itios y se encuentra 
preso en Concordia, Matías Velazquez, uno de los que asaltaron 
y robaron la casa de lu señora da Silva, según su propia confe- 
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«ion, el que fué puesto á disposición del Juez de Libres de 
esta Provincia, remitiéndole el espediente, quien lo remitió al 
de Goya, y ¿ate ¡í este Juzgado, que conoce de la causa do ex- 
tradición. Para resolver lo conveniente, se telegrano al Juez 
det Crimen de Concordia mantuviese al preso á disposición de 
este Juzgado, y se preguntó a) Sr* Ministro de Relaciones Ex- 
teriores si Velazquez había sido reclamado por el Gobierno del 
del Brasil, contestando nigutivanieule por el telegrama de foja 

aaú 
Z9). 

Y considerando : t" Que la extradición de los individuos 
Hermenejildo Saldunlia, Teodoro Assuaga ó Justo López, Na- 
talio Riveiro y Juan Vil tordo, fué solicitada en debida forma 
y acompañando los documentos exijidos por el artículo 12 
del tratado de extradición vigente entre esta República y el 
Imperio del Brasil, siendo el delito que motiva el pedido uno 
de los designados en el artículo 2", inciso 0° del mismo; pero 
habiendo sido capturados ea Goya los tres primeros, se cam- 
biaron los nombres en los de Inocencio, Pedro y Cipríauo Gonzá- 
lez, por cuyo mutivo se siguieron diligencias para justificar, 
que los que se llamaban González, eran los mismos Saldan lia, 
Assuuga ú López y Riveiro; y según se ba visto det estudio que 
se ba hecho de los autos, resulta una prueba clara y evidente 
de que estos individuos son los mismos que asaltaron y roba- 
ron el establecimiento de la señora Claudia Rodríguez da 
Silva, en el Brasil, y ouva extradición se ha solicitado, pues 
Villordo los reconoció á todos ellos á la simple vista, entre mu- 
chos otros presos, lo que no habría podido suceder si no eran 
aquellos, aunque se hubiese propuesto comprometerlos; como 
fácilmente se comprende, desde que hubia llegado recien y no 
los había visto antes en Ja Cárcel ; sin embargo señaló á los 
que se llamaban González, llamándolos por sus nombres. Esta 
prueba, que por sí sola es plena, está corroborada por otras va- 
rias presunciones, tan fuertes que no dejan lugar á duda alguna. 




4* qos tos llamados Goasslea wn los qu« han eido reclamados; 
fM de les antecedentes remitidos por ti Juea do Ubres j do 
Ooyt» como te Iw riito 011 el estudio que so bs aecho, consto 
qoo loo Ooossles fttoroa reconocidos por tsiíss personas, 1er 
los mismos Stldanha, ¿ssoeg* ó Lopes 7 Rireiro, y se les en- 
centra un poncho coa el nombro do Justo Lopei, bordado en la 
boes como ya se ha esplieado ; 
8* Que eo «ututo i Jasa Villordo, no puede ser sntregsdo ti 
Brasil, qoo lo ha pedido, por ser argentino, segaa lo 
esprestawnte el artículo 3* del Tratado, ni maata- 
oa prisión por mas tiempo, A hasts qoe el Gobiorno do! 
solicite en debida formo qoe sea jaxg tdo por aquel de- 
, pues seria condenarlo á ana prisión indefinida ; tonto mas 
ensato que yt bs podido solicitar este juicio, desde que se sabia 
que Villordo ora cortentino, como figura en It filiación i f. 175; 

8 a Que Matis» VelssqtKi no ha sido solicitado por el Imperio 
del Brasil, como consta del telegrama del Sr. Ministrado Rela- 
ciones Exteriores, á T 236; j hallándose preso en la cárcel de 
Concordia á disposición de este Juagado y no podiendo ser pro* 
cesado por an delito que ha tenido lagar en otra nación, debo ser 
puesto en libertad, sin mas trámite. Por estos fundamentos y 
lo tspatsto por el Fiscal ; y no habiéndose propuesto ningún 
medio por el Defensor de los presos para justificar que los indi- 
viduos llamados Ooossles son otras personas que los reclama- 
dos por el Brasil, defínit trámente juagando, fallo: que está sufi- 
cientemente probado que loa presos qus se han llamado Ino- 
cencio, Pedro y Cipriano Gontales, son los mismos que han 
sido reclamados por el Imperio del Brasil, bajo los nombres 
de Her meuejildo Ssldanha, Teodoro Assuaga ó Justo Lopes y 
Birairo, como tutores del robo con TÍoteucia, pont- 
ón el establecimiento de D* Claudia Rodrigues da Silfo, 
Brasil í y por lo tanto y dt conformidad i lo qat dis- 
pone el tratado de extradición con el Imperio del Brasil, 





mando mu entregado» ti Gobierno reclamante ; y que leen 
puestos en libertad Joan Villordo y Matías Velaequei, el pri- 
mero por ser argentino, y el segando por no beber sido recia* 
atado ; ein perjuicio de proveer lo que corresponda si el Go- 
bierno del Brasil solicitare que Villordo sea juagado con 
arreglo al tratado. En sn consecuencia, oportunamente remítase 
copia de esta resolución ni Sr. Ministro de Relaciones Exte- 
rioras de la Nación, á fin de qne disponga lo conveniente para 
la extradición de los espressdos individuos, poniéndose en li* 
bertad á Jnan Villordo y dirjjíéndose telegrama al Jues del 
Crimen de Concordia para que ponga igualmente en libertad i 
Matías Telasques. Hágase saber con el original. 



La sentencie del Jugado de Sección, es de toda justicia, en 
cnanto declara probada la identidad y ordena la entrega de 
los reos ciya extradición reclama el Gobierno del Brasil: Her* 
menejildo Baldan**, Teodoro Assuaga y Natalicio Riveiro. El 
señor Jues se detiene en un estudio Un completo de estos vo- 
luminosos antecedentes, y enumera con tan marcada prolijidad 
loe indicios y las pruebas qne concorren é no dejar la mas pe- 
queña dada á cerca de la identidad de los individuos mencio- 
nados, qne creería ocupar estérilmente la atención de T. 
deteniéndome sobre el particular. Basta decir qne los titulados 
Gomales, no bao presentado nn solo antecedente en su favor* 
ni siquiera en presencia de la abrumadora é irrecusable 
prueba que sobre ellos arrojaba el reconocimiento de Villordo, 



Cárlct Luna, 



VISTA 




Baenos Aire». Mareo *3 de 1864. 




mu» mb t* stMseHA corte 



fie Enlejío Muñoz, Martin Correa y Manuel Méndez Rivero, y 
la circunstancia de encontrarse en su poder muchos de los ob- 
jetos robados que constituyen, por decirlo a^í, el cuerpo del 
delito. 

Cúmpleme ahora, llamar la atención de Y. E. sobre un punto 
importante <!e la ruisnu sentencia recurrida. Llama, en efecto, 
U atención que, después de haberse confesado sin embozo Vi- 
llorrio y VelasqueZt actores principales del robo, el Juez lo 
mande poner inmediatamente en libertad ! De esta manera, 
resulta pítente la ofensiva contradicción, difícil de armonizar 
los mas elementales principios de justicia, de que, miem- 
a'gunos de los criminales que asaltaron la casa de una 
t de una nación amiga, son entrególos pura que reciban 
aligo que merezcan oíros, los q-e quedan en la ÍTepúblicu, 
ictos y confesos, se pasean tranquilamente por sus calles! 
Dice el señor Juez que Juan VÜlnrdo es argentino y que el 
Gobierno del Brasil no ha pedido su castigo; que Matías Yelas- 
quez es oriental y no viene incluido en el pedido de extradi- 
ción. 
No es esto ex arto. 

Al pedir el Gubicrno Imperial la extradición de Juan Vi- 
llorrio, di-be entenderse haber perillo, implícitamente, su enjui- 
ciamiento por las autoridades de la Ke pública, en el caso pre- 
visto por el tratado; pues no puede suponerse que cuando per- 
sigue con tanto ahinco el castigo de este c íraen, hubiera de w- 
cluir A los argentinos. 

En el documento que sirve de base al pedido de extradición, 
f. 1 encontrará Y. K. mencionado variíis veces á Matías Velas- 
quez. El Maltas de tal, que incluye el Juez en el grupo de los 
asaltantes y en su resolución, de f. 6 uo es otro que Hat tas 
Vclasquez, preso en Concordia, puesto que é\ mismo lo reconoce. 

Pido, en consecuencia, la confirmación de la sentencia apelada, 
en cnanto dá por probada la identidad y ordena la entrega de 
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H. Saldan*, Teodoro Assnagfi y Natalicio Riveiro ; y sn revoca- 
ción en la parte que ordena poner en libertad á Jnan Villorrio 
y Matías Velasquez, debiendo uno y otro ser reducidos a pri- 
sión nuevamente; el primero, para «u enjuiciamiento por los 
Tribunales de la Nación y el segundo, para ser entregado, con 
los demás, al Gobierno que lo reclama. 

Eduardo Costa. 



ilnenos aire», Mayo 10 de 1884. 

Vistos: por sus fu inh nimios, y considerando: en cuanto á 
Matins Velazqucz, que no estií incluido en la nómina de los 
individuos, cuya extradición lia solicitado el Señor Ministro del 
Brasil, segnn el informe del Señor Ministro de Relaciones Ex- 
teriores de la Renúblira, de toja doscientos veinte y seis; y en 
cuanto a Juan Villordo, que e¿ ar jen tino y que el Gobierno 
del Brasil no ba pedido su enjuiciamiento con loa documentos 
y en la forma prescrita por el artículo tercero del tratado de 
extradición entre el Imperio del Brasil y la Bepúllica Arjen- 
lina, de diez y seis de Noviembre de mil ochocientos sesenta y 
nueve; se continua la sentencia apelada de foja doscientas trein- 
ta. Notifiques? con el orijinul y ríe vuélvanse. 

J. R. COIIOSTIAGA — I. DOHIÜCUKI. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. II . USMDR. 



CAUSA XXVII 



». Joié Camino» contra D. Meólas ffoeeííí; sobre indemnización 

de perjuicios 



Sumario. — I* El contrato de flota - ento de un buque, debe 
probarse por documenta escrito. 

2*. — Negada y no probada 1 1 eiistcneU del contrato, es 
inadmisible la demanda por daños j per} n icios, cuja indemni- 
laeion se pide por falta de cumplimiento del contrato. 



Cato, — Se refiere en el 



Buenos Aire», Setiembre 1* de 1481. 

Tiatos estos autos, de los que resulta : I* Que en 25 de Julio 
e 1881 se presento al Juigado D. Miguel Vascos, en represen- 
ion de D. José Caminos, demandando al ajante 6 dueño de 
los tapores «Messeuger* j «Rio Paraná», D. Nicolás KoceUi* 
los daños y perjuicios que le habían ocasionado á an man- 
dante con la falta de cumplimiento á an contrato de fletameato 



M -fnmu nacaeoui, 

pernal tm^ru de 4000 palmee itl Paraguay á Montevideo, 
estimados «d U »mt dt W0 # oro, en U tora* siguiente: Uti- 
lidades que Ubi» dejado dt percibir «a fl ntfoeio que debió 
i Mlisir con las pira eos «I Gobier m del Uruguay, incluso 
diferencia dt moneda, 3150 |, Multe tn que incurrió, según 
contrato con dicho Gobierno, incluso también diferencia de me- 
sada» 9080 f . Multe qne debe pagar á D. Tomás Salamani, le- 
gan contrito, 550 J Gaatoa do viajes j otroa 500 #; 

t? Que para establecer la responsabilidad del demandado, el 
actor haca le siguiente relación de los antecedentes del atonto: 
En el mee de Agosto de 1979 hito un contra» con el Gobierno 
del Uruguay para rendarle la cantidad dt 4000 palmee, al pré* 
eáo de t $f . con 80 contorcí oro, de la moneda oriental, las qne 
debieron ear transportadas desde el puerto dt « Barranquero Fo* 
rute », que está arriba de la Asunción del Paraguay f ni de Mon- 
tevideo, por ti vapor « Messtnjer », que era entóneos de propie- 
dad de D, Juan Huir, quien no pudo cumplir sn compromiso 
da transporte, por raion de f nena mayor, quedando rescindido 
al contrato con dicho Gobierno; poro habiéndole prometido el 
Sr. Kocotti, que representaba i los dueños de los vapores, que ti 
reanudaba »u contrato ton el Gobierno Oriental, él transporta- 
ría las palmas en los vapores ante» nombrados, desda a Barran- 
quero Poroto» á Montevideo, por el mismo precio y en las mis- 
mas condicionas estipulada! tn el contrato Mair, sa trasladó A 
aquella ciudad y obtuvo de dicho Gobierno un nuevo plato para 
al cumplimiento de sn contrato ; que en seguida pasé 4 tata ca- 
pital para ponerse do acuerdo con Nocetti, á fin da qne dictase 
las disposiciones necesarias para qut los vapores f Meseeager » 
y «Rio Paraná » subiesen hasta * Barranquero Poroto» para ha- 
cer al transporte da las palmas i que se había comprometido, 
trasladándose al Rosario para seguir dt allí á la Asunción, ha- 
hiendo recibido en el acto de partir la «arta acompañada á f . 7, 
«o la caal Nocetti ratifica el contrato de netamente, agregando 
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nna «Unanla qne antes no se babie estipulado, esto es, qne el 
Sr. Reyband se constituya * u'Spoosable por el pago «le loa fle- 
tes; qne posteriormente Kocetti dirigió á su representado la 
carta de f. 9 ¡JetTa F), haciendo una nuera modificación al con- 
trato en la parte relativa al pago del flete, exigiendo que loa 
conocimiento» se firmasen á nombre de los n gentes en Montevi- 
deo, señores Fraga y hermanos, la que fué contestada en los tér- 
minos qne espresa la copia acompañada á f. 16 (letra G), acep- 
tando la condición impuesta; que llegado el vapor ■ Messenger » 
á la Asunción, sd agente en esa ciudad, Ü. Modesto Atoros, 
dirijió á Caminos la carta de f. II (letra H), intentando impo- 
ner nueras condiciones al contrato de tic lamento que tenia ce- 
lebrado con Nocetti. siendo esta la ruzon de verse burlado y 
perjudicado gravemente por la fui ta de seriedad y mala fé de 
los agentes de los vapores nombrados; 

3 o Que D. Cestitio Azarrí, en representación dd demandado, 
contestóla demanda a f. 55, estableciendo : Qne el contrato 
acompañado á foja I era anténtiro y fué el que sirvió de 
base al fletamerrto que Caminos tuvo con Juan Muir y qne 
después no se llevó a efecto: que er¡i cierto que en Marzo 
de 1880, después de haber caducado el contrato con Mair 
j de haber vencido el término del contrato con el Gobier- 
na Oriental, Caminos estovo en es<a ciudad y le manifestó á 
Nocetti que iba 4 reanudar su contrato con aquel Gobierno: que 
era cierto qne en esa oportunidad so representado le manifestó 
que si lo conseguía, él le transportaría las palm;is, pero no en 
las condiciones del contrato con Mair, sino en las de uno noevo 
que llegado el caso celebra-ían poniéndose de acuerdo sobre las 
bases: que en esto no hubo sinó una promesa m ymert que 
debía dar logará un contrato en tales ó cuales condiciones, se 
mediaba acuerdo al respecto, siendo simplemente eso lo que re- 
presenta la carta de f. 4 (letra B); qne bajo la base de estar 
reanudado el contrato con el Gobierno Oriental, entraron á tra- 
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tar sobre el de Botamente, y tomando en general como modelo 
el contrato con Mair t se redacto el proyecto acompañado áf. 51, 
con algunas cláusulas que aquel no tenia, cuando de pronto Ca- 
minos protestó prisa de salir para el Rosario, siendo tanto su 
apuro que se fué sin dar por concluido el contrato, y, sobre todo 
sin firmarlo, á pesar do lo cual y deseando Nocetti no abando- 
nar el negocio proyectado, le escribió la carta letra D (f. 7), en 
la cual prometía remitir.el proyectado contrato por el Taporque 
debía salir el Jueves 25 de Mayo de 1880, siempre que D. Ig- 
nacio Reybaud contestara Antes de la salida del rnpor, si acepta* 
ba constituirse responsable por el pago de fletes; que según re- 
mita de la carta E, f. 8, aqnel no contestó en el término conve- 
nido, y desde luego pudo Noeetti dejar sin efecto ó modificarla; 
que en esta situación y deseando siempre hacer lo posible dt 
llevar adelante el proyectado negocio, escribió á Camino* la car- 
ta letra H, f. 0, en que se le hacía la propuesta de que lo¿ co- 
nocimientos se pusieran á la órden de los señores Fraga herma- 
nos, de Montevideo, quienes los endosaron, una vez pago el flete 
y con la misma fecha; y para el caso en que dicha propuesta 
fuese aceptada, escribió también la carta qne en cópia se acom- 
paña á f. 54, al agente en la Asunción, dándole las instrucciones 
correspondientes y remitiéndole cópia del contrato á firmar, no 
habiendo recibido contestación de Caminos ; que invitado este 
por dicho agente para formalizar el contrato, rehusó suscribirlo 
y aceptar las condiciones que le proponía, alegando qne él paga- 
ría el flete en Montevideo, de donde resulta que li el proyec- 
tado contrato no pasó de la categoría de proyecto no fué por 
enlpa de Nocetti ó sus agentes, sinó única y esclavamente, por 
la colpa y mala féde Caminos; que respecto 4 los daños y per- 
juicios de que Caminos pretende ser indemníiado, debe observar, 
en cnanto á la primera partida» que aquel hace el cálculo de so- 
puestas utilidades tomando por base qne debían transportara* 
cuatro mil palmas, cuando en el proyectado contrato, confoi 
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con el de Mair, una vez trn i «portad*» las primeria mil pelmas, 
Nocetti hubiera podida dejur sin efecto el contrato, si asi le con- 
venía: en cnanto á la segunda partida por multa, en que dice ha 
incurrido, según el contrato que ha exhibido, prescindiendo de 
las obser racione* hechas respecto de su autenticidad y vigencia, 
no reaulta que estuviese estipulada tal multa, sinóun descuento 
en el precio para los casos de falta, coartándole ademas, que no 
ha pagado multa alguna; que el contrato con Salomón» no es 
auténtico ni te celebró con relación al proyectado Aetamento, j 
que en cuanto i la partida de gastos de viaje y otros, no se 
acompaña justificativo alguno; 

4* Que oído el actor, respecto de los documentos presentados 
por el demandado, alegó, en el escrito de í . 68, que ninguna parta 
había tenido en la confección del borrador cuja copia presenta 
Nocetti, porque las bases convenidas fueron iguales á la del 
contrato Mair. con excepción de las modificaciones que Caminos 
le hiso de su puño y letra, manifestando, no obstante, que en di- 
cha cópia existía algo de las bases contenidas en el verdadero 
convenio: que la carta de Reybaud, era auténtica, y aceptaba 
como talla cópia de la que se dice dirijida á Alborns; pero re* 
chasaba el hecho de que se hubiese mandado por el capitán el 
contrato de fletamento; 

&* Que por auto de f. (00 ¿e recibió U causa á prueba, ha- 
biéndose producido dentro del término legal, ademas de loa do- 
cumentos acompañados á la demanda y contestación y de laa po- 
siciones absueltas por Kocetti á f. 87 y 143, la carta de f, 109 
dirijida por Kocetti y Freghia á Reyband, preguntándole si él 
pagaría el flete délas palmas y las declaraciones de f. Sttáttl 
para comprobar la distancia que media entre la Asunción y 
Puerto-Martín ó Barranquero Poroto, punto donde debían aer 
cargadas laa palmas. 

Considerando: I* Que la cansa generadora de loa perjuicios 
que demanda Caminos, es la falta de cumplimiento por parte de 
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Nocetti, sin motivo justificado, de un contrato de fletamento de 
los tenores de «a propiedad tUessenger» j •RioPuramit, pa- 
ra cargar en el punto arriba indicado, cuatro mil palmas con 
destino á Montevideo, de modo que el actor na debido probar, 
anta todo, la existencia del referido contrato, categóricamente 
negado por el demandado, atento lo que dispone la Ley 1', títu- 
lo 14, partida 8\ y después de esto, la falta de cumplimiento en 
la forma expresada en la demanda; 

3° Que según el artículo 1185 del Código de Comercio, el fie- 
tamento de un buque, ya sea en todo ó en parte, para nno ó mas 
viajes, ja sea á carga general, debe probarse por escrito ó por 
medio del instrumento llamado póliza de fletamento, firmado 
por ambas partes y conteniendo todos losdemis requisitos ena- 
morados en el artículo 1186 del Código citado, documento que 
el actor no ha exhibido ni insinuado siquiera que se haya otorga- 
do, reconociendo, por el contrario, haberse solo estendido un bor- 
rador que quedó sin firmar por ambas partes, no pudiendo ser 
sostituido por el conocimiento, porque se trata de probar la obli- 
gación contraída por el fletante de poner los vapores menciona- 
dos á disposición del fletador, en cuyo caso aquel no suple la pa- 
tita de fletamento, destinada precí sámente á constatar ese hecho 
y no de probar la entrega de la carga á bordo, en cuyo caso el 
conocimiento si suple la póliza, porque la presencia de las mer- 
caderías i bordo presupone el fletamento; 

3 o Que si bien es cierto que según la coman interpretación 
del artículo 373 del Código de Comercio francés, análogo al 1185 
del nuestro, la forma escrita no es considerada como sustancial 
para la exiatencia del contrato de fletamento, es indispensable, 
atento loa términos precisos de esa disposición, para probar su 
existencia, cuando es negada por alguna de las partea; y aunque 
no está sometida á formas especiales ni á la redacción de doble 
ejemplar eiíjidos para las convenciones sinalagmáticas en los 
contratos civiles, es necesario siempre como diceCresp, Droit 
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Marítimo, tomo 4, pág, 56, que se produzca un acto escrito, un 
uto propiamente dicho, formado por el concurso de ambas par- 
tes, que demuestre su acuerdo sobre cada una de las condicio- 
nes enumeradas en el artículo 1186,sin cuy a elistencia cualquie- 
ra de las dos partes estaría en aptitud de arrepentirse y dejar 
sin efecto el contrato, conforme á lo dispuesto en el artículo 
909 del Código dt> Comercio; 

4* Qneel estudio de loa documentos presentados por el de- 
mandante, que tienen pertinencia á la cuestión sub'judice, de* 
muestra claramente que entre Nocetti y Caminos, no ba mediado 
sinó una promesa por parte del primero de celebrar con el se- 
gundo nn contrato de fletamento, una Tez que ambas parte* se 
pusieran de perfecto acuerdo sobre sus condiciones, pTomesa 
que el demandante ba tomado como un acto perfecto suscep- 
tilde de producir otras acciones que las de eiijir que el contrato 
se realice, otorgándose el respectivo instrumento destinado á 
constatarlo, única acción que aquel tendría si hubiera proba- 
do haberse sometido I las exijencias del fletador, de conformidad 
4 la doctrina del artículo 52, título De los contratos en general 
del Código Civil ; 

5° Que de losmismos documentos (carta de f. 11), resulta que 
invitado Caminos por el agente de los vapores «Díessenger» y 
«Rio Paraná», en h Asunción, para establecer las condiciunes del 
proyectado contrato de fletamento, antes de hacerlo salir para 
el paraje donde estaban las palmas que deberían cargar, exi- 
jencia muy justa y natural, puento que desde ese momento iban 
á principiar las obligaciones de ambas parte, y los dueños d > 
los vapores no tenían hasta entónces documento alguno firmado 
por Caminos que estableciera cuales eran sus obligaciones y 
responsabilidades, el Hete á pagar, losdias fijados para la carga 
y descarga, las estadías y sobrestadías que habían de contar- 
se, en ana palabra, todas las enunciaciones que debe contener 
un contrato de fletamento. en resguardo de los derechos é inte- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS HE LA SU HUIA CORTE 



i lo dispuesto en el Artículo 304 del Código de Comercio; 

8° Que las precedentes cmsidcrAciones hacen inútil entrara! 
examen de la cuestión de sí Caminos celebro ó no contrato con 
el Gobierno Oriental para suministrar palmai, romo también si 
sufrió perjuicios y de qué naturaleza f nerón, pues lo espuesto 
basta para demostrar que caret a de acción para demandar i 
Nocetti por falta de cumplimiento al fletamento. 

Por esto* fúndame» ios, fallo absolviendo á D. Nicolás No- 
cetti de la demanda de f. 40, imponiendo perpétno silencio al 
actor. Notiffu^oese original. 

Vtrgüio Tedin. 

r»ll« ale asi — p wi C*r«» 

Bueno* Airei, Hayo 13 de 1861. 

Vistos : por su* fundamentos se confirma, con tosías, la sen- 
tencia apelada de foja doscientos setenta y tres, y repuestos los 
«ellos, devuélvanse. 

j. t. GOfcOSTUCA. — }. DOMINCCU. — 

uLAMsuo mus.— a. at. LAsrnn. 



